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Slla providencia ha sido seleccionada por la Corle Con,.lilucio­
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lllllE!BIIDO l?ROCIESO ll!:JilECtr.n:VO: Vulnf;ra d derecho L.<t prm.1dencla que so 
prelexl.o de adorar la sen/{mCia tk sr:~ult ¡.ldelante con la ejecución, modilka 
la Lasa de interés ~stablcclda oc.'<!! e el mandamiento de pago. · 

CorlP. Supr<?ma dP. .Tuslit:ia -Sala ele Casación Ca:U y·;lgrm;a.- San Lafé de 
Bogol.ú, D. C., sidt: (7) de j>tllo de mil novecientos nov"'hla y·ocho 11 998). 

Magistrado Ponente: Dr . .Vic<?lá.• Bechara .Sirnancas 

Ref.: Expediente No. 510,7 

De'>P""h" la Corl« la impu¡~naclón formulada contra el [al!o el" ""lr•n•c 
(141 de mayo rlP. mil nnve.dr:nlos noventa y ocho (HlY8) profe1ido por h• Sal" 
Civil del Triburi"l Sup.,rior rld Distrito Judicial de l:luearamanga, por m«clio 
del cual ::;e denegú ·el amparo· constitucional pedido por el señor Gom:alo 
Villabona Ban:enm<, <¡uien :aetúa .aqui representado por apoderado jucliei;ol, 
conLn• P.I.Jn>.gatlo Cuarto Civil del CI.L-culto de "'sa ciudad. 

A'ln:=J::NrJ::tl 

l. Prr>eura el acclonante la pmtecclón de su deredto al ü~biüo; pruu:su. el 
cual ~srlma conc.ulcado con el auto de 21 de abiil del arlo en cumo. pi'Oferldo 
por ei.Tw:W~do acclm.1ado dentro del proceso ejeculivo que el pctlctonano ade­
lanta c'ontra el sel'ior d orge Vargas Aguilera, y el cual, en consecuencia, soll­
c~ita sc:a rr.vor.arlo por corr~sponder a una refonna arbilrana dl' la scntcnci_a 
<1« l!l cle lll!Jr.w tamhli:n del pr~scnte a~o. dictada en ese asunlo. · 

2 .. En respaldo de la queja, su proponente, •m sint(~Sis, scl'lala e¡ ue en el 
aludido pmoeso, una vez nolillca.do el ejecutado de los ·mandamientos de pago 

· alli librados y sin que hubiese ell:presado reparo alguno contra los mismos o 
formulado excepcione;;, se dictó sentencia de sl'guir adelante la cJr.cuc.lón en 
la forma y t:ennlnos del articulo 507 del Cóüi~o de Prol~CdiJnlr:mo Cl\'11: y que. -
como consecuencia de la soltr.Uud qut< <knlm cid t.t~rrnlllO ele e¡~cutorla de tal 
fallo elevó el demand'lrlo, .,¡, '"'~,rln. mc:dianb: d auto de 21 de abril próximo 
pa:<,.clo, dec:idiú adarar hl misen;~. p8l'a ··cambiar una tasa de Interés (3% men· 
sual), rk<~rctada sobre una suma determinada de capilal, por la tasa de inlc· 
rés legal, sobre el mismo pr~ncipal. (6o/o anual)". 

Estima que la referida aclaración no es ·tal, debido a que "d dctTCl.f.l dl: 
una tasa de Interés derennlnada, den lro dellcxlo <:k una :;c.:nlcnc:ia, nu pu.:d<: 



10 --------~A~C~~~.IO~N~·~D~E~T~U~T~EL~A~---------~N~úm~~-o-24_9_4 

$el" considerado comu un concepto o frase que ofrezca 'verdadero motivo de:: 
duda'", y que, por tanto. se vtol6 tol artícu lo 309 dd Código de !>rocedirnir.nto 
CtvU, pues "la mod!.ftcaclón de una tasa· de in1.cres no puede menos que 
lntc'l'r~larse como urHl verdQdera RcifomuHk la sentencia". 

PreCisa, que "aún conviuítmilo que el Juc:< pudo haber blcurrido en "ITOr, 
en su examen del titulo cjeeuUvo, !.a parte que: eventualmente porlrí~ resultar 
pcrjurlknda por el error judicial. (acept. .. do como tal solo en l(r>•cia de dlscu­
.,;ún), cuenta con m(odios legales expeditos para remecli<trlu uportunament.e. 
La interpreta<~ón acomodaticia dr.IM pr eceptos le¡¡¡ale::~ no e<~. Señores Magis­
trados. el inslrwnento Jurídi co de recibo par" sulx;anar presuntos o reales 
di51ates judlctales y. comoquiera que d articulo utlllzado como muleta para la 
coja dectslon 'AclaratoÍia' (309 dt:l C. de P.C.) no admite rec.:unso alguno. fo!'7.0-
oo ea a.:udir a La acclóu •k tutela para que> la errada decisión Judlr.ial no 
petjud\que impunem.:rtb; lus 1n1ereses econrinlicos de la pa.i-te a~iorr•"· · 

F'lnalruente ~xpon-. su pcr!<onul int.erp1·etaclón sobre lu conélllaclón que 
sirviO de ba,;c alproc~so ejecuUvo, para colegir que fue ln voluntad de quien 
en e~e acto aclquirió ¡,,, nbllgactonc~ ulli r.onslgnada:s. p rever le causaclón de 
lnü,-"s"~ al 3% mensual "'obre la totalidad de 'lO$ instala.mcnl.ns o cuotas 
obJC!.I) c.l~ su compromiso. 

3. El ju<:7. accionado. en cl ulldo qlle aparece a folio 37 O..l cuaderno oeigi­
nal. &e 11.m1tó a hacer un reC\Jerotu •h: la actuación cumplido en el proceso 
ejecutivo a que refiere In solicit ud .J., <~mparo y a remitir las copias que le 
fueron pedidas por c11i,1)\Ulal. 

Prc.-vio indicar que frente a lo" en-ores en que puell•; lm:urrtrse a lo largo 
de un procc•o judicial. mil~ cu w'ICiu ellos aparecen cowdl(:ltulio~ en un auto, 
sea de trámllé o in\crlocutorlo, el ju<"J. 11o es un convidado dt~ piedra y que, por 
rmde. puede el adopt.ar las medidas· r. ru :>~ tnínadas a endere7.ar d deleclo, el a 
quo denegó la solieiLud de tutela al c(m,;id<Orar que con la dectsiOn aquí cues­
tionada uo se vulneró el derecl10 ..J dd:.1ido proceso del petleionmi o por tres 
C3peclllcas razones: J>} El acctonante y <.jC(ou lanle en el a lu didO ptoceso. 
"su.~tanclalment~ r.arccc del derechp. al coiJro del 3% por Int ereses de mora 
sobre el capital de $12 mlllone,;, d~ ~-"'"'':$ .... ·; 2"1 El auto de 21 de abril del año 
que a\'anza, en cscnc!.a. no modtlk6 la ~enlencla de llevar adelante la ejecu­
ción, sb>o, en forma indirecta. ¡,e on:uvó de alterar los alCJl.llCr:~ del primigenio 
auto dt: mandamiento de pag<> ~~~(tunde, equivocadamente, :se babia ot·dens­
do el pago dto los discutidos lntete>~c:s: y, 3•1 De entenderoc (IH~ ese pro\'eido si 
modl.Ocó la ~<:rtlcm:ia del proceso. r.orre::~pondia al autor de lB r.u tP.I a apelar tal 
fallo - la """ t.o::nda- · dentro del tt\rmlno de ejecutoria rkl ant.(l contentivo de 
la acla!-ad(m, lo que no hizo. 

Sobre el pt1meru <l_c = fundamentos. rc,;al1a.el1'ribunal que r.xamin ada 
d act~ de la conciliación <¡ue s iJVIó de base al rL,~.tudo coactivo se extrae r!P. 
dlu que, ciertamente, el seüur VuT!Ia-S Agu!lera no se Cfm"tprometió en forma 
alguuu a pagar intel'~ses. ni en .:1 pluzo ni en la mora. :<<.>!.•re la cuota de 

( 
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$12.000.000.00 que alli se estipuló: respecto de la ::<r:gunda de las hldicadas 
razone,;, apunta nuc por haberse repetido en la parle re,;ululíva de la senten· 
cia los 1 i'rminns de \e).,. mandamientos de pago proferidos en ese asunto. lo 
que c.aliJka lie ext...,sivo por ~uant.o la orden que debió impartirse er'l simple­
mente la de seguir adelante la ejecución ··,~omo de entrada había lenirlo ·r~~~­
bo'" sin mayores detcrmina.ctones, no puede <:olegirsc que la combatida 
aclaración recaiga sobre la sentencia misma, sino que con <;!ll::l, en verdad. lo 
.que se corrigió fue el errado mandamiento de P''lgo de 13 de febrero de 1997; y. 
finalmente, sobre la .ultima, aclara que la apeladún a que alude encuentra 
scnüdo, e:omn quiera que la prohtbl.ción que consagra el art.;c:ulo 507 del Có· 
digo de Proc:.,dímío:nlt) Ci•il vincula unJcamente ni ejeculatln, mas no al ~¡cc.u­
tante cuando d falln le:: es total o parcialmente de:>fm'Ornblc, .Y ptm¡m; el articulo 
331 tle la misma obra "señala que 'en· ca"o d., que se pida aclaración o 
coni¡>IementacJón de una prm1de!'cía, su_linnezu --<::n este caso: de la senten· 
cJa- sólo se producirá ui:m vt:s t;jt:t:u Lor.ia<la la que la 1·esuel:va' ". 

LA Ir.tl'lJcN.~C!óN 

El accionante, por intermedio del apoderado que:: lo repreo;ema, expresa 
inc<.mfemuidad ~.on el fallo comentado e Insiste en la ik,o:alídad de la actuacJón 
del funcionario contra quien se dllige la quej" y que;·:;.., tlo:sLaca en ella. Crit1· 
ea de pell,grosa la tesis acogida por el Tribunal cn cuanto que, a su cleclr, 
·.,suma Juri<llcamente \1able la &:fonncz de la sentencla por la via. de una 
'inadecuada· o ·laxa· aplicación de un norma <k orden público. que Expresa· 
·mente lo prohibe". Acota la procedencia el" l:o t.utda por cuanto. al no recono­
cerle al_combatldo auto la virtualidad de rf'lllmoar el fallo que se expidió en el 
proceso. colige que tal sentencia, "" la tcorma c:omn fue pmfelida, no le era 
dcsf.worabley que, por Jo mismo, no ~.enía posibilidad de apelada. Hfitera la 
lnterpretacJón que dio a la concili;ldón li.mdamcnto de la acción ejecutiva y 
concluye que .. el problema no. son lus t.énnlnos de la conc111ación; el problema 
no es la sente11cta de lle-var adelante la ejecuCión; el problema no es que ~as 
pretensiones de la demanda seanjus.Las o injustas, exageradas o 1-azonables. 
El problema es que bajo la égida de unn nonna de orden publico que lo prohibe, 
se está refonnando una sentencia.· 

l. l"l prrsente sc:clóh de tutela se centra en la ilegalidad del aut11 de 21 de 
abril del año l:.'n t:urso, proft>.rido por el Juzgado accionado en el prot:(:o;o <k ~u 
conocimícnl.o. ya pknamente referencJado, por virtud del cual, ':'c¡.,'i'm ::<u par· 
le resulul.iva, se aclata "la sentencia del 19 de marzo de 1998, indi<:ando gu" 
,..¡ bit:ro se tld.1e seguu· adelante la ejecución conforme lo orclto1ado ."" d auto 
tjt:e>JI.ívo del 13 de febrero de 1997 y el 7 de abril <le 1997; al anl.1> dd 13 dt: 
febrero de.1997 se deja "In efedn d literal b) tld numeral 1 y en ,;,u.Juga1·, &e 
decreta ,;ubn:·la suma dt: $12'000.000 m/cte lntere:>es al (Jo/o anual a parUr 
etcl 13 d.-: abrtl de 1996 y hasta cuando se c<m<:ele lolalm<:rolt: Jo tkbido; ... ". 

2. Como lk mam:ra penu&nente lo ha sostenJdo la jw1sprudencta consti· 
lu<:ional, por vla !le argumentación genernl, la acción de Lulela es lmproet.>· 
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dente cu añdo se la emplea p81e <':lrml>~tlir providendas Judiciale>~, pues en 
procvnl de la antononúa e lnikp<~ndcncia de- los jueceS Y-"" J(ltarda de la 
sP.gurtdad jurídica no es conveniente. en principio, qw; dldtos actos puedarr 
impugnru-5e por fuera dd proceso ntlSlno en r¡ur: n;>c<uliww1 prufetidos. al ln­
"·'•ior de Jos cuaJe~ lm; sujetos proce!>alcoft r:o,.:nlan normulmente con la5 opor­
tunidades de dr.ft:n:;a pertinentea. 

Gorr lodo, trunbien asi S<<~ hu plUtluallzado. sólo por vía d~ ex~:epción proc.e­
c\e la tutela frente a pmveimientos de ~se orden ' ~:uando. no d isponlendose 
de medio ordinario de defensa, ellrrs representan el fenónteno que ha dudn <>.n 
Uamm-se "via de hecho Judi<:lld". por la que ae entiende un u ucüvidad de con 
clucta Ju r!bdlcclooal que en cuanto fruto del capricho o dd parecer Irracional, 
n o tiene nlngun fundamento legal. · 

3. De \1eja data la clor:trirw y laju.risprudencla tJu>w ll>l<~nnal r.nmo forauea 
hllll W!llentdo que las nonnú~ {)fOCediruentaJes !IOJl <k tln1rm plÍhlico )'. por 
r:n\l<: , <.le obllgalor1o cumpllmtr:¡rlo ¡nrru el juez y para laA pl!rt¡,s. 

A" " vez. el artículo 309 de: c:ri<liJ,!v de enjuiclanúento ciVil cnserrn que "La 
scnl.md" no e.; revocal;rk n..t refommble por el juez q ue la prommctó. Con 
todo. dentro ci<>l t.él'Tillno de la ejecutoria. de ofkio o a sollc!tud de p>lrlc. po­
._·JN n JlCl:.trarsc en ituto co•nplemf.r\b'ui o lt..M:J conceptos o frnse~ c1ue ofre.z.cau 
vt>.rdadero motiVo de dutla, sitm~pre que es ten contcrli~s en lo porte resol u U 
va de la s-entencia o qu .. inOt~'llD «ttl ella". 

4 . E:n punto de las fonnas de sub""""ci6n de los defectos de orden mar.r:­
rial u r:uncr.ptnal de que adole:o"" uua "''nl~:n<:ia. la Sala tiene definido "qut~ 
$.lguen >~it:mln l.n.::; Jo:; únicos tuotlvo~ ar:r:ptadol:l por la l~gllllación para que 
pueda lu•bcr lllgar a la aclaración. cort"t:r:cJórl o <.r<.liciún de sentencias. judl­
clale:>, " ""h.:r: .,¡ La corrección mate rlal tk errores de la clase de los que 
lndic<r d a rlír.:ulo 310 t!el Códtgo ~e Procecllrnit~Ilt.o CivU .... bl La aclaración por 
auto cutuplc:tm:n lario t!e conceptos o fre,.qc,; que uJ'r<!zl:an v-erdadero motivo de 
duda · ... 8ic111¡m: •tu" c:;tén cont~.nldos en la part.l': n-::wluUva de la sen tencia o 
Influyan. c11 ella . . .': y por \llllmo. el I:A aclttamt:niJl cla;i:;orto para enmendar 
defecto& de <X>rolcni<lvs wmo lo.s desct'ttos por el artínllo 311 ibídem [Con e 
Suprema tk Juslicja. Sala de t:asaclón Ci\~1. Ant.u :-Jn. 1 ~3. 15 de jnnlo dé 
1993. Exp. l\"o. 3.573). · 

1\!;hnlsmo. espec-iftc:uncnl« r~~peclo de la acla~·actón de la sentenda, se 
ha ~ol!tenido que" .... el arlienln 309 ejusdem, advierte que: pum r¡ue pl'!X'eda 
la acl8l'ACJón es m~n.,,_t.,.- que la parte resolutl\'a conlen¡¡n \:onceptos que, 
por equivocas. se prE:si (-m u interpre taciones diversas y pnr "nde g~neren in­
r.ertldmnbre o. cuando cSluntlo "n la motiva. tengan dirt:el.u rehiC:ión ccm Jo 
eetable<'ldo en aqu c lla .... Enumces. no obata.nte la inlanglhllicl<>cl ron que la 
ley rodea las ·seutcuclas. por exr.P.p<'lón , el juez q ue 1::. p r pOrll> q ueda investido 
de la facultad para que. de ofit:fo o " pet.tctón de parte. en auto romplem,nto 
riu. la nr.l~re, pero sólo cuando en ellt\ se alberguen oonc-.eptoe o fr-ases que 
ofrez.crut $Crlos motivos dP. rlurta y que, por supuesto, es1.#:n c~nnt~nldOE> e-.n su 

( 
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p"rll: n:sulut.iva <><¡ut: iufluyau '~"ella. 'De tal suene que, como lo ha dicho la 
Col'le, su prelcxt.u lit: aclarar t:l lalln 110 puede el juzgado vartar, de nin¡.,'una 
111ancra. lo ya decidido pues, eomo salla a la vi:;\a se adara lo que e~> confuso, 
lo que olrece motivos de perplejidad o de duda, a8unlo lJU<': es por oompleto 
diferente a la modificación o' r~~aclón de lo ya resuello' (Aulo No. 24:-l de 
a~oSlt.o 2 d~ 1 !1!14. ~xpctllr.nJ¡, Nr..·4::129)" (C:ort.~ Suprema de Justicia, Sala de 
~~sat:i<)n C:iVil y Agnlri:l, Anl11 301 de 14 dr. novl~mbre de 1997. expediente 
No.4534). 

5. Examinado en todo su contenido y en l<t de\ennimu:ion (¡Ur. r.ont.l~ne el 
proveido materia de la queja del ac<:ionantc, forzoso es colegir que el Jue>: 
accionado transgredió con el prlnclplo de Jntanglbllidad de los fallos judicia­
les, consagrado en el ya transcrtto y comentado ;;n1.ícnlu 309 de la ley de en­
juiciamiento ci'il. pues habiéndose decidido en la senl.encia de 19 de marzo 
del año en r.-ul'so .. Seguir adelante la.ejecución t;unli>nne se ordenó en el auto 
'\iecnl.ivo de 1 :l rle !'ehrero de 1997 y en el anl.l> o:jecut.ivo de fecha 7 de ab1il de 
1997", y des pues de hacerse en el alusión casi que textual a dichos pronun­
<:iarnlcntos $irl que adcnu\s se· observe la prcscncJa de alg1·1n p;a~~j~ o..c:;curo o 
que oli·e>.ca seria..; mol ivos de duda en su comprensi(m, mal podia el Juzgado 
accionado, so pretexto de enderezar el yerro eri qu~ se im:urrió al momento de 
la adopción del auto de 13 de febrero en lo tocante a Jos intereses allí rlec:rel.a­
dos sobr"' el capital de Sl2.000.000.oo, proceder a la aclarat:ion dt> la aludida 
sentencia, por cuanto, como en efecto acont"'ció y ;~quí "" susl.ienc, lo que en 
ultimas se hizo. fue um\ ·Indebida reforma de lo Jnicialmenl.e resnelt.n en ella. 

6. Visl.o ¡¡o,;í lo resneltl.l por el a(:don¡¡do, nu ofrece: dlftcultad concluir que, 
desde Ja perspectiva puramenl.t: ad,jctiva, t·IC un l."'.do se Incursionó por dicho 
fw1clonarlo en el campo de las '~as de hecho y, de otro, se conculcó el derecho 
al debido proceso dc:J accion:mhl, r¡u~ es prccisameqte el derecho cuya pro­
tección aqui se suplica; razón suficiente par:l. que la sentencia impugllada 
deb'a revot:arse y, t~n su remph'.o, st• acceda a la solicitud or1gen de esta 
l.rarnil.at:i(m lo .:mol implic" <li'lpnm:r que 1" •cnh~ncia. de 19 de marzo d"'l ruio 
qut: l:i.V~IJY.a, Uic.:tada (;n d jnidn r:jer:uUvo de 4UC se trata, deberá mantenerse 
~n la rorma (:umo ru(: pror~nda, dcbiéndos(: t:l)n\.inuar con el trámite del pro­
ceso haciendo cao;o omiso de la decisión que dio lugar a IK Acción de tutela. 

7. Lo anterior, ~in pc::rjuicio dt~ los pJanlt:anlit:nlO~ que. en torno a las ~.o~­
sider.acioue~ ~u~tanciales clt:ctuadats en d proveído tnaterla de la,ac.cJ~n de 
tutela. pudiera hacer valer la parte alié. ej~cutada al momento de la liquida· 
ción del crédito, es decir, respecto de los Intereses que originaron la aclara· 
t:iút1 solit:ilada pl>r dít:ha p>Or1.t: lar!.. 521 C .. do: P.C.). 

DJlCISf::>l'l 

En mérito de lo expuesto, la Corte Sup,.ema de Jn,;l:icia ·en Sala de Casa­
ción Ci\.;1 y Agraria, administ.Tando jusl.icia en non1brc de la R<..."'Públic~ y por 
autoridad de la ley. Revoco. el faUo de catorce (14) de mayo de mil novecientos 
nove-nta y ocho (1998), proferido e-n este asunto por la Sala CMl del"l)1bunal 
Superior del Distrito Judicial de Bucnramonga y. en su defecto. 
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D:SI'(l:'ii':: 

Prtme/'0.-Accede.· a la o;olir.il.ud de tutela alllúclo referenclada para pro\.1:­
gcr el derecho al debido proceso del aquí pel1clonai1o seiior vonzc:dv Vi!lutJoria 

. .Bammas. · 

Segundo.- Disponer, en ccm:;<;atencia, que la sentencia de 19 de marzo del 
año que avanza. didada en el juicio ejecutivo de que se trata, se rnaul:eroga cu 
la fon11a como fue proferida, debieruluo;c conünuar ~:un cllr:unile del proceso 
hadcndo caso omiso de la deei,.iún que dio lug.'lr a la acción. de tutela. 

No1.tfít¡uese l.elegráftcamente lo aquí resuello al accionanle, a su apodera­
do y al señor Jorge Vargas Agwkra; al juzgado accionado. mediante oflclo al 
que se an~xará copia ínlegra de este fallo: r<':mit.lls~ inm~diat·amen\e <:opia de 
este proveído al Tribunal de tnstan~ta para lo de su cargo; y', en oportunidad. 
em'fcsc el expediente a la Corte ConstlhJt.':inm•l. pan• la ev"ntual revisión. 
Líbrense los ollcios del caso. 

Jorge Santos Ballestero.~. NiCOlás BechwuSimancas. Jorge Antonio Gasi111D 
Rugcles, Carlos Estel>anJaromilloSclrloss. Pedro Lq[onl Píanetta. José Feman· 
do RumírE:.z Gómez. Rq{ael Ronw.ro SierTll. 

. ' 



II>II!:..'U:CI'I!IO ID:! IP!l:TICHON: Las en!idude.s privadw; prestadora.' dr. ·'""'ir.ioo 
públii;os estún obligadas a proteger el derecho de pcticlon a m<:m"' qu<: la 
solicitud formulada se rellera a asuntos de Jnteres estrictamente privado. La 

> negativa .a atcnd,,- 1" solicitud que versa sobre actos pl'lvados de Jnteres pú­
blico general vulnera el dt:LT."hn del acciorumtc. 

Corte Suprema de ,Justlr.la -.'){Jitl. de Casación Ci1>il y Agraria- Santafe de 
Bngot<i, D. C., siete (7) de.jullo de mil novecientos noventa y ocho 11998}. 

Magistrado Ponem.t~: Dr. P"dm T .l!.fo•t! Pianelta 

Ref.: RxpP.rliente ·.\1" 5166 · 

Oectde la Corte la 1mpugna<:iém formulada contra el fallo del dtez (lO) de 
junio de rnllnoveúleillo9 m>Vcnl.a y ocho 1199B), proferido por el Tribunal Su­
Pelior del Distrito Judi<:ial ck San\alc de l;!ogotá, Sala Ci'l-11, niedlante el cual 
n:solvió conceder la tutela incoada Jmr Juiuw. Cu.stro Ol.st_ro contra Empresa 
r.!e. Eneryía de Bogotú S.A. E.S.P. 

1. A;m-,croENrES 

l. El ciudadano Jaime Casn-o Castro, obrando en su propio nombre, en 
!.ablú '"x:i(m de tutela contra la Emprcsa-d~ Energí" de Sant..·de de Bogotá S. 
A. E.S.P., con el Jln de solicltar b protección de su derecho constilucionru 
fundamtmlnl de petición, consagrado en el art. 23 de la Const.itl,lción Política. 

2.- Los hr:chos en que fundamenta sus. preteno;iones se concretan a los 
s!Auicrilt:s: 

2.1. Expresa el ac:clrmantc que el 12 de marzo de 1998 pl'esentú ant" la · 
Empresa de Energia de Flogolá memorial petltorlo de las ac:tas dt: '-'""iones 
que su Junta Din':Ciiv" t:clcbró en el año de 1997, habiendosd.'. IT.'liJ<mtlido el 
30 del mismo mes qur. .:umu la E.E.B. ejerce sus actividades dentro d~l á.mblto 
del derecho prlvadu mr .:sl.á obligada a sum!J:l1strar esos documentos por St'< 
(.'Onfidenclales, ni tampoco a reSJlctar t>l der~cho de petición (oftcto !X\71:l de 
marzu 30 de 1.998). 

2 .2. Mas adelante señala el pN.ir:innario quP. la Empresa de Energia de 
Dogul.tt. .:sl.:d <:CJnsl.iluida como socledad por acciones de nat.unllt'Za mixta por­
quo:: la mayoria <k su capital es oftctal, y es casa mat112. y """nl.a .:nn nos 
filiales, Erugesa y Co<lcn~. ¡.,,. cuales tienen a su cargo la: presla.,iún dP.I 
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servicio plibllrxl y dnmkiliario de energia eléctrica en Bogotá y 100 municipios. 
tnás. · 

2.:1. Por ulL.imo, d inlcrcsado adiciona s_u demanda con algunas referen· 
claa de la Sc:ntcncia T ·00 1 de 1998 proferida por la H. Corte Constitucional, 
en cuanln tienen relación con dtsposlclones de la Ley 142 de 1994, que le fija 
a la~ t:mpresas de sen1clos publlcos tlmuidli~rius, aún¡.,, dt': eanid.l:'o· priv"· 
do, el deber de responder las pdi(:iun..-.s de sus u:martu~. >luscrtplures u 
suscriptores potencial e!<. cuando l'Stén referidas a la preslat'ión del senicio. 
Destaca las conslcleracloncs de la Corporación en el sentido de extender Lot 
ohHga~Jon :1 las empresas prestadoras de servidos públicos domlclllarlos de 
dar respuesta a los terceros qu" busquen con sus peticiones la sal isracción 
de derechos publit~r>s, o:omo es el caso del servicio público de energia eléctrica; 
y 1¡, de ser procedente la acctón de tuteLe'- contra p..'lrtlculares cuando carc11 
encargados de la prestación de un servicio público, más aun cuando, en el 
t:usn "" c:omento, se lratn de una sociedad de econornia mtxt:a como c:orre9· 
ponde a la olefintC'ión que se hace de la Empre.ga de Energia ele Dogotá. 

1\grega que ostenta la doble condición de usuario y suscriptor do:l scrvio:iu 
dP. energía. · 

11. ¡;MJ.O llF.!. Tl;tf\T:I'iAT. 

I~"ls razones .que tuvo el Tribunal para acceder a las prctcn9ioncs de lt;t 
tutela incoada se resumen de la siguiente: manc:.ra: 

l. Se refiere eu priJHer lugar t;l Tribunal al cunlenidu del arL. 86 de la 
Constlruclón 1\:ac:lon•.t, .:n d st:nl.io.lu tk: que é:;l.e doló a !u,; asociados de una 
especlalislma y ~.xcepclonal acc:lón destinada para redurnar ante los jueces, 
en todo momento y lugar. medtamc un prnc:o~olimit~nlu hrcvc y :,;u m ario. por sí' 
o por quien actúe en su nombre. el amparo de Jos do~rcc:hos c·onsr.tt.ucionnks 
fundamentales. cuando se esttmen.amcna?".aclos o vulncradns pnr o~nnl<lnlc:ra 
aut01idad publica, y excepcionalmente, por los pnrttculan~s. ·~n lns c;ls<'J.« s<>· 
ñalados en la ley. Agl-ega que estar..\ a stt alcauce el "ierdcio de .:se den,.:hu, 
cuando no cuente el administrado con otro medio de defensa judidt'll. 

2. Lu«¡,W esa Corporación reitera la jurisprudencia en tomo al deret'ho de 
petición y entra a examinar la supuesta vulne~ación del derecho del accionante 
de obtener las copias de las actas de la Jun:ta directiva de E.E.Ll. solicitadas 
por éste, o slla razón de la negativa por parte de la accionada a eumlnlstrar· 
las es legitima. Para ello. el fallador acl\de a la providencia de enero 16 de 
1998. de la H. Corte Constitucional por tenerlo allí considerado alrnHitud con 
el te1na que aqui se debate. Al respecto dice que si bien advierte que la acclo· 
nada comparte la Interpretación que el máximo .1uez constitucional hace del 
articulo 15 de la Carta, también es cierto que el fallo es condicionado en 
cuanto al acce:;o a los regt.;;tra.s de las empresas de sen1clos pubUcos, dando 
a entender que de ninguna manera esta vedado su conocimiento con carác.· 
\<::r ab:;<Jinl.n, ni siq\lkra para lo:; kTCcrog parlimllan::; en cjcn:i(:io old dcrc· 
t~ao llc:: peticlúu: t:u pt'úCuaa Ue lH Sl:l.~fa..:ciún tlt: lo~ Üt".n::chu~ públjcu~ sudalt:~ 

( 
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en la eficiente prestación de los servicios publicos donilclllarlos. tal como lo 
c:;tahlece la Ley 142 de 19tl4. · 

3. Finalmenle, es.1. Sala asegura. q= la petición del acciommte no tiene 
inlerés o lucro personal. y e¡ u e tal oorno ~st.a pla nt~aoa d~be ser satisfecha 
con el acceso a lo..~ doc:tunt~rl1 os rc:fc"''icJns. Tm,~s ~ i(~ru: sustento ~n 1:~ Ley 142 de 
1994. Alll:rwis ele nt'.l eneonlrar que la accionada lenga nw:ón en alf:"g~•T sn 
.,,,.,;.,¡.,r de enlidad privada para· ne¡¡al" la lnfonnaclón solicitada y susn·aerse 
de las obli!l,aclones Impuestas por \u" lt:yc:~.· euando la mencionada caracte­
ristlca df! ernpr~~a p•;vada le sirve pani dellnir competencias y la nalurale-.;;a 

. jmicik<> de sus actos, pero en nh1gun caso. puede serie útil para e\'itar la 
Itliradu de los cturlndnno~ interesados en su bue-lln lD<U'~hn. yn que su ve:r 
dad era uatumleza pública prevnl-.ce por la nctividnd o por la nnt.m·n!e>:n rlel 
ser<1clo que prcs't:.\; y porque <:mnpmmele el pnl.rimonin esln1.al no ¡mede Lnm­
poco impedirse la pal"tlclpaclón ciudadana en las dec:i,.,'iones qu., les ated.ar'er.l, 
pues conllevaria al dcsconoclmicnlu dd artículo 40 de la Constitución Política. 

Los argumeutos de la lmpugn .. <tC!ón al fallo atacado se resumen de la ~i­
gulente ~era: 

J. Porque el tallador conculca el derecho de defensa, debido a que la 
decisión lh" '"loptacla el día S de jimio del preSente año, aw1 cuando la pr0\1-
dcncia huhi"r" sido proferida el día 1 O de junio de 1098. Pues la E.E.D. no 
contó cun .,]termino de ley para intervenir adecuadamente, no obstante que 
el dia fi del pr"s"nle mes y año adujo sus razones y solicitó las pruebas que 
consideró pcrlin.,n!P.s, las <:un les no lüeron tenidas en cuenta porque la decl· 
9ión cataba lomada, vulnc:nóndnsr..con dio el derecho al debido proceso. 

2. PoTque la sentencia viola el principio docongrucnda consagradu <:t> d 
artículo 305 del C.P. C., ya que. a juicio del nx:urn:nlc, d 'flihun"J no <:~l.iméi, 
no valoró, ni tampoco practlcó las pmr.hHs snli<:il adas. Enln: otras co-,as, dice 
no estar probada !.1. calidad. de usuario dd s<:rvkin i>úhli<:<> dc.: C'llCTJ\Í« del 
c'iudadnno Jaime Castl'O Castro. tampClcn ""'~ "'"'"Üilado que.: obre t'll interés 
público en su pettclón ant.e la acoionada ni en la demanda de Lulela, .ni mu­
cho menos que el acciuH""I.t" Jhrnu: parle o tenga la representaciOn de corn1le 
alguno de usuarios dt: bt E. E. B. 

3. Porque la RCntencio. vulnera la eonstltuclón y la l<:y cuamlu inL.,rprt:l.a 
la jurisprurlcndn rle la H. Corte Constitucional y funda su tl<:t:isiou "" >~Htm­
lus \'.Í"""~ af proeeso. Así, por ejemplo, m1entraB elmax!mo tribunal const.it.u­
•··iuua!' <li<:t: que "no es po:;ible que terceros puedan eJerc.et· el dcr~ho de 
petidóu ante tut>t. t:mprcs" dt: s<:r\'lci os pu bllcos dom1clll.al1os .. :·, (a.t'ticulos 
i 4 r 15 C. Poi.), en ti:Ulto el at·.(·iouanlc allrrna en su solit;U.ucl dt:- do(;u1nenLos 
l.t:m:r un inkn':s per,;onal. De alli que la soeledad adujera el carádcr ck n:­

. :>ervadti c.¡ut: l.it:nc la <lm:urncmtae\ón pedtda por el doctor Jaime Castro. para 
ab:s.tenerse de cntrt:¡larl>t a uu:nus 1111e luera requerida en proceso judlc:Jal. 
que, couto ~ advJeti:e cJc'U·ameute. t:il.ií:l dn:un:-~L~nJda tu) S<.~ presenla. 
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4. Porqu e el l'rlbtinol cl~on~ los ·preceptos de 1& Ley 142 de 1994 en \o 
atinente al caracrer J>fi>·ado de .sus actos sin contaT para nada el po=t2!ie 
de lo~ aportes estatales en las enopn;,;as de sen1cios públlc.'OS domic~ili~riv~. 

al aJ'um•n que el aspecto mayori\J.•rln ele capital otlclal hace prevalecer 1<0 na­
turak v.a pública de la entidad acdonada. En tal virtud, conslt.le r;, '1'-"' llcbc 
ser dcl:ldido en esta etapa prv~:e.,lll ~~ la Sala tiene razón o, por t:l <XIIltnoriu. 
im¡:K;ra la ley de se~vlcic:•s l'i>bH~:oo (<U"l. 230. C. Poi.). 

5. También el <-.:<:urreult< dl~ltmte del fallo porque, de uno parte, infringe 
los derechos a la igualdad y a la U1Umtdad. y. d<e otra, porqu l" aten la contr? la 
estTUctuca de los servicios públlms t'.tlnlenida en la Caostltuc!ón Nacional 
(articulus 3S5 a 370). Asi m!smo, ~lima que viola el mecaullimo cont.,n \do en 
!al-e}' 57 de 1!lf!5 rara defennloar el caractcr de eonfu1·m~ialidad de los do- . 
cumcn.Í<l.~ r¡ne sn representada alega tener dicho carácter, dé tal manera que 
la <."Ompe\·enc\a para d!rlmlr la cnut.roveTsia es elT.ribunal Contencioso Admi-
. .nlstratiVo Lit> Cundinamarca. 

6 . Por ultJmo, ~llnteresadu d i•c::repa de la sent.encJa porque esta no reco­
gr: <m nbsoluto su aprec.lac!ón cout.ruriu a que la solicitud del acctonante sea 
tc':c:•li<:ll!nerite un derecho de pct!<:Jón: pero, sin emba.rgo.lnd!ca que esta tuvo 
res puesta opnrt.una. Y, afirma que la acción de l.ulela resulta irpprocedcntc 
para SOUcitar docum entaí:ión 6<J<'.1Ctarlá de la.t~ cm preSo:l.S d e S"r:'flclos públl 
cos. 

IV. Co:os<OER!ICIOES 

1. Precisa la Corte la pro<l.,rlencia limitada de la acción cic" tul.da <:orno 
xn""ani•tno de prot~ón de loa dllCed\os de petición de !nl(llmaclón y obten­
ción de <~>pias d~ ciertos documentos eJe la• empTesns de se!VIcJos publlcoa 
clomtdllurtos. · 

l. L. gn efecto, por lv general las pet""F.>onas tienen <:n v1r l\lll del derecho de 
petición e irúorm ... 1.cJón ducumentnl. la facultad de hacer s u tJ s olki l.udes nnte 
en tidades publicas o privada.~ qn" debnn garantizar dcrecbC>s fundamenta­
les. fundados en mottvus de Interés general o particular, t\Si cumo obtener 
una pt'Onta y adecuada msp\•<:$ta. E igualmente. la de a.,._-.:.kr al CXItlOCi-

. miento.de loo documento~ públicos y, &i fu~re el caso, obtener copia de eo;tos 
último&, salvo que· sean re:;ervndc.s por motivos generalc:~ u p e>r n ecesidad de 
guarda del secreto prnl(;s;ona\ (arts. 23 y 74 C. Pol.). 

1.2. Ahora bien, prinu:::nu:n<..-n\c advierte la Corte que las <:nti<J;,~klj 
prestadora~ de setvic;ios.púhll~:o.' c'lomiciliru1os, serut púbi!Ca9 o ¡ll"ivad"s (<ir l.. 
15 de la Ler 142 de 1W4). tNf c;l o;unkltor públlco de la enUdarl o del sci"\1CIO 
que presta en forma <.lornln;mle r..,nle u los usuarios (o benef!c!arlos). lo:;. 
suscriptores y la c!udadania (o V:.n;cru::¡) en g~.neml, se encuentran en una 
pos1d0n donm1ante frente a es!.o" (~<.rl .. 1.4.13 , 14.33. 14.31 y ll. l de la tey 
142 de 1994), razón por la cual estilo obligadas por WlO u otro carácter-a 
prot-eger el derec.ho ftmdamental de p~.tiei6n_ aun cuando sean prtvadas lart. 
42. uÜru. l D<:~:reto 2591 de 199ll. a menos que en este Oll.ltno caso In peli· 
ctón s~ t-eflera a a.o;~m1.o,; oc tn lcres esl:rtctamente plivaclos. · 
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Por con&igúienle. ciertamente dentro dP.l rég;m~n mixr.o rtc la contratación · 
y "!:'lo~ de las entpresas de. seniclos pübUeos <lnmic:iliMins, existen unos de 
caracter estatal o admlnlstratlvos, y otros que se regulan po-r reglas de· dere­
cho privado siempre que no csten t.amblen regulados por la Ley 14.2 d" 1994 
'[arts. 80 y s.s.). De allí que Tnuchos de eo;tos actos privados se encuenlren 
regulados específicamente por esta legislación especio), en vista de que re­
:!mltan de interés publlco general, tal como sucede con las inversiones o par­
ticipad_(lndj de organit<m~ r..slalalcs, o con '"luellos que hacen relación directa 
a la prestación del servicio público. domlciliruio I:'OlTI:':;pondieTJ\e, ¡:-,aso en el 
cual resulta procedente aquel derecho. Es por ello que· enl.onccs corresponda 
a la empresa destinataria aducir y acreditar lo conlr.uiu, caso en cll'",_¡ s.:ría . 
riecesarto para los Interesados en obtener coplas. acudir a los J<Jl:cani!:lmns 
pl'lJCesales pmislos en el C'.ódigo de Procedimiento Civil o especiales previs­
tos parA 1al dh~l o. Pc;rn si TJI> ,ipan-:CF. dara e mequivocamente demostrado 
que se trata de un acto no re,gulado porta Ley 142 de 1994 citada: sera nece­
sario entender tales actos como de Interés general vinculado al servicio públi­
co de suminisuo de energía. 

2. Procede la Corte al estudio de la presente Impugnación. 

::u. Se trata en e:;.te r.aso de un<~ fiCción dP.Inl . .,la ""''"i'"" C:a,.trn C::!!f<trn 
contra la F.mpre~a de Energia'de l::!ogotá S.A. F..S.P. P""" d"m;mdM d anip:lrn 
Inmediato de su derechp de petición a la lnfonn<tción, porque P.~lim" que "1 
Gerente Ge.neral de la accionada Infringe la oblig..-ición d" snminisl.nlrl" inlor­
ma.ción con~ntda en las actas de la lit sesiones dt! jun~.a directiva de la E.E.H . 
.:elebmdas dnrnnl.e 1997. lo cual, r"pit .... eg su d<Oher .:unstitueional y legal 
responder es"s pel.icion"s presenl.,d>~s por los usuarios, suscriptores o por 
"""cript.ores potenciales o, incluso, como lo admite la jurisprut.lenda. consti­
tucional, por los terceros que buscan la satisfacción dP. ntrre<Ohos públicos o 
"'ociales, como lo son los sen~cios públicos domi<:ilimins que son do: inl.crés 
de todas las personas. Por lo <ml:eJior, allrrn<l que la negativa de la a<:cionada 
de entregarle los docume11tos que solicito invocando para dio el dcrc:cho d<: 
petición, desconoce dicho precepto fundamental constitucional-del artículo 
23 y pide su ampam Inmediato. 

El Tribunal accedió a lo pedido, porque lucl-(o de cxamin"r d proeeo;o y 
c.l~rs': a 1<:~ ~.an.~;~ t.k lnu:J.(:ar su~lerdo en la dut.:Lrimt y la jurís.pnu.l~neii::L, cnn­
cluy.o <JUt!, en cl~clu, <'l dereclw de pelicfón ha "ufrido la <tfn:nla !;Cimlada por 
d a<:<:iunanle. pues esl.e no ha o;alislecho su pretensión <k <o<:<:.:.kr a la irofur­
mar.ión soli•~ilada r:n su <:omuni<:ación diJi.(,ijda a la entidad d 3 de mal'7.o de 
1998. ya quc·t;l r~>'<pu•~st'l dc;l 30 de ese mes no la tiene enmo adocuada. 
clehlno a qu~ el fon.r1o del asunto es. n P.i!arlo por razones cid caract.e1· p11vado 
del organismo que no le obliga a hacer publico sus actos societarios, 1ú a 
responder las peticiones dentro de los te1nlinos del articulo ?.3 de la C. Poi.: 
mn1.ivns que no son r:ompaTLidns por es;1 Curpnradiln. ·pues Ja a~Uvidad dt! la 
accionada se in~rlbe dentro d•~ h~ SCI:'\'Iclos publlcos, y. en tal virtud. ailn en 
tratandose de empresas p&tlculares. estas tienen la obllgaclón de responder 
las peticiones de sus usuarios. suscriptores y terce1:os en relación c.on la efl-
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cien te prestación del sen1cio público de energía dé'(; mea en razón a la preva- ~ 
lencia ck acl.ividad públ1ca que cumpl<cro. Así mismo considera que para estos 
~f~clO$ es aplicable h. Ley 142 ok 1994, .según la cual el caracter de derecho 
privado de las empmsas de servicios públicos no las sustrae o hace aj•~""'"' 
do:! conlrol y \1gllancla no solo de las entidades estatales. sino de las orgnni: 
~ciones O comltes C.i>nfonnados por los cluoaoanos, lo cual 1~ p~nnite COn-
clulc que la naturalP.z" ele entidad privada no <:S barrera inexpugn;lble para 
el esct1turarto d" su¡¡ actos que. rcltcr'.J, ;lled;m " lns administrados en gene-
ral. 

2.1. 2. Por su parte, la empresa accionada, en su lmpu~naclón, manifksta 
que el Tribunal dl:'cidió la tutela antes dt~ vP.nc:er el1ennino legal para ejercer 
su dcfcns;l, ra-.-ón por la cual debe revocarse el fallo; dice, además. que la 
o:w.nr.encia no es congruente porque no es limó, no valoró, ni practicó las prue­
bas, pues el accionantcno es u~unrio de In E.E.B .. tampoco quedó probado su 
inl.eré" social o público en la ad.nación, ni que ostente In representación o 
sea miembro de algún comité de usu>~rios ilc la K K B. Jgualmente aduce la 
errónea inlerpret,ción que hace el Tribunal el<: la jurispmdencia de la H. 
Corte Constitucton:ll en cu,.nto al derecho de pcticiun de información que 
cabe a los terc.e1·oo frente " las empresas de sa"1clos públicos domiciliarios. 
Además. considera que el juc~ constitucional vulnera con su declslon lO$ pre­
(:eplu,; de In Ley 142 de HJ(J4 y lns ckrcchos fundamentales de Igualdad e 
inl.ímidud de las empresas de scn-idn~ público~. a:sí como el caracter confi­
ckncial que otorga la Ley 57 de 1985 a los documentos públicos. Y, por último, 
"lega quo: por contar el peticionario con m.:c:anismo de defensa judicial dls-
1.inl.o de la acción de tutela, cual o:,; la _jurisdicción contenciosa admllllstratl­
va, que pemlit:n decidir k'l eontrov<:n;ia dc:sa\ada con la aflnnaclón del Tribunal 
Superior rlc otorgar a los documentos o~jc:L.u el<: la pdic:ión ·~1 carJcler de pú­
blico•, la ac<:ión impetrada por e10ta razón n:,;ult... abit:rl.¡nn<:ntc improeeden­
te. 

2.2. Sln1..:1.í,.«do lo anterior, enlra la Cene al.estudlo de la lmpul.(naclón 
en comento . 

. 2.2.1. En pl'lmer luga..-; nu lt: asi::~Lc r~wn al impugnante en sus funda­
mentos, por las siguientes o·a:~..ouc>'. 

2.2.1.1. Porque slla garantia rl~l.rlcrccho de dclcnsa se eneuentrn limita­
tia material y Juridicamente por la dlv1sl(\n do:l1Jrc><.:e::¡o en primera y segunda 
instancia, mal puede decirse quo~ aclu.,na se desatienda si para el momento 
(•n (1ue se adopta la decisión. la s~slon rlr. ::\ (](:Junio ñe 1 fl98, no se hnbia 
hecho uso de los mecanismos mcnclonadns, aun '""nuln ""tos ¡¡e hayan pre­
sentado antes de la fomlall7.aclñn o snso:ri1x-:tiln el" >~quo.lln decisión, lo cual es 
distinto de aquella. No obstante lo ant·.,rtnr, si <:mllo¡ni.-r cliler.,nr.i" "'-'tiene 
~n (;t~~nl~' ~n f" .. ~t~ in.5tanCia. esta clrclul.S~mcla Ja rcntc:dia sulici~nlemente. 

2.2.1.2. Por otra i1ar1.r., tampcxn "''c.nentrn In ~aln 111 in<'ongntencla que el 
impugnan te le acha~ al fallo. Peoro 1m: si c:n la ac:c:iiln de lnl.eln 5e habl11 de 
pP.riPnenda ffltatal c1e P!-'OIJOl'Cióh mayoritaria clc:l eapil:ll de la acc:ionada y d" 
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servicio publico, y· si en éste Jegalmerü.c están Interesados los su~;criplorl's o 
contratantes, los usuarios o beneficiarir'~- y los terceros o ciudadanus "" g.:­
neral, no resulta entonces infundada L, consjokm"h'm del Tribunal sobre el 
in !.eres ¡¡en...-al aducido .por cla.ccionante en la peli(:ifm r:uyll vulneración alli 
se ampara. 

2.2.1.3. Dt- igualiJl<"lnera observa la Corte de que si la acdomn.la no acre: 
dir.ó que las actuaciones objeto de petición no eran objeto de reserva o perte­
nedcnk:~ al cs\ridil intcr(:g, particular ajeno a la presladón do;>l SC1'\1clo público. 
resulta intrnscendenk que el Tribunal hubiese hecho, a su juicio errónea­
mente, conside.rac1ón sob1:e la naturaleza pública de la misma: porque, am· 
ba quedó eA-¡mesto. sea que l.cn¡:¡a """ naturaleza pübl1ca o privada. Ir. era 
nt~-c>~ariu .. t.luo:ir y a<:t·edita.r ellt1teres estrtctamente par-ticular y extraño al 
sc:rvi<:iu público. Sin embargo, no aparece por cuanlo la .. ctuaclón solicitada 
sr. refiere a las coplas de las actas de las sesiones de junta directiva celebra­
da durante el año. de 1997, <'Ualldo la empr~sa nu había sido tra.nsfonnada y 
su capital e.ra oficial. en lo cual \ien" in (.:res el Estado, a más de ser de in te­
res püblico o generaL 

2.2.1.4. Tampoco le asiste razón aHmpugn,.nte en la Improcedencia de la 
tutela. porque si al destinatario no le cabe la -facultad de determ!J}ai- o no la 
existencia de la petición sino su precisión y aclaración o oomplementactón, y 
si la simple respuesta con el <JTgnm.,nl.u dP. tratarse de asuntos soc!etartos no 
resulta adecuada a lo pP.dirln, rnat pu ~el~ aflm1arse satlBfecho-~1 derecho <le 
petición. 

2.2.:l. En c:antbio. le asiste razón al a quo cmmdn·.,no:tJP.nr.ra kslonado 
aquel rlen:cho y procede a ampararlo_ porque h"hii'nrlose presentado sollci­
lud "" ·¡nfurrnación el dia 12 de marzo de 1998, la E. K B. n:sprmdló mediante 
ul\o:io ok marzo :lO del presente afiO, respuesl.a que por no ser adecuada, 
conll¡,'um aquella vulm:rao:ion. 

2.:-1. E.n cons-ecuencia. el fallo se c.onfinnar{•. 

En .mé1ilo de lo .:xpuo:s(n, la H. Corte Suprema de Justicia en Sala de 
Casación CMl y A&<rnria, admini•lr>Uldo.justlcln en nombre deL-¡ Repúblic:a, y 
por a1ltortd"d do: la ky, Cor!Jirrrra el fallo ele fecha y pmcedencia prcanolada.-

1.'\otlfiquese a las partes intercsadtts, .:omurúqucsc _lclegráficamente lo aquí 
resuelto. y ofictese. 

Rr.míl-aRr. d .:xp<:dio:n1e a 1 .. Il. Corte Constitucional para su ev~nlllill TT.Vi-
s1ón. · 

Cúmpl"""· 

Jorge Santos Ballcslercr.;, Ni(:v/t.L~ IJedram Simancas, Jorge Antonio Castillo 
l{ugeles, Cm·los Esteban Jnmmillo Sr:hloss. Pedro .Uifonr Pío.netm. José Feman­
(/1) Rmnír"z (](nrrez. Rajhel Romero Slen·a. · · 



DE;<;J!U)IC L"'R::tCJESI().PJiti~&:.: Bajo el cril.erio de dar llpllcaclón al 3lticulo 11 del 
Codlgo de f'rol:t'dl.núento Penal y de re~tablecer las.cosas aJ est."-Clo prcd~lid MI, 
no puo:den desconocerse nonnns y principiOS que apunhm a amparar al te1'-
cero de buerw. fe que, actuando de cs.: modo, ha adquirido un . derecho no { 
vinculado en c,;U: ca~o a la conducta presunuum:nlc dcl!ctiva del proces.o1.do. 

Corte Su¡m:m.a de Just!cia Sala de Caolio.<:ión CWll ¡¡Agraria- Santafe d~ 
Bogotá, D. C., c:6torcc (14) de julio de tnil novc<:l <;ntos no,·enta y ot:ho (199!1). 

Mogtstrndo Ponente: Dr. Nir.olá.s Bcchara S/mruu:as 

Ref.: l:;xpcdlc:ntt: 1\o. 5136 . 

D eevach:> 1:> Corte la tnipugn.aciún lonnuleda contra el fallo de primero 
(1") de .JW11Ó d<: m;1 novecientos noventa y <x:hu ( 1998) pl'Ofertdo por la Sala 
Ctvil del Trihun:,l Sup<:-I1or del Distrito .Judicial de Santafe de Bogota. por 
medio del c:u~l t<e denegó la solicitud <k ""''"u-o llOOSlttuclonal pedido por el 
señor José l"ra!r.ci.sco Jimént"Z Monsatt. . ..,, qui~u a<;l.(la uqtú representado por 
apoderado ju(U<~ .. l. l:ontra la Ffsmlía 1 U!! de !u tJrwlud Terwrude Delitos Con­
tra la fe P(riJli.l:u 11 el Pu.lrimonlo E'conómiro. la Pl.soolla de la Unidad Delegada 
anie los T r lbwu.tlc:; Sup~'Tiores de Santajé de Bnyot(l y Crmdinam.arca y el Juz­
gado Cuarenta y Siete ['(.'fral de Circtttto de.esta ~" pttr•l. 

ANTt!C..:lillt;YCES 

l. Al ~"limar violado su "derecho fund"mcntlll a la posesión" que ejerco: 
suht'e el velllculo a utomotor de placas SFP-749 con las actuaciones cuniph­
da~ por IM Flscallas aquí acdonadas =el proceso penal No. 24&'340, t,;l que 
adk:íoonlmente ldenttflca c.m los nombres de los Slndlc.!dw y dd <lcnund<m­
lc. l"l peticionarlo redanoa ·~declare n ula la pro,1dencla d(' fecha 4 de abril 
de 1997 ... ; n ulidad que ~0111pn:ut.le el p roveído conftrmatorto de segunda inS­
tancia de fecha 2·2 •lr. niayo de 1997 .... mediante los cual~!< ~r. niega 11'1 re»lilll­
:.::iún a m1 mandante de dicho automotor y en su lu¡¡ar ckr.larnr que roi 
n;pre!Sentado tiene derecho a const~rvar la posesiOn material sobre el m~nr.in­
nado bien, ordenando al prec1taóo Fi><n>l practicar. din'<'taruentc la restitu­
ción a Ji.lvor de mi procurado ~~~ el P'"'''"l<.ni<) l~ro!lno de cuarenta y ocho 
hnm:<". 

Rcs¡¡cdu d~l Ju~ado Cuarenta y Siete Pc:nalllel Clrr.uito de eiSta ciudad. 
de manera ¡;¡ubslllta.rí" ...t'U'ma la ,;olactón del d ebido proceso "al haber ""'h"­
zailu <In plano por Improcedentes la.s snlicil.u<lcs de revisión de legalidad prc:-
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) sentadas ante la mencionada Flscalia los dias 11 de 1mu-zo de 1997 y 11 de 
junio de 1997; rechazo que se efeo::tu6 po1· proveidos del 6 de jw1io (k 1997 y 
24 de junio de 1997, I'espet)tivarncme; ... ". 

) 

2. Son hechos sustentatortos de la queja, los que pasan a compendiarse: 

2.1. El acclonante, mediante contrato celebrado el5 de oclubrt: de 1995,' 
compró a la sociedad Concesionario Andl/10 .Aut.omocrtz Lrda. el vehiculo de 
servlclo publico de pla•~as SFP-7 49 p<>r la suma dé $1 J .OOO.OOO.oo, que ftllSll­

clada ascendió a la suma de $13.360.196.oo, el cual le tite entregado de ma­
nera re'll y material en esa misma fecha. 

2.2. La mencionada sociedad babia recibido tal automotor de manos de 
Gu.M.al.IO E:mcsto Martincz Acosta.. su proptetarto Inscrito. con quien celebró 
"contrato de consignación" el27 de septiembre de 1995, en donde la facultó 
para venderlo. 

2.3. Días <.kspués de celebrada la venta del vehiculo al accionante, el 
se1'l.or Marrlnez Acosra. por into:rmcdir.r u e· su mandatarta (con(><:SionSJ'ia), en­
tregó al comprador Jos siguientes documentos: "Copla de la ·neclaracrlm fln!Jl­
cadade Impuesto de Vehículos'porei'Atlt>Graooble 1995' pagado el6 de.Junlo 
de dicho año: ot1glnal de la ta~lcta de ope.racloncs con venc.lmlent.o el 2fi de 
agosto de 1996: original dellevantamio~nt.o de la prenda que pesaba sobre el · 
vehiculo: ortglnalcomputartzado en dos hojasdel'Re\1sado' del automotor de 
fecha 22 de noviembre de 1994 y original de la ta~jeta del radloteletono, expe­
dida por'Radio Taxi.lleropuerto S.A: • 

2.4. Como quiera que la SOt:kdad Concesionario .A1rdÜ'w Aul<>motril: LliirL 
no le cumplió a: Cusfaoo Emesw Man.irtel' Acosl.a lo c:;l.ipulado o:n d ·.:onl.ratn 
de consignación". el. cual es inoponiblc al aquí accionan le, i;o;lc -Mill'!írw:.: 
Acosca-, a sabiendas de que c:1 aut.omot.orya había sido vendido ycnb:egado al 
aquí petlcloll'arto. denundó penal mente por estala a las personas il.alui<llcs 
que actuaron ·.,n rcprcscnlación de la citada sociedad, persiguiendo con ello. 
de un lado, for>.ar el pago del dinero que tal personajurtdlca le adeudaba y, de 
otro, arrebatar la posesión pacifica que del automotor venro ejerciendo José 
FrrulCisC(iclirni!rrez ~on..c;alue. 

2.5. Despuél:l de deslacar que el acclonante. por lntennedlo del apoderado 
que lambién en este aslmto lo representa, promO\'ÍÓ Incidente dl.r!!(ldo a obte­
ner para si la ~ntrega del "ulomolor alegando su calidad de tercero poseedor, 
el cual tanto en prtmeni cnmo en segunda in9tancia fue denegado mediante · 
las pro.,1denclas aquí cmnbalidas, señala en tomo al proveido de 4 de abril de 
1997, que "no obstante reconooer que mi mandante tiene la posesión mate­
rtal: sin embargo considera que esta no "s oponibl" a la prnptedad inscrita" y 
que "Incurre aquí el a quo en el grave error de considerar que para efedos del 
·trámite de la prel.en~;ión incidental. la. propiedad tnscrtta (certificado de tradi­
ción] tiene prevalencia sobre la pusesión, cuando lo cierto és (slcl que aquella 
legalmente_ nl se d!scutc ni es objeto de la lilis dentro del refertdo incidente". 
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2. 6. Respecto de k"l resolucicm con q uc se confinnó la ne$tlva rlel inferior, r,. 
<¡u e dat.a de 22 de mayo del añr. próximo pasado. precisa que "aunque aclam 
que la decisión ·no obcd<:t:c: a la piimacia de los derechos re;<lcs c:n conflicto' 
argumentada por el a <¡uo; resuelve erradamente <:un firmarla. dando por sen-
tado que contra el denunciante Gustav() Erm:.~lo M'onínezAcosrasu mandata-

. rio o sea Coru;e.•iono-ioAndlnoAumriu>lrízLllla. cumetió el delito de Estafa en 
relación <~r>n d Centrare de Cost.~iyrración que separadamente y con antelación 
efectuaron 108 mismos y que en t:unsecuencla la a.dqulslclón posterior rle lfl 
pm;esión por parte de Jl!i mandante tiene c.on1o causa o fuente dicho delito: 
cons!dernclón errálica y totalmenrR. altjudt:l de la realidad • ... -. 

2. 7. De la comentada pmVlri<~nc.i;l de segunda instancia. proferida por la 
Flsr.alía 0.-.IP.g.'lda ante los Tribunales Superiores de Santafe de llogota y 
Ctmdinamarca. adicionalmente censw-a, que no tuvo en cuenta que el referi­
do contrato de consignadón es in oponible al acclonante; que la adquisición o 
c.nmprn que realizó el aqui pelkionarto a la sociedad Concesionario Andirw 
AutOJTWinZ 1-tda. no tiene como l'utml.e o c:au:sa ningún deUto; y. que la pose­
sión alegada por Jiménez Monsalve fue plenamente acreditada en el Clll'SO del 
Incidente tramitado para obtener la restitución del vehículo. 

2.8: Mvirt;iendo que cuando la fiscalía ad quem declaró la nulidad de lo 
nct.u"do en el proceso penal a partir de la ,..,;;oluolón de 2 de mayo de 1996 
trcso1uciún de 30 de septiembre de 1996), adicionalmente ordenó a Gusta~'O 
./!:mesto Mllrl.irlt!Y. Aco.~i:a ponel' e. cll:!.pos.lclól'l de la Fis.:,lía 109 Delegada ante 
!os Juce<:s. Permlf>..s del Circuito el refe-rido automotor :;in que éste hubiese 
dado curnplimienlo a tal mandato. el acdonani.P. sei'lala que solit'itó en dos 
ocasiones a esl.u 6llima autortdad adoptara las medidas pffl''hnenl.es (diltgen·· 
cla de aprehensión <: '"'Plural para el cumplimiento de la d .. l.ennin¡¡ción de 
su superior, obteniencio corno respuesta. prlmcro en a u tu de 14 de nm'iembre 
de 1996, simplemente '1\'e se requiriera al obligado para '1"" pnK,.,diera de 
confomúdad y, luP.go. en proveido de 18 de diciembre dd noismo ano. que se le 
solicitara·· 'imlíc:ar n la Fiscruia la dirección donde dd><: Jlonc:;r a dio;p08ición el 
referJdo vchicnlu' ·:. 

2. \l . .'\si la~ ~osas. ami" P.l pel icion.ario, que respecto d~ esas determina­
ciones d~ 14 do~ II(>Vi""'hre y 18 de diciembre de 1Y96 y de las resnluduneo; de 
4 de abril y 22 ele mayo de 1997. mediante las cuales, sq,:un ya se vio, se 
clec.lcllo (<TI pTim"m y segt.mda In!; tanela ncgatlva.nu:nte d inciden le por él 
propuesto, d~vó st•nch¡s ~o licitudes para <1ue en la forma del articulo 82 de la 
Ley 1 YO de 199~ se efed.uara la r~isibn de su legalidad, correspondiendo .,¡ 
conocimiento de las ·mismas al Juzgado Cuarenta y Siete Penal del Circuil.o 
de esta capital. 

2.1 O. Dicha autoridad, mediante autos de 6 y 24 de jluúo de 1997. n::o::haY.ó 
de plc1.no los pedinoeul.us olt: o:cmlrol de legalidad de las decisiones adoptadas 
por los fiscales hlStl ucl.un:s okl prot:eso. ru:gumt>n(ando "que la revisión de 
legalidad establc:dda ero 1« pr~c.:ilada nonna es sólv pa1·a los delltos contra la 
adminisn·aclón publica o::uanolu '"' (:sl.u.s s•: k . .Jc;n deci':'iones que afecten la 
¡m>pil:d;od, pot<e~ión, tenencia o custocl1a " bienes muebles o lnl)1udlle:f'. 
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El To·ihun" 1, (kspués de rdcrirsc a la procc(kncia l:".xo~epclonal de la ac· 
ción de tutela -cuando se diiige contra provident·ias judiciales, olo:st::orta el 
acogimiento de la solicitud de tutela, porque respecto de las decisiones aqui 
cuestionadas •no se nbsáva quP., de la manera anteriormente dicha, que­
brantaran palmarlamo:ntr· rkr~r:ho alguno". 

En lo que toca ~on 'In _deterrnirulción de seb'Unda in:$tnncla que adoptó la 
Fiscalía Delegada ante los Tlibllllales Supériores de Sant.afé de BogoUo y 
Ctmdinamarca, confinnato.rla de la resolución que en primera instancia negó 
los pedimentos que por "ia Incidental elevara el acctonante dentro del proce­
"0 penal de que se trata, apunta que "de ninguna manem p11ede afinnarse 

. que con c"a prm'idencia se hubiere cometido abiertamcnk vi a de hecho, toda 
vez que, ind"J'cndi<:nk-mcnlc de Jos ctit.cljos juridicos que "" puedan tener 
en tomo al tema materia de dt:batc, ella aparocc accplablcmcntc fundan>cnta­
da. sin que ahora le sea dable al Tribunal, como juez de tutela. entrar a cues 
tlonar Jos aspectos legales de la misma, como tampoco el man~jo que se le 
diera al haz probatorio, toda vez que ello seria tanto como invadir la autono­
mía de los funcionalios encargados de administrar justicia". 

En Igual sentido se pronuncia en cuar¡to a las decisiones que emitiera el 
· Juzgado Cuarenta y Siete Penal del Circuito y que son objeto también de 
reproche en el' escrito Iniciador de este asunto y agrega, que ·en todo caso. 
observa la Sala que en la providencia, amén de esa fundamentación, expuso 
otra de orden legal. al manlfestar que. contra el criterio que guiaba dicho 
control de re-.1slón, en realidad lo que procuraba el lncldentante era que se 
adoptara una decisión de fondo acerca de la pretendlda posesión, por no rom· 
part11·1as consideraciones expuestas en cada una de las Instancias. lo que no 
era dabJe e~tiUiar· .. d~bidu éi qut dlt) \'endda a 1Inplh!a1· rt:\•ucar las providen­
cias que negaron la entrega riel blt:t) •. 

El acclonante, por Intermedio de a u apoderado Judicial. Impugna la sen­
tencia de primera instancia, la eual solidta sea revoc:ada para que en su 
lugar .~e conceda eJ. amparo suplicado, reiterando los argumentos de orden 
inctico en que res¡mldó la queja. Insiste, pues. que la posesión del automotor · 
.radicada en 'su cabeza fue debidamente comprobada y que tal derecho no 
tiene como causa el delito, en raron a que "Gitsrat:o Ernesto Martútez ll.costa 
como su mandatru1o Concesionario Andino Auromots·lz Ltda. le transfirieron de 
buena fe a m1 mandante la posesión. sin que existiera ninguna manlob1·a . 
en¡(ai'losa. As! (sic) mismo dichas persona:; le hicieron c1·ee.r en forma lnvencl­
ioh: a ruf rmmdanlc (ilJC babia ad(¡Uiridu l<i l'li':lrlllt, <:XCII la de .fraude y de cual­
lllJ¡t~r vil:io". 

En ddlnttiva concluye, que "1'\o se l.rat.a como se aflnna en el fallo llu¡m_g­
nado de que 11::1. present~ acción de tu Lda, con~lituyc un paralelismo o una 
intmmJ.;;Jón en las fw1ciones de que e8 competente la Fiscalia. pues es esen-
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clal tener en cuenta que ante dicho ente mlllUlndante ya agotó como tercero l, 
el tramite lncidenlal a qu e se cont:r:le el artículo 150 del C. ele P.r . l'Jiendo 
lnfiuctuMo el reslablecinúento d~l derecho fundamental de: la posesión ma-
ter!t'll. que <>llí tratara de defcnd .. r y por esa razón acude a lH a<:ción de tutela, 
ruáxlmo que ellTárnite formal ele un lnctrlente no constltuyr. propiarnell!e tm 

ao::tn ele justicia cuanrlo d derecho sustancial, t:n e~! e ca!So la posesión, es 
de:sconoc.lda". 

Respecto tic las decislone& o;ld J t;zgatlo Cuarenta y S iete Penal del CirCui­
to de esta ciudad, resalta que su iu~onlormidad recae en el hecho de "haber 
omitido el trámite de revisión o.h~ l~galldad solicitado consagrado en el articulo 
82 d e la Ley 190 d e 1995 para todos los delitos en tratándose de decl.qiOiuo.s 
que afet~tan la propiedad, posesión ; tr.nencia o cm:todla de bienes·. Agrega 
que "Sin embargo considero qu~ In "':d6n de tutela a pesar de la sul)>;idiariedad ( 
menClonatla, priorit<U1amente <h:h" J>rr.>l eger en fonna oportuna '! pronta el 
derecho sustanclal, en es le caso la posP.sil\n m<>lt>rial". 

(~NSIT>Eru,ClONES 

· l. Como de manera penna.ncnt.c ln ha !«ls1.enicln lajurt.epn1dcncla cunsl:l­
tuelonal. por \1a de argumentnc~ón general. la aecilm n~ In tela es Improce­
dente cuando se la empll:a para combatir pro>1d~ncia::t ¡udidales. pues en 
procura de la autonomía <: lnd•,P.,clencia de los j ueces y ~n guarda d e la 
scguriuud ju rtdlca :toes conv~nlenu., en principio, que dlc::hós a dos puedan 
hnpul!JU!rse por fuera del procr-.<o• mismo en que resultaron prolendos, alln­
t.crlor d<·; los cuales los sujetos proe"~"' les r.uentan normalmente tcm las opor­
tunldatlc~ rk dP.Iensn pertinentes. 

Con todo. tambl(:n ''"í ""'ha ptmtuali.Zado, ~ólo por ''a de eKCepclón proce­
de la tutela frcnt.•~ a provt':imlentoe de ese orden, o::uando, nt> dlsporuendosc de 
medio ordinario de <kfemm, "lloEt representan el tcnúmP.nO que ha dado en· 
llnrnar~e ""\-ia de hecho judic::iul", por la que se entiende un,; aclividad de con­
dudajurisdicclonal que en cuanto fruto del capricho n d~l parec.er lnaclonal, 
no Uene ntngilll fumla mmto legal. . · 

2 . Examinadas las prov!dendAs de 4 de abrU y 22 d" m:tyo de 1997, me­
dtanl.e las cu ales las unl.dadt:s d i! fiscalía aqui acclol'l.ada~ decidieron nega.tl· 
varnt<nfe el incidente p1'omovic1c• por el peticion!Uio a ftn d," l>bl.ener para sí la 
entrega del vehiculo cncart.adn ~n ese asunto penal, s" «ncuentra que en 
ellas, ~";Í bten es cierto se a<:tlpla ~u calidad de poseedor mtltetial del automo­
l<n, no se accede a su pcdlm.,nto po1· cuanto n.o habléru.luse verificado por 
pllri.A <le Martírrez ~\costa el trasput<n o l uctor en tutela, oper a en r .. vor de aquél 
elmantlato"del articulo 762 del <';<">digo Civil y. por tanto, la propiedad de que 
e:s Ulular desvirtúa la posesión el" .. J;m.érwz Monsalue (fallo de prin1cra instan­
do); o, porque. como se dlc:c en d pTovddo que desató la ap~J~<:ión planteada 
por el propto lncldemantc dcspu es de cttar y transcrlbir al~mos fallos de 
e:<l<l Corporación y de la Corte Cun,.u t.ucional, • ... con il.l!kpcndcncia de que 
el tercero haya 5i<lo un adqull·ente de buc:na fé [sic}, si el bien cor ... ~l.il.uye el 
o~teto .:natcri"l de •.m delito, sus derechos no 11n:-ron adquiridos c:orl ju"'lo 
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titulo y por lo tanto carecen de protección legal inm.,dí>tla" de donde, agrega. 
"tanto el propietario del vehiculo como el posterior poseedor dt!l mismo fueron 
a!:laltados en "u bu~-roa fi: (sic:), debiendo rjulen realizó esos ilíci\o:¡ <~lllnporta­
miento (sic) rc~ponpcr penal y civilmcnk por los daños con ellos oca:¡ionadns. 
Simplemente que frente al plindpio de Restablecimiento d~l Derecho, según 
t:1 <;ual. se reil.era, ¡.,,. .:usa.~ deben volvet· al estado en que se cncutlt.raban 
con anterioridad a la cowi«ióu dd putúblt:, cesando de ésta forma lo:; efecl.o" 
creado::; por t>l comportamiento delictivo. d vchiculo debe ser entregado a qmen 

. fue despojado del mismo como consecuencia tle la inducción en elTOr propia 
del dcl1to de estafa, como sucedió e1~ el caso que nos ocupa". 

3. Propio es entone""' enlen<IP.r, '1"" 1" neg,.tiva a entregar al a.qui 
accionan le el whkulo objeto de ~u pretenSión ill.Cidental. tuvo por""~"'"' P.l 
principio de "Restablecimiento del Derecho- por vlrtud del en al, inrlP.p•nrlien­
lenoent.e de que un tercero haya adqulrldo el bien que se presume ohjelo <1~1 
delito actuando de buena fe, las cosas deben volver al eslado en que .;e en­
contraban antes de la ocurrencia del puru'ble y no. que don José /')'(IJ1CL~co 
Jimertez Mortsalve fuera calificado pol' losliscalP.s d"l r.onodmienlo cmno com­
prador de mnla fe. Con olrdS palabras, cabe apuntar que las detennlnactones 
que se comentan, luernn adnpi.ada.s .:oro ind"Pendencl.."l del hecho de que 
Jiméncz Monsaluc fuero adquirenl.e de buena fe del bio:n mueble comprometi­
do en el delUo por el qu" se adelanta la aludida investl!!aclón. 

4. En 9U pr0\1dencla de 4 de abr11 de 1997. el Fis1~al Secúion3l Dcle:¡ado 
Ciento Nueve deja sentado ademt1s que: la pnu~ba ·evidomcla que el vchiculo 
"fue entre¡¡¡ado en consignación por Gustavo Ernesto Marl.ir~e~ Acx~,¡,. <;1 27 de 
sept1e1nbre de 1995 a la Concesioruuia Andino Aulomol.ri>< o Scuulm .1\fíreya 
camelo ... -: que "La Concesionarta Andino Automohi;~,, el cinco de od.ubn: de 
1995, procedió .a vender .el'automotor de marras a JCMé Fran<:t•oo Jimime7. 
Monsalve ... • (acclona11te e11 tutela, se. agrega); que el proceso por el pr<'sunln 
delito r1e estafa "se encuentra en la etapa lns\rucllva y por ende nu :;e ha 
esr.ahl~!do si bayno (sic) respons.abllidad de parte de los denunciados"; que 
el ter<'.ero Incidental y aqui ahora acclonante "ha probado que el automóvil de 
marras Jo compró a la.Concesionana ... -;que .dicho tercero ¡>robó que almo­
mento de ser rete1údo ei vehiculo por órdenes de e<>e despac:hu él "s"' P.ncon­
traba bajo la posesión del pelictonano·; y que la "ley amp>ml "1 pns.,.,dc.or ti" 
buena fe; pero el legislador al mismo tiempo considero que"'"' derecho P"'du· 
mina de ac.uerdo al aniculo 762 del Código Ctvll. mientras no desapai·er.ca 
ante la presencia de un t.ítulo anlertor". 

Por su parle,. el F!sc"l Ddeg.ulo anle los Tribunales Superiores de Santafc 
de Bogo !á y Cundinnman:" qut: COilO<:iú de la apelación del pronunciamiento 
anlerlor, Iras destacar en su providencia de 22 de mayo de 1997 que se trata 
de -establecer cual de los derechos de los sujeto,; pm<:es,.les int.ervinient.es 
dentro del incidente 'priman, vale decir el de la vícUma del delito o aquel que 
ost.enla el Len:ero adquirente de bucru• fe sobre 1!1 'objeto materi:il en el que 
recayó la ilicita conducta", concluye. con apoyo en coJtas de doc.t11na y jurla­
prudencla que • ... conhJdependencla de que el tercero haya sido un adquirente 
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de buena fe, si el bi•m constituye el ob¡eto fllatrnal de un delito, sus derechos l. 
no fueron adquiridos con¡usto titulo y por lo tan.lo care<:en de protección !e¡;(al 
inmediata". Con funda.menl:o c:n ese criterio con:ftnuó la prm'idr.n(:ia· a peluda 
denegatoria de la solicilud de "ntrega del vehic.ulo clcv!it.l>< por l.en:e.,ro promo-
tor dellnc1deme y "'<llli actor en tutela (fls. ~O a 49 old C. 2 !le e':~ le t>Xp<~len-
te). 

5. No hay duda enwnces que las decisiones cuestionadas en tutela se 
tomaron dentro de un proceso penal por el presunto delito de estafa. en el que 
en con<~<•pl.o de su lnstructor no se ha establecido si hay o 110 responsabilidad 
de parte de los dcnunc.iudos y en el que· se ha reconocido al aqui acd<manl.c 
como comprador de buom;;¡ fe del automotor que, retenido por ord<>n de dicha 
autoridad n.o ob:;tante el mencionado estado <le la investigación. no le fue 
restituido roite la ce>rrespondiml.c petición de entrega a pesar de su ninguna 
vincul><dón con la conducta Jnvesl.íga ll!O . 

.Ante l.al estado de cosas. se hace imperioso para la Corte brindar prot.e:~­
Clón a los derechos fundamental~s dd a~c.tnn:lntP., pues bajo cl criterio de dar 
aplicación al axticulo 14 de C. dc. P.P. y rl" reslablec.er las cosas~ estado 
prerlilid.ual. no pueden desconocerse normas y prinr.ipios que apuntan a 
amparar :~l 1 er~em de h1 1ena fe que, actuando de ese modo, ha adqull'ido un 
derecho no vinculado en este """o a la conducta prestmtamente delicliva del 
procesado. 

Por su importancia en general y por la trao;ccndencia que adquieren sus 
aprcciadones en el caso sub lite. se egtlma pcrLin.,nlc lransct'ibir, como se­
guldamcnlc '"'hará, P"rt.e de las. motivaciones de la s.:nl.<:nda do esta Sala 
que data de 23 de julio dr. 1996, en donde, al resolver recurso <:xlranrdinalio 
de casa.c.ión c:n un proceso reivind1catm1o y a pesar de la improsperidad del 
ml9mo por cmm:s l.íx:nicos en su formulación, se pronum:iú :;obre la :;itua­
clón del tercero adquirente de buena fe de un bien í:uya tradición, luego de 
operar en "u !avor su tmnsmisión, se ve afectada.,,,.. un h.:dm <ldicl ual <¡u e 
vicia cl titulo dt:l .:mojcnant.e. Ha de advertirse, de un lado. que si bien ,,,. 
t::í<~o1.u <::;e litUo refiere a un bien lnmueble: re.sult.a Ilustrativo para el evento 
traído a conocimiento de la Corte no obstante qow :n¡ní la di:<<:ll:<lión recae 
sobre tto vehículo automotor y que el accionan te no e.~ d Jlrnpietm;n del mis­
mo. DiJo ~n o:sa nport11nirlad la Corporación: 

·• .. .la Corte no puede d~Jar de lll'lmar la atención, en ejercicio de la alta 
!unción institucional que le compet-. de ncuerdó con el Art. 365 del mismo 
cuerpo legal recién citado, que .sín embargo del lata! desenlace del recurso 
interpuesto, salta a la vista el yerro juridir:o en buena medida señalado por 
dicha impugnación, toda VC2 que al ha<:<:r lugar a la acctón retvlndlcatorla 
tmlablada. los truiadore9 de instanci .. qm:branlaron cuando menos y en for­
ma directa, por falta de '!Plieadím, In:; Arts. 176.6, 768 y 769 dcl C.· Civll. así 
como tmnblen e!Art. 267 del C. de P.C., ydt: c.ont•:m aplicaronlndebldamente 
los Arls. 53 dd Decreto ley OSO de 19.S7 y 61 del Decrelo-lcy 2700 d.o 1991. 
preceptoa estos úll.imos que no son de canl.cter absoluto y anle cllus, a l" 
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ligera.; no pueden hacerse cesar mccánkamcntc conocidas reglas de protec­
ción de la apanenctn establecidas en favor dd lcrc<:rn dt: buena fe exenta de 
c:ulpa, ... 

"]!;n efecto, para nadie es de5C0110cido que atm ('flTI nu:rlOS~>IhO de princi­
piOS Inspirados en la más pura lógtca racional, e.'q)resados rlP. <lisl.intas ma­
nera~ .en ~.~xtns posiLiv~ y ~n consonand~l con !os cuales .se afinna que nadi~ 
puede transferir lo que no tiene y asimismo, se predi<:>> la P.xlgtbilldad de razo­
nable dlllgencla en la penetractón de meras apat1eucias para seguridad pro­
pia de CJUiencs actúan en el tráfico juridico, el derecho modemo ha adelantado 
mucho en la protcoción tic la buena IC, lo que depende, al decir de am.o1;zarlos 
expositores (Andrcas Von TI1ur. Tcoria General del Derecho Ci\11 Alem¡m [sic). 
Vol.ll, Cap, Prlntcro. Num. ·19), ' ... de que, en muchos casos, el amplio ymulli-

J forme dearu-rollo de la clrculactón económica actual no permite a la:; p:trl.es 
c.onocer exactamente la situación juridlca; deben poder mnl\ar en que sea· 
ella tal como :<e les presenta. T. \lego cuando existen cierlas condiciones, la ley 
protege e:;a confianza y hace que se pl'odu•=n lm; eJ'eclos qu" a raiz de su 
opinión en·ónea el agente t.enía rn:r..ón de esperar. y que para el agente de 
buena fe sean menos' graves los cfcctoo que clfacturnreal produciria en per· 
Julcto suyo .. ·, agregando a renglón seguido que esta acción tutelar de la ley en 
defensa de la buena fe, c.oncebtda como tm estado de conocimiento errúneo y 
no reprochable con relac!ón a un titulo o relación jurídÍ::a que inleresa a 
·qu1en padece una equ1vocaclón de tal naturale-za. ' ..... no e~;; posible sin p~r­
Julclo para el titular verdadero; los derechos existentes son dañados en la 
m1sma medida en que la ctrculac!ón negoclal resulta beneficiada .. .'. Dil:ho en 
otras palabras, la ley toma eri consideración la buena fe lil>ne de tnrla .:ulpa 
con Cl exclusivo propósito de proteger la honestidad en la circulación de los 
bienes. honestidad •1ue por lo ile1nás ei onlo<namlcnto presume debido a lo 
que suclé idcntifk¡,..,.c en 1" t<:mi" <:nmo una prcrroga~lva general de pmbi .. 
dad e"nsagrada lndu9ivc como valor superior a nivel conetltuclonal (1\rt. 83 
de la C. N.i. 

6. Como lo ha expresado esta Sala al resolver casos de tutela sem~Jantcs 
y no sin anles notar la complejidad de la cuestión ¡ior aus.:ncla de un sistema· 
nortnalivo eomplelo que regule la materia con dandad. la apli~•lción del ar-
1.ít':u lo 14 rld C. <k P.P. nn pu<:rlt: ser entendida ele m>~ncra sistemática e 
irreslrtcla, es decir desligada de la coherencia predicable de un slst.cm:l legal 
integral, pam procurar en todos los eventos l'omo fumión meeánl<~a e lnchJ­
dible el reslabletirniento de derechos palrtmoniales quebrantados como con­
st~•~n~nd;l el~ rraud~s pnnihl~s. pnt'!~ b:' 1 procP.cif'T rlt!hf'! f~sl ar apoyttdo en una 
rcficKI6n rae: ion al t::urno se· dt:dut:(: dd l~x~.o mismn de didlo precepto y lo ha 
notado esta Sala. al pn~t::is~Í' (¡u e <.:se r~!'d;,hledmü.:n~.o t.~ S viable sólo en cuan­
to "sea posible" (sent. de 2<1 de n=dc 199R. ·~xp. de tutela N" 4826), esto es 
en cuanto esas medidas se adopten frente a sujetos procesales vinculados de 
aiJ.tnna tn~nc;ra. (:on {~1 del U eJ. F:sl~ condiciona111iento qUt! (·;n t~J present~ r::t:>O 
no se da por estaJ' de por medio los dc:n::dm:; tk url tt~rccJ'O de buena fe, .obliga­
ba a que las decls:ones extrapenales aqui combatidas hubiesen sido adopta-



30 ACCION DE TUTELA ~limerD 2494 

da~ pDr la jurisdicción civil y no por las autoridades accionadas, quc:: .. llt: e,;a t, 
manera despo¡aron al ac:d<mante de la tenenela o de la pns<:siún <¡ue ellos le 
reconocieron sobre el automotor sinmedlat' w1 "debit.lu pnl(:<::;o kgal", porque 
como adlcloilabncn.\.c lo ha dicho esta Sala "una '"""' son las facullatle,; para 
procurar eln::,;\abl<!cimiento del derecho que pueden llegar h<tsta disponer la 
cancelación de títulos o rel(lstros producto del üici\.o penal investigado. cosa 
que de1:1de luego est.an autorizados para hacer los funcionarios del orden 
jur1sdlcc1onal penal en l;o mP.dida en que se cumplan a caballdad los requisi-
tos para ta 1 t'in (v. gJ:. frente al tercero de m»la le, se agrega), y otra bien 
dlstlnl;l la garantía patrimonial de pago de los peljuit>ios dertvados del hecho 
punible'' (sent. de 6 de tMrr.o de 1997, expediente de tutela N• :~873), medidas 
que puede h:u:er aduar la jurisdicción penal freniP. a los responsables del 
!licito. 

De manera que no porque a la posesión del acclonante se enfrentó un 
titulo de propiedad anl<:Tior que la so1netia, como lo dijo uno de lo:< fundona­
rio.~ accionados, ni porque hubiese que dar aplicación .i.rresltlcta e indefecti­
ble al 'lrtículo 14 del C. de .P.P. aún con desconocimiento de los derechos de 
tcn:<:ros de buena fe y del propiu entendimiento armónico del derecho positi­
vo. en gcncml. como lo di¡o otro de dichos funcionartos. sino por cuanto la 
decisión de despojar al acci.onant.e de la i'""'r.sión q'"" según ellos tenia sobre 
el automotor no le~ competía por ser fwlc.lón ptopia de¡,. juristlic<:iún <:ivil, al 
estar desvlnculado ese l.r.n;ero del !lícito y almedl.ar aBi Jllismu en su favor 
unas pretensiones de conl<:nido contractual, Jo que determina el desconoci­
mienlo del "debido procesu lc~al" al actor de ~.sta·tutela, y lo que expl.Jca que 
las decisiones asumidas por <lidJo:s funcionarios constituyan una via de he­
cho judicial, como ctulera <¡u o: n:!Sullan abiertamente contrarias a los articu­
los 29, 58 y 83 de la Constilm:iém Nat:ional, desconocen los articules 768, 769 
y947 del C. ele P.C. Y.conticm:n una indebida aplicación del aJ.iiculo 14 del C. 
1lt: P.P. 

7. Con más veras debe sost.en~rsc lo anterior si se tiene en cuenta que. 
t:ual lo dijo el Fiscal Delegado ClcntJ) l'ilueve en su aludida providencia de 4 de 
abril de 1997, el proceso ·se encucnt.r.~ en "'mP" in~:~lntc.Uv¡¡ y por ende no se 
ha establct:ido si hay no (sic) responsa hllldad d~ pt!rt.r. dt~ lns rio.nnnciaclos", lo 
cual se traduce en que al momcnt.o d1' acltlphu·-,e ~¡,,decisiones aqui comba­
tidas no e.'Cistia al interior de la invesugm:iiln siqniera un hmdamento atendi­
ble de responsabilidad como Sll~ria l;) resulucicin ;u~nsatorta, porque romo 
l;lmhi;,n lo ha precisado e9ota. Sala • ... cl restabledmiento del derecho ¡¡que se 
rcflere el :ntir.nlo 14 del C. de P.P., tiene condiCionada su elic,.~'ia ¡¡la eldsten­
c:ia mm probada de un hecho punible, urtica man.,.a, rlicho sea de paso, en 
r¡ne la juJisdicclón penal quedaría habilil.ad;¡ p;ira aplicarse a decidir sobre 
ma lenas de la nanu·al~a de que st: viBne l.ralando" (sentencia de 23 de mayo 
dt: 1 997; y 25 de julio de 1997. exp. Tutela N" 4255). · 

8. Habiendo sostenido el "cr.ionante que con el producido generado con la 
explotación del tatuas veces mencionado vehículo automotor. él obtenía los 
recursos económicos para atender su personal sub~isl.encia y la de su fami-
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lla, aflnna(:ión que habrá de admitírs<: ~:un ll>s alcan(:es del arlículo 83 Supe­
rior, resulta idónc:o blinda!' ampam a la poS<:siún qu(: ddcntaba sobre el au­
tomotor hasta antes de que lt: fu(·ra arrebatado por orden de la autortdad que 
wnoce del pl'oceso P"l'"l. 

9. COnsecuente ~:on lo antertor y correspondiendo. sci(Útl se dijo. el pro­
veído de 22 de ru;¡yo) del año próxttno pa.~ado. pmf~rldo por lll Tlnill,l<l ele F'i,;r.:a­
lias Delep;adas anle los Tribunales SupP.nor .. s· do. Santaré de· Bogota y 
Cundtnamarca, a una via dt: hecho juclicial,lo que por si lo hace Inexistente, 
previa revocatoria del f.1llo ele tutela impu,11nado, se ordenara a tal autoridad 
que dentro de los di"'" ( t OJ dias siguientes a cuando redba la ;u:t.u;¡ción nece­
s<uia para ello. 'que ch:her;, solicitar al funcionario de prinu:ra inst;m<:ia den­
tro de las cuar!!nta y ocho (48) hnra¡;. posteriores a cuando se le entere d" es!." 
detcrtninación, decida con sujc~Món a L1. Constítuctón .Nacional y a la ley Ir. 
apcl!I'Ción planteada en ese asunto penal por el tercero tncldentantc y que ¡;,., 
de su (:onoctmiento. · 

DECISióN 

En me!1to de lo eXpuesto, la Corte Suprema ele~ .Jus1.i<:i" P.n Sala de Casa­
ción Civil y Agraria, admi.i:ñstrando justicia en nomhrr• el P. 1" República y por 
autoi1dad de la ley. Reooca el fallo de pt1mc.m (1") ,¡.,junio d~ mil novecientos 
noventa y ocho (1998). proferido en este a.qunto por la Sala C:i\il del Tribunal 
\Superior del Distrtto~ltl(li<".ial d~: Sanlafe de Bogota. y; en su lugar, 

Pl'iit~~<m:. A(:ceder a la solicitud de ttllcla origen de esta tramitación para 
ampara!' la pv:;esión que el señor .Tos~ l"rartctsoo .Jiménez Monsal!)e' det.em.a 
sobre el autmnoLor de placas SJ•'P-7 49. 

SegWldo: Ordenar a aquél de los fuuctonarlo~ acc:inro~'d""' que este cono­
ciendo actualmcrile del proceso. altoptar las "'"'liri;u; necesarias para que. 

· dentro de las 48 horas siguientes a. la nm.illr:rs<:iún de esta determinación. le · 
sea restituido a 1 atúonanle Jiméne:z M onsalvt· d ,;u;uin ;mtomotor. 

:\lut.iliqtiese lelegraftcamt:nl(~ lo aquí resuelto al acctonante. a su apml<:>ra­
rlu judicial y al Juzgado Cuarenta y Siete Penal del Clrcutr.o rk l!l c:imlad; a las 
llo;t:alías ·acclonada.q mccli~onte oficio a los que se ancxar>i ""P'" inl egra de 
t:'ll.t: lidio; en'l.iese en forma inlflediata copla de esta provlcleru:i" "1 Tribunal 
c!t: inslancta para Jode su cargo: y, en oportwúdad. em'ics<~ d ""l'~'li"nte a la 
Cnrle Coru;Uluclonal, para su tWenlual revisión. L1brensc lns rrfiCios del caso. 

Jorge &U!los BaUesreros. Nlr.oló..~ R.,r.ham Sintancas. J01ye An!oniu Cu.<l.iJio 
Rugeles. Carlos EscebanJaramlllo &:hln;o;,;, PP.dm l.qfi:mt Pianetta. José Feman­
do J(amrrez Gómez. Rc.¡fird Romero Sien~ 



DIE!i\IDI(} !."ROCESO CllVIll.: Nr> pu"cl" t'l j""'' lr"nlt: a lli~III!rrirl., mr~r.illr.llnrln$ de 
las partes llnlitars<.: a irnpHrl.irl~s aprobaciOn. si e] t:nnv~nin i>reSent.arlu dis­
ponía de derechos de los que no era titular la pan e sino un tercero lo pJ:oce-

L, 

dente eJ:a adoptar la.<r medidas panl '1"" se·: eorrigtc:ra la fórniula en lo que 1 
fuere necesario pan ahi si. y sólo dr: subs:.u1ar..c la anomalia, aprobarlo. El 
incumplimiento de esta obligación hace que la aprobación del acuerdo ilegal 
incu-rsione en el campo de in.s \'ias de hecho. 

C'-o1te Supremo. dé ,/u.sti<!irL -Scl/tl •k Cusw:ión CíL'íl y Agraria- Santafc de 
l:logot:i, D. C .. quinr~c ( 1 fi) de julio ele: mil nuvr:<:ic:nt.r\s novc:nta y ocho (1998). 

Magi!<l.mdo Pon.,nte: o,._ Nicolás Bccfutro.S/m(lllCOS 

Re f.: Expedienfe No: 5155 

Despa<:hil lu Cnrle la impu¡,•ruJ<:iún li>nnuhula c:unl.ra el fallu d" dnco (~) 
de jmúo d" mil non~C:itml.os nnv-.nl" y <><:hu ll!l9R) pmf.,Tidu por la Sala. de 
Familia dd Tribmt'd Superior d"l DislriluJudicial el" Medellín, por lllCdio dd 
cual se accedió al amparo constituci()lk\1 pedido por la sciior'~ Dora Mcutinez 
de Vé!ez contra el J~¡zgado.J>¡·!Jnem de Famll!a de Iri:rgui (A11t.). 

1\1\ ~r!:C.E:OS..'f ffiS 

1. Pnr ~sumar vinlndos ~us dere<".hos. a la pmpiedarl pTiv:utn, ;) 1¡., \ñ(Ja, al 
debido proceso, a la educación. y a la herencl<t, la <tccionan\e .;ollr.ita que por 
via de tutela "se dej·~ sin valo~:el auto que aprobo la condliacion en el pro(:eso 
intrafamlllar Nro. 9679 de 1998, de fedta 28 de abril de 1998 en cuan lo alee­
ta mis derechos iw:cdamentales ya enwtclados, o sea en lo relativo al cambio 
de arrendadora del. ap&tamcnto Nro. 67-01 de la calle 32 de ltaguí. o en 
~ubsidlo, que se declare que tanto el embargo de los cánones de dicho apar­
tan1ento, oomo en el cambio de arrendadora del aprutamento en mención, no 
me es op01itb!e por no se1· pwte en dichas dUigencias. Por lo tanto no me cabe 
nJnguna sandón en caso de .lnc.wnpllmiento". 

2. Bn respaldo<' e la queja, su propon(:n \.e, c:n sínksis, •c:nala ser la arren­
dadora del n;fcrido ~paTI.amc:nl o y, poT ende. la pcTsona ':nn tl~n:,;bu a perci­
bir los correspondientes cánoqe~ de aiTendnmi~-nw, (:on In:; qm: al.kndc: d 
sustento y la educación de :sus hljOoS, y, de otra· p<>rte, dcsl.a(:" qm: c:n d 
dUigenctanllenlt'.l ·de la ~ol1c..1lud l~e medida!:~ 'h: Jlrnl.t:t:dún por vinkrn:ia 
inlr;.famili>rr (Ley 294 rlc: 1996) que: elcvú ¡,. ,c:úura 1\licia Roldán <l•' Manínez 
en contra de Luz 1\iwina Mcvtinez Holdim, de que cono(:e el ,Juzgado ¡¡{:(:tonan-
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do, éste, mediante providencia de 28 de abril del año en curso, impartió apro­
bación al acuerdo conclltatorto cel~hra!lo por las partes de ese asunto, por 
\'irtud del cual se establece que la persnn" del arrt!ndatario debo: pagar en lo 
sucesivo lag rentas¡ a la prer.ii<Jda demandada y que debe sm;r.ribir en su 
favor, de Lu7. Marina .1\·fartínez Roldán, un nuevo contrato de arrendamiento 
re!Opeclo del mismo irunueble. 

D"s1més de referirse a los aspectos generales de la acción de tutela y a su 
procedencia excepcional cuando ella l'OJlá dirigida en contra de jlrovidc:nr.iAS 
judiciales, el a quo acogió la pet.idún de amparo origen d<: este dmgcnciamicnto 
al estimar que con el auto aqui <:umbaiido, aprobatorio del acuerpo concilia­
torta a que llegaron las parles eufro:nl.ada" '"' d aludido l.rárnilc do; viol<mcia 
inl.rafamiliar, se vulneró el derecho al debitlo proceso do: la aet:iuuanl.t: eu 

. lut.da, pnc~. allnna, esa deternllll<'l.Ción no solucionó el conflicto plaliteadu en 
tal eunl.mve11:1ia y, por el conlrarto, desconociendo que el Inmueble sobre el 
que versó rlidoa l:onvcn~:iúil no era de propiedad exclusiva de ninguna de las 
parles, afectó derechos d~ terceros. 

L\ I:>!PUG;'<ACION 

El doctor Uzardo Mwirl Quintero, J11e>< Primero de Familia de Itngüi (J\nt.), 
mediante el escrito que apare<:" d .. ! folio 22 al23 del cuaderno No. 1 del eA-pe­
diente, expreso sulnconfonnidmlt~nn -la comentada decisión delTiibunalla 
cual. por tanto, Impugna, argurm:nt.mdn en rr..sumcn. que la Ley 294 de 1996 
consagró In conciliación conw una ck 1 as fonnas de solución de los confl1ctos 
de violencia lntratamlllar y '1'"' <:oJ1 tal base, en el caso sub lite, el despacho a 
su cargo se limitó, una ve>. las pmtes del dlllgenciamiemo sometido a su cono­
clnllento llegaron a un ac:ucn:lo, " impartirle aprobación, sin que. por tanto. 
pueda afuu1arse que d aduptío cm;did.a alguna de protecctóri, y menos una 
que desborde clmarco lljat.!u pur la rnc;ncionalla ley. En lo tocante al preciso 
aeuerdo que por via de conciliación lijaron las parles en ·k"l memorada u·aml­
taCión, sostiene que se atuvo de bucma fe a lo planteado por las partes y que. 
de todas maneras. el hechn de qut~ dnña Alicin Roldán di?. Martinez no sea la 
única propietarta del bien sohrr. ~1 <tnc. girú esa l:onvención, no e.s una clr­
c:unstancia que invalide la conciliación <l <Jue h"g" su opmh"'cif.ln un acto 
n .. g,.l, por cuanto la verdadera ·arrcndadum. d"l apartan1ento podía oponerse 
"1 cumplimiento de ·la comunJca(iim lihr,da por el juzgado. 

CONSJ[)E~C(úl\lt:S 

1, Como de manera p<:rmancnlc lo ha sostenido la J urlsprudo:ncia cuusl.i­
tucional, por via d<': a,-¡:(urn(:ntaeiún general, la acción de tutela es tmprocc­
dcnt.; cuando se la emplea paca L"rnbal.ir providencias jttdlcta¡es, pues en 
pronm• de la autonomia e lndependem:ia de lu~ _iut'(:t'"' y en guarda de la 
seguridad jurítlit:a no'"" l:onvenlente, en principio, que cllc:h,)s '~l:t.o.~ puedan 
impugnarse .por fuera dd proceso rni':lmo en que resultaron proferidos. al in-· 
l.t:riur de los cuales los sujetos proccsalt~s cuentan normalmente con las opór-
l.unid;ul..,~ de defensa pertinentes. · 
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Con todo, tamblf-n así se ha puntualizado, sólo poi' vía de <:JS.cepdón proce· e 
de la tutela frente a pmvdmicntos de ese ordeJf, cuando, un dí,.puniéndose de 
medio ordinario de defensa, ellos representan el fcnórm:no que ha dado en 
llamar,;<: "vía de hecho judicial", por la e¡ u e se entiende una acli\1dad de con-
dudll juri'=idicctonal que en cuanto fruto del capricho o del parecer Irracional. 
no tiE'Jle ningtm fundam~nt.o IO:".gal. 

2_ Descr>:nrliendo al caso traido a conoc:tmient.o de In Corle es Jo primero 
suhr~yar que, tal y como se desprende del acta que recoge la audiencia de 
conciliación surtida el 28. de abril del año en curso dentro de la solicil.ud de· 
medidas de pml.ecctón por violencia l.ntrnfamilinr de Alicia RoldcUI de Marlinez 
contra .Lug JlfQTirm Martíriez Roldán (fls. 29 a :~ 1, c:d. 3}, la nllí peticionaria se 
<.-omprometió a "hacerle tra.~pa.'lo dd 11parl.amento con este señor Velásquez 
(sic}, documento que r.iene su h?ia Dora, traspaso que se hara hoy mismo, de no 
locallzarse el documento "'" hará un contrato nuevo con el nombre de Luz 
Marina Martlnez (o;i<!J Roldan (sic)'" (resaltado fuera del texto) y que fue ese, 
precisamente, el acuerdo com:ilialono que anteritó la aprobación del juez aqui 
accionando. 

3. De suyo, entonces. fonoso e:,; ver que desde el mismo momento en que. 
dentro de la audiencia, se plankó esa fórmula de arreglo, fu<: ,;ah le para el 
juez del conot:imient.o colegir, siguiendo el se.ntldo de las .tnax.úfcstacion"" de 
!a demandante. que no ern ella la arrendadora del mencionado irunueble y 
qne, por el contrario, la! calidad estaba radicada en cabeza de 'su ~¡a Dora •, 
circunstancia que l~.mbién debe considerarse del pleno conocimiento de las 
partes de ese esp.:wl dili~<:nciamiento, quienes. valga acotarlo, son respectl­
vanlente la n1adn:: y la hermana de la actora en tutela. 

4. Siendo ello así. es del c¿¡so conclulr que, en efecto, el auto aproba1orio 
de la t:cmcUiación indicada errútldo por el funcionario aqni Vinculado, ,.¡n te­
ner en cuenta que ello lmpllcaba el desconocimiento d<:l 1iertx:ho de un terce­
ro (Dora Martínez Roldán) porque partió del hecho de que la ,;eñora Rnldán 
"dijo ll¡.,'Urar como ~:endadora", Incursiona en el campo de las ~ías dt: het:ho, 
pur t;uanto era su obligación, a más de velar porque el acuerdo de la" partt:s 
l.uvtesc la virtualidad de solucionar el conflicto entre ella" susJ;ibulu y de cs­
Lable<.-er que. él versara sobre derechos respecto de los cuales las partes allí 
inl~rvinienles pudieron disponer, estaba llamado a enterarse cabalmente sobre 
qué bienes ver~aba la conciliación; cuestión esta 11111n1a que lo hubiese lkv~­
do a entender que la señora Roldan ceclió un contrato de arrendam1ent.o a su 
hija Luz Marina, contrato del cual eUa no era la arrenrlarlor~ pu<':s f:n ~"" 
pnsir.iím e~t·aha coloeada la acdonante en tutela. 

K o pueden los Juccea frente a acuerdos mneílílll.orins t¡uc desbordan el 
marco fijado por la Constituclón Nacional o la ley, limitarse a írnpartirle• aprn­
·bac\ón, pues de poderse -detectar su ile¡¡alidad, como aquí aconl.cr.ió. dr.hcn 
adoptar las mcdtdas para que las partes corrijan la fórmula en Jo que be baga 
neces.>lrio pa:ra ahí sí, y sóln de subo;anar.;e la anomalía, aprobarlos; en tanto 
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ello no 8ec1. a.Sí.Ia ronciliactón definida por las partes no podrá merecer acogJ­
ml~nto por el h.m<.ioruuio anle quien O(:urrió. 

· 5. Que en el evenlo que se examina las >~eñoras Alú~ia Roldrtn de Mwtfnez 
y Luz .Marina Martinez RDidán acordaran por via de conciliación, que la >:e· 
g¡.mda pasara a ser la arrendadora en el contrato de arrendamiento que la 
aeclonantc en tu lela había. t:t!lt!brado de antes c~n el sei'lor Gabriel Veldsquez 
y que rlesrle el mismo momento de la l:onciliadún é:<l.e, t!l a.TJ'endat31'io. que­
daba obligado a pagar las rentas a aquella; la nueva arrendadora. es sin 
duda una circunstancia que por lo en unclado afecta los derechos de la aqui 
peticionaria, por <:lmnlo ella no fue parte en el dílígenciamienlo en que se 
realizó esa COtlcilíación. 

Ahora bien, como el Juez aquí combatido pudo, previamente a· emitir el 
·aul.o nproh,l.orio del reprochado acuerdo, constatar la ilegalidad del mismo, 
pC>r cornpmmeler derechos de que no eran Uhrlares quienes lo celebraron 

. sino un tercero al proceso. su decisión se muesl.m, como lo entendió el a quo, 
conculcan te del dcr~cho al debido proceso de la reclamante del amparo' que 
se anali7..a. 

6. Lo dicho es. entone""· sulkienl.e pam dedudr el aderl<> del rallo impug· 
nado el cuol. por "nde, :sen\ conl\rmado. 

DECISlóK 

En mériln de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casa· 
l,;6n Civil y Agraria, administrillldo justicia en nombre de la República y por 
a.ut01idad de la ley. CorVUma el fallo de cinco [5) de Junio de mtlnovecientos 
noventa y ocho [1998), profertdo en este asunto por la Sala de f'am111a del 
Tribunal Superior del Distrtto .:Judicial de Medellin. 

Nol.ifiquc'!le telcgrátlcamente lo aquí resuelto a las partes: y. en oportuni­
dad, envíese el expediente a la Corte Constltuctonal, para su e\'entuall-evi­
sión. Olictese como corresponda. 

Jorge Santos Dr:úles!t<To..,, Nú:olás Ber.ht:un SÍ1nt:ln<:aS, JO<!le AnJ.oniD Ca.~ tillo 
/~¡geles, Carlos Esteban.JarwnillcJ S<:lilD..~s, Pedrr>Lcifmtl. T'lnne(1a, José l"eman· 
do Ram!rez (iórne?:, R(~faeLR()frrem SiernL 



i!!JEIG~ WCJ:AL: Demostrado que la falta de sunoinistro de medicamen­
to solicitado por la acclonailtt~ no Implica un riesgo inmincnlc P>~Ta :m vida, la 
EPS "úlo c~lá obligada a la cobertura señalada tanto en ley lOO de 1993 como 
en el Decreto 806de 1998. Por tr.nto, si el medicamento nofonna.partede!.POS 
la negativa a sumhltsu·arlo no puede oonsldetarse a.:bitrarla, en especial, si 
el Comité técnico cl·~ntífico estableció que el peticionarlo no se encuentra en 
ai!(Una de las ciccunslanclas que establece el articulo 8" del acuerdo 83 del. 
Miniskrio d.-. Salud 

Corte .Sup•·ema de ,Justtcta -Sala de Casación Ctvi! y Agra•ia- Santafé de 
Bogol.'t, D. C., dieciséis [16) de julio de mil novecientos novenln y O{:ho (1998). 

M~sl.r"<io Punen le: Dr. NiuJ!ás &el PUTa Simam:a.s 

Ref.: Expediente No. 5149 

Despacha la Corte la lmpugnaclóll formulada contra el fallo de ch1co (5) 
de junio de mU novecientos noventa y ocho [ 1998) pmferldo por la Sala Civil 
del Tribunal Supet1or del Distrito Judicial de Santafé de Bogotá, por medio 
del cual se ac.c.edló al amparo constltur.lonal pedido por la seilora Dlnnll PaJTfr.lfl 
Vera Pe.raltn.c.ontra C:njeMJlufl. E. P. .'l. 

MTilCEDilmES 

l. Redauu:1.la at:,;inncnd.•; '"St: tut.dt: a rui f1:1vor d dt:n:ctn.J funllault~utal a la 
vida, Tíl.ulo 2 Capitulo 1· Articulo J 1 d~: la C.N. ''" t:om:><o (o;ic) con mi dcn:cho 
fundarm::nU:d a la ~alud (:on~aurado <;n el arUculu 49 dd Irlis1uo tllulu y Cl::lpí­
tulo de nuestra. Carta Pollt.lca y el derecho a la segurtdad social enmarcado 
en el articulo 48 de la C.N.- y que. en consocuencla, "se ordene a la Institu­
ción tutelada (sic) (E. P. S. C:afesalurl) a proporr.lonar el r.ratamlento a saber 
emno •~s el !'.uminisr.m de< la drn!(:llnt.<~rf•~mn BetA 1-A ck tlbrohlast.os huma­
nos 3'000.000 cuyo non•brc comercial es "Fon1e• por el tiempo necesario de 
acuerdo a prescripción medica•. 

2. En respaldo de tal solicitud la peticionaria, en resumen, señala, que se 
encuentra aflllada a la entidad accionada dentro del Plan Obllgatotio de Sa­
lud y que hace a1>roxltnad<imente di el'- meses acudló ¡¡ consulta médica con el 
dn{:l.ur Ma.,.iu MuriU<., neurólogo adscrito a E.P.S. Caiesalud. quien, luego de 
diversos exámenes y pruebas, dictamhló gue paclece de "Esclemsls Múltiple". 

' 
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~ Agrega, que en el mes de enero del año en curso. una vez concluyó su 
estado de embarazo, -y teniendo en cuenta la magmtud de m1 enfermedad y 
las graves cons~cucnctas que esto Ira e, el Dr. Muftoz ordenó mediante fónnu­
la medtca y ~on Ja mayor l•rt!v~c1ac1 Sl •rninisl nJT l;t drc)g.t frrh":Jf'~r()n Al~fu. l-A(]~ 
jlbrohla~m~ humanos 3'000.000 cuyo nombre comercial e.s "Frone~ .... ·,la cual, 
en defmitiva. no le fue sluninlstrada por la acelonada, en razón a que "El 
medlcamenro solicitado No L'urnpl" ltJ.< c:riil.!riDS de Jorrnulacibn esti¡Julallos ¡JOr la 
ley", seguro <:umuni(:ación escrita fechada el 6 de marro último. 

Relata la acdonau\K. l)U(: >:!U ca:;u, :;cgún la infonuttciún que k r ... ,. .. !jUICii­

nistoad¡~.por E. P. S. Cq/balud, "entró a cornil e técnico y la respuesta fue la de 
negar la enlrr:¡.¡" del medicam.-nlu Jurmulado" y qut~. dada:s Ja:s l<mtcleristi­
cas de su enf~rmedacl. ·éste "es eL ojnico a nivel de la invcsUgación internacio­
nal actual, segUil reportes médicos que ·~videncia hcnel1elos· slmu\t.áneos paro 
m1 enfennedad, es decir por el momento no se ha descrito otro medicamento 
l:on Iguales beneficios". sleudole "Imperioso y con la mayor brevedad. iniciar 
el tratamiento l'On ellnlerjeron Beta 1-.t~ ..... , el cual, acota adicionalmente, ha 
sido ordenado por vla ele; lu oda cu otro:> cas~. 

Finalmc;ntc, pom: d" pr.,:;enl" su lalla de recursO<;; económicos para sufra­
¡;¡ar "el alto msiLJ d<!l mecJil.:am.enw recetado de imperioso uso y que dada la 
cantidad a sunJinistrar se h<tce bastante oneroso e imposible para nuestro 
presupuesto, máxime 'l''t: ~u «plil:«ción f:S por <:1 momento dos (2) vece:s pOI' 
semana por tiempo indefinido" y .. de otrn parte, ser madre de do:;; niñas, una 
de dos años y otra de ,;eis me~es.de edad. respe<:to de las cuales, !lftnua, "se 
vcrian vulm:radni> ':IUI:l derechos como niños a mantener '1da plena en com­
pañili <k sn madre si tallaran mis facultades fislcas por omlslon del lcata­
mi.:n1 Cl a mi erucrmedad". 

3. l" "m preSa. accionada dio respuesta a la sollcltud de tutela., oponiéndo­
'"'" s1 1 m:ngimiento, para lo que Informa que el medicamento lnterjero Bdu l­
A nn s~ ha suministrado a la acciona.nte en razón a que "no s~ t:n,:uen~.nl 
mnlemph>do en ~s cobe11m·as de Ley que ti¡;¡ en el Plan Obligatmi<~ d" Sah•d". 

Con Invocación del articulo W di:! A<:u(:rrlu No. 83 de 2S de diciembre de 
1997 del Ministerio de Salud. rno:diank d cual :;e reglamentaron los requisi­
tos y obligaciones quo::deben c:urnplir ¡., E.P.S. para poder aut01izar medica­
mentos no contemplados por la l<:y, .v el miiculo 4" de la Resolución No. 05061 
de la núsma fecha y entidatl, oou la '1"" so: n:glam<:nlaronlos Conúlés 'l'ecnico 
- Científicos dentro de la Entidad.:s Pmrnuluras <k Sahlll, l'.wlica que el caso 
de la seflora Vera .Peralta fue llev><du al n:spt:t:Livu (:ornil.t: lécnit~ elentíllco el· 
cual. cotúo1n1e acta de 24 de febrero. dccidiú ucgar d suminislro de la refert­
ua mc.Uidna, "" ]CJ:,I l.énninos de que da cuent~ el documento que apan:ce a 
follos 31 a 38 u el cuadt:mo No. 1 del exped1enle. 

De manera especial solic:ita la citación del I::stado - Ministerio de Salud 
"en virtud de que es dicha entidad en cumplimiento de sus obligaciones y 

. deberes constitucionales, quien d~bc rr.,qpondP.r pur .,¡ costo de Jos medica-
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mentes que deban suministrarse al usuario y que n" :;e em:uenlran conLcm- ~ 
piados ~.xpl:t'.>larnenl.e en el Plan Oblig<ttOrio de Salud". 

4. Como quiera que esta Corporadún, mediante proveído de 7 de julio 
ÓJJI:imo, dh;puso la citación al presente lrámile de lulela de La Nación- Mln1s­
l.eriu <k S>~lud, dicha enUdnd, por lntemtedlo de la Jefe de su Oficina Jurtdl­
,a. prt:sentó el escrtLo visible a folios 1 O a 17 precedente en el que. con apoyo 
prtncipalmente en la Ley 100 de 1993, el Decreto 806 de 19!18 y su Acuerdo 83 
de 23 de dlclembl~ de 1!197, rt>fiP.rP. .a tos lin~.amienl·o$1 gP.nP.mle ... del Plan 
ObUgatot1o dP. S;Jlud y, "n lo tocante al caso sub lile, deslat·a que deh" 
exoner;\J"Se de toda responsabilidad a la Nación - Mlnisterto de Salud. "toda 
vez que el Com!te c•~ntiflco-Tecnlco rcali:tado para •~1 caso en estudio ooncep· 
tuó la no viabilidad de la fonnulación del medi<:arnenl.tJ ln1E~fcron Beta lA, oon 
base t1n el t>.$tudio concreto de la hislorta clinica y con parámetros médicos, 
técnicos y científicos apl1cables a los hechos materta de esta acción". 

FA:.to ))1-:t.Tr~mlJNAI. 

Se ocupa Inicialmente el sentenciador de p11mer grado por dellnear los 
aspectos generales de la acción de tutela y. seguidamente. apunta el carácter 
de fundamental del derecho a la vida y las condiciones que se hacen necesa­
rias para que t:l d<:n:cho a la salud adqutcn:1 lalllnajc. A conUnuaclón, previa 
tra1u.crtpc1ón que hace de uno de tos fallos de esta Sala. concluye "Entonces. 
siendo asi que la salud de Diana Pa01cla Vera PeTalta. sin el suministro del 
medicamento antes mencionado y el tratamiento permanente que con ellllls· 
mos (sic) debe seguir. evidentemente su \1da peligra gravemente. el Trtbunal 
siguiendo las dlrectrtces trazadas por esa Alta Corporación en la sentencia 
cuyos apartes se dejaron transcrttos. ordenara a C7ajesalud E.P.S .• qpe proce­
da en fom1a Inmediata suministrar (sic) la medicina requertda urgentemente 
por la accionan te. con cargo a que el E:stado postertormente y dentro del ter­
mJno que se fijará le reembolse a la accionada el valor de los mlsmos. durante 
el tiempo que dure todo el tratamiento-. Agre~a. que como no se pudo concre­
tar la practica del testimonio del medico tratante de la petlclonarta. quien era 
el más lndlcado para declarar "en el sentido de slla otra droga Insinuada por 
la accionada podia. sustituir con slrnllar.cs efectos a la aquí sol1citada, ha de 
preferir el 1'rlbunal la pedida directamente por el médico de la acelonante 
(sic)". 

IMPt:C.N,\CJÓN 
La enlillad accionada impugnó el !=Omcnlado fullo lk priln<'rd. in,.t.auda, 

im:onlhnnidad que suosk:nla como Jla»a. en rcsurnt:JJ, a o;xplí<:arse: 

l. Dichu pnnluut:ia.Illieru.o ufn:t:e =:!In~Jaro a un derecho que no reviste el 
catacler de fw~damental "toda vt2. qu~ el medicamento otorgado a la usua11a 
no es de cal'acter •1tal y no estamos froente a un peligro Inminente de la vida". 
Previa expllcac16n de las características de la enfermedad padecida por la 
actora en tutela. subraya que las crts1s que la paciente presenta pueden ser 
tratadas de manera saltsfacl.orta en la forma corno se hi:t.o c;n la ú 1 Lima upur­
lunidad en que estuvo hospih'tli?.ada. c:!<to cs. <~on la droga "Metapredn!solona•. 
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2. No hay prueba que acredl~ "la efectiVIdad de el medicamento y los 
posibles mcr.anismos altcrnatiV(X:; propuestos por el Comlte Técnico clentift· 
eo, para ellralarnienlo que se debe hacer en favor de la u~uana·. 

3. T..os recursos del sistema de salud son limit;,do.~ y por ~so su gasto debe 
ser racionalizado porque, de lo contrarto: no solo se pone en juego la vida de la 
ailliada aqtü tnten1niente sino de todos los colombianos, situación que cobra 
mayor realce cuando d <'.aso examinado no supone •una necesidad Inmediata 
y fundamental del usuru1o .. : y mas [sic) cuando los costos de los mismos 
reahnente afectan seriamente al sistema·. 

4. · En el caso de autos. se cumplió a cabalidad el mccani~mo dt: protcc­
c;ón a los usuarios en el suministro de mcdi<:amcnlm-o, cumo quiera que .. este 
procedimiento determinó en un Comité Téi;Tlico Cicnt.ífl<:n, no acceder a la 
pd.ición de la mma1;a y ordenar un prnocdimicnlo allcrnalivo que si (sle) le 
brinde a la u•uaiia un (•iCJ posibilidad de mejorar dicha pato logia:. 

PrP.r.isa. (Jllf.' en el evento dP. contl nnan•e el f"llo del a quo. '"' limil.c d 
sun1inistro del n1edicaJnen.to In.ter:feron Beta a un lapso no superior a un año. 
"en d que uebe UelllOSUat>le allifÚll beneficio, si este 110 es élaro clinlca y /O 

l"adlológlcamente, se suspenderia la medicación, danao la oportunidad a un 
fánnaoo con reconocidos efectos benéficos que se encuentre en el Acuerdo 83 
u otro no contemplado que demuestre claramente su beneficio en la salud de 
la pacten te•. ' 

CONSIDEJW:IO~"ES 

l. Por d""pr.,nd...-s"' así iiP.l ar1kulo Rfi dP.la Car1·a Políl.ir:a, propio es atlr­
mar. romo de maricra conslantt: lo ha snsr.enido la Jurisprudencia constitu­
cional. Cjllc la acclñ11 ele tut~la es un m<':canlsmo extr;,ordlnario dirigido, ele 
un lado, a la prol.e~:dón inmedial.a de 1 os derechos l'undameniales lh:nt" a la 
c:llnt~naza o víolactón que ~n cuanto a ello~ pueda d~rivarse d·~ la acción u 
mnisiOn tle las aul.nrid:uies públkas o de los part.h;ulares y, d~ o~.TO, f]u~ eJla 
no put!de constit.uil: o erigirs~ como una vía sustitutiva o paralela d~ Jos me­
dios ordinarios de defertsa que la misma Constitución y la ley consagran para 
la salvaguanla en general de los dere"hos de l.odo ciudarlaiJo. 

Corolario de lo anterior es que la aeción que ocupa ahora la atención de L.<t 
Sala no puede, por tanto, utilizarse para la defenaa de derechos diferentes a 
los c.onstttuclonales con rango de fundamentales, o cuando su afectación no 
dertva.de lUla aoctón u omisión !legitima de la autoridad o el particular contra 
quten se dir~Ja la qu~Ja. 

2. Como es :.-a conocido. la \'ida constituye por antoriomasla el derecho 
JUndan1cntal de mayor alcance y autononúa. ptill.cipiO éste que ha sen'ido de 
punto de partida a la jurisprudencia constitucional para ser1alar que "-El de­
recho a la vida se constituye en el¡n<i:; fimdamental de lo.s derechos consa­
grados en la Carta Política de 1991 de manera expresa. Regulado por esta, 
desde d prim<:r "rlkulo del mpílulu primt:ro del Titulo 11. pone de presente su 
ca.I'ácla· pn:valc:ntc:: y ~t: comlicióu necesaria pard d <.~j(~\t::io de lo::. den1ás 
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derechos. El dere<:ho a la exlatcn cio \1 tal, es la causa que viene a justilkar en 
ulttmas la existericla de los demás derechos. den = de la perspecUva amplia· 
da del anhelo de.l ·hombre del "\>1\1r hit:n' que se encuentra como inspiradora 
del resto de d.,-echos fundamcnt,.ks. asist~nclales y eolccUvos. Esto es lo 
que jus t..iJka "n el articulo 11 el<: la Carta. la lm1olabílíd!ld del derecho a la 
vida y la proMbitión complcnl(;nt.arta de la pena <:k muerte. Comprende el 
dcrcchv a la vida, el dereeh.o a morir de muer!.<: natural. no Inducida o provo· 
cada. En sintesls, se <:on.sidera conten ido del derecho a la vida, el derecho a 
no se~· privado de ningún mlembru o.:ufJJoml o \1tal. el derecho a la salud fislca 
y mental; el derecho al blene" l"r corporal o síquico y el derecho a la propia 
a pariencia personal. • (Sentcm ;tn T · 374 de 3 de sepuembTe de 199!3). 

Pero si bien es verrta<l 'l."" ~l de:rec-.ho a la salud ha sido catalogado oomo 
un ·conl.eniclo rkl clr-:re<·ho a la vida" lo r¡u~ ha Uevado a sostener vor parle de 
algunos exposttorr:s 'l"" "'entar contra la salud equivale a atentar <:<ml.ra la 
proJ)Ia •ida. no puerk pasa,.,..., por alto el caca.:tr.r asistencial que en ultimas 
ha recibido este derr:dw (i~ 111 jul11lpntdcncia <:onstituclonal. al afinnar ella 
que: (;n principio el clerecllo a lo ~;alud es fundamental cuando toca en fonna 
det<~nnlnanLe con la P!Oteccwn 11 la vida. . 

De nhi la natw-aleza de derecho aut.ónomo alrtbuida o In salud y los prc· 
ci- pcrftles que pa"'l dlchv ucrccho ha trazado la juóo>prudencta al callfl 
cario de "derecho fundament al por <.:onexión". lo qúc equtva.le a decir en 
tamlnos de la Corte Constitucional que • ... no siéndolo en prtntipio por si 
ml.smo. se Ir> cummúca tal carácl'Cr 'en virtud de la intima~ ln_e.$cindible r~la· 
dOn con otros. oleTechos fimdan~ental.,~' de forma que tstos qllednn sometl· 
dos a vulncra\~(>n o amenaza s i aquel no se proteAe de man«r« inmediata ... " 
(5entcnc~i" T·068 de 22 de fcbrt~ro de 1994). o· ... cuanclv la desatención del 
cnfcnnc> amenaza con poner en peligro su derecho a lo vidn" !Sentencia 1" -5 71 
de 26 de octubre de 1992). Buju lu ameritada connotac:i(.in que el derecho a la 
salud Uene y de acuerdo a loo liml(es precisados. dentro el<: los cuales el ad­
qul~n: alcance de fundamenb• l. puede adnútlrse que:, por ende. sólo desd~ 
"'~' perspectiva su. desatend<'>n genera el ejercicio válido de la ar.clón de tute· 
la para perseguir con ello la expectativa fundada en su realización. 

3. ~ lo que ermciente al caso tr&idu a conocimiento de esta Curll;. unu · 
primera cuestión por indagM es, entonc:e~. 8! el derecho a la salud l:uya pro­
tección lliJUÍ ·se invoca tiene la connnlac:ión de fundrunental, lukrroganle ante 
el cual esta Corporación. acudiendo a '""elementos de juJclo de que aquí se 
dispone, rc:•ponde que no está acreditarlo que el no suut.IJIISlro clc:l medica· 
mento a 'lu~ se refiere la queja lmplíqur. lh:nle a este caso concreto un rtesgo 
Lnml.nent.e p10ra la vida de la aoctona.rob:, :;i bien no se desconoce y por el 
contrario s<: adnúte la conveutenchl tlc Jo:; servidos mtdlcos a~istenciales 
que JX'l"'SÍ¡,.'Ue, por Jos ben efic io..'> imli:;<.."UiilJles que para ella representan. 

Al ~Jecto, es espectalmcnte <lici~,nte el ilúorme rendidn pnr "1 medico Ira· 
ta..lt'e el o: bt pcliciomu:1a. doctor Mar·ID Murioz C .. en atención a la orcl.:n imp<tT. 
tlda vrn· ,.;,_.r.a Corporación. coruonne el cual 'No administrar Jnr.crfcron a "~t" 
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pactcnlc lio pone <:n pdigro su vida. La ·~sclerosis mültlple no es una e~er 
mcdad mortal". 

La dn;urud.am:itt c:utUt':uLatla con~tltuye. 6ln duda, un obstáculo para la 
conce,.iún de la Luida, porque anlc l<llcs suput:,;1.os el derecho Implorado a la 
salud no tiene el alcance de li.mdmnenlal. 

4. El De<:reto 806 de 1998, derogatorio del ne.:ret.o 19aR de fi de agosto de 
1 YY4. define el Plan UbUgatorto de Salud como el conjunto <le servi~tos de 
atención en salud y reconocimientos económicos a que tiene derecho, en <.:aso 
de necesilarlos, lodo aliliado al régimen conlrlbutl\'o a cargo de las entidades 
promotoras de salud, el que esk'l sujet.o en cuanto a),. fomoa cómo debe pres­
tar""· a lo que rohre el particular establecen la ley. los reglamentos. lo'-! ma­
nuales, de procedimiento y las, guí'"' de "t.o;.n<:ión integral. 

Por tan lo las. empresas promot<1mo; de •alud (EPS), quienes. son las res­
pon saNes de poneo·..,; pn\ct.lm el Phm.Ohligat.oTio de S:ilud, cstancn el deber 
dt: sumini .. !rarlc a sus a!'úiados, cuando sus condiciones de salud lo requie­
ran, la atención medica, quJrt.irglca. hospitalaria y, en genernl, todos los ser­
\1clos de esta índole que les sean indispensables de acuP.rdo <:<m la 1-.y. 

Caht:, por lo mismo. sostener que la enfermedad padecida por la señora 
Vera Peral/a ¡•t:,¡d<:m,•is múltiplt:") debe ser atendida por la accionada de con­
formidad <:oto la <:<>b<:rl.ura ,¡cñalada la ni<> en la Ley 100 de 1993 como en el ya 
citado Dccrclo 806 de 1998 y, .:n pun lo de mcdit.:amcnlos, de acltctdo con el 
lis lado de lc.>S aulmi>.adn,. por d At:u<:nlu 83 de 2a de diciembre de 1997 del 

· Ministerio de Salud. Al ad\-ertir que el medicamento formulado a la Tn<:ncio­
nada persona por su médico lmlant.c Untcrleron Bda 1 - A) no forma parte 
del indicado listado de medicamentos auloTir.ados, pucli<:ra dt:cirsc: que 
Cq(esaludE.P.S. no está oblig."lda a sumiúisl'rarloy qm:, por l.artln. su negati­
va a ello no corresponde a una dcl.crmin<~cion ikgílima, 'lu" ha hilitt~ la 
openmcia del mecanismo de luida para, por ~sla ví.a, ·ob\<:m:r <:On <:argo a la 
accionada o ru Estado la facilitación del mismo. 

5. Ahora bien, a vo<:es delarlkulo fl" ele! pro:dlado Acuerdo 83 qel Mlnis­
leriu do: Salud "Para garanlliar el derecho a la vida y a la salud de las perso­
na", pudr&n ftinnularse medicamentos no Incluidos en el manual de que trata 
el prcscnh-: Acucrd.cL. .. EJ Minh-;tcrio de Salud TCJ.tlamen,.ará la conformación 
de: c:omili:s t.écnko- cit:nlillcos dentro d.: las EPS, ARS o: IPS loa·cualo:s esta­
blc:<:t:rím las condiciont:s y d procedimiento para la prescripción de medica­
mentos no i.ncluid08 en el listado, oon criterios de costo- efectividad. En estos 
.:omili:s se lcndra en cuenta la participación de un representante de los usua­
rio~"'. 

Dt: •u yo el Ministerio, rntodi>Ulte Ro::soluciúu 05061 tlt: la uúsrna !echa (23 
de cliciembte de 1997), reglamentó los aludidos Comltes Técnlco - Clentiílcos 
y en su a1ticulo 4" estotbleció las pautas que el Comlte debeni tener en cuenta 
pm-a la autOI1zac!ón de los medicamentos no incluidos en el listado de medl< 
caonento:; esenclalt-s que, en resumen, con-esponden a que su prescripción 
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sOlo) procede por el personal autoriZado; que debe existir un n esgo inminente 
demo.~tl·able para la vida y salud del pa clcmte; que su ordenación se produzca 
desputs d~ agotadas las pos!bllldades terapéuticas con medlcnmentos auto· 
Iizados s!n respuesta satisfactonn, 1) cuando se gomeren ren('c!ones adversa..• 
inl:ul«radas por el pa,~!ente, v porque eldstan cnt~t.rnimlicaclones .expresa:; sin 
alternativa en. el listado, d"' lo cual deber& hab<:r con3tancla en la historia 
clinlc:n; qu~ se encucnlren debldruuentc autori><todos paro su comerclalir.adón 
y expendio en el país; y que tratandosc de enfermedades de >'lito wslo. su 
valor seo o sumido por la entidad de aseguramlem.o con c!lfgo al reaseguro dr. 
las m t::~mns. · 

fl. En ¡;ol caso de au~ aparece plenamente ~»mprobado con el documento 
de foliOs 34 a 40 del ruademo No. J , que la prescripción ordenada a la peticio 
narta por su medico tratante. por ;:orresponder a un mcdi~:ammto no inclul· 
do en P.l Sistema General de Seg\U1dad Social en Salud, lite llevada a estudio 
del "'"f>""tivo ComJtc y qu« éslr. en sesión de 24 de fchn:ro del año en curso, 
prcvto d anillisis de cada uno dt: lo$ referidos factores. conduyó que "El medi­
camento solicitado por la us uGri•l ld<:'nlütcada con el Numero de cédula: 
51.952.97a, No cumple los crttertos de Aul{rrización (sic) del Dc!erdo (sic:) 05061. 
por lo tanto se considera: Negada la solir.ib1d de fonnu.laclón de Tnt.c~feron 

Beta. debidC> a que aún nn se han agol!ido los medicamento~ COI\ templados en 
la Ley'". 

7. Asi lAS'~""· for¿oso es dedu cir que ninguna ílegalldad 9C acM~r1e en 
el proc~.d~r de la Empresa Promotora rlP. Salud aOC'ionada. por (:uant.o, romo 
se ve. t.lla aplicó en d caso de la ar.r.lotJAnle el procedimiento respecl.h•o. lle· 
vando a c.onsideracibn del Cornltt Ti:<:roim - C\entif!co la prc!l<.-ripción que le · 
fuera ordenada, sin que éste autorl?.flrn, lambién con s u.teciún a las reglas 
pertlnr.nt.~s. o>:l snministro de la dc~ga. 

a. U\" razones que anteceden, Mnctucen a coleglr que, cornv $; pide en la 
impugmu:ié>n, la sentencia profelidu pur el fallador constltu •~i,)JJal de prtmer 
grado· dch" sr.r revocada y. en .!lu dc:f-cx:Lo, se niegue la solh:i lu<J de lutela 
origen d e c"ta tranútaétón. 

~ 

En merito de lo expuesto, la Corte Suprema de Ju,;Ut:in, en Sala de Casa· 
cihn CM.! y Agraria. administrando justicia en nombre d~ la Republlca y por 
autoridad de la ley. f«.'lX>Co. ellhllo de cinco (5) de junio de mil novecientos 
n oventa y oci)o (1998), proferido en este asun~o por la Suln. Civil del Tribunal 
Superior del Distrito ,Judkial ele Santafé de Bogotá, y. ~n ~u defecto. N legal" 
solicJtud de tutela or..gen de esta tTamltadón .. 

NuUI\quese telegráficamente lo aqoí resuelto a las pa.ri.~" y a la señora 
Mlnlstru de Salud; y, en oportunidad, remil,~se a la Corte Constiluc:io!lal, 
para lo wen lual revisión. Ubrese el o!icln del caso . 

.Jorge Santos Balú,;leros, Nicolás DecJuua S!mcuu:a.~. Jorge i\ntonkl Caslillo 
Rugel.es. C.arws Esteban JaramiDt> &.hloss, Pedro Lajortt PiuTtL!tln, José FF.rnatt 
t}(J RM1frez Gómez. Rafae!Rom.eru Sit1rra. 

( 



01!:8-HDOII'ROC:!l:SOIDE IF./hll'illlLU!.: .1!:1 fi.lnr.innarin m:~:iunaño Incurrió en una 
via de hecho al fijar alimentns pmvi.~ümaú!s con base en un documento que 
carece de therza leg,'ll parn aqeclil;¡r el vínculo entre alimentante y allmentai1o, 

~ por no reunir los requisilo:< esl.>Jble<:iclos en el decreto 1260 de 1~70, artic.uJo 
102. Es r~'<¡uisilo indispensable para decretar tal medida el que se em:nen lre 
pJen .. 'Ullcntc acreditado el parentesco· del cual emerg" el dP.bP.r de ¡¡sislencia 
familiar, parentesco cuya constatación no es asunlo que la ley haya dejado al 
parecer IndiVIdual de cada JuP.7.. · 

Cotte Suprema de Justicia ·Sala de Casación Curil y Agraria· Santafe de 
Bogota. D. C., ve.lntlocho (28) de julio demtlnovecicntn.• nnvcnL" y ocho (1998). 

Magistrado Ponente: Dr. Carlos l!:stebw1 Jaro.millo .Schloss. 

Ref.: ·Expediente No. 5183 

Decide Ja Corte la Impugnación interpuesta conl no la prm;<len<'i" dt: le­
cha 9 de junio de 199!!, profertda por la Sala de Familia del'!Tilnm;, 1 Snperi<>r 
del DistritoJud.lc1al de Call;pormed!o de la cual se concedió la l.ulela wlki­
tada por Alonso Collazos Albornoz contra Carlos Humberto Tejeda Rui:t:. Juez 
Se."d:o de FamlJla de la misma ctudad. 

Cont<i<kra d a.:donant.c, quien obra por conducto de apoderado, que el 
funcionario a<.'(:ionado k"i"nú el derecho fundamental previsto en el artículo 
29 d(: la C. N. al addantar 'en 9t; contra un proceso de albnentos admitiendo 
parad da:l.o, como prueba deJa existencia de la ob!Jgadón allmentm1a, Wl 

rc¡.,~siTO civil de nadmien!o sentado en for.ma c.outrarta a .la ley por el Notarto 
U,..;i<:o dd Círc:ulo de Dahia Solano (Cho.eó), en el cual se le asigna Ja paterni­
dad de la mt':nOT detnandante &In haber sido reconocida ni mediar sentenda 
jutli(:ial qut: la hu!Jit:!'e decl<u·ado como su hija. 1\si mismo, el derecho a la 
inlimidtu.l. por cu<utto dentro del proceso referido se divulgó el contenido, sin 
mediar motivo legitimo, de un docuntent.o que c"re<:" dr. valid.:z paTa rlemo:<­
triil' parentesco. por lo que :;ol!ctta se le otorgue el amparo con:5t.it.ucional 
invocado como mecanl::.mo trttnsUuriu paTa t~vilar un pt:r:juído írn~nn;diahll:, 
pue~ :-;i~Iuio d proc{;~u tuc:ru:iUJH:lÜo tlt: úniea iu.::;taucia! y habie:=ru.lo iuter­
pu<.~!du infrul:l.uu!iatnt::ult: 1~ r~::cun:tos que: la le."· establece. ('atece de oU·u 
Trl<llliU tle Uefcnsli paca J'CStatU'aJ: la vigencia eJe JOS derechOS l'~feJ'~llCJado.!;. 
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Los hct~hus y alumaciones en que se funda la at:dón pueden re.sumlrsc de 
la >~4,'Uiente manera: 

l, Afinna el acciona~ue que . .l\ndrf'.a Me¡~:cdc:; Musquem Mor~no, de esta­
do civil soltera, dio a luz una nliia, d 28 ok ft-brt-.co de 1981 en el municipio de 
I.lahia Snlano, a quien Uamó t:lautlia Ft:rnamia, 

2. gu~ ~~seis (6) de septiembre de IY\H. diez añns m>oslarde.lüesentado 
el ~nrrf:spondiente registro de naclmi.,nl n de la menor en la Nota1ia Unica del 
r.irt:ulo de I:lahia Solano, por la señora Carmen Moreno de Mosquera, abuela 
materna de la misma y por los testigos Pt1mltlvo Olivero Se.gura y Marlha 
Oliva Urlbe de Sánchez, según cc.nsta ~~el re:;peclivo documento. 

a. Qm: el registro delnacinilento se cft..:luó ahibuyéndole la patel:Júdad 
al accionan te sin su Jntervend6n. por cuanto no denunció elnaclml.,nlo "" 
sma\ de aceptación, tampoco aclu6 o:(orno dcdarante n1 como testigo en el 
ar.ln formal de asentamiento nuu.rialt!d rc:¡.(i:jlro y aún así, el notarlo. sin dar 
<.:umplimir:ntn a lo estlpulac;lo en Jos atüt:ulu" 54. 55, 56 y 57 dei Decreto 1260 
de l970,lu im:luyo'oo:urno padre de la me11or. 

4. Manillesla el accionan te que a pesar de esritr l'rcnl.e a ho insmpción de 
WlB. hUa exjnullalrimonial, el Notario Unlco del Clrr:ulo rh: Bah\" Snhmo, no 
Jo citó a su despacho a r.ravf:s tic: lns inle,....sados. como era su obligación 
hacerlo segun lo dlspue!<1 o ~>n .,1 Arl·. 58 del Decreto 1:.!60 de 1970 par .. 
enterar lo del eont.~nlclo dd folin de registro de nacunlento ~· de la hoja adiciu­
nal en la que constaba la atrihn<'ifm ele paternidad, a fln de que manifestara 
si re.conocia a la menor Claudi>l Flml,-¡nda como su h~ja extramatrlmonial, o 
si por el contrario redoa:.mha la! imputación. 

5. Sostiene el acdonante que la paternidad e><Lrnmnlrimonial de la me­
nor tampoco ha sido declarada.judlclalmcntc. 

6. Aduce que a pe~ar de no existlr definición de la paternidad pot· n:cunu­
clmlent(\. ni pnr ckci>lión judicial en flnne, el notarlo anl"s mc:nc:icma<lt> ha 
expedido a.:t"" old n:gi':!lru t:i\11 de naclnlle11lo de la menor acreditándolo c:omo 
padre, segun se puo:oln:unslalar en el registro de naclntlento correspondl~n­
te al iudic:al.ivo ':leda! No. 10779735 del libro de registro de nac.lmlenlt.>S ele 
1991. sin ulilio:ar la hoja especial y adicional, figurando aqudla mn los ap?.lli­
dos Colla?.os Mosquera. conlrartroldo Jo dispuesto en losarr.ic.u\o!'l 54 y 55 rJ .. l 
Dec.reiJ) 1260 tle 1970. 

7. La madre de la menor. dlcf: el accinnank. utilizamlo P.l regil!otro ci"il de 
nacilli:iento sentado, en fom1a lrn:gular r, inr•ll""' l'"ra demostrar pai·elltesco. 
lo de1nandó por alnnentos en favror rlo~ dit:ha m""nr. rlt>manda que por rep<Uto 
correspondió al Juz¡¡ado Sexto rk Familia ele C>~ li. 

R. Rr:o:alc:a c¡ue " Pf'"'"- rle no retuúr el registro los reqltisltos cstableddos 
en In J.:y ¡mm ;rr.rP.ciila•- rle.h;cl;,mente la situación de parcntc~co tic la cual, de 
acuerdo con la ley. st~ derlvA la robligao:i6n ele ;¡sis\enci<l alimentarla. pues del 
acta de naclnúe11to aportada como pnu~ba nu s.. puP.<le deducir que el deman-
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dado sea el padre cxtramatrinoonlal de la demandante. el juez accionado ad­
mitió la dl:mand!t rnt~dian\1: aul.ll de kcha dieciocho (18) de jw!Jo de 1997; 
reculrtda la <mlertor providencia fue denegado el recul"$0 mediante auto de 
dieciocho (18) de noviembre del mismo año: fijados alimentA)!< prl>VI~tonaleg en 
providencia del dlcclscls (1 oJ de diciembre de 1 ml7. se lnteipuso r"'t"•rs(o d•~ . . 
reposidón conln1 ésta medid¡¡ y lambi<':n 1\Je d"negado mediante auto del vein-
ticuatro (24) de febrero del año en curso; en lln. solir.ilada la declaración de 
lleg:ilidad de éste último. fue rechazada por Improcedente en aul.o calend>ldo 
el cuat.m (4) d<: mayo dd mismo año, int:urrimdo el funcionarto accionado 
con tales providencias en 1.liUI ostensible '"-ia de hecho", toda VC'7. que ha 
cometido en ellas graves errores, causándole petjuicios irrcmt:diables en el 
campo fam;J;¡or. labon1l, económ;co y social al at.rihuirk una paternidad no 
·n:conocida ni declarada. 

FA) .!Á) T>F.t. ThtRUNAI. 

El Tribunal. luego <k aludir a la proc~:dencia de la acción de tutela en 
aquellos eveiltM eulo,; cuales quien acude en demanda de amparo no dispo· 
ne de otro medio. de. defensa judiciaJ, salvo que se ·uli!it'C como m<:t:anh•mo 
transitorio pal"a e\1tar perjuicios Irremediables cuando con las actuaciones 
de los funcionarios ,;e Incurre en "vias de hecllo", pasa a analizar si el caso 
sometido a su estudio se encuentra enmarcado dentro de los prcsupucsl.os 
que hacen po!~ible olorgar el amparo constitucional invocado. 

Siendo d mol ivo t:t:nlral de la controversia la validt~;. tld dm:ulllt:nt.o que 
ti1c tenido como prueba de parenlt!sco pam a<-Tedilar la fuente d~ la ohllga­
c:i(m alinu~nlaTia cuyo cumpJimienlo SI:! reclama ante 1~ autoridad JUdidal 
ar.donada, pmet'd" d 'l'rilmnal ;¡ ;m,.li:mrln ,, 1>• luz <k las dtsposleloncs que 
rl¡¡en la materia, eonlenidas "n P-1 n .. .:reln 1260 <l~ Hl70; llac:,~ ver. en este 
ordf!n llc. idea_., '1""' el "rlit:nln 53""' t•l<¡ro emmdn tld•~rmlna qut: solo se 1~ 
asigna "l:•pellido del padre al hijo exlramalrtmonial, t:uando ha sido reecinn­
<:itlo o se le h¡¡ dedumdo jud;cialment.e la paternidad. F.n el caso previsl.o en "1 
arl.ír.ul<l 54, cuando el inscrtto ha sido denunciado como hijo naluml. solo 
podrá ei;c¡ibirse el nombre del padre si esa paternidad ha sido at:epl.uda por · 
él (inciso 2" y arti\)ulos 5.5 a 58 ibidem). de donde se deduce que en este 
último '-"-ento, debe mediar la aceptación de la persona señalada como padre 
pam qi1" pueda figurar, como dato firme Integrante de la respectiva inlorma­
.:iím regtst.ral pública, el hijo cuyo nacimiento se inscribe con el apellido de 
aquél. 

i\si pues pasando al caso en cancrctu, '"'ñala cl.fallador que el Notario 
Vnico de llahia Solano pretennltló todas las formalidades que· le dan legaU­
dad a la lnscrtpclón del registro clvll de nacimiento de la menor Claudia 
Fcmanda Collazos Mosquera. a quien se lnscrtbló con los apellidos de su 
presunl.n pa<lrc l:xlr.amalrimonial sin que se hubiere operado el lenómeno 
juridicu del rcconm:imkntn por parte de f.slc, quien no lim1ó d act.a respccti­
"''8 ltwl:i.nlc::nht dit~x cn~1os tkspué:s dcln~l:irnientu Ül:! la menor. Como :se ob~erva 
en el follo de Jru;cripclónnumero 1 07797S:l apart':<:en firmando el regisl.J"(J la 
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abuela de la menor y do~ Lestlgo6, por manera que en este caso al Notario ' 
Unioo de Balúa Solano ie correspm1dia citar al presunto p¡¡dre para que ma­
nikslara ~¡ aceptaba esa Imputación de paternidad respecto de la menor 
Claudia Fernanda lúja de Andr~a 1\lk~'"""s Mt.,quera Moreno, diligencia obli­
g~lt01'ia que el funcionat1o enc.arg.1do del n-.gistro omitió, de lo cual se de$­
prc.nóf: que el registro cM! aport~do a l~t demanda de alimentos adolece de tal 
tummlidad hecho que el demandado, hoy acctonante, Intentó demosuarle al 
juez stn que bu hiere sido atendido. 

Al haber admitido el juez accionando la demanda de alimentos t:on base 
en un documento en el que consta un estado civil que no está demostrado 
con las lbrmalidadcs lc;ga\cs del caso: se le ocasionó agravio l.r:!lustlficado al 
demandado, aqui accionan te al hacerle soportar los eft:r.lt>s de unas mt:didas 
ca u lclarcs ilegales en tanto no tienen por dcslinalarto a quien legalmente se 
le haya atribuido e:;a condición, pur los mt:dio:; legales, parentesco que no se 
ha acreditado fehacienten1ente corno n:itc:rallaiuc:ut.r: lo han tnttuiiCsta·du lo::; 
apod.:ra<lus jutliciales en los escritos orientados a objetar la procedencia de la 
adulisión <1" 1" demanda y de las medidas cautelares decretadas .. 

Concluye el Tribunal que: "en d t:aso IJresen Le. lrenle a .una actuación 
juliid"l olt< úntca instancia y no habiendo tenido oportunidad la parte deman­
dada pur t ... tx:rsclc neg,.rlo por todos los medios controvertir la prueba docu­
mental aportada a 1~, demanda ue alimentos, debe admitir la Sala que ·en este 
especifico evento prospera la acción de tutela por violación al derecho del 
debido proceso, vlola~iÍln 'l"" viene a constituir una vi.a de hecho que debe 
subsanarsc ordenanñr> :o l.JuP.>.: Sexto de l.<'amilla de Cal! obrar de confonnidad 
para efectos de eV1tar qu~ s" l.r;irnil e un proceso sin el cumplimiento pleuo de 
los requisitos de admisibilidad dP.la demanda de que trata el :ut. 75 del<;. de 
P.c.··. 

LA. IMPl:HNACIÚN 

El limcionarto accionado hace manifiestos tus nmtivu" de ~u inconJonni­
dad rci\.crando lo expuesto en el escrito enviado al Ttibuu.lil d veírol.íocho 1281 
de mayo del año en curso y que en su sentir no fu~ron tcniclos en c:uenla al 
momento del fallo. advl.-tlendo de ante mano"que a través de la impugnación 
no voy a conlradeclr la 'llalldez o no del c.~rtlfkado ó~ n~r.imi.,nl n "Portarlo al 
proceso de alimentos ya mencionado, por euanT.O r.onsidP.m que pan• mí, ello 
me corresponde es dentro de aquel y no demm d" ;;si" "r.lnatión, por cuanto 
aquí lo que debo analizar es si he violado o amerut:t.ado los derechos funda­
mentales citados por el aeelonattte de la tutt!l"". 

Los argumentos que sirven de base a la impugnación pueden stntctl2arse 
asi: 

l. Luego de comparar la actuación adelantada en el proceso de alimen­
tos en cuestión frenk ¡¡ lo dh;pue0:1lo en Jos articulas 140 a 159 del Código del 
MellO!', sostiene d au:ionado •... qm: S" ha cumplido con el debido proceso. 
pues se ha observado en plenitud todos y cada uno dt~ los lineamientos que 
lmza el códJgo del menor en los articulas antes mencionados y comentados". 
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) · 2. DiSiente del criterio del Tn1mnal cuando en el fallo !mpu~nado se esta-
blt:ce la existencia de una vía de hecho al admitir la demanda de alimentos 
pues ·en el presente caso la decisión tomaqa de admitir h• cleman<la y las 
posteriores relacionadas con los recursos Interpuestos y la solicil ud de ded>~­
ratorla de Ilegalidad, se distinguen prer.l9amcnte porque sus fundamento.~ 
son objelivos, no personales, se sustentan en la aplicación df:l Código del 
Menor, Código de Procedimiento Civil y Decreto 1260 de 1970, esp•~cialmentf'; · 
adt;lnáS <:On !.al adnadún, así la parl.e dem:md:~da a través de SUS apodera­
das digan lo contrnrio y la Sala de Familia de este Distrito, :,;e los ratifique, no 
existe n1 ha existido violación alguna a los derechos 1imdrunenlale:> dd de­
mandado, pues el no solamente a traves de aquellas, ha hecho uso de recur­
sos y peticiones que han sido debidamente recibidas y tramitadas, mas, d 
liecho de que ellas no compartan el criterio del Despacho no quiere ckdr que 
Jns cir.r.i~ioncs J)oT ml tomadas en 1ni condición rJr. tluC'..z s,:xto Uc Fmnilia de 

. Cali st;an arbitrarias, n1áximc si t.cncnlOS en cllml a qut: e• n1uy aventurado 
decir a la altura en CJU<: se eneuentra ti pru(;eso, en donde ya Jo dije, no se ha 
efectuado aún la audlenc.ta de Cjue r.rata el articulo 143 del Código del Menor. 
y por ende aun no se ha llegado a la etapa instrutiva (sic) del proceso, no ::~e 
ha hecho ninguna valoración de fondo, decir que ya se coniiovirliú y dcduió 
lo relacionado con el tantas veees mencionado certificado sobre d rq.;~t.m 
c1vtl de n,aciml.ento, agregando a Jo anterior que el demandado no contestó la 
demanda, pues dejó vencer el termino del traslado en silencio y por tanto no 
hizo uso de la excepciones (sic) o excepciones que pudo ik"lber propuesto ni 
tampoco tachó dicho documento publico, respecto de lo cual se puede colegir 
que la negligencia o el desc01ioclmlento de la ley por parte de las apoderadas 
del demandado. sea el suscrito juez. quien tenga que asumir las consecuen-
cias··. · 

3. Considera por todo lo anterior que la presente acción no debe prospe 
rar pues ecgün su criterio cl aoclonantc cuenta "con más "ias judiciales y 
adrnlnl.9tratlvas para tratar de lograr sus objetivos, diferentes a las de acusar 
a Wl.Juez, tratando de hacer .Justicia a la brava." 

Pe otro lado. el fallo del Tribunal fue también lmptignad0 por L"l d~man­
dantr. en el proceso de alimento-, referido solicitando S\1 rcvocat·.oria, argu­
mentando, en piimer lugar, que la decisión de primera instancia no le !he 
·notificada. imposibilitando COll ello inteJvenlr en el pTOCCSO.o;ll dclcn,;a de lo" 
intereses de su .hija, violando con ello d derecho al de m do prcl(:c"'"; .Y c:n s.:­
gun.do lugar, sostiene que la acción de tutela en el caso presente es impi'OCC­
dcnle pues esta. en tt..nnillO:$ gcncraks. no tiene cabida fn:nlc a dtt:i.,iones 
judi(:iak.,, :;atvo <IIIC con>'liluyan una "vía de ht:cho" que ro(> :;e ~.:ont"igura. 

1 • Con fundamento en el A'fl. 86 de la C. N. de&<"lrrolladc:i por los Arts. 1" y 
2" del Decrelo 2591 de 1991, se ha dicho de manera reilerada que la acx.ión 
de tutela es un medio procesal de trámite preferente. y sumario cuyo objclo es 
dispensar, a falla de una. vía eficaz de defensa judicial, prolección iruncdial.a 
para Jos "derechos constitucionales fundamentales". cuando quiera que ellos 
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rcsulllon lesi onados •) atUClliY-<ao.los por la acción u omí~íón de cu nlquter auto­
ridad públlca o de Jos particulares en los casos c¡ue sei'la la el art. 42 del citarlo 
decreto. 

2 . Y partiendo d~ f<stm; nociones de c..'lni.t~tl.r general. también se tiene por 
a¡;lmlt1do que e:xcep<:io;malmente es viablt< 1:1 acción de tutela contra ai:tos u 
omisiones tmput .. bl·~s a órganoe del urden jurt&dlcctonsJ cuando estos úlli· 
mos. e.r¡ lug:tr d<> ac·:uar con arreglo a la COllstituclón y las lt.yes c-ual es su 
ob llgll<.16n hnc<>:clo. ;.In ra:r.ón atendible. aducida por lo dcrniÍ.I3 con la necesa­
ria prectslón juridl<:a para pone¡· de prescnlc la sensatez de la determlnaí:lón 
adoptada. ~ ~:tparlan de esas fut:n~ de normatividad poslt.llra, IJrodudt:~Illo 
en consecuencia acll.l8dones notortarue:nte arbitran ..,., wn~lUultvas en cuan­
to tale~ de veroadcras "'>ia:; de hech"" !lllc. ron evidente ag:ravto para los 
Utl¡{autf:.!l o paro te~·ceros, lleg,aclc, el ~:a>'o. de ordinro1o redunctan en mcnosca· 
bo <k lc>s mencionados d"n:dov::~. vins de hecho que sin luj!.ar a duelas y ha·· 
clendo e k lado otros supuestos d¡: t:x!.n.:ma wmrmalldad, quedan Alllcscubierto 
r fren~ a ellas desd·~ luego podría llq(ar a ubrtrse paso la acción en rcf~rcn­
cla. cada ver- c¡\lc hs re:;;oluctones judil:iale':'. tanto la& finales como las 
tuterlocutorlas, uo útouplan con el requisito de motiva<.:ión -l!ullcienle. ello en 
la medid!! en que, como.::; ><ahlllo. esta exigencia es part~ tnll:gr.mte del con­
junio de garantias consUlu~:ioualc:; que forman a su vez; el "debtdo proceso 
lel(al ~scljclivo" que consagra el a11.. 29 llc la Carta PoUUca. 

En l!fecto. purqu ~ 1\SÍ lo Imponen pogtulatlu:; =:n.ciales en el &stado De­
mocrático de Derecho ele Jos cuales cmer~e d <~mt"<:plo genero! de legttlrn!dad 
en el ~jerc!c;;., ck la l'unclón jur!i.dicc::iuro,.t, ~u~lcnlado· dlcho concepto en el 
carActer \'in<:ulan!.c ·~u e pru·a los J uec::c,; t.i""" la ky al tenor del art. 2:~0 de la 
C. N, ¡., ~.xigcncia en cita ef< de ob~.,rv~nt:i¡¡ ineludible y extensiVa a toda 
provld t:nd,, de contenido decisorio. Su pr<Jpóo;ilo. entonces. no puede ser otro 
que el <Ir. lugrar el c·:mvenclrnlento de los Interesados respec.to de la correc­
clónlcgal y la _;u~li<.i.a lnlrinseca de la •~spcctiva decisión y por eso. unida a 
c¡ut: anlc su ev<>nluallnconfornoldild (:<e menester permltU"ies mediante una 
uouUvm:ión adeeuada - asi e<:a ~.scuetn y concisa- la posibilidad efec.uva d i:: 
ha1.1:r uso c::orrprovecho de los ri'.Curso.; pertinentes. Impone la elaboraL"iím 
por paite del 6rganco jUJisdlr.<;l(;nal de ¡¡rgumentos razonado9. ol~Jctlvn.~. sP:­
río"' y completos que e8t.m~tll111do»· con una clara perspcctMl acr>rdP. mn 
rt<glu~ de rango legal. que al caso le <lean aplicables. convengan a tndo 1':1 ma-· 
Lerlal procesal recaudado y (:Onducenle para entender el mc:h-.c.inio juriolir.:n 
que explica el sentido y ak:flll~ <le:: la pro\1dencia. habida r.uenta e¡ m: ele nlm 
modu esta ultima. a falta de la cu111Jdad indispensable para poder oonvtm<:"r 
o de lo contrro1o penultlr su cfleAl: trnp11gnación. no pasarla de ser lb cx!.,rio­
rizaclón vaciay este::11 de un ac:r.o aulnriiHrio df." mera voluntad. produd.o <1"1 
arbllrlo Uimitado de los juect\S r¡uc: ac¡u.,uc~' pn.slulados coM!Uuc!onal~ obli­
gan a f('C.hazar enfá.tlcamdliJ~. 

F-o s!ntr.sü•, a la r.aranlia del""deb!do proceso'!«: •~nc,..,,,r, P.StrechiUDen­
te ligado el d"hcr C~•PCdlico qu~ pesa sobre Jos .Juecc~ rlt~ fimclumentar en 
derecho los actos cJ¡,clsc)riv::; qu~: producen. no sólo porque elle)'""' cnnrlir.:ion 
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de suma importancia p;u-a mantener la respetabilidad Institucional de la 
magisln<l.ura en lodos sus niveles. sino porque en la medida en que con es· 
rnf'l'O a ese deber se le de cumpllmlenl.u y, por lo tant.O, se pon~a de presente 
que la determ.lnaclón adopla\la !'nl.raña la realización lúgica y ccmsi.slen1.e cid 
derec:h(J ul~iel.i•-u en \1gor, no asíelliuto de la voluntad personal'de-ljuzgador, 
se e\1tan pronunclamlentos·lrregular.-,s <¡ue a la lu:< de cuanto queda dicho, 
resulta Imposible conjugar'""' la rn.:nl:iunatla garantía con~líluc.:i~mal. 

3. En la especie que aquí ocupa la atencic•n de la Corh~. a la lu~ de euant.o 
queda dicho en los p>im>fo~ precedentes, son pertineht~s las siguientes ob· 
scrvacioncs: 

a)- En los ·procesos de allme-lttos de menores regulados por el Decreto 
27:l7 d<: 19R9 ;;r. C$lablccc claramente, en el articulo 148. que el juez podrá 
ordenar que se surnini,.ITcn alimentos provislomtle.s desde la admisión de la 
demanda a solic::i1.ucl ele: parlo: o dt• ul\cio, si con ésla aparece prueba siquiera 
sumarla de la capaddad <~<:tmi>rccil:a d~l tlemam.ladu y d~ la existencia de la 
obll~actón alhnentaria. llt: ~ucclc que aut)(¡ue rw le pan:xL:a al fundon~rin 
juc.lidal c¡ue aquí impugna, lÚllglma duda existe de que es requisito Indispen­
sable P"'-a decretar tal medida e-l que se encuentre pleuamente ao::retlitado d 
parentesco del cual emei:ge el deber de asistencia fan>iliar que tiene expre­
sión concreta en la obligac~ón setlalada, pan:ntesco e u ya .L:un::;tat;:sr:i(m nu ~x 
a.; un lo que la ley haya deJado al parecer Individual de cada Juez. 

b)- .l!:ntre otros modos de E:l',~etuar el rel:om>t:imienlo el arl.ículo ¡o, nume· 
rall" de la Ley 75 de 196R esb•blec:e quP.. puede hacet'Se en el acta de nact­
mlento firmándola quien rc<.·(muc•:, .Y a su 1 urno, los arüculos 53 a 59 del 
Oecr.eto l:ttlO de 1!170 regulan la lunrm de P.i'•d.uar la inscripción del naci­
miento de un hiJo cxtrarnalrimonial en el•·egistro del estado civil. 

V re~pecto al valor probatorio de la lnscripciúrc en el regisl.ro c:i\;1. ·.,1 mis· 
m o Decreto l:ttlU de 1970 en su 3.J'tic.ulo 102 señahl que la inscrtpctón en el 
registro del estado civil sera vrulda siempre c¡ue se haga r.on el lleno de los 
requisitos de ley: mientras que el articul(> 1 03 illitl•= establece que se presu­
me la autenticidad y pure2a de las ins.:ripl:irmes hechas en debida forma en 
el registro del estado civil, y en consucutmd;¡ c:nn todo ello, en el articulo 106 
se dispone que ·ninguno de los hechos. ac:l.os y providencias relativos al esta­
do civil y la capacidad de las personas, sujeln~ "registm hacen fe en el pl'oce­
so ni ante ninguna aut011dad, empleado o fundonarin público, si no se ha 
inscrito en la respectiva oflctria cotúornu' a lo disput<stn en la presente orde­
nación'·. . 

1\si las cosas, ,;i¡¡uiendo las pauta~< le~ales precedentes y en un todo de 
acuerdo con las cons.lderaclones efectuadas :,;obre el particular en ~l fallo 
impugnado, después de ex<lmlnar detenlda.n<:nte la do<:umr.ntaeión alle.gada 
<:n <:npi:• a este expedtente, se Impone concluir c¡ue t:xi,.,le evidencia incon­
trastabk de que el funcionario accionado Incurrió o:n una '"" de hecho. no 

· solo al fijar alim<:ntos pro•isionalcs con base en un documento 'lut: a la lm, de 
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las d;!!posiciones indicadas car~,()fl de tuerta legal paro acreditar el vin(:ulo 
entre alimentante y alimentarlo, sino lambién al negarse pcrslstcntc:mr.nl.e a 
aceptar los medios lo.gales utilizados por el a.ccionantc f>arn descalificar el 
valor probatorio de dkho documento, Eoostcn.icndo por ejemplo, pal'a denegar 
el recurso de reposición contra el auto admisorlo de¡., d.:manda, que " ... no es 
necesario de que quien figure como padre en el registro ch'il de nacimiento de 
una ptoro;ona haya ·:xlmparcdclo al acto de inscripción o que así lo hubiere 
declarado la autoridad (:Ompelente o que el padre hubiere rt:eonocido tal 
calidad ante un jue;~· (tollo 22 del cuademo 2<) apreciación ésta que a simple 
vista e:¡ opuesta por completo a lo:; \cxl.os de los arts. 1 y 2 de la L. 45 de 19:-!6. 
modificado éste ultlmn por la L. 75 de 1968. tomandose en verdad Inusitada 
en grado sumo la adilud del susodicho jue7. al decir que " .. .los li(jgantes 
moralm!:'nte t:Slán Impedidos para reprochar la conducta del juez al emitir un 
wonunclamlento determinarln r¡ue les causa a@·avio", {follo 22 del cuaderno 
2•1. \eolia por demás absurda que tennina echando por tierra el sistema de 
los n:o:ursos que consagran las leyes clr. procedimiento. 

En síntesis, por cuanto fue pmferido con arreglo a derecho el fallo que ca 
materi;o de impugnación ha de recibir confirm:u~ón. En consecuencia se dl8-
pondra lo conducente para que dentro de <:sta ::.clu:u;ión lenga lugar la fase 
de revisión eonstilucional p~ista en la Carta Politka y por viri.ud de lo dicho 
en estas consideraciones se ordenará también la expedición de copla.." con 
destino a1 Consejo &(:Ciomd de la Judicatura del Valle del Ca u ca p<~r'-l qu~ 
en lo de su oompclf:m~í" de acuerdo con la ley, dctcnnlne Si de c::onformidnd 
con el art. 38 dela Ley 200 de 1995 en.concordanclacon el art. 153 numera· 
les 1 y 15 de la Ley !!.70 de 1996. hay lugar a ·Iniciar actuación disciplinaria en 
contra del fomcionario c:ontra quien se dirige la que.Ja constltu<:ional de In que 
estos autos dan cuenta. 

En mértr.o rlc: lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia en Sala de:: c:~,.a­
clón CMl y A~raria, adminislrando justicia en nombre de la Rc::ptihlic::;l y pnr 
autoridad de la ley Cor!/irma el fallo de fecha nueve (fll de:: junio df: 1 OOR, pro­
ferido por la Sala de Familia del Tribunal Superior del Di,.tr11 r> • lndi<,;,.¡ de 
Cal l. 

Para Jos fines indicados en h> parle expositlva de esta providencia, por 
secretaría expidasc <:opia de tnda la actuación con destino al Cons~¡o Secclonal 
de la Judicatura dc.l Valle del C:l\lca. 

Nol.ifiquese teh\@;ráflcamente lo aqui rcsttclto a los ;nt.crcsado:;. 

Remítase el expedientr. a la Corl.t: Con:sUtucional para su eventual revi­
sión. Oficlese . 

.JonJt: Suni.(>S Ballesteros, Nicolás BechamStmancas .• Jorge Anr.onio Cr~tillo 
Rugeles, Cc:u·!us Esl.t<!JunJwumi!Jn S<;lúoss, Pedro Lq{ont Planetta. José Fel'nan­
do Ramilez Gúllr«Z (sinjirnu<), Rr-!f<«<l R()mero Sierro. 
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No suscribe la anterior providencia el Magistrado José Fernando Ramírez 
Gómez por cuanto no participó en la deliberación por encontrarse en· comi-
sión de servicios. · 

Una María 'lbrres González, 

Secretaria. 



PMC'Ii'UACHO!IT 'll'lErflOE:.~: No hay ideritidad jurfdlca de pcutes e u ando en tu­
tela antertor el apoderado de los aqu.i ;.,c(:ionan1.es ad.u6 "" supmpio nombre 
y no como representante de b'US poderdantes. /!D!El21!!::0 NOa!OO ll'Oll.!lCll'VO, 
Jf'OS~!ON: la~; decisiones de las auto11dades de pollcia en procesos Iniciados 
para proteger !,a posesión y t~nencla de bienes son pl'0\1slonale~ .• ya que con­
fonne al art.ículo.l27 del Código ::-Jaclonal de Pollcia, estas medidas se mail­

tendran mienl.ra~ el jue:>: no decida otra cosa. Por tanto. el accionante cuenta 
auJl oon medios de d<ljrm .. •wjudicial. idóneo~ P"T<> oh lene•· In pml~c;ón de sus 
derechos. 

Cm·t.r? S1,¡prcmn de Justicia -Sala de Casación Civil y Agror/a .. Santafe de 
Bogot..'Í. D. C .. veint!o.,ho (28} <1" ju 1\n de mil nove.,IP-ntos noventn y ocho (l 9081. 

Magl~n·ado Ponente: Dr. Rafael Rc>mero S!enu 
Re!'.: Expedienle No. 5193 
Dt<círlese la impugmición fonnulada por Elizabeth Rosa Guillennlna Grun 

bu de R:1mirez, Manha Cecilia Gamba de Durán v Carlos Gu.tllenno Sl.lvn 
P"lma <:~nl.m. el fallo del 19 de jl.Uiio 1998. proferid¿ por el Tribunal Superior 
-Sala Civil- rlcl Disbil.o Judicial de Santafé de Bogotá D. C., en el trámite de la 
t.ulda promovida por los impugnan tes contra la Inspección 11-C Distlital de 

· Policía de la misma ciudad .. 

l. Los accJonanrcs en menc:iún, a· travt!s d~ apt:.tLic.~radu eonstituldu par:J ~1 
efecto, presentaron acCión de l.ut .. ta .:ont.nJ la aulnridad públka ,-.,1t.rid>J, adu­
c:iendo '"lno.radón de lo!> derechos del debido proceso y acr.eso a la adminis­
~rad(m de ju~Ucia. 

2. Ba..~lHJ HU pdJiuu;nLo l;nl~• i.JUt; :;t.~~uitl<um~u~.t: st~ n:suu•c.~: 

a} que ellos ac.tuaron en la querella pollclvanumero 61 de 1~•93 de Rober­
to Becen·a Mlcan contra Hayal de Colombia, que c.ureó en la Inspección 11-C 
de Policia, en la cual su apode1ado. en ese entonces, presentó memorial de 
recusaCión contra el Inspector el 20 de agosto de 1997 en la secretaria efe 
Inspecciones, con base en las causales 9 y 12 del C.P. C .. memo11al que se 
entregó a dicha inspección el día 25 subsiguiente;. 

b) que conlorme al nrt.. 154 rlel C.P.C .. al funcionario re<:u:;"Jrlo le quedó 
susp<:ndida la conlpctcncia desde que sc.I"'adicó la r<.'(."USación, no oU..Ianl" 
que sin atenderla dictó el fallo de fondo de la quereJui el27 del :mismo mes; 
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. el que sólo hasta el 12 de :ocplkmbn: del mismo aiio, el Inspector negó ln 
recusación, cu<IIldo ya ilegalmmte había lllllado, y mcdi,;,ntc auto de cúmpla · 
se para negar toda oportunidad de recw'lil', además dl: que tampoco envió la 
recusación al superinr sr.¡.,fún d in~i:;o 2•. del art. 152 del C.P. C., proccdcT 
ilegal en "irtud del cual ellos li.teron despojarlos el<": la posesión que tenían en 
el lote 'objeto de la querella. 

3. Piden los acclonantes' al llwocar la protección constiluctonal, •¡uc se 
OI'dt:ne al ac:l:iOnt<tlo ¡IJ'lH.:cdt:o· a dt:d>~nor sin validez alguna todo lo actuado 
dentro de la querella rdertda. a partir del20 de agosto de 1997. y en conse· 
cuencia, se les restituya el lote de que·!ucron despojados y se le dé el debido 
trámite a la recu::m:l'ión. 

4. El acclona.clo 1Df01mó en el tramite de ésta solicibld l:onsi.il.u<:iullal •1uo: 
ya se había presentado otra acción de tutela un k d mi"""' i.ril.Juuai. ""g,.da 
mediante providencia del diecloc:h0 de diciembre de 1997. 

n. ELt"'AL.LO J..>8J. Txl3{:l\I/\L 

De cn1rada indica c\lallador que: al C::OIIIpa.rar Jos hechos y derechos que 
sirviemn d.: fundamenl.(> para.recurrlr a la.Julisdlcclón en diciembre del ru'io 
anlcr\o>-, l:on lr>« que: sust:.:nl an la presente acción. se demuestra que son 
r.xar.lamcni.<: i¡(Ualo:.;, ya que se apoyan en la existencia de ttlk1. recusación 
l:oni.Ta d insp.:d."r accionado dentro fa querella munero.61 de 1993. 

Por ello la sala sentenciadora encuentra que esta tul.cla equivale: a una 
acción temerru·ta que conlleva a decidirla desfavorablemcnle, .como sr. rkri"" 
del rut. 38 del Vecreto 2591 de 1991, puesto que de acuerdo con la COTle 
Constitucional el abuso de.smeclldo e in·nctonal del=~ judicial, para electos 
de obtener múltiples pronunclanúentos de un mismo caso, ocasiona un per· 
Juicio a la sociedad porque .Implica una perdid.-. en la c.apaclclacl judicial del 
Estado para atender Jos otros 'requerimientos de la sociedad ctv11, de donde se 
deduce que la coexistencia de tutelas Jdentlcas lesiona el Interés general. 
(Sent. T -007 de: 1 !J94). 

De esa manera, se niega la tutela y se ordena la expedición de cnpias pam 
la respectiva Investigación penal por thlso testlmiuúo, en razón a lo afinnado 
sobre la no presentación de otra tutela por lo,s mismos hechos y derechos. 

Dke el éipoderado dt! Jos ac(.ionanlt:-.s en su descontento. en rcst.uncn, que 
no JUe sn intenr:ión \.;o lar \a le~: p~~al ~"'IJ la interposiCión de la tu reJa, sino el 
f:'jt!rdcio lt:!giUmo de lns d~n:c:hos c:ur~stilut:iunal~s de sus poderdantes vio] a­
do~ en IOrma ih·~gal por el inspt:Clor accionado. quien ant,~ una recusa.ción 
propuesta por et'abo¡¡ado Carlos Alberto Mantilla Uutlerrez. mandatario ele 
ellos en la c¡uerella poll<"!va. no surtió el tramite legal e impidió la lnterpos1-
dón de reclU'sos, quedancloles ooino iliú<"o <"iunlno la tutela. 

Argunocni>~ que nr) S(: podian akgar hr:r.hos y dc~rechos difcrenteg. y que la 
tutela de diclemb~ de 1997 contra el mismo Inspector fue tnterpue!>ta a titulo 
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personal por el citado abogado Mantilla Gutiérre:t., quien no tenía poder es pe· 
cilico de sus poderdantes para la mt.,ma y para lo (:ual no lo habilitaba el 
poder que se le babia ol.orgado en la actuación policiva: de tal manera que 
esa acción de tutela no los comprometia rules impedía Instaurar la de ahora. 

Manlftesta que no existió agencia oficiosa, además de que en la acción de 
tutela no existe la tlgur.t dd litisconsorclo necesario, por lo cual se • , .. enten­
dió que si bien el Doctor Carlos Alberto Mantilla Cuticrrez en forma personal 
había presentado una acción de tutela, mis poderdantes no habían perdido 
sus derechos a pedir la protección ... ·, y los efectos de la tutela de diciembre de 
1997 no los cobijaba, porque esta a<'.clón es un derecho subjetivo de cada 
persona que considera violados sus derechos; de ahí que no se hubiese vul­
nerado el art. 37 (sid.ddDecreto2591 de 1991 cuando • ... se manltestó bajo la 
gravedad del juramento que el suscrito apoderado y sus poderdantes con 
anterioridad no habían presentado wta acción de tutela .. .", pues desde. el 
punto de visl.a gramatical la expresión "el que". alli utlllzada, es un pronom· 
bre relativo especl.lkativo, que hace referencia a quien Interpone la tutela y 
• ... tiene la obli¡(aciúh de manifest~, bajo la gravedad del juramento, si él y 
solo él ha' interpuesto una !u tela sobre los mismos derechos y hechos y si él 
actúa en representación de oúns ... " · · 

Flr..ahncnte, agrega que no hay cosa Juzgada por cuanto no se da la iden­
tidad Juridlca de partes entre ésta acción de tutela y la anterior, y que se obró 
con el convencimiento de toda la corrección posible, de tal suerte que si se 
actuó contra las dtsposicionc:s del De<: reto 2591 de 1991 " ... fue por equivoca­
ción propia en cuanto al concepto personal y profesional que tenia sobre la 
viabilidad procesal de la at:dón de t.':lt.cla ... • 

Por tales motivos, pide que se revoquen las dedsiones tomadas cn cl falla 
Impugnado, especialmente la que orderta envl.ar copias a la f.scaHa para que 
se lnvestJgue el posible delito de falso testlmonlo. 

IV. Cv~'SIDERACIONES 
l. Como h~ quedado Te>~umido, en esta ocasión se ha instado la inlerven­

~ión el el jue>.: de l.utela para que se ordene al Inspector 11-C Dlstrttal de Poli­
da rle esta ciudad que proceda a declarar sin validez alguna todo lo actuado 
dentro de la querella polictva 061 de 1993, a partir del2U de agosto de 19Y7, 
y en consecuencia, les restituya a los accionantes ~ll.zabeth Hosa Gamba de 
RanúTez, Martha Cecilia Gamba de Dw·án y Carlos Guillermo Silva Palma.1a 
posesión de un lote del que fueron desalojados a raíz de ese expediente, argu­
mentando que el funcionario en mención vulneró sus derechos del debido 
proceso y acceso a la administración de justicl.a por cuanto no le dio el trámi­
te correspondiente a una recusación que eüos presentaron a través del ape>­
derado que allí los representó. 

2. Caso en el que es prioritario ar}allzai· si se lncun1ó en t:na actuaclón 
temeraria a remliltos del mtículo 38 del Decreto 2591 de 1991, según lo con­
sideno el tribunal, o ,.; dit:hD fr::nómeno no t.uvo ocurrencia, tal como lo sostie­
ne el :1npu~te. 
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Esta acreditado en los autos ''""' el abop,ado Carlos Alberto Mantllla 
Gutlerre:c. presentú <:1 3 d" diciembre del año pasado otra acción de tutela 
t.:onlra el inspcclor accionado y por tdentioos hechos y derecho,; (fis. 12 y ss. 
c. de la Corte], petición resuelta negatlvamente por el trtbunal mediante sen­
lencla del 18 delmlsmo nu~s, conílnna da por esta Corporación el 3 de febrero 
del presente ano. No obslanle, si bien el aludido profesional era a la sazón -en 
la querella policiva- apoda·a.dci de los aquí actores, no pre5enló la ::.olicitud 
constitucional como representantf: Judicial de ellos. puesto que no tenia apo­
deranucnto para esos fines, sino que actuó en l'r>nna personal. lo cual es tan 
cierto que solo a él como parle accionante se le nolilicaron las pnwiden<:ia!< y 
dedsiones emitidas en esa pretérita acción. tal con1o desprendf:! dt! lo~ ini(Jr­
mes que'"' re<:ibieron en el trámtle de_ la impugna<:iún (lis. 11 y ss. ib.}. 

Asi,. pP.se a la co1nctdenc.ia de hechos y derechos, se obSP.~va que los pro­
ponentes de las distintas acciones de tutela no son los mismos, vale decir, 
<¡uc no hay una identidad jurídica de parles, de donde allora que no puede 
esl.nlc1.urar~ la lc::meridad que el tribunal encont.ró ;ocredil.ada, conclusión 
que impone a 1~ Sala entr::iT a 1 ::~náli$;iS de fondo de la presente a.ccióri. 

3. A cuyo propósito debe reiterarse que la tutela como rneca~usmo de pro­
t.ecr.ión judicial de los derechos básicos .. no puede ser utilizada para pertur­
bar lo decidido en Jos procesos policivos. salvo cuando dentro de los mismos 
se presenta una grosera violación del debido proceso, t'.on incidencia en Jos 
aludidos deTP.<~hos, y siempre que no exisl.ll, o no hn bit!!;e exisU<lo, al inlerior 
del resper.l.ivo trámite un recurso o medio que pueda hacer valer el afectado 
para conl.rovert.irla, porque como lo ha puntualizado la doctrina consltl ucio­
nal, el jue>: de tutela solo" ... puede ocuparse de poner témtlno a las violacio­
nes a los dered1os li.mdamentales que cometan los ti.mctonartos de policía. 
siempre que dentro del nusrno procedlrniento policlvo no haya Ull!l posftlllidad 
electiva de hncel'lo .. :·. puesto que-.. su función no es la de sustltulrlos y resol­
ver las querellas que ante ellos se plantean•. de tal suerte que mientras allí 
existan recursos u otros medios de dcf<:nsa, la jurisdicción constitucional no 
debe 1njem en la controversia pollciva'. 

i'ropo:;ición que es razonable si se tiene preseJlte que en esas d111genclas 
polidva.'<, al igual que en lodas las actuaciones públicas, los interesado., tie­
nen¡,. <:arga <k .:mplcar los medios de defensa especialmente previstos por el · 
onkn jmíd;co. coro o por ejemplo pedir pruebas, interponer recursos u· otros. 
a efectos de que sean los pmpios funcionarios competentes Jos que, en princi­
pio, revisen ~u propia <ld.uadón y lomen las decisiones que correspondan; 
puo:s 1<~ tu Ida nn ~e insUluyó para inmiscuirse de manera indebida en las 
actuacitmo:s a c<~rgn de l11s ot.r¡¡o; auloridades, sino solamente para solucionar 
cíec~ ~iluat:iuut~M d<~ het:hu. t:n:ada~ JJUf ¡u:l.us u ornisionr:s lJUC:: impltf!Ut:n la 

1 Cone Consutucloml. Fruto T-194 de 199<>. 
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trdJ1..greroñn o la amenaza d<: un dc:rr.cho fundamental. frenté a lo~ cuales no 
eKI>;tu otro mecanismo de protctx:ión.' 

1 . Dt~ c:a>:n ¡¡l ru:~t•~rl9r m arco de: n:.fcrenc:ia es viable encontrar bien pronto 
la s inn t?.ón del¡¡ preosente tut.r.l.,, por cunnto se obse1va que los pclc:n!~<.s no 
Re c:~mcraron por ejercenkhAdamente el derec:ho decoul"nillllt:d fln en d asunlo 
pollc lvo m 1sado en cuaHI.o w lrámlle y decisión~~~ la recu~<aclón <1ue propu· 
sieron. que r:s c::l foro u~ su Inconformidad en sede corusUlucional. ya que 
esta mio pknamente enterados <IP."-c'l e el 13 de agosto de 1997 que el fallo de la 
querella se profenMa el 27 d~l mismo mes. presentaron el c&c:riw de recusa· 
ción el di a 2 0, y no .-::)ncurMeroo a la diligencia pmgnmmda a hacen'8ler sus 
de>~chos, particularmente en lo c¡ue rP-Iaciouaba con la 6011cttud en comento. 
am<\n d" que lo actuado por el funcionano aOC'ionado no adolece de una pal­
murta o grosera arb!trarit:clad: por eso dijo la Sala a l despuc:hnr l:t impugna 
ci6n en la otra quo<j;Hx>m;li\uclonal que por los mismu" h c:<:hos y derechos se 
int .. rpu~ con anter'.or!dad: -

• ... resulta lmprr><~ecl .. nle lo. ncclón de tutela purquc ~;1 clacclonante goza­
ba d~ loo derechos dt~ntrQ <.IP.l ln\núte para poder <:onlrt>vcrtlr lo atinente a la 
«'CU6adón. debió h:le"r u~o de ellos o debe haccrin, si fuere el caso. sin que 
pueda -.;u s titulrlos por la ac~~6n de tutela. 

• .. .Ade>nás, llllOJ><lco obs.en-11 la Sala que se lnllc de una o.ct uaclón arln­
t:rarta el rechazo de una ~u$1ldón. c uando el n:curn:n i.Al después de estar 
interviniendo dcadc el me"' d ( oétubre de 1996. solo fonntll" e..«e repam en 
soliCitud posterior rk a~osl·o 19 de 1997 aleganrlu muw ~:au>:<ul um1stad inti­
ma entre lo;n;efwn:s lns~oor 11 C de Pollcia. { .. . ¡y d t¡uerellante, ( ... ). el 
apodero.do del ultimo, y otro,¡ lnt.cr~3ndos. en la quel'ellá, ltl '1""• por lo menos. 
encuentra apoyo en d arl.ít:ulo J .51. U1dso 2•. C.P.C .. s in pc~r:Julcio dr:> que sea 
nli[. dc:ntro del mismo Lnóruil.r:, dvmk p ueda controvertJrse. ".' 

Pant fmallzar. debe tenerse en cuenta que si los peticionarlos cons!rkran 
' i"" u~ acuerdo con la ley tienen un mejor derecho a poseet· el bien dd '1"" 
fueron desalojados, han tr.nlrlo n ,.., clispc¡;itión las via.sJudlc.lales ordinarias, 
idúneas para que de nuell() <1•~ Ym 1111 ... n esos aspectos. pu~s bien sabido t:s que 
las decisiones de Ja.q autortrhl<lt'.-< rle ¡mlicia en proceso.~ como t!1 revisado son 
provisionales. ya que Ct)nlhmle al a11iculo 127 del Códl.~o Nacional de Policía 
"!.":!' m'.'didas de poUcia ·para prut .. ger la posesión y tenenCia de bienes sP. 
mant~ndrán núentras el jue:~. nu rlecida otra cosa." 

5 . N;J l.:.s <:Osas. por las razones expuestas en esta providencia, procede la 
conftrma(ión del li•llo impugnado. excepto en cuanto a¡., mden de expedición 
de coplas par" la apet"tura de Wla tnve.stl~L\Ción pena l. n«pecto que se revoca­
ra a! haber qu~dmlo claro que no hubo temeridad en el pre,;(lnl·e evento. 

2. )bf;io-n. St::nt(.J\<'..li\' 101 y C·54:J \le 1~~2. enl.n~ mnts 

3 F&:Ulu Ud S J:: ft:bn:ru dt: Ht~U:I. t;Kp. 4731. 
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V. D~::t:e:;I()N 

Con base en lo exput:SiíJ, la Cork Suptema de J ustlcla. Sala de Casación 
Civil y Agraria, adminisuando justicia en IJombre (Je la He publica y por auto­
rtdad de la ley, Conjinna el fallo de fecha y procedencia prc<lnotadas. ~xcepto 
el numeral se,t¡undo de dicho pronunciamiento. que se revoca. · 

·Comuníquese esta decisión a los lnr.cresa.dos mediante telegrama y h'bren.s.-. 
las dernás comunicacione~ Jleccsarias. 

< >pm1.unanoente rmnílanse lo_~ autos a la Corte ConsUtuclonal para la even­
lual re•isión. 

Jol'ge Sanros 1Jallesreros, Nicolás Bed>.am SfmaiJcas, Jorge llnwnw Ca.<t.ill<J 
Rugeles, CaTios EstebanJaTamilloSchloss, Pedro 1-'!Jonl. PíLuw.lU.. .José. Fernan­
do Ramírez Gómcz(m pcrmis?), Rq/Ocl Rorricro Sierra. 



::::ll:JEID~ l~IO:CJESO llliE IF.&lim,!IA: Elnum<.-ral3" o.lcl articulo 691 del Código de 
Pro<: ... limiento Ci\11 no puede lntcrprdaree en detrimento de las cautelas que 
en aplicación del numeral 2" rld mismo artículo se hubieren perfec:c:io>nao.lo c;n 

otros proceso:<, ion las medidas vigentes las que se deben mantener con pos· 
terlorldad a la sentencia de separación de bienes. /llli3Je:]l])0 ?me>C!ESIC !E:.:.-~ 
lC1ll'll'll'{I'IO; la sentcn<:ia que ordena el trámite liqu!darorio de !a .•ocir.dad.con¡¡ugal 
en proceso de scpara.o:ión no trae consigo la perdida de compdr:ncia del juez 
que ndelante proceso cjccur.ivo donde alguno de los cónyuges sea demanda­
do. El decreto de remate en este último no puede callftcarse comu viola torio 
del derecho al debido proceso. 

Corte Suprema de Justícta. ,9<J!.-•. d~ Casacióll Ciuil y Agroriu- Sanlafé de 
Bogotá. D. C .. veintiocho (28) de_¡ulio de mil novecientos noventa y ocho (1998}. 

Ma!\lst.rado Ponen!~:: Dr. Jorge Antonio Castillo RugP.IP..< 

Re[.: J!?cPecllente No. 5212 

Decidesc la ilnpugn;ldón interpuesta contra el fallo de 19 de junio del 
prese.ntc aito, proferido por la Sala de Famllla de Decisión del 1Tibunal Supe 
rlor del Disl.riln Judicial de Call. mediante el cual se d•negó In acción de 
tutela insl.aurnda por Piedad del SocoJn>AtTea,ga Osorlo, en frente del Juzgado 
SexiD Civil del Circuito de la misma ciudad. 

ANrt:ct:Dimll!S 

l. Actua11do en nomb1·e propio, la al:<:ionan lo: :;oliclla el amparo constitu­
cional de los derechos fundaun:nlulc'-' .a la igualdad, al debido proceso y. por 
ende, al de defensa, supueslaml:T>I.t: vulnerados por la mencionada autorldacl 
pública. 

Pido: al electo, se decrete la nulidad de la diligencia de remate electuada 
pur d juxgatlo acciooado en el proceso de ejecue1ón alli adelantado por Javier 
Herrera <:unlra Muri.o Velt-ncla Rojas, como también la suspenst(ln del tr-dmite 
dclmisrnu, puc::; la licitación está próxima a aprobarse. 

2. ws hedtos c:n •tu o; rumia ::;u pel1c1ón se compendian asi: 

2. 1 Fomtuló demanda de separa<:ilm tlt: c:ut:rpos t.:onlra :;u cónyuge Marta 
Valencia Rojas, correspondiendo su oonocinlienlo al Juzgado ae de Famllla de 
Cali, despacho quo:: la admtltó por auto de 16 de octubre de 1992. 
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2.2 Dentro del proceso pidió el embargo del único bien üdquirido rlurantt~ 
la unión matrimonial, o sea la casa de habitación ubicada en la t:allc 17 Nro. 
37 -A<!7, barrio CristÓbal Colón de: Cali, mt~dida r¡ue fue decretada y regislin­
da e-n lt~ Olkina de Inslrumenlos Públicos n:.,p(:c\.iva. 

'2.3 El embargo del reierido inmueble "fue le\'rullado por d Ju?.gado Sexto 
Civil del Circuito de Cali" (sic), en v1rt1.:1d de adelantarse allí un proc;c"" <:jccu­
tl\'0 promovido por Javier llerrera contra Mario Valencia Rojas. 

2.4 En el proceso de separación de cuerpos adelantado contra su consorte 
en d Juzgado Octavo de Familia, sc profirtó scnl.cncia el 18 de enero de 1994, 
declaH'mdosc disuelta y en estado de liquidación la sndedad conyu.!(al fonna­
d;< por d hr:(:ho del mal.Timonio. 

A continuación de dicho fallo, se ln1do el trámite liquida torio de hi so~i<:­
dad, orderuindOISe el emplazamiento de Jos acreedores de la misma, pant que 
comparecieran alJi a hacer valer sus créd1tos. Así mismo, se dispuso librar 
oficio al Juzgado 6' Civil del Circuito de CaJi dónde. SQ '"kl;mta d proceso 
ejeculivo coñtra su cónyup;e, obteniéndose respne.sta efe la juez en el sentido 
de 'l"e .:un:<ervaba "u compelerlcia pBI'a se¡;(uir conociendo del mismo. 

2.5 Ellmnueble que confonnaba el único patrtmmúo de la sociedad con­
yugal, fue rematado dentro del proceso ejecutivo adelantado en cl.Juzgado 6" 
Civil del Circuito de Cali, viciándose así el derecho q"r. !<Obre el mi,.mo k 
correspondía y colocándola de paso, <l'll situación de nlin:~ cconómir:a y mo-
ra,!. . 

El a quo fundo la decisión denegatorta de la tutela en las COJlSidemclones 
que se reswnen asi: 

Respecto de la procedencia de la acción de tutela, la jmisprudencia cons­
titucional viene sosteJúendo reiteradamente que a partir de la declaratoria de 
tnexequlbll!dad del rut. 40 del decl'eto 2591 de 1991, tal mecanismo sólo es 
viable en aquellos casos en que la actuación de la aulortdad obedece exclusi­
vamente a su capricho o arbilnutedad con Lrascendencla sobre lo:s derechos 
fundamentales de quien demanda el amparo. · 

En el casu ex~uniruulu, apunlú. la o1:1elura en tutda hace n:caer Ja supues­
l~ vulne::r--etd(ut dt: los c.lcn:dtus fundarru:titalt;~ invoc:~llus, enltt faUa dt: cum­
pt:b~u:ia tid jUY-WJÜU acciunat.Jo para, tx.JillillUM COl! el CUilut.:iJUltllto c.Jd }JnlCC:SU 

ejecutivo protnovidn por Jairm~ Ht;rrcra Arholcdet t:urd.ra M~rhJ Vakru.:ia RujH~ • . 
cón~~ugl! d<.~ la peti<::\onarüt, pur:s que. t:n ~u sc;uUr. t:l .<:::~cn:t;dur t1L~hiú hac.:ersc 
parte l;n t:1 lrHruitc tlt: liquic.ladún c.le la sm:ietlatl t:unyugal !i~guidu t:n t:14J U4<'.­
gatlu a• tle Familia de esta ciudad, j)a.l'a al.l.i hacer valer su Cl'edlto, dado el 
llani>tnúenlo etlidal que se hizo. 

Pues bien, prosi¡¡;uc, conlbrm.: <:<m Jos principio,.juri"J'nldr.ndaks rdCd­
d<,.;, existe ra:.oón •uf.ciente para despachar desfavorablemente el amparo con•­
tltuclonal solicitado. En efecto: 
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Es sabido que ~1 embargo y secuestro decretado en procesos de ejecución, 
pr-c..ovalec:e sobre el ordenado en llt1glos de familia como el. refP.rido por la aclorn. 
siempre y cuando se perleccioncn antes df! quedar en fum~ la senlencia lavo· 
rabie al demandante que en aquellos se dide, evento en el cual debe darse 
aplicación a lo dispuesto en el numeral 1" del art. 558 del C. de P. C., esto cs. 
que el registrador d~bern insc¡;bir el embargo decretado en el proceso ejecu­
tivo y canccl01r el ordenado en el de familia. dando cu~nta clt: ello al jlle"t. (arl. 
691-2", ibídem). 

Se establece así, un caso dt: prelat:ión de embargos decretados en proce­
sos de distlnta.Jurisdic.ci6n. porque el adoptado en el proceso ejecutl'\o'O lo dis­
pone un juc~ ctvil y. el ou·o, uno de familia, siu r1uc: la misma o;c; rija pur lu 
d\¡¡pucslo en el art. 542 de la dicha rodlf\.:adém. 

Lue¡;[o, siendo que en el evento bajo e:<tut.liu, d c;rrob;:u·gl> ordenado tm el 
proceso ejecutivo, precedió a la sente•lcia qu.: "" tliclara .:ro d pm<:esu de 
separ11dón de cuerpos seguido por la petente contra >su t:ónyo,¡¡.:t:, :;q,((rn se 
aprecia de las wpias de la actuación respectiva allegadas al cxpedienl.e, fuc:r­
za et. concluir (JUe la actuación de la Juez Sexta C!"il dell..'1rcu1to de Call. se 
ajusta a los parárud.T'O>I legales que rigen la materia y. por ende, no pued~ 
aflnilan>e que sea frulu ck su sola volunLad. 

Los argumentos de la accionan te, relativos a que la p1-cruencionaüa fun­
cionada p<:nlicra la competencia para segutc conociendo del susodicho pm­
ceso ejeculívo, a raí;¡; del llamamiento que se lúclera a los acreedor~ de la 
sociedad o:onyur;:al fonnada por aquélla con su cónyuge, en el tcamil..: 
llquldatorlo de la mbma, carecen de valor jlllidlco no solo porque al perfeccio­
narse la medida de c:mbarl(o en el proceso ejecutivo, aún no se babia dictado 
sentencia favc>rablt: "la demandante eri el proceso de separación de cuecpot., 
sino porque no obslant.c ctlarse en el proceso l1qutdat011o en mención. a los 
acreedores de la sot:it:dat.l t:onyugal para que concmrteran a hacer valer sus 
cn:dil:oo;, ello no significa que imperativamente tengan que comparecer y me­
nos •1 ue, t:n o;l evc:n lo de coexlsttc un proceso ejecutivo contra uno de los cón­
yuge:;, el ju.ez que conoce del mismo pierda su competencia frente al.JuC?. de 
lio.milla que adelanta la liqUidación de la sociedad. pues cada procc:so llene 
un lrámile aulónomoy un juez competente de diferente especialidad, sin que 
puedan desconocerse, por tanto, las nonnas procesales que goblfOman la 
malerta, que son de orden publico. · 

F\J:->P,\MJ::I'ii'OS DE Lo\ !.MPliGNACJON 

Sostiene la acctconante. en sintesls. que el Jut.gadu 8" t.lo: F'duoilia <k Cali 
perm1Uó con su falta de acttvtdad Jurisdiccional. que 1~ vuh1eraran suo; dere­
chos fundamentales por cuanto el bien sometido a remátc: por d Jn~ado 6" 
Civil del Circuito de la misma ciudad, estuvo prlmeram•~ntc embargado por 
su cuenta y. de act!erdo con el numeral 2" del arr.. 691 del C. de P. C .. la) 

medida fue levantada para regl.Strar la adoptada en el proceso ejet:ulivo, ac­
Luación que no es Incorrecta hasta cierto limtte puesto que. la misma nonna 
en t:l incio;o :;ir,'Uienle pre\1ene que "La.s antedores medidas se mantendrán 

-' 
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hasta la ejecutoria de la sentenda. pero si a consecuencia de f.sla fu en: nece­
S<!tiO liquidar la sociedad conyugal, continuaran vigenlcg. r.n d proceso de 
llqulda.clón", 

Consecuente con dicha dlspostc.'tón, el.Juzgado S" de ~·amilia debió solil"i­
tal" nuevamente el emhargn dr.l hlen, y ;l 11ue r.J p~($0 de liquidación debia de 
.. ~~~s•nnir l;J m~dida'" (~ic). 

Por eft:do de 1" nnrma c;il..ada, acoló, la compel.enr.ül para conocer del pro­
ceso eJe~,llivo con-espondía asumirla al Juez 8' de Familia, y d cn;dit.o ;Jtli 
cobrndo debia pagarse eri ei proceso de llquldaclón de la sociedad conyugal e, 
Jndu.so. el remate .del bien para el pago a loa acreedol'es, debió ver1ftcarse allL 

En fin, '""'duye, d d(:n:(:hn de dclcnsa 5(' k '"'lnc:r;, purque el Juez 8° de 
Familia. conociendo el ries¡.(u que <:orrla su palrlmonio, procesalmente no hizo 
nada para impedirlo. De igual mam:ra, '"' 1<: viola el d.:recho a la. igualdad pol' 
no penniticsele su intervención como p!U"l<: en el proceso e1ecut1vo, Jo c.ual 
lnclde en la perdld<l de ISu patrunonio. 

COKSIDER<CJO~'ES 

l. El Const.ituy("*~ de 1991 (:Ofl!>ugtó, en el arlknlu 86 riela Carta Poli ti­
ea, un mc:canistncl prelenmt~ y surnano <¡u e denominó a<:ción ci(' tutela, orl~n­
tarto a la prot.cccio)n pronta y efectiva de lo::< den,cho" r:onsT.ituc.lonalcs 
Iundamentales de las personas. qur., r.omo sr. .-abe,''"' uno de lo~ tlnes esen­
ciales del E.qT.ado. s~gún lo prr<gc.ma el ::trL 2• cJ., l;l misma normtl sujlcrlor. 

Con todo. establectó como rcqu1s¡r.o para que ~1 ampa1-o sea procedente. 
que a más de la amena7.a o vulnr.racl(on rl~ url rir.r~ho rlr. aquctta estirpe. no 
exista otro medio de dcfcn~ .jurllelal irlúnr.n a 1·r•l nn. salvo r.¡ue se ~Jcrc.lte 
cmno mecanismo trans.1hirtn fl;Jra t!Vil;tr un p~tjnidu irremt~ciio~hlt~ put:S, ~n 
tal caso. la lJ ~t~ncül c1~ mnparm- 1·;¡ 1 dP.rer.:hn fmron~ la inl ervendfln jndic:ial 
tnlne<Ua.ta. aunqu~ t.r;ln~Unrül, h;Jhirl<:~ consirlP.r::u;itln qu~ h1 dt!r:isiéin rJ~Jju~"· 
ordtnartn 110<lria s~r tarrH~.a anl.t'! una $i l uar.:ión grave ya ?"encl;J. 

2. ¡,;1 susodicho mecanismo. como bien se cnn~e. proc.ede contra provi­
dencias judiciales pero sólo cuando estas son c.onr.~ntlvas de 'l.ias de hecho, 
es decir, cuando. el Juzgador transgrede en lbrma protuberante y grave las 
nom1as reguladoras del proceso dentro riel cual se proftrló la providencia 
mate1ia de la acción, a ptmto tal. que por el desconoclnúento flagrante del 
debido proceso o de alguna otra de Jas ¡¡arantias conslitudonalcs. resulte 
c.onCJ.llcado uno o varios de los derechos fun!1amcmales del accionan te. · 

'"' vi" ele he(:hn, sin embargo. no puede alegarse en sede de tutela cuando 
d 1 H.nlaT de la ;u:eiún no h;u:~ uso rlP Jo~ mP.rlio~ on1in:lrin~·rtP. derP.n~a jtlfiir.i::tl 
pues. cotno se sabe. por su c:ará.c:r.cr subsidiar1n y rr:sidual no se L~~tableciú 
para suplir deficiencias, errores. o descuidog, de c¡uicn ha deJado vencer ter­
minos o pemlitido la exptración de sus propJas oporrunld,acles para defender­
se, interponiendo los recursos previstos por la ley. por cuanto si se aceptara 
dicha posibilidad, se: prohtjaria t:1 de•:K,onocimientode elemenlnlesreglas con· 
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,;agrada>~ en el ordenamiento Jutidlco, haciéndose valer. de contera, la propia 
<.:ult>a. 

3. El derecho al debido proceso, a no dudarlo. es d~ r.~tlrpe constlhlclon~l 
fundamental y debe aplicarse a toda •~las" (l., :.ct.u:u::lnnes judicial~ • ., y adml· 
nislralivas, segun lo impera el art. 29 en estos temtinos: "Nadie podrá ser 
juzgado sino cruúomu~ a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante 
Juez o trlbun~l competente y con observancia de la plenitud de las formas 
propias de cada juicio ... •. 

Se destacan como directrices principales en dicho precepto. lns de que en 
el proceso se debe dar skmprc la posibilidad de intervención plena y eficaz 
del Implicado, a"'í como la de presentar y controvertir pruebas e Impugnar las 
decisiones que le sean aclversas. · 

De omitirse tales garantías, se vlolarta el derecho de defensa y, por ende, 
se colocaria al procesado en estado de lndefelislón, el que, como es sabido, se 
produce cuando la pt:rsona, sin culpa de su parte, no ha podido defender sus 
derechos conforme a las leye~ que n;:giamentan su ejercicio. 

3. El derecho a la i!,'Ualdad, a su vez, encuentra consagración constitucio­
nal en el articulo 13 de la Carta Política en estos tenuinos: "Todas las persa· 
nas nacenlibrt:• e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato 
de las autortdades y gozaran de los mismos derechos, libertades y oportuni­
dades sin ninguna dtscrlmlrtaclón por ra:ames dt: sexo, ta>-a, origen nacional 
o familiar, lengua, rellglón, opinión poliUc;a u filosófica ... •. 

La regla ,e;c:ncral t:n frente de tal derecho, es la de que no debe existir 
nt.ngim tipo de dlscrltnlnadón, pues todas las personas deben ser considera· 
das Iguales ant.t: la ley, :;in que circunstanc¡a alguna pueda ser esgr1ru1da 
como mutlvu para un lral.o desigual. Empero, es verdad averigUada y asilo ha 
resaltado 1,. tluclrin11 con,;liluclonal, en algunos casos se hace Imposible la 
apli<.:at:iím d~ dicho principio, por razón de obstáculos de orden natural. bloló· 
glco, moral o material, y, claro esta. segun la conciencia dominante. 

• ... .El prlncipiu r,lo: igualdad que exige el ret:onocimiento a la variada des· 
Igualdad entre los hombres, es objetivo, y sólo se viola si el trato difenmciado 
no Uene una justllk.aclón razonable y objetiva. La eXistencia de la ju~tiflca­
ción puede ser apreelada ~egtin ht finaliclml y Jos efP.cl o~ del tralamient(l dife­
renciado .. :. ha sentcnej~do 10'1 Cori·e Cnnsti\ueicmal (Se-n t. 612, Dic. 12 de t995.}. 

4. Descendiendo al caso bajo examen, advierte la Corte, de entrada, que 
la vulneración de los derechos fundaJnentales a la igualdad. al debido proce­
so y, por f'!ntlP., ,.¡do. defensa, enrostrada por la aqui accl.onante al despacho 
judicl"l accionado, obedece a una equivocada. interpretación del art. oY 1 del 
C. dr. P. r.., por P"rle de aquélla. 

En efecto. es clara y t.t:rmlnante '"' .-.,gl;l 2' ''" di~htl dispo-~i(:ión al e.~l.able· 
cerque: -El embargo y secuestro practiCados en estos pmcesrn<'' (do. nulidmi y 
divorr:lo riel m'ltrimonto civil, de separación de bienes y de liqul.dac!ón de so­
CiP.d:ule.s r.onyng,, IP.s}, "no tmpediran perfeccionar !.os que se decreten sobre 
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·los IDismos bienes en prr"'""" <1-. Pj.,cnción. antes de quedar en fume la sen­
tencia favorable al d~n,nd,mle que P.ll aquéllos se dicte: con tal objeto se 
dara aplicación a lo dispuesto en el numeral 1 del artieulo 55!i, y el remanen­
te no e1nbargado en otras ~jecuclont~s y lo" bienes qu" en estm; se desembar­
guen, >:e cansider<U;:áll embargados pru-a los fines del proceso de nulidad de 
matrimonio, divor,t:io n separación de bienes. •. 

Y dentro de tal supuesto fáctico encaja precisamente la situación descrita 
por la peticionaria, pues pesa11do sobre ell.tunueble distinguido r:on la nlatri­
culM Nu. 370-005 7649. la medida caut.dar de embargo decretada por el Juz­
gado 8° de Familia de cal!. en d procew se :separación de cuerpos y liquidación 
tlt: la ::;ocit:dad eonyugal seguido por Piedad rl~l Socorro Arl.e;l,:¡>~ Osnrin <:<ml.m 
Marto Valem.ia Rojas, sobre el mlsme> hlcn rP.cayó p11sreriorrn.,nre, um1 medi-

) da similar adoptada por el Juzgado Sexto Civil dd Cin~uit·n rloo di<: ha .:iudad, 
en el prO<'.('-~ C.j~Cul.ivo promovido por Javier Herrera A. eontra Mario Valen­
cia Rojas. la cu;¡ 1 "'" in,;crita po-r el Registrador de Instrumentos· Ptiblloos 
competente. previa .:;~nc:P.l"c:ión del anterior, en cumplJml.ento a JO lruperado 
P.n 1" rreceptlva antes transcrita. dado qu" "ún no se había pTOnulldado 
"'mi ..nr:i'l en el proeeso de separadón de <:uerpns prealudido, s.egún se exttac!<l 
rl<: la ""luactón respectiva. allegada al e.xpedíenl.-. en fotocopia (lis. 88-90 y 
115-117, r:-21. 

5. Ahora bien. en reku:iún con la tesis de que el Juez cognoseente del 
proceso. ejecutivo picnic "u cnmpetenc::ia para seguir conociendo del mismo, 
en virtud del profcrimknl.o de "cnl:cncia favorable a la demandante en el de 
separación de blcnca y dd "dclanlamiento del trámite llquldatorlo de la so­
ciedad conyugal, propu¡¡;nada por la accionm1te, ha de observarse que consti­
ruye un despropúsilo, de un lado. po¡:que la ley de en¡ uir:iamienlv (:ivil t¡uc 
gobierna ell.nimik dr. la liquidación. no contempla semo:janl.t: e;~ u sal de al Le­
ración de la t.:nmpt:\.t.:ncia v. de otro, porque el mtsmo art. 691 antes Clta<lo. 
permite Cfu<: d jut::.< t:ivil ~mate·. el bien objeto. de la cautela y pagur; <:on 'su 
producto el crédito del dt"mandante, como tamblen !P. Impon P. remitir el rem•l­
nente (los dineros sobrantes después de pagar al acreedor!. Al Ju:>gadn que 
babia embar~<io previamente el bien en el proceso de nulidarl rit':l nml.rimn­
nio, o de divorcio n. rlP. "'"paraciones de bienes. se¡¡tm el easo, si i1o hubiera 
sido suJetado a mP.dirln s"mejanlP. en otras ~jecucloneg. 

6. En 1in. tan desatinada OOIJIO la onl.erior resulta la tests segün la cual. el 
,Ju,.gado so de Familia debió solicitar nuev;¡mente el embargo del Inmueble, 
en cumplimienro a lo dl.spucsto en la regla 3". del susodicho articulo 691 que 
dice: "Las anteriores medidas se man l<:ndrán hasta la ejecutoria de ·[a sen­
l.encia; pero si a consecuencia de cst.. fucrr. nr.cr.salio liquidar la.socledad 
conyu~l, <:onl.inunrán vigentes en el proceso de liquid!ición ... •. 

Es que dicha norma ~e refiere a medida,. t:aul.clan:s q\u~ esltm 'VIgentes­
en los procesos dt: nulidad de mat1imonio, divorcio o separaciún d<: bit:nt:s, al 
momento en que cobn: •:i•:t:ul.oria l<.t :sentencia que acoja una de ta.lcs prr:l.om­
slones. pues ello conll.:v;~ la liquidat:ión de la sociedad conyugal mediante 
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tramtte que debe sc:guirsc o:n Ci mi5mo expediente en que se pronuncie el 
rcspocttvo fallo Inri. 626, ibidem). · 

De dónde. slla C<1ulda dcerclada en tales procesos se levanta con ocasión 
de habt:rsc p<:ríeccloriado una similar en Wl proceso ejecutivo, en las cir­
cunstancia~ pTevistas en la regla 2',. y a n:::sc: .. !aÜa. cOJuo aquí aconteció. •nal 
podría el juez de familia ·rea.qumlr" (sic) la rnedtda, como lo pregona la petlclo· 
muta, en el tramite llquldatorio de la sociedad conyugal. · 

De otro lado. es lnac:P.pti>hlP. ¡,1 ;orgumenlo de que o;e le violó el derecho a la 
Igualdad por no h>lber intervenido como parte en el proceso ejecutivo en el 
que se "mhal'gó y remató el imnueble, porque esa·condlclón solo la tlenen de 
manera plincipal. el ejecutante y el ejecui;l(lo, que no p••-,;onas que nml" 
tenl!an que ver con .,1 credil.o en cobl'o. 1\horn. si tenía deredtos de posesión 
sobre el bien ha deh\do oponerse a la diligenda de secuestro o, en caso de nQ 
haberlo podido hacer por no hallnl'se presente dw·ante la práctica de In mis­
ma, proponer el im:idcnl.c de desembargo colTespondlente en la forma y tér­
minos señalados en el art. 687 ·8° del C. de P. C. 

7. Corolario de lo discernido es que en el caso de·Ja aqui acclonante, no se 
produjo vuln<:ración o amenaza alguna de sus dered1o.s fundamentales y, por 
ende, el fallo denel(a\.orio de la tutela habrá de ma11tenerse. 

D~ClSJÓ~ 

En merito de lo t:xpu<:slo, la Corl.c Suprema rle Justicia, en Sala de Casa· 
clón Civil y Agraria, administrando _¡u,.l.ici" en nombre de la República y por 
autoridad de la ley, Confumacl fallo de lecha, contenido y procedencia pre1o'ia· 
mente pw1tuallzados. · 

Comwúquese telegnillcamente lo acá resuelto a los intetc:sad"" y opu~tu_­
nwnente em'iese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión. 

Jorge Sui!fos .Ballesteros. Nicolds Bex;hara Simancas, Jorge Antonio CastU!o 
Ruyelcs, Carlos Estt•banJaramiUo Schloss. Pedro Lajom Pianetta. .fose Feman· 
dt> Rarnímr. C .. bmr.z, (en comisión de se.n::icios), l:<ajae! f<omero Slerm. 



Di!BJDO IP)ROCIESO &J"""ECu:riVO: Vulnera el dered1o el Ju ez que decreta la 
ifflm!rtadón del proceso s iu t ener en cuenta que el apoderndo del ejecutante 
no U<:ne la fucultad expresa de nx:ib ir summ; de diilero. 

Corte Suprema de .hc~tict11 -S1JI1t rJP. Cr1.sacion (.~vil y.i\gmria· Santafe de 
Bogotá. D. C .. veintinueve (2!'1) clt< juUn r!P. mil n<weci~ntos noventa y ocho 
(1998). 

Magt~trado Ponenk: Dr. Rqjilel RomP.m SiP.rTa 

Ref.: Expediente No. 5179 

Occ!dc:sr. la impugnación fOilliUiada ·por la Corporac:ll>n rle Ahon-o y VI· 
vtenda Colpat.ria -·Upac Colpatna contra el fallo dd 2 de junto rle 1998, profe­
rido pór el Trihtmal Supe!'ior -Sala Civil- d~l Dislrlto J u dictal de !bagué, en el 
trá.mltco~k la i.utela promo\1da por la impugnan!<.: con tra el Juzgado Curuto 
Civil cid Circuito de e~;a ciudad. 

l. La m<:n<:ionada acc.ionante propuso a<:dóro <.k lut.ela concra el despa­
cho ju<.llo::ia l cita<.lo, aduciendo vUlneración del de.rccilo ul d~l>ido proceso. 

2 . Funrla la .infracción aludido. en Jo que .;e.go.iclamente se slntetl:za: 

a ) que Inició proceso Pjecuttvo h ipotecario en el dc>Spacho a r.donado con ­
h-a Enrique Cotrn.-.nares Ftórez. mediante el abog-ddo Alvaro nimgtlo Donad o. 
asunto que se tramit.ó hastn anteS del remate, y;;., "1yo dc:!<nTTollo se adm!Uó 
un e-mbargo de remanentP.s decr~.taclo por d mismo dcMpar.ho, dentro de-l pl'O· 

ceeo e:lccutivo singulnr de Leastng Superior S.A. contra la sociedad Sen1clos 
Especiales Colmen"r S.A. y Eruique Coilncmtn:,; Flún:Y.; 

. l?l que el12 ele diciembre qc 1997 d abogado aludido. slll s u pn:via aulo· 
ri?<tct6n. solicitó la te,·nümn:i<i u cid pru<:eso por pago de la obligacton: peli~ión 
~tendida con auto dell5 oc Uíclcmun: del mismo año p0r el juzgado acciona· 
do. en <:1 qur. se desconoció que en el pode1· por d l u ul.orJ.IfldO no se Incluyó la 
facultad de reci&ir, conrorme al art. 537 del C.P.C .. ya <¡u e clu;reió la termina· 
c!On por pago t otal. ord enó levan tar las medidas cauh:h•nc~. la cancelación 
del grn.vamen hipotecarlo y dc:fii el bien a disposición del ejecutivo'"' dontle se 
embargó el t·emanente: 
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e) que se libro ron y remil.ieron los o licios pe11ínentes en '\'irtud de los cua­
les la ollcina de inshumemos públicos canceló las medidas cautelares y la 
garantía hipotecaria; 

d) que en el pl'oceso ejecutivo donde se embargó el remanente se ha fijado 
fecha para el remate, de manera que se encuentra ante la inminencia de un 
grave perjuicio 11Temcdlablc que, en lo"' t•'""in<k~ expuestos por la Corte Cons­
titucional, requiere 111 medida imposler@lble de la acción de lulela, mas cuando 
el juzgado no dio ctunpllmlcnto al art. 537, como ya se dijo, al aceptar la 
solicitud de tenulnaclón que no·cra clara • ... <:n <:uant.o a qué dasc de tcnni­
naclón obedecía, bien fucr:t por pago l.olal o por pago de la mora, (:omo es 
(:omún en el caso de los procesos ejecutivos hipotecarios c¡ue adela'ltan las 
entidades financieras en todo el pais." 

3. Pide la accionan te que se declare la suspensión Inmediata del proceso 
ejecutivo Leaslng Superior S.A. contra Servicios Especiales Cohnenar S.A. y 
otro, porque no se puede esperar a que se resuelva un incidente de nulidad 
que ha propuesto. 

II. EJ..FAIJ.() Ulo:l. TWHI iNAI. 

Dio:e el "enlenclador en sus consideraciones que después de analizar las 
pítLa~ proct.~alcs d.ondt: st! dktú l;J pro"1ctenct;1 ar.nsada. se observn que la 
razón n.o acompa.iia a la aecitlWHlle pnr c;uanto la solicitud' del abugatlo sobo-.: 
tennl.nactón del pl'o~eSó pOI' ¡;.ago de la obllgao::lón fue l'eS;uelfa deoltl'O del ol.aJ'­
co de la ley. sin que la JhiMJua "' ... baya <.lt:n!O~liado 4ut: no rct:ihiú d p~J:tu 
realizado.-

De ahí que :;tia acclonante no compania la decisión adoptada por el juz­
gado, concluye el fallador, tuvo la oportunidad de presentar los t·ecw·sos ne­
cesru1os, y no lo hizo. por lo cual, coJllo reiteradamente f.e ha dicho por la 
Corte Constltuctonal. la tutela es Improcedente y debe se!' negada. 

m. LA t:>~E't:ü~.-c•oN 

La Od(.tur~. Iuq.tu c.lt: n.:UA::r~r lus.ar~JUU~J1~.us tnít:icthru.:nh:. pl~nb:at.lo!:', at.lu­
(:<: '1"" no irupub'TIÚ oportunamente .el auto ol~jel.o o:lc la lult:la, porque llts 
in!:'tn.u.:t.:ione::~ que iJt•pa:rtiú a su ttbogado ..... nuru.:a fut;run dad<:~!:' en f:~t:: ~t;n­
Udo. ni existió ~Jidlud ttl~una dt.: CO<i(lyuvurH,:ia ... ". ni (;su: ks ;tvisú de; ZjUS 
aclua(:icJnc!S. put;~ d b't""dvi~·ilno t.:~Lado pruc<::saJ st:: curHJ(:ió por.ht inlf.lnnc:u,:ión 
que 1~ suministró el demandado Colml'llare':l F'Jóre'[,: por e:;.o, presenl.ó una 
queja contra dicho· profesionlli pum las investigaciones a qu~ haya lugar. 

Manll'l<~st.a que ~1 19 rlc mayo dd prcscntf:· ar)o prO)lUSO un tnddcnt~ de 
nul!clacl y t.sra ac.('Jón de tutela: pero d accionado mediante auto del 21 dd 
mismo mes r~Xha7.ó de plano e11ncldent~. sin Imprimirle c1 rramir.t: legal con­
forme 31 art. 142 del C.P. C .. 

Insiste que la ¡orovtdenc1a. que decretó la terminación del proceso sin te­
ner en cuenw qut: el abogado no c;:;laba facu 11 a do pat'a R'Cibir como lo d!spcr 
nt~ c~l ctrL 537 del C.P. c.: vulnen:t ~u tlt:n::chu Hl dt:lJido prm:t:su y f:nustU.uyc 
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una vi a tk hecho, o sea, que no fue proferida dentro dellll<lrco de la ley, sino 
debido a una acción lesiva de su apoclerado, tal como lo expm;o uno de los 
rnagi:slrados en su salvamento de voto. · · 

Además, ellmpugnante ('.amht~ Sll vetidón inicial. pues solicita que se 
decrete la nultdarl de lo ac:trr;rdo en su proc.eso lúpotecarlo arriba referido, a 
partir del auto del 15 de diciembre de I!J!J7. 

IV. COK!>J081<ACIOM:S 

l. Ueducese rle los renglones precedentes, que en la prel:'en\.e querella 
con_~f.U.ucional la Corporación de Ahom> y Vivienda Colpatiia - Upac C'.olpatrla, 
persigue el derrumbanuento del auto pJruferido el 15 de diciembre de 1997 por 
el Juzgado Cuarto CMI del Circuito de Ihagué, por medio del cual, según 
petición que en t.al sentidq presentó personahncnte su propio abogado, se 
de~tó la tcnninat:ión del proceso lúpotccarlo de ella contra Enrique Colme 
nares Flórcz por !)'igo de la obligación, .se ordenó el levantamiento de la..• me· 
didas cautelares para qu" el bien quedaxa a disposición de otro procetoo en 
donde se habia crnbar¡¡ado el remanente, asi .como la cancelación de la hipo­
teca que &<ravaba dicho lrunucblc. 

2. Qu~la a cuyo prupósito es pertinente reiterar que las providencias judi · 
ciales. por regla go;n .. ral, no están sujetas al control de la acción .... tu¡.,l¡r. 
pues es bien sabido que los artículos 11. 12 y 10 del Decreto 2591 efe 1991, en 
CU:llito 1:1 p~nnitíari abiertamente, fueron retirados del ordcnamicnl.o jurldtco 
por oponerse a los pr"''eplos superiores, ocasión en que la ducl.rina constitu­
ctonal sostuvo que 1.:,1 mecamsmo es residual, esto es, admisible cuando el 
afectado nu l.iene o no ha tenido otro medio de dcfcn~a en la respectiva actua­
ción. a.demó•s de ser necesario que lo alli resuello no SI:' mueva en·el terreno 
de la pm,;•ional, porque si se ha tomado parlo: en un proceso y se ejercieron 
o d~;bicron ejercerse los recursos o rno:djo~ de protección que allí l?e ofrecían 
• ... no pucdr. prchmderse a.dlctonar al trámite ya surl.ido una acción de tutela, 
pues all.cnor del artículo 86 de la Con.~ lil.u.,ión dicho mecanismo es tmproce­
dcnl.c por la sola existencia de otr .. posibilidad judiciaL."' 

3. Pero como los _jur.ccs en sus actuacloties deben r::~l.ar smndidos al im­
pel1o de la lo:y, de ('UyoS preceptos no pueden 31Jarl.•u-.;<' &>pena de traspasar 
el límite que disl.in¡,'Uc al orden jtuídlco de la arbil.rarit:dad, Ut'$de la misma 
declaraC'ión d<: incx:equibilidad antes referida se Ira "''nido sosteniendo que la 
tutela ~:vn Ira providencias judiciales es posible de manera restringida, en 
aquello>; ev.,ni.os en que las mismas entrañen u na via de hecho, es decir, 
cuando. en lugar de un :soporte objetivo se arraigan en la sola voluntad capri­
chosa cr arl;;ú·uria dt>l funcionarto, con desmedro para los derechos funda­
mentales y slempn~ '1"" no exista otro medio al alcance del ali:c:l.arln pan• su 
defensa; casos en que. por c.tcrto, la orden que imparta el juez de l.ul.ela no 

l. Cor.tr Cun~lil.udcm~l. Smtc.uda No. C·543 dt:l 1° dr: udt .. arr. dr. 19~2. 
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debe pe-rturbar el problema litigioso debatido en el proceso, sino que se 
circunscribe al acto con el·cual se produce la violación o amenaza." 

Tamblen ha puntualizado k1. doctrina constitucional que una ¿¡ctuación. 
aunque pn:tenda cu.brirse con el manto respetable de la resolución judicial, 
es carente de furukomc:nfn obj<:\.iYo si dr:scom>ce, entre otras cosas, la preva­
lencia dd d'-'rccho suslanci<~i. Y entre esos yerros, según la decantación que 
se ha venido perjlJando, se encuentra la Interpretación o ~plkaciún arbitra­
ria de las normas". asi como la Incorrección ostensible en la apreciación pro­
bamrla. porque sl hlen el juzgarloo· go7.a de una amplia facultad discrecional 
para evaluar el material probatorio, eunlonne a las reglas de la sana critlca, y 
que por regla general no es susceptible del control mediante la tutela, ese 
poder no puede ser arbitrarlo, Irrazonable o caprichoso. c.omo ocurre" ... (':U>tn­
do el juez slmplt-:mente ignnm la pru "ba u omite su valoración o sin razón 
valedera ;~lgum> no eh> por probado el hechn u la circunstancia que de la 
misrna emerg~ dan1 y ubjetívamen~.e.,. '"1 • 

4. Así puestas las proposiciones del presente asunto, e~ viable colegir que 
al haber proferido el despacho accionado el auto ahom cmnbalidu, acogiendo 
la petición del apoderado de la accionanle, allí t'jeo:uhmt.,. sobre la tcmtlna­
c:ión do.l proc:eso poor p~go rlo. la ohli~;Ot:illn (lis. ~O y s. coplas del proceso). 
incturtó t:m una vía de hecho, Val~ decir. en uno de esos cn:orcs protuberantes 
que hacen procedente la tutela; hasta el punto que solo desde una pel"lpecti­
va. formal puede tene!'se a dicho auto .como providencia judicial, pero no des­
de la óptica de la Justicia material que deben proveer, así sea mínimamente, 
Jos administradores de justicia. 

En electo, no se trataba de un simple pronunciamiento de trámite que 
pudiera tomarse a la ligera, sino de una decisión l.ra:;cend•nl.al, (:On la misma 
fuerza de una sentencia, ya que conduda a la lerminac~ón del proceso por la 
supuesta solución :lntegrru de la prestación cobmda. Por eso, al haber ignora­
do el juzgado que eJ mandatarlojudlclal solicitante de la terminación ilel pro­
ceso por pago de la obligación, no estaba Investido de J¿¡ facultad rle recibir, 
como clara y objetivamente emergía del Informativo, a pesar de que In impor­
tancia de la determinación ameritaba parar mientes en ello, contrarió abier­
tamente el articulo 537 del Código de Procedimiento CM!, según (-:1 cual el 
juez solo puede declarar tennlnado el proceso en esos eventos cuando se le 
pres=te • ... escrito autentico proveniente del ~jecutante o de su apoderado 
con facultad para recibir, que acredite el pago de la obligación cobrada y las 
i;c.Js~.as ... ". 

2. lbar.lP.m. Fnllo!'t T-079 y T-17:-1 de·199:'i .. tc1J~ reiterad:.::. cniSt otn:Ls, en la ~~ntt'O<'~l C-037/96 
que rcvi$6 la cr>fl$lill.IC.~irmt(id~:tt.l de J~ J~y li..<;1Rlut;}J'la de la AdmlnlstradOn de Justtcla. 

3. Jbld~m. 

4-. ~nlcncia.s T-44-2 d..: 199'\ y SU-47? d!; 1997. 
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Y. es que resulta necesario ~ñaJar 'lue ~n esos casos. en que está. en 
ju~go la extinción del d.:n:dou dehal.ido u red.ornado é:n el proceso, el Juez debe 
proceder en J'orma prudmte y razonable a apreciar los elementos d~ juido 
exigidos por la ley para tales efectos. pues de lo contralio desacata las Jom1m; 
propias de cada Juicio, esto es, l3s reglas del debido proceso, cuyos preceptos 
de orden puhlim se han inslil uido para la defensn del derecho makrial. 

Ahora bien: puede S(lstCrKT~t: Cll abs\r<tdO que OC) ;<pn:dl'lr Si un apode­
rado goza o no de la facultad para recibir, no siempre tiene com1otación cons­
titucional; empero en este caso con cret.o, al haberse ignorado simple y 
1lana1uente la pi'ueUa sohre c.:se pn.:dsl, ~{,pi,:u. d yt:rn, itdqulriO uua ~vidente 
1·ele'!'ancia cotu:;titucionl::l.l ~u la ruc:tlit1c en t]Ut cuuüujo a la etnlslón de una 
resolución carente de fundamento objetivo. puesto que su sustrato factlco no 
era vetidico, y lo que es peor. aparejó lllla injusta extinción del derecho sus­
lancial subjúdtce, a cuya prevalencia. como es bien sabido. deben mientarse 
la:,~ rq¡la:,~ del proeedimienlo, tal como lo ordenan lo:; artículos 4 del <:Hado C. 
P.C. y 228 ck la C:arl'l Polilka. 

SÍl o m;:;.,: a lo anlertor que, all:onlrarto de lo sostenido por el liibunal. la 
acto~a ncfconl.ó con olro mellio t-Jlcaz para la defensa de :;u derecho, precisa­
mente porqu., en virl.ud de lo ocurrido en este singular evento, en que al 
profcrltnlt~m.o ck la c<¡uívoca ded,;ión re~.isada conlrtbuyó >~li a poli erado, no 
tenia un.a verd;Hir.r..-~ npd6n ymra in1~rponer Jos w.f::l.Jrsn.s fl~ lt!y. 

De rnane~·a que como se reimen lo~ requisitos pao·a que prospere la a~~lon 
de tutela Impetrada, se ordenara al d<:spad~tl ,;edunmlcl '1"'~ denl.ro el" l>Js 
cuarenta y ocho (4!!) lloras sij;\Lticnt.c's u la notiikadón de este fallo pn:.c:eda a 
tomar las medl.da9 penlncntcs para que dcs3pan~?.c:an las c:on.<ec:nenci:ls de 
la decisión cuya .remoción aqui se orcl..,mJ, · 

Finalmente, debe agregarse que el acreedor embargante del .remanente 
no suti·e desmedro alguno con lo a<¡ ui docldldo. po1· cuanto su condición en 
esP. sentido la conserva tal como antes la tenia. 

5. Emtull:C:<s, s~ n<vocará el Jallo impugnado para en su lugar conceder la 
luida solkilada, (:<Jn la orden ndicionnl ya referida. 

V. DF:CISlÓN 

Con base ~nlo expuesto. la C01te Suprema de J ustlcla en Sala dt: e,,.,_ 
ción Civil y Agraria. adm\nisu·ando justicia en nombt·e de la Repu bliea y por 
auto1idad de la ley, ReYoca el fallo de fecha y procedencia preattotada•. y "'' 
su lugar Dispone: · 

l. Conc4::tlt:r la tutda ~ul.icilatla poi· la Curpurat:iún lit: Ahnrrn y Vh;(~nda 
Colpat11a · Upac Colpatrla contra el Juzgado 4" Civil del Circuito Cle !bagué. 

2. En consecuencia, se or·dena al despadoojudkial c.;ro rrocm:i¡m t¡ue den· 
tm de las cuat·e.tta y ocho (411) horas sigllieroks a la Tlol.ilka(:iún de es le fallo 
proceda a tomar las medidas pe1ttnen tes para que desaparezcan las (:On~c­
cuencias de la providencia del15 de diciembre de 1997, por medio rl~ la ctúll' 
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decretó la tennlnaclón del proceso hipotecarto de la acclonante contra I::nrl- ~ 
que Colmenares Flór-cz por pago total de la obll~adón, y adoptt) otras dt:tenni­
nacionL;~ (:onsccuentes. 

:llotlfiqu<:!;l<: tr.lcgrruicamente lo aqui resuelto a los lnt.<':re~¡;,dos y rendl "~" 
el expediento: a la Corte Constitucional para la t:~t:rol.ual n:visióro. 

Jorge San.io.s BaV.csteros, Nlrolá.~ Be.ciUUTz SiirlOtu:a.~. Jor!J(1 Arlltmi(> Cu..•tiUu 
Rugeles, Carlos Esteban.Jammlllo Sd!W.s.s, Pt<Úro ú!{oni.Piwrclit~. Jo~é Feman­
dQ Rurnin::-t: Gómez (en perml.so). Rq{ael Romero Sierra. 
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·:;:¡iJi:Bmo .i!'lliti()CIESI() :l'lltl\IAIL, Dlll:o'iliDO Jl>ROCii:SO ID:l!: TU'll"ZIL8: Sfla admlnis­
l.radón de justicia en ejen:i<:io del derec:ho de castigar sanciona a un t.nfrac­
tur de la ley penal, sus familiares .no tienen lL>gltlmaclón para Invocar elquebr(l11/o 

¡ de sus ptoplr>s derechos 

('_orle Suprema de Jusliciu Sula ele r.asc.tewn Cioil y llgrarta- Santafé de 
B~golá, D. C .. l:rcinta .Y uno (31) de j~>lío <.1<: mil novecientos noventa y ocho 
(1998). 

Magisuado Ponente: DI'. Rafael Rtm~eto l:iierra 

Ref.; Expediente No. 5213 

Dccidcsc la lrnpugnadón formulada por Al:ac.ely ::lossa Rodriguez contra 
el fallo del 12 de mayo de 1998. proferido pót el Trlbtmal Superior -Sala de 
Familia- del Distrito Judicilll de Neiva, en el tramite de la tutela promo11ida 
por la impugnantc contra el Juz~ado r Penal Municipal de Pitalito -Huila-. 

1 . .1\Nmcro=s 

l. La acclonante en mención, actuando en representación de sus meno­
res h1¡os Meyer Alexander y Nelly Dearelly. ambos 'ft\mbalá Sossa, presentó 
acción de tutela contra el juz¡¡ado citado, aduciendo vulneración de los dere­
chos fundamentales de los 1úños y de la igualdad. 

2. Funda la !rúra_cción aludida en lo que seguidamente Sl' sin le liza: 

,.¡ <IUC Nt:lson 'fumhalli Femlindc:r., <Iui<:n '"' d padn: de sus dos h~jos ya 
citado,;, fue rknunct~do por Elir.atl(:l.h Bamo,. de Trivlñu, p<>r d delito de 
inasist.cncia alimentaria rcspccl.o d(' unas hijas procr<:adas <:cm t:sta úllima, 
las que actualmente :;on madre" de ibmi\ia. n:sidr.n r.n Pil.alil.o <:cm <:ompaf~t:­
ro pr.nnancnl.c, y algunas ya <:umplknm la !Jl&yoria de r.dad; 

b) que por tal motivo eljul<:gado accionado condenó a. Tumbalá Femánde;r, 
a 16 meses de pdslón, pena que purga en el Centro Carcelario de Caqueta. y 
por esta razón ha abandonado físh:a. mon•l y cccmt~micamcnt<~ a los hijo.~ 
mc~nores habidos con ella. ya que no puede trabajar para supUr sus necesi-
dades. .. 

3. Al invol:ar la protc.:ec.:ión rk :;u~ hijo,;, pi<k la adora qc.~~: o;c.: ordl•nc la 
suspensión <k la pf;na impuesta a Nclson Tumb>~lá Fcmándr.7.. 
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11. E:. f"AU.ODEL l'lwlt!NiiL 

El !<enl.enciador Juego de '""fP.rin;e a la. competencia tcnilortal en matelia 
rle tu lela y a Jo que aqui se persigue. recuerda que al h abcl'l!c declarado la 
inexe<¡u!bllldad de los artículos 11, 12: y 40 del Oe(:reto 2591 de 1991. esta 
a.:cl6n no proccd" <Xmh·a deelslonc>~ jlldicialcs, salvo que ~stas sean arbitra­
rias y groseras, al punto de con~f.Uulr m1a clara via de hecho. 

Después de.,;cl<:ndc al caso CC> rr~:rclo coru.:luyrindo clll1buni:u que no se 
obseNa que la providencia • ... wm;Uluida por la demandan ti' como la Cl'lliS'l 

de la prc>Sente vio\adón ck los derechos de los niños ... • hnya t'IMronnctdo el 
d ocrecho posltlvo, ya que el jun hizo ~1 a nallsls pmMrono y jurídico para 
concluir en los términos oonocldos. ccilido "' dP.Ta·bo. Incluso aclaró que !<l 
bten U !la de las hijas del con<1cnllllrl em ma~'or de edad. 18.1< otrM do~ no. 

ASJ. el falladur con$1iluctonal dcscrnhor.a m la negadón de la tutela. 

111. l.A hrPUCNAC!ON 

Sin aducir Ja.q ra"'"'"' r:oncemle.ntes a su di""nsión, '" "ctora trupugnó el 
truJo wúes resei1a<1o. 

l . P'lo •ye del anlerlor compenrlio QU t! en la presen te queja consUlut:ionalla 
acdu11ar ~te a~:usa al J uzgado J.• f><:Xlal MUilÍcipal de Pltallto ele \'Uln~<rnr los 
der~.chos fundamentales de su~< mr:nnr"-~ h.ijos. Meyer Ale.xander y Nelly 
Dearclly Tumbala Sossa, dc:bicln n que cond~nó al padre de ~slos, Nel;,on 
Tumbalú Fetnandt:z, a dle~IM:i:< ( lt>l meses de prts iOn por el dP.llto de 
lna~;~lst.encia alimentarla respc~rto 1'1~ nlras hijas que son madrts d~ li•milia .. 
tienen compañero pennan¡o,nrt~ y o)lglmas ya son mayores de edad. motivo por 
<:1 cual el condenado ha ahMl(lonaclo a Jos mencionados ulr·oos habirlos con 
dla . Para la protección c1~ sus rP.['Tf.'$eJ~tados plde que se orr.lffie suspender la 
vena que actuah:nente cnm¡ol~ ~~ <~ludido padre de estos. 

:l. Caso en pJ que ~ debe abordar como cuestión de prlmer orden, si el 
fallo co.ndentllorio p rorerldo por el ju2f:tado accionado en contra de Tumbalá 
i"ernándcz Uene aptitud para vulnerar los derechos de $\1& vástagos antes 
nombrudos. a cuyo propó!>lto e~ verlinente acotar que en general las senten 
cw pronunci,das por el aparato jurisr!i(:c:ional obedecen a una condudn 
legitima d"l Estado. <!manada de su dr.her de componer loe conilk:t.)o r¡uc: no 
p ul>dlln lllTeglarse por los lnvolur:rorlo':l, por nuutern que al. cual IO<oonl.ccc en 
la ewpec:lr: bajo análisis. la admin!!\\rar.ión de justicia en "¡crclclo del rl<:rccbo 
de r::.~stigar [ius punlen.dO sanciona¡¡ un infractor de la ley pcni!l, sus familia· 
res no l.lenen leglttmac lón paru Jn vom r r:l quebranto de s us propios ckrechos. 
pu.,.lo que la decisión judJclaJ punitiva, como <'.S bien conocido, tiene r:fcctos 

1 Curle Conttltuc-tonal Sente-ot~illtl c.f't4.'l rJc:l 1" de o<:cubre de JU!.r.l. 
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;. personales sohre t:l af~c.tado; sin e¡ u~ ta mpoc.o sea de 1-eclbo el argumento 
sobre el c.onsec.ut~nte ahanrlnnn cl~l n>.o de sus nhligac.lones familiares, porque 
~n t:ll~" SIIP\'~"'Ir.>s. el interés público inherente al orden S<J<'i;t 1,-.,squchra.Jado 
con el comportamiento antiJurídico Juzgado, debe prevalecer sobn~ esos as­
pectos, aserto que permite encontrar 1 a frustración del amparo constitución 
peticionado. 

3. Además de Jo anterior, hahidu cuenta que Jo actorn dice promover la 
t.ult!ln en lavar de :sus menores hijos, atmque con el fin de que su compañero 
Nelson Tumbalñ no cumpla con la condena Impuesta por el citado despacbo 
Judicial. es decir, para <lu" o:sle ultimo s<: heneflc:ie de su petición, c.-. be anal!-

. zar si ella tiene legitimación para el efecto, tópico para el que es oportuno 
recordar que este Instrumento de protección de Jos derechos fimdamemales, 
es tul proceso en el que se permite actua1· sin la calidad de abogado pero para 
el pau·ociJúo de los derechos propios; y aunque también se autoriza agenciar 
t.lt::reebo:$ i\jenus, l.al co&~ únicamente es procedenle cuando d I.U.u h,. tlt: los 
uJisnuJ~ rm ¡nn:da )Jrt.tJJU.lVt:r !:iU pn)JJia def~n!:la, t:in:uus~.aru.:ia que por ::~u es­
peclflcldad debe expresarse en la solicitud. todo de acuerdo con el articulo 10 
del Decreto 2591 de 1991. Jo cual no sucedió en el caso sub ll(e. · 

Enlom:l:::~. al no estar acreditado que el cumpañcm (k l<O <ll:<:ionank "" 
halle tnlp<lé<ibllii>~do para promover l?. ddc:nsa dt~ $us pmptos cll~rechos. lgual­
menle se presenta la falta de legilimaeión que se eldg~ por. la norma c:n cita y 
sP. ratil\c,~ "l in rnrlnnin dP. ¡,. lnlf'la. 

4. No obsr.antc. no sobra a.llrC!lar que en vlrr.ud el~ la cleclaratorta de 
IJ\exequlbllictad de los articulos 11. 12 y 40 del Decreto 2591 de 1991. la tutela 
no procede contra actuaciones o provl.denclas .Judiciales' . toda vez que si se 
ha tenido al alcance tm medio judicial ordinario y. 1nás aun, si ese· medio se 
ha agotado y se ha adelantado un proceso, no puede adlclonarse al trámite 
surtido una acción de tutela, porque segun el articulo 86 de la Constitución 
la misma es IJnproccdcnte cuando se tiene o se ha tenido otra posibiUdad 
judicial de protección, pues este c:ilsposltivo se concibió • ... unicainenle para 
dar solución cficlcntc a sit.uadon~~ de h~cho cr~ui~ls por :Jetos u omi.sinnt'!!i 
qu~ implil:<m h• l.ransgres\ón o la amenaza de un dered1o fundamental, res·· 
pt:<:lu ck los .:uaks d ~;,;tema jurídico no tiene pTcvi~to ob·o mecanismo 
"u&:.;pt ibl.: <k'"" in•-ocado ant.c los jueces a dedo de lograr la protecr.ión dd 
d t:T<:l:ho ... " 

. Solamente se ha aceptado por la jurisprudencia la acciór> de tutela uonlra 
· ac.tuaclones J udlclales en los excepcionales casos en que las núsmas esten 
lmnersas ~n vías de hecho, o sea. cuando el ftul.Ciomu·io despliegue u onúta 
actos basandose en :su solo capricho o arblncu·tedad, con efectos en el ámbito 
de los dcrr.cho"' hmd"mcntal.,$, siempre y r.uando el alcctado no hubiese con­
tado <.:on otru rm:dío Uefcnsivu par~ hc:n;er ve:~kr al intcriur (]l;l prucc:su; vi tic.> 
llUl~ ddK; iuvu(:arst: y c.Jt:um!iLrarst: por quieu se t:ousidt:r~ peJjuclkadcJ. 

5. ~i. con las precisiones antes e.xpue!:ltas. se deb~ concluir en ta conftr­
mación del fallo impugnado. 
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V. D&eiSJÓN 

Con base en lo expuesto, la Corte Suprema. de Justicia en S~la de Casa­
ción CM! y Agraria, adnoinislmndo justicia en nombre de la Rcpubli<:a y por 
autoridad de la ley. f::."!.fi1Tna el fEillo de fecha y procedencia pn:anotadas. 

Nolifiquese telegrafl~.amente lo aquí resuelto a los Interesados y oportu­
namente remita,;e el expediente a la Corte Con,.ti1.ucional para la evenlu<ll 
re~.1slón. 

Jorge &uUos Ballesteros, Nicolú.~ BediOIU Simancas, Jorr:¡e AntontD CasltUo 
Rugeles, Carlos Esteban .Jarw-nillo Schloss, Pedro LqfOnt Planetta. José Feman­
do Ramírez Góme.~. R~{ael RomeroSiertrL 



mCIDJENTE lll!IE Illli!:SACAro: El demandante en tutela está fncullmlu para 
deslstírdcl incidente 

C'..ort« Supr"<'mu d" Jw;LicW. -Sala de Casación Ci!>il. y A_qraria- Santa! e de 
Bogotá. D. C., seis (6) de agosto de mllnoveclentos noventa y ocho (1998). 

:Magislratlo Ponen (K.: Or. Nit:oll.ts Beduuu Simunc:as 

Ref.: Expediente No. 5256 

Corresponderia a la Corte-pronw1clarse sobre la consulta planl.r.ada por 
la Sala Civil del Tribunal Superior del DtstrttoJudicial de Medellín, rr.spedo 
de su proveido ele 17 de .Julio próximo pasado, mediante el cual resolvió el 
Incidente por desacato tramitado dentro de la acción de tutela de Luis H<rnrur.­
do OsoriD Rlllera contra. ellnsttrul.t> Nacional de. Vías 'Im>((l.:<'· y ':'ilm:ir.m(> ¡ol 
doctor ,Juan ManllR.l Res~:repo Velez. en su calidad de Director del Distrtto No. 1 
de dicha entidad. con sede en esa ciudad, con tres días de arresto y multa 
_equivalente a $407.652.oo. 

Con todo, se observa que de-~puP.s de emil i<ln In mr·:n<~lnnMifl pmvldencla. 
el actor en tutela y promotor del.inctden\e por dP.sar.aln, sr:rror Lr1is Fernando 
Osorio Rivera. en el escrito que aparece a !"olio 1 15 del c:uadcrno No. 4 del 
expediente, expresa que.·en la fecha el lnstitul.o Nacional de Vías en eabe2a 
de su Director Regional doctor Juan Manuel Restrepo Vélez ha dado cumpli­
miento al f:ill.o de tutela de la Corte Constitucional en lo refen~nle al pago de 
las acreencias {prestaciones y salarios) adeudados en raz(m del reinter:,'Tl> or­
denado por la Jurisdicción Laboral" y que .. En consecuencia con lo anterior y 

·como la voluntad que me asistía al promover ~llncldente era Ia de lograr el 
cumplimiento del fallo de tutela. Jo cual ya se logró por lo menos en cuanto al 
pago de los derecllOs laborales de caracter económ~o adeudados, manifiesto 
al Tribunal que desisto del Incidente propuesto". 

Así las cosas y c.omo quiera que el arlkulo 26 del De<~rd.o 2591 de 1 !I!Jl 
consagra la facultad, en favor del demandante en tutela, de desistir de su 
acción, p•;ncipio <¡uc, se r.nliendc, e" aplicable a las demás cuestiones con-

. <":.:mientes con este especlal medio de defensa. entre ellas lo tocante con el 
cumpllmlento de Jos fallos que en asuntos de este lina_ie se profieran. y apre­
ciándose, de otra parte. que el a11iculo 344 del Código de Procedimiento Ci\il 
autoriza el deslstlmlento "de los recursos interpuestos, y de Jos incidentes, ... • 
por parte de quien los haya promovido. norma aplicable al ca,;o por el manda-
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to del articulo4" del De<:n:to 306 de 1992, se concluye que procede la acepta- .: 
clón del desistimknr:o del incidente p1·esemaclo por el acclonante; deci~iún 
que adoptará la Corte acogiendo el po"irll:ipio dt: .:o.;vnomía proeesal. al apar· 
larsc del criterio relativo a la falla de o.;umpd.em:ia limcional esgr1mldo por el 
u·qtw, que no comparte por no ser consonante con las previ:;iones consagra· 
da~ al eft:do por el Inciso 2" del citado artículo 344 de la ley de enjuiciamiento 
civil. 

Acorde con lo ~.xpucsto,la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación 
Civil y Agraria, Aet!pftl el deF.oistimiento que del Indfcente por Desacato promo­
vió el demandante en tutela dentro de la acci(on atr'.iS r.,f.,-.,nd,da. 

Not.lfiquP.-~e mediante telegrama a las partes y a su.; apoderados judicia­
Jes;.y. devuélvage en oportunidad el expediente ala oficina de origen. Ofictese. 

Jor,qe Santos Ballesteros, Nirolás EkcharnSimancas, Jorge Antonio Castillo 
Ruge les, Carlos Esteban JaromUio Schloss, PL-droLafonl Pianettn. José Feman­
doRamirez Gómez, Raji:lei.Romero Sierra .. 



ll»!il?:EIIllil!!IIEii'lro lEN 'll'lll'll'IE!.JI.: La convicción intima del rn;,gistrado que se de­
clara Impedido se debe considerar como prueba de hechos históricos de los 
que no ha quedado registro · 

Corte Supr-err.a de Justicia Sala de Ca.'!'r.u:ión CWil y Agrurla· Santafé de 
Bogota D. C., once (11) de agosto de mil novecit:nlos noventa y ocho (1998). 

Ma~slrado Pom:nte: Dr. Jorge Santos DaUcstcros 

Ref.: El(p<;tlic::u\r.: Nu. 5228 

Llecide la Corte sobre el imp.,.limP.nl'n nmntfesr.ado por el Doctor Carlos 
~steban ,Jaram\Uo pam conoeer de l¡o"' pr~scnres rlllt~~nclas. · 

A'fr~cw.,;rfL!jS 

l. En e.scrtto presentado <m te el'llibunal Stjpcrior dclD.1.9trlto Judicial de 
Santafé de Bogota, el25 de junio de 1998, las ·pcrson"s juridlcaa Ban.coiDmbta, 
Fondo de Garantias de Insttnrciones Financiera.• F"gajin !J la Jl/cwlón a traves 
del MintsteJio de Hacienda !J Crédito Pubtico, por con dueto de apoderado, ele­
varon acción de tutek'l. contra la sentencia proferida por la Sala Civil de ese 
Tribunal. fechada el 22 de abril de 1998. en la que se rc,;olviú el l;tí,!(io plan­
teado por ellru;tltuto Colombla.to de Bienestar Familiar aUm:nl.e a la declara­
ción de mostrenr.os de unos ble.:les, !.entencla que decidió revocarla ck primr::r 
~rado pn:.ft"J·ida por el ,J uz,!(aclo Tt':o'cero Civil del Circuito de Santafé de Bogotá. 
para en su lug.'lr "declarar que son bl_cnes mostrencos los b,onos de gar<llllia 
~enr:ral y los (:l~rtllicados de dcr,osno a t~nnlno. relacionados en la prelen.sión 
primera de la rlo':manda. r.xpcdldos por GrancoJombiana Corpo1·aclón Flnun­
cler'l S.A. "Granflnandcra-. IX>~laro asimismo el Tribunal accionado que "di-

. r.hos bienes le pcrt.cncecn al Instituto Colombiano de l::!ienestar Familiar" y 
r.ondt~no "al Banco ñc r.olomhla. r:omn sur.e:>or procesa:! de Grancolombiana 
Corporación Financiera S.A. Gl'anflnanclera" y en su condición de deudor de 
las sumas d~ dinero contendidas en Jos documentos a que se refieren los· 
bienes declarados mostrenco.s. a pagar dentro r1" lo" Mnr.o di"" :<.i#.uien l.es a 
la ejecutoria de esta pro,'idenei., al Jn;o;;titulo ~nlnmhiann tiP. Bir.nt~st.ar Fami­
Uar el eqtúvalente eoc.oriomtc.o o :per..uni mio de lo.; hi~nt'!s <kr.iararlo.~ mostren­
cos. corrfflpondiP.n 1" ·,. 1 r.;opilal dP. lns l.it.u lo.~ lit~ bonos de garantia general y 
lns <:f<rlilkmlns do. olepúsil.o a tf:nnino, ·y por concepto de·lntel'ese6 de plazo 
remuneratorios...... ' · 



78 ACCION DE TUTELI\. Númau 2494 

2. Impugnado el fallo por el cual el Tribunal resolvió la acción de tutela C: 
ref~rida, concedida la alzada y avocado su cnnocimicnlo por la Corte, los a u· 
los se pasaron al magistrado Carlos Es\.cban Jarnmillo Schloss, quien maní-
testó estar incurso en la eausal de impedimento prevista en el numeral4° del 
artículo 103 del Códij¡o de Procedimiento Penal, sustentada en el hecho de. 
haber expresado verbalmente y por escrito su opinión en torno de diversas 
clrcunstancil!lo; !motivos, autoria, alo::ar .. ,s fr¡¡,uduknl.osl que nxlcaron las 
práclícas financiera:> de las que "" afinna emergen Jos documentos declara· 
dos mostrencos en el fallo que dio origen a la acción de tutela opllúones que 
manifestó por razón de las t\mciones que desempeñó en la Superintendenela 
Bancaria entre los años de 19!!2 (sepr.lemhre) y 1986 (mayo). 

SJ·: CON.'".In~RA 

F'"" ""hido que la ronvlcclón intima es en la maymía de los casos la única 
pn1t>:h>l r.nn qne cuenta el juez que debe con,;iderar un impedimento funda· 
noe.ntarln en hechos histórtcos de los que no queda registro, como es el caso de 
las oplnirmP.s vP.rhalP.s, los consejos. et-c. Asi. el rnagistmdo que se sabt. impe· 
dldo termina sll':nrlo el úntc.o sabedor de la incidencia de sus ideas y crtkrio" 
preconcebidos en las resulbts del proceso. 

F.:n este caso ndemas de la nlanifestaclón del magistrado Jammillo Schloss, 
en 1':1 cxpcdl.,n!e que culntinó c.on la sentencia acusada de Violar do:rcchos 
fundanu~ntal~$, "" oh.,erva (follo ::!7!! del cuaderno de la primera Instancia) 
que en electo 1" Superinlendencia Banc.arta conoció, averiguó y conceptuó · 
sobr~> vari>~rlos aspectos que tocan con lo que fue o~¡eto de decisión en aquel 
fatlo, por lo que le asisle razón al magistrado Carlos Esteban Jarantillo para 
d...clararse impedido. 

Por Jos motivos expresados la Sala Resuelve aceptar ellrupedlmento ex­
presado por el Dr. C"rlo,; Esteban Jaramillo para declararse separado del 
conocimiento de esta acdón de tutela. 

Cún1plase 

Jorge Santos BaUesteros, Nicolás fJeclutra Sunancas, Jorge Antonio CasLillv 
RtJ9cles, Pedro Lafont Planetta, José. Fernartdo Ramín?z Gb1Tl(,;:, R~Jad Romero 
Sierro.. 



Jll)JEIIBIDO IPIR.CClltSO ID>~ SOC3SROI\I; El Juez que no atiende la petición que 
solicita se procisc la Nou.ría r:n la cual se profJXOI!Y.ó el expedíenle, con basr; 
en que el núsmo está en podcr·dd abogado de las partes, vulnera el derecho 
al debido proceso del solicitante. El ~lículu 611 inciso 2", numeral 7" del 
Código de Procedim!~to Cl\11 es aplicable, a pesar de ser.nonna posterior a la 
sentencia, a efectos de que el juez pueda obtener l.nformaclón requerida por 
111tr.CTOS interesados. · 

Corte S¡tpr~ma de Justicia .,Sala de casación Ctvll yllgrru'ID.- Santafe de 
Bogotii, O. C., dieciocho (18) de agosto de mll novecientos noventa y ocho 
{1998). 

Magislrado Ponente: Dr. RafaeL Romero S!enn 

Ref.: Expediente No. 5258 

Decídese la impugnación formulada por Gil Molano contra el faUo del 1 O 
de ju U o de 1998, proferido por el filbunal Superior -Sala Civil- del Distrito 
Judicial de Cali, en el tramite de b tutela promovida por el in1pugnante con­
t.ra el Juzgado 7" CM! del Clrcuito de la misma. ciudad. 

l. A'ln:Cl::Dii:Nm$ 

1-. El acclonante en mención propuso acción de Lulela conlra la referida 
autoridad judicial, sin aducir cuál derecho considera vulnerado. 

2. Funda la infracción aludida en lo que ~n seguidas~ compendia: 

a) que 1.raha.iú al s<.o.ro.'it'io de Antonio Dishington deiS de enero de 1965 al 
4 de jul.iu t.lc 1977, en t:alidad de celador en una de las pl'opiedades de aquel 
en Cali, ·sin rct:ihir tluno~nl.e ese lapso salario alguno: 

b) que muerto su empleado•·. '""" hil:nt:~ pa:;arun a ·:;er propiedad de La 
Garantía A. Dishlngton S.A .. soclerlad 1jut: fu.: <:onlknada a pagarle a él Lodo 
su trabajo " ... mediante sentencia d1ctacla por el ,Juzgado 7• Civil del Circuito 
de Call fVallel el dia 2 de septicmhr.: de 1975 (sir.}. (s.,nlencia de partición)"; 

e) que conw la cilada.su<:i<:d¡¡d no hu cumplido con el pago necesita la 
copla de la aludida. s.:ntenda pa:ra hac;<:rst: pagar, cosa que el juzgado accio­
nado ha rehusado, pues nu .:xphlo: la:; <:opias por razones que Ignora ya que 
no le da expllcaclones, ni claras ni t:unlils~ts, y prueba de ello es la sollcltud 
del 25 de ab11l de 1990, segun COJJ.ía adjunta, Cuya n:spul:::Oia nunca reabió; 
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di que el abogado Jaime Duqm: Urrea, \'OCel'O de su contraparte, <'Ttl990, ¿ 
cuando fue a reclamar la ~npia de la sentencia de marra,., le manilbsl:ó: "Lo 
ünlco que le dtgn P.!'\ '1' re no le dejo expedir un solo papel para que le paguen", 
y e~o1dentl':tn<-:nt" así ha sido hasta la fe.,ha. 

3. Solicita el acclonante que por esta via '"'ordene al a"c:ionado que le 
~xpida copla de la ""'nlencia de .partlcit\n rn.,ndonada, pam hacer valer sus 
derechos. 

4. 1::1 despacho accionado inrurmú al Lrtbunal que ellO de octubre de 1969 
~<:radicó la sucesión de Antonio Dlsh:lugton, en el que flgura como apoderado 
el Dr. Ja:lme Ur-rea, y ..C didó sentencia aprobatoria ele lo partil~ión, incluyen­
do a lo, cau,;antes Luisa Emma ele Di::r.hington y William Labianca, el 14 de 
diciembre de 1977. Agrega que según el libro radicador, el ex¡11~dleme fu~ 
entregado al cttado :1uque Urrea para ~u protoeolw.a~:io~n .:n una nnt;nia, el 3 
tll'junio de 19!!0. por lo <:uallas peticiones o memoriales deben reposar"" "1 
r;xpo.:cllente. 

El Triboul!il, luego de considerar que tic los htceho,., "'e deduce que e.stá 
comprometido el dt:n:<:ho de petición y de explicar que la Lulcla es un meca­
nismo subsidiario para la dcfcmm de los derechos fundamentales, pa>;a a 
annli:o:ar el derecho aludido qu.:, ele acuen;lo con el articulo 23 de la Conslltu­
ción y la.Jurtsprudencia, implica para la admill:lstradón el deber de resolver y 
responder al peticionan<>. 

Deo.puí:s. el scnl:enclador aborda el caso bajo juit:in, l:Cmduyeudo que el 
Juz.E(adn acdonado no le ha vulnerado el tlen=dm <k pt:Li(.ión al acdonanle, 
pnrqut: según el informe rendido, el exp~;olít:nt.<: <k la sucesiún de Antonio 
Di,.hingLo-n lúe entregado al apoderado Jaime Duque Urrea para su 
pml.o<XJl~tciún; de suerte que C01Tesponde al Pl~tcntc averlb'Uarle a dicho abo­
~a<lo dónde se protocolizó el e:q>edlente para obtener copias del lmbajo de 
parl icWn y enterarse qué le corres pon di6 a lli, así como " ... hacer los trámites 
respectivos pa1a el cumplimiento do; lu ordenado en la sentencia por las "ias 
legales·. 

n .. es;¡ m¡¡nera, de-!'emboca en la negativa de la tutela impel.nrda. 

llJ. '""' h!Pl::;='ACION 

~presa el actor en su lnconfor-inidad que Jo.,. jm:<:<:s dchcn curnpul::;ar 
copiHS aut(;JJlil:a:s de :$U::; proveidos a las panes que se lo soliciten. y c.omo a el 
solult: nul.ilicanm la paTle resoluUva del fallo de esta acción. le astste el dere­
clru lit: sabt:r " ... por qué razón le es negado el derecho tutelar a que se 11:' 
t".Xpida la <:opia dt' la sentencia sOlicitada ... " 

.1\iiade qu.: wu 73 a~)us qut: Lit:ne no puede perder doce y medio años de 
u·abajo porque Wl juez no quic:ra t:Xpcolirk ,j"" ::;imple co))ia de una senten­
cia para hacerla valer en otra Instancia judlt~ial. 
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IV. CO!';SIDERAC!út\ES 

l. Según fluye de Jos rcnglont)S precedentes. en este caso el acLor ha acu­
dido al ampam '"m;i.ilm:icmul en contra d"l Juzgado 7" Civil del Circuito de 
Calí, argumentando que el mismo se ha negado a expedirle <:<>pía :Jut.t~ntic:a 
de la sentencia de partición dc:l sucesorio de J\ntonio Dishington, expedida .. 1 
14 de diciembre de 1977, mn d fin tk hat)Crla vale!' para efectos de unas 
pn:sl•u:iones labornles que allí se le reconocieron. Para su ¡-tmi."cdón solicita 
que se ordene al despacho accionado la e.'Cpecllción de dichas copias. 

Si bien el accionan te no pteclsa cual es el derecho ftmdamenlal que en su 
sentir se le esta vulnentndo. 'de sus escritos parece desprenderse: que sen:-
lien' al derecho de petición. · 

2. El ;un paro c:unsl.iiw:iun¡¡l o a<:<:i(m •k t.ul da, tlt: at:uerrlu con lo reglado 
por d arl.i.:Lilu 86 !le la Cunsl i l ut:iím y t: 1 D.:.:rt:l.t·, 2591 de -19~1 i, es un proceso 
judicial ágil y sencillo para qu~ toda persona pueda reclamar ante los jueces, 
en cualquier momento y lugai·. la pmtecclón Inmediata de sus derechos hm · 
dameiltales, cuando estos puedan resultar 'ulnerados o amennmdos por 
at:t'iones u omisiones arbilratlas o caprichosas de una auloridatl púltlim. y 
t~n ~it:ri(IS <.:WSOS de kk'$ parlicÚ\ares, UCCión t[UC SOlO J)TQ(:(:(it (:tJ>lOdO ~~ afecta­
dO no disponga ele otro medio de tkfcn,;a judieial. $f!lvo que la utilice ~omo 
mt~C:;Jnisrno transitorio para evitar un perjuicio irreiiJediable. 

:i. Ahora bien: tenléndo~r~ rm c~ur.nt:i qm~ los admlnl!.r.radores de justicia 
forman parte de las aut.nl'lrlañ~s públi~a~. toda vt:?:c¡u~ ~stan llamados a ejer­
cer. con su.Joclon al nnkn juridi<:u, p~t<kr d~ mando o dt:t':lslón con fue17.a 
''ÍnCUJante para loS ~Uh(~TTt;ulnsl, ~S d.;JrCJ '}Uf': art1.{·: ellos puC:dt:TI rOrrnular~ 
petlcloncs. ~on 1~ obliga,:i,in r:o~hllh·~' de \ramitarhJs y respc)ntlt·:rlcts en los 
ter minos qu" la )"Y """"le, ""pena de "ulnerar la Carla Polílit:a, no obslmtiP. 
'1"" el" be distinguirse con claridad entre solicitudes de can\ctex estlictamen­
Lo. jnclir.ial, esto es. foTJlluladas al ime.r1or de los respectivos procesos, y las 
que al;nien r.on las limciones meramente administrativas a cargo de los _iue­
r.P.s, pues que las primeras se someten a la normatlvtdad procesal coiTespon­
rliente, al paso que respecto de las segundas son aplicables las normas de la 
acti,'idad de la admln1stlaclón publica: de: donde emerge que no puede alcgarsc 
quebranto del derecho de petición cuando dentro de ltn proceso cualquiera 
rlt: lns partes o los lntenilllentes presenta un.-.. solicitud y no se responde en 
los tém1inos del Código Contencioso .Administrativo, porque en ceas cirC;uns­
tandas, ante la posible actitud rnurusa para r~solv~r. el •kn:chu rnndarm:nb•l 
que puede invocar~~ afectado es d dd ckbidn pmc:<:><u, 11ut: rut c:l ck [K:tid(m, 
por lo cual. 

• ... el cvr.nt.ual .. jr.o:cicio de la acción de tutela ante la mora del juez en 
decidir ::~oUrt: ün dt~~.enninado a5nnl o a Rll consid<":Tación dentro del proceso 



ACCION DE TUTELA Núm<ro2494 

judtda l u~ñrtriil rm1damento -como ya lo ha expresado esta Corte- en que tal ! 
conllur1·,-,, en cuanto desronozca los tkrnrinos de ley y carezca de mnüvo pro-
harto y ra:ronable, UnpUca c:Wa.ci/>n io¡jt.ISt(licada. es decir, vulneración palma-
ria del debido proceso (articul" 29 C.P.) y obstaculo paro "' a<.<:e:so de la persona 
a la admmlstraclón de ju:;ticla (articulo 229 C.P.). El jue¡o se ubica entonces 
en la hipótesis oonlemplada por cl articulo 229lbídem: 'Los ténnmos procesa-
les se t)bservarán ccn dlllgcrtciu y su incumplimiento será !Oil.rtcic>natlo'."' 

4 . Sentado el anterior m<~rco de referencia, pasase"'' an~ li sis de la pi-e­
a~nl.e acción de tutcfa. a cuyo propósito es factiblt: <:(111~ldc:rar qu~ st bien el 
juzgado accionado bfonnó que re\1sarltk! los archivos correspondientes a los 
años \990 y 1991. n o se eu<:OIIlrú mdicada la petición que el acctonantedice 
haber elevado el 25 de ~tlorU de 1990 (fls. 4 y ss. c . de la Corte). de todas 
maneras lo cte1t1) e:.< que de la Iolocopl a autenticada aporl!lda con la deman­
da de amparo (0. 4 ·<:. J) r;e deduce que ciertamente~ memorial dlr!gl.do a! 
<.le~p<tcho en mención tiene un ~ello de recepción c.on 1:. nlmlicla fP.>Cha. de tal 
:;uerte que se plantea unu Iluda &obre ese preciso puntu; chul" que ha de 
resolverse en pro de la c;fecUY1dad de los derecho~ hmdam..ntnles. wbre todo 
Lcut(;ndose en cuenta que 1:~~ al\rmactones del petlclonnr11l nn '"''"" ri,,,,1,-- · 
tuaelaS por l'Uanto la oficina JUdiChll implicad" tampocO ruega rotundamenle 
la radiCaCión del escnto. s1nn r¡uc ~: limita a manlfestar que ·no se encontró". 
lo cual permite condu.ir que ciertamente la p<:U<:iún f'.Stá stn resolver. y ello a 
pesar eje ser mertdiapo que el actor. dado que mvnr.a su caUdad de Interesado 
en la morturia llP. Antonio Dlllhl.ngton. tlt-ne derecho a q\te se le Ulforme sobre 
el paradero del r:xpelliP.nt.e ~ntrl!'.gado el::! de junio de 1980 al abogado Jalme 
Duque Urrea para su protor..ol!Zaclón; pues solo de es<: Jeg:tjo puede obtener 
las coptM c.omplelas y aulentlcas del trabajo parlil.ivo y su aprobación para 
los One~ que persigue. · 

Consideraciones •1ue permiten deductr la hcccsldatl ti~ l:oncesión de la 
tutela con la onlen consecuente para que el juzgado act..ionado proceda a 
rcq uerir al pro lesio:lal en mención , o a sus repr esen l.ados nlU sucesores-. en 
arll~ de que infonnen en que notarin s.. protocolizó el ~diente del sludido 
:<UCP.wtio. con miras a que ese ho-.<>hn se.'\ conocido por el despacho j udicial y 
pueda ns( dar las Informaciones pertinentes a los lerceros con eventual In le­
~~ en elle>. todo de eonforoúdatl orm lo dispuesto por el inCISO segundo, nume­
ml7. nrt. 611 del C.P.C .. prcec:pl.tV!l qu est bien fue Introducida por larefonna 
del Decreto 2282 de 1989 y. por lo tanto, es posterior. de todas maneras debe 
npllcarse para este ca•o a cli':Cto$ de que al peticionario se le puctla dar ca­
balmente la Ulformación que re<¡ulere. pues solo asi 1>~ haceH n::sliolaJ h~ 
postulados consüt.udomales de primacía y efectlvtdad de los d<:n~(:ho,. >'UVt'-
rtores de la persona. · 

Es por esto O:dt;mo que la eventual negativa del juzgado para expe.lir m­
plas auténticas e Idóneas d r: la pacli<..ión. llru:ada en Wlél sttua.clón que en 

2 Idr.m. S.entr.nr.ll'l T·a311 óc 1~&. J'tU~l'i:..dil, eutn: o:.~IJ~. en la ~·424 dr:1 mtemo año. 



N1i!ll('J02494 GACETA nJDTCTAL O•' 

"·' 

prinr.ipio no le es atribtúble, no puede ser aceptada. puesto que va en contravía 
rle lo" l)rin(:ipios y valores constitucional sobre eStos aspectos. 

5. A><í puo.:sla,; la~ cosa.s, el fallo Impugnado debe revuc;u:se para en su 
lugar conceder el amparo peticionado. córi las ordenes adicionales para que 
se le remitan coplas d~ c"r*' fallo al peticionario y al ju,.gndo a~(:ionado para lo 
de "u cargo. 

V.DEOSIÓ:'ol 

Con b;,sP. .,n-lo expuesto, la Corte Suprema de Juslicta en Sala de. Casa­
Ción Civil y Agraria; administrando jnSitlcia en nombre de la Republt.ca y por 
autoridad de la ley, R=a el fallo de fecha y procedencia preanotadas, y en 
su lugar Dispone: 

l. Concedese la tutela solicitada por Gil Mulano frente al Juzgado 7, Civil 
del Ctrr.utto de Call. 

2. En (:onsecuencta, se ordena al despacho judicial en mención que den­
tro de las c:u.arenta y ocho 148) horas siguientes a la notificación de este fallo, 
inicie las gestiones necesarias -requerlmlentos bajo los apremios de ley- para 
efectos de que se conozca el paradero o lugar de protocolización del expedien­
te contentivo de la sucesión de Antonio Disht.ngton, conforme a lo dicho en 
parte motiva, de lo c.ual se Informara oportunamente al peticionario. Remítase!" 
copla de este fallo para lo de su cargo. 

Igualmente remil.no;e al acctonante copla del presente fallo. 

Notlfiquesc tclegraticamenle, o J>'Or el medio más eficaz. lo aqtú resuelto a 
los interesados. · ' 

Oporttmamente enviese ·la ad.uación a la Corte Constituctonal para la 
eventual revisitin. · 

Jorye Santos BaUeste(os, Nil:olás Bc•chara Simancas (en permiso}. Jorge 
Antonio Castillo Ruge/es, Cwú>S ~l.,brmJammilloSchloss, Pedro Ll:ifont Ptanetra. 
José Joenumdo Ramirez. GéiiTll,z, R(ifad Romero Sícm1. 



ICI:E:JBIDC ll'iitOCIESO CMIL: Vulnera el derecho el _juez que en proceso de dedn­
raclón de bien mostrenco de titulas valores de contenido crediticio ordena a la 
entidad demandada pa~ar al lCBF d capitaltnás Jos intereses capitalizados. 
Al proferir la condena se dejó a la entidad bancaria sin po:;ibilidad de oponer 
todas las excepciones que a bien tuviera y no sólo aquellas p"nnil.idas .:uan­
do el título ejecutivo es una sentencia (artículo 509 dd Cúdil;(<> do: Procedi­
miento Ci•il]. 

Co1te Suprema de Justlcla ·Sala de Casación Civil y Agraria· San tale de 
Bogotá D. C., velme (20) de agosto ele mil novecientos noventa y ocho ( 1 998). 

M¡¡gi,;t.radu Pum:nl.e: Dr. Jorge Suntos BuUe:;II:'•'Ó:; 

Rd'.: Expodic:nl.e No. 5228 . 
Se tesuelve sobte la Impugnación fonnuk-.da contra la sentencia de la 

Sala Civil dd Tribunal Supc•·ior del DistJ'Ito Judicial de Santafé de Bogotá, 
p.-ofcrida el 1 O de julio de 1998. que concedió la tutela promo\1da por 
Bancólomb!a. con la coadyuvancla del Mlnlsterto de .Hacienda y Cli:dilo Públi­
co y del Fondo de Garantías de Inatltuclones Financieras, c.onlra la Sal<\ Civil 
(k ~""Tribunal, conformada por los Magistrados Carlos Julio Moya Cobnena­
res, H\Jmhertn Niñn Orr. .. gr• y Mllrift Tc:rcsa Plazas Alvarado. 

A~IECEDE,TES 

l. En eacrlto dirigido ·al Tribunal antes mem:io;nadu, el accionante 
Bancolombia, con la coaclvuvancla de la Nación-Minisl.erio de Hacienda v · 
Crédito PUbUco y el Fondo de Garantias de Instituciones F;mmcieras-Fogafiñ­
• rcpn:scntada9las tres personas jurídicas por un mismo <>podemdo, inl.erpo­
nc acción de tutelE< contra la Sala de Decisión Civil del Trihun"J Superior d~ 
Santafe de Do¡¡otá, confonnada por Jos Magistrados Cario" ,Julio Moya Colmc­
nltre", 1 Iumberto Alfonso Nl.i\.o Onega y Mruia Teresa f'la?.:"S Aivarado. Consi­
dera el aoxionanlc qm: con la sentencia del22 de abril de 1998 - p•'oferida en 
~cgumi" im;\am.:ia dcnt:J·o del proceso abre\1ado de declamtoJia de hir.n rnns­
trc!m:o inidadu pur t:l Instituto Colombiano de Bienestar Fruuilial' contra in­
detenninados, y tlnalmente contra Bancolombla, como sucesor proq:::;ai do.: 
Grancolombiana Corporación Financiera S.A .. GranfJrulllclera- se int:urrtó 
en vi"" dP. h...:hn. Kn t:sa scnt.cncla. el Tribunal accionado decJru·ó como bie· 
nes rnn:<~rrcroc.os varios titules valores de contenido crediticio (Bono:j dt Ga­
ranr.ia General y Certificados de Depósito a Termino) y ordenó al Dance de 
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. Colonohiot (ahora sucedido en sus derechos y nhligacioncs por Bancolombin · 

· ao:dommr..e) pa~arle al Instituto Colomb.k-u1o de Bi<:m:"lar Frunlllar L"l suma <k 
8788.928.330.33 por <;apila!, (:on inlcn:o;cs capitalizados dc,.de 1981. más 
costas. condena que segun el actionan Le exc(:tk hay los 820.000.000.000.oo. 
' 2. Considera el acclonante que la v-ulnera(:iím de sus derechos fund"­

m~ntal~.~- entre ellos· el derecho al debido proc<:so. se patentizó al eslimar la 
S>lll'l >H~<~ionada c1uc. los lilulos mencionados Lienen la calldMl rle bienes mo,;­
trenc.os, sin imporlar quP. l.enhm dneno conoctdo. mi~;mo que .:nmp;,rr.c.tf• al 
proceso, se opuso y señaló que lo:s babia redimido. · 

3. Lqs hechos. "ftrm,.<:iones y h:md:.1mcn~os ele la prP.<f'niP. m:i:ión fk tute­
la, presenladm; por el pel.i<:ionario, pueden resumirse dP. In si¡,,'uicntc manera: 

a. En primer lugar resalta que tanto L<J Naci6n-Minlsterlo de Hacienda y 
Crcdito Publico c.omo el f··ondo de Garantía,; tle lnsr.ltuciones Financieras ti e· 
nenl.nteré~ legitimo en las resultas de la m:t:ii>n de tutela" Instaurada, por lo 
que tales entidades n<;llhn1 en ::;u eundie:ión de coadyuvante$;, en ejercicio u~ 
la facullnd prevtsl.a en el indso 2" del nrticulo 13 del Decreto 2591 de 1991. 
Jnl P.rt.» 'l"" deviene. respecto del Fondo, por· su conilidón de garante de 
B"nt:olomhia. y respecto de la Nación, por cuanto los n":ursos de ese Fondo 
S(~ ennfCJnnan eun aportes d~l presupuesto nacional. 

b. Relata el peticionmio el t.rí•milt: dd proocso abreviado dentro del cual se 
dictó la providencia con la que es lima qu<: s" vulm~raronlos derechos íi.mda 
mentales de Dancolombia. proceso que inició el Ins1.U.uto Colombl~lo de B1en 
.:sla•· Fautiliat a efectos de <1ue se dedanu:an mostrcru:os varios titulos valo1-es 
tlt: t:unlt:nido c::tedltlclo {Bonos de GarauthrGeneral y Ct:rl.i!\t:ados de Depósito 
a Tenniucij t¡ uc afirmó carec.ian de dueño y que se (:m:onl.raban depositados 
en Grar1fln.anc!em, enr.ldad absorbida por el Banco de Colombia, hoy 
Banc.o!omJJia. 

c .. En diligencia de secuestro a los mencionadoo; U\ u los. efectuada dentro 
del referido p.-ocesoy con oposición de Grar¡/lnancieru.. S<t. n'solvlo: ··abstener­
se de declarar legalmente embargados y sec:~• .. slr;,cins los hl~nc.s antes de­
nunciados hacie!ldole saber al tenedor oposilor q••" ·,l.,h..:r:i reglrsr. c:onforme 
lo dispuesto en el articulo 4::!9 de nuestro esta tu lo pnw·.,.;;, 1 .:nmpm-.x~icndo 
ante cl_juzgado 3 cl•'il del circuitn p.-"1,..., In de"" .:argo·•. 

d. ¡::¡ petit:innario destaca dos hechos que afirma fueron desconocidos por 
el llibunal: la prueb<> de 1» existt~n~Ja y representación de CometcialNe.gocios 
Santa Inés Ltda. y Cía. S. en. C. y <'l.p»g< >d., los l:il.ulns po.r Crim.financlem a esa 
sociedad en 1987, sin que esl.o" e~l.u,ieran fflllhargados o secuestrados, por 
lo que bien pagados. no habin nad01 que pudiese dedararsc mostrenco. 

· e, A contiimaclón cita apartes de la sentencia de primera insl an(:ia pmfe­
rírla por el Juz~ado 3<· Cl"1.1l del ~i.rcuito de Sanlale de Bogotá el 24 rle febrP.m 
de: HJ!l'l. denegatoria de las suplicas de.la dem<lllda por cunnto los l·.ít.u lo• 
tenían dueño aparente ~' conoMrlo. y en la que d peticionario de~ taca Ja afir­
mación del ju>.:garlo a Um:nl.e 11 que en el proceso de declaración de bienes . . 
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mostrencos no hay lugar a discutir situaciones dlslínla:J a las expresamente. 
señalwdas"en el artic ulo 706 del~ Civil, l.!lle<:~ oomo simulacioneS u otros 
aspectos. · 

f. Seguidamente se refiere a la sentencia del Tribwlal accion .. tlo, en la 
que fueron declarados mostrenca .. los ·títulos ¡·efendos y se on:lcuo ,¡ Ban~v 
acdo:nante su pago con lnt<':rc~i:! capitalizados desde 198 1. 1>11m dedicar el 
resto de su demanda a la explicación d~ c:ómo fueron violados los sigutenres 
derechos· fundaru.,nlales de Banr.olnnrhia. al incurrir el ' l'rtbunal en vias d~ 
h~cbo. ··en defectos sustantivos. flir.l irxr!S, orgaruc.os y proced!mentalcs": a una 
Justtcta pautada y reglada (articnlos 121. :2-~ y 230 de la C .P.), al debido 
prnceso, nl derecho a la igualdatl ante la ley, a la prelación del derecho sus­
tancial. a n.o 1nfertr injllria al pati1monio obtenido legalmente (articulo 58 ib). 

1i:1 defecto suslanctal que le atribuye ~1 Tribunal lo hace consistir en que 
esu. con.~ideró como bienes muebles, suscepUbl~s de ser declarados mootren­
cos, unos créditos !Ju~oTporales. 

1!:1 def~cto fácUco lo conc::rel.n en desconocer el Tribunal que esos títulos 
te rúan dum\o conocido y que ""e rlu~ño se notificó. se opu:t<> y lo" coh•·ó, amén 
de lnapl1car el artículo 624 del Código de Comercio, que ordena la cxhibitión 
de los lltulos para que se ejercite el derecho consignado en ~Jlos, pues tales 
titulc>S, en sus orlglnale.~, O{> esuln en el expediente, ctrcun~tnncla que refleja 
-alia.de el petlcionario- que lo que el Tribunal declacú mostrenco es el crédito 
o d~n:cho inmatedal y no c:l bien lDl\eble o papel. De alli infiere que a 
Banml!ombia se le conc:ulcó el derecho ronstttuc.lon~l •1'-' <lclt:nsa y contradlc.­
dón en la medida en que ¡., ~cnt.eucta ordenó l.r.regula.nm:nf<; el pa~o de esos 
titulo:o s in que el accionado vudiese opouer excepcione~ cwnbiarias (enu·e 
ellas las de prc:;,cripüón y p¡\\!Ol. 

Un ptimer defecto ur!(á11 i<:o y procedimental lo ubica d u<:cionante en el 
heo:bo de que el1'rlbunal haya ·~carbado" la slmple- apa rlr.t'll~la ·'lue es lo 
único que ex1ge el artlculo 706 del Código Civ11· para arlcnt.r<~r$e en la averi· 
guactón del du~.ñn r..-<11 de los titülos, con lo cual. Sin competencia. falló una 
simulación. Y uno seg\mdo esti1ba. para cl at:ciofl<lnte, en haberse dictado 
sentencia de r.ond"n" propia de un ejecutiVo ~n u n proceso declaratlvo. 

r~>mo argumento subsidiarlo de lo-s anteriores, remata el peticionario con 
In que dt:nomina "defecto susl.unUvQ, orgá1úco y prooed.lmcnt.al", circ-unscrito 
a 1¡¡ orden de cap1ta112adún improcedente, por no estar pw:l.udn, y al pago de 
luteT.,se$ ya cancelados, :;egún $<:! aprecia al respaldo de lu~ titulo". 

4. Aportada la copia del e.-cpedtente contentivo del proceso abreviado de 
declaroción de bien mostrenco de cuya sMtenda de segunda instancia trata 
esta tutela, allí se aprecian algunos eleme.nlos que. para la resolución y <'-><pli· 
roción cabal del asWlto, mcnxot:n rk.s tacarse: 

,\ . En la deman da tnooatorl~¡ del proceso se Indicó que los bienes 
pretensamente mostrenco~ eran "unos bienes mueble~ que sr. encuentran 
depositados, -en custodia, en la Grancolomblana Corporac.:i6n F:inantiera S. A. 
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-Granfinanc!era·, los cuales figuran " mnubte de la sociedad "Como:n:ial Ne­
gociOs Santa Inés Ltda Cía S. ·en C." s.ln que realmente tengan acluabnt:nte 
dueño, y que por lo tanto pertenecen al Instituto Colombiano de Bienestar 
l•'amlliar, • (follo 13, resaltado de la Corte). 

b. Dentro del proceso, que por reparto correspondiú al Juzgado 3° CM! del 
Cin:ui\o de Santaf(: dt: Bogotá, se doc.-ctó el embargo sobre los bienes materia 
del asunto, y a tal !In se comisionó al ln9pcctor Tercero A Dlstrttal de Polic:ia 
(folio 211. funcionario que, en desarrollo de la comisión confertda. se trasladó 
el22 de dlclembre·de 1986.al.as oficinas de Grnnfmancicra en esta capital, y 
allí el apodemdo de la coruparoía mt:ndonada se opuso al secue,.tro, por <.:uauto, 
:«:gúro su alc~o:iún, no eran mosttencos los bienes objeto de 1& medida, pues 
!le acuerdo con el articulo 706 del Código Civil par.i ded¡mor uoustr·eno::o un 
bien se extge. entre otros requisitos, que se encm:ntn: sin ducüo aparente o 
conocido, lo que no sucede en el presente t:aso puc::~ lus tilulos pe1tenecen a 
un dueño conocido que es la sociedad Comerc.:ial N~:goclos Santa lnes y Cia 
Ltda S. en C. Alegó además, siempre a tonn ,,,¡,la norma mencionada. que los 
hiP.n~~ preten~an1ente mostrenco~ deben estar en estc'ldO de abandono. Sltua­
~lon CJllt: tampor.o se presenta. porque los títulos y bonos se t~ncucntran en 
r.rantlnandera a titulo de custodia. En consideración a la anterior situación, 
eomo arriba se mencionó, el Inspector admitió la oposidton. por lo r1ur. no se 
rnatcrlail2ó el seeucstro, pero advirtió aJ opositor que dP. '"'""rdn c:im lo ~e ita­
lado por el articulo 4:i9 ele! Código de l:'rocedimienlo Civil (hoy 4221 dehia 
presentarse al proceso. 

c. El2 de d1c1embre de 1987 se notificó el auto <1dmisurlo de la demanda al 
curador ad·l!temde las personas indeterminadas (folio l.Sl), qui<:n tlcntro·dcl 

. tennino le¡(al contestó la demanda e Interpuso excepciones previas y rlc méri­
to. Dentro de las p.rlmeras propuso la que dc.-.nominó "no comprender la de­
tua.tda a todas las pel'sonas que constituyen el litisconsorcio necesarto", 
porotut: '"'su '"'Lo:ndcl', en la diligencia de secue~>tro, Granfinanciera pre~n­
tó oposición en nombre de Comercial de Negocios Santa Inés L~da. S .. en C .. 
dt~ quien manifesró era la dueña de los titules. además de que figuran é::!Los 
expedidos a nombl'e de esa sociedad. por lo que a ella debía lmcén;cle compa · 
recer al proceso (folios 808. !!~) .. 

d. El 23 de mayo de 1988 el Ju:r.gar.lo Tercero Civü del Circuito de llogota. 
al declarar probada la excepción previa de l'all.a de int~gración del oontradlc­
torto, o1denó la citación al pror.eso de la sociedad Comcrclal Negocios Santa 
Iné6Uda, y Cía S. en C., Ublios 812·814), auto que fue recurrido y apelado en 
subsidio por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y que ret~biu la 
confirmación del Tribunal Superior del Disl.til.o Judicial de Santafé de Bogotá 
medi<lllte providencia del 18 rle didembrc de 1990 (folioa 868- 871). 

· e. Mientras todo esto sucedía en el proc.:~o. o:! rcpn:"<:nt.anlc legal de Co­
mercial Negocios Sant<dn<:s Ltda, y Cía S. en C .. mt:diante oficio del 18 de 
dicil:mhn: tic 1987 tliHgido al Pr(:~:~idt:nte de Gt'aJlcolombiana C01·potación Fi· 
mtm:it:r-<1 ([oli<J:s 204 a 206), :;ulit:i16 a esa cotporao::iónla redención y el consi· 
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guiente pago de capital e intereses de los ¡itulos objctn de: <::jl(: proceso. Y así. ¡: 
el Director del Depart;•menl:o de Fiduciaria de Gr-<onfinanciera comtmicó al 
repreSf!nlanle legal de Comerclal·N~gociu::< Santa Inés Llda y Cía S. en C. que 
ha procedido a cancelar los titulas y que los dineros representativos qu(:dan 
a disposición de la soci.:d"d anotada (tollo 207). 

· f. El 29 de diciembre d., 1987 el represenlante legal de la sociedad Comer­
da] Negocios Santa lnb< Llda. y Cía S. en C .• mediante _oficio obran te a folios 
212 y 213, y previa atlverlencla de que sep:uia las UlstnlCCiones tle lus socios 
de la compañia que representa ha, irtstruyó.<ll Presiden le de la Grancolomblana 
Corporación 1'\nanclcra, sobre el destino que debia darsek a los r~r.ursos 
provenientes de lo~ ti tul os, ya redimidos segün se dijo. r.xp~dldos a nomhn: (Jt< 

la sociedad, paca !u cual el Presidente de r.sa f!C)rpomc~km, o.n la mi:<.m<> fecha. 
$<.>licitó al Depa~iamento de Flduc~iariu ~eguir las instrucciones recibidas del 
GP.Tente de Comercial Negocios. Sanl.a Inés Llda. y Cía S. en C., entre otras la 
=n.-t·it·ución de otros CDTS. d pago de algunas obligaciones y el depósito de 
un n~m;¡n~n 1 e ~ disposición clC la sot:kdad n1encionarla, hasta nuevo aviso 
lfolios 211 a 21"3); Ordenes al parec.er c.umplidas, según se aprer.i;¡ (l"nlios 217 
>l 225 del t-.xpedienlel en las fotocopias; de Jos ccrLilicados de depósito expedi­
dos, >~Si c:omn en los diferentes comprobant.r.s de o:onlabilidad de 
Gran fln~lrH~i~nl. 

)l. A folias 22fi y 227 obra la comunicación del ~m de o:liciembre de 1987. 
dirigida al Superinl·endeme Bancario por los Presidentes de( Bmu;p de "Co· 
lornhi<~ y GranHnanciera, en la <¡ue e.-..:pllcan al ente de .vigihm(:ia, sobre los 
at:onl<,cimien Los ocurridos en relación con el te1na de C:umercial Negocios 
Sant.!lnés; en el mencionado oficio. se Indica que d 2~ de didembro. dE' 1986, 
con es<:ril.uTa pública 5652 de la Notarja 18, el Banco de Colombia de ;¡cuerdo 
con el esquema de dacioncs en pago previstas entre l"s compañías del dellO­
minado Grupo Grancolombiano, redbió 990 cuelas sociales de la compañia 
Comercial Negocios S>ml;, Inés Uda. y Cía S. en C .. constituyendose asi en 
socio mayor_ltario, y <¡u e en · virlnd de esta nueva situación aollcltó a 
Granflnanelcra la retlend(m de los títlllos, lo que sucedió. con conocimiento 
dd Fondu dt• Gamn t.í:>s de Instituciones l'lnancieras y del Jefe de VIsita de la 
Superin l.ennencia, a la sazón revl.sor de las operaciones de Santa lncs en 
GranAnonr:it!m,. · 

Todas estas comul)lcaclones. repusan c:n d expediente del proceso abre­
viado, aportrtdas peor el apoderado de Cranl'inancicra., con ocasión de su peti­
ción de tennlnadón del proceso. 

h. El 6 de marzo de 1986 el Superintendente 13an~arlo en oflr.lr> 12854 
tlirigi<ll> al Oircclor General dellnstiluto Colombiano de Bienestar Familiar. le 
informó lJUt: no obslanlc la confidencialidad de la Investigación adelantada 
contra la Corporación Granftna~tclera. por trat.a1·se rk un asumo de~ (!Ompe­
tenda del Instituto, relativo a la solicitud de dcclara(!ión c'Otno bienes mos-
1 n:neos tlt: algunos valores que fJgUran a nombre de Comercial Negocios Santa 
lní!s y Cía Ucl", S. «n C .. lo iluslraba ISObre algunos aspectos relevantes en 



Número2494 GACETA JUDICIAL 

ton1o a las operaciones reaJI.zétdas por Santa Inés con Granfinano::iel'a 1'e.Bpec·· 
lo de los dineros representados en titulo& Cfolio 373 a 392). 

En su commúcaclón el Superintendente seillila qw.: C:omt:I'Cial Negocios 
Santlil Inés Lt.da. y Cia S. en. C., '~"una sociedad con aporles de Ncguf:ios 
S<tnla Inés Llda. en un 99%y Fábrica Nadon"l 111: PlnturasShern1n Wllliams 
de Colombia S.l\., en un J %, y a su ve-z Nego•·.in!'. Santa lnf.s Lt.da. tiene una 
composición accionaria dlstl1buida entm !l!l% de Comen:i>~l (JC N~gnclos Santa 
lm.,s L!da y Cia S . .,,.. C., y en 2% li~< F•~hri1~a Nacional de Pinturas Sherwin 
Williams de> Colombia S.A .. por lo que al ser ¡,. Fabrica Nacional de .l:'imuraF.> 
Sherw!n W1ll!ams de Colombia S.A .. propiedad rle Granlinanclcra. "es esta 
última entidad la titular del c;~pital social rle la <:mprcsa que aparece como 
U tu lar cie los va lon~$0 ~ohre los l;nalt~s se ocupa la Superintendenci.t1. en e~L~ 
escril.o". M:ó¡¡ >Jdelan\.P. el Superinl.emkntc transcribe apartes de la comuni · 
ca€ión suscrtla por el Presiden!" de Gr:anflnanclera, a fm de dar darid"rl 
<$Obre .,1 po:;ible migen d" Jus valores cuestionados y la real titularidad rl~ los 
rt•ifiRlOfi, y porn el efecto itJtlíc:.t; 

" ... El rooprc.cntantc le!(aJ ele Santa Ines ha manifestado que eso.: depósi­
tos no son dt! Santa Inés. lo eual l~S rca.ltncntc cierto ... 

"Como es de conocuniento de las directivas rl~l GnJpo Grancutumblano y 
. del llaneo de Colombia, hav un convenio s\lsc:rit.o '"'" don Manuel tsidro. 
convenio que fundamentalrÍiente, y para lo que ahora JLOS interesa, COllS!Stia 
en lo siguiente: don Manuellsldro debía entregar a la Corpc>rilciún F'i1J•lndt~ra 
haSI.:l d 70% del apurlc que la Corporación nnanciera tenía que hacer en 
Papdcul. Ese 70% 1:ra apmximadamcntc 17 m1llones ele dólares. 

-m Grupo. se comprometia. a venderle o traspasarle a Mnnuel lsidm, a 
cambio de esos 17 millones de dólares bienes l1mlUebles de los que recibieron 
.:n Mclidlil' d{: le;:; "ni imJucñus, ("andn a dios se les traspasaron las acclo 
n"~ 1k ¡,. Nadom•l 1k Chocolatt:!'t y de Galletas Nocl, bienes Inmuebles que 
están ficir:komit.idu.s al Barwo de Colml'lhia . .. 

"Santa Inés era una compañía LOO% de Gnmllnam:i.:nt, a trd\'CS de 
Sherwln Wllltans ·y se. resolvió por parte de la'> directivas rlcl Gmpu 
Grancolomblano c¡ue esos dineros l'eclbldos de Mánuel Isidro cnlramn a San-­
ta lnel!. y. Santa fnes a I!.U ttuno constituyera lo.s depósitos en GranJlnancicra. 
Santa lnes cruzaría es~ activo con w1 pasivo a favor de Man\ld TsidTo ... " · 

E$ \aS eomunkaciont:!; fm:ron aporl.adas por d Din:d.nr dd Instituto Co­
lombiano de Bienestru· Familiar, con ocasión del infom1c que rindió"' jm:garlo 
de conocimiento. 

i. Los peritos !lt:signatius para la reviSión de fos libros y cloctUuentos de 
contabilidad de las sociedades Gra.ncolomhlana Corporación Flnanciera S.A., 
y Comercial Negocios Santa Inés y Cía Ltda. S. en C., manifestaron que revi· 
sados lo:; libros y documentos de contablltdad de Grrulfiminclem. se puede 
deternúnar que el ·23 de ocLubre y d 14 t!e noviembre de 1986, fechas de 
pn::·n:n~.at:ión y adrni~iúu tk lri th:rnéinda Sl: titu.;url Lr<-tban n.~J,!i~l.nuJo~ lo:;: bo-
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nos y depósitos malo~ria del proceso, los que fueron cancelados el 18 de di­
<:icmbre de 1987; de la núsma forma señalan <Jur. re-io:>ado el Libro Mayor y 
Balances de Sociedad Comercial Negocios Santa Inés_ rad1cado en la Cá.maJa 
de Comerc1o, se obs.:r·v" que en w operaciones correspondientes al periodo 
de diciembre de 1974 a noviembre de 1987, no se encuentran contabilizados 
Jo bonos y CDTS rmrlcria del proceso, pero que postertonnente en las opera­
clones del mes de diciembre de 19Rn, s~ c:"'rgan $707.837.824.oo como "uen­
las por cobrar, $78K 724.030.no como inversiones temporales, con abono a 
1ngresos por $32.9.145.588 y superavtt-amnlstia $1 .167.41!1.844, suma$ que 
corresponden a los bonos y CDTS de Grancolomblana Corporación Financie­
ra, acogiéndose la soc1edad a la amnis:tia r':Unt.emplarfa por la Ley 75 de 1986 
(folios 697- 712). 

j. Inconfonne con el fallo de primera instand1.. que como se dijo fue dene­
~t.orio de sus pretensiones, el Inst.il.ulo Colombiano de Bienestar J:o'amlllar 
interpuso recw·so de apelación, cun fundarnenlo en que antes de la Inicia­
ción del proceso ofició a Granflrranr:iera par>t wlicilill' información sobre la 
propiedad de Jos bienes sin rec1btr respuesta de la Corporación, lo que cons­
tiluyc indicio en su contra. Alegó además que del a<:ervo probatorio re<"Ogido 
dentro dcl Lrámile del proceso, se desprende que Comercial K;;gucio,; Santa 
lnes Ltda. y Cla S. en C .• no era la dueña aparente o conocida de los btenes 
dejados en custodia. y que su nombre fue utiliZado de manera fraudulenta. 
para realizar operaetoncs que realmente {;<ll'eCÍan de dueño, y que el hecho 
que los Certificados o Bonos se cxptrll~!<~n A nornhre de una persona natural 
o juridica, no slgn1flea que ~sta s~ll Jet """l"deru propietaria, porque dicha 
presunción puede ser desvlrtltada, en lo que consiste el aspecto fundamental 
del litigio (follas 5 - :lb'}. 

k. El Tribunal Superior de Sa.ntafe de Dogota, r::n "cnkncia dcl22 de abril 
de 1998, revocó la sentencia del Juzgado Ten::r:ro Civil del Circuilo, y en su 
lugar profb1ó las dec1s1ones referidas eil r:1 nurncr1tl primero de eslos antece­
dentes. Para tomar esa decisión ciTribunai expresó que para declarar mos· 
trenca un b1en. el art.lculo 706 del Código Civil exige que sea un bien mueble, 
y que el articulo 251 del Código de Procedimiento Civil precisa que son docu­
mentos lo.~ escntos ... y en genero! todo objeto mueble que tenga can\cta· re­
presentativo o d~larati\'o, cnn In que se cumple la primera c.ondic.ión 
establecida, pu~s a:~\ mUa lo:< bono~ y CTlTS. por su l'ondición de docwnento, 
a un bien tnueble. En relación con la segunda condición. o sea que no tengan 
dueño aparente o eonoddn, el r.u:l-quem enfatizó en la necesidad de ponderar 
el ha2 probatorio animado a la ril.ualidad con el propósito de determlnar si 
existe, en relación r.:on lm¡ biene~ redamados, dueño aparente o conocido, y 
asi partir> dd supuesto se¡,rún elt--ual quien flgUra como titular del derecho 
puede no serlo. Procedió seguidamente a realizar un nuevo anállsts probato­
l"io ya que el Juzgado Tercero Civil del Clrcu1to. en su entender, dejó de lado 
algunns pruebas, como la lnspecc1ón judicial, Jos dlctarocnca de los peritos. 
la" manifcs1.,cioncs de los r<'J'rcsc:nlantes legales de la demandada acerca 
del dcsconncimi<:nl.o de la existencia de los dineros, y el infornte del Presiden-
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l.t: de Granllo1anclera tl'an9eo·Jt.o poi' el Superintendente Bancario. pruebas 
·éstas que lo llevaron al convcncirnienlo de que· Comercial NegociO>! San la 
Iné.s y Cía Llda. S. en C .. no e.s dueñc"l aparenre de lo~ bienes denunciados 
como mostrencos, porque en su criterio los dineros cm1 lo'l." cu.Rles se constitu­
yeron los bonos y certlftcados objeto del litigio, no salieron d.,J pat.rtmonlo rle 
aqut~lla, pOr JO que TIU St! le puede <:OU.Sider<IT como prople1:311a, y que, además 
al no poderse eslablecer dentro del proceso el verdadero dueño, los declara 
mostrencos y ordena al Banco de Colombia pagar las sumas r~.damao:las, con 
Intereses, a favor rlc:llnstltuto Colombiano de Bienestar Familiar. 

PfiRl'ICII'ACJON DELI:>~~TO Cow:,roL\1\0 DE BtE,t;.';TAJC F AMII.I.<II 

EllnsUI.utn Cnlnmhi:mu de·: Ri.,nc:star Familiar en memorial dirigido al'lb­
bunal se opnnr. a las su¡lll<:as del accionan te, al alegal' la Improcedencia de la 
. tutela. en razón a que Fogafln y el Ministerio de Hacienda y Crédito PUblico, 
por se.r ent.ldades de derecho püblico no pueden ser sujetos act.iVos d~ 1:'1 tut~­
la. PreCisa que el actor cuenta c.on ou·os mecanismos dl' dt>Jensa eomn el 
recurso exU·aordinario de revisión, o la alegación d" "xr.epcinnes. denlro d"l 
proceso ejecutivo. Además, arguye que la tutela no es una tercera instancia y 
que a la s"ntencia d"l'lbbunal se'Jc debe reconocer elcaracterde cosa. juzgada. 

cc."~Eno oE Lo\ PRocl•Rmun:A 

La Procuraduría Gr:nem! de la Nación en virtud de las facultades señala­
<i<ls "" d arl.í<:ulo 277 nurm.:ral 7 tle 1., Cnnslil.uo::ión Politlca, a través de un 
~~t~utt c:vt:n1.ual dt:si~neidu p.l::lra d eft:t~lu, (~unsidera pJ'ocedente la acción, en 
vMa de que la parle afedada no goza de oteo medio judicial (¡u e lt': permita la 
revi:>ión del fallo, pues se lrdta de un proceso abreViado, no su~ceptible del 
recurso de casación. Concluye el agente eventual, que de la rt~o1sión del pro­
ceso en sus dos instancias se puede deducir que es rlel ('asn ;,r.cP.der " la" 
suplicas de la demanda, porque el ad-quem en la sentencia impugn:orln "" 
P..xcedió en sus li.mciones. al resolver sobre as pedos ajenos al pmeeso abre­
viado de declaratoria de bien mostrenco, de naturaleza puramente declarati­
vo, porque condenó a. un tercero ajeno a la controversia y desconoció la 
titularidad de la persona jurídica propietaria de los bi.,nes, quien comp;;r.,r.ió 
al proceso y se opuso a la prosperidad de las suplic;;s rleprer.adns, lo que er;; 
suficienl.e para haber confirmado el !a.llo de ptimera instancia. 

El Trlbtmallnlcla au estudio y rc:visa el punto relatiVo ala presunta falta 
de legitlmaclón que como sujetos activos ostentan las personas de derecho 
públicQ, pru-a concluir que de acuerdo c.onlo señalado por la Corte Constitu­
cional, aquellas pueden ser tltula.rcs de derechos fundamentales y por tanto 
ser acclonantes o coadyuvantes, como en el presente caso. Aclarada esta 
circunstancia, reitera la Improcedencia de la acción de tutela contra pro\1· 
dcncta~ jurlicialf!$, a menos que se aprer:i~ de:! man~rn e";dente, que el juez 
con notoria desvia.ciún dt: los caucr.s lc:¡{ales dc;sbordc a bicrtamcnte los limi· 
tes objetlvós.lmpuestos por la Cnnslilución Polític:a y lal.A!y y "cuda en fonna 
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antojadiza alas vias de hecho. de suerte qut: su .:omportamiento pueda juz· 
garse como manlflcatamcntc arbitran{> o m.:n•mt:nlc subjetivo. Prosigue que 
cuando el juzgador a.:l.úa por .ti.tera de la competencia otorgada en el ordena­
miento juridico. y falla algún asunto contra.-Janclo el contenido de la ley sus· 
t.:mcial o desco)1oce los proceclinoienln:; • > ri\ ualida<lc;~ <:~t,hkciuos pura J1ml<:¡.t<.r 
d debido proceso, como '" "' uianUi::s !ación del derecho de los ciudatlanl!<$, 
entonces es susceplihlr. •k in"ot<m>e la aa:ión de tutela. 

Señala que si el comportami~nto del ju.,>. P.s aluoll:ldameni.P. rlr<fonnacln 
respecto del po~tulrorln de la nonnay se traduce en1a utilización de su poder 
para llnes no previstos en la Jegtslaclon, se configura por lo tanto el defecto 
su~:;lanlivo; o si la actuación es adelantada por u;, úrgano qu" no es su ti tu· 
lar, se esta ante un dcfccm orgúnico, o si se aplica ~derecho sin contar con 
el apoyo en los hechos se incurre .en un defecto fáctico y 1malmente, si la 
actuación se realir.a por l'uern del procedimiento establecido, se comete un 
yerro de pro.:edimient.o, sin que pueda esperar el.!uez que Incurra en,alguno 
de los mcneiumu.lu,., que "1 socaire de su independencia judicial, sus actos u 
omisiones permane2ea11 incolume,., 

En el análisi" dd caso concreto. señala el Tribunal que actua en \'Ía de 
Luida, que tanto por el <>.specto sustancial como poi' el pi'Ocedimental. de en­
trada se advierte t.¡ue de:: manera palmaria se h'lCUlT1ó en vía de hecho, pue~ ei 
debate .luridlco estaba liinitado a dar aplicaciún al articulo 706 del Código 
CiYil, como era declara1· bienes mostn,ncu• los !Junos y CD1'S pue,.t.us en t:us­
todia en Granflna.n<:leJ'a. pt'!l'u que IJi pn .. asuruo n,tn(;urrtatJ la~ eotu.lit;\out.~!:) 
necesarias pa.I'a la operauda de la unnua "'""'L.aneial porque dc.'$dt: el comien­
zo del proceso y dul'anl.e su dt:sarroll o y culrninación, sit:mpn; pt:nnat\et:ió 
pt.,;:sente la situac:iúu. al mcrm"' apar•.:nlc de exi::;Lir un ':!Ujel.O tlut:fto de lo:s 
titulos perseguidos. el que~ nguraba desdt~ la demanda. al indicarse que los 
depósitos se t~ncontraban en <.-u::.lodia en Grancolombiana Corporación Fi · 
nanciera, expedidos a nombre de. Comercial Negocios Santa Inés y Cía Ltda, 
S. tn C. Señala el Tribunal: 

• si ab lnltio surgia la propia tnanlfesta<'.íón del dt!man<i.ante, en el sentido 
de haber unos titules nomlnrot.lvos -h•~•~ho 2-, dados en custodia a una cntl· 
dad ftnaneicra, la q<¡E: ,en est" nolidad ln¡,.<tó impedir la t:onsumat:ión del ettt· 
bar¡¡ o y dcl secuestro sobre ellus, por lo que penmm«cieron rlenlro de la libre 
circulación. y si la P'""una juridica ben•flciari¡o, npor1 e de oponerne a las 
suplicas del eecrito dcmandatario. obtuvo el pago de los instrumentos, le re­
sultaba francamente Imposible al Tribunal dc~dararlos mostrr:ncos. tanto por 
asi indicarlo lógkamenl.e ew::; antecedentes, como por cuanto. al len"r del 
articulo ao5 in fine dt!l Cútlign de Pnoc .. dimienlo Civil, le era imperat.ivo l.ener 
<:n <:u<:nta, pOI' estar plenamente "legado y probado, un hecho demostrativo 
rlc: la exUnción del rlt:rccbo sustancial. 

"No resulta motivo alguno que juslillt¡ue d procede:.· de la Sala. la indaga­
ción que Infructuosamente bu;scó hacer acerca de quien era realmente tltu· 
lar de esos docun1enLos, puesto que en presencia de por lo menos tres aparentes 
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beneftclarfus, que por lo demás Jos ddtennlnó por sus nombres, súlonna inde­
bida comprensión de Jo que en una oc:asiún expuso la H. Con.e P.n lnrno a la 
actividad probatoria del .Juzgador lo pudo l:onduc:ir a hacer semejanles 
in fcn:nchls, l:mmdo la sola m"ncic)n de quién figuraba en d titulo. o cuando 
menos. de las restantes personas que cili) .:orno posibles tomadores de dil:hos 
instrumentos í:redlticlos, le hubiera bastado para abstenerse de fallar como 
lu hi:~.u.·• 

Por lo tanto. y apoyado ·en el razonamiento antcr.lor y en el hecho de que 
dentro del expedienl e exist."n otras evidencias que indican de ~ohm '1'"~ no~· 
cumple oon el requisito l,egal que no exi>;l.a duci~o aparente o c.c:mocicln, ,..,;,. la 
el Tribunal que no "" clehiemn dedara.r mostrencos los bien"" ol!j«l<> dd lil.i­
gio. 

Rcafl.rma el Tribunal su posición acero" de la existencia de la via de he­
cho. al indicar: "De11de Duego q¡ue e~~as eo:od!l!Ulll1ones !110 s.: <deiovirtw:lban 
·conlo5 otrce e;up11nee~toe cile facto dJ.e b. dletrulllld"· :por medio elle loil Clllllllea 
~e quem, dar a ellllten.dell' lj\Ue ollr816 pruebas demosdlrmlbaDl!. la IWüda die tl_..&o 
!llpS~retnte o eolllloc~do, puesto q¡ue velllÚ3lJ!IIl a121l' ablell'ltSIJ:IOellllte contrac!bleto­
n-3u; y eomo mo eGllabalfaeu!lu,dc el Trilbwnflll JPW&, ¡;¡u!llldo JPOr Do q¡ue equm­
vocadllli1dlell1lte ae De q¡uef!Ú. hace¡ ve1r ¡por íu:e""' da eatoa Hn-eamtl!!lltos, tr­
mfla llliil cte lo que estrnetura la ley ~•tanll!id. y proC!eaal como n1atem 
de debate en este ¡p~:ec.l!;o tema~ menos po&-D.a. adecn1braurae en cstmJPoo que 
·&n ezda eS!pede de ¡prneii!M:>& est&ln. velliadkre eomo .,q~. aeg'l31l'mJtJ.U!!1f.lde de 
b..eDa ll'e, Jl)UO clegamente lo ilrlzo. como q¡uñera q¡ue, a mli>8 cl;e 'iJJn,.elrOJit,- ¡,¡, 
carga de Da JPrT.telba, enraltmit6 lo CJ.U<' constituye lllr, me:ra deellwrmcl.óro 
¡previ&ta em los textos legRIJee, paza fhl.allunel!tte, tns wna serie elle compDe· 
jas disq:u~eiones, frente a. q'llñeiD ze¡petidlame:nte le Invocaba &e:r la bene­
ficñarir; de loe tiitwoa, eoo. ma:rcGtd31 to:¡..ad:e:a llego L=ta el extremo de 
dlo¡;&conoeerls. bBtja imapw:ia11 au:pueñeiones, :b~oumlonandlo !:md!llw;o em 
dlelbate tan amt]p~O y clU'iClll, etiu:r. nB>dQ pBtcitaeo em'l.re lcll expo11!to~e~~ espe­
cialhaclos e111 Da matellils .• stcercs. cte q¡wlélll ee el Jil>Oz~dor o tetne4ilo!J' legftl-
11110 odien tftu.llo ... " 

F:n Td>ICÍÚn <:nn c:J <:nb.ro do: lus bonOS<¡ JOS ClYtS, ObselVlt el Tribunal que 
aqudln,; clc:jamn di: c:xisl.ir parad mundojuridico, de5de el momento en que 
"e clcsc:arw•rnn, o sr.a a pari.ír el<: c:uando la re.k'\Ción obligacion€!1 que rcposa­
h¡¡ l:n c:llns · fm: sal.islix:ha, por lo que •·es u! taba omológtcrunente imposible 
dt:dararlus uro~tn~ru.:o~. y JlltllOS dal' la orden de pagar unas sumas cquiva­
\o.:n\l:,; de din\:ro: [)UcO:llo que; aolt:m:is oJo: destlgura1· Jo que se debe entender 
como bienes de esa especie, se prolin6 una st:nl.o:no::ia e..xtralia a estOB proce­
sos, como si se Lrátam de w> proceso cj\:l:ll l.ivu. - . 

Concluye el Juz!,!ador Con:slilul:ional que en la decisión del 22 de abt11 se 
desconoció gmvo.:Jt>cntc la ley susr.arl cial y la ~rantia procesal del debido 
procc:so, en ra?.órl a <itJ•~ el fallo moT.Lv" de la lmpug¡.iaclón no se apoyó en la 
hipótesis p~1sta en el Códlgo·CJVJI. y desatendió las fonnas propias de cada 
J u lelo. ya que se lncw"l1ó en una notorJa desviación de Jos cauces legales y en . 
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un yerro fugmnl.e en la valoración de In prueba. para tcnnlna.r imponiendo 
condenas ajenas a las que son materta de un juicio de es la cspcdc. Llega así 
a la decisión de tutelar los derechos de Bancolombia, con la coadyuvancia de 
la Naclón-Mhlistcrto de Hacienda y Crédlto Público y del Fondo de Garantias 
de Instituciones Financieras, con la orden a la Sala tutelada de restablece!' 
los derechos vulnerados y proferir, en un térnlino no mayor de 48 horas el 
fallo que corresponda, c01úonne a lo sei1alado en la parto: mot:iva de la provi­
dencia que lo ordena. 

. 1.\!:vtl'UOJ'oiACIO:'l 

El f:ill.o que conoo~de la t.ut.ela es impugnado por los Magistrados acciona­
dos, quienes preci•mn que su mernortal Uene por objeto destacar o resaltar la 
juridicidad de la decisión adoptada por ellos y dcrcndcrsc de las imputaciom:s 
que se les hacen, las que con~:~ideran injustas. alegres. desconocedoras de la 
labor interpretativa que se plasn1ó en el fallo revocado. Seii,-Liah los Maglstra· 
dos que el fallo de tutela presenta inconsistencias y afirmacione--s que en su 
entender rtñen c.on la verdad procesal. cnlrc lo5 que según ellos se encuen­
tra, el hecho de acoger lncuestionablciJ"'Cnl.c que los ti tolos y certificados cuen­
lan con un dueño conocido por estar anorulm: de üclCTTninaüa o;c.l<:i~;.'tlad, sin 
tener en cuenta que de las pruebas se deduce IJUO: a<¡u~l!a no e:; c::n rcalid~td 
la propietaria; o, la manüestaclón de no apllcat· ju•·isprudencla, cuando la 
relacionada por el.tuez de tutela no encua1.lraba en el caso materia de estu­
dio, sin olvidar que de at:uerdo con el artículo 230 de la Com;tituclon Politlca 
la j urlsprudeneia euruplt: con la fmalldad de servtr de crtterto auxiliar, slh 
que ello Implique qut: deba aplicar,;e ludas las veces. 

Precisan los accionados que no es cierto que "e hubiesen apm1.ado de la 
realidad proba torta, cuando en realidad el que realizó tal conduela fue el juez 
de tutela, qu" no luvo en cuenta todas las pruebas recogidas, P.llas examinó 
conjuntamente, concluyen que no se vulneró el derecho de defensa. porque el 
proceso se desmTOÜÓ de acuerdo con las estipulaciones legales, las partes 
concul"lieron al proceso a hacer valer sus derechos, se practicaron las pnte· 
bns pedidas, y se les escuchó en alegatos de conclusión. Por último repro­
chan enfáticamente los accionados Jos términos del f:ill.o de tutela porque en 
su sentir contiene afinuaclones desproporcionadas y mendaces', quc no con­
sultan la realidad probatoria: 

D~ntrn dc~lt·P.nninolegal, la T.lefensorta del l:'ueb1o por 1ntt'rmed1o de apo­
derado, >ll invoc;~r la lacultad conte1úda en el articulo 31 del Decreto 2591 de 
1991, impugna el fallo de tutela porque segun su crtterto, el caracter subsi­
diario del mecanismo no puede llevar a convertirlo en una tercera o cuarta 
insl.ancia de los procesos, además que dentro del mismo se surtieron y obser­
varon lodos Jos pasos que debían seguirse en un proceso de esta naturaleza. 
lo que en su entender aleja cualquier vulneración al debido proceso, y con­
cluye que no es factible al juez de tutela entrar a controvertir la lnterpreta,­
clón que de la norma hJzo el juez ordinario. 

El apoderdtJo cid Jn::~lilulu Colombiano de Bienestar Fam1llar presentó 
memortal. ante esta Corporación, en el que impugna el fallo de t.ut.cla. Jntctal-

-'¡ 
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mente aquél transcnbe sentencias tanto de esta Sala como de la Cone Con~­
utuclonal relativas a las vias de hecho. prosigue con un análisis de la juns­
prudencia acen::a de: la imposibilidad que un <.'ri:dito abandonado st".a declarado 
como bien mostrenco, para luego ensayar según sus palabras una nueva 
inleq>relaclón.del precepto distinta a la anlertor, relativa a bienes mostren­
cos. 

Realiza un examen respecto del ténnino dueño aparente o conocido seña­
lado en el articulo 706 df!l Clidigo Civil, para concluir que el articulo debe ser 
intf!rpretado teniendo en cuenta Jo sefialado por el inciso 1 • del arlkulo 422 
del Código de Procedimiento Civ11, sobre la persona que Hgun~"" el re~<is1.m de 
inslnlmenl.os como propietario defbier~, Jo que in di<:" que no obstante apare­
cer mencionado el dueño presunto, el proceso declnralivo se puede ini<:iar y 
·nevar 'ldelante. 

Re,1sa nuevamente las pruebas recaudadas y señala que el asun\.o se 
circunscribe a un enfrentamiento de dos interpreiaciones posibles del arti~u­
lo 70() del Código Civil, pero indica que quien tiene la responsabilidad le¡;¡"l y 
constitucional sobre el proceso es la Sala dt: Decisión, por lo que su criterio es 
el que debe prevalecer, a no ser <¡ue se <i<:mucslrc una ruayuscula equivoca­
ción en el pwtto de partida, lo .que no se biz.o por parte de la Sala de tutela.· 

Por último y en lo relativo al pago de los títulos y CDTS, afuma el 
illlpugnante, que quien dentro de w1 proceso de dedaratolia de bien mos· 
\renco disponga·de un bien que no fue secuestrado, debe responder en caso 
que en la sentencia se produzca la declaratoria de mostrenco, y concluye que 
la Sala Civil de l>ectsion, contempló las pruebas. comparó Jos distintos me­
dios, le dio credito a algunos. sin que se aprecie que lo haya hecho de manera 
caprichosa, Irracional o arbil.raria, porque renli•i• una interprel"diin de la 
nonna de carácter sistcmal.ico, pues la "rtic:ulú con otras nunnas de carácter 
legal. apartando po.r Jo tanto t:ualquier presunción de capricho o error grosero. 

Co:OOSID"-RIICIO:as 

l. 1.08 derechos fundamenlal<:s c:om<> princ:ipios, declaracionr.~. den:chos 
y ·garantías que presiden la aplicaciüo de Jos textos constituc:lonales, estan 
protegidos en la Constitución Politica por la acción de tutela, consag!'ada en 
el m1iculo 86 como un mecanismo exc:epclonal, 1·esldual, subt.ldiario, ptefe­
rente y sumario, que pennlte a toda pt:rsona sin mayC>n:s rt:tlui<;ilus de urtlcn 
formal. obtener la prot~cclón lnrncdiata de los dcn::chos constitucionales, si 
de acuerdo con las c1rcu nst.ancias del <:aso concreto, y, a falta de otro metlio 
legal, considera que lt': llan Sitlo vulmir'<tdos o amenazados por la acción u 
omisión de cualquier auloridad públic". r>, de un parti<:ular, pero sólo en los 
casos expresamente previstos pnr el legislador. 

Mediarlte el ptincipio <:onstitucional fundamental del debido proo;:eso, el 
Estado busca proteger al indMduo frenle a las actuaciones de las autorida­
des püblicas, y procura el respeto a las formas propias de c:ada juicio, las que 
rlcbcn obsen:arse en lodos Jos procedmtientos Judiciales o aclmlnlsl ral.ivn:,~, 
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siendo procedente su proteedón mediante este mecanismo excepcional, si se 
Incurre por parte d., los l1mcionarios conespondlcntcs c;n via~ de hecho, es 
deCir, en actuac:iones abusivas. voltmtario~ o Hrhil nu'ias y apartadab de la 
Ley. y que el a<:r.ionante, no cuente con oportunidades dentro del esceuarlo 
naturaL para la defensa de sus lntt~n:s.:s presuutamente conculcados. 

Por lo tanto si al .iÍ:ttertor del Jlrot:<O:;o <.:xisle Ull mecanismo que permita 
rcctilkar el error cometitlo pvr un juez. o slla decisión no representa una 
agresión brutal al onlcmunienlo. o si está pro\1sta <le Justltlcación jmidica. o 
si la valur><t:iém t¡ue hizo de ·las pn1ebas no rhk ;,hiP.rt·~lTn.en l.e <.:on 1<> lógica 
a¡)Ucable, Jo nallual es que la rlt~c.is;cin re$ulle invuhterable a la aedon de 
tutela. tal como arotü.,.:P. c:11ando el prommclamlento del scntcnc.ladnr obe­
dece a la apl\.'Ciadún de los elementos de julc.io u e• qm• dispon.e o a una ;nl.er­
pretaclón nomtaUva que no es opuesta a la rm<(m. 

En este orden d~ ilk:;1s, P.~ necesatio preciSar que lus jue':~s pan1 efecl.os 
de decidir. deben c.mnp,.rar la norma positiva con la realidad facUca pm<:o.sal, 
para deriv&· de. alli lot aplic"ar.ion ele la regla legal al caso particular mal.eria de 
controversia . .I!:Únecanisrno cx<:epcional de ia tutela solamente tiene cabida 
,;ti el juez. en lugaJ· de sujetaJ'se a los li ncaro\entos constitucionales y l~''llcs, 
do. m;mera <trbitraJ1a toma otros ea minos c¡ue lo conducen a lo que se ha dado 
en llama• vía" el" hecho, porque su actu~11:ión produce decisiones arbimnias, 
Sln qttc sea Sl.liid.,n le pretender SU prosperidad, unicantenl.e Con O:".l <if!,'ll­

ffiCfitO de t¡ue la prmidencia atacada soporta crrott:s dtl ;~pr!!dm:iím probato­
ria, puesto que en .,¡ caso que aquellos existan, este hccltu no la toma '"' 
actuación por fuera ele h1 ley, violatorta de loa dc.rcchue fundamentales. yn 
que la acc:ión de luleln no es wtmecanlsmo que pennil.a inkrf<:n:nt:ias inde­
bidas del fallador const1tuclonal en la órbita d<: a<.üón del juc;,: nnlurnl que 
mnoce del pro<:eso respectivo. para proferir n::;olucioncs paralelas a las que, 
por competencia, debe disponer c¡ulen, por rnandalo kgal, hcnc esa facultad. 
Y, de otra parte, tampoco sirve la tut.el.a pano ""cshonar la valoración mzona­
da que haya hecho dd aeervo probatorio o las diversas interpretaclone~ que 
la autoridad comp~u:nl.: k de.: a la lO:".y. 

Así m;,.mo, como lo ha manifestado csla Corporación, 

"la via de hecho pu,d:e esl.n•ctuHlrse en esa materia (Indebida aprecia­
ción probatoria) L'ltando el jue<~ omite la valoración total o parcial de los ele­
mentos de Cúllvicdón <Jll" incidan de'manera directa en SU decisión, profiriendo 
rcsoluclón sin l..ener\;ts en t:uenla, ya que en tal caso se presenta un deaequi­
llbrlo procesal que """""''ri"ment.e nfectru·a a alguna de la9 pa.-tee, colocán­
dola en estado de Indefensión re,. pecio de la deternúnación que adopte aquel, 
pues •~xi~l.icndo pnu:bas que bien podJia.tl ser esenciales para su causa. re­
"ultan ;.b~1omdas en el fallo judicial, reforzándose de Clml.ent.la posidún ck la 
t.:unl.rapar\c. F.:n ctrcunstancias tales c.omo, ha sostenido lajudsprutleru:i><, 
se presenta un graYe quebrantamiento de la imparcialitl>u.l tkl jut:z '1"'' 
cHst.orsion"·d fallo, el cual no proyecta un dictauo ue juslici" siuu IJU". pord 
<:ontr>~riula infring.:". (CuriA: Supremn de JusUda. Sala de Casactón y Agl·a­
ria. &:nu:nt:ia dd 31 de tmm:o de 1998). 
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Por otra parte, y en relación con los prcsunto9 defectos sustantivos. orga­
nicos y factteos de que se acusa 1" scnl..f:ncia mal.<:ria dcl amparo constitucio­
nal, conviene traer a colación Jo manifestado en sentenci¡o T-008 de 1998 de 
la Corte Cun:,¡lilucional: 

"La Corte ConsHtneional ha entendido' que la aceión de \utel:o nn proced.-, 
r:un\ra decisiones .iudlc!ales. salvo que se trate de una \1a de hecho 'que afec­
te derechos eOJ1stitucionales fnndamenlalo.s y si.,mpre que se cutnplan los 
restantes requisitos de proct~dibilidud de la <:itada acci(m. En este sentido, la 
tutela súlu habrá de proceder contra tma \1a de hed1o judicial si no existe 
ningún mecanismo ordinario de defensa, o ai este existe, a condición de que 
el amparo constitucional resulte necesario para evitar la consmnaclón de un 
perjuicio irremediable de caracter iusfunda.mental. 

• ... constituye via. de hecho judicial la t.lcci,ióut.¡ue se p•·oduce cotupleta­
mente al tnargen de las dlsposlct.ones que deftnen la competencia de Jos .Jue­
ces. No obstante, esa no es la imlca causal que 011¡¡tna una via de hecho. ta 
jurt:oprudenda de la Corte Constitucional ha sirio reiterativa al'lndlcar que. 
sl bien una via de hecho¡ud1rlallmpllca un dtft~l~to ::;up"rlal.h:o. ello no signi­
fica que sólo pueda orlglnars•~ cnmo cfcdu de un vieio lomml como el que 
menctona la sentencia b~¡o n~vislón. A esle ro.sp.,<:1n, l" C:nr1.e h" indi<':tdu 
que hay lugar a la lm.crpo,:;iM<'>n de l¡t mx:ir.m de tutela contra una decisión 

·judiCial cuando (JJ"la dt:dsiún impu¡.,''""l" sP. fund" "" un¡¡ norma ..,,.;dente­
mente Inaplicable (dct'cctu suslanüv¡>l; [.2) resul1a incuestionable que el Jue~. 
carece del apoyo prubat.orio que permita la aplicación del supuesto legal en el 
que se sustenta la dc:eisiún \rlP.It.cro fáctico): {3) el funcionario judicial que . 
profirió la de<:i,;ión carece, en torma absoluta, de competencia para hacerlo 
[dclecln orgtmicol:.y. {4) el Juez actuó completamente por fuera del procedi­
miento e•l.ablecido Id efecto procedimental). En criterio de la Corte "esta sus­
t:md" 1 r.arenctn de poder o de desviación del otorgado por la ley, como 
reveladore• de una mmúftesta descone.'dón entre kt voluntad del ord.:narnlt:nln 
y la cid 11mc:ionario Judicial, aparejará .su descallfkac:it)n eumu ac:r.u judkial". 
Revisadas las decislones.pettlnentes, parece claro que. implicita u expre,.a­
mcnk, .:ada vo: que esta C01pornclón confiere lUl amparo con~o'tltucwnal t:unlr<t 
una senl.c:n<:iajudiMal, lo hace fundada en uno de estos cuatro posibles de­
fectos.' 

Ahora bien. 'Para la Cortt~ "s dam gnP.: cu<1ndo un jue7. omite apreciar y 
evaluar pruebas que Inciden ck mar"'r.' delerminante en su decisión y pro" 
llere resoluclónjilcllcls l sin t.Cn~rl:ls o:n '"enta, incune en \1a de hecho y. por 
tanto. contra la providencia di<:tmh> procede la acción de tutela. 

Prosigue la Corte Constltuclonhl: "La v.ia de hecho cunsisl.e en e~e r.nso en 
la ruptura. dt:li!Jemcla del equilibrio p1·ocesal. haciendo que, contra ln dí,;­
pucato en la Conatilución y en los perti nemes ordenamientos legales, ltna de 
las pa1tes quede en absoluta l.ndefc.nsión frenl.e a las delemlinaciones que 
haya de adoptar el juez, e.n c.uanto, aun cxisl.ic:nrln pn1cbas a 5U favor que 
bien podrían resultar esenciales para su causa, son t:xr.luidas de antemano y 
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la decisión judicial l1os ib'Tlora, fortaleciendo tnjustifkadanocntc la posición 
contraria. Ello comp<orta una ruptura grave de la lmpar<:l:~lidad del juez y 
distorsiona el fallo, el cual - contra su misma cscnda -no plasma un dictado 
de justicia sino que, por el contrarío, la qu'ebrnnta•. (Sentencia SU-477 de 
1997, Corte Constitucional) 

Por lo tanto, no obstante-que~~ jll<~z p;ml valorar el material probatorio, 
cuenta con un poder c1tscr~lotml, este jamás puede ser arbltrarto, ya que el 
anáhsis que efectt.ie debe ser basado en crtterlos objetivos, racionales, serios 
y responsables_ sin incuiTir en valoraciún parcial, arbitraria e irracional de 
la prueba, o en Ignorar la misma. danpo por probados hechos que de 3rlali­
>.:arse la prueba en su conjunl.o, hubiesen conducido a una decisión diferen­
te_ 

2- Ahota bit:n, '-'''· d pre,;enle caso se ha cue~tionado la declsJ()n dd 'l'ribu­
nal accionado no S(llarncnle por presentarse una. Interpretación (lifen:nte de 
lc1. dei Tribunal en l.omo de lo que debe conslderal'Se como bien mo!<lr<~oc:n_ 
sino por no haber tenido en cuenta que bien el op05itor al secuestro de los 
tilulosy altera peticionarlo o ya la sociedad demandada, podían tener la r.all­
dad de dueño aparente o conoCido. a!<í r:omo poT rebasar los limites propios 
del proceso dedarat:110 de bit:n rnosl.renm pam ~ondenar al llaneo acclonante 
al pago "dt:ntm de los cmco dias slgukntc" a la cjecutorta • d., ¡,. ~"ntP.ncia. 
del equlval~nt.f: ec:on<.>mio..-c• pecuniario de los bienes declarados rnostrer><:os_ 
Se pres~nt.an ptrP.s, dt•~ secciones diferentes. la primera relativa a la dec:lara­
Clón misma d" lns l>i.enes como mostrencos y la segunda referida a la (:Onderm 
que lroe la sentencia. 

3. Para los efectos de esta tul.,lu '"' menester Tesaltar que en el proceso de 
declaración de bienes musl.n:ncos se presenta un primer aspecto sustancial, 
cual ea establec~r st en el caso somcljdo a análisis se cumplen los requl.sltos 
que cont.~mpla la ley para que se declare tul bien como mosu·eno::u, rt:<Juisil.os 
extraídos del artículo 706 del Código CMI, alusivos a que: ]v:; bit:rn;~ deben o;~ 
muebles. enconb:arse en el país y "sin dueiio aparente o o:om.t<:idu". 

Es claro para la Corte qu~ (:omu juez riP. r.ul.,la ·no puede, sin Te basar los 
linderos de la a~~tón, lnmlscult·.•f! "'" l.;¡s minur.:ia>; del asunto decidido por el 
TI1btmal acclonado con ocasión de la ""nlencia que puso fin al proceso decla­
mnvo de bien mostrenco. En ese. sentido la" "lur:ubracion"s en tomo de lo 
que debe entenderse por bien mueble y sí en esa concepción se comprenden 
los derechos crediticios Incorporados a titulos valores, quedan Y.anjadas en el 
proceso ru1smo, pues, se .roitera, en materia d~ inlerprelactón de las nomtas 
legales, esta facullad, inherenl.e ·, 1" ftmción del juez, no puede sen'lr de 
fwtd:mtento para impetrar unn n<:ción dP. tutela so pretexto de habel- tenido el 
sentenciador una "quivoc::od" herm.,néutica- Por esta vía se estaria. oonsa­
granrlo la lulcla como instancia ulterior o como recurso eJ..1:raordlnario para 
vcnt.ila:r nuevamente lo-'5 argumentos jurídicos ya considerados por el jue-..: 
competente, en desmedro do: la indc¡x:nrlcn~ia que debP. guiar las deci~lones 
del,juez salvo por su sometinúo::nlo al imperio de la lr.y_ 

¡: 
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Ahora bien. c.uando el·texto de una norma es claro y las probanzas arri­
madas a la causa demuestran la l"xtstencla o Inexistencia del supuesto fáctl­
c.o que c.ontlc.nc. e-sa nom1!'1 y, a pe«ar ele torio ~sto. el Tribunal procede de 
m>mera arbi\nuia bien dám\ole a la norma una int.eqlretaelón absurda o ya 
cercenando groseramente Jo que las pruebas acreditan, la tulela tient- cnmpo 
par-;, fte:!.mlr y g;lranUz"r el d"hidu prot:eso. Por eso, en punto del último requi· 
sito, em:uentra la Corle que el Tribunal a<.'(:ionado, contra 4 ev!dencta de lo 
que las pn1ebas demostraban; consideró que no habia dueño aparente o co­
nocido. 'i mas aún, con patente dt~snaturallzaclón del objeto del proceso de 
daral.ivo de bit:n mo:;lrcnco, en ve-,; tic:: •:onstatar si habia o no un dueño 
aparc:ntc -a.;;í no fuem real- su eslhcr/A> "e o:ncaminó a lograr acreditado 
t¡uc l¡¡ Sl><.:ictJ¡¡II Cumcn;ial Nc¡.¡ot:ios Santa Inés Li.da y Cia S. en C. no era en 
o::fed.u la iluo::iía n:al, .s.:gumlu aspecto -éste procedimental- que resultó 
vult tt:rarlo ¡Jor d Tribunal. En ulxas paJabras, aCl'edltada de manera palpable 
como estaba. sc~ún lut~go se verá. la existencia de un dueño aparente, no 
babia luga1· a la declal'aclón de bienes mostrencos. Pero además, lampo•:o 
habia lugar a investigar si ése que "ap<~recía" wrno dueño lo era en realid"'l. 
.pue• la! aspecm, fuera de ser propio de un proceso ordlnarto. no fue ni pedido 
por las partt:s Jil podla guiar la decisión del Tl'lhunal. corporacJón que por Jo 
dr:más st: .:slorzó r<n inv«SI'ii;(M si t:n t:ff!cto la rlieha sociedad dueña aparente 
h;Jbl.;t (t!nidn medit'.ls panl pf.1Seffl" el imporh·• !le Jns UhJiu~. t~unduyendo que 
In l~s m~fiins nn h~•hú1n ~n1 ratlo nunr.;l a 1 p~d rimnnio de. 1~ StlCif;dad. en clara 
~x1ra1iTnit;lc..'i(nl rl~ sus liJnr:iont'!~ c.:onJo 1~l11ador en un pr-ocesu abreviado de 
declaración de bienes mostrenoos. 

Dijn hmmrse el Tribunal en las·prilebas obranl.o.s en elplrmario, como los 
Tegi,;t.ro!=> r:ontables de SantiJ Jnés, donde la~> suma .. .., redamadas no aparecen 
relacion,.das, los testimonios de sus ex-gerenlc.-s, lo>1 t:uale!:' reportan no l.ener 
conocimiento'sobre la existencia de las sumns mencionadas, y la manifesla-

. ción escrtta del Presiden! e de Granftnanciera, según la cual los dineros con 
Jos que se constituyeron los bonos y-CDTS, no pertenecen a la sociedad Co· 

· mercial Negocios Santa Inés y Cía. S. en C. Pero todas estas prob.anzas fueron 
pnrcial y en·óneamente miradas .. porque desde el comic:nr.o dd procr.sñ fue 
paknlc que. había lm dueño aparente, no :sólo porque }os Utulos no se halla­
ban abandonados, pue-s estaban en custodta, sino porque de esta especie de 
contrato de depósito regular se infiere la c'.xistencia de un dueño aparente, 
aspectos todos que quedaron clnros desde la oposición misma al secuestro y 
~elterndos con m comunicaciones de 1a Super1ntendencia, aportadas por la 
demandante. Pero, se añade, queda definitivamente fuera de toda lógica y 
dictamen de la experiencia. pensar en la lnexlstenc.la de un du~ño· aparente 
habida conslderac.lón dd montn de los dert~hos c.rccilt;r.los lnrorpor~dos" los 
bienes y de las expllcaclones que de lado y lado se daban a efectos de clarlfl­
c.ar su ortgen -no su calidad de abandonados, que es diferente-. c.onnota­
ción que el propio demandante, por conducto de su apoderado. dejó traslucir 
en sti apelación al alegar que del acervo probatorto recogido dentro del trámi­
te del proceso, se desprendia qlJe el Jtombre de Comercial Negocios Santa 
lni:s. Ltda. y C.ía S. en C., habia stdo utilizado de manem lri!udulenta para 
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realizar operaciones, aspecto ajeno al proceso, pero diciente de la calldad de 
no abandonados de los referidos t.it.ulus. 

4. En relación con la segunda secl~ión de la sentencia proferida por el 
1i1buna1 aectonado, atinente a la orden al Baocolombla de pagar allnstttuto 
Colombiano de Blenr.srar Familiar dentro de 108 cinco dlas siguientes, la suma 
dr: $7RR.928.330,33. mi•~ interese~. debe a.linnaTSe Sln ;,mhagP.s qu~ violó ~1 
derecho de defensa y contradicción, el debido proceso y la igualdad de las 
partes, pues con tal decl~lón e11'ribunal desnaturalizó el objeto concreto de la 
acción decl•lral.iva, (:onsistente en obtener que el órgano judicial d"<:lare un 
derecho o relación juridica: y así se diga que en algunos procesos dedarauvus 
puede y debe el juez proferir no galo la declaración del derecho sino la conde­
na, es lo cierto qu.c en el prc<Jcnt<: -caso el Tribunal sólo podia declarar los 
bienes como -mostrencos y modificar la· relactónjuridiea que pudiere existir 
en esos bienes, dec1uando que pertenecían ellos alln.stltuto Colombiano de 
Bir::nc:slar Familiar, proceso que doebinalmen~e responde al eoncepk> del pro­
ces" de dt~:laración c:on,.t.il.u ti va. Pt:m al proferir la condena referid11 de_jú .,1 
"Bant:o >:~in posibilidad ck oponer k>tlas las exCI!l>Cion~s qu~ a bien tuviera y Jll> 
sólo at¡uc:lla:; permil.itl11s cuando c:1 tíl.ulu c;jc;colivo '"'una scnl.t:ncia {arlículu 
509 dt':! C!)digo de Pnx:edimientn Civil). · 

En concluslou, "" aprccta a las cL.-u-as la violación del derecho "1 dP.hidn 
proceso por parte del Tribunal. al omlllr y cercenar algunas proba.lZas que 
condudan a tenc:r por tlc:mmtl.nitla la ~:o'tistc:ncla de uu duei1o apal"ente de los 
titulos prctensa01cntc mostrencos. en su oqusvocado propó.qlto de buscar. con 
otras pruebas Impertinentes al asunto, quién era el dueño real de los mis­
mos. nhj~r.tvo r¡ue lo mndujo a p~rsuadlr~e de que el dueño real no era la 
socied;.od Comercial N~>goclos Santa lr1 P.s Uda. y Cia S. t:n C. aspecto por com­
pleto extraño al proceso: Y a(Ul mas clara se evidenct."l esa violm:iiln ,¡ .:nnd"­
nar al Banco accionado a pagar el importe de los U lutos. sin que éste hubiese 
tenido op01tunidad de presentar su defensa. 

En ra:r.ón a las consideracione.; ;m tenores se (:onllrn•ara el fallo Impugna-
do. · 

. DIOC:.JSJÓ:\1 

Con base en lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
CMI y .Agraria, administrando justicia en nombre de la Repú hli.:a y por a.ulo­
rldad de la ley. Con:ftnna el fallo de tutela a que se ha hecho referencia. 

Comuníquese esl., d"l:erminación a las partes por tclegrama. 

Oportunamente remit:a.Se el expediente a la Corte Constitucional para su 
eventual rev-Isión. 

Nolifiquese y cümpla.se. 

Jorge .Santos Ballesteros, Nicolás Bechara.Simoncas, Jo'!}e Ar~tmtio Co.st.il!6 
Ruge!es, Pedro l-qfimr.l'iane!./n, Jo,;é Ft<mrutdo Ramirez Gómez, Rafael Romero 
S!emL 
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ro lll>JE Jl!QS'll'i'IM!1C!Ol\l U11\1Tif.!llii,Sll1l'.A:!tl:A: El CE.."5U no vuh1era ei de-l·echo de la 
entidad aspirante al reconocirtlit:nlo (:uamlu e•lablece Wl procedimiento es· 
peclal para rendir concepto al Mini.<j)A.:1iu tic Edu<:ao::lónno previsto por el De­
creto 1212 de 1993 

Corre ~uprema de Justicia -Sala. ck~ Casación Ctull y J1grorta- Sanlafé de 
Bogotá, D. c .. veinticinco (25) de ugosto de mil novf\Ctenr.os noventa y ocho 
(199/:l). . 

Maglstrado Ponente: llr. Nir.olús Rt<t•liwuSitllllN.a.~ 

Re f.: Expediente :-Jo. 5239 

· Despacha la Corte la impugnación formulada contra el fallo de catorce 
( 14) de julio de m1l novecientos noventa y ocho (1998) proferido por la Sala 
Civil del Trjbuual Superior del Disl:lito Judici"l <k Sarttafc de Bogotá, por 
medio del cual no be accedió a la solicitud de amparo conslilud!mal elevada 
por-la Fundación Unlversltw·ta Manue!aBeiiJ·án. quien actúa aquí rcpn""cnta­
da por apoderado Judicial, contra el Mtntstr·o de Eduooción Nacional, en su 
calidad d" Pn:sident.o: del Cunse)o Nacional de Educ.1.c1ón Superior (CESU). 

l. Reclama la accionante, la ·tutela de :.'1.ts dercehos tlmdam~ntales al 
debido proceso y a la Igualdad para que, c.onsecuememt'llle, se ordene al 
accionado, en la cahdad con que fue aquí vinculado. ·'disponga r1ue el orga­
ntsmoque preside con base en lo acluudohasta la fecha. donde obra lnfonne 
sintesl'l de la Subdirección General de Planeaeiún dcllCFF.S, conccpt.o favo­
rable del comite para estudio y amílisi.s de 1"~ l.enms ••~latlvos a las universi­
dades y concepto favorable de los pares académicos, tind·a ctm(:eplo litvorahl., 
de Te<:onodmit:nto conto universidad a la l•tmdación Universitaria M<Jnuela 
B .. U.ni.n; y no se aplique a la tutelante (9ic.) e-1 acuerdo del CB;_SU número 03 
del 30 de Abril de l!J!J!l. ya que se enc.uenva por fuera de lo!> proc::f'<i;m;en tn" 
sci1alados en la Ley !jO de 199:.! y en el Ller.relo 12 J 2 de 1993 y no P.Xi!'oli>~ cnmn 
procc~lento pal·a la epoca en que se rmiico (~ir.) l" "nli<:il.ud <le la 11MB, d 
(sic) 6 de Mayo de 1996". 

2. En respaldo de su queja, la peticionaria, en ·res\Uncn. expone los Si· 
gulentes hecl1os: · 
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2.1. De conformidad ron lo dispuesto en la Ley 30 de 1992 y en el Decreto r. 
1212 de 1993, reglamentario de aquella, elevó solicitud ante eliCFES para 
obtener su reconoclmienl.o juridlco como universidad. 

2.2. El CESU (Consejo Nacional de Educación Superior) en la -u·amitación 
de dicha sollcltud S<: ha apartado del pmcedlmiento ~jado con ese fin en la 
normatividad arriba invocada, como quil:ra que: 

2.2.1. " ... resolv!óoptarpor el novedoso sisr"""' de rle.sign;~r el" su seno un 
ponente para presentar el mnc:t!pl!J emitido por eo!ICFES y atender la solici­
tud elevada por la Fundación Universitaria Manuela lleltrfln. y fue asi como 
el dia VP.intldós (221 de mayo de 1 YY7 la Fundación Universit.ari:<o M:<onuel~ 
Bellrdil, hizo entrega de la información síntesis al Dr. Guido Echeverry, desig­
nado ponente de la solicitud de reconocimiento ante el CESU", 

2.2.2. El ponente ".)unto con ol.ro miembro del CESU contonnaron lo que 
se denomina como paros académicos, con lbcullades para visitar la institu · 
ción y evaluar el traba,)o hasta ahora dcsan-ollado", figura ésta, la de los pa· 
res ncadémicos, que no Cxlstía al momcnln de la radicación de la solicitud de 
rcconm1miento por parte de la aqui accionanlc. 

2.2.3. " ... el CESU nuevamente sin tener en cttenta lo dispuesto en el 
Inciso final del Arl. 2" del Decreto 1212 de 1993 ... , el dio. tr-.ei.nl,. (30) tle ,.bril 
del presente año expidió el Acuerdo No. 03 mediante el cual creó la Comisión 
Académioaconsultl~aparaelrecorrtJdmienJocomouniversidadde instituciones · 
universitarias o esctrelas tecnológicas !1 d" .5ec:cinnu!es de universidades, y en 
ella incluyó a la Fundación Univer~ílaria Manuela Bellrán, modificando de 
esta manera los p•·ocedinoio:nl.O>' :;~iíalado~ en la Ley 30 de 1992, el Decreto 
1212 ele 1993, d art .. 84 de la Carla Política, y afectando directamente los 
derechos a la Jgualdatl y al debido proceso de la entidad.,.· peticionarla. 

2.3. Por razón de las circunsran ci~!< desr.rtrn,.,_ 1" ao.:r.ionunle el 13 de 
marzo elevó allCFES la !lO!icir.ud cron\F.:~Tida "" el e<;crUo que en copia milita a 
folios 45 a 49 del c.uaclemo No. 1 deo! expediente, la cual fue respondida en los 
terminas de que da c.uenht 1" misiva a su vez obrante a folios SU a 5:t del 
mismo cuaderno. de la que destaca que ent.r" los requisitos señalados por 
esta entidad como roeccsarios para la obtención del reconodrniento como uni· 
vers!d.."ld de una Institución "no se inc:luye la v;sila de miembros del CESU, la 
designación de ponente. ni el conceptCJ de los pares académicos, ni menos la 
existencia de la Comisión académica Consultiva, como se le ha exigido a la 
Fundación Universitaria Manuela Bellran. v-.aliemdn la aclaración, que dicha 
visita y concepto de los pares fue fa\'tlJ:'dble a l" entidad universitaria" y, de 
otro lado, que en la regl:nnenl"ción respectiva no se fija un télmino para el 
otorgamiento de la personeria. 

3. El Director General del ICFES, en alenciím a la orden impartie¡)a por el 
Tribunal en el auto con qut: ditJ impulso " la demanda de tutela, rindió el 
infonne sol1citado a·la entidad, detallando, con indicación de las fc:"h"-", la 
totalidad de los pasos cumplldos dentro del proceso seguido por vi1tud tle la 
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·petición de ·reconocimiento de personerla jurldica como universidad que elevó 
la Fundación aquí ~cclonante. 

AdicionalmenLe resalla que • ... el Consejo de Educación Supeiior CESU 
c.omo organismo responsable de la coordinación, plalúfic.a<:iún, rPm.mco:nrla­
clón y ascsoria al Gobi.,rno 1\'acional, ..s autónoma en detem1inar las fi.lnnu­
las o estrategias que debe aplicar para constatar que la lrúomlacl.ón dada 
documentalmente por las illstifuclones de educación superior, se ti~ en reali­
dad y para ello puede detennillar los mecanismos que a su juido o;ean ldó· 
neos y e1kaces y 'J."" (:omo en el <:aso en cuestión, requirió de la constatación 
de los mismos en düerentesmomt-ntos". 

De8pues de precisar que las solicitudes de rec.onocimientn de. personería 
como universidad están sometidas a lo dispuesto en lo.• artículos 19 y 20 de la 
Ley 30 de 1992 y a suDecretoReglamentalio 1212 de 1993, apunta<¡ue "Las 
illstituclones que aspiran a ese reconocinúento son Lan dikrent.e" en su ('.011-

formación y desarrollo que tienen antecedentes parti<:ulares que valorando 
en un rnismo plano los a:speclo>:> conleJlidol:l en la':~ normas '"' mención, con­
llevan a aplicar dlllgenclas o expeiticlo& diferentes según las condiciones y 
antecedentes particulares que cada so11cltud representa, llevando a que cada 
Instancia que contempla las normas en t•eferencla detennille la forma más 
expedita pero completa y segura de reunir todos los elementos de Juicio re· 
quet·ldos para la toma o emisión del concepto o juicio respectivo·, con lo que 
explica las diferencias que pueden suscltarse en el dlllgenclamlento de pe U­
clones slmllare~ presentadas por entidades o Instituciones diferentes .. 

F/\llo DEL TR:DUNAL 

¡;;¡ a- c¡LEO, previas consideraciones ¡.¡enerales sobre la acción de tutela:· el 
debido proceso y el derecho a la Igualdad, concluyó el desacierto de la acción, 
pues estimó que "El procedimiento aplicado a la solicitud elevada por la entl· 
dad accionan te se ha ajustado a lab.normas legales, ... • y que el CESC 'puede 
adop=·los nteeanlsmos que considere necesarios pai·a obtener w1os elemen· 
tol!. de juicio verdade:ms que le permitan emitll· un concepto idóneo, atendlen­
do obviamente los ·piillclplos de legalidad, celertda.d, eftcac!a y contradicción 
que debe regir toda actuación admlnlstrattva •. 

En armonía eon lo mtlerior. el Tribunal precisa que "la creación de una 
Comisión Académica ConsulUva encargada de estudtar el concepto emitido 
por el oomllé asesor respectivo y proponer al CESU el concepto debidamente 
sustenrado sobre la existencia y verilicación de los requisitos señalados en la 
ley para el reconocimiento de una Urliversidad, no vulnera en-manera alguna 
el derecho fundamental al debido proceso. por el contrario tiende a brindar 
un procedimiento idóneo y transparente en tan elevado oometido, como ~-' 
rP.r:nnm;~rtJnH ins1i1.uf:i()n r~nmo Tlnivt!l'sid;tcl, alen11iendo l;:J~ nf:~P.sidades sn-
~iakA, polf1jcas. t~c.onc'm•i~a~ y c.h~nr.ifi~as d~ una c:ornunid~ct, ... ". · 

En lo que concierne a ·L, presunta violacion del derecho a la igualdad, con . 
apnyn "" 1" JurispnJclP.nc:ia cnnsUtuei<lnal. colige que: en c:1 ca"o suh lile "es 
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Indispensable tener presente las especiales condidones en que se encuentra 
cada lnstitueión educativa para ser reconocida como Uni~rsldad pucsla ley 
cldge unos requi10itos que son de la úrbila propia de cada ente a saber: expe­
riencia en investigación cienlíllca a alto nivel y pro~·amas académicos y de­
más programas en dendas básicas que apoyen los primero~. que pued•m ser 
diferentes para .:ada organismo. Pues en e"~{: sentido el Consejo Nacional·de 
Educación Superior junto con el lnsl.it.uto Colombiano para el Fomento de la 
Educación Superior lCFES actúan dentro de un marco de valoración que le:; 
pennitc vcrlfiCIIT tos presupuestos .-.xigidos en la ley para la creación y reco­
nocimiento de instituciones de cduca{;ión :superior·. 

l.• lMPUGI<ACJÓN 

Se limitó la accionante, por Intermedio· del apoderado judicial sustituto 
que ahora la representa. a e>¡presar que "inte1pongo el recurso de Cf/l<?laclón. 
contra la decL'ilón del 10 <.M presente mes y año por medio de la cual se negó 
la lul:ela inteJpu~sta en el proceso de l;¡ referencia". 

CoNSJD:!:RAC;IONli:!> 
l. Sea lo primero advertir que la tu tela, en la fomJa t:Onm fue <:OU(.'<::bida 

por el articulo !:16 de la. Cario& Poli ti ca, corresponde a un Jlltoeaui>;mu prdcn:n­
le y summto medlant.e el cual• toda persona puede solícil«J de un ju"'-' de la 
~pilblic-.a la protección de sus derechos constilucionalcs fundamentales cuan· 
do ellos son objeto de amenaza o han resultado lesion11do:; por la acción u 
omio;ión ilcgjlima de una auto11darl publica o de un p>~rlí(.'Uiar, siempre y cuan· 
dn no disponga de medios ordl.na.J'ios de deferos~ que de manem eficaz perm1· 
l;m el ampmu de sus derechos, salvu •1u.; »<: proponga como mecanismo 

. lran,itorio a fm de e\1tar Wl pe.julcio irremedia!JI.,_ · 

2. Tal y .:omo lo establece el ilrticulo 29 de la Carla Políl.ic::a, el debido 
proce"o se aplica no solo a las actuaciones judiciales s.ino, 1.11mbién, a todo 
t.i¡>o de acl,uaciones administrativas, por cuanl.u, de c<Jla manera, se somete 
la gestión pública a principios rcctocc:o como son .el de legalidad, celeiidad, 
publidd"'i y gamntia a la defensa. Sin duda. por desarrollo de la comentada 
norma, propio es conl'lulr que el Estado, en sus dif.:n:n\.cs jerarquías y en 
'""'nlo a sus actuaciones frente a los gobcnta.dos, es !.á "omclido al imperio de 
la ley y que, por tanto. los sen1dorcs publicas no sól<> <:>~t.án obligados a cum· 
plír las funcione$ de su competencia. 9!no, cspccialm<:nl.c, a hacerlo en la 
forma en que Jo detennina el ordenamiento Juridlco. 

3. Descendiendo al caso traído a conocimiento de la Corte, es de verse, en 
primer termino, qutl el ol.urgamient.o de personerías .iuridlcas como úniversi­
dadcs a las inslil.\lr.iones que así lo solicitan es cuestión reglada en la Ley 30 
de 1!1!12. "Por la •:ual se organiza el sen1clo público de la Educa<-ión Supe­
rior•, que en su artículo 20 consagra: 

"El !Vflntst.ro cit. Eclur.m:inn Nac..ional previo concepto favorable del Consejo 
Nar.innal dP. Eciur.;¡r.inn Superior [CKSUj, pod1a reconocer como univ~..-sidad. 
a partir de la vtgcnt~ia ck '" T""""nl" ley, a las in5tituciones tm1versltarlas o 
escuelas tecnológicas que dentro de un procescl dP. ar.r.-ilit "r.ión demuestren: 
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"a. Experiencia en lnvr:stlgac:lón cientiflca de alto ni'\--el. 

.. b. Programas academlcos y además programas en Ciencta8 Basieas que 
apoyen los prlmr:ms. , · 

-c. f'act1ltasc al Gobierno Nacional, para que dentro del tennino de 6 me­
se~;, "slable~.(~l los otros requisil.os que se estimen ncet~sarlos para lps fme.s 
del presente artículo: 

"Es !.os requisitos harán referencta, especialmente, al número dP. progra­
mas, número de docentes, dedicación y formación académica de los mismos" 
infraes~.nJd.ura". 

A su tumo, el Decreto 1212 de 1993, reglamP.nl.ari(> dn aquella ley, en su 
urliculo 1 •, prevé lo:; asper.l·.os quP. deben SP.r demo,.l.rados en aras a: la obten­
ción de 1n mencion;,rla pP.rnonmí;, y P.n :<u "rt.ículo 2", señala que "La ,;,ollcitud 
de reconoC'imienl.o como Universidad, se fonnular.i'allfC el M~tústro de Educa­
ción Nttcíonal por conducto del Jefes" y que "El Jefes hará el estudio corres-

. pondienlc que permita al Consejo Nacional de Educacl.ón Superior - Ces u 
emit1J.· el concepto previo Indicado en el articulo 20 de \11 J..ey 30 dt> 1992. Para 
tal efecto, 1n Junta Directiva del Jetes propondrá al CESIJ el sistema de verifi- · 
cación de e-stos requisitos". · 

4. E.; r.J¡oro <:nlom:c,., p\l(:s :.sí 'se clc$pTC~dc do: ¡,.,. nnnna.'l traJISCtltas, 
qut: d l~gi:ola.dur a.sigtl!i al Consejo Na.ciunal de Educación Superior el debe¡· 
dl: <.:milir para ant<: el Ministro de Educación Nacional el <:on<:<:pl.n pn:vlo y 
liiVornblc sobre el acreditamicnl.o de loo requisitos que la tnism11 ley :;.:ñaJa a· 
efecto de quc una institución' sea reconocida como· universidad, y <¡u e, en 
verdad, en la reglamentación expedida, que se c.ontr¡¡., .,·¡.,~ prcvi,.ioncs del 
indicado articulo 2" del Dccrcl.o 1212. de 1993, no se señaló pl"'C<:dimknl.<> 
alguno para la emisión de didto concepto previo. 

5. Cun tal has<:, d.:b.: .:nlender"c qut:, por i•ml.o, las determinaciones 
acloptada9 por d mencionado Consejo .:n vuuto a la designación de un po­
nente y de <Ul par académico entre sus tlliembtos para que presidan la ges­
tión de comprobación de los req uislto,;, que ellos puedan practicar visitas 
para la vei1f!cación de esas exigencias. o la creación de una .·comisión Acade­
mica ConsuiUva para apoy¡¡r al ConseJo Nacional de Educación Superior en 
el estudio del reconoctmlento como Universidad de Instituciones Untversita­
rtas o l!:scuelas Tecnológicas y la autorizaciÓn de secclonales de universidad· 
(Acuerdo No. OS de :iO de abril de 1998 del Const;lo Nac1onal de EduC'.aclón 
Supt~rlor), no se muestran. en Jo que toea r.on la acr.lón de tutela que se exa­
mina, ahlr.rt.am~ntr. contrarias a la r:arl·a Políl.ir:r• y " l;ls nonnas ni rñs rda­
r.innacJhs y q1~~ St'! vien~n t:Utrlf-!'fl141ndo. 

:\lo ohs\¡mle que ;1 1 IP.nnr e\ P.\ ;~rl ír.1 •In .34 ele J;¡ J ·''Y 30 dP. 1992 P.! Cnns .. jn 
N~u:iunal {1~ F..ducm:iún Sup~ric•r (CF,..t:;1J) fiu'! (:re;Jcin .. ,:un 11JTH:innf-6s clt! f:onrcli­
nar.lon, planltlcar.lón, rccon~endaclón y asesoria" para el Gobierno :ilaclc..naJ; 
y que por mandato del articulo 36 de esa misma Ley sus funaones son las de 
'"Proponer" al Gobiemo 1\::'ar.innnl ln~ JlTP.r.i~n~ a~nnt.os alli inciir-;:uin~. P.nlre 
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ellos "dl Los mecanismos para evaluar la ealid>~d académica de las institucio­
nes de Educación Superior y de sus programas" lo mismo que "Su propio 
reglamento de runciones"; no puede perderse de vista que otra labor no me­
nn~ importante le confió el mticulo 20 del cu.:rpu nunmol.ívu en (:omt:nl.ariu, 
en tanto para que el Ministro de Etlucao;;iún Nacional puec..lu otorgar reconocí­
mknto "como Universidad• a uu (:cnlru ~c..luc<~.livu. deb~á conwr-previamtmle 
con el "concepto favorable" de dicho Consejo, quien para ese cometido deben~. 
cumplir un procedimiento de verificación de requisito.~. unn.~ de dios scfiala­
dos en el propio articulo :w a que se h>~ce relimmda, y otros especUlcados en 
el arlkulo 1• del DccrQto 1212 de 28 de junio de 1993 (reglamentario de la 
citada Ley). norma esta ú!Uma según la cual "Para el proceso de acreditación 
que pem1ita al Minisb'O de Educación Nacional previo conoepln del Consejo 
Nacional de Educación Superior (CESU). el reconodmient.o de una institu· 
ción universitarla.o escuda tecnológica como Universidad, en los terrnlnos 
del ruticu1o 20 de la Ley 30 de 1992, deberá demostrarse que dicha institución 
.:umple con1os stguientea requisitos:", los cuaJe~ se d~acrib~.n a continuación 
[las cursivas son de la Corte). 

De manera (JUe !11 ~~ Cnns('jO N"'i<>nal de ~.dur.:,.dón Super1or (CliSU) tie­
ne a su cargo emitir concepto previo y bvorable pano que pueda otorgarse por 
,.¡ Minislro de Educación Nacional el reconocimlemo de una in>~lilm.ión uni­
versitaria, y st aden1as paro que ese concepto pueda ser emitido es necesarto 
que medie un pmcedimienlo de constatación de requisitos. no resulta alejado 
de la lógica y menos violatorlo de derecho fundamental de una universidad 
que haya solicil.ado su aprobación oficial, el que dt.cho Cons~jo .-eglamenie a 
su intf.rior .:ómo ha ::le ~umpllr esa misión de vet1flcaclón que ha de pcnnitirle 
lue~o (:on~-epluar en orden a la decisión que ha de adoptar el Ministro de 
Educm:ión Nacional, porque en desarrollo de esa alta misión instilut:ional no 
puede ser, así se desprende del espíritu de la lc:y, un t~lm>idado de piedra a 
quien sólo le corresponde una labor mecánica, cie¡.¡a C> aui.om.OUca. 

r aun cuando por determlnaclon <1«1 ar1kuln 2" ñP.l Det.:rel o Reglamenta· 
r!o 121:.1. de 1 W:.l "La solicitud d" ret:tmoc:imient.o como Universidad, se Jo:rmu­
lara ante el Ministro de Edueat:ilm Nacional por conducto dellCFES" y prevé 
esta rnlsma disposición que esta ultima insl.ilur.i(m "hará el estudio corres­
pondiente que pennita al Consqto :\Tacionul de Educación Superior CESU, 
emitlr el ooncepto previo indicado en el arlít:ulo 20 de la Ley 30 de 1992" y que 
"Para tales efectos. la Junta DJJ·cctiva dellCFES pmpondrá al CESU el siste 
ma de verlflcac1ón de estos requisílc"'", no puede perderse de vista que segui 
rá siendo el CESU la depcndenda ofic:ial " c"rgo de quien está cumplir 
lisicruuente con esa labor de oonetalaeión o "a<n:dila<:ión'" en referencia, cues­
tión que de euyo no pt:nnitc dc:ducir, desde esta perspectiva, que cuando el 
mencionado ConOK:.io adopta internamente decisiones reglamentarias tendien­
l.e,. a wmplír con esa tarea, esté intiingiendo derechos constitucionales fun­
damr.nl.alcs de alg\111 centro educativo 8Uperlor en particular qut haya 
solicitado reconocúuienlu cuuoo l>ll y m~nos de su derecho a un debido proce­
so; pues es al CE-SU y no a otra depeutlerot:ia a o¡uit:u atlicion::~lmenle corres-
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) pomlc t:mitir el concepto previo_y favorable que debe anteceder por fuerza el 
susodicho rt:<.-onocimiento oficial. 

Nót(:sc, por lo demás y con miras a corroborar el enkndimicnlo aquí pro­
puesto, que el1CFES manifestó a este respecto en su comunicación dirtg!da 
al Trtbunal en el t.rámlte de esta acción de tutela (fl. 151. cd. 1), que ··Es de 
de~tacar que el ConSejo Nacional de Educación Supeñor CESU como or~a­

. ni,;mo responsable de la coordinación. planificación, recomen.clación y aseso­
na del Gobierno Nacional, t':S autónomo en determinar las fórmulas o 
estrategias que dcbt~ aplicar para con~lat.ar que la informaelón dada 
documentalmente por hls insl.il.nr:iones de educación superior, se dé en reali­
dad y paca ellu pued~ del.ennin~T los mecaní$m0$ que a su juicio sean idó­
neos y cJicaccs y que como en ~1 caso en r.uestibn, requirió de la constatación 
de los mismos en dücrcntcs •nomcnlos". 

6. A más rlP. lo anteMor, e~< del caso precisar que en cuanto al Acuerdo No. 
03 dP. :m de ab1;1 del año en curso del Com;~¡o Nacional de Educación Supe· 
rioren particular, no puede la Corle, al actuar en sede de lutela. por escapar 
a ~u cou1pctcncia, (•onceptuar a• e:stctcto sentido sobre su legalidad, pues 
correspondiendo a un acto admlnlstr,; !ivo, de estimarse qu., él <ie,.<:onoce lns 
n~ndatos Superiores ó de orden lc~al, dt<bc-sor demandado ante la-justida 
contencioso administrativa por el procedimiento de rigor . 

. 7. En este orden de Ideas, se concluye que los actos generadores del re­
proche elevado por la ac<'.ionante y que atribuye al Consejo Nacional de Edu­
cación Supenor no devienen como vlolatorlos de su derecho al debido proceso 
en Jo rei"erP.Ill.e ai\Támite dado a su sollcltud de reconocmúento como uni\'el"· 
sidad. 

!!. ~p...cto de lo <:on<:uk<Jciún del derecho a la igualdad, son de recibo 
'· para· la Corl.e lns e:ocplicnciones expresadas por el ICFES en el lnfom1e que 

r.indi6 por solicitud del Tribunal y de ll'ls que se desprende que L'l eomproba 
clón de los requisitos irnpuesl.o:¡ "" '" ley pnrn lo. oblención del reconoclmien 
t.ll c"mn uni\'ersidad de uila detem1inada institución, varía ·en cada caso 
conc:rdo y qu<:, por ende, no puede, pretextándose la vulneración de tal dere-

. cho, pn:l<:ndcr"~ que en todos los caso-' ese acredltaruiento se cons.lga de 
id(:nl.i<:H forma y en un mi:<mo lapso de tiempo, fuera de que el reconocimiento 
Cfc:el:uadu n:sp<:d.o (k ol.rn.s uni•'crsidades que se pone de parangón, se pro­
dujo antes de que el CESU adoptara a su!nte11or las pautas gen~ales para el 
c\Unplimiento del proceso de acreditación a su cargo. 

9. Lo c:xpueo;lo <:onduc:(: a qu(: la sentencia impugnada deba conflnna~·se. 

Dl!.<:C51Úf>l 

En méril.o dr. lo r.xpur.~tn, la Corl.c Suprema de Justicia en Sala de Casa­
ción r;:.iVil y ~r~a. at.lrnini•lramlo ju,uda <:n nombTc de la Rept'tbllca y por 
autoridad de la ley. Confirma el fallo de catorce ( 14) t.le julio de mil now:r.i.,n­
los nO\'Cnta y ocho ( 19981. prokrido en este asunto por la Sala <Av11 del Tribu­
nal Superior dd Di~tTib> tfudidal de San~.afé rh~ BoJ,!ot4'Í., 
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Nol11iquese telegráftcamente lo aquí resuelto a las pJ)rte.; y <l1 apodt'.rado e 
j\~dldal de la accionante; y. en oportunidad, erw\csc el ~x¡Jediente a la Corte 
Constit ucional, para la e>Jentuol '"';sión. Ubre:se el oll.c!o del caso. 

J(Jrge Santos Ballestems, !Vfl:olf.ts l.lechara Simancas, ,J<Jrg" Anlonin Ca..<tíllo 
Rugefes. Carlos EstebanJarwniU(> Schloss, Pedro LafontPtanctta, José Fcman­
d oR.amfrezCóme?., Rr~{<ICI Romero Sf.crm. 



S:0011JlRlDlli.&ID SOICi!AlL, lltll>S: l. El her.h o de <¡ue una persona se lwUe a/ilituúl a 
más dP. um1 EntituJIJ. Pmmr>l.mn d1' Sulud no determina, por sí solo, la perdida 
de la antir,•üedad acumulada. La EPS sólo podra desallliar a quien se encuen­
tre en esta situaciun una v:c:z. adelante el trámlte COlTespondiente . 2. Para los 
be.nelkiarlos del regllnen de los seguros sociales oblig<JI otios. la ley contem­
pla expresamente la poslbllldad del reconocimiento y pago, dentro de ciertas 
11mltantes, de los servldDs de. salud prestados en e! P.xl.,,.;;,r.. La fa! t. de r~gulá­
ción por la eutidad no constltu}"' Juo;ta exc:usa para nq¡ar la prestación de 
este servido. 

Corte Suprema de J~ticia -sa1a de Casación Civil. Ji Agrw:it•- Santafc de 
Bogotá. D. C., vemliclnco (25) de. agosto de mil novecientos nnv<:nta y ocho 
(W98). 

Magistrado Ponente: Dr. Jorge Anronto Casrlllo Ruge/es 

J{ef.: Expediente No. 5249 

Decid ese la impubm"ciém rurmulada c:ontra la sentencia de 16 de julio del 
>1ño en cufflo, prorencin por J;¡ Sala de Dec:lsión Civil del Tribunal Supertor del 
Distrito Judicial de_ Cnli, mecli¡¡nt.e la cual"" amgió laa.co::lón de tutela Inter­
puesta por Cl.amJul!t1 Cald<.rf¡n C<.<.<Lrv. o:n frente de la Empresa Pt-omorom de 
Salud "Salud Colmena·, SllCur.sa! di• Ca/L 

ANil!t:IDE~"TES 

l. Actuando en nombre propio, la accionan\r: solir:lt.a el amparo de los 
derechos fundamentales a la salud y a la "ida, supuestamcme VJllnerados 
por la entidad premenclonada. 

F.n r:.uno.:rl:'.l O pi<lo:, S" nrr!P.nP. " cli<:h ;o .. mp~sa nur. Cll d termino de las 48 
hora" siguientes al do: la no\ilkac.ión del l"allo qnP. habr:i rlr. pmfcrlrt:w., autori­
ce sú remisión al "Child~·s H•.•~pilal de Mi;omi" rlP.l F.statlo de la Flortda (11/'IA), 
con el fin de que le sea practicado un transplmtle aulólogo de medul<1 ._-,...,,, 
necesario para conservar su vida. . . . 

2. El amparo imp<!tr.Jdo lo Jlul.cb. en sin tesis, en los siguientes hechos: 

2. 1 ~~· hP.nP.flMari;, dP.l "Plan Obligatorio ele Salud Colmena-, en v1rtqd del 
c:onLinl.n d" afiliat:ión que suscribiera Luis E. Calderón Acosta (su progenitor} 
cunla Empresa Promotora de Salud Colmena, desde el 1" clP.junin t!P. l !l!l!l. 
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2.2 Padece de una enfermedad congénita denonoinada • Anemia AplasUca t: 

de F'anconi", la cual le ha ocasionado una rJisnoinución pro~siva de """ 
líneas hemátlcas (ap:otarnienlo de producción de s<mgre), lo q11c conlleva el 
pdigro inminente de perde.-su vida· de no practicárscle un transplank autólogo 
de médula ósea, d •1ue no se reallza en Colombia. 

Por tal razón solicitó <:on urgencia a la E.P.S. accionada, desdt: el 25 de 
junio de 1998, la aulorizaclón para que se le l'ealice ese lransplante en el 
"Cioildren's Hospital de Mlaml. Estado de la flortda {t.;SA), pero la entidad ha 
pretendido hacerle firmar vanos docuntentos en que acepte que se halla d~n­
tro del rt:glmF:n ole la medicina p1-epagada, con el fin de alegar la preexistencia 
de 1" enfem1edad y poder asi negarle •1 der.,<:ho al mencionado tratamiento y, 
de contf.'ra, su derecho a seguir viviendo, no obsl.ant.e que ya ha .:oti:>.ado 150 
semanas. 

2.3 El lO de jullo de 1998 debe tr'dsladarse al "Children's Hospital de Miaml", 
por haber aparecido un don811te de mt.dula ósea compatlblo;: y, de consiguien­
te. program:lrSe ellransplante con urgencia. 

Teas relacionar los antecedentes del. asunto y precisar que el amparo 
inc.oado prucede contra_la entidad acC>tonada por hallarse ésta encargada de 
la prestación del servicio pübllco dt~ salurl, comu l.ambién porque se \rala d" 
evitar un peljulclo irrentediable, se relirió el a-qw>. 1~on cil.a de jnli!!.prudenci:~ 
constitucional, a lo~ derechos de la salud y 1:• se~:o•t.nidad social, explicando su 
contenido. 

Posteriormente hl2o una rescita de lo replicado pur la E.P.S. accionada en 
relación con el libelo de tutela, asi oonoo del material probatorio recaudado 
concluyendo, con base en este, que la peticionaria tiene una doble vincula­
ción a dicha entidad, esto es, mediante el plan de medicina prcpagada y el 
plan obll¡¡atorlo de salud, por lo cual es justificada la renuencia de aquélla a 
cubrlr, por el primero de los planes, los costos dell.rnnsplanl.e demédula'ooea 
de la paciente. ya que padece de una L-nrcrmcdad r:ongéniÚo y. por ende, pue­
de aplicarse una de las preexistenCia$ alli establecidas. 

Empero, añade, no ocurre lo mismo respecto del plan obligatorio de salud. 
por cuanto no le son aplicables preexistencias y, si bien, existen cxdusltmes, 
no lo es menos que no se confl¡¡uran en este ca:<o pues. d proc<:dimienl.o 
requertdo contribuye al tratamiento y rehabllítación del o:nfenno, a más dt: 
que se han cotizado el minimo de st:rnana.o t:xi~irlas para :;u cubrimicnt,o. 

De otro lado, el transplante de médula ósea que se busca, es la unlca 
posibilidad que tiene la paciente para o:urarsc dt! la gravt: y Ili(>I'Üil enrcnnl:­
dad que padece, la cual uo puede so:guir lnot.ándm!<: con p<!lialívolj nu wlo 
porque es previsil¡le un fal.al dt;:;t:nl<t(:l:, lall:omo ocurriera cun un hermano 
>Ouyu. >Oino pontu" las drogas que se le vienen suministrando no le pennllen 
llevar wta de vida digna, acunle <:un su edad y con la,; cxpeclaliva:,; que de la 
misma tiene todo ser humano. 
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De dónde. prosigue. la actitud d" no asumir el costo dellransplante nece 
sario para la salva<'lón lu P"l.icionaria. asumida iniciéilmente por la entidad, 
coloc..<t a aquella en estado de desamparo y constituye franca vtolaclón·de sus 
derechos fundamentales a la segundad social y a la salud, por ~u con~~Xi<lad 
con el derecho a la \1da, 'scrianu:nk implicado por la gravedad y COI1lplejidad 
de la situación de la enferma. Tan cierto es Jo anterior, acota, que con poste­
rioridad la accionada aceptó la neceo>ídat.l dt:l lransplank, .,¡ aulvri>.ar .;u 
pnictica en el país. 

·Con todo, apunta, debe adanu,;c; que i.ay diversos tipos de transplanle 
de medula, segun s~a d rui::;rno pacienle el donante {autógeno), o lo sea un 
frunlllar, o un tlonitnl.c: no relacionado (no famlliar). dado que este, segun Jos 
médicos testlmonlantes. es el =¡uerido j)Or las condiciones de la accionante, 
d que aún no se reall.za en Columbia. 0~: ahí que, ano la. no pueda aceptmr>e 

. el ofrecido por la E.P.S .. esto es, t:l aulógcno . 

./\hora bien. r.n lo referente a la afln11ación de la entjdad, atinenl.e a qu~: )¡¡, 
automación del transplant.c en el e:11.ierior escapa a los postulados do:: la ley 
100 de 1993 y viola Job principios <k univc;~lidad y o;olidartdad, no son de . 
rcciho, de un lado, porque tal le!tislaciún no prohibe esa clase de sen'iclos, 
"íno que contempla unmitllmo de lo e¡ u e úcbe ofrecerse a Jos usuarios. máxl· 
me cuando lo que se busca es ¡¡ar.ml.i>.ar la vida y la salud de las personas; y, 
de otro. por cuanto los pl'im:ipius st:foalado::; eslán desarrollados en las exclu­
siones y limitaciones Jnd.lcad.:.s pal"'d d pl<tn olJligalorio de salud. y la sit\1<1.­
c:iun t:n ~st.udio no.está alli contemplada. At!crnás, la ,;olidartdad t'.S un pñndplo 
quo: no puede ser entendido conlndepeut!t:m:ia del (.'Ont:eJ)lo de efectl\'1dad de 
los derechos fundameutales, de modu que <kbc obrar>;e en concordancia con 
él, respondiendo, cla1u está, c::ou Ht:t:íuncs hurnanilm1m; ru1te una situación 
como,la aquí puesta do:: pr.:sr.nt..:. 

En fln, ~onduye el Tlibtmal a qua. los gastos .adicionales en que incurra 
la E. P. S .. p<>clnín repetirse coutra la Nación Colombiana, <:un cargo allondo 
tk r.:c:onorimieuto de enfennedades ca.tasl:rúiic:;t" u o\.ros recursos destina­
ño).q "1 plan obligatorio de salud o. en ·ultima,.., con los asignados en el.presu­
pur.srn d~J Ministerio de Salud Pübl1ca. 

Con apoyo en tales dio;cemirnientos, concedió el amparo suplít:ado. 

Aduce la Empre;~a Promotom de Salud accionada, eu rc:8ulncn, que ade­
lantados .los trámites indispensables pan1 da!' cumplínoknto allallo de lulela .. 
se esl.ablcd<:ron una :serie de trregulartdades relacionadas con la allliación 
de .la pcli<:ionari¡o, pues se halla inscrtta en el P.O.S. de la entidad como bene­
ficiaria tanto de su padre Lui~ Eslchan Calderón Acosta, como de su esposo 
Rodrigo .Aibe1to Henao Resti·epo. empleado tlt: Ca~¡¡.:olor S.A. y, por silo ante­
rior fuern poco, tambienlo est.;'l: como cotizaille a,...J.,ria~da de dicha sociedad, 
sin qut: apare7.C<'l que se ha,ya retirado de alli, lo cual do:l.o:rrnina una clara 
violación de lo..• arls. 27. 34, 39, 47, 48y 50 del Decreto 806 de 1998, así mmo 
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del ricercto 10 1:{ d~l mtsrno año, ya que tal'conducta conlleva que el sistema 
reconm.ca dohll' aporte por su afiliación al mismo, en calidad diferente y a dos 
'E.P.S. disüntas. 

Luego, en los Lérminos del precl~ado art. 4 7, la aflllada aceptó las oondl· 
clones propias del réglm~.n contrlbutl\~ y, por ende, conforme al art. 64 ibidem, 
Lanlo el señor Ltús Esteban Caldrnm Acosl a comn !:<\'" b<::ncfil:óario.; knln: 
ellos la acclonanl.t:), han perdido su antigüedad en el sistema y, con ello, la 
cobertura para cllratamiento solicitado por aquélla (arts. 60 y 61, Decr. 806 
de 1998; ru't. 17. Hewluclón 5261 <)., 1994). 

Es por ello que debe liberars~ a la Accionada d~ asumir el costo del trata· 
miento r~quertdo por la pet.cntc. No obstan1e, Si •~n cmtl.r::.rin s•~ dP.t~clit\~ro. 
necesario se h:tr:i C<.•nsiden•r que el lralamíenlo solicitado no se realiza en el 
país y que, el que si se efectüa, esto es. el trrul.Splante ll.Utólogo de médula 
é>sP.a, n "l alogP.nico con donante fariúllar. estA considerado como enfermedad 
rutno"a o ~.at;~sl ré>lk;~.(arl. 17, T~.solución 5261 de 1994), y esta drcunstancta 
t;unp~o fmmrcr.~ a 1~ paCiente y(• que las pn1ebas renli::t.adas a varios de sus 
parientes. han dc.t~nninado que ninguno de ellos es comp<JI.ible con "1 HIA de 
aquella. de: donde S(: pucd« dedu<:ir que nl no existir "n el pais la l.t!<:nologia 
lndlspc.nsabic para !>U lralami""l.o, .,,.~,.,no está cobijado por.,¡ Plan Obliga to­
do de Salud. 

En el orden d~ ide.ml expue.s1.11. conch1ye, rlebe modiik;1.rse. los numemle.s 
1, 2 y 3 del fallo d" Jlrimem insl.anda, en el ~enl.ido rle que elt.mlamhmtn l'"m 
la P"lidonaria d"b" estar lo talmente <l cargo del ente estatal que .;e delenni­
ne, en etunpliinicnto a lo establecido en el arl. F del Acuerdo 93 de 1998, 
e.-..:pcdido por el Consejo Na(,ional de Seguridad Sod:~l en Salud. 

Lo anterior, ad~más, en razón de las dlfkultades ee.onónúcas para poder 
atender una erogación como la pretendida. aun con el recobro al Mlnlsterto 
de Salud, pues de acuerdo con la cotización suml.tústrada por el "Clúldren's 
Hospital de Miruul", el tratamiento de la paciente puede costar entre US 
$350.000.oo y US 8500.000.oo, lo que en pesos eolomblanos equivale entre 
S490.000.000.oo y :~700.000 . .000.00, lo que entre otras cosas constituiría una 
perdida inmim:nk para la E.P.S., la r.:1.1al no podría ab:;orbcrt«: en el ~jcn;icio 
e impadaria d indir:c de siniestros en 1.5 puntos porcenl.ualcs en e1 año. 

Es mas, si se l.t1.s.lstlera en que la entidad deba asumir el costo del trata­
miento, se veria abocada a suprimir, al men.os parcialmente, los pagos a las 

' IPS de su red, lo c1ue podria conllevar ~a suspatsión de los serv:lclo!i Tespectl­
vu,., clt: c:onfonuidad <>~n lo t:•l.ahlt:dtlu "" d Dec:rt:tu 882 d" 19fl8, en claro 
detrimento y desc:onocimlento de los derechos a la salud y a la vida de sus 
dr.•uiis usual'ios . 

./\hora. si se determinara que la E.P.S. debe asumir parle dellratamienlo, 
aun por fuera de los términos contractuales y legales que gobiemrul su des· 
t'JTlpeño (:tnnolal, ha de tenerse en cuenta c¡ue el P..xceso a cubñr por el Estado 
en los ténnJnos del punto 3• del fallo Impugnado. lo seria sobre la suma de 

' 
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$91. 740.340.oo, que COlTesponde al costo de un trat<'lmi\:n\o de lr.msplan\.e 
de medula ósea en el pais, el cual es dJfereme al solicitado por la paciente. 1\si 
mismo, debe dt:c:ldi!·se <tut' d ~asto :;(:a reo::oubolsado a la usuroia contm pre· 
senl.adún de la lJi>~Wria clínica original y faduno" nrigiuales de pago, toda vez 
qu~ la empresa no tiene· conexión alguna con el Hospllal que en los Estados 
Unidos mant¡la ra su "a~o y, por tant.(), r1o podria hacer la supervisión nece,;a­
rla ck las f:tll~nüo~ ni (1., hl :mdituri" médi.:;l qu~ "xtg..,n las nonnas del siste­
ma. 

En (\n, si se resolvtei·a que "Salud Colmena" Jinan<:ie el t.ratamlenw .de 
manet·a directa. total o parcialmente, l¡;(ualmente debe ordenarse que la en U­
dad estatal correspondiente le reembolse eiiOO%del valor de la~ erogaciones, 
que no a tantas SOAT como lo ha l'econocido en algunos <:asos t:l Minister-io 
ele Salncl. 

Dicho Ministerio. por su parte, al concurrir en la segunda Instancia, en 
\'lrtud de la <!ilación que se 1~ hiciera (fls. 44-45. cdno. Cortel. solicitó su 
~xoneraclón en cuanto al reconocimiento pretendido por la entidad acciona· 
da, fundándo~e para ~no en lo..c; mi:\n1os aTgumt:ntus que csgriinicra aquella 
en reh1ción con la irrt'!~f\Jhrr vi,nculacióu de )::¡ ~u:clnn~ntt'! ~~ sist~rua general 
de se¡,•undad social, lo que de acuerdo con el ar\ .. 64 del Oec..Tel.o ·so6 de 1998 
conlleva la pérdida de la anUg\iedad acumulada .Y. por ende, de la coLertura 
para el tratamiento solicitado. 

Es más, aduC;e, los gastos que el ml.smo demandare no podrían cargarse, 
como lo sugiere laE.P.s.: a las subcucntas de conipensaclón y promoción del 
tosy~a. de .. quc uata el Acuerdo 93 de 1998, pues este sólo fue expedido para 
modificar el presupuesto y autorizar Utla destinación de recursos, a fin de dar 
cumpllmknto a algunos fallos de tul.ch• proferidos, y no porque se pretendie­
ra crear el rubro de ·scnl<:m:ia>;" . 

.En todo caso, acota, el Ministerio no pt,tedc reconocer valores por encima 
de lo establecido como tarifas oficialc" por cuanto, no es admisible, \T. gr., la 
fac:t:unu::ión d<: hnkkria <:mi .:o~l.o <k 5 .:~l.rdlas, o r<:cargos por indlvldualiz~t.­
ción de t:arna~. o l:u~lr.ar los ~t:dicamr:ntns que e~tán incluidos en el POS o, 
que no se pur.¡la dt:stconlar d valor <k In r"'mllanlt: a Clir~o de la E. P. S. y que, 
dcl.ermina realmente el valor adicional que debe !'('Conocer el Eo;lado [lls. 57-
G5, cclno. Cmte). · 

l. La protección Judicial de la acción de tutela blindada por el m1ículo 86 
de la Cana Politlca, &ólo puede c.oncretarse cuando se establece que por ac­
clóil u omisión de una autoridad publka. o de partlculm·es en los evento& 
pll:!VIo;lo8 por la ley, ,;e·vtola o amena~l un dcrt:(cho J\.Jndainenlal. ' 

El canon constitucional en mención Impone, entonce:>, como presupuesto 
para la prosperidad de la acctón de. tu tela. que entre la acción u omisión 
respccJ·o de la cual se imp•ITa,la t.ut.dn y la al'rcnl:a causada al derecho 1\.Jn­
d~uar.utal u la éiJIICnttza e1ue t.:..'ilc afroru.a, exis,.a un nexo dt: t:au~~lic.lacL 
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Por otra parte, dado que el amparo de que ~e tml." ~e concibió como un e 
mecaniSJno de naturale-..:a suh¡¡irliana y t"esidual, únicamente puede propo-
ner¡¡e cuando el afectado no cuente con otro medio de defensa judicial idóneo, 
salvo que se ejercite como mecanismo transitorio para evitar un petjuicio 
in-emedlable. 

2. En relación con el derecho a la vida consagrado como fundamental en 
el artículo ll de la norma superior, ~,¡ ~ahido que el E.~ lado S~>eial de Derecho 
no se limil<1 a garnntizarlo mediante un ·reconocimiento tonnal, sino que lo 
promociona, !Jrotegc y hace todo cuanto esté a su alcance para lograr su 
efectividad, por constituir la esc:ncia .Y prcsupuc~lo do: los dcnoá,¡ derechos 
fundamentales. 

En tomo a su salvaguard<1, la jurtsprudencla constitucional ha precisado 
que en su nucleo oonccptualincluyc_ la protección contra todo acto que la 
amenace sin Importar la magnitud o el grado de probabilidad de la amenaza, 
con !:al que ella sea cie1ta. · 

3. El mencionado derecho. como bien se conoc:t<, se CCJmplemenla con otros. 
entre ellos el de la salud. sin perjuieio de la aul.onomia que le 1:s propia. 

En efecto, el derecho a la vida no solo le perruite al ser humano el ejercicio 
de las facultades que sean necesarias para mantener su estado vital, conser­
varlo y mejorarlo o dignificarlo en todos los aspectos, sino también el de lmpe · 
dir que: se atente, amenace o viole en cualquier circunstancia. pudiendo 
adoptal" las medidas que lo aseguren o que, por Jo menos, no le ocasionen la 
muerte. Sin embargo. este derecho suele complementarse con oU'OS, como 
son los que se relleren a la Integridad corporal y a la salud que. si bien tienen 
objetos y autonomías propias, ello impide Ignorar que habiendo parles corpo­
rales ftmdamentales para el ser humano y estados de sanidad absolutamen: 
te necesarios para él mismo, cualquier amenaza o violación de aquellas partes 
corporale$ o de esoo estados de salud también arrtesgan o quebrantml el 
derecho a la vida misma. · 

3. 1..:. s~guridad soci<>l, a su ve><, es un s...-..;cio público ele carácter obliga­
torio que debe prestarse bajo la dirección. coordinación y control del Estado 
(an. 48, C. N.). 

AlP.ndida su naturaleza de se">jci o público, la seguridad social debe ser 
perm;¡nente y, por ende, no es admisible su interrupción. a más de que debe 
cubrirse con arreglo a Jos principios de ell.ciencla, universalidad y solidan· 
dad . .'lliora, por el carácter obllgatorJo del servicio. se impone al Estado la 
responsabilidad de garantlzar que las entidades prestatarias de la segurtdad 
social. sean públlcas o particulares, esten dispuestas en todo momento a 
brindar oportuna y eficaz atención a los usuarios del sen1clo. 

SI bien, dicho de1·et'ho es de indole constitucional, en principio no tiene el 
rango de fundamental, salvo que ctrc.tmstanclas concretas pemlitan atrtbuirle 
tal c.ondlclón por su trascendencia e.n la vigencia de otro u otros derechos 
f\Jnr,l;.¡mentales y en virtun rle 1~ funr.ión de prin1er onie.n 411 •e ~umpl~ e.n hf':· 
nP.fic:;cl rl~1 ser huTTI:tno. 
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4. Descendiendo al caso sometido a decisión de la CoMe, no $e rem;tc a 
duda que la acclonante padece de la erúermedad congt'.nita denominada "une 
miel aplasttro de jalr.oni", pu~s tal h<:<!ho es a<~eptado expresamente por la 
.entidad acdonada en el infom1e que Iindiera a petición dd Tribunal a-quo y 
lo confirman dos galenos a su servicio que la atendieron como pacicnk, a~i 
como diferentes documentos allegados al CXJ>edtent.e (fls. 4. 6, 44-46 y 49.c·l). 

Asi-mismo. que dicha enfermedad es de ca~áctermort~l pues, consiste en 
una !rula progresiva ·de la médula ósea con tendencia irreversible a la pérdida · 
total de la misma: que el40"1i> de quienes padecen tal1ipo de anemia desarro­
llan. en un pe1iodo de 1 O año9. .. el sindrome "Mielodlspasic.o o leucemia agu­
da"; c¡ue en·el caso de la peticionarla existe el funesto precedente de que uno 
de sus hermanos sufrió esa dolencia. falleciendo a consecuencia d• "lho; fJUP. 
no obstante haber tenido aquélla un excelente manejo de su enrennef'lm'l 1 'ln­
to en Colombia con1o en el exterior, se halla documentarlo, ..., su hislnria 

· cllniea, ~1 h~'~ho d~ que sn m~Ou ln ósea esl.á su1iiendo un proceso de 
"hipoplasia", el <~mi se l.raclu.:e "n un "gravamienlo de su estado de salud por 
cuanto poS-íbiJU •) ]a ~)p~uición de leucen'lia en Wl ténnino rclativaJDcrtt4.: <-.orto. 
dado que tiene una evolución de 13 años en su manejo y, por ende. tanto su 
calidad de vida como esta misma se hallan seriamente comprometidas: que el 
unico tratrunicnt.o para su curación es el transplantc de médula ósea y que, 
debido al progreso de su enfermedad doebe hacerse a la mayor brevedad; que 
en Colombia se estan haciendo transplantcs de medula ósea del tipo autólogo 
y alogcnic;o (según que «l donante sea .. 1 mismo pac:ie1ite o un famlliar), pero 
que en el caso' de la peticionarla existe la limltantc de que no fue posible 
identificar entre sus famiUares cercanos un donante compatible con la pa­
ciente y, por consl¡¡;uiente. su U:nica alternativa es eonsc~ulr un donante no 
relacionado o, de la población general, sin que exista en el pais la tecnología 
re<lu.ndu ,.¡ efec1.n, <:omo lampocu grandes bancoo de regi0$lro:;; de pooihle~ 
domm les, entre lo" cuale$ se escoge el más cercano a la lipillcuci(on celular 
del pacicm oc, de lo cual depende el éxito o li:acaso del trnnsplante, como sí los 
qay en E tu-opa y los Estados Unidos (fls. 44·46, 52·53, 94 in .fine y 95, ib.). 

5. Por otra pariA: se halla demostrado qtte la petente accedió al Sistema 
General de Segundad Social en Salud, mediante múltiple nliliación, a saber: 
a) Como beneficiaria de su padre Luis Esteban Calderón Aco:sta, dentro del 
régimen contributivo, desde el 1 o de Julio de 1995: b) como contratante princi­
pal dentro del sistema de medicina p1-epagada, desde el mes de septiembre de 
1997, a la E.P.S. accionada (fls. 55-60. ib.), ve) como cotlza.nte asala11ada de · 
la empresa ·casacolor S.A .. al fnstltuto de Seguro Soc.ial, secclonal del Valle 
del Cauca, desde el29 de abril de 1997. (fls. 83-84, ib.). 

6. Frt:nl.t: a la ~nltrior situadúu, l<:t en U dad t::unt.nt la que st; diri~c el ;.uu­
paru. ~:~tlucc:=, tlt uu Jatlo. qut: la acciun;.tu~.e r.s su anliatli:!, i:Oum c:uutratiiu~.e 
principal, al sistema de medicina ptepagada y de.nto·o de tal1·eláción no se 
contempla cobertura para la eJúermedad que padere: y, de otro, que hallan­
dese vinculada también al st,;lema delrég!men conutbulivo, como beneftda· 
rla c.Jc su patln;, C:i(:cp~.ú las cuiulidunc.~~ que para d rnisrno irnvont- e] Decrelo 
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806 de 30 de abril de 199R, ~nt.re el1ns la pérdida de la antigüc:cliid para los ( 
beneficiarios y el c:ol.imnl.e cuando éste Incluye dentro de: su grupo familiar a 
pcr .. onas que deben ser reportadoa como col.ízani.<:., larl. 64). situación ésta 
que c:om:urr~ respecto de la peten te por cn<;onl.nH1>C igua !mente afiliad,1. al 
!.S.S. como trabajadora asalariad" de la sociedad "Casacolor S.A.·, y ello con-
lleva para aquélla la perdida de la cobenura para el tratamlento sollcltado, a 
términos de ln.q art·s. 60 y 61 del mlsmo estatuto. y 17 de la resolución 5261 de 
19!l-i. 

7. F.tJ relación con la anterior argurnental'ión cabe observar que es válida 
en lo concenllente c:on cll~Ont:rato de medicina prepagada que suscnblera la 
petlclonana con la E.P.S., puesto que alli se pactan como cxduslon<:s ll'ls 
preexistencias por anomalias congenu·as y t mnspl;ml es de órganos, salvo el 
,¡.,riñón y el de córnea (clausul:l 7•, n. 57, c-1); mas no son de recibo en lo 
>~tln.,nl" "1 re gimen contributivo en e 1 que opera el Plan Obligatorto de Salud 
(POS). por r.uanto el hecho de que: una persona ""halle af\Jiada a mas de una 
Enl.ldacl Pmmolora de Salud no dctcnnina. por sí solo, la pérdida de la anti­
güedad ;u:tntmlml,, pues el art. 4Y del p.rccita.tlo decreU> exige a tal fln que 
dichas ~nttñañes <::me<~! en "una o varias ailllacioncs, dando aplic.,r.ión a las 
reglas ~Sfahl~I(J>t¡,¡ para tal efectO en el artiCUlO !ii¡:(U!Cnte. previo aVÍ!OO al 
a1lliado". . 

En consecuencia, es Indispensable pa.ra los citados efeclos, que se pro­
duzca un aclo de cancelación de la afiliación o afiliat~ione>l múltiples. como 
tambien que se de aviso previo al aftllado, a efectos de que este pueda ejercer 
su d"re.:ho de defensa frente a dlclra dctcnninaciún. 

Tales requisitos no '"' h<.~ hi:m cumplido para la fecha de Introducción dd 
11belo de tutela, según se d"sprende del Informe swnlnlstrado por la t:nlidad 
accionada al a quo, en el que se l"e que "revisados nuestros archivos y baacs 
de datos, hemos encontrado ... , que la Señora ClaraJullana Calderón Castro. 
Tamblcn se cncuenl.ra en la actualidad atiliada. en su calidad de bcndlda­
ria, al Plan Oblig,.lr.mo de Salud [P.O.S) · Régimen Contributivo- dcsd<: el mes 
de julio de 1995, ... " (lis. 49,50, c·l). Ademas, tilil,<!;una pru<:l>a s.: allegó en 
torno al cumplimiento de dichas exigencias le¡;(ale,.. 

Siendo ello así, dr:l.><: l:oncluirse que la petlclonarta aun se encuentra afi­
liada a "Salud Colmena", dentro del sistema del Regtmen Contrlbut.tvo y. por 
eutle, <muo :><: ampara en tal \1nculaclón para solicitar la t>rottCCión de los 
dt:r.,dous fundanu:males Invocados, y ha cotizado más de 1 00 semanas. le 
curr.:spond~rú a dicha empresa y sólo a ella. garantl?.a rle la totalidad !.l~llrn­
hunil:nl.o requertdo con urgencia para conser.'llr la \'tela de la accionante, 
es lo es, ,~¡de lransplante de médula ósea con donante no relacionado el cual, 
<:omo ¡,¡e \•io. sólo :;e realiza en el exterior: y ello debe ser así por cuanto que, 
como lo sostm1era el Tribunal a·quoen su fallo, la ley no prohibe tal clase de 
:;crvtdos sino que contempla un mlnlmo de actucllos que deben ofrecerse en 
d p><ís " lus u,;u:rrtos. A!lnnar Jo con trarto serta tanto como ~onchtlr que los 
lratamit:nl.us <¡m: por"" lecnologia no puedan realiZarse en Colombia, esta-
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1·ian pmscritos pa1·a el afilíaoln u bcncfio:;iarto tlue los rctltúem para salvar su 
vida y, a ese extremo no quiso llegar ellegi:;lador, tan lo mas cuando dispuso 
que 18..9 E.P.S. deben implementar mecanismos de seguro y reaseguro con el 
porcentaje de las Unidades de Pago por Cap1t.11r.lñn (1 !PC), ~uya flnahl1ild t':s 11'1 
dt~ g.~nontizar la cobeliura del riesgo ec:nnúrni<x> que impli<:a la alendón de las 
enfem1edadcs de alto <:oslo en su. manejo, respecto de aquellos pacientes que 
han cotl?.ado el mínimo de semanas exigidas por el art. 61, grupo 1 del De<:re·. 
to 806 de 1998 (ParáWafo, art. 17. Resolución :'llo. 05261 de 1994, Ministerio 
de Salud; y Acuerdo 24 de 4 de enero de 1996, Cons~fo Nacional de Segurtdad 
Social). 

Lo did1o es tanto mas dti.m <:uamlo ~Se n:c;u~rda tlliC IJ<>ra los beneficlanos 
dd -régimen de los seguros sociales ubligalurius, la ky t:unl(:nop\a expresa­
rnenl<: la posibilidad del reconocimiento y pago. clt:nlm dt: t:ir:rl.«::; limitan les. 
de los servío:iu!:l do.: salud prestados en el exterto.r, en el caso de un ·•procedi­
miento noedi<x> <iUe no se praclique ene] pais y que· de su apllcacL6n se espere 
un bendkio signUkalivo para la salud del paciente .. {Decret!) 2:\7 de 191l9. 
modtftcatodo del art. 2" del Deerel.o 1 :3()7 de 1988). 

Tal antcccdro:njP.. unido al hecho de que 11.0ex!ste disposición legal ""P"""' 
que prohiba la praci.it:a de los susodichos tratamientos en las circunslanc:ias 
ya reseñadas. sirve para relol".tar la concluslóli sobre su procedencia en ~1 
exterior. máxime cuando eli.S.S., en punto de seguridad soc.lal, cumple si mi-

. lares funciones a las de las reslanl.es Empresas Promotoras de Salud. 

8. Pero si oún ello no fuere asi, no debe olvid•u•c: quc: la jurisprudencia de 
la Co.rtt~ Con,¡i.ilucional ha sido reiterativa en cuanto '1"''· "'T..a protección y 
conservación del dereclto a la vtda escapa ~ c:ua lquicr discusión de carac.ter 
.lcg:.l o contmctual. No es aceptable 'l'"' en un Estado Socia.! de Dereclto, 
fundado en el respeto de la dignidad humana (artículo 1" de la Constitución). 
y en la consenraclón del valor de la vi<la (Pn.:tím\.Julo y articulo 11 de la Cons­
titución), se pueda toleo·ar 'i"" an 1•: el apremio de un tndl\1duo de reclhtr un 
b·atrunlelltO medic:O para <;!)Tl:;c:rv¡¡r SU existencia. Se antepongan lllt<~l'l~St$ 

· de caractel" económico. o u na cliSilt>sición de caracter legal, ... ·· (Sentenc:la No. 
T -370 de 1998. exp~lcnte T -172.304, Corte Constitucional). 

9. Oc: acuerdo con los antel"iores lineamientos, ~" conlirmará la sentencia 
Impugnada "" c11anto tuteló los derechos fundameni.ales invocados por la 
a:ccionanle, revocándose en el punto tercero, tuda v..-.1. que, como se dijó, en 
esta conc:urrtm los -requisitos necesarios para que la E.P.S. acdonada asuma 
los .coslus ordinarios que demande el transplanl.e reque1ido por la peten te. 
Para ello podrá tomarse como guia la rcgular.ión que al respecto contic:n<: d 
De<:rei.o 237 de 1989, si es que en verdad •salud Colmena· no cuenta con una 
reglamentación sobre i.rnlamientos en el exterior. 

OectSJ<.):.. 

En mérito de lo expuesto. la Corle Sup-rema de Justicia, ·en Sala do: Casa­
ciun Civil y /lgraiia. admllústrando justicia en nombre de la Rcpublica y por 



118 ACCION DE TUTELA Nú!1"--ro2494 

autoridad de la ley. Confinna la sentencia de fecha, contenido~· procedencia e 
ya pWltuallzados, en c.uanto concedió la tutela Instaurada por Clara Juliana 
Caldcriln Caqtro, y 1.~ Revoc:u en su punto a•. por las razones consl~nadas en 
la mut.ivacián. 

Comuniquese tt:l.:grillkll.lllCnlA.: lo <tcá n::;udlo a los interesados y opor· 
tumunente eilvic:;c el cxpf.l.li~nLc a la Curh: Cou:;lítucioual para su eventual 
revisión. 

Jorge Santos Ballesteros, Ntrolás Becham Simancas, Jorge Anlcm.iu Cust.illo 
Rugeles, Cario.~ E.'1Tehan. Tammíllo &hlo.<s, Pe.dro Lt:ifont Pianetta. José Feman· 
da Ramire.o; Glim.e~. Rt¡fnP.l. Romero Si,I'T(L 
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SEQORIDAID OOCllAJL, EPS: Si una prestación de salud no se encucnl.m en d 
POS a cargo de· una EI'S y en cambio puede e"t.iman;c <:omo un" obligación de 
asisu:nda pública que debr.prc:,.l.arel E,;tado, Ministerio de Salud, con cargo 
al Fondo dr. Solidaridad y G<n·antía, en la subt:ucnta de promoción de salud o 
lo destlnad.o al efecto, la 6ttldad estada llamada a repetir contra éste, no 
como una petición del dernaJl(Jante sino como una consecuencia obUgada de 
los prl.nclplos de Justicia e igualdad 

Corte Suprema de ,fLL•ticia -Sala ele Cu:;ucibn CiiJU !J Agraria Santa Fe de 
Bogotá, D. C., veintisiete (27) ck agosto de mil novecientos noventa y ocho 
(Hl!JH). 

Magistrado Ponente: Dr. Pe<hn Lqfhnt Plo.netra 

Ref.: Expediente NO 5291 
flP.CirlP. la CortP.. l<1 impÚgn;u~ion rormulada contr;, "1 fhllo rl"l vP.inT.inut<vP. 

(29) <le n1nyo de mil novectenlos novent·a y ocho ( 1998), pmferidn por t'l Tribu­
nal Superior riel T>is\Tilo ,JÚdici.al de Sant<úé de Bogola; Sula Civil. me<:J;,;,t., 
el """ 1 TP.!>nMó conceder la tu.lela incnada por Maria Nelly Cua<lrC\o;; ,Jimenez 
(:onlra Salud Colmena. 

I.MTF.CEDEmt:S 

1. La cindadanto Mana Nclly Cuadro5 Jiméncz. obmndo en 5Ú propio nom­
lm: y <:n n:prc~r:nl.ación de :;u hija menor de edad, entabló ac:tión de t.ut.d11 
(:onl.ra 5>\lud Colmena; ron el fin de solicitar la protección de sus derechos 
constitucionales fundamentales a la salud y a la seguridad social, consagra .. 
dos en los ruts. 48 y 49 respecüvnmen te, de la Constitución Política. 

2. Los hc<:h<>s (:n que lilm!amcnta sus prt:t.:n,;ionc:j se concretan a los 
siguientes: 

2.1. Expresa la acctonante que es aftllada al Plan ObUgato11o de Salud de 
la E.P.S. "Salud Colmena· desde el 1' de Julio de 1995. y que en el presente 
año se ha vi&to obligada a acudir con frecuencia al servicio médico en procu­
ra de la salud de su hija de 3 y 4 años, a quien la droga prescrtta por su 
médii:o gemo.nd no le ha mejorado nada; razón por la cual pidió su remisión al 
pediatra. y por l;~r.c al cspcch'lllst.a en alergia~ quien des1rués de ordenar los · 
~.xámenés c.lintcos concluyó que la stJIUd de la menor ameritaba el tratamien­
to htposenstbtllzante mediante las vacunas. el cual se prolonga por c:.~rca de~ 
tres añ.os. 
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2.2. Dice la quejosa. entnnr:o.s, que hizo las gestiones ante Salud Colmena ( 
p.-.ra adquirir los honns y "on ello iniciar el tratamiento de inm~dialo, )i'a que 
el avance de su ~nl'l,-medad puede terminar en asm". Sin embargo, la accto-. 
narla 1~ nr.gn r:l tmlamiento y le soliciti> no insisl.ir, porque no lo cubre el plan 
de 9alud. al tiempo que le lnlonnai-on el valor aproximado de $50.000 r¡ue 
tiene cada Vat:una; e:;ta clrcum;tant'.ia está fuera de su ak.ance por ser perso-
na d" e~casos recursos emnómicos y que espera la aplicación de la Ley J 00 
de 1993 (art. 164), que contempla el ar:r.eso de los <>filiados <1 los servicios de 
alt.o cost.o siempre que se rcuria el níunero de semanas cotlzadas a la E. P. S. 
(1 00 semanas), las cuales, en su caso, ya están superadas con cxt:cso ( 150 
semanaB). 

2.3. Por ultimu, !u peticionarla aflrrna qm: a>~í C'nmo el I.S.S. es una enti­
dad prest.atlora de salud que a!lisl.c en este tratamiento a sus pacientes, to­
das las E. P. S. deben hacerlo, con lo cual se deduce la exLstencla d!" iucquit!.od 
entre aquellas en mnterta tan grave curno la ~ Lcnción de In sruud. 

II. FAI.ri.) n:r-,r. Thlt1UNid. 

Las rawn~s que tuvo el TJ1buna 1 ¡lara <:nnt~e:r las pretensiones de la 
tutela Jneo~da se resumen de la sigu loent~ mano.m: 

l. Se refiere en primer l~ac el Tribunal al conrentdo del art .. Ro de: la 
Cum<lilueión Nactonal. en el senttclo de que éste dolO a los asociados de una 
""'P"'-..:wlíl:;ilnó\ y ex<-epctonal acción destinada p¡tra reclamar ante los jueces. 
en lodo momento y iugar. meñlanr.c uro pnlc .. dimiento breve y sumario. por si 
o por <¡uien actúe en su nombrt:. el amparn do. los derechos constitucionales 
fundamentales, cuando se estimen amr.n;mtdns'o "llnerados por cualquier 
autoridad pública, y excepclonalmcnt.-r:, pnr lns l'"rt;culares, en Jos casog se­
¡)alados en la ley. 1\grega que e~t.ara a su alt:am:o. P.l P.jercicio de ese derecho. 
caando no cuente el administrado cnn r>t.m mP-din de defensa judicial. 

2. En con~Jdcración a la protección de la salud que rlr:rnanda 1" mnrlre 
para su h!jfl, el fallador dice que no obstante no tener d Cflrád"r o lo. fund~t· 
mentales en nm~st.m Carla Politica Jos 'derechos a la salud y a 1¡, seguridad 
social ;lflm:idos, e:;. proc-edente L.<t acción de tutela r.on miras a e\>itar su que­
hrant.o, do. arnf'rdo con la reiterada Jurlspruolenda ole In Honorable Corte 
~onst il ""ional que en sus pronunciamientos h;, sosl.enido su admisibilidad 
pnr invnlur.rar tambien el derecho a la \'id,t. Además. como observa que esta 
P.n jno.go el derecho a la salud de la niña, l.r;,e 't colación el art. 24 de la 
Convención sobre Jos Derechos del Niño. En es le orden de ideas, esa Corpom­
c.ión concede e! amparo solieii:>do en l''lvor de Diana Vanessa Gallardo Cua­
<lms, tras evaluar y desestimar las mmnes de la accionada para negarse a 
suministrar el tratamiento rer¡u...-;do por la menor para asegurar la salud. 
cuya prestación es un servido públit:o a cargo del Estado. 

3 .. Posteriormente, d Tribu na! "'~ relit>re a la petición de' la ac~lonada de 
ordenar el cobw de los met.lit:amt:n lo:,~ y dellmlamienlo en el evento Cie sumi­
nistrarlos a la paciente, frente a la cual St: n:spun(i<: tlll<' nada le impide ejer­
<:t:" las acciones judiciales para hacer·valco· sus dc:rc:<:ho~. 
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l. Los <>rgumenLo>' d~ lo impugnación al tallo ala(:ado se rcstunen de la 
siguiente manera: 

l. 1. Porque de acuerdo con la juri>~prudcncla con~titucional, su absten­
ción en el sumtnlstro de- medicamentos quP. nlJ se encuenu-en en "el Manual 
de Aclividade:;, Inlervcncion~_s y Procedimientos del f'lan Ohli~torlo de Sa­
lud. no vuhtera el derecho de sus afi\i.,dos. 

1.2. Porque la Honorable Corlc Suprema de J usticla ha expresado <¡u.: si 
puede har.erse el recobro al Estado de los tratamientos y drogas que s.:an 
indispensables suministrar a sus afiliado,., y que no estt'.n en el lisiado o 
cat~ogo del.P.O.S. 

1.3. Pon¡m: no es ile~J negar Jos Jnedicamenl<!$ de alto costo. puesto que 
lo pennite el art. 15 de la Ley lOO de 1993 al hablar de las limitaciones y 
exclusiones. 

1.4. Porque el ácn:cho a la Igualdad consagrado enln r.onslilución Politl­
ca, <:xigc d mismo trato para todas las entidarlr.~< allliadoras, de suerte que 
pJ,nlr." la posibilidad de que la accionada pueda-n:pcl.ir contra el listado, 
Minisl.t:rio de Sah,¡d, Fondo de Solidaridad y G:uanlia, !u correspondiente a 
los W'slu~ adicionales que demande ~1 suminisl.m de naedleamentos y el.tra 
l.ami<:nlo <¡u e se le de a la nliia Diana Vanes$a Gallardu Cuadros. por no estar 
c:obi_j,.dos po.rel P.O.S. 

1.5. Afuma que cl1'o1Junal vulm,.-ó con la prcn-1dencia lmpugrmdu la Cons­
titución Nacional, si $<; Li<:nc <:n cuenta lo dicho por la Honomble Cm1.t! Cons­
titucional y {p¡¡r la Hom>rablc Corte Suprema de Justicia en senl.endo!'l 81: 
480de J997yT- 175dc 1997 

2. Por su parir.. diado en segundalnstancia el Mini si crio <k Salud, este 
se hiw pn:s<:nk mediante apoderado y aportó un folleto sobn.: los medica-
mentos ('n r.l sisl.ema general de_ sesturldad social en salud. · 

IV. CoNSIDCRA,CTQNF., 

l. Es verdad averiguada que la ar.r.:ilm el-. tutela c.s un mecanlsmo Idóneo 
para obtener la protección del derechn " la salud c. u ando quiera que se lesio­
ne o se encuentre amenRzado, t:mlo m:is c~uanto cons~cuenclalmente se 
arriesgue la •ida. 

l. l. r" :ml.-.rinr nh<:rtcr.t~ a que siendo un derecho conslitucionalli.mda­
mental cuya akt:Lación tamblcn puede amenazar la vida de la persona, no 
solamente ~• em:uenlra sometido a dade la proteccion debida a la persona o 
entidOO que se crtC'~tentre especific.ament~ nhligarla a pr~slnr f~l sr:rvi<~io inrH­
vidual o de seguridad social en maten" ile ""lurl, en virtud e k una rr:la.c:ión 
contractual o legal, sino que lnmhii:, "'" •~nr:ur,ntra ohllgarlo el Estado. en 
·CaSO de f"ll" de n:<:UTS<'-' <:f:Onónl!COS y méd!CO-aslstenclaJes. a prestar.Je .k1. 
"sislr.n<:i:J (mnln asist.r.ndil pubhca) bien en fonna directa, o por conduelo de 
nl.ra r:lll.irlarl. quien en todo caso puede repetir contra aquel. 
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1.2. De alli quP. !<i tm a.ent.ida.J afiUadora se encuentra obllg:~.da a prestar 
el servi~Jo ck! "''lud a detennlnada persona, vulnero el dereeho a b salud que 
esta oilflmn tiene, lo que in<llca que p ara su an1paro dobctá prestarlo. que 
blt:11 p1H:de .'!eJ' a su costa (:uando éste apar~-<:e i.ndutclo dentrn ele sus obltga­
clnnt<s, n biell, en ea~> o.le no estarlo, '"' prestación se cnl.i~<nde efectuada por 
~ul':'(lln de la aslst.,nr.i"' .públtca qu" debe prestarle d R~ludo a quten. de acuer­
do oon sus coru.liciones. Uene rl""~cho a aquella .rrcslación, pudlendo la E. P. S. 
repetir o~ontra éste de .ao:u.,rdo con la. n~gl~mentactón pertlnenlc. 

2. Dt:\<Ciende la Corte: al C$lud1o de la p rr:.<;P.nle impug:nac!Qn . 

2.1. Se trata de 'J.rul oe~:ión de tutela de Maria Nelly Cuad~ Jiménez. 
conl'ra Salud Colmena, para soiJc:ltar el amparo de los der...:bo~ fundamenta­
les consUtucJonr~les ~la salud y ~ la segmidad sod~l de su h!Jn de tan solo ;j 
'ltiO$ y medlo, pt>rque Salud Colmena se ruega a ~umin.lso·a.rle los outotlio:¡o­
momtoe y el tratamiento indtspcr~Mable.~ para su enfc:nncdad. ya que pa.t.lcu: 
ole ulergla y su meLlio:o en esta ea pt:o:i:didad le ha prc~t:rtro un tratamlenlu a 
b a.:t< <le vacWl.a.s hiposen:sibtlt.zantcs que dice tener un valor de $50.000 a 
$60.000 C/U, las cual<~'< no puede ad11uirtr por su cuent .... do:bitlo·a que es 
uno. V"""ona 5uman•cntt:·pobre. Destao;a que está afiliada a c-... t.a E.P.S. y ha­
ber <:o ti•.<! do 150 seman~s. "tcndo :su hija b<:nctklru1a de este S<:n:io.:io que, en 
su opl.nlón, ln hacen mcrcccdnJa de los o;crvicio.'5 sú1 exclutiluncs que esta 
entldad pre><u1 en materia de S>tlnd. 

2 .1. 1. E.! Tribun"l accede a tutci8T los derechos fundamentales a la Begu­
rid>Jd social y a la salurl dP. la menor Oi;ona Vanessa o ... ll:udo Cuadros. hli· 
pl!,Tt\endo la orden par¡¡ que le sean aurninistrados por Salud Colmena E.'P.S .. 
dom lro de las 2-1 htlral$ siguientes a la nnli licadón de la okct:otón. los medtca­
mcnlo~ y el tratamiento médico prescrilu pol' su méd.leo ctlpt:o:irolista, porque 
rle:<e!Silma las razones aducidas por la ao:c~onadn para ab:>t~m;ret: de prestar 
la ns15tencla &alicit .. da p<n· la nll1a pat:it:nle. olvidando o¡ u.: la salud es un 
s~n.1clo públtco a cargo dd Estado, sln que pueda sustrar.o·Ae u1: l.al obliga­
ción en beneficio d r. la salud de la beneficiarla de su afilia da. >Sin pei:Julclo de 
que en el eVCLlto de suminlstrarlo9 putda ejercer las at:clt>n<:"' judiciales para 
hacer valer sus dcrcchO$ o p~o de: los gastos que h~y>< demandado dicha 
ns!stenela y por cuenta de quien l"ln·esponda. E.u " "uol)lo se abst1ene de 
pronuneiarRc respecto de la pd.i(;fón de ampai'O tld lk recho a la Igualdad que 
reclanla ls ~<cci.onante frent<': a ht ~ccionada, poi' t.(:rK:r un comportamiento 
dlstlntr> ~ la cnti.d¡td pl-e8tadura de ~alud ~t. P. S .. d "l.S.S:, quien si dispensa 
este "'~f\'ir.:io a sus afiliados y ben<:6ciru1os. 

2.1.2. /\su turno, el acclOllJUll~. o::ro .o¡ Jugar, man1.6esta i¡ue d Tribunal si 
vulneró con la pro,idencin lntpugmul>• ht ConsUludón Nar.hmul. de acuerdo 
con la jurlspn1dcm:ia sP..ntada por la Honorable Corte. Constitucional y la 
Honorable Corte Suprema de Ju91Jd>t. Así mi~;mo a6nna que no es ilegltimo 
que Sé abstenga rlc sumllústra.· lus rnccli<:;unentos y el trarAmlenlo a la bene­
llciarlll. pues ello tiene: sustento en el Mauual de. Acltvidades. lllh~rv«ntiones 
y Pmced1mlentos ce! Plan Ohll,l!ntono de SaluLI. P.O.S .. razón p<:>r la t:ual no 



123 

vulnera ntngim derecho de sus atlliados. En ""te mismo sentido soli(:i la que 
el Tribunal se exprese acerca del recobro al E•i.adu de los tratamientos y dro-
1-(a'l requ.:ridos por lmt pa<:ientes afiliados y que no (:sli:n en el listado o catá 
logo del P.O.S.,Ialcomolohaafirrnaclolallonorable CorteSupnma ck.Juatlcla.· 
Además, recuerda que los medicamelio.los ck." ltn <'.Osto estim excluidos o limi- · 
tactos legalmente por el art. 15 de la J..ey l 00 de 1993: 

Sin embargo. más adelante reconoce la pFioiidad del dt'reeho a la salud 
cuando manifiesta que dentrn e\ P. las nonnas reguladoras del sistema de •e­
gurtdad soctal, se encuentra el A(:uerdcl N" 008 de 19$14. el cual habla del 
suministro de'IUCdicamentos dentro del Pl"n ObliJ,I'lTOrto de Salud P.O·.S. ofre­
cido por las E.P.S .. "siendo de obligatorio cumplimiento por parte de dichas 
E.P.S .. toda vez que las mismas E.P.S. basadas en una relación corilmdmll 
c.on el Estado. 'sólo tienen ohligadún de lo especificado, el Estarlo l"s !lP.lc•.go 
dentro de las reglas punl.unles', Jo o;ual hace que si por virtud d" lns fallos <k 
tutela se Lenga mayor (:uhrimienlo a Jo que Inicialmente se pm:li) mn d E~t.a­
do, lo más ju"'l.o sea ()U e P.l nlecllt~amcnto pueda St>l' recobrado •d Estado. por­
que de lo conl.rnrin se le e:<tarüm violando derer.hos consütucionalc& a la 
E.P.S ... ". Y agrega el siguiente ¡¡.parte de stm1.encia de la Honorable Corte 
Constitucional, del cual hace relevanct¡¡: "El derec:ho aL"- salud no es una 
creat:iún nueva del derecho colombiano. ha sido 1 nmadu de las inmunerables 
declaraciones. univers3Ies sobre derecltos hum,mos. pues proteger la salud 
del hombre es proteger su vida y·en esi·a..• oondu:iorres e!Eswdo Soctal de De.re­
clw cumple con sus finalidades ... •. Pero lo que en el fondo la accionada se 
duele es de que no se le haya concedido el derecho a repetición, ya que, Juego 
de citar .lurlsprudencla de las Honomhles Cortes Constitucional y Suprema 
de Justicia, expresa que "se le pennilo a S<>lud Colmena repetir contra el 

. Estado, Ministerio de Salud. Fondo de Solith>ridad y Garantía. Subcuentade 
·Promoción de la Salud, por todos y célda uno de lo~ gastos adicionales a las 
.:oberturas del P. O .S y en los cuales deba incurrir nnc:sl.ra entidad en cumpli­
miento del fallo de pr.intei'a instancia, tal como lo ha rcc:(moc:ido, tanto la llo­
norabk Corl.e Constitucional como la Honorable Corte Supn:ma ele: Justida". 

2.2. Pred.sado lo anterior, encuentra la Corte la. prospeddnd parcial de la 
impugnación. 

2.2. l. Prim(:mrncn 1.: nh~erva la Corte que en este evento la accionada 
ciertamente se ha abstenido de alr.ndr.r el tratamiento y· el suministro de 
medicamentos. pnrqm:, a ,;u juicio, no se encuentra en el manual. :-;lo oh~­
l.anle, ,;i bicu e:; c.:icrl(o c:sl<1, uo lo e• menos que la tnlsma accionada reconoce, 
de un lado. qm: el tralatni"uru atlt:lantado a la menor Diana Vanessa Gallar­
do Cuadro>'. bl:m:llciari" tld Plan Obli::¡atorlo de Salud Cohnena, no ha tellido 
éAil.O·Y qut.~ la n~t:urneruh:t.t:ióu tuéc.Hca es la de que su carnb1o poT ~tro t.Tata­
Pltcnto es ran necesarto que, de no ser asi, dicha enlcmt(:datl podría .:mc­
vettlrse en asma. lo que, en si m1smo, implicarla un a¡:THvamieuln de la S><lud. 
Y de la otra, que con dicha absteneión ·"" arri.:•ga la salud cun su agravante. 
lo que debe e\1\arse con d sunlini>~lro tld !J·atamiento y medicamento coi..-es­
pondient.c. Dr: alli que. como la misma accionada advierte, para darle protec· . . 
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clón al derec:h" o la 5<1\ud se hace imprescindible atcndr.r dicha recomenda- (. 
clón, por lo que entonces no hay razón para modificar la lulc:la concedida. 

2.2.2. En c:amhio, sí le asiste razón a la accionante en el ~entido de que si 
. dicha prcsl.a.<:ión pml~ctora de salud no se encuentra dentro de la oblil,jación 

que le Cl>rn:o;ponde como entidad afiliad ora, y en cambio sí podría estimarse 
coJno una obligación de la asistencia públira (JUe debe pre::1l.ar el E>! lado, Mi­
nisterio de Salud, con (:argo- al Fondo de Sollda.ddad y Garantía, en la 
subcu~nta de promoción de salud o lo destinado al ~f~t.o, por lo qur. r.nt.onc.~s 
estaria llamado a repetir contt·a este, no ctomouna pt:>.lit:ión dt:>.l demandante 
,;ino como una consecuencia oblig,da de los pi1nciptos de justicia e Igualdad 
a que alude la jurisprudencia de esta Corpomción y la de la Honorable Corte 
Constit.licional. pero de acuerdo con la acrcdil.aciún y la regbJmentaciún que 
sea del caso. 

2.3. En consecuencia, el fallo se confirma en su Integridad, y se adiciona 
con la rcpcticiOn menr.ionndn. 

V. Da·:CifOI()N 

En mérito de lo expu.,sl.o, la Honornble Corte Suprema de Juatlcia en Sala 
de Casación Civil y Al;(mñu, administrando justicia en nombre de la Rcpubll­
cn, y por autoridad de la ley, 

Rf:sUiiLVIt 

l. Confirmar el fallo del vcinünu<--vc (291 de ma)'O de mil nmoec1entos no· 
venta y ocho (1998), proferido por la Sala Ci\'il del Tribtmal Supertor de Santafé 
de Bogotá. 

2. Adicionar el anterior fallo en el sentido de ordenar al Ministerio de Sa­
lud, l"ondo de Solidaridad y Garantía, .Subcuenta de Promoción ue Salud u. 
subcuenta pertinente, pMa que con aneglo a la ley y a la present..: tlt:t:isiún, 
procc:da, si fuere.,¡ caso, a ordenar el reembolso de los gastos del tr .. t.<mi.,nt.o 
que aquí '"'tu Lda. cuando oportul)a y formalmente le hubiesen sido reclama­
do::; por la accionada Salud Colmena E.P.S. 

Nodfiquese a las part~s lnt.cr~sadas, comuDiquese telegraftcamente lo aqui 
reguclt.o. y otictese. 

Remit....Se el expediente a la 1 Jonorablc Corte. CC)nst.il.lJ(:inna 1 pam su even­
tual revisión. 

Cúlnpl"s". 

Jorge Sanros Ballesteros, NiColás Becharu Simanct!$, Jorge Antonio CastiUo 
Hugeles, Carlos EstebanJaramíUo SchW.ss, p,,¡_ro U¡Jort!. Ptanetta, José Feman­
do Ramirez Gómez. l~ajo.el Romero s;.,Tra. 
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Ell'S, S&GI!JlRJI!:i.AD SOCI!AL: Ant~ situaciones de. urgencia no es posible oponer 
periodos mfnimo.; de cotización, so peua de poner no solo en riesgo la sah•d de 
una persona. sino Lambién en peJigro su vida. aun Jl·ente a un;l enl~nn~d;1d 

definida t.omo c;¡l.;tsi.Tótlca o ruiDosa que .demanda atención médi,;a y ho~pl· 
talada lrunediata. 

Co"rt.e Suprema de Justtc!a -Sala de Casación Civil y Agrana- Santa Fe de 
Bogotá, D. C., veintiocho [28} de agosto de mil novecientos noventa y ocho 
[1998), . 

Magislmdu Ponente: Dr. Jose Fernando Ra1'11Ín'z Górilez 

Ref.: Expediente No. T -5271 

Dec:idP.!<P. la impugnltclón formulada contra la selltencia estlmatc.t'ia de 23 
de julio rle 1998, profeTida por el Tribunal Superior del Dlstrtto Judldal de 
Bammqnilla, Sala CMl-F'arnili<""l, en el proceso de tutela pr9movldo por .Arte! 
An:on Paya res. en nombre propio y como agente oficioso de la señora Sandra 
Carv,.j;•l Navaja, Ji·ente al Instituto de Se¡~uros Sociales. Secciona! Atlántico. 

l. Manifiesta el accionan te que la pa rt.c cknunc:iada ha concu Jea do 
llagrantemeute, en· relación con la mc:n<:tonada sc~ñom. su compar)cra pt'l"­
manente. los derechos ft1ndamr.nhl1P.s a lrt vi el", a 1" s;¡ lml y al resp~l o " l:i 
dignidad humana. al dtspcmr.r por inl ermt!din <lel coorrlin'lrlor <le urgencias, 
no proseguir la atenc:lón de Au salud, ntzón por h1 l~n~ll snlh:U u .. f.lt:denar ... la· 
conttnua.clón del trar.amtr.nto de: qnimiolt':Tapi"" que ,;e había di!>pties\o ini-
cialmente. · 

2. T.uP.go c:le dP.jar sentada su condición de afiliado alinstltLito de ScguJ;"OS 
So<·i;¡ ¡.,,., en el régimen c.ontrtbuttvo, y 9eñalar que Sarulra Catvc!}al Nat'Í¡}a ($ 

beneficiaria del sistema de·st>gurldad social, el pcticiorutrlo expone <:omo li.rn­
<lamen\o de lo an\enot· que a su co)Jlpañcra pcnnanente se le di"'o(nost.ic:ó la 
cnlt!rm~chJCl de ·leu(:.,mia linfotocitlca aguda, siendo hospitalizada por ur!(en­
clas: postc.rior.rnente se rt:mil.ió a la ClúJica Prevenir para tratamiento de qul­
miotcro.pla y a pesar <.le haberse iniciado con dos sesiones. el coordinador de 
urgencias del hlstltuto decidió no con l.inuar <:on .,1 mi~mo "aduciendo que la 
paciente no llene del'~cho", obligándola a "abandonar l•t ho:spitali~<""IC!ón y los 
derechos de urgencia ante el Seguro"-
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Subraya que actualmente la" pacle7 tte presenla. ur•.fmncr> de1erioro, precipi­
tando pérdida de peso. paUdez gerK<mi;;wda !1 diflroliod l't"-Spimtorta pelmanen­
te'. dependiendo su vida el<: la ''conti•luacion del tmromiento por presentnr un 
estado de salud no e.stable'' _ 

3. El21 de julio dt: 1998, el Instituto de Seguros sociales responde la soli­
citud de ampam presentada el 3 de lo-s mismos mes y año, en el sentido de 
indkar que estando hospital12ada la señnm G"n~a! !Va!JC!jG. en el servidn d" 
urgencias, se solicitó, tenlendn en cuenta su diagnóstico. "el número de se 
manas c:otizadas y se conoce que de acuerdo con la~ normas vl~entes, no 
reúne el mínimo requerido para su atmr.ión, ':!iluación que :;t: les CXlJlíca a los 
f,¡unll1ares, quienes la ac:cp\an", motivo por el cual se trasladó a hospitaliza­
ción, 5"pisn, donde le aplicaron la tercera dosis de qulmlote~·apia y alli ·aun 
:;e encuentra hospitalizada •. 

Con base en lo anterior solicita se dcscstinten las pelk-iones de la !u lela. 
•por cuanto en "ste ca~n la EPS del Seguro Socl..'\1 ha obrado y debe oprar de 
acuerdo con las norma• que regulan el sistema de Seguridad Social', concre­
tamente con los a.rti.:ulos 164, indso 2." de la ley 100 de .1993, 26 del decreto 
1938de 199·1, 60 deldccrel.oB06rle 1998yl<J resolución 0171 dell3deabrtl 
d~l año en curso, emanada dt: la Presidenr.ia del Seguro Social, que eldgen 
para la prestación de al~uno.~ sr.:rvit·iu::; dl' all.o costo, "periodos mínimos rle 
coli7..ación, que en ningún momento podrán excede!' de 100 semana.~ de aJ'Ilia­
ctón al sistema, de las cuales al menos 26 semanas debera:n habt~r sido p:lga­
das en el Ultimo año·. situación que deLe SLT observada en el ca"o de la señOra 
Caroqial Nauq!a, quJen padece tma cnfcrn•cdat.l ddlnida t:omo c:al,.,.trbfit:a n 
ruinosa del ·'nivel N en el Plan Obligatorio de s .. !ud", pt.-ro súlo "<:nn alrc:rlcdor 
de 21 ... semanas cotizadas por a u compa.iicro pcnnancntl:". 

A"'i las t:<;~.~a8, para que la mE"ltcionada paciente pueda ser atendida como 
benelkiaria de la EFS del Se-guro Social. debe "pa~ar un porcentaje del valor 
\al al del tTalamiento, eonespondlente al porcentaJe de semanas de cotización 
que \e fallen para completar ios periodos minlmos de cotlnclón" (articulo 60, 
decreto 806 de 1993). tal cual lo señaló la Cort., Constitucional al dt<elar-dr 
exequible el articulo 164, Inciso 2" dtl htlt:y 100 de 1993, .,¡ tlet:ir que "cunndn 
el usuario del Plan Obligatorio de Salud w~l Ri~qimP.n ConJribuJ.ívo w.quiera nl.=­
clón médica porwtrL er!f<•rm(•rll1L1 cuyo trmnmiento sea de alro costo y no cumpla 
con el p<.>rivdo mínim.? ri<< coi:i:urdón, del:>e ser atendido por la entidad de salud a 
la que esrr. ~fúirul~J, pt:ro oon.la.condiciim de que pague una suma detem1inada 
pur Ir,;; ·"!Tl>it;ios pmslados, que ... es el porcentqje en semanas de cotización que 
k•.fnlitm pa.ra. completar los periodos mínimos COlltemplados ( ... }.No se olvide 
qw~ el tJ-Sl.l(.lrTO pc<rl(•nccc al Régimen Contributi~-o y por ende se presume su ca­
pncitJad de pago"' . 

T ¿o, SRN'T"F."\C::C.'\ l~PUG:-.JAJ),'l 

l. El Tribunal ncgi> la l.ulc:la en relación con el geúor Ariel Arcon Payares 
por aparecer claro que ninguno de sus derechos fundmnent<ues había sido 

: Scnlcncta C~nsUtuc:ton:ll df: 2:') d~ m:1r7.o dP. 1998 (C ·112). 

,, 
' 
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lesitln~lio o am.,nar..ado; al conlnuto .. su reclamo llene que ver es con la suer­
te de su c:urlll.>ar1era permanente,Ia'agenclada, pero no con sus propios den•­
chos en calidad de coti7.a.nte. 

2. Asi mi;:;mo, Iras señalar el o~Jeto de la tutela y dejar sentado. con apoyo 
en doctrina ~onstltu~Jnnal, que el derecho a la salud, a pt'-~'" de .,,..J;,r c:om­
prendldo dentro cl;o,l c:ahilogo de los derechos .sod.-.Jes, econbmicos y ctillura­
lc:s·. 'l<lcluie,.., el rango de ftmdamentaJ cuaudo. por el principio de conex1d3.d, 
le es comtmlcada esa c:alillcad(ln ~m virtud di:'! un~ inesr:indibJe rl:!lación (..'Qn 
otros derecho!'< que sí lo Lienen, como la vida. la integrictad. fisica, de una 
fomt~ 1.>11 que si no es protegida, se ocaslonar.ia la vutneraclón o la amenaza 
de los ultimo:<'. . 

El 'liibunal no puso ~n eluda quP. b P-nli•nn.,cl•tcl pmlt<c:irbJ pnr 1" "''r'mra 
Snnrtm CanJ<!iall\favqta .. se C.llí:Ltcntia clasJílcada como ~atastróflca o ruino­
sa; t"tnp~o su ''inculaclón a la EPS del &guro Social. en calidad de benetl­
c:imi,., ciP.ntrn del reglm~.n contributivo. ele 'su compaitero pernlSllente. sólo 
c1ne el númP.Tn r1,; semanas cotizadas por este, \<elntltma. no le otorga dered1o 
a n:clarnar la presl ación cif': ~en:icfos de alto costo, salvo que. r.'omo lo señala 
la pa.tte denunciada, se pague un porc-..ni·"Í" del v"lor del tratamiento con·es­
pondlente al porcentaje de SP.m"n<>s de coli?.ndón qu~ laltP.n para completar 
los periot;ios minimu.c,; de cotizar.ión. 

SI bten en pt'lnclpto. agrega. le ast!>ttrta ra?.ón a 1 lnst.ir.uto de Seguros So­
ciales para solicitar se d~sc:stimc:n las p~tJciorics ele la t.ut.ela. no ele be·: ckS<:u­
nocerse que ccin base en lo.~ mismos ñc:crc:W>' y lc~yes qm~ c:it.a, la ·r,o;r.r! 
Constitucional ha an'ibadn ar.orld.IL~ilmes rliji!re.nJ1!s·•, al eXJllkar<¡m• la ".-Jd.­
gencia de w1a rotlZIIc!ón minlrnn. pom.IP.rlf<rd,.n..:tr~; n '" niP.rrr:ibrr de lo ,;r¡lud", 
-tiene un car'ricter· e:xcepciorr<<l". en re JaMón con¡,., "nfermedades clasificadas 
como de alto costo. En e!t.d.o, si el derecho a la vida est.á de por medio y el 
paciente no tiene dinero!""'' sufragar el porcentaje que le corresponde cuando 

·no ha cotizado el minimo de semanas exigidas, la EPS debe tratarlo y ''repetir 
ronrra el Esi•JJl<J". 

S. Asila.~ cnsas;d Trihnna lluleló los derechos fundamentales a la 'ida, a 
la salud y a la segurtclacl S<JI:i~Jl de¡,, sF.<ñon• Sandra em:vajal Navaja, y orde­
nó a la parte dcnunci:tcla 'l"" denl ro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 
dispusiera lo itt:ct~s:trlo j>:mt rf'anudar su n-atamiento, incluyendo la quimio­
terapia y demás drogas r¡uc ner:e~ile, mienlrns no se demuestre la capacidad 
económica de dicha st~f!ora l~"ra surragar esos gastos. Aclaró, sin embargo. 
que el .Instituto de Sc~'Urus Sndales podía "repe!ir contra la Nación colombiana, 
con cargo alfondD de reconudmúmio de er¡Jimnedades catasrrqficas u otros re­
cursos con destino al plnrr. otJiigaloriode salud, o, en último caso, ron !os asigna­
dos en el presupuestD al Minl~l¡,rio de Salud Pública". 

~ Scnt~ncla T-491 de 1992 y T·405 de JUU5. 

:l ~ntenct~ T 439. T -609 .'!' SL-480 de 1~!..t7. 
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LA IMT'Uc::r-,~cu);~; 

Por com;iderar, con bas.: en lo~ mi'lmos argumentos expuestos al contes­
tar la solicitud de amparo, que su conducta es legitima, mas no arbitrarla, el 
Instituto de Seguros Sociales, Seccional.'\l:lántico, impugnó el fallo compen­
diado y agregó que si el usuarto carece de capacidad económica para (:ubrlr el 
valor del tratamiento de una enfermedad de alto costo, en el porcentaje que le 
(:orrc:,~\)ondc, cu>ondo no reúne la::~ semanll.s rninimas de cotlza.clón, él y sus 
benefictar1os deberan ser atendidos no por las Empresas Promotoras de Sa­
lud a traves del Plan Obligatorio de Salud. sino por las "instituciones ptibUcas 
preSUJ()(Jrtl!< rlP. .SP.nnt:ii)S dt< salud<> por lJI!Ilt<lliL' prluadn..~ con las cuales e! Esta­
do tenga ron trato". 

CONSJJ)J:';J~CIONI!.S 

J . Ante todo de he quedar bien claro que¡, señora Stutdra Carvc¡Jal Naoqja. 
sufre una enfermed;ul d~sific>Jrl>J (:omo "<x>lu .. •trójit:a o ruinosa del nivel N en 
el Plan Obli{Jarorro dr' Salud". en los ténninos dcl articulo 61 del decreto 806 de 
1998, de ahi que haya sido atendida y hosplta1Jzada en el "Seroicio de Urgen.­
cius", lugar donde a\21 de julio de 1998, fecha de contestación de la tutela 
(foJa. 39-11), ·aun se encuentra·. como expresamente la parte denun(:iaclalo 
acepta. 

A p•sar de ser di<:ha señor¡> bomeficiaria de la EPS del Seguro Social en el 
Plan Obligatorio de Salud. por oslentar la calidad de compañera petmanente 
del afiliado Ariel An:un Payares, tampoco debe remitirse a duda, tal cual lo 
señala In mi:;;ma en·..idad, que la "paciente no tiene derecho" al servicio públi­
co de salud (l'ols. 42 y 44-45),.en relación con la enfermedad de alto costo que 
pad<:cr., por .:uanl.n, en su caso, para cubrir totalmente el valor del tratamien­
to se requiere haber r.o\l><adn 1 00 S<:manas al sistema como mínimo y el alilia­
do sólo lleva 21. 

Así mismo •kbc dl:Jarsc sentado que el Instituto de Seguros Socinles, 
Secciona! Allánlicn, no 'l(: ni<:ga a brindar la atención que demanda el estado 
de salud de la scñom CaruajllLNuL-ajll, pero condlctona la prestación del ser­
\1cio a lUla exigencia económica, en cuan1o si no Se opta por la alternativa de 
ser trasladada a una Institución que atienda d rO:~lmen subsidiado, deberá 
aswnlr los "costos del tratamiento, proporcionalmente a las semanas no cotiza­
das-. para asi tener derecho a conUnuar en la dínit:a tlt: la EPS del Seguro 
Social, todo de acuerdo con el decreto 806 de 30 <Jc: aluil de 1998 y la Circular 
196 del 24 de junlo del mismo año (fol. 44, injiru:l 

2. Prel:lsadn In "ul.<:rior. pcrlfm:nu: tesulta l.nsl.stlr que aun cuando el de­
recho a la salud, t:n rr.laclón c.on los mayores, ~tiene el rango de fundamen­
tal, puede adquirir l~sc carácter en los eventos en que se encul:".nl r~ en 
inmediata eonexlón con otros derechos que si lo tienen, como la vid u. 1'""" al 
hablan;e de t.al no S<: t:Slá haciendo cosa distinta que ldentUlcar un ol~jet.o 
juriil1m <:cmr:rer.o de:! derecho a la "1da y no de bienes jurídicos dt::,;lig:ulus dt: 
la v1da misma. a la postre el derecho fundamental por exc<'!lenda. porque su 
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existencia es condición para el elerc.icio rle lo" d""'ás dereehos com;agrados 
en la Constitución Politlca. Desde lul:go, como :;e l.ic:ne dicho, "el derecho o. la 
vida n,o slgnlfu:.• unct pQSibilidad simple de e-xistencia. cualquiem que sea. sino 
por.,¡ uml.mno, una ~lencia en roncllclones dignas y cuya negación es. preet­
.samente. la.prolongaclón de dolenr.lns Jism~. la generación de nueoos malesra.­
res y el mantenlmíenlrl de 1111 esl'ado de enfermedad, cuando es per:fecrament·e 
posible mf!jtlmritJ '-"'aras de obtener una ópttma calidad de vida"•. 

SI el individuo debe pmcurar el cuidado l.ntc¡¡ral de su salud y· la de su 
cOm\midad lart. 49, injine, C. P.), lo cual implica ronscrvat sus facullades 
llsicas, mentales y esplrltu~les, d~sd" el momenlo de la concepción hasta la 
muerte, la correlativa obligación del E.<tado "'e circunsr.rib" a ""'"gurar a l.oda 
la población, mediante Jos sistemas nacional de salud !leyes 10 de 1990 y 60 
de 1993) y de segundad social (ley 100 de 1993), la atención de. ese servicio 
púhlil:<>, en sus fases de educación, mformaclón y fomento. y la prevención, 
dlagn<>sl:i<:l>, lral.;lmiento y rehabilitación, a travca de hl9tltuclonca pública:. o 
privadas, din,'(:l.a o indirectamente, pero armónicamente, con Integración de 
funclonc~. a(';don~~ y reC':\Jrso~. · 

3. Con todo. para el caso es precl9u sci'¡aJ>~r que la pn:>tl.adón del ."':rvicio 
de salud por pane de las empresas pron1otoras de salud. no es ilirnilitdo, sino, 
por c:ll:ontrarto, sujeto a ciertas restricciones, como la señalada en el arLkuio 
164, inciw 2" de la ley lOO de 1993, al establecer que eu d Plan Obliga lurio <k 

.Salud, d ·~ceso ala JJ~stactón de algunos s~r·nlt::lt>s de< uUo r~o.~to ¡mJrú t<slw 
s>9e<tu a periodos mintmos de cotlzadót~ que no podr·á exceder· l O(}'s.,munw; w1 
l.!flliw:üm ni .si.swma. de· las cuales al menos 26 serlllln(L~ debert1r\ 1\alJ()J' sido 
I'UfiUJlu.-; <m clliUimo ario. Para per1odos me/to/'es de rotl?.ac!ór¡, el. acceso a di­
dws .S(<roic!Qs requerirá un pago por parte del u.~uarto. qw~ sr~ r~ . .,·r.ll>lt<r:r.,.,í. rl-. 
ar.r.~erdo cun su capacidad eronñm!ca". · 

La anterior rt':st.nr.eión también se contempla en el decreto 806 de 199!1, 
articulo 111. al exigir un ·máxinw de cien (l 00} semani.IS r.t., ml.ixru:ión. prua. op.l 
traramlenr.o d1~ lt>s '"!{ermedades d~finldas como cataslró.fo:as rJ ruirm.<a.< del 
ntueiiV en e!Pirut Obligarorio de Salud'. Si el afiliado o los bC>neflr:iarins de ese 

· sistema desean seT atendidos antes de complclar .,¡ plai.o esl.ahler:ido, el pa­
rágrafo del mismo precepto condiciona la prestación d.,J servido. ni pago de 
un. •poi'Centr,Y" dl!l 11alor total del tmtamlento, correspurrdú!nl.e al porctml'l:¡jc en 
semanas de <:ot~ación que lefalten para compll'ro.r los perfudn.< mínimos ... ". 
Ahora, si aparm:e debidamente acreditado que se carece de t:apaddad cconó· 
mica para sufragar el porcentaje, el usuario de rodas formas no queda aban­
donadoa su suerk sino que "deberáserutendidu ... por las entidades plibllcas 
prestadorr.t.' rk sen>icios de salud o por r.rt¡ueUas flriLvu!as con las cuales el Esta­
do tenga conlrruo". · 

4 Sr:nt·::nr:ta T-260 de 1998. 
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Desde hlego, las limilaciones di eh as no son "hsolutas. En los casos de o( 
"urgencias", el articulo 168 de la citada ley obliga a todas las entidades de 
salud de carácter publico o privado a prestar los servicios médicos correspon­
dientes, a toda;¡ las personas, lndependlcntcmcnte de su capacidad de pago, 
con car~o al Fondo de Solidaridad y Garantía o de la Entidad Promotora de 
Salud a la que ~le atlliado el usuario. según el caso, como asi lo ratlflca el 
articulo 62 del susodicho decreto, al decir que la "atención ilúcial de urg<:J'I-
cia", entre otms eventos. sera írunetliata. sin que haya lugar al sometimiento 
de periodos de espera. 

4. S~e de Jo dicho que ante situaciones de urgencia no es posible oponer 
periodos mínimas de cotización. so pena de poner no sólo en riesgo la salud de 
una persona. sino tambicn en peligro su vida. aun frente a una enfermedad 
definida como catastrólica o n•inos.a que demanda atención medica y hospi­
talaria inmediata. Precisamente. en la sentencia en <¡ue apoya su oposición 
la parle denunciada. la Corte Constituciorial s~ñaló que 'la exigencia de los 
periodos min.i.mos de cotización a que alude la norma Impugnada, no es la 
regla general, sino la cxoepción. pues i:stos sólo pueden oponerse en los casos 
de enfermedades catalogadas de 'alto costo'. Tales peiiodos de carencia no se 
traducen en falta de atención médica, hospitalaria y quirúrgica por p:nte de 
la El'S a la que se t:neuentre afiliado el trabajador ya que éste recibil'á los 
sm.1clos siempre y cuando cancele una talifa lljada por la ley. En los casos de 
urgencia o gravedad no existen períodos mínimos di' ro!i?.ación, pues( ... ), rodas 
las emtdades de salud, plibliros y plivado._o;, est'án. obligada.< a prestar los sen.>i· 
ciDs de saltu:l a quienes los solictt.en, tengan o no capr:rcidnd P.cortómil:a:' (cursi­
vas del texto]. 

L" misma Corporadón en urt caso reciente deflnló que el derecho a la vida 
esta bu por encima o e ctmlquier consideración legal o contractual. pues no se 
concibe que en un Estado Social de Derecho, fundado en el respeto a la digni­
dad humana y en la (lODsen.oat;;ón de la vida, "se pueda tolerar que ante e! 
apremio de un individuo de recibir un tratamiento médico para conservar su 
existencia. se antepongan intereses de carácter econé.>mioo, o l.IIla disposición de 
carácter legal"''. Por ello, el mismo fallo señaló que no ubstantc los cambios 
inlrO<lucitlos sobre el particular por el decreto 806 de 1998, "en los <:asos de 
w·gencia o e>arema grr.wedad. la mencionada norma no puede ser óbice para 
oror-gar un tratamiento del que puede depender la vida de un qfdiad<>". 

Desde luego, con~o allí ~smo se menciona, estabilizada la condición del 
paciente. se puede gestionar lo nece:;artu para que una. de las Instituciones a 
las que se refiere el mencionado deerelo, a,;uma la <il.cncíún que éste requle· 
re. Lo referente a cómo ,;e asumiran lu:i l:o::;lo"' Llellratamiento, se agrega. es 
una cuestión que puede plantearse cun po~l.t:rivridat.l. pues es claro que wta 

... SentencJa T-370 de 1998. 
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) vez prestado el servicio. se puerl~ r~~tlr c.ontra el Estado el pago del valor que 
por disposición lega 1 c.stal-..'1 ohligot<lo a o:uhrir ~~ ususr1n. 

5. Oescendlendo al caso concreto, podria pepsarse que, en p~tclplo, 1s 
EPS del St~gmu So(:ial es latía legitimada para negar la pr~~tad<in del servicio 
de ':'alud a la señora Sandra Carvaja~ por no reunir el afiliado el plazo mínlmo 
de cotización, 100 semanas, tratándose de enfermedades dcflnldas como "ca­
tastróficas. o ruinosa~·. en ·cuanro Ita obrado y debe obmT IÚ< mrifomtidad con 
las nonnas que regulan el Sistema de Segurtdad Social". En verdad ello no es 
así, porque, como se precisó en el numeral primero de este acaplte, se trata 
de un caso de "UF[¡encin." {se n:saltal. ·Pmcba de dio es que, ademas de 
clasJftcarse ·la enfc:rmo:dad que padr.cc dicha :>eñora c:omo "ealat;tróflca o rui­
nosa·. es decir, caractet·izada •por un bajo costo-efectl\1dad en la modlflca­
clóndel pronóstico y representan un alto costo• {Resolución No. 5261 de 5 de 
agosto de 1994 del Ministerio de Salud). lo cual de por si' denota gravedad, su 
alt-Ilción y acLual hospitalización, por lo menos para la fecha de contestación 
<lela lu~Ja, 21 de julio de .1998, lo fue en el ·servtctodc Urgenctas" [resaltado 
fuera de le"to). 

De otro lado. no debe perderse de vista que si "tltlclllbnente IDsjamJilares y 
la paciente asumieron cubrir el costo proporctonal.del tratamlenro • (fol. 45), lue­
go de haber sido instruidos sobre el particular por la Entidad Promotora de 
Salud, no se explica cómo frente a ello y aun aceptandose que no sea un caso 
d" nrg.,ncia, ahora se niegue tajantemente la atención, segun se desprende 
dP. los escritos de oposición e intpugnación. Por supuesto, la discusión sobre 
..,,.. " con\P..nido, netamente económlro, no se puede anteponer. motu proprto. 
para negar un tratamiento médico que comproD)ete la existencia misma de 
una persona. 

6. Así las cosas, la sentencia Impugnada debe ser coiúlnnada. 

DEC¡S[ÓI' 

En merito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Srua de Casación 
Civil y Agraria. adminislrando justici<> en nombre de la República y por auto 
ridad de la ley, CONFIRMA la senl.,nc;a de fecha y lugar de procedenclil arri­
baanot.Hda. 

Notifiqueselo así decidido, median te comunicación tclcgráfu::a, a todos los 
interesados y renútase oportwlalnente el expediente a la Cort<: Comotiluclo­
nal para su eventual revtslón.-

Nol.ifiquc.sc y cúmplase . 

.Jorye &ulr.os Ballestems, Nicolás Br.r.ll(lra Simancas, Jor_qe Antonio CastUlo 
.Rugeles, Cw'los Esteban JaramtllD ScllL>ss, Pf!dro L.afonJ.l'úulelta, Jo.sé Fcman­
do Ranúrez Gómez, I~fael Romero Sien-a. 



CC~.!:'ll'IEN:Cl!A:l"'OR lF'A:c'Jl'oot &~O. í\l1lllLlDIMD !!N 'll'lU'Il'IE1..A: hay nuli­
dad en la actuación cuando juez distinto del civil del circuilo rcsudv<' la de­
manda que se dirige, entre otros, conlra med.ios de comunicación: prevalece 
su competencia respecto de la entilL'l.d. oficial también a<:clonada. 

Corte Suprema de Just!da ·Sala de Casactón Cil>i! l! Agrmia-Sant.nle dt~ 
Bogota, D. C., treinta y wto l31J de agosto de mil novP.<:i.,ntn~ nnvt:nta y ocho 
(199!!). 

Magi~lrado Poneni.P.: Dr. Nlcolá.~ Bechara Slmancas 

Ref.: Expediente '.'lo. 5286 

Des.pacharia la Corte la Impugnación fomtu lada contra el fallo de U-elnta 
y uno (:11) de julio de mil novecientos noventa y ocho (1 9981 proferido por la 
Sala Civil del Tribunal Supe11or del Distrito Judi~1al de s .. ntafe de !Jogota, 
po1· medio del cual se denegó el amparo cÓnst.it.u<:ional pedlao por el señor 
NiJXJl(L~ E¡;elio Grlsales Santa contra la . .Registradwill Ncu:wnal del Estado CloU. 
d Nulu:let-u "Reporteros en .Acción" y la Revista "Cambio 16", si no fuera porque 
del estudio 1-eallzado por la Sala se concluye quc r.n la mmlllaclón de la queja 
:se iucunl(• en causal de nulidad que afecta lo actuado y gue obliga a la decla­
mlun.. pt;rliucnt.c. 

Atm:Cl!DE~'l"J:."S 

l. Medtante escila dirigido ·al Tribur•al citado. el a.cclonante, acl.u<.tlldo en 
nombre propio. en nombre de Colombia y de todos los asociados y sin elevar 
solicitud alguna en concreto, reclama la protección del derecho a la informa· 
clñn cuya v!olaclón deduce del hecho de que la Re.gl~r.radw1a del Estado CMI 
en la caratula del folleto de "Inslrucciones pom,Jurlll1os de Votación' (fls. 12 a 
27, c:d. 1), elaborado para las eleccionel> cumplidAs el pagado 8 de marzo, 
muestra un mapa de Colombia, a decir r.lel ~t.ir·.ionarlo. "mutilado". como quiera 
qu~ en el no aparece el departamento de Slln Amires. Providencia y Santa 
Cat.alina, ni las Islas de üorgona y Go.-gonilla. Adlclonalmeme señala, que en 
similar error Incurren los medios informativos lamhif.n aqui convocados en 
algunas de sus presentaciones. 

2. El Tribunal, mediantP. ;mi o "" 24 de julio del año en curso, admitió la 
demanda de tute\" y dis¡mso informar del hecho de su iniciación " la totali­
dad de Jos acr.ionBrlM, arriba ldentJficaclos: seguidamente, profirió la senten-
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cla objeto de la Impugnación de que se trata. en la cual. por improcedente, 
denegó el acogimiento del amparo constitucional suplicado. 

CnN.~lT>F.R,CIOKF'-~ 

l. El articulo 2!J de: la Constitm:ión Polil.ica establece el debido proceso 
c:omo derecho fundamental que se aplicará a toda clas(: de aCtuaciones Judl­
ci.'lles y adntlnlstmttvas. p1111clplo del que se deduce que nadie podrá s<:r 
juzgado sino con arre.glo a las leyes preexistentes al acto que se le Imputa, 
ante fum:iun,rin l:o•upelt:uk, o:onla plenilml ok la" formas propias de cada 
.Juicio. garnnlil1mduse asi el derecho de ddensa, mediante la solicitud de prue­
bas o contro\111iendo ias allegadas en su contra. y que. por ende, es plena­
m•ntr. aplio::ahle a las acciones de tutela. 

2. A su vez, el a.ticulu a• ole! Del!l..::to 2591 de 1991 consagra. que el tránli­
te de la acción ole luida ,;e debe ole!>;urolla.r con arreglo a los principios de 
publicidad, prevalencia del derecho sustancial, economía. celeridad y eJica­
cla. previendo, de otra pa11e, el Inciso flnhl del articulo 37 ibídem, que "De las 
acciones dlr1gldas contra la prensa y los demás medios.dt' comunic¡u:lón se­
r~n compei.entes los Jueces del c.trcu~t.o del lugar•. · 

3. A pesar de los vacios que pueden apreciarse en el escrito con que se dio 
ilúclo a e:;ta tranútaclón. surge de él nitldamente que. como ya se apwltó, la 
demanda de amparo aparece dJi·tglda en contra del Noticiero "'l?eporteros en 
Acción" y de la Re1>!sta "Cambio 16", l.nfu1éndo:se además, aunque ya no con 
lanla claridad, que en cuanto a estos medios de comunicación se reprocha el 
que ellos, en sus em1slones o en sus publicaciones, respectivamente. han 
desfl,"Urado la Información atinente a la conformación terrttm1al del país, como 
quiera que muestran Imágenes o graftcas del mapa politico de la nación en 
donde no aparece el departamento de San Andres. Providencia y Santa CaTa­
lina. como tampoco la~ lsla<J ele Gorgona y Gorgonllla. 

4. Siendo ello asi y estando claro que el derecho cuya protección aq1ú se 
depreca es el de la Información. al comprender la queja entre sus acclonadM 
a dos medtos de comunicación, uno televisivo y otm esct1to. se colige que la 
.competencia para conocer en prtmera Instancia de la solicitud de tutela esta­
. ba y esta radicada im.lca y excluslv<Unente en los juzgados clvlles.del circuito 
de esta·capltal y no en el Trtbunal !:iupe11oi de este Distrito Judlc1al. 

5. De olr.t parle. si bien es cierlo que la especial competencia atribuida a 
los jueces eiviles del circuito en m norma que se deja comentada no compren­
de, en el caso sub lile, a la Re,qistmduriaNacional del Estado Civi~ se conside, 
ra 'l"'' 1 ,¡ P.Venhmlirl"'i no "~ nh!<l >u:ulo para colegir. como se dejó au·as 
consignado. que el conocimiento en primera lnst<U1Cia de este astmto de tute- · 
la corresponrle >;nl¡>mP.nt" " "'"' jer;orqnia de jueces. pues por atracción, di­
cha autoridad n:sulta iWJalmentc corttpclcnte para asumir ~1 trámite y de(;i!:lión 
de la presente dcntaJtda de amparo. en lo que tuca cun la JIU<n<:iunada "nl.idad 
oficial. ' 

6. Apnyada ';tl la':' apl"t'Ci<tl:ion<:,; ant.eliores,lu. Corte se abstendn\ de deci­
dir en el fondo el asunto controverudo. por lo qur., en ac,.tamienlo del articulo 
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145 del Código de Procedtmlento Civil y en desarrollo de la causal 2• del (, 
artículo 140 de la misma obra, declarará nulo lo ac:tuado por la Sala CMI del 
Tribunal Supcr:ior del. Disl.ril.o Judicial de Sruttafé de Bogotá y dispondrá re-
mitir el expediente a los juzgados civiles del circuito de la ciudad para que, 
previo reparto que deberá efectuar la Oficina J udlclal, asuman el conocimiento 
y tramitación de este caso de tutela. 

D~..Cl$1ÓN 

En ménto de Jo expuesto, la Cort.e Supr~·ma de J\lsl:i<;ia, en Sala de Casa-
ción Civil y Agraria, · 

REsl.E~\'E: 

Primero: Dedarar la nulidad de todo lo actuado en la acción de tutela que 
· al inicio se dejó plenamente Identificada, a pa.rtlt', Inclusive, del auto de 24 de 
.lulio de 1998, que obra a follo 31 del cuademo No. 1 del expediente. 

Segundo: Disponer que por Secretaría, $e remita <:1 expediente a los juz_Ela­
dos civiles del c.lrculto de la ciudad para que, pr<:vio reparl.o que deberá efec­
tuar la correspondiente Oficina Jud.icial, se asuma el conocimiento y 
tramitación de la presente acción de tutela. Oliciese. 

CotnUllÍ(JUa~C a las partes Jo aquí re~nelt.o medi¡ml.e t.eleJZrama. 

Jor9€ Santos Ballesteros, Nicolás Becllllra Simancas, Jorr¡¡e Antonio Castillo 
Rugeles, Carlos EstelxmJaramillo Sc!tloss, Pedro Lafont Ptanetta. José Fernan-
do Ramirez Gómez. Rqfael Romero Sierra. · 



.II.Gf&li!IC.í:A Oll"lC,OSA !El'l 'l1'1!l'll'IE!Lil.: Si el agenciado ha si el<> nul:illcado pcrso­
nabnente de la sentencia de p1irnera instanc.ia, "1 ago.nt.P. •~art~c·~ de legitima­
ción par<i impugnarla. 

Corte Suprema de JustiCia -Sala de casación Civil yllgmria-S"nt aftó <l" 
Bo[.!ota, D. C .. ocho (8) de septiembre de milnovectentosnoventay ocho ( 1998). 

Magi.strndo Ponente: Dr. Jorgr?. Sanlo.s Bflll¡,sf"m~ 

Ref.: Expediente No. 5285 

,s., """"~lvr: sobn~ la impugnación formulada contra el fallo ·proferido por 
la Sala <":lVII - Familia clei Trlhunal Su¡~rlor de Barranquilla de fecha 30 de 
juliC> riP. 1 9!lR. quf: cxmcedló parcialmente la tutela promovida por Javier . 
Villalohos Caa.rnaño quien acttla en cálldad de agente oficioso de la señora 
Yasrnina Villa!obos i::aamar1o. contta la Compañia Sw-arue.rtcana de Sen'ictos 
d" Salud Su salud S.A .. EPS. 

.'\NI!! CEnE~ "lES 

l. En escrito dlrlgldo al Tribunal antes mencionado el·accionante Jm;icr 
Víllak:Jbos Caamaiio quien actl:ta en calidad de agente oficl050 de la señora 
Yasmina Villalubos Caamaiw, lute~·pone acción de tutela contra la Compafúa 
Sur-amerlcar•a de Servici()~ ele Salud Susalud S.A. I!:.P.S., porgue en su en­
tender, la aedo u a da al no asumir la totalidad de los gastos que-se generaron, 
"" la Clíui!'" Gcucral dd Nurl<: cuu ocasiúu de la enfermedad e Intervención 
quirúrgica de Y<.lSmin4, vu lncra los dcrcr:hos fundamentales a la \1da ':f a la 
salud rle aquella. 

2. Los hechos y ailrnk'lc1ones que sirven de fundamento a la presente 
acción de tutela pueden resumirse de la siguiente manera: 

al ·Manifiesta el acc:.ionante que su hennana Yasmina ViUulo.bos Caarnallo 
se encuenu--.t afiliada desde 1995 a la -EPS- Compañía Suramcncana de Ser­
vicios de Salud S.A., Susalud, en' calidad de bene!kiarta de su esposo Ejrain 
Mli!jín Dunín. 

b) Señala que en la madrugada del 10 de julio de 1998 Yasmina fue int.er­
nada en la Cliruca El Prado por haber padocido ptrdlda de conciencia. a cuenta 
de la EPS menc;ionada, y bajo el cuidado del doctor SIMo Rosales. quien dla~­
nr>st.;c6 ht~morragla subaracnoldea - aneurlsma de a11e11a comwúcante pos­
terior derecha, dictamen confirmado por tomografia computar1zada y 



136 ACCION DE TUTELA Número2494 

panengeografia cerebral. s~glin "1 acciorumte. el médico mencionado es el i 
único neurocirujano que presta servicio pennanente a Susalud. 

e) .Anota que el doctor Rosaleo; remmendó operar después del doceavo dia, 
en razón a que: en el mnm{.'lllo de ingresar la paciente a la entidad hol<pitala­
ria presentaba un sangrado. motivo por el cual en las primeras 48 horas 
hubo ncc:~:sidad de subir la hemoglohimt, y el procf.:dtmicnl:o quirúrgico a u­
mentaba la morblmortalidad. 

dl Menciona que Junto cun el esposo de Yasmina y como fmnlllares soUct­
ta.ron una lntercon~ulla de manera particular. por cuanto Susalud no ofrecía 
otl'a opción diferenle de la del doctor Rosales, y as1 recurrieron al doctor 
Humuerl!J Caiaffa. quien remmcndií operar de inmediaLo. para disminuir el 
riesgo de muerte. 

e) Expresa que en unión del cónyng"' ,¡., ¡, l"'r.i .. n 1 P. '"~P.p1:<1TOO la recoinen­
dación propuesta po:r el médico partlc(]\ar y ""Limamn nP.ce,;nrin su interven­
_clón, por lo que el\3 dejul1o de 1998 Susalud trasladó a Yasmim> Villalobos 
a la Clinlr-;l G•ner.ol del Norte. entidad que le lnfomtó c¡ue la EPS no asumiria 
'ningún tipo el" co,.1·a..;, excepto el de! primer dia de hospitali:<a<:i6n, rled$ión 
cnnfltTrlarla pt>srerinrm~n1e en la orden de se•~1clo número 25998025 y en el 
oficio sin nti m<: ro lid \7 de julio ]folios 27 y 28) que retira todas las prestaCio­
nes asistenciales a partir del 15 del mismo mes, en consideración a que el 
doctor Caiaffa no ha.ce parte de sus prufesionale~ ad,critos. 

t) Tnrlica '1"" no P.xistió Tazón válida para que el neurocirujano de Susalud 
no operara en las primeras 48 a 72 horas. y c¡ue este hecho colocó a Yasmina 
en un altísimt> riesgo de muerte 

3. Aplmta el accionan te que el trat.amieTll(> dado por Susalud fue inapro­
piado. y que sus omisiones son lm,; que han llevado a que Yasmina se enc.uen­
tre en estado de coma y en <>llo nesgo para su vida. El-.]lresa que de acuerdo 
con la legislación acttml ,;obre seguridad social,los pacientes y sus familiares 
t.i"nen .,¡ derecho a la libre escogencia de la Institución prestadora de salud y 
dt~ los. pmlesionales de su red de servicios, y que la Clinic..'\ Genero! del N orle 
P""lenece o las nllliadas a la EPS en mención. SoUclta por lo tanto que Susalud 
EPS asuma o se responsabilice de la totalidad de Jos gastos y t.>n,.l.os 'l"C se 
generaron o causen en relación con la paciente Yasm.lna Villalobos Caamaño 
a partir del momento de su lntcmaclón en la Clínica Gcm:ral del Norte y 
hasta su recuper~clón. · 

Rr..sPll'f.' .. ')'T,\ DEr,ACClO:'t'IDO 

La Cotupa.fti>t Suratm:ri<:arm dt: S~rvicios de Salud Susalud S.A., por ln­
tt:nnr:<iiu <kl Go:rente Regional se opone a las pretensiones de la tutela. y ar-
211mcnta un:'~ ausencia de legitimación en la causa. ya que en su entender el 
acclonant.e no aportó el poder que lo acrediut como repre.sentante de ·la bene­
lkiarla. 

Precisa que de acuerdo con lo tnan1festado por el accionan te. Yasmina es 
odontúlo¡¡a, JJOr lo que debe subsanar la información suministrada en la a ti-
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} Iiación. ya que su inclusión como bcncficiatia [de¡x.-ndienl(: ccxmcimka de "u 
cónyuge}; genera la Imposición de la sanción consist(:nh: en la perdida de 
antigüedad prevista e.11 el Decreto 806 de 1998; así mismo afuma que de a(:uc:r­
do con el aot.ieulu 179 lk ¡,. h;y 100 d.: 199:J y d a .. ticulo 14 de la resolución 
5261 de 1994, las EPS no aswnen ninguna responsabilidad por atenciones 
no autolizadas o por profesionales. personal o instituciones na ctlnlraladas. 

Realiza la accionada un recuento de sus actuaciones, para conduir que 
no es cieno lo manifestado por el acclonante acerca de que Susalud cuenta 
con un solo neurocirujano, Y'l '!"" p~sterionncntc a la revlslól) del Doctor 
Rosales, se consultó al Doctor ,Jaime Rubio S"gur". médko adscrito" su pro­
gran, a de n1edicimo prepagada. quien coincidiÁ con ho upi1oion de aquel. 

Concluye que Susalud EI:'S ha obrado legltlmamente al adecuar su con­
ducta a las leyes y reglamentos. y en eo;peclal a los pronunc:iamienlns .u"¡., 
Corte Constitucional. al asumll'la atención de la paciente dc;.sde el 1 O de julio. 
hasta 15 d~l mismo mes, fecha ~n que sus familiares encargan del l.ratamien· 
to al Doc:t.or Caialfu, y rompen la reL'lt:ión p<Otien 1.(: -EPS. 

EL F :.u.o :>EL Tl<JDUN.'\1. 

El Tribunal t:mu:ede ¡oardalment.e el amparo al considerar que el derecho 
a la salud es fundamerilal por ccon•xidad solamente. en casos cspecillcos y 
debidamente analizados. y <!uando la protccdón de la salud Implique la pro· 
tcoclón dcl dcrc::c::ho a );¡_ ~ida. 

Sefiala el Tribunal que el enfrentainiento entre la EPS y los familiares de 
Yqsml.n..<t. se presenta por la diversidad de criterios clentifteos existentes en­
tre el medico de Sus • .'uud y el particular. por lo que no se adecua a la lógtca 
Jurídica, ni ala ley, la pretensión de lograr por via de tutela, ordenar a la .Ef>S 
que pague un rn~dí~;o t:nn el llllf:! no tiene Vinculación contrac:tual. lo qut~ 
implk~ria no sólo apar1Br:ie de la ky. sino invadir de fonna atrevida un ámbi­
l.o t:ic:n!.il'ic:o, ya qu(: se c<:<l<nia accpl.ando que d cxmcc:pln cid m(:dii:o Jl"rlit:u­
lar es el acertado. calil\cación que no puede proferir el j""'" com;lil.n<:ion"l. 
Sr:g\Jn d Trlhun:d, igual consickraMón mt;TC(:(: el t.ralamíento nJí;dit::o n:alíJo:a­
do peor el Docl.or C"ia !fa. 

El a qoo estima que entre el ailliado y la EPS existe simplemente un vin€u­
lo ·contractual, y en consecuenc:ia las discrepancias respecto al incumpli­
miento del contrato, se pueden dilucidar por los medios ordinarios, mediante 
la resolución del conttato y las indcnmi.:<aclones a que hubiete lugat. 

El 'litbunal juzga licita la conilucta asumida por Susalud de negarse a 
cancelar los honorru·Ios del tratanú~nto médico I{"alizado por el Doctor 'Caláffa, 
por lo. que niega el reconocimiento. y señala ·que deben ser cub1enos por la 
p;n;h~nu: o su l'arnlliéi: en ccirnhiu, en t:uauhn::t los g"tt!-J1.os rmrr~1.alcs y usual e~. 
pruvenienle~ del interua~níeulu tr~ la dínlca. sc:r1ala t:1 u. ~utJ qut~ f:stos se 
habt.ian causado aun si se hubiese continuado con el jnilaonio:nln ¡mr ¡Jarlt: 
del Doctor Hosale!>, por lo que ordena a la J::PS cancelar al mencionado cenlru · 
;o:,~;,uencial loo; gastos de hospitalización deo;de ell6 de Julio hasta los post-
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o~ratorlos aronsejados normalmente , u! Igual qu e la medicina, los sen'icíos ! 
y llat:lmlcntt,; previstos en la ley 100 de 1993. con exclusión d~ dn.gt~s. :>cr­
victus y tratamientos dlferent"~ nrden ados por el médico pa.rl.icula r. 

L.~ }l'vH'UGKACIÓN 

El :i 1 <!e Julio ue 1998. Yasmlntl Viflalnbo.5 Caamaño St' notifica personal­
mente de tu sentencia dellTihunA 1 a quoy el3 de agosto de H19H en memorial 
dlrtgtdo a l magistrado [l(>nenle ratlllca las actu:Jdones adelantadas por su 
hero1ano: post,.tíormente. Jar;fsr Villalobos Caamaño dentro del término leg,¡l 
impugna la. decisión. al estimar r¡ue n o tiene sentido llbecar ú~ re!<pon.sabili 
ílau a la Compañia Sur:nn<>..d~.ana de Servicios de S<>htd, SusaludS.A. de Jos 
gastos de drogas, aneslesi6logos. médicos ayudantes. personal auxiliar y de­
más oostos y gas los. porque tndC\p<;ndicnlc de si el Doctor SUvlo Rosales hu­
biese realiz.ado la ctrugia, iamblén habría requerido el mi~mo personal y Jos 
mismos .recursos fJSicos. mÁ~ nún. si como en d pn :,¡cole caso. la Clill.tca 
Go::nerul del Norte está dentro de 1" red que ofrece la accionncla , y la remisión 
se rclllrd> con el fin de practlc"r t:l procedUniento quirúr¡tlcu. 

C0.'4S!I )I::!J<A(: IC )Nf' ... o.; 

La acción de turela ha si< In nnnsiderada como L\Il insl.rumento rl~ carácter 
cx.cepc!Orutl, residual. suhslrttarln, pr<"[erentey S lUllacl<J . que permite a tocias 
1118 perno na •• <nn nmyoTP.s réqulsttos de onlen formal. bUS<'.ar y ul>lcner la pro· 
teccl6n tnm<'.tliata ele los derechos constitucionales fundamentales. s l de acue.­
do con la" cin:unsfancias del caso concreto, y. a falta de otro medio legal, 
con!;ltkra (Jile le han sido \'Ulnerados o amena7.ados por la accti>n u omisión 
de· cualqUier autoridad púb lica. o. de un parlicular. pero sólo en los casos 
exprtsamcntc prcvisln$ por elleglsb.dor. 

J\Rwne la Corte el E:studlo de la situación planteada, de~de la óptica del 
fenOmeno de la agem;i" oficiosa. entendida esta (:umn la·gestlón realizada por 
un tercero a nombre de olro que se encuentra irnpu:;ibilltado. ausente o Impe­
dido de hacerlo por sí mismo. SUl que.cntrelos dbs medie poder o representa­
ción alguna. 

Eu lo referente u lo <>Cdón de tu teb.. la ag<:ntia ul1ciosa se encuentra 
re¡{tLiada en.,¡ artículo 10 del Decreto 2591 de 1991. el cual oonílere la posibi­
lidad de agenciar derechos ajenos. sfet:nprc que d IH>~Iar no esté en capaci­
dad de promover su propia defensa, con la úníc;a ~'ondlción de que e&ta 
a ltuaelóri se manilleste en la solic itud. 

En el caso que ocupa la ;~.tendón de la Sala, se ob•r.l'\'lt <;n el memorial 
contentivo de la aeclón qm: ,J,.ulcr Villalobos Caamaito mantlk..sl.a octuar en 
calidad de a~entc oflcluso " nombre de su hermana, en T'Hr.ón a que ella. al 
momento de·la presentación dé l;l tutela, se encontraba n:duld11 <:n la Unidad 
de Cuidados 1 ntensivo::~ de lo Cllnica General d el NoJ11<: en la <..iu dad de 
Uarr&n<¡uilla. 

No nbslante o.unpllrse los requiBitos c><i¡(idos pm·a la admisión del mcca­
nisnoo ~in la morl:;~lidad de agencia oflclosa. cmovic no: Te(,¡lkur que dura11te 
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el desarrollo de la lulela, más exactamente <:on posterlorldad al fallo de pri­
mera im;l¡m~ia. y anles de presenlarse la impugnac:ióu, Yasmlna Vllla!obos. 
Caamaño es notlftcada personalmente de la senlencia, y suM:riiJe memorial 
dtrtgtdo al Tribunal Rupertor d~ F!al't'anqullla en el que contlnmt la acluación 
l1~ su h~nnann coino r1g~nb'! nfldo.~. 

F.n P.l rrámit<'! r.nnstirm:iomll de 1 ul .-.Ir•, •~1 h~cho d"' que el presunto pelju • 
di cado por la acción u omisión del Estado o del parltcular en los casos especí­
ficos señalados por la ley, comparezca al proceso, señala la culminación de la 
aduat:ión del ,.g.,nt.e, debido a.'l"" el interesado lo desplaza. al desaparecer 
las <:ondiciones señaladas en el articulo 1 O del Decreto 2591 de 1991. 

Por lo tanto Jaofer• Villalobos Caamaño, una ve.z notükad" personalmente 
su hermana de la sentencia del Tribunal y estando en condiciones de pmmo­
ver su propia defensa. como se desprende del memorial presenl.adn, perdió la 
legltlma.clón para actuar,lo (lUe hace Inoperante la impugnadqn presentada. 

Por la$ antt:rion;s consldt~racioncs se confirmará el fallo Impugnado. 

DF:o~·;-c)N 

Ctm base en lo =puesto, la Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación 
Civil y Agrarla. administrando Juatlcl.a en nombre de .la República y por auto­
ridad dc.la ley, CONF!Rr..'IA el fallo de tutela a que se ha hecho referencia. 

Comuníquese esta determinación a las par1.m; por t.clegrarna. 

Oportun¡omcntc n::míl11sc <:1 expcdienle a la Corte Constitucional para su 
eventual revisión. · · 

Notifiquese y cun1plase. 

Jorge Sanros BaUestFros, N !colas .Bechara Sfmancas, Jo1geAntonio Castillo 
Ruye.les. Cwlo:; Estebart ,Jwwnillo &hiDss, Pedm Lq(ont Pianetta, José Femaz¡­
do Ramtrez Gómez, Rafael Romero Sterra. 



m:E:~IO :J!WCJESO :C:l:Sc:n?L!Io1"~0 COl.'rll'IM.ABC~·O: La decisión de re­
chazar el recuJ'so de apelación <~on\r-a el auto o¡ue abre pliego de cargos al 
Investigado tienere,.paldo en el artículo 73 del Decreto 196 de 19ll. El re<:ur­
:>o de súplica es extraño a Jos procesos dlsclpUnartos, la acción de tutela es 
improcedente. 

Cotte Suprema de Justicia Bala de Casación Cíuí! y Agraria- Sanl.afc de 
Bogotá, D. C.- ocho (8) de septlcrnbn: de mil novco:icnlos novcnla y ocho (1998). 

Magist.r;odo Ponente: Dr. JorgeAnronlo CastllloRugeles 

Ref. Expediente No. !;:ll n 
Do:o:idese la Impugnación Interpuesta contra la sentencia de 10 de agosto 

del¡m:o;cnte año, proferida por la Sam Clv11 de Decisión del Tribunal Superior 
del Di~:~lrllo Judicial de Santafé de Bogotá, por la cual se denegó la acción de 
tutt;la instaurada pc;¡r el abogado Crislóba!Aizate Hemández, en frente de la 
SalaJwi-5diC<:iorral Diseiplirraliu del Consf!joSEJccional de !aJudiootwu de Santofé 
~ Rr.gorá, T>. C., !J Cuwlinamrm-n. 

AN"n·:ct-~~ )1::1\~,,.~ 

l. Obrando en su propio nombre, el aceionantc Impetra la proteccion del 
derecho fundarncntal del debido proceso, supuesl.amenl.e conculcado por la 
autoridad púbU~.a pr.,mtmcionada. 

Pide al efecto, se declare que la resolución mediante la cual se formula 
pliego de cargos contra un abogado. es susccpUblc dd recurso de alzada, en 
virtud de la aplicación dd principio Lit: favorabilidad con respecto a nom1as 
expedid liS con postr.rinridad al D(:<:n::to 196 de 1971. 

Asi mismo, se ordene al resto de Magistrados que integraran la Sala Ju­
risdiccional Dlsc.lplinarla del Consejo Secciona! de la J udlo::atura de 
CLUldlnamarca. en la que actuara como ponente el Doctor Albe."to Vergara 
Molano. conceder el recurso de apelación Interpuesto contra la providencia 
de 6 de marzo de -1977- (sic), por medio de la cual se abrió Investigación 
disciplinarla en su contra. 

2. Las peticiones reseñadas las funda. en sintesis, en Jos siguientes he­
chos: 

2.1 El Const>Jo Secciona! de la ,Judicatura de Cundinamarca. conoce del 
proceso N• 14 704 que se le sigue por supuestas faltas al Decreto 196 de 1971. 
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2.2 Mt:dianle providencia de 6 de marzo de 1997 se le formuló pliego de 
cargos, por lo c.:ual Interpuso contra la misma los recursos de reposición y en 
subsidio el de apelación. 

2.3 Por pro\'idencla de 3 de ahril de "199!!" (s.ie). s.e desató el recurso de 
reposición en fonna arlversa.a ,;us pretensiones y, a la ve~. se denegó la con­
cesión del c.l~ npelación. 

Contra esta (JI lima decisión Interpuso el recUI"so de súplica con el objeto 
de que ~e concediera la alzada, dado que planteó tesis juridlcas que asi lo 
ameritan. fundadas en la garantla constitucional del derecho.al debido pro­
ceso. 

2.4 El nuevo rec.~urso interpuesto fue negado por el Magistrado Ponente, 
mediante auto de 21 de mayo de 1998 impartiéndose la orden de cúmplase, 
can Jo cual se le impidió solicil:ar aclaración o comp1emimtación del mismo. 

2.5 La decisión del recurso de gúpll-ca no compete al MagiStrado Ponente 
sino "al <¡ue le sigue en twno" (sic). 

Por ot:ra parte, la providencia que fulmina el pliego de cargos es apelable y 
tal medio de impugnación se denegó sin analizar los argumentos planteados 
por el recurrente para que fuera admitido, de donde resulta patente la vulne­
n,.:iún .d!!l derecho al debido proceso. 

L~ g,,,~-,.,,c~\ DGJ.. TtmlUN.'\L 

El a quo fundó la decisión denegatoria del amparo Invocado, en las consi­
deraciones que cabe resumir asl: 

E:slá suficientemente decantado por la doctrina y la jurisprudencia r1u~ P.l 
mecanismo extraordinario de la acción de tutda no pr&.t:rk contra proviriP.n­
ctas o actuaciones judiciales. Ta 1 pensrunienln ,;no a rr.alinnar~~ eon el prrl­
nunciamiento de la Corr.c ConsNim:iom>l »1 necJ;¡mr la inexequibilidad de los 
arts. 11. 12 y 40 del Decreto 2!\91 de 1991, pues que deben preservarse los 
postulados de segl>r.ldad y cerl.e>.a jurídica de los acles que se pTO!ieren por el 
aparato judicial al solucionar los conllictos, ·dado que allí se dislruta de los 
medios ordinarios. de defensa con agotamiento de todo un proceso. 

Empero, acota el Tribunal u quo, la apuntada declaratoria de 
inexequibtlldad tr:i\)O apan;¡ada la posibilidad excepcional de hace~ actuar el 
amparo constitucional contra provldencins o actuaciones judicinles, cuando 
la decisión es f~uto de la arbitrariedad o de una actitud abiertamente contra­
rta al ordenamiento juridko qu~ desquicia y socava derechos fundamentales 

· de Jos 8Ujetos procesales. De suerte que sólo cuando aflora una situación de 
tal linaje, la tutela se constituye en medio idóneo para procurar la defensa de 
tales prerrogativas. 

En el asunto en consideración, prosigue, :se calilica de lesiva de los dere­
chos fundamentales del acclonantc, t .. d<:t:isión judicial a que éste alude en 
su libe!<>. Empero, confrontado el haz probatorto traído nl expediente con el 
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supuesto fáctico que sirve de soporte a la pretendida vulneración al debido ( 
proceso, no aparece esta. 

En efecto, la Corporación accionada al pronunciar el auto de 3 de abril de 
1998 por medio del cual denegó la apelación de la providencia que Jonnula el 
pUego de cargo>;, dedujo con base en las norma& pertinentes que el mismo no 
er¡, su,;t:cpttble de alzada, conclusión a la que arrtbó Juego de acudir a razo· 
namientos fundados que le dieron convicción sobre el particular. Luel'(o. di· 
e ha decisión no desborda los limites de su cornpelencia y. por lo mismo. no 
está incursa en vía de hecho que justifique la Intervención del juez conslitu· 
cionru con facultades para depreciar el merito de la valoración que en romo 
de tales circunstancias ~fec:tuara el funcionario encarl.ado. 

En consecuencia, acola el fallador de instancia, habrá de concluirse que 
el tema fue debidamente analizado y dilucidado y. por ende, que la lulela 
devlcnt: improcedente, La ni o más st se repara en que Jos discemiroientos es· 
bozados en las providencias, consultan racionalmente los criterios de ínter· 
pretac!ón de las normas y lúé¡ fundamenl.os de orden lógico que deben preceder 
a la aplicación de la ley. 

Es más, concluye el a qua, la acción de que se trata es Improcedente cuando 
existe olro mecanismo judicial para reparar el agravio que se dice vulnera 
derechos fundamentales, y de !.al improcedenda es ejemplo elocuente el caso 
ana.l.l2ado, pues el accionante quiere rempla:tar los procedimientos por los 
que normalmente debe pt:'dir In que por este trámite reclama. a tanlo que lo 
pretendidn""" la (:Ollcesión del recurso de apelación contra el auto que lormu· 
ló .el pliego de cargo~ y, a !.al propósito, exisle un mecanismo idóneo. 

Cierto es que a ese fin Interpuso el recurso de suplica e, Incluso, su mayor 
inconf01mldad radica en la CA'trañeza que le produ<".e el que no se le hubiera 
dado tr:mtite al mi,.mo: Sin embargo, dicho medio de impugnación resulta 
extraño al l.rámile disciplinario que se aplica en la respectiva jurtsdicción 
"u"ndo al mismo :>e vinculan. abogados y funcionruios judiciales, como con 
acierto lo señala el auto de 21 de mayo de 1998: desde luego. en tales asuntos 
se aplican las normas del Decreto 196 de 1971 y. en fom1a residual, las del 
Código de Procedimiento Penal. y en ellas no aparece consagrado el susodl· 
cho recurso de suplica, y menos que mediante el se pueda obtener la canee· 
slón de la alzada que ha sido negada. A ese propósito, el C. de P. P. consagra 
el recw-so de hecho en el att. 207,justatuente para •cuando el funcionario de 
primera Instancia deniegue el recursu de apelación ... •. 

Mas. tanto de los hechos que lnformatl la acción como de las coplas que 
remitiera el Consejo Secclonal, no se observa que dicho recurso se hubiera 
lfiterpuesto oportunamente. circunstancia esta de gran trascendencia para 
efectos de establccer la procedencia de la tutela. pues como se ha venido 
sosteniendo reiteradamente, este mecanismo extraordinario no es medio del 
que puedan disponer las partes para replantear las controversias que han 
transitado por su curso ordlriario o normal, porque de aplicarse tal teleologia 
se estarta entronizando un inagotable factor de caos en los tramites judicia· 
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>. ks con palmario menoscabo de lacerte:1'.a en las relaclonesJuridlcas. Por eso, 
la tutela repulsa al desidioso, esto es, a o¡uien habiendo tenido a su alcance 
mecanismos procesales para protestar la decisión del juell que, a su juicio, ha 
sido didada eón desviación juridica, no los empleó. 

•· 

Adut>c el accionante que el Tribunal no tuvo en cuenta que el recurso de 
suplica tiene la misma finalidad qut> d tlc ht>~.:ho, o "ca. la dt; qut~ se ~.:ont't'da 
una apelación (Jilt' ha sido denegada. 

Por otra part<~. o¡ue t:l¡)rocedimiento Indicado en el Decrelo 196 de .1971 no 
es exclusivo p¡u·a "lkuar sus lilkncius al proccdinoi(."l>l.o penal" (sic), pu~~ 
nonnas expedidas con p••~krioridad le quiluron esa inicial naluntlew penal 
al pmcedim.ient.o. Eu clt:t:tu ... gn;ga, la ley 20 de 1972 modillcó cllérmiJlo de 
prescrtpción; el art. 39 del D~reto 1861 'de 1 989, reguló la consulta en proc••~­
sos disdpllnartos; el Decreto 1975 de 1989.'dispone.que los procesos cllscipli­
nartus con pliego de cargos. siguen el trámite SJ:lterlor al Decreto 1888 de 
1989;'y el url. 5 de la Ley 57 de 1887, sel'lala el orden de prelación de los 
a .. ligos, así: 'Civil, de Comercio, Penal, .Judldal, Administrativo, etc. 

Luego, los vacios del pru<x<lirnicnlo con l.-.nidos en el Decreto 196 de 1971, 
deben llenarse con el proo::edimieul.o dvil ool que .:ontY.mpl" el olo:recho prot:(.~ 
sal comw1 y general. 

En conclusión, elrecucso de suplica debe resolvetse. no pot el magistrado 
ponente sino por el resto de la Sala, en a<'as de gar.mUzar d ,).,biolo proccstJ. 

·Además. en aplicación del principio de: favu...,l>ilidau, t:1 au\.o imJ)Ugnado, ~slo 
es, el que ordena la apertuta del pllegn dt: eargus, es at>~lable, al menos, en el 
efecto devolutivo y por tanto, d n::l>ursu de apelación in\.erpueslo en lonna 
&ubsid.iatia debe mnco:<kn;c, Jo que implica que la acción de lutela está lla­
mada a prospc:r.or <>omu o;n di:c\.o lo reitera. 

CO:<SID3l'<AClONES 

l. Bntre los derechos runclamentales protegidos por la acción de tutela 
consagrada en d arL 86 de la Carta Política, se halla el del debido proceso, d 
que como tal, reconoce el artículo 29 Ibídem, norma que Impone su aplicación 
a toda ela.~ de acf.uaciones judiciales y admlnlstratlvas, en estos tenninus: 
''Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes· premdstenles al aclo que 
se le imputa, anle juell o tribunal competente y con observancia de la pleni­
lud de las' fonnas propias de cada juicio ... •. 

La omisión de <Ucha garantía conlleva 18. vlplaclón del derecho de defen~a 
y,' por t:nde, coloca al procesado o Inculpado en estado de Indefensión, el 
cual, como es sabido, se produce cuando la persona, sin culpa de su parte, no 
ha podido defender sus derechos oonlorrne a las leyes que reglamentan su 
ejercicio. 

2. ~1 mecan.lsruo extraordinario de que se /rata, sin embargo, dado el t:a­
racter eminentemente residual quo.'lo distingue, no puede utilizarse como 
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mP.dío adicional a los ordinarios esta ble~ldos por el legislador pa1·a la com· <: 
posición de las diversas conlToversias y conlliclos que surjan en los di~l.int.os 
campos de la vida en sociedad, salvo que se esté en presencia de la vulnera· 
clón o amenaza de un derecho fundamental y que. por supuesto, se utillee 
como meeanlsmei transitorio para evil<1r un perjuicio trrcmedt.able, pues en 
tal evento, la urgencia de amparar tal derecho impone la intervención judi-
cial inmediat·a. aunque transitoria, atendida la consideración de que la dec..i-
slón del Juez ordinario podria a(:r l.ardia ante: una situación grave ya creada. 

3. Ahora bien, en frente de providencias y actuaciones judiciales, la tute­
la. pnr regla general, no p~Nk puc-:A r.orno rantas veces se ha dlchoyrepeti· 
do, en procura de la a ulonomia e independenci" que r.arar.terl?.an la 
administl'aclón de justicia y en gua.l'da de la seguridad jmidica, no es r.:onve­
nicntc, en prlnclplo, que las actuacl~nes jurisdiccionales puedan impugnarse 
por fuera del proceso en que fueron proferidas, dado que allí los sujetos pro· 
cesales cuentan normalmente con oportunidades de defensa idóneas a tal 
fin. Por manera que si al interior de la controversia judicial existen mecanis· 
mos que pennlten eon_jurar lo9 yerros en que lncurrtere el juez, o si la deci­
sión judicial no comporta una abierta u ostensible transgre,.ión del 
ordenamiento legal, o si no se hallare desprovista por completo d" justilica­
ción juñdlca, o slla valoración que de las pruebas se hi:r.o no riñe palmaria­
mente con las regl"s de la s;ma critica. y la lógica aplicable. o si obedece a una 
interpretación ngrma.t.iva que no es opuesta a la r.IZOn, resulta apenas obvio 
que ella sea invulnerable a la acción de lutela. 

4. En el caso que ocupa la atención de la Corte, d amparo dmsl:ituclonal 
de que se trata, se dirige contra las providencias judiciales a las que ya se 
hizo mención anteriormente, acusandoselas de estar Incursas en vía de he­
cho asi: 

La calendada el 3 de abril <le 199R, por ·haber dene¡¡ado el recurso de 
apelación interpuesto en subsidio del de repr.•~i(:ir\n lonnulado r.ontra el auto 
de 6 de marzo de 1997, por medio del cual se le abrió pliego de cargas como 
posible Infractor del numeral2 del art. 52 del Decrel.o 196 lie 1971. acudiendo 
para ello a una lntP.rpretaclón exegética del art. 73 del Decr~to 196 de 1971 y 
sin haber examinado la legislación posterior y, con ella, el principio de 
favorabllldad. en orden a la concesión del recurso en el el'ecto devolutivo. al 
men~ (fls. 21-28y 31-37, c-1). 

La de 21 de n1a;,"O de 1998, por haber recha>.ado por auto de cumplase, el 
recurso de súphca interpuesto contra la providencia de 3 de abril de 1998, 
denegatoria del recurso de apelación a que antes o;e aludió, con1o tamblen por 
haberse dictado por el Magistrado Ponente y no por el que "sigue en turno" 
("-il:) (fis. 29 y 39-41. lb.) 

Examinadas tales declslone.s se. ad•1erte de la primera de .,u,,., qne 1" 
negativa a conceder el susodicho recurso de apelar:ión esl.m:o precedida la 
siguiente consideración: " ... no se cumple 1" "'"gnnrla hipótesis del Inciso 



> 

Núanec(• 2494 GACETA JUDICIAL 145 

segundo dd arl.ículo 73 del decreto 1!>6 de 1!>71. vale decir,· ... que la denun­
cia. fuere n:c:har.aaa ... •. 

De acut:rdo con lo antetior. tal decisión no fue inopinada, o lo que es lo 
mismo. no obedece al solo capricho o a:rbit.raric:dad dd fall .. dor, sino r1ue por 
cl contrario se fundó en una razón de orden legal cla:ra y tajante; en otros 
t~mlnos, no se enseñorea allí la via de hecho entostrada por el acclonante. 
Ot:I·a •:e~ es que éste no compa:rta dtch a apreciación Juridtc.a, pero tal dtsen­
Limienlo no puede plantt:arlo •~n sede de tutela para pretender, por este me­
dio, la modlftcac.lón de la dcl'isión por cuanto, en estos casos le esta vedado al 
juez constitucional invadir la órbir.a del nr.ro Jw:¡¡ador. porque clln conllevaria 
el qucbnlllt<llflienlo de los prtnctplns rc.¡:!uladnrcs de la compcr.cncla y la s.~gu­
rldacl Juridir:a.qnP, l" son esenefales al ordenamiento juridleo. 

Es más, mal podria haber aplicado ~~ :~rl.. 202 !l~l C. dt. P. P. <.:omo lo P""­
tende el peticlonarto, siendo que. por nna p<trf:c:, d ,.,'l""'"rn de hecho de que 
se trata se conrempla en el pn:cir:~rlo arf.: 73 rl"l Decreto 196 de 1971, que es 
norma especial aplicable al tramite d!St~iplinario en •~u«sl'iún; y, <le uf m. por 
(:S1.ar de por medio P.l mt.. ~O ll>ide'!l que dispone: "En Jo no previsto en eJ 
presente titulo se :lplif:"rún h>:< normas pertinentes del Código de Procedi­
miento Penal". 

En relación con la se~unrl;, rk dir.h "S decisiones, es de obsetvar que los 
·motivos por los cuales se le ataca no ~on de rt:<,;hu, rlP. un l"do, porque como Jo 
npnnl ara el a quo, el recurso de súpliea es exl.raño al pmcedfmlento que se 
aplica en la.ituisdlcclón dlsr.iplinari". P.n l.rntándose de abogados y funciona­
nos judicja]es. a tanto que al no P.st;Jr previsto en el Decreto especial que rige 
la marer!a (lYB de 1971}, ~e aplica por remisión del at1. 90 de tal estaluln . ..t 
art. 207 del Código de Procedin1iento Penal que consagra el ret:urso d" hecho 
para .... : cuando "1 lúncionario de pr1.tnera instancia deniegue et·recurso de 
apelación ... ". 

Por otra parte, al s"r manifiestamente lmproccdcntc'cl susuclic:ho medio 
delmpugnac:ión y, por lo n1ismo, impllcar su lntcrposit;iún una dilación manl 
fiesta del proceso. bi"n podía rechazarse de plano como s" hizo, en aplic.ación 
analó~ea dcl arl.. 38-2 del Có(!tgo de Procedimiento e;,;¡, aRí no se le hubiere 
mendnnado. 

Por lo dem;is, la. susodicha decisión se tomó en conRidcractón a que •tru 
rccursn no está consagrado en la nonnatividad disciplinaria del abogado, ni 
tampoco en P.l Código de PrO<'edlmlento Penal".' Es decir, obedece a razones 
legales at.cnrliblcs y, por ende, tampoco esta incursa en vía de hecho lesiva 
cld derecho al debido proceso. 

5. Rt~~;ulrmnlu, "nlonr..,~. improcedente el amparo suplicado. la r.onlimla­
clón del fallo lmpugnadCJ se impnno. y,.,.; s" dispondn\. 

DECsON 
En mér!to de Jo expucato, la Cnrl<: Suprema de Justicia, en Sala tle Casa­

ción Civil y 1\j¡rartn, admlnlstrandn Justicia r.n nombre de la Hepublíca y por 
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autoridad de la ley. CONJ'IRMA la .;enlencia de fecha, conl.enido y proL-eden­
cia puntualizados en la motivación. 

Comurúquese lelegrálicamente lo acá resuelto a los interesados y oportu­
namente enviese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión. 

Jorge Santos Ballesteros. Nicolá.-; B«charaSunancas. Jorge Antonio Castillo 
Rugeles, Carlas EstebcutJorrunillo Schloss, Pedro l..tifonrl'lilnetta, José Feman­
r:W Ramírez Gómez, Rafael Romero Sierro. 



Dll:IRECH!D A !!A iEID1!1CACHON: Sl el egr.ablect.mlento educativo aceptó la reno­
vat'ióil de· la matricula a pesar dellncumpltmtemo de obltgaclones pecunia· 
nas del estudiante. vulnera el derecho cuando transcunido par.te del año 
J~divn (if'f':iciP. c~ncelarla. 

Corte Suprema tle .fw~r.ir.iAl·St:úa de< r.< .. ~Ot:ión Cil>il. !J Ayro.ritt.· San tAte ñ~ 
Bogotá D. C .• ocho. (8) de septiembre de mil nm.:~~tent.o.~ novent.ayocho (1998). 

Mflglsr.rado Ponente: Dr. PcdroLafontPianetra 

Rcf.: F..x¡iedienle W 5335 

Decide la CoJ't.: la impu¡~mn:iiJn fün.nulada t:onlra t:1 liollo d~l <lie(:inuev<: 
(19) de agosto de mil "'"'"icnlos TUNeil\<l. y ocho (1998), prulertdo por el Tri­
bunal Superior dd Disl.ril" ,Judicial de !bagué. Sala Civil, medtnnte el cual 
resolvió um<:.,dc:r ht l.utda incoada )lor Nonnn Constnnza Calderón Morales 
cunlra ~1 Culegiu F.xl{<rnwJo Popular de BachUieraLo de lbagué 

l. AWEcEID~Yres · 

l. La serinrA Norma Constanza Calderón Morales, obrando en su propio 
nnmbre y en el de sus hijas estudiantes de bachillerato, entabló acción de 
l.nl.~la r.onlr" el citado centro educativo. con el fin de soltcltar la·protccclón de 
>lll derecho constHucional fundamental a la educación, consagrado en el art. 
67 ele la Constitución Política.· · 

2. Los he.,hos ~n. que fl!ndamenta sus pretensiones se concretan a los 
sibSUit'!ntt'!s: 

2.1. Relata la accionan t.. c¡ue sus hijas Eoana Constanza y Andre.a Johanna 
Lópcz Calderón. son ... ~l.udiantes matriculadas en el grado once en el Colegio 
l!:ld.errmdn Popular- de Bachillerato, de !bagué, y que actualmcni.E: afrontan 
dificultades económicas para concluir sus estudios, toda vez que las dirt>.cU­
vas del centro académico les exigen el ¡:>ago de las pensiones quE' adeudan por 
los añO« de 1996, 1.997 y lo transcumdo de 1998 para continuar asisti.,ndo al 
planto.\: dich" d~uda nscoienrle a S 1'500.000.oo, que no puede cancelar de 
una sola ve:>-, razón por la cual rolicita'la protección de este derecho en favor 
de las educandas, disponicntlose que 1 e sea autorizado terminar el bachille· 
rato ya que ella, por ser persona conocida, responderá del pag() de dichas 
pen.,ion~s mediante abonos como Iia venido haciéndolo hasta ahora, es dedr, 
poco a poco. 



2.2. La acclonante destaca la <=<•p<ocidad, dedicación y buen rendimiento 
académico de sus hijas, Lodo Jo cual les sirvió para ser beneficiarlas de las 
becas o pases otorgados por el Icetexpara cub•·Lr .sus est.urllos, "stímulo>l que 
hoy resultan iusulicienles; también Invoca en favor de estas el haber cursado 
en dicho <:t:n\.ro de formación todo el l>ad¡i\Jerato, y que sea considerada su 
situación de madre ca~za dc familia. 

11. FAtr.<.) o~o;r. 'rR16UNAL 

Las razones que luvo el Tlibunal para conceder la pretensión rle la r.ut.da 
Incoada se resumen de la siguiente man~ra: 

1. Prc•iamente a decidir, esa corpun•d(m (:om;idera pcrlincnl.e establecer 
el derecho fundamental que e~ objeto de reclamación por la Interesada, ya 
que ésta directamentt: no lu dice. En. efecto, dice la Colegiatura que se trata 
de buscar por la madre el amp~tro de la educación en favor ele sus dos hijas, 
entre ella~;, lUla menor ti.: o::d~td, por la falla del pago de las pensiones de los 
años 1996 a la fecha. 

2. Luego el tribunal se reliere brev..menl.e 'lla educación como un derecho 
<le re~pnn""h11tdacl del Estado. la lamílía y 1" ~:omunidad. ooniorme Jo ha con­
t-.:bido la doctrln" y desarroUado la jurisprudencia de 1:~ Honorablt' Corte Cons­
titucional. en cuyos pronunciaml~.nlos ha expresado que "la educación es un 
dereeho de la p!!n~on¡¡ y un se:rv:tclo publico que tiene una función ~octal: r.on 
ella se buscad at:cesu "1 ennoctmienoo, a la ciencia, a la tecn.\ca y a los d.-:m{•« 
bienes y valores de la eull.nra ... Con·esponde entonces al Estado garantizar el 
adecuado euhrimíenlo del servicio y asegurar a los estudiantes las conditio· 
ncs n"''"""ri"s para su acceso y permanencia en el sistema educativo". 

Por lo anterior expresa quo: ''"l." dc:rct·hu no puede ser objeto de actuacio­
nes Indebidas de l><s auwríd11dcs p(Jblit:a.s u privadas encargadas de su pres­
tación. bien sea Imponiendo medidas académieas o administrativas que lo 
alteren o lo coartc:n, porque atm cuEilldo para el educando y sus padres o 
acudlentt:s naz(:an las obligaciones económicas derivadas del contrato. el 
servicio no puede verse suspendido en perjuicio del alumno por ellncumpll­
rnlenr.o de dtchas obligaCiones, sin que sea "ulnerado el derecllo fundamental 
adtll:irlo que por r" 1 r«zón ameritará su protección constitucional mediante 
a~~tón ele 1 ut eh>. A"í ,..., h;o pronunciado la Honorable Corte Constitucional en 
la s""lencia T ·61 :1. proferida en 1 Y\l:.o!. 

3. En conaccucncla, dl9ponc d 1Tíbunal el ampaTo dd derecho funda· 
mental a la educ:ac:tón de las alumnas Eliana Cons.ta112:a y .Andrea Johmma 
Lópeo.< Calder6n, eon~i81.cn\.c en continuar sus estudios de 1 1 grado en el Co­
le~lo E"temado Pnpular de 'Bachillerato de !bagué, ya que las directivas de la 
institución euenl.an con acciones judiciales para obtener el cumplimiento 
del contrato de presl.ación educativa, en cuanto respecta al pago que por 
concepto ele pen,;lones de los aúus tlt: 1996. 1997 y lo corrido del presente 
m'io, que las hermanas López Calderúu t.lcbeu al pilmlt:l, ""Y'IS dtrecUvas 
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:~ habían convenido su cancelación periódica con la madre de dichas e:;.tudian­
l.c$. 

m. IMPUoi••cro:~~ 
Los argumentos de la impugnación al tiillo atacado se restunen de la $i­

guiente·nutnera: 

1. El accionado expresa su lnc01úomlldaq con el fallo, porque colll!idcm 
que el plantel que dirige no vulneta ninguno de los derechos constitucionales 
que sirvieron de fuurlarn.:nt '' <rri<;nlatl(}r para cunccdcr la tu lela dd dcn:dJ<r a 
1a t~du<.:;.~ciún. 

2. Igualmente manifiesta su oposición al fallo, porque, a su entender, el 
? l.rtbunal aplica erróneamente el princ:iplo de la obligatoriedad de la educa· 

<:ión, pasando por allo que el precepto legal fija la edad de 15 aiios, y ninguna 
de las cstudiar!les cwnple este requisito: incluso, la alumna Eliana López 
Calderón es mayor de edad. 

3. También t~sr;; c:n rl~sar:uenio ~lrrr 1<> rleciSión, porque la respr.rosabilidad· 
de brtndar cduca~ión gr,.l.uit·a t>:s f':xdu si va del Esl >tdo, y no pueden los esl<~· 
blff.Lmlcntns priv:trlcrs "''" nhligmlns a su financi<tcion, pues las precepti•-a!;. 
r.ons;,gmrlm; "n ·1" lf"Y gP.ner"l rie la educación asi lo señalan. 

Además, resulta lnequltatll'o que los padres de familia pretendan trasla­
dar sus obligaciones económlca.e a otras personas u entidades amparados en 
la pobreza, Sin tener en CUCi:lta que lo "rfeudaclo por las pensiones t<St:oi;JTeS 
ha sido diferido con el fin dt~ favun~t:f!T su c:umplimien lo por p<1rl.e de la 
aecionantc y sin cutcrrp<:<:er lirs esl.urHos de lm$ do" ::rlumnn.;, cosa diferente 
es que la madre de estas ha incurnplicln pennanenl.en1en Le "us obligaciones y 
con ello deseonocido·las far:ílidudes de pago oi.org::rnas por lm; <mloridades del 
centro docerll:". 

N. Co~sJnF:RACJON~~" 

l. Es verdad avert¡¡;uada c¡ue lR acctr'ln ele t.uteln T>lmhic'.n es un medio 
idóneo parR ohr.<~rlcr IR prnl.cx:r.ic>n del dert'lt:ho constilÜcional fundamental a 
la cducar.ion r.wmdo s" reírn"n lm;; requisitos pertinentes para su proceden-
cirt. · 

1.1. Sin embargo. precisa IR C:or.r.: <1"" si .hi"n l;r ecluc:ar.i(m e:;. un derecho 
constltuclona 1 fu ndamc:nra 1 11ur: tic:ne rmla "pP.rson" y es un ser-icio püblico 
que t.len~ un" funclon sor.IRI" (.ArL fi7, inc. 1: del C. P. C.), no lo es menos que 
la garant.ia ele~ ~urnplimienr.o que rneclianl P. 1" cre.<>ción y puesta en ftmciona­
nliCnto de ese ··servicio público" educativo se t:nt:ut~ni.T;.~ asi~:.rn~dn runC'I;wmeJi · 
talmente al Estado, quien no solamente debe velar por la educaCión obllgarMia 
{un año de preescolar y nueve de educación báslcal y de su prestación ·gra­
tuita t~n las in$lilucione$ del Estado", sino tambien en la regulación e mspec­
ctón de dicha e(iuc<lCiún en estirs ino<li\ uciones publicas y en las privadas. 
(art. 67 del C. PoL). 
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1.2. Pero lo anterior no. Indica en manera alguna que el derecho a la edu· l 
cación do: lo~ mcnon:s sea "gratuita" en las instituciones privadas porque asi 
no lo dice la Carta Política. por lo que aquel puede ser oneroso mediante el 
pago de pensiones r gastos de t)onfonnldad como lo Indica la ley, tal como 
suele suceder. Sin embargo. el re~lmen de onerosldad de estas relaciones 
educativas prtvada'i no se encuentran establecidas a la libertad plena de los 
Intereses particulares de los establecimientos educativos, ya que. de un lado, 
se uata de un servicio público que. aunque prestado por particulares, tiene 
una ftmclón social; y, del otro, que a nivel global y particular debe -garantizar 
el adecuado cubrimiento del sen..¡ciu y asegurar a los menores la-.; condit'io· 
nes necesarias par<~ su acceso y permanencia en el ':'i!<tema educativo- [an:. 
67,lnc. 1°. y 4" .. del C. Poi.). 

1.2.1. Lo anterlot· explica que la ley general de la educación no solo cono;a· 
gre la posibilidad del cobro de pensiones y gastos, sino que también señale la 
necesidad de la obllgactón del pago y su respectiva Incidencia en la ~tiuca­
ctón, de tal manera que el establecimiento educativo puede r~::damar :su pago 
y el estudiante puede tener derecho a obtener las facultad~<> y heru:fit:ios tdu­
cativos. 

1.2.2. Pero tambten ha dicho esta Corporación que. dehido a la necesidad 
de asegurar "el acceso y permanencia (dE: los menores) ""el sistema educa­
tivo", es por ).o que se ha aceptado que si un establecimiento educativo admite 
voluntariamente la renovación de· nlZltrlcula de un estudiante. a sabiendas 
de la preexistencia de una deuda pendiente por pensiones y gastos atrasados 
del periodo inmediatamente anterior, no puede en forma al~una alegar su 
existencta, ni mucho menos su incremenl.o posl.erior, para in> pedirle los dere­
chos a la educación al estudiante; porque, además de no b .. bcr!o considerado 
Inicialmente como requisito para ello, resultaria inmoral alcg .. rlo posterior­
mente en detrimento del educando, sin perjuicio de que haga 11\s T.cx:lamacio­
nes directas o Judiciales del caso, o las que swjan para el siguiente periodo. 

2. Dcsciend~ la Cc>rte al estudio de la presente Impugnación. 

2.1. Se trata de una acción de tut.e la d" Nnrm~ C'.onst~n7.a Calderón Mora· 
les contra el Colegio IDctemado Popular de f.lar.:hillerat.o d~ Ihague. para de­
mandar el amparo del derecho fundElmmt<>l " '" ...tur.actón •~n f~vor de sus 
hiJas Ellana Constanza y Andrea Johanna Lópe:t Calderón. porque asegura 
su vulneración de parte del Colegio Externado Popular de Bachi!Jerato, en 
ra;,:ón a que sus direclivos. les impiden el Ingreso al citado plantel. con la 
consecuencia de perder la posibilidad de culminar sus estudios de bachille­
rato en el present~ año lectivo, como sanción por no estar al día en el pago de 
las pensiones, no obstanl.e haber acordado cancelar periódicamente estas 
obligaciones; además de no considerar su condición de madre cabeza de fa· 
milla con limitaciones económicas. y el muy buen desempeño académico y 
disciplinario d~ sus hijas, aai como el hecho de haber cursado en este centto 
docente todo el bachillerato. 
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El Tribunal ar:r:edió a lo pedido. por<¡ut: r:sUma que las alumnas no pue­
den ser prtvadas ele su derecho a estudiar y forma1·se culturalmente, como lo 
consagra la Constitución Nacional. adentas de ser ajenas al Incumplimiento 
de un contrato de prestación de este se1vlclo celebrado en l n• .,¡ c:olf:glo y su 
progenitora. Pero sobre todo porque la lnstltuctón. a mas de haber lol...-acio 
formas de pago parcial"s dunml.e varios añns, ahora n~clarua su cancelación 
total comlidonando la pennanen~a de las dos alunlJ'ms mat.rieuladas en el 
último año, a esta modalidad de pago. cuenta con las acciones judicial<~$ que· 
le pcnnltcn h.:u: .. r v;~le~ sus d~e<:hos palrtmonial"" "n este asunto. 

En cambio el accionado. en su impugnación. marutlesta que 105 lumla­
mentos en que el Tribunal hace descansar el fallo son equivocados, pues 
éstos se refieren a otros derecho9 consutuclonales como la igualdad y el <l.,re­
cho de los menores. entre otros. que en modo alglmo han sido frnn~grerlirl"" 
por el centro educativo. 

También expresa su discrepancia respecto del criterio del falladnr para 
apreciar el aspecto de la obligatoriedad de la educ,.dón, pues d precepto 
realmente 1\.ja la edad de 15 años para este derecho, y ambas csl.urli:mlc" 
superan esta edad, .;icndo, incluso, la alummo Eliana Lópt:'.< C"ld.:rón i:nayor 
rl<: r.d:od. Rer:ucrrla que la educación gt'al.uila "" TCt<pon,;abilidad exclusiva del 
Estado. Finalmcnt.e. reprocha la actitud asumida por la ar.cionanl.c rk .in­
<:onuplir :;u:; obligaciones personak.s ampamda en ><U <:ondiciiln dto pcrsuna 
!>Obre para evitar el pago de las pensiones de sus hijas, no obstan le la>< faci­
lidades otorgadas por el plantel. 

2.2. En este orden de Ideas no encuentra la Corte razón para modJftcar el 
fulJo atacado · 

2.2.1. Cier1 ,.m.,ni.e, c:nmo lo di<:" el Tlibunal. el ar.r.;onarln, al momento de 
la rcnovaciün de la rnabku la p;om "1 ;ni o d" 1998 d" ""' •~l.ud;anl.es Eliana 
Constan:"' y Andre;o Johanna T.ópe<!- Calderón. sabía el <~,ccionado que 1" m a­
t.lno de esl>~s O>lummos adeudaba al cole&'lo una suma superior a $1'000.000 
que prometia cancelar de alguna manera. 

Luego. se trató de una obligación que ~n su momento no fue considerarla 
como obstáculo para la mar.ricu\a, ra1.ón pnr la c:ua 1 no pm:clP. posl..,rionnP.n1'P. 
tomarse rt~troactivam~nt~ conto hedm p~ra prncec1er ;) lH ~usp~nsii)n d~ p;•r­
tc d~ ~u~ dc:r~:hos. ni rnuc:hn n~c~nos p;tra sn (:anc:elacibn. 

2.2.2. Además., si bien Jos· reglamentos dicen que· el colegio Externado Po­
pular de Bachillerato es un establecimiento prtvado sin animo de lucro, que 
se sostiene con el recaudo de las pr.nsion<:s, lo cierto es q\le, de un lado, el 
accionado cxuner6 la aplicación en el asunto de inL~res ~conón1ico pri\•arlo; 
que ahora rlo puede retr&:ti:il'~e sin consentinJienb) del bencJ'i.ciario; y, del 
otro, porque la actitud de Impedir a las alwnnas López Calderón el ingreso al . 
mencionado centro educativo para proseguir sus clases en el presente aflo 
lectivo no obedece a ninguna sanción discipl.J.muia y. en caso de estimarlo 
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asi. habria de considerarse adoptado con violación del derecho al debido pro- f. 
ceso. 

2.3. En .consecuencia. d fallo debe mantenerse. 

Doc1~16~ 

Eu mértlo de lo eJ<]IUesto, 1~ Honorable Corte Suprema de Justicia en Sala 
de Casación Clv!l y Ag1·arla. administrando justicia en nombre de la Hepübll­
ca, y por autoridad (J" hl ley, CONJ•'IRMA el fallo de fecha y procedencia 
preanotada. · 

Not.iliquese a las partes interesadas, comuniquese lelegráficamenle lo aqtú 
resuelto. y oficlesc. 

Remítase el expcdlenl.e :llu Honorable Corte Constitucional para su even­
tual revisión. 

Cúmplase. 

J01ye Sar~lo.s Bal!est""'"· Nicolás Becltara S!man.cas, Jorge Antonio Ca.~r:íllo 
Rugcles, Carlos Esteban Juromil!o SchJoss, Pedro Lo,font Ptanetta. Jose Fernan­
do RamÍTcz Gómcz, Rafael Rarrrt<ro SierTtL 



JDEBIDO PROClESIO l!JilECU1'llVIO: No es pn."'"'lt':Tll.r·: la t.nl.da para obtener la 
l.(~nnin;u~ión ci~l proc:t!sru:nnhas~ t~n 1n1a ctr.cisión penal que. desconociendo 
el rcsrring¡clo alean N: cid articulo ñl del Código de Procedimiento Penal, dis­
pone la cancelación del cheque que es base de cobro coactivo ante la autori­
dad accionada. 

Cor1.P. Supmma. rlr. ,.Jw<l.il:itl ,<;;11~> rli< Ca.<ar.tón Cl/;11!! Agr·arla- Santafe de 
B<>gntfi. D. C., mn:vr: (9) tic: "'''JlT.lt,mbr~ de mil novecientos noventa y ocho 
(1998). 

Magistrado Ponente: Dr. Nioo!ásBecharaSimanoa.s 

Re!.: Expediente No. 5279 

Despacha la Corte la bnpugnaclón fonnulada por el señor José dd Car­
men Hemandez. por tutem1edlo de apoderado Judicial, contra el fallo de diez 
( 1 O) de julio de mU novecientos noventa y ocho (1998) proferido por la Sala 
CIVil del Trtbunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga. por medio 
del cual se accedió a la solicitud de. amparo constltuclonal pedido por la seño· 
ra Carlina Bueno de Castellanos contra el Juzgado Segundo Citltl Mun!cipal de 
esa ciudad. 

.ilr-'lECEDE;!'lJl:S 

l. Sin elevar petición alguna en eoncrcto, busca la acclonantc que, ha· 
cicnUu acluar la tutela curno rnt:cant~rnn transilurio y a fin de evitar para si 
un pt~tjuido irremediable <:nmo ::.erin el reJmlf.t! d~ un bien inmueble que e~ de 
su propiednd, se brinde protección a sus derechos consagrados en los ruiícu 
los 29 y 89 de la Constitución Nacionnl. los curues estima conculcados par la 
funcionaria accionada con la.s ac.tua.clones que ha reaUzado en el proceso 
ejecutivo que el señor José del Carmen Hemé¡ndez (impugnan te) adelanta en 
el Juzgndo Segundo Civil Municipal de Bucarrunanga en su contra y en con 
tra de su hijo José Orlando Castellanos Bueno. · 

2. Son hechos suslenl;.ttoiios de In qu"ja, los que pasan a compendl.."trse: 

2.1. Con base en un chcqu~ ginJdo a su favor por su h~jo José Orlando· 
CasteUan.os Bueno y supuestamente endosado por ella. lo que no es cierto 
como quiera que a 1llngtm titulo has uscrlto ese Instrumento, el señor Jose 
del Carrnen IJernández promovió y adelanta el pl'oceso ejecuti\'O arriba 
refer~.nclado. 
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2.2. En tal juicio, sin siquiera notiftcársele, se embargó un bien inmueble ( 
de su propiedad, de lo que tuvo qonoclmlento en ra?..ón a que de manera re-
ciente solicitó y obtuvo la expcdiciún de un certificado de mabicula imnobilia· 
rla del mismo, en donde aparece la nota de la comentada medida cautelar. 

2.3. Debido a la información que 1" fur. ""minislrada en el ju;,gado donde 
se sigue la ~Jecución, consisten le: c:n que el inmueble ya se cncontr<~.ba par" 
remate. y a fin dr:: c-itar la 'pérdida del bien, procedió a realizar dos abonos, 
uno de $500.000.oo, que no fue aplio::ado a la <lt:uda nx:auc:lada r;ro t!ic:hu pro­
ceso. y otro de $1.600.000.oo, tld que ~:~í se hizo la respectiva imputación. 

2.4. No habiendo laacclonante suscrito a ningún ULulo eldocumenlo base 
de la mencionada ejecuCión, lonnulo ante la Yiscalia General de la Nación la 
correspondiente denuncia penal, qu~ a mentó la ap~rt.ura ñe 1::. lnvc!<tlgaclñn 
y, después de reall7.a.rse un dit:l>lme.n gr¡¡ rológiro que da cuenta del caráeter 
apócrifo del endoso á ella atribuido, que·: s« im¡m,.iern " Jos proce""d"'~ José 
Orlando Castellanos l::!u.enoy José del CarrrtenHemándezmedida de asegurn­
mi~nto por el delito de falsedad en documento privado. prcduycndosc la in­
vo.slig<~ción por el delito de fraude procesal. l!!ualmente, con ese fundamento 
pmh,torio y con respaldo en el articulo 61 del Código de Procedimiento Po:nal, 
la Fis.:alía rlispn"n la """"elación de dicho titulo valor y ordenó la tennlna­
clón del señalado proceso ejecutivo. 

2. 5. lnfom1ado el Juzgado Segtmdo Civil Munlclpal de Bucaramanga de 
las decisiones adoptadas por la l•'lscalia. su titular declaró la tenninación del 
proceso respecto de la aqui po::ticionaria y decretó la de,¡vincu]O>ción de sus 
bienes de ese recalido coacti.Vo, proveido que recurrido en apelaciún por 1" 
parte ejecutante fi.te revocado por el JU2gado Quinto Civil del Circuito dt~ esa 
mlsrua capital, quien, consecuentemente, ordeno.,¡ adelanlamient.o d~l asunl.o, 
tal y como viene oc.urriendo, al punto que t~l Ju><gadn d"l conocimienlo, en 
atención a solicitud formulada por el demandan le, dec:rel.ó el secueslro y re­
mate del Inmueble ·~mbargado. 

2.6. En su sentir, la accionante no esta llamada a responder por la deuda 
materia de la comentada e¡ecuclón, que es aólo de su hijo. sin que, de otro. 
parte. ella esté legalmente obligada al pago de los cr~dilus de José Orlando 
Castellanos Bueno, al ser el persona mayur de "dad. 

3. La Secretm1a del Juzgado accionando. mediante el oficio que llllllta a 
folios 61 y 62 del cuaderno principal, rindió clinfannc que le fuera solicitado 
por cl Tribunal. dando cuenta de la t:xi:>lcncia del ptoccso cjccul.ivo en cucs· 
tlón; que en el. una vez notificados en dt:bida lorma lus •j~-cul:ados de la orden 
de pa~o librada en su conLra, :;e dicló el 18 de noviembre de 1996 sentencia 
de seguir adelante 1 .. ejecución <:n la rorma· dd arlículo 507 del CódiJ:O de 
PrOC<:di.nliento Civil: y, qu" atendiendo la ord•n <:)(pedida por la Fiscalía y 
comunicada a travf.s dd oficio 5620, esa olicina, con auto de 14 de julio de 
1997. "diSpu,;u declarar lenninado el pmcf'.o•o respecto de 1<~ señora Canina 
Buenc; de CasreUanos, levantar las medidas deeretadas sobre lo• biem:s d~: ><u 
propiedad y la devolución de Jos dineros que hubiese consignado". providen-
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da que por vlltud de la apelación planteada por la parte demandantr., fue 
revocada por el Juzgado gulnto CIVIl del Circuito, quien dlspu~o "•1uc: no ha­
bla lugar a term.inar·el proceso respecto a dicha señora·. 

Snhre r.l <':Sf.Adn ac:l.ual ñ~l pmrx·:so, prc~lsó que en su tramHe principal, al 
momenlo del infom1e, coTTe la ejecutoria d"l ;ml'n que resol•1ó sobre la obje· 
ción que se propuso en cuanto a la liqui.dacibn del crédil o; en In to~;tnte a las 
medidas cautelares, lndic:a que sP. encuentra embargado y secuestrado el 
inmueble con matricula inmobiliaria "300-0045-430 y 300-008.1!50 de propie­
dad de Carlina Bueno de Castellano [sic)" y los remanentes o los bienes •1ue se 
lleguen a desembargar como de propiedad de José Ot:lando CasrcUano.s en J"s 
proc"'''"; <1uc a su vez relaciona. Puniualli:a que a ese mismo momento, el de 
claiboración dd infonnc, no hay bienes a valuados y que la demandada Bw."w 
de Castellano,; •¡ la efectuado abonos para que se tengan en cuenta dr.nt.m de 
este proceso po.r .k-u> sumas de$1'600.000:ooy $3'532.000.oo". 

4. El falla!'lor consliiucional de prtrner grado, mediante auto de 7 de julio 
úllimo. a más de dar el impulso pe1t1nente a .k1. solicitud de tutela y de dispo­
ner las pruebas que esrbnó apropiadas, previó la citación a este proe<:.<o d" 
tutela de José del Carmen Hemández "pues las detemunaciones que se tmnen 
en este Infonnatlvo podlian afecta.rlo" y luego, con auto del día 9 de c:or. mi,;mo 
mes, ordenó lgnabnente 1<). citación del seiior Juez Quinto Civil del Circuito de 
Bucaramanga, aduciendo que ·puede result.u afeciado por la providencia 
que aqui habra de dlstarse (sic) ... •. 

F fiW) D"L TlUilUNt.L 

f.;l Tribunal, despues rle referirse a la procedencia excepcional de la ac­
ción de tutela cuando se dirige contra providencias judiciales, collg~ que la 
tl~tc.rmlnaclon de ~gundR lnsmncla .• 1rloptad;t en el proceso ejecutivo sobre 
el<¡n~< verAA la qn~¡;, ·pur d ~c.no1r .Juc.z Qulnt.o CIVil del Circuito. es una via de 
h.-:eho, en la medida que: no es cierio que doila Carlina Bueno de. Casre.l!anos 
dlspusi.,ra al momento de su prqfcrimlcnto del recurso de revisión pa.ra ata­
car la sentencia dich>da· en e':'e a~:~u:olo; desconoce la orden impartida por 1:1 
Fiscalía quien. considera, era competente para decretar la cancela(:i6n del 
titulo valor base del memq1·ado recaudo ejecutivo; se imponía. frente a la com- . 
probación de que la nombrada ejecutada era un "no deudor", impedir el cum­
pllmiento de la sentencia dictada en esa contl-o\oersia para. a su vez, no 
propiciar la realización del remate de los bienes de propiedad de esta. tal y 
c-.omo de antes lo ha dicho esa misma Corporación en otros casos llegados a 
su conoclnúento. 

Con esa base, en ,·,¡urnas, d u <¡Ul) resuelvo; l.utclar lv:j derechos al debido 
proceso y a la propiedad privada de la tteclonantc y oon ese propósito, d~ia sin 
efet~tos el auto de 25 de mano de 1996 del Juzgado Quinto CM! del Circuito 
de Bucarart1an~a y, adicionalmente, ordena al Juzgado Segtmdo ClvU Muni­
cipal de la misma ciudad "que mienn·as la Justicia Penal se pronuncia me-

. dlante sentencia en firme rcspccl.o dd r"alu denunciado por Cwlina Bueno de 
Casrellanosel9de diciembre de 1996 >~ni.(: la Unidad de Patlimonio Eoonóml-
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co de la Fiscalía General de la Nación de la ciudad, quedan en suspenso .. . t.: 
(sic) en virtud a mandas de la Justicia <:riminal, l:odos los paso~ len dientes a 
hacer eft'diva conlra la mencionada Señora de Castellanos, la sentencia en 
firme defart .. 507 del C. de P.C. que el Juzgado 2". Civil Municipal de B/ 
manga t.lid6 t:~l ~u <:onlm el 18 d~ novi~bre de 1996" y que "Una vez que la 
rama penal ::;e pronuncie en definitiva. la Señora ,Juez Civil reexaminará st es 
del caso proseguir ccon la mencionada reaUzactón de su senr.encta. o st defint­
tlvamente la ·obllga<'lón'; Que no el proceso, se extinguió ... !sic) para aplicar 
analógicam~ntP. al ($id <lFI. 537 del C. de P. C.·. 

L\ htPUOK/ICiON 

El ,;crior José út:l Cannt:n Hemández. por lnlennedio del abogado que lo 
apodera en el tanta5 veces citado proceso ~¡ecutlvo. Impugna la sentencia de 
primera instancia. la cual solicita sea revoC'.ada. para lo que. en sin tesis. plan­
tea que el trtnnite dado a la acción coactiva en mención se ha ajustado plena­
mente a lasnonnas procedtmentales cMles reguladoras de ese tlpode.Julctos. 
por lo que, concluye. no puede hablarse de la vulneración del derecho al debi­
do pm'""'" d., la P"l'ir.inmu;a. n .. nl·r" P"rte estima, que el derecho a 1~ propie­
dad en ~~ ~aso .~ul> lilr< no osl'enl" P.l ""r:kl·er dP. fnnd,menl "l. Agreg" quP. 1" 
promotora de la qui"Ja dispone 11~ otro nu:.Jio ordinario de ddttosa. cual es el 
recurso de revisión contra la sentencia que con respaldo en d articulo 507 de 
la ley de enjuiciamiento c:lvll se proflrlo en ese asunto ~)ecutlvo. subrayando 
el carácter subsidiarlo del remedio constitucional' de la tutela. J:olnalruente 
con fundamento en el articulo 11 del Decreto 25Y 1 de 1 YY l. advierte sobre la 
caducidad de la aec:ión de tutela Intentada. 

Co:.S!O&RI\CJONES 

l. Como de manera penmon<:nlc Jo ha sostenido la jurisprudencia coneti­
tucional, por via de argumenlación general. la a<:ción de tutela es improce­
dc::nt:e cuandcJ se la cmplt"..a para tX>mhaUr providencias judiciales, pues en 
procura de la aul.nnomía e independencia de los jueces y en guarda de la 
~cgurtdad jurídica no e;~ l;onvt.~njcnte, en priru:iplo. e¡ u e Ui~;ho~ a dos puedan 
impuguan;c por l'u~:ra del pnn;cw rni::mll) CTlllll<; n:,.ultanm proferido~. <i<:nlro 

· de los cuales lo:; sujetos procesales cu•:ntan norrrmbncnlt: con la" o por\ uni­
dades de defensa perltnenles. 

Con todo, también asi se ha puntualiZado, sólo por vía de excepción proce­
de la tutela frente a proveimientos de e~e orden. cuando, no disponiéndose 
de medio ordinario de defensa. ellos representan el fenómeno que ba dado en 
llanmrse "vía de hecho judicial", por la que se emiende una aclividad de con­
ducta jtuisdiccional que en ct'k'Ulto fruto del capricho o del pare(:er irntciom¡l, 
no tiene ningim fundamento legal. · 

2. Asunlicla la cuestión tactlca que s1rve de respaldo a la queja Iniciadora 
de este dlilgenciamlento. pl'CCisa la Co.rte. que el reproche formulado por via 
de la tutela e.xaminacla se centra en el hecho de haberse continuado con la 
tramitación del proceso P.jecutivo en que figura como demandada la aqui 
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~ acclonante, dentro del cual-val~a desde ya acotarlo- está en iinne L'l senten­
cia de seguir adelante la ejecución di ciada con base en el aniculo 507 llr.l 
Código de Procedimiento Civil y o;e encucni.ra embargado y secuestrado un 
bien Inmueble de su propiedad, cuando la Fiscalía Se¡_,tunda de la Unidad de 
Palrimonio E<:onómicci de la Fiscalía General de la Ñación, con sede en \¡¡ 
ciudad de Bucaratuan¡,:a, '"' d e: u ~u de la inv<:sl.i¡.¡adún que por el dellto de 
falsedad .-,n docum<'nlo privado sigue en conlra del ejecutan !A: sdíor ,Jusi! del 
Oumen Hem(urdez y del olio ejecutado seftor José Orlando Caslcllunos Buerro, 
con apoyo, de un.lado. en un ex~rtlr.lo grafologlr.o que Indica l.a falsedad de la 
ftrnta que r.omo endoso, supuestamente realizado por la reclamante dd am­
paro, avart:ce en el instrumento y, de otro, en el articulo 61 del Cúdigt> dr. 
Procedimiento Penal dispuso "cancelar el mencionado Lítulo valur .... r.un d 
ftn de que se flnallr.c la ar.t.uac:i(1T'! ~u.-gid<1 cnn basr. r.n el título espú1-eo". 

3. Se desprende del inlbrme que en ·su momenl.o rindii> 1" Se<:rel.aria del 
Juzgado Segundo Civil Municipal de Bucaramang,., en l'lmlonía con los"'"-· 
tan tes clen1ento~ rle juido con que aqui se r.uen14l, que la accionan te en tute­
la fue notlflcada de la orden dt· p"go libr"d" t'.ll su contra dentro ele la ac.ctón 
<:'jer.:u l iva que en el mencionado juzgado le sigue el sef1.0r José del Carmen 
H•:mt.mde.z y que dentro de la opol'tunJdad <1ue fija el articulo SOY del Código 
de l'l·ocedimieltto <..:i'-11, no propuso e_."Ccepclones, nl tachó de falso el cheque 
fundamento de ese recaudo en lo conc-erniente a la firma que romo de ella en 
el aparece a titulo de endoso . 

.'\si mismo, que debidn" 1" posición asumida por la sei'lorn Bueno ck Cas­
reUanns y, adil:innalmenl.e, al hecho de que el otro ejecutado, representado en 
ese asunto por curador ad titR.m, tampoco planteó e.-oc.epcicines, el Juzgado; 
acatando P"r" ello el expreso mandato del articulo 507 de la ley de enjuicia­
mienlo ch;J, pmllrió sentencia de seguir adelante la ejecución. 

··También que eon indcpcndcnda dd. aludido pmcr.so civil, la aquí pc\icio­
narla formulo dcnnnr.i" pena 1 relacion¿¡da con el hedto de figurar en el t'he­
quc bas<: dd mcmor:1do recaudo ejecutivo su flnna, 5ln ella haber suscrtto 
ese dn<:umcnlo a nin¡.,'(m t.ít.u lo, lo que dio lugar a la apertura de J¿¡ :lln-estlga· 
c:iún n:sp<x:Uva y a que en su desmrollo, se practicara Wl dictamen grafológico 
qm:, en síntesis, indica que lath'lna c¡ue como de doiia Cw·UnaBueno de C:a.oe;­
teUanos aparece co1no endoso en ellJlS.ti'ulllt=ulo carlula.r nu fue hnpuc:sti::l pur 
ella. lÚ corresponde a la que utiliza habiluahm:nl.t: l:Tl sus ad.us. de donck, 
conclu:v-e, que dicha Júbrtca e.~ falsa, probanza que determinó pat·a la Fisc><­
lia Segunda de la Unidad de Patrimonio Económico de Bucaramat1ga utde­
nar, con respaldo en el articulo 61 del Có<ligo u" Prucctlimienl.u P<:mtl, la 
cancelación del referido titulo valor y la tetmínaciou del pruc.:so cjcculivu de 
conor.imicnto dr.l ,Jn>:gado Segundo Cl:\11 Municipal de esa misma ciudad, en 
cuant.o hace a la nombrada qjcr.ul.ad~ . . 

4. Ahnra biot, si como lo tiene dicho la jurtsprudencla C011StltucioÍlal, la 
tutela nu "" un insl rumcn lo qut: pue<la ulilizm-se para vadear o sustituir los 
medíus ordinarios dr; ddi.,nsa con <Jlle ·cuentan las personas \-inculadas a mi 
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proceso judicial, es palmario que la demanda de amparo aquí impetrada f. 
dcviem: improcedente, pues según se deja comentado, su promotora. y ejecu-
tada en el proceso dj: que se trata, ~~;ozó de la oportunidad de plantear excep­
ciones dirigidas a enervar la at~dón de cobro pnJpuesta en su comra (art. 509 
del C. de P.C.) y de tachar dt: f;il:;u d cheque <Onirn<tdo ·.,ese asunlo t:umu base 
de la cobranza en lo l.v<:ank a la llnna que como de ella en él a¡"m'"" (arf .. 
289. ih.), sin <JU<: de la! Illlillern hubiese procedido. 

5. En el supue¡;Jo de aceptarse la procedencia de la petición de tutela. es 
del caso advertir que dicha reclamación no est.aria tampoco llamada a pros­
perar. por cuanto, o<l mn1o ya Jo Uene pret:is:ulo esla mlo<ma Sala, ·para que la 
hJtk~la ~on\ n1 vía de hecho judicial se abra paso, requiere adicionalment" que 
con eUa se logre una protección efectiva del derecho fundamental quebranta· 
do, porque ninguna utilidad practica tendna a<:ccdcr a dicha petición si. por 
ejemplo. alguna ol.ra r.onsideración de tipo legal que por fuerLa hubiese que 
hacer actuar, deter:minar.J la reproducción de un pmnunciamiento judicial 
cuyo contenido, vteto en un sentido determinado. representa en esencia o en 
lo fundamental aquello de lo que justamente se duclc el acclonante" (Sent. de 
22 de septiembre de 1997. Exp. No. 4399). se Impone subrayar que la cance­
lación que del titulo valor fundamento de la tantas vec~ citada ejecuctón 
hizo la Fiscalía encargada de la Investigación penal surgida con ocasión de la 
denuncia formulada por la señora BUL.orw de C'.<l:<le!!anos, a.sí como la orden 
que impartió para c1ue est: protoedimienlo de cobro terminara en lo tocante a 
la nombmda ejecutada, no enm decisiones alendibleo; por par1.e de los jueces. 
civiles encarg:>dos riel conocimiento dP. tal juicio ejecuUvo. por no ajuslllrse a 
la o; prcvi5ioncs del artículo 61 del Código de Procr.dimientn Penal, que n:>.a: 

"En cualquier momento dcl proceso en que aparezca demostrada la 
tlpicidad del hecho punible que dio lugar a la obtención de titulas de 
propiedad de bkm:s suJcl.os a n::gisl.ro, el funcionario que esté conoci.en· 
do del asunlo ord<:mmi la canceladún d" lus titulos. y del registro respec­
tivo. 

"También se ordenara la cancelación de la inscripción de los ti Julos valo­
r·es su)eros a estafomwUdod y obtenidot. fl'audulentamente. 

"SI estuviere act·edttado que con base en las calidades jurídicas deriva­
das de los títulos ca11celados se estén adelantando procesos ante otras 
autoridades, el funcionario pondra en conocimiento la decisión de can· 
ccladón, para qur.. flnallcen las actuaciones correspondientes" [Cursi· 
vas 111cta del texto]. 

Se comprende. que siendo esa una norma emlnentemente sancionatorta 
y. por ende, de Interpretación restr1ngida, su aplicación debe sujetarse a los 
ünicos eventos que ella expresamente consagra y que. consecuenl.emente. 
para el caso de los titulos valores, la cancelación que autoriza sólo puede 
recaer en cuanto el registro de aquellos "sujetos a esa formalidad", caracte· 
ristica que no es predicable de Jos cheques. Síguesc. cntoJU:cs. que con bas<-: 
"" 1·~,¡ pr~~pto. no pooia la respectJva aut.ondad penal disponer. como lo hiZo, 
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la cancelación dt:l dJt;quc rn<1lclia de la cobranz:a ejecutiva y, menoo;, <lUC cs<: 
aswlto judicial l.c:rrniroant, cin:un.slancia que por sí Jmt:e i<npo:;iblc at.c:ndo:r 
la t¡utj<l d~ la -aclora en Lutela para que se provea sobre,la terminación del 
pro~-eSQ ejecutivo en cuestión y sohn~ c:1 rl~st.rabam1ent.o cautelar de sus bie­
nes, ni siquiera ent.cn.did•• la tl"manda rl" ••m paro •~omn mecanismo transito­
no, mas cuando a<¡ui no aparece acreditada la causación par<J ella tle un 
perjuicio irremed;able, tal y como lo e:xige el artículo s• del Decreto 2591 de 
,1991. .. 

6. Siendo csaa las t:nndu~iones de la Sala, por con Lera. y ül tenvr de lo 
estatuido en .,r propio articulo 86 de la Cruta Política en armonía con el nu­
meral 1" del "rlí<:u In 6• rl.:l Oef:reto 2591 de 1991, se impon" n:vnt:>or la ~:n­
tenc!a ltnpll¡¡nada para, en su dcfc.ct.o, dr.n~¡p~r la solir.il.ud · d1: "mP""' 
constitucional por improtx:d<:nl.t:. 

DBC!$(1), 

En mérito de lo exJluesto, la Corte Suprenu~ de Justicia en Sala de Casa· 
ción Civil y .Agraria, administrando justicia euuombre de la Republica y por 
autoridad ele la ley. REVOCA el fallo de diez ( 1 0) de .lulio de mJl novecientos 
nnv<:nta y ocho 11998), proferido en este asunto por la Sala CMl del 'li1bunal 

. Superior dd Distrito Judicial de Buc~uamanga. y, en su defecto. NIEGA por 
improccdcnlc la solicitud de tutela origen de este dJIJgenclamiento. Por el J uz­
¡¡atln St:gunut~ Civil Municipal de la Indicada ciudad, terigase en cu~nta lo 
¡m:vi::~lo en el arti~-ulo 7" del Decreto 306 de 1992. 

Notlfiquese telegráficamente lo ac¡ui resuelto a lus partes y al apoderado 
Judicial del lmpugnante:· rcmitast~ copia aulénliC<t de t'::lte lltllo al Juzgado 
Segundo CIY1l Municipal de Buc.aramang~; y, "" C!ftnrl unidml, "moíese el P..X· 

pediente a la Corte Constthu~inn:ol, par.o su eventual re,'islón. O.ñciese como 
corresponda. 

Jorge .Santos .fktllesteros. Nieolás Becharo SimartL'""· .Jr>ry" Anl.on.w Ctl.<liU(> 
Hugeles. Carlos .l!:steban Jaromilfu Sci!Lo.'>s, Pedm l.ajimt. PUuwlto, José Fernan­
do Rrunirez Gómez, Rafael Rom~ro Sil:rru. 



Dl!:l8m:MJI l'RIÜ'CWO DlE OO•NICO!itlDA'll'O: Ante el Incumplimiento de un concor­
dato anrcrior a lH expedit'ión de la r.ey 222 de 1'9fl5, la nonnalividad "Plicable 
-':'.s la del Decreto 350 de l9!!~. Por lanlo, la entidad accionada debetia haber 
Iniciado un tnclderl\.e en el cual las pa.Jtes gozaran de su derecho de defensa 
y ptueba: su omisión gomer't la vulneración amparada .. 

Cone Suj)rema de Justfcfa -sala de Cu.sudón Civil y Ayruru<- San laR:' dl: 
BogotáD.C., rmo:v~ 191 de :sepUembre de mil novecientos nm~nta y odio !1998). · 

Maglstr.tdo Ponenl.e: Dr. PedroLajontl'tanetta 

Ref.: Expediente N" 5317 

Decid" la Corte la Impugnación formulada contra el f,J![o del diez ( 1 OJ de 
ngosln de 111il novecientos noventa y ocho· (1998), proferido por el Tribunal 
Ruperíor del Distrito Judicial de Medellin, Sals Civil, median le el cual re!<Ol­
,;ó conceder la tutela Incoada por Maria VIctoria Agudelo OquP.nclo y ol.ms 
contra la Superintendencia de Sociedades. 

T. Ah"l'EC.EDEtm:S 

l. Los ciudadanos Maria VIctoria Agudelo Oqucndo, Gulllenn•> T ,.,¡m Alza­
te Garcé:s, Silvia 1\rias Tones. Maria Oabrt~ls Arroyav.-, 7.apat~, 1 AJr<-:nza 
Atehortila Rodriguez. Ca1·los Mario Agujrr~ Vlllil, S-<ltil ()P. ,J.,sí•"' &trrent Muño:r., 
Sergto l::Sedoya Valencia. Jor~ Orlando B"doya Ar.mgo. Jorge Humberto Bedoya 
Zapata. Leonel de J. Bctancur Vlllada, · Wilde S'ml.ander Renílez Rodrigue;:, 
JhonJalro BctancurTobón, Gild~mlc) Antunio fllandón Girnldo, :'ilicolás lllbelro 
Calderón Galeanu, F'rmtdst:o Alfonso Calle ·C_uervo, Julio César Caro 
Hern{mde>., Alis Castro Vanegas, Fabián Alonso Caftas, Luis Jaime Cañas 
-Sunrez:, Janeth Damarts Casas Muñoz:, Carlos Mario Cardona Guticrrcz; 
Mal'redy Ourango Ovtedo, Marcellna Gallego Restrcpo, Alberto Antonio Gil 
Monloyo, Edga•· Foronda Ospina; Ana CecUia Fonnegra Fuentes, Ramón 
Eduardo Gal\is Montoya, Guillermo León Gil 1\lzate, Jalme Alberto Garcia 
Tobón, Gernuin Leonardo Garc.i.'l Monsalve, WtlUam Gil Loalza, Ernilse Alicia 
GuliélTcz, Uriel de Jesus Gil López. Edgar León Gil Restrepo, Diana Viaria 
Hen1ández Rivilla~-, Grego11o Albeno Hemández Henao, Jost: Luis 1 lt:nau Mura. 
Nocl Alfonso Ho.rntmde;o;Jiménez, Gennán Hoyos Rojas, Joae J:.."ver lsaza Galvis. 
Esteban !S821i Sala>·, María Tslihd .Jaraonillu Marin, MarOla Elena Jaram1llo 
Mc:9a, Arndia tld Suconu .lanuuillu Viarur, ·J<timc A\berlo ,J;u-amillo Vlana, 

/. 
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Mazyluz López .Angulo, Eyder LoaJza. Lozano, Mlriam del Socorro M a m landa 
PéTez, Teodoro Hernán Martinez Bustamante. Jhon Fredy :\1cjía Tabares. · 

·Magnolia Gómez Mesa, .Juan rle Jesús Mol in a Gallego, Roblnson Muñoz Flórez, 
Carlos Arturo Monsalve Monlj<J lv~. Lui"l Albc:rlo 01'0'l(:aJhitene7., .Ialro·Orozco 
Villcgalj, Ana Lucía Osomo Sánchez. Omar Fernando Orliz Ga\'irta. Jhun Ftt:uy 
Ospina Marin, Jose Ft>.rnando Ospln~ Ramirr.7.. Cenit Maria Ospino Martinez. 
Nora Elena Pantagu~ AlvMe1., l"ranciseo Ale><~niiP.r Pulgarin F.c:heven1, Alba 
C~c.llla Qniro,., Pilar del Socorro Qulro-..: de AreiZ<"L, Jorge William Rmni,..,z 
Ramirez, Maria Lulsa.Hamirez Medlna, Luis (:arios Hengtfo López. Ramiro Arley 
Sanchez Arrcdondo, Gloria Patricia Reslrepo Osono: Luis Fl!mando Rojas 
Morales, Aída del Socon·o Salazar González, T.uz F.lena Sala7.ar0campo, Ma­
nuel Antopiu Salmoar ValP.ncia. William Serna Cardona, Luz Eni~ Tanuyo 
Cañas, Jaime Alonso Uribe cano. Gloria Estella Uribc Zapata, Juan l'ernan­
do Tobón Peña. Dldler AdoHo Torres Enao, Maria Elsy Velasquez Torres, Car · 
los Jose Zapata Gavlrla, Hugo de Jcsus Vancgas Benitez ·y la Sociedad 
lndusU1as Crtsaza S.A.. representada por Silvia Arias Torres, actuando-a tra­
vé,; de apoderado judicial, entablaron acción de tutela c.ontra la su: 
perinlendencia de Socio:dades t:on el lln de solicitar la protección de sus 
derechos constitucionales fundam~mtales al debido proceso y al trabajo, con· 

·sagrados en los 'lrL.s. 29 y 25 y respectivan1ente, de la Constitución Política. 

2. Los hechos en que fundam~ntu ~u~ pr~~.ensiones s~ c:oner~'.an a los 
siguientes: 

2. 1. 'Manifiesta el apoderado Judicial de los acclonantes que la 
Super1ntendenc1a de Sociedades, profirió el auto Nro. 110-610-3926 dcl5 de 
septiembre de i !Y-15. por el cual admite a la empresa Industrias Crlsaza ·co­
malldlta por Acciones, el tramite de un concordato preventivo obli~alorio cun 
sus acreedores con sujeción a lo nonnadn en d Ot:t:n:to :!50 dd 1989. 

2.2. J¡,surumente afirma que dentro del trámite concordatario fue acordado 
elll de diciembre de 1987. pa~ar" !.ocios los ao:rcc:dom:s el o:apital y un inl.c­
res del 12% anual sobre saldos insolul.os; t:nn relat:ión a la DIAN, uno de lo,; 
acreedores, quedó estipulado cancdaT1c el o:apil.al en di"" 11 01 o:uola:; men­
suales a parUr de em:m ric 1998, con la garanlia de constitución de prenda 
sin tenencia sobre bienes ck la Sociedad. v Jos intereses se cubrilian con 
biem:s onud•k~ '' iurnuebles eiiiiO\iembre dcl núsmo año. El acuerdo aproba­
do pur lu:s ucrt:<:dores quedó pendiente de ser formalizado entre la deudora y 
la OTAN y d munidpiu de Mcddlín dt:otro de los noventa 1901 días siguientes, 
su pt:na ti~:: (JUt:: los dos ac.:rccdon:!:> dc:nunciaran anle la accionada el incum­
plimiento dd acuenlo. Agrega que la Super1ntendencla de Sociedades lm· 
partlií su aprobación al acuerdo por aulo de 11 de diciembre de 1997. t.1·as 
<:nnsidcmr qut: cumpk los r"(Juisil.OS legales previstos en el Decreto 350 de 
1989. y ninguno de los tnt.c:rc9ados re.~urrtó la decisión ni demandó su mili· 
dad ante la JurlSdlcclón contenciosa. smo que en mar?.o de 1998, la DL'\N 
objetó ante la Supersoc1edades el acuerdo al rechazar la tasa del 12 %anual 
de intereses, alegando que eran Inferiores a los Indicados 1~11 c:l P.SI~tl.n1'o !.Ti· 
bulario, a la ve-¿ que manifestó que estaba en termlilos para lmpugnnr .por-



162 ACC!ON DE TUTELA N~mero2494 

que el acuerdo se encontraba suspendido por tres (3) mc::;es, es decir. por el ~ 
plaro para formall:t.ar el pa..:tu. Por tal razón o;olicH.a la d~claración de incum· 
plimlento del <.:onc~rdato celebrado. 

2.3. Dt.ce luego el abogado de los accionan tes que la Supertntend•mcia de 
Sociedades expldló el auto 29:-!6 d• abril 15 de 1998. mediante el cual convoeó 
a la Sociedad deudora y a los acreedores a la audiencia de incumplimiento 
para el día 29 siguiente, habiendo Interpuesto la deudora el recurso de repo­
sición contra la decisión y pedido su revocatoria, porque no se da ellncumpU­
miento, ni los procedimientos previstos en los artículos 135y 137 del C.f. C. o 
normas del C. C.A. para establecerlos, put:s no se da el trá.mlte adecuado por 
la accionada. 

Sin ~mhargo, ~1 ;~uto fue con6rmado porque, ;~ jni<:in rle la a~r.Jonada, fa 1-
taba el cumpltmtenl o de In condición suspensiva y era procedente In objeción 
de la DIAN por estar oportun;>mente presentada; de allí que lljara la fech" del 
17 de julio del presente año para la audiencia de Incumplimiento. cuya rea­
lización fue suspendida. 

IT. F~u..o O&l. 'l'ruBl!NAL 

Las Tazones que tuvo el Tribunal para conceder parcialmente la tutela 
i.ItO:.'Uaua se resumen u<:: la siguiente nu:maa; 

l. De entrada. dice el faUador. encontrar el quebranto del derecho funda­
mental al debido proce!;o adu~tdo por lo!< a~tonantes, producido con la deci­
sión adoptada por la Supertntendencla d~ Soc:tedades de convocar a audtencta 
de incumplimiento del concordato prevenr.tvo obligatorio celebrado entre In­
dustrias Crtsaza Comandita por Acciones y sus acreedores. 

A tal conclusión arriba, continua. despues de examinar detenidamente el 
acopio probatorio que muestra que la accionada profl.rló la decisión Impugna­
da sin el cumpllmlento de los requisitos de trámite que por mandato del artí­
culo 37 del Decreto 350 de 1989 está obligada a desarrollar en el concordato 
menctonado. pues am1erte que a este confllcto no es susceptible de ap!Jcársele 
las nonnas de procedimiento señaladas en la Ley 222 de 1995. 

2. Considera esa colegiatura que la lesión del·derecho al debido proceso 
es evidente porque la accionada omitió el tramite Incidental para debatir el 
Incumplimiento y poder adoptar la decisión de convocar o no a la audiencia 
de incumplimiento. Anota que la soücl tud de la OIAN debió cs.ar acompaña­
da de las pruebas sumarias de los hechos, y hacerse las notificaciones según 
el citado artículo 37 del Decreto 350 y continuar su trámite y deliberaciones. 
cuya "decisión tiene que tomarse en la provid=cia que decide el incidente", 
~·.m lo cual :;e gardllti.l:<t que nu :;~;:;:t po::~ible r.lt:cidir :sin oír a los pre:sunta<s 
afectados, circunstancia que, repile, no ocurrió en este asunl.o. 

3. El Tribunal dese:;,lirmolo rclaclonado u.on el dtn:cho allruhajo huniJiéro 
reclamado por los Interesados en su amparo. porque considera que aquel 
queda Igualmente asegurado con la· tutela parcialmente concedida. 
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lll. hfPUCNACIÓN 

Los argumentos de la impugnación al ihllo atacado se resumen de la si­
guiente manera: 

l. SosUene el abogado de la accionada que ésta cumple 1\.tnciones julis­
diccionales en el trámite de los com~unlat.os que se siguen tanto por el Decre­
to 350 de 1989 (:omo aquellos regulados por la Ley 222 de 1995. Que si bien 
estas actividades son propias de Jos .Jueces ordinarios. también lo es que la 
Constitución ·Nacional en el articulo 11(), confiere a las a u t.oridadc:.; admini~­
tratívas f:ieulladt:" julistlieeiun<iles con arreglo a la ley, como dice ser el pre­
scnl.t: <:aso; de tal rnancm que su a(:!uación en· el concordato debalitlu licnll 
este <:arád.<:r y no d admini::~lralivo, con In consecuencia de que al >ler provi­
dencias judiCiales, su impugnación ante el juez constitucional de lulela no 
resulta pmcedcnt.~. a menos que la actuación atacada sea realrnent.e una vía 
de hecho: y, en su criterio. el proceder admtnlst.rat.lvo no reviste tales carac­
tertstlcas por haber sido el fruto de la·razonacla lnterp1-etach:in de la ley. 

2. El a¡>oderado de la accionada afirn1a que lanÓm1atividad sobre concor­
dato no dl!<pon<~ quf: s~a "'""'s"rio P.l incidente con el fin de investigar el 
Incumplimiento del a~uercln r.onc.>rn,.l·,rio-prevenL·ivn nhlig;J torio, sino 'l"" 
consagra la audiencia pilrn nh\1ar !a liquin,.r.ión de 1" c.omp,ñí"; P.n .('.1.mhio, 
la I-egulaelón del concordato preventivo tiene Ün tramite contrario. en el cual 
si es indispensable cllncidenl.e pam demo5trar el incumplimiento. 

::!. Ve otra parte, reitera el abo¡:¡ado que la sociedad accionan te denigra de 
su propio compromiso suscrito. cuando no adrnlte ia audiencia de Incumpli­
miento. señalada en el articulo 58 del Decreto 350 de 19!19, no obstante que 
la Supersociedades no estaba obligada a la init~iación de un t'T;imU.., incidP.n­
tal que la ley no preve, repite, par .J. t<l <:cm<:<>Tdal.o preventivo obligaloño. 

4. Por último,la accionada reprocha. la aetltud de la peticionaría de ampa­
ro, porque esti.nk1. que lo perseguido realmente por ésta e" eludir 1"" dcd,.io­
nes que a la luz de la ley adoptó el ju e" dd concordato, promoviendo una 
acción de tutela en la que pide la "uspensión pro\1sional de la medida (au­
diencia de ·;ncumplimicnt.ol. la cual e!ectivamente obtuvo con la orden del 
Tribunal plasmada en una desacertada providencia. 

IV o CcJNSU~t!:t<ACtO!llft~ 

l. Insiste la Corte en el carácter excepcional de la acción de l.ul.ela, aún 
cuand.o se trate de la garantia del debido proceso dentro de las acl.tmciones 
concordatarias. · 

l. l. En ete.:to. como quien> que la protección de los de.rechos se enclt"'n­
u·a 9t!jeta a la jurtsdlcción ordinaria prevista,¡ P.fecto. es por lo que el ampa­
ro mediante la acción de tutela no solo es excepcional sino limitado a la reurúón 
de los requisitos de preexistencia de un derecho con~<Uluctnn;¡J fundamental, 
la lesión o amenaza del ni1smo, la existencia de una acclún u omisión ilegíti­
ma de autoridad pública o de los particulares, una relación de causalidad 
enl.re esta y aquella y la ausencia de medio judicial de defensa. 
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1.2. Ahora bien, tratandosc del derecho al debido proceso ante autoi1dn· 
des adntlnislrativas, tiene sentado esta Corporación que ord1narlamente no 
puede ser objeto de amparo mediante acción de tutela. De una parte porque 
tratandooe aquel de una verdadera garantia, no solamente prevé la Interven­
ción y mecarusmo de defensa dentro de la actuadón y la vill gubernativa; y, 
de la otra, porque contra el ar.w que le pone fin, atm cuando le ale<:Ta ñ~rr.· 
cho~ su,;tano;iale~. ademá!:' de presumirse legal y valida. tambien goza de las 
acciones contenciosa¡¡, administrativas, que impide la procedencia de la ac­
ción de tutela. 

1 .a. De otra parte. precisa la Sala que en materia de solución de <:onllic· 
los en empresas en dil'icullades, el rég! m en actual le atribuye a la 
Supertntendencia de Sociedades funciones jurisdiccionales y consagra una 
audlcncta.dc soluCión de conílt.cto especial tal oomo ocurTe. por t-J~mplo, con 
el acuerdo concordatarto de recuperación, pero no ro.~nlra aplir.ahlr. a los con­
cordatos que se encontraban en curso a la vigencia del "rrínllo 2~7 de la Ley 
222 de 1995. que a la letra dice "J!sta ley ernpe1:"rn " r~gir al v~nc.tmtcnto de 
los seis meses contados a partir de su promnlgm:ión. Los r.onr.oróatos y las 
quiebras !nieladas antes de 1" enl.rada en ~rtgen~ia de esta ley, seguirfln rl· 
gténdose por las nonnas aplic~•hles al momento de entrar a regir esla ley. No 
obstante, esta ley se aplir.ará lnmedi,lamente entre en vigencia, en los si· 
guientes casos: l. Cuandolr.1C::ase o se Incumpla el concordato en cuyo P.ve.n · 
to, en vee de la quiebro~ ~e :uielantará la liquidación obligatoria. 2. En lo 
relacionado con el Decreto, prác:lica y levantamiento de las medidas cautelares 
consagradas en esta ley". Por otra parte, respecto del trámite· de incumpli· 
miento de incumplimiento del cnm:ordato, dicho regimen consagra una ac· 
tuación especial en el artículo 132 de la Ley 222 de 1995, así: "Si algún 
deudor o el administrador de la Empresa denuncia cllncumpllm1ento del con­
cordato, el Supertnl.endenl-" deberá investigar dicha situación, cuáles fueron 
sus causas, si hubo respon~ahilidad de sus administradores, y en caso al\r· 
matlvo, les impondrá mullas haslu de cien salarlos minlmos mensuales a 
cada uno. Si el superintendente, de olkio o a petición del Empresarto o de 
eualquler acreedor, pre\10 estudio financiero <1<: la CTnprcsa, verifica que se 
ha in<:umplldo el concordato y considera que 1~ misma puede ser salvada. 
podrá convocar a.l deudor y a los acreedores cuyos créditos no hayan sido 
pagados en su totalidad, a· audiencia para deliberar sobre la ::~itua(,'ión y adop· 
tar deds1ones que pue<Jan n:::~olvt:rla. en caso Cl>ntrarto, declarara tCrTOinado 
el trámlle concordal<lrio y onlcmmi la apertura del trámite liguidatorio". 

Sin embargo. para estos caso~ el ri:gimcn precedente tambien regulaba el 
trámite concordatario prevenlivo pol.eslativo y obll¡¡atorto (Vec:reto 350 de 
1969), asi como lo atinente a la venlkación del cuntpltmlento a que se llegue. 
Al efecto, el articulo 37 del Decreto 350 de 1989 prescribe que "SI no se cum­
ple el concordato. el Jue:t: de ol\cio o a petición de parte, lo declarará termina· 
do mediante Incidente. El aulo que· admita el Incidente se notificará 
pcrsonahnente al empresario. Si esto no fuere posible, se notliicat'á po•· edicto 
que se fijará en la secretaria por el termhlo de cinco días y cop;a del mismo se 

• 1 
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enviará por correo cet1.1flcaclo a la Oltlma dirección del cmp~sarlo quc. figure 
en el 'expediente, Los acreedores serán nor.lflcados mediante edicto que se 
fijará en la ~retaria por cinco días. y se publieru-.1 por una vez r.n un diario 
de amplia drculaclón nacional y en el lugar del domicilio piincipal del empre­
"arln. T~llerminarión del concordato por Incumplimiento no afectara los ac­
to-s ejecutados en desarrollo del mismo>. autorizados en i.'l. El auto que declare 
terminado el c:on(:ordalo se notificará por estado, y oontra el mismo procede­
tan los recursos de reposición y apelación en el efecto suspensivo". 

2. En ""IP•id" procede la C.orte. al estudio de la presente Impugnación. 

2.1. Se trata de UtJa acción de 1.ulr.l" de Maria Vi<: lona ~ddo Ogu<:ndo y 
ol.ros, pnm solicitar el runparo Inmediato de sus derechos fundamentales al 
d"bido proceso y al trabajo, porque la ~uperlntendencla de Sociedades profi­
rió el auto por d cual convocó a audiencia de Incumplimiento por demmcla 
que en tal scnr.ido hi<:kr<~· uno de los acreedores {Dlt\N) de la sociedad deudo­
ra Involucrada .:n d cnnr.onlnto preventivo obllgato11o aco1~do, el cual fue 
aprobado por acrc<:dorcs y t.aJUbién por la accionada, que ahora omir.c promo· 
ver d incidente previsto en la re~ulación del n•enciorlado eorimnlato <:nya 
misión es i,nvestlgar el .i.ncmnplimienl.<> guc "" alega. C<>n la! procedimiento 
considera que le han sido lesionados los derechos aducidos, toda vez que es 
pretermitido el ordenamiento del Deerd.o 350 d.: 1989. 

l!:l'!i·Jbunal no accedió a lo J>t,tliclo, porque encuentra evidente la violación 
del derecho fundamental al debido pmce-,;o, l.oda vez que la audiencia de In· 
ctunplimlento fue convoc_ada por !:1 >~<:cionada sin agotar previamente las dl­
lige.nc.ias de lnvestigacitm mrrespondie:ntes a fin de que los Interesados 
plantearan sus delens>Js <> debaUeran acerca del Incumplimiento y, con base 
en ello, decidiera lo perlinenfP., l.al como es el mandato del DeCI-eto 350 de 
1989 apllcabl<~ a est" asunto· por haberse Iniciado antes de la vigencia de In 
Ley 222 de 1995, que así lo dispone. Asi mismo, observa <¡u•~ (:omo q\úera que 
el amp>~ro concedido al derecho fundamental del debido 1""""""· puede ase 
gurar l"n1bién la garantía del derecho constitucion"l 111 trahajo que alude 
además como lesionado, decide no cntrHC" examinar el 1 r.ma. 

La accionada, en su lugar. manifies la que la ley le confiere funciones ju· 
rlsdlcclonales en los.procesos concordatarios. por tal razón sus pronuncia· 
mientos en esrn.~ asnnl us l.iP.ñen P.l earn('~et de provldent'la judicial no atacables 
por via de tutela. a menos qm: en dich"~ ar.toJ'lMones se Infrinja ostensible­
mente la ley o que estas obt~rl•~r.<:>ln >~1 <::tpTicho o a la arbltl'artedad que la 
tomen en via dr. ·h<X:hu, silum:iím que en este caso esta ausente por tener 
fundamento en la inlerprelación de la 1-.y. 

D•~ ojr" parl.,, in,.¡sle·P.n que la n01n1atividad legal sobre eoneordal<• prP.· 
venllVo ohllgatono·nuclisJKme '1"" """ nP.cesatio promover Incidente para pm­
bal' el Jncumplimh~ntn, ,;inu qu" mnsagra la audiencia para obviar h1 
liquldaclón de la sociedad, distinto rle lo que sucede en la regulación del con­
·cordato preVentivo potestativo en dond .. ,;i es indispensable.ellncldente para 
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de1nostrar ellncumpllmJento: ello quiere decii. ademáa, que cuando La propia é 

acclonantt: suscribió el pacto admitiendo la au dit:ncla de: lm:umplimlento se­
ñalad,. en el artículo 58 del Decreto 350 de L989. no condiciunaba a la 
Supersoc:iedarle.~ ll la lnfclar.lón d~ trámlre InCidental al~no. Y. por ello, lo 
qn~ .... tima qu~ Jl"r:<igut! t<n P.J frmrlo J;¡ llrr.iOnAnte es eludlr las decisiones deJ 
jue-.1. del concordato adoptada,o; en dere.r::hn. pMa lo cual ha promovido una 
acción de tutela con solicilud de suspensión pravlsiOnal, de la audiencia ele 
tnr.umpllmlonto qu.e de manera desacertada le fue concedida en primera Ins­
tancia. y de la cual pide su revocatoria. 

2.2. Hecho él anterior relato~.i.>rO<;t~d<~ 11!1 Corte al estudio perlinen\.c. 

2.2. l. En pnmer lugar. !P. "~ístP. razón al Trthunal en que Ciertamente se 
consumó lo que dice la acclonante sobre la vulnP.rllr.lón de la garantía del 
de bldo proceso. 

2 .2 .1.1. En' efecto. prin1cramente precisa la Sala quP. la :tr.waclón 
concurd&l:aria apl:lcable al asunto sub-Ute~s la legislRr.tón ele! ncr.rcto ;;so de 
!989 y no la Ley222 de 1995. pues el artículo237 de aquella as! lo indica. sin 
que aquella quede Involucrada en alguna de las exc:.-epciOo~:S para su apllca­
clón Inmediata. Porque cuando el nwneral ¡ •. riel citado articulo 237 de 111 
Ley 2.22 de 1995 dice que esta ley se aplic<l inmediat amente. no se refiere a 
todo el fenóm~.no del inr.umpllmiento concordatario y a l efecto de la temllna­
ctón. sino que solamente se refiere ~ esta ultima consecuencia. Pues dice el 
mencionado precepto que debe aplicarse Inmediatamente la Ley 222 "cuando 
frscase o se Lncumpla el concordato. en cuyo evento. en vez de la quiebras,., 
adelantará la 11quldaclón obligatoria··. Por el contrario. dicho prec.,pto no ur­
dena su apllcaciónal fenómem>mismu del fracaso. nJ a su incumplimiento, ni 
mucho menO$ a s u procedimiento, sino simplemente a la consecuencia, esto 
es, ¡,que no haya "la quiebra del régimen antt:rlor·. sino "la liquidación obli­
gatoria" del rtgln1en actual. 

2 .2.1.2. Por ello. ~h:ndu aplicable el Decreto 3~0 de 1989 el trámite del 
lncumpl!mlenlo de \UI cuncuróat.o anterior es el de un inc:idente, en el cual 
las panes gozan de su den:chu de clefensa y prueba. razón por la cual su 
omisión debe generar la vulneraCión amparada. 

2.3. En segundo lugar. porque si el trámite del tneldenU: no rue uel aooo­
nado en ~u tT{ImltP., nn ~oJo por mandato legal stno por pr ec:e¡>l<> ~"nstituclo· 
na!. Sin que se pued~ en!.,dP.rsust.!tuldo por el t:rámlle de la nueva leglslaeión. 

2.4. En oonsecuencia. el fallo atacado deberá conJlrmarse. 

V. D~CtSlú,¡ 

En m~rll,o de lo expuesto. la H. Corte Snp~m11 rll': ,Justicia en Sala de 
Casación Cl\11 y Agr.l.ria, admlnlstrando jttsl1r.la en nomhr~ <1~ la Republlca. y 
por au toridad de la ley. Cor!}írmo. el fallo de fecha y prot:ed.,ncta prP.anotada. 

Notlfiquese 1\ las parles inleresadas. comunlc¡uese te.le:grafir::~mP.ni.P.Io aqui 
resuelto. y ofic::te'5e. 
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) Rcmíla::;e el expediente a la rl. Cnrt.P. ConsTitucional para su eventual revi-
Sión. 

Cúmplase. 

Jorge Santos Ballesteros, Nimlós BecharuSimm~cas. Jorge Anroi1to CasrlUo 
Ruge/es. Garlas EstebanJaramiUo Schloss, Pedro Lajontl'llmetta, Jo.~é.f'eni(Ut· 
do R4mírez Gómez, Rafael Romero Sil,rTa. · 



LEGlTI!miAICl01:1! l'()!lACTJ:VA El.\! '1'UTEU..: El socio no está lcgilirnado para 
presentar acciones de tutela en nombre de la sociedad 1 ruECI!JlRSO DIE CA­
SJMJHOI!!: la Corte no puede. sin incurrir en un desafuero, cambiar la acusa­
ción, eJabora.r un cargo adecuadt). o Simpletut:ute casar la seul.tucia por 
considerarla inadecuada o estimarla !legal. asuuoicmiu JJOdcrt:s que, uo ,;olo 
no le otorga la ley, stno que esta le prohíbe arrogarse. La pretensión del 
accionante de tutela en este sentido es improcedente. 

Corte Suprema de Jusrir.ia ..Sula de Casación Civtl y Agraria- Santafé de 
Bogotá D. C., once ( 111 de septiembre d<: mil novectcniO<l r1oven1a y ocho (1998) 

Conjuez Ponente: Dr. l'emando Hlnestrosu Forero 

Ref.: Expediente N" 5238 

Se decide la Impugnación de la sentencia del Tribunal Sltperlor de 
Cundinamarca, Sala Clvlil'amU!a, del 13 de J ullo de 199!!. dictada en el pro­
ce.;o de m cela promovido ¡)or Julldn Ber!lamln Clai.>!Jo Cárdenas contra el Con­
sejo Superior de la Judicatura. 

1, ÑITECE:DEmES 

l. La Nación (Minist.erto de Defensa Naclon<lll Inició en el juzgado. civil del 
ein:uil.o d• J.eticia (Amawnas) proceso ordinario rei~indlcatorto de un lnmue 
ble situado en jurisdicción de dicho .niunlclplo. contra la sociedad Av(cola 
LctictaLrda. 

La primera insmncia concluyó con fallo estimatorio proferido el 23 de Julio 
de 1993, del que apeló la demandada. 1:!;1 Trlbw1al Superior de Cw1dlnamarca, 
competellte para conocer del recurso. confirmó dicho fallo en sentencia de 1 O 
eJe no\·iembrc del n1hnno af1o. qur.:. n.:{.:urrtda en ca!;ación, h:1 CoTC.<:, en pro­
nunciamiento de 12 de noV1embrc de 1997. no casó. 

II. En t~t.Tilo de 26 de junto de 1998, Jullán Benjamín Clavija Cárdenas, 
por medio de apoderado, diciéndose ·propietario único de Jos derechos comer­
ciales de la sociedad Avíc.ola Letlcia Ltda. -. Interpuso ame el 1ilbW1al Supe­
rior de Cundinamarca "acción de tutela en contra del Consejo Superior de la 
Judlcan•ra I!J, con sollcllud de que: •se dP.jen sin efecto las siguientes senten­
cias dlcladas dentro de (aquel proceso]: la del juez civil del clrc.ulto·de Letlcla. 
calendada (sic] el día :..1:~ de julio de 199::!. la del Tribunal Superior de 
Currdinamarca del 1 O de noviembre de 1993, la de la Con:e Suprema de Jus­
ticia techada el 12 de novit:mbn: de 1997, en razón de que (hecho 16), "la 

r. 
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:;~ so(:ledad Avícola Letlcl.a Llda. se ve gra\>emente afectada con los fallos rese­
ñados·. 

En sentencia de 13 de julio de 1998, el Tribunal denegó la LuLcla por Im­
procedente. De ella "apeló" el apoderado de la quejosa. y concedida que le fue 
la impugnación, y surUñM ·los 1 rámil es d"' rignr P. inl "'grada la Sala con 
cm~¡ucr.cs, ror impedimento de todos los Magistrados que la componen, h• 
Corte ha d• desatar dicho recurso. 

l.o, Af:(;J(JN Ul"; rl IT!t.l .. ~ 

J. Como. se Indicó, d demandant.e pretende "que s~ dejen sin efeclo lao< 
sentencias proferidas en el proceso ordimuio l'elvlndicatorto de la Nación (:on­
tra la sociedad AvícoJa LeUda Ltda.) por t:on..-.;lil:uirse en ella.s una vK1 de heclw 
y tJtolar el derechofundamellto.l al debido proceso". 

Y para fundar aquella petición y formular este aserto, arguye que "la tute­
la opera (:u ando el juez omite o dilata lrijustlflcadamente la adopción de un 
at:rú pn.u:c>~al o la a(:tuaclón judlcliil constltu~-e una vía de hecho o se expide 
uua deei,.ióu judicial qu(· j)Ueda go:nerar un perJuicio Irremediable a las par 
tes o a terceros"; que. según judsprutlcncia de la Corl.c Conslilut:iunal. "'pro­
cede la tutela cpntra sentencias que ~t:<tu el n:o;ulLado d'' "uua vía dt hecho". 
Jo cual ocurre cuando el juc-. la adopta contrariando ostensiblemente el con­
tenido .y voluntad de la ley o dcs.~ouoc.:ieudo ·ritualidades cuya observancia 
consagran LUta garantia del derecho .de dt:rc .. ,.a de¡¡.,¡; partes cu el proeeso"; 
que, así mismo. con arreglo a aquella doetrina. "una actuación de la autori­
dad púbUca·se torna en una v!a de hecho susceptible de control constitucio­
nal de la acción de tutela. cuando la condueLa del ageme car~ce de fundamento 
objetivo. obedece a su sola volunl ad o t~arrit~ho y Uene como consecuencia la 
\'lllneraclón de los derechos rlc: l:l pt~rsnJOa. C>ir~t:e de fulldamento objetivo la 
actuación manifiestamente: et~Ttlmria" la Constitución y la ley.\ ..... ]\Que) la 
decisión revcsr.ida clP. las fonnitlidades de un acto jurídico. encuentra una 
acl.uar:iún d" h"din c.:uando esta obedece más a la voluntad o al capricho del 
agenl" •slatal que a las competencias atribuidas po.r la ley paca proferirla"; y, 
en nn, que "si este comportamiento abultada.mentc dcJormado respecto del 
postulado d" la nomia se fraduce en la utlllzaclón del poder concedido ;ol juez 
por el ordenamiento para un fln no previsto en la disposición (defe<:to sustan­
t.ivo). o en el ejercicio de una atribución por un órgano que no es su titular 
Id efecto orgátúco). o en la aplicación de un derecho "in t:ontar con el apoyo de 
lo:; hechos determinantes del supuesto legal ldelccto fácl.it:o). o en ia actua .. 
t:ión por fuera del procedimiento eatablccido ídcfcclo procedimental), esta 
•ustandal carencia de poder o de l'tl desviación del ol.orgado por la ley. como 
re\'eladores de wta manlflesta desconexión cnl.re la voluntad del ordenamiento 
y la del funcionario judicial. determinan ,;u des<!alifi<!aciún <:omo acto judl 
cial". 

11. Estimad tlcmand.,nlc que en éte caso se dan Jos supuestos de "~ia de 
hecho" y de "violación del derecho fundamt:'ntal al debido p.roeeso", porque -

·según él- "el juez de primera Instancia no rcali~ó el control de legalidad ade­
cuado. ya que en la acción relvtndicato.ria Jo que hay <JUC examinar en primer 
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Jugar no es si el demandado.,~ o no'dueño de la cosa, slno silo es el deman­
dante y ai tiene acción para pedir", y aq\ú, "la Nación no era, .ni es dueño o 
propietario de la cooa reivtndlcable-1 ). el acuerdo 018 de 1971 sólo dc:sttna el 
predio mas 110 Jo adjudica o vende'. L:a ley e"' muy clara al preceptuar quiénes 
pueden reivindicar una cosa: arl. 950 del c. c.: "!.a acción reMndlcatorla o de 
dominio corresponde al que tiene la propiedad plena o nuda, ab<soluta o fldu­
cialia de la cosa". 1 ... ) La at:t:ión reiv1ndlcatorla 110 la detentaba la Nac1ón­
Minislerio de Defensa-Armada Nacional, sino que tSlllba o:n cabeza del 
municipio de Letlcia, hecho que el juez de ln::;Lancla no valoró, y sin razón 
valedera alguna no da por probado el hecho que de la misma emerge clara y 
objetiVamente. Violando de esa manera el debido proceso a Avícola T..Cl.icia 
Ltda. Puel:; en[) el proceso en que resultó p~:rdE:dr>r nunca debió ini<:ian;""· 

Le endilga cl mismo n:pTOl:hc a la .sentencia de segundo ~ado, porque ''el 
Tribunal confirma la decisión del a qtto repitiendo que la destinación lierse el 
mismo valor jurídico que una ad.fudtcaclón •. 

Y en lo qu• r•spP.r.ta a la dec.lslón ele la Corte Suprema de Justicia. afirma 
que su "tntcrp.rebwiún p;om resolvet' el asunto daría lugar a la creación de un 
poder personal cid sent•nr.iarlnr, que e'.' justamente lo que combate el prlnci­
plode sujeción al imp•rio d•la IP-ypor los jueces [slc.J (art. ~~20 C.P.)". quienes, 
según lo ha sostenido la Corr.<:: Constitucional, ·en el desempeño de sus ftUl­

r.lnn"~ no pueden Interpretar y aplicar arbilrartamcnte las normas. so pena 
de abandonar el ámbito del derecho y pasa a patrocinar simple y llanamente 
actuacJones de hecho contrarías al Es. lado de der•.:ho que les da su legitimi-
dad'. · · 

Y termina transct·tblendo pasaje de •enlcncia de tutela de la Coite Cons· 
tltUCiOnaJ. enJa que Se encarece "la pn;:valellci<t dd dc:n:cho ><USiant:iallnm;t­
nente al Estado Social ele Derecho (C.P. arl. 228), como. <:rll.erio de 
Interpretación". 

3. Los r·.:XD:\ME~'TOS DE LA SEX'J'E:.IC.A QL~ Ut:~S'rtNJÓ J .. o\ ACC:IÓX J>l:: TIJml.o\. 

El Tribunal Superior de Cundutamarca, en la providencia oi:)lcto de la 
Impugnación que ahora se decide, observa que. alegando el demandanl.e como 
razón de su Inconformidad. que "la Nación no tenía legitimidad r>ara deman­
dar en proceso rei•indi<:al orio, porque el acuerdo qu~ destinó los pr~clios en 
uugto, no u ene el a lt~tn\CP. rl• titulo do. dominio", pese a lo cual "tanto el juzga­
do conlo eJ TribunaL (:u t~l eurso rif'! Ja~ rlo.co in~t;:Jnr.ias equivoc.adRmente otor­
garon vaior ele plt~na pm<'!ba 11• dominin" un tilulo que legalmente no ostentaba 
clicha o~ttlidati•, "l;o diso,.,•sión · plantr..ada se u b!ca en el plano estrictamente 
jnridic:o ele ''"lomu:ión pmh,.•o•;a -. Y, que, por lo mismo, ··no le Incumbe al jue2 
d" luida debatir si lo.< "ccionados Interpretaron bien o malla norma, porque 
es la facullad corresponde única y exclusivamente al func!onarto que conoce 
del proceso •. que "en ambas insl.ano:ia>l·. dieron por demostrados Jo.s elemen­
tos axiológicos de la acción de dominio. para acceder a las pretensiones Im­
plorada~·. 

Y en lo que hace a la "violación dd debido proo:eso", ;motu que "el acclonante 
gozó de todas sus garantías ~n cuanl-u fue convocado al juicio o:n Jcg¡ol ronna, 
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compareció al proceso por conducto de apoderado judicial, contestó la de­
manda, pJ'Opuso excepciones previas y de mértm, que denominó "falla de los 
requisito~ <txiolúgieus de la accióti t'eivindlcatoria .Y J'al ta de identidad del in­
mueble que la demandante pretende reivindicar", hizo uso d<:l llamamiento 
en garantla. pidió ptuebas. C'ontro~irtló Ja:s presentadas en su contTa, inler­
pusn los n~cursos ordinarios y ext.t·aordmario;; que el código de proced!IIÚenlo 
civil le otorga, hasta la t:'lbal culmin:lclón del proceso". 

Y a¡grega: "En cuanto a la actuación d(: la Corte, es preciso rt't:onlar la 
natur-<1kza y caracleristieas del recurso extraordinario de casaclón. ( .. ) l-a 
casación no es una h:n~cra instancia, porque su objetivo no es el litigio en sí. 
sino la sentencia aem;ada, pot lo tanto a la Corte le corrc•ponde decidir den­
tro dellimlle de los ~:argos formulados, si la sentencia c"lá de O conforme o no 
con la ley I$U:;t.am:ial y con las garant1a.& de orden proce,.al. -En el recurso de 
(:asa(:lón la acLividad del jue"' e.&tá determinada por las causales alegadas en 
l<t demanda. no le está permitido rebasar e:;t.os límites, no puede oflclosamcn­
ce reviSar asuntos que no le han sido pJ¡uokados, contemplar causales que 
no fueron Invocadas o resolver cargos. mal fonnulados. 

"Consideró la Corte que el casacionista acusó la sentencia por violación 
indirecta (causal primera), sln que encontra~e· demostrado que el Tribunal 
incunió en er.or de hecho, ni en error de derecho, que se presenta cuando el 
fallador aprecia las pruebas aducidas en el proceso, sin la observancia de Jos 
requisil<>s legalmente necesarios para su aceptación, producción y acepta-

. clón. Y agrega la· Corte que, "si en algún ,desacierto ·incurrió el juzgador ad. 
qucm al ,;a<:ar la conclusión en comento, este estaría locall:tado estrictamente 
en el plano del error jurídico, conclusión (:on la qu" si la sociedad recurrente 
estaba en dcs!iCucrdo ha debido atacarla en casa<:iÚn mediante Ja acusación 
directa de las nonna" scftaladas como l.nfrtngLdas·. 

"l\o tnvo en o:uo~n 1 a el ac.t.or, agrega el Tribunal, el carácter cxt.raordlnarto 
de la casación, las limitao~inncs que la ley le Impone al Tribunal dr. casación, 
el carácter eminenlemenl.c l'ornlal y t~c.nlco de la demanda; pr.,t.r><li&.ndo ~ub­
sanar con la tutela los yerros <¡u e como easaclonlsta cometió, a 1 nmi 1 ir 1~ 
formulación c.orrecta de Jos cargos, que encontraba estructuradoF.o. ( ... ) Aci"­
más, la tutela, se repite, es un lnstnlmenl.o exlraotdlnarlo, de carácter snb8i­
diarlo y residual. que no puede sustituir al proeeso ordh1arlo y por ende el 
juez constituclonal no está facultado para aclLtar en forma paralela, decre­
tando prueba9 o c.uesttonando la valoradóu que de ellas haya hecho el fun­
cioo.oario de conocimiento y menos aún invalidando iocntencla". 

1. ARGUMEI'IT'r\CIÓN 1)1;,1. RF'.Cl.IHRF.''"'T'F: COI'\T!tA L.ASE!NTENCJA ItESESTl"' ,o\TORlA 

T>l': J.A .~<;CJÓN IJE:: TU·I·.et .. \ 

Dlceellmpugnanlo: no comparttr"Jas motivaciones, nlla conclusión a t.IU" 
llegó el Tribunal, por cuanto -a su julclo· si exlstlerun vía:; de hecho en las 
sentencias acusadas en la acción de tutela y '"' vuhn:ranm por este mediO 
dere(:ho fundamentales de mis r~presentatlos". 

Estima él que "si exiSUeron vías de hecho en las scnLcncias acusadas 
(porque) ia ky indica taxativamente quién puc<k reivindicar, y dicha disposl-
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ción fue desconocida por las autoridades accionadas {sic 1 al declarar proce- 1. 
dente la Iniciación y la finaliza(:ión de un proceso relvlndlcalorio, sin que la 
persona que reivindicó fuera el propietario del bien inmueble vendido". Y con-
sidera que se vulneró el ordenamiento jurídico por parte de los jueces, [y quel 
no se pretende m•dlante esta Instancia [sic 1 revivir el proceso de la Nación vs. 
Avícola Leticia. sino que se pmtcjan lo:; derechos fundamenlales de los 
accionantes. especial noen le d delllebldo proceso, que fue vulnerado al desco­
nocer&e las ltye:; que regulan lo perunente a la rcLvlndlcación de los bienes·. 

!l. Mmrvt.ClÓN DE LA Conn:~ l'AUA m-·..:-;o:.vm~ l.A lMrliQNACléN 

J. Julián Benjam;n Clavl(o Cárdenas a Lüu lo p.:r.;onal, confuió poder cs­
pe.:ial a abogado. que, acluando a nombre de aquél y para él. propuso la 
acción de tutela contra la:J sentencias dictadas en el proceso ordinario pro­
movido por la Nación -Ministerio de Defensa- contra la sociedad Avícola Lctic_ia 
Ltda. ante el juzgado ci\11 del circuito de Leticia, para lo cual afinllóque Clavijo 
es "propietario único de los derechos comerciales de la sociedad Avícola IA:~icla 
Ltda. • te. 1", fol. 71) y que "la sociedad Avicola Letlcla Ltda. se ve gravemente 
afectada con los fallos reseñado"" (fol. 7!:i]. · 

En los hechos la demanda ele cut.ela indica: (1 J Que el 17 de enero de 1974 
el Comi ... arlo F::<pe.cla 1 del Amazonas otorgó permiso a Julio z. Rengifo para la 
explolación econó1n~ca del prcdiq qu~ .a continuación determina, y que hace 
parle dd de mayor extensión a que cor-responde el folio de malrícula inmobi­
liaria No 400-0000931; (3) Que ell3 de: agosto de 1979 Julio Z. Renglfo t:rans­
flrló la posesión de aquel predio a Jullán Benjamin Clavijo: t5l Que en ese 
predio h.mcion" la agroindustrla denomina Avicola Lclicia Ltda.; ( 16) Que la 
sociedad Avícola Leticia se ve gravemente afectada con los fallos re ... eñndos, 
por cuanto violan flagrantemente el derecho al dc!Jido proceso. 

A folio 15 del (:. 1• de este e..·1:pedlente aparece fotocopia simple de una 
solicilud limnulada ell7 de enero de 1964 por Julio Z. Rengtfo G. al Comisario 
Es¡.occial del Ama:.:onas, de pennlso "en un tet·reno ( ... J sollcll.ud (c¡uc] t:ir~n~ 
por objelo explota!' con piscicultura lo!< lagos ael.ua Jmcnlr. inú files d"nl·ro d" 
los terrenos baldíos de la Nación y en las inmr.rli"c~iones n•l ;~oropuerto. 
Específicamente dedicarlos a la :>iconpre d" ""'1''"· 1'ur.unaré y demás peces 
de tipo mdustrtal que hay en la rr:,gi(>n ", s•guid;o o! P. esta nota det Comisario: 
"Concéde.se permiSo provisional y a titulo de expenmentaclón al señor Julio 
Z. Renglfo G .. para utilizar en piscicultura los lagos a que se hace 1-eferencla 
en el presenlc JllE:morial". 

A follo 16 del c. ¡• obno fotocopia simple de un documento fechado el 13 de 
agosto de 1979, de transferencia de Julio Z. Renglfo G. a Jullán Benjamín 
Cla~ijo Cárdenas, "tk la po~esión real y material que oon ánimo de señor y 
dueolo siempre h~ tenido desde ell7 de enero de 1964, en virtud de haberme 
sido couc<:dio,la por el entonces Comlsarto Especial del Amazonas 1 ... J, Dicha 
¡:oos.,siún por con~iguienle ha sido regular y de buena fe, de acuerdo a lo es­
U¡:ouladu lsic) cu el arlkulo 764 del c. c., y siempre ha reca1do sobre un Jote de 
terreno ubicado en Lettcta r ... ). En consecuencia y de acuetdo a lslcl lo esupu­
lado ls1cl en el artlculo 778 del o:.,,., la-posesión que transfiero al señor Jullán 
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Benjamín Cla\1jo Cárdenas se agrega a la po;;eslón real y malerlal que él 
a,;ume con ánimo de sei1or y duetlo a partir de la fecha, para ser Lcnid" '"' 
cuenta en lo que alaf'\c a la pr~sr.rip(:iórl de que habla el articulo 2529 del c. c.·. 

A folios 17 a 34 del mi~mo cuudenio obra foto(:opia simple d~ la scmencla 
de 23 de julio de 1993, pronunciada por el Juzgado cl•il del cjrcuito de Leti(:ia 
dentro del proceso ordinario de 1" n::f<:n:n<:ia. En ella se lee que la !\ación 

' propuso "'~d(m rcMndicatoTia'contra la sociedad Avít:nlll Lclicia Ltda .. rcpre-
.;cnlada por su gerente Sr. Rafa~! I'erdomo Ahtra, como poseedora del pn:dio 
relvlndicado; que la demanda fue notificada a la sociedad demandada el 31 
de .iulio de 1981; quc·Ralael Pcrdomo AivÍra, en rcpn:st:nl.at:ió,, de dicha so­
dcdad (;onrlt;ó poder; qllc c~ta ~til~Jó con1o '-"Crd~deros poseedores ·a Rafael 
Perdomo Al vira y Lidia Wandurrag" de Pcrdcimo, quienes "transfirieron el to-

' ·tal ele las cuotas sociales.que poseían como socios propletal"los únicos de la 
empresa denominada 1\•icola Letlcia Lkla. y los derechos comerciales de la 
misma. medialite contrato de compra venia susc(llo con el &eilor Jullán 
·~:~enjamln Clavija Cárdenas, quien confh'ló poder y compareció al proceso''; 
que el mismo Cla•1jo Cárdenas decla1·ó en el proceso como te:<.tl!:(o, con aflr· 
mación de haber J'urulado o:n 1979 la soei(:dad Avkola Lctit:ia Ltda .. iunto con 
Robcrl.o r.am•cho, y babt:r sido su único representante dc:;dc 1. 979; que des­
pués, (:n 1989, le (:ampró a Camacho su parte; que ",Julio Ren•-eta", en 1979·, 
k cedió una no.~csión que él tenía desde 1964; que en 1 980 o 1981 k vendió " 
Ro1:1tad Pc:rdon1o, .. y por incump,\miento en c1 negocio n1c tocó volver a n:cibir 
t:~c lolc de tnanos dd scilor Rafad Pt;nlomo. En 1982 volví 4 recibirlo del 
señor Pt..-rdomo"'; y. en fln, que la eondena a rc.~stituir S(: pronun<.~ió c:ontra "'la 
dt:mandada Soc:icdad Avícola T.-ctida Ltda. •. 

A folios 98 a I 17 del cuaderno citado obra copla autentica de la sentencia 
de 10 de noviembre de '1993. del Tribunal Superior oc Cundinamarca. 
oonflrmatoria de la del juzgado de Lel.ic:i", '"' la que se lee que: "La parl~· 
demandada lonnul6 l"s sigui•nles excepciones dt' fondo: a) "Falta de requi;o;i·· 
l.os axiológicm; de la acción rei•'indlcatoria ", f(mdamt'ntada en que la socie­
dad demandada no es poseedora de t"'lTeno alguno en Letlcla. qillenes si son 
po:;eedores son los señores Rafael Perdomo 1\lvl.ra y. L111a Wandurraga de 
p.,.domo, pero dt' tt'lTenos que no están comprendidos dentro de los predios 
del demandante"( .... ); b)"Falta de Identidad del Inmueble que la demandante 
pretende reivindicar". fwtdamentada en que los terrenos que ocupa la socie­
dad Avícola Letlcla Ltda. o Rafael l'erdomo Alvl.ra y Lllla Wandurraga de 
Perdomo se encuentran fuera de los límites del predio señalado en la deman­
da. Que el apoderado de la demandada solicitó citar a las ·dos últimas perso­
nas n1enclonadas como verdaderos poaeedores del predio que oeupa la Granja . 
1\vícola Letlcla; y que dictada sentencia estimatoria por el ju>:gado. •contra 
dicho fallo apeló la parte demandada •. Por último, en el capitulo •c . .Posesión 
nJ;lteriéJl ~n el demandado". de la sentenc1a, ~e lee: <;En dir:ha 1nspecr.ión jud1. 
<:ial (pracLicada por ~• ju4!gadol se crtcontró en el inmu~ble al señOr Julián 
Bcnjamin Clav\jo Cárdenas. quien dijo haber s,ido el fundador d" la Granja 
en 1979. El mismo Clavíjo Cárdenas a folio 18 v. del c. 5. aclara que él ha sido 
el único representante de l\\1cola Letlcla Ltda. aqui demandada, empresa 
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que habla vendido, a Rafael Pcrdomo. pero por incumplimiento de este le tocó ! 
vo111er a recibiría. En efecto a folio 74 del cuademo 1 aparece cerlillcación de 
la Cámara de Com~reio del.'\maZ(mas en que se señala que Rafael Perdomo 
Alvird y Lilla WanduiTaga de Perdomo vendieron a Jullán Benjamln Clav!jo 
Cárdena" la tot'llidad de las cuotas sociales como socios propietarios únlco.s 
d~ la sociedad Avícola Leticla Ltda., por ello. Clavilo Cárdenas a follo 1!! v. del 
e. 5, confundiéndose con la per,;ona juTidit:a ·de que es "propietario", declara 
que 0:1 es el dueño y tiene la posesión del Inmueble objeto de este proceso 
reivindicatorio. -A más de lo anterior, también declaran sobre la pose61ón de 
la sociedad A'•ícola Leli.:iu Ltda. respecto del predio objeto de la reivindica-
ción a partir de 1979, los seflores ( ... j. Para la Sala no cabe duda que la 
sociedad Avícola Letlcla Ltda., aquí demandada, es la poseedora material del 
Inmueble que mediante e" te proceso pretende r~ivjudic:ar la Nación". 

H.l'revéelart. lO del decreto 2591 de2199l, ··porelcualsereglamentala 
ac<:ión de tutela consagrada en el art. 86 de la C. P.: "Legitimidad e interés. La 
acCión de tutela pod·rá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cu.,lquicra 
pcr~ona vulnerada o amenazada en uno de sus derecho~ fundamenta le" ( ... ) 
También se pueden agcnt:iar dcrcd1os ajenos cuando el titular de los mismos 
no e~lé en condit:iones dt promover su propia dcfcnM. Cuando tal circuns­
tancia ocurra, deberá manilbl.•n;c en la solicil.ud ( ... )'". 

ITL Según se anotó, parte en el proceso dentro del cual se profirieron las 
tres sentencias objeto de la accl6n de tutela, fue la sociedad Avícola l,elicia 
Ltda. y esta fue la persona condenada a restituir el tnmueble reivindicado, al 
margen de quiénes fueran sus socios y de las modificaciones que pudieron 
haberse oper:tdo en la composición de su capital en el transcurso del proceso. 
Ha de dilu<.idarse, entonces, sl el hecho de que el señor Benjamín Cla,;jo 
Cárdenas sea socio n1ayoritarlo o "único" de eUa, le otorga legitimación para 
Impugnar a nombre propio ·como lo hizo- aquellas sentencias, Invocando el 
pe1jwclo que esos fallos le ocaslonarou a la sociedad Avícola Letlcla. 

Bien sabido es que la sociedad es persona distinta de sns socios indivi­
dualmente considerados (ans. 2079, lnc. 2, c. c. y 98, lnc. 2, c. de co.), que 
actúa por medio de sus representantes, que los socios no pueden confundirse 
con ella. que onieulras la sociedad no se liquide, ninguno de los socios, o el 
socio único, por cuya ra.ún aquella se baya disuelto, puede considerar propio 
derecho o iiLierés alguno de la sociedad, y que en caso extremo, por actos u 
omisiones de los administradores de Ir. sociedad. un socio -que se considere 
peljudicado por tal comport.amienl.o- podria actuar paralelamente o en ve:.: de 
aquello~ administr¡ldoTes, pero no ium pmprio. sino íure socief.a.riD, es decir. no 
para sí, sino la sociedad. 

Lo anterior para resaltar que no tiene asidero pensar que el señor Benja· 
mín Clav~jo Cárdenas, aún en el supucsio de que fuera "propietario único de 
lo~ derechos comt!rCiales. de la sociedad Avícola LeUcia Llda. •, esté legillmado 
par,a incoar acción de tutela a causa de vulneración o arnclla;(;a dt derechos 
flmdamentales suyos por obra de sentencias judiciales dictadas en \Ul proce­
so en que él no fue parte, sino que Jo fue la sociedad de que dice haber sido 
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!<iempre, desde 1979, r~presemant~. y en el que, por lo demás. dio poder en 
tal r.e)nCli<:ifJn. 

IV. D<i! otra parte. ya en lo que hace al lündam~nto mismo de la acción de 
i.utda, es de advertir que el dem;ondante incluye en su libelo un ten:er (:apí­
tulo: "Normas violadas y fundamentos de la violación •, en el que trae los argu -. 
mcnlos alrás señ¡¡lados y cuya parte pcrllncntc se ~ranscrlbió en el acápite 
2, TI de esta providencia, pero sin mencionar precepto alguno y lllenos indin1r 
alguna nonna quo: sancione un derecho fWldamental. El se llh1lta a decir y 
repetir que aquellas providencias vulneraron el debido proceso e illcuaie.o·on 
en vías de hecho. 

E.s lógico anali.:>~r primero 111 cuestión del debido proceso, para luego estu­
diar lo relatl•o a las vía• de hco:ho. 

V. Del tenor de las sentencias se iTlficrr. qn" 1• cio:rmmcl;o reivin<lio:aioritJ s• 
formuló anre jn7.gacto· competente y se le notifico a la sociedad demandada: 
que <:sr.a <:onslilnyó apoderado en debida forma. que nc¡¡ó ser poseedora del 
bien reivindicado y pidió citar a los verdaderos poseedores, por cic.rlo sus 
soc.los de entonces, y propuso exc:epr.iones tanto pre\':las, como de fondo; que 
agotados los trámite" de rigor el ju7.gado dictó sentencia estimatoria, de la 
que la parte demandada apelú; que el tribu'nal' d!o curso a la alzada y proflrtó 
""ntencla confirmatoria de aquella, c<mtra la cual la misma apelante recu­
rrió en casación; que la Cori.c lramiló regu lam1ente este recurso y, a la pos­
tre, profirió sentencia en la cual, pr.,vio estudio de los varios cargos, que fue 
desecha11do uno a uno. no casó la decisión del Tl1bunal. 

No se entiende, entonces, cuál pueda st~r •1 suslenlo del '"'rgo d• ,;ol'l­
l~ióll del"debido proceso". La apreciación tl• lns ht,.,hm; y el entendimiento y la 
aplicación de la normat.lvltlad son r:u•s liones de fondo y que no atañen a la 
actuación procesal. El debido pmt:eso atiende a la regularidad del uámlte y a 
la efectl\'ldad del derecho de defen$a. Y acá se tiene que la demanda fue noti­
ficada debidamente a la dem;mcl,:la, que estúvo debidamente reprc~cmada, 
fue escuchada, ejerció a pltmitud su derecho de defensa, utilizó íntegros Jo" 
recursos. Oua cosa •s que no le hub!erau prosperado las excepcione,., como 
tampoco Jos recursos. lo cual es del todo diferente al debido proct:so. 

VI. Pasando ahora al punto de las ·vias de hecho·, que el demandamc 
afirma se produjeron al hahr.r tomado la jurisdicción el acuerdo del concejo 
municipal de F1orencia que dt~st incí " fa Vl)T de la Nación un 1Dmueble dentro 
del cual estaria ubicarlo d preclin r"damado, como título de dominio. para asi 
concederle acción rcivindic~a Inri a " un demandante que no demostró ser pro­
pietario. se tiene::: 

El juzgado resolvió declMar infnnciadas las excepciones propuestas por la 
demandada, declarar del dominio de la Nación el inmueble materia del proc.e­
,.o, r.ondenar.a la demandada a re8Utuirlu y disponer lo aUnen le a prestac!o­
nc:!i m u tu as. 

Esa st:nl.t:nc:i>~. independientem~Jtte de su acierto o desacierto. conforn1idad 
.o conuariedad r:on Jns hechos y las normas pertinentes, era susccp!.ihlr. de 
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apelación por la demandada vencida, qu~. cl'cctivamenle interpuso dicho ( 
recurso, que le fue tlecidido atlver~amcnlt: por el l'rilllm~l' que connrmó la 
decisión de primer grado. Contra la stmtencla de segunda .\n~taru:ia proo.:edía 
el recurso de casación, que la apelante perdidos a interpu,;o, le fue l'Onccdtdo 
y concretó en la demanda correspondiente, que igualmente le fue n:sudlo de 
modo adverso. 

Dentro de la articulación lógica y normativa de uu proef.'so OT(Iinano de 
mayor cuarllía, el juicio de legalidad del proeE:so y de la decisión se concreta en 
los recmsos y, por lo mismo,. en últimas recae en el de casación ~· en la 
sentencia de la Corte Suprema de Justicia. En efecto, para reclamar contra 
los destl(:ierlos en que haya podido inl:urrir el juzgado y procurar su corrección, 
está la apelación, y pal'a denunciar lo8 agravios que haya podido cometer la 
sentencia de segundo l(rado está el recurso de casación. El apcla.nLc al que el 
Tribunal haya c.onflrmado el fallo adverso de1.1uzgado. o 1" otra p21rtc. que vio 
revocada la decisión favorable a ella de la primera instancia, tiene abierto el 
recw>.o de casación, que, valga repetirlo, conforme lo disponed art. 365 del C. 
de 1'. C., "pro<:ura, además, reparar los agravios inft:ritlos a las patie.s por la 
sentencia rceurrld::t". 

De siempre y en todas las legislaciones, las sucesivas nacional<:s y las de Jos 
demás paises en donde con tal nombre u otro, está con~ agrado didlo recurso 
extraordinario, se observa que su función cardinal.:,; ·unificar la jtu:ispruden· 
cla nacional y proveer a la realización del dt:n::cho ubjdivo en los respectivos 
procesos". De ahí su disciplina cieria. predsa. rigurosa, que Jo diferencia de los 
recursos ordinarios, por cierto ya agotados para cuando procede e>l de casa· 
c.lón.l:'orello, la pan e recurren!~ no pllede pretender 111 obtener que el tribunal 
de casación reexamine el l:<~so "n t ndor. sus aspectos y ponnenores y, que, 
Incluso oficiosamente. prm:en" a sn~<l i 1 u ir o rnodillcar la decisión recurnda 
cuando, en su sentir e!>ta ha debtdo ser otra u en un sentido diverso. Se califica 
de extraordinario el recurso, ent.r" ol.rdS ra:.:oncs porque no puede prosperar 
sino en razón de lUl agra..,1o de monta y e.;pecílkarnenle caiU'icado a una nonna 
limdamcntal de procedimiento o a norma de deret:ho sustancial, denunciado 
y demostrado por el recurrente en su e;;crlto de sw<tenl.ación o demanda, c;:n 
concordancia con las causales taxatl vatnente señnladas por la ley. 

Ha sido frecuente, a lo largo de la historia de la casación, el repro<:he al 
tribunal de casacll)n por su rlgide?., i'rialdad, formalismo. Lo cierto •s que 
dicho recurso desde su creación en Francia a. Hnes del siglo XVIII, se ha ca· 
racterlzado por su t1gor y prccl(>ión. De ahí que al.recurrente no le baste 
alegar ·llmltando la cuestión a la hipótesis de la cau.sal primera. violat:ión de 
norma de derecho sustancial, que os la que acá tiene relevancia· una ikgali· 
dad enorme, ni siquiera mostrar que su inconformidad es razonable. Dada~ 
las finalidades del recurso y su re!,'Ull!ción nonnatlva clet1a y precisa, de to· 
dos es sabido, y así obra en la leglslal;i(m y la jurisprudencia, por la índole de 
la acusación formulada en los cargo.: de l><llamada ·•demanda"; y que. por lo 
mismo, no puede ,;al irse de ese circuito. tanto en lo que resp~cla a 1"" nunuas 
supucsuuncnte violadas, como en lo que al sentido d~ su violación; y que, 
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) además, al recurrente le incumbe ~cguir el hÜo lógico de la decisión inopugna­
da y acusarla identilkamlo sus afirmaciones y conclusiones y demostrando 
la consiguiente conculcación de detennJnada o determinadas nonn~s de de­
recho :ou•tancial. por el concepto debido. 

La violación básica de la norma de derecho sustai1ctal es la llamada di­
recta: por aplicación Indebida, por falta de aplicación o por inttrprelación. 
errónea, al margen de <:ualquicra con:;.tderaclón de hecho o probatoria. Em­
pero, de manera "xccpcional y a veces Indirecta. en Jos sistemas clásicos. o 
por prc,•isión normatlva específica, en ol.ro~ sistemas, como d nuest.I'O; se 
admite la ca&aclón por "violación indireela de nonna de dt:rcclm ~u!;l.am:ial", 
resultante dt error de dcrcchu o de h~cho cv1d,~nl.t~ en la apn::ciaciún t.lt: la 

. prueba, con regulación txigenlt: en Jo que hace a su ~Jlault:atuic=nlu. a su 
demostración, a la in \'Ocaciún de ras uorru.l:IS pn)ce8ales. a la relacjón entre el 
yen-o y el quebranto de la norma y, por úllimQ entrt estos y el sentido de la 
decisión. 

Esta circunstancia exige del recurrente en casación cuidado especial y 
un esmero lógico que rc:basa t:l simple encarecimiento de: una violación de 
norma sustancial o de derecho fundamcnl.al o de <:omisión de una "via de 
hecho•, como actuación suflel.,ntc par.'l permitirle y aun Imponerle al tribu­
nal de casación que, si llega a con•iderar que el agravio es enorme, proceda a 
casar la sentencia recurrida y dictar la de reemplazo, como guardián supre­
mo de legalidad . .No es ese el senlido de la casación, y no ~s ese su T~gimen. 

La norma del at1. 51 del Decreto 2651 de 1991 atempei'Ó, poi' cierto. exce­
sos de rigor, más que de la ley, de la ju risprudenda, a propúsiltl d<: la ""us"l 
primera del_art. 36!:1 del c. de 1'· c., peno ~in <:liminar \u dift:rcncia en trc la 
,;olaclón directa y la lndir<:cl.a, ni t:onvenir al recun;o en un reexamen del 
p1·occso en el fondo y en la forma, o eliminar la exigencia dt' denunciar ;¡cer· 
tadamente la •Jolao~ión, la manera cumo se produjo, las normas quebranta­
das y el inJlujo de lodo ello en el resultado del proceso. 

Se lee en la sentenci" de la Corte. que el reeurrente acusó la 'sentencia de 
violaC!Óll illdil'ecla U< la UOrrJIII dt: dt,recho SUStartC!af, <1 COnSeCUencia de 
errores de hecho y de derecho en la apreclal:lón de las pruebas, y que la Corte 
concluyó que sus reparo~ no eran atendtble.s, por cuanto el Trtbtmal -para 
declarar el dominio de la demandante y pronunciar la condena restitutoria 
en c.oritra de la deniau<.lada- no es· que le hubiera atribuido a alguna prueba 
un contenido dislinl.o del prop1o. con Jo cual se descru:ta la hipótesiS de error 
de hecho; como tampoco <1ue le hubiera otorgado a la escritura mediante la 
cual se prulocollw el atuerdo del Concejo de Letlcla, un mértr.o dlsl.lnt.o del 
que legalmeut<: tiene. Esta, la argumentación de la CorLC: 

"Si e11'ribunal no obstante ver correct<uloenle que por conduelo del .. cutrdo 
No 018 simplemente "se destinaron'', pero no se "adjudicaron" t~los predios"' 
la Nación, concluyú y a,;í lo d\jo además, que con la escritura N" 116 que 
protocolizó ese acuerdo y 111 <:t:rtificaclón de su reglstl'o en la· oficina del ramo 
aquella acreditó el dominio para reivindicar. no fue entonces porque se apai'-
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tó de la fldelldad objetiva de la prueba. slno porque viéndola tal como ella 
aparece, encontró que e6e era el alcance susianclal de la relación jurídica 
tde! que dzn <:uenl.a esos documentos. Así pues, si en algún desacierto Jncu­
nió el juzgador ad qucrn al sacar la conclusión en comento, este e~ !aria loca­
li•.ado en el plano del error jurídico, conclusión con la que si la sociedad 
recur~nte estaba en desacuerdo, ha debido atacaría en casación mediante 
la acusación directa de las normas señaladas eomo Infringidas. 1 .. 1 Tampoco 
puede prcdicarse el error de derecho en la apreciación de la prueba que des­
crtbe el cargo tercero, en tan ro y en cuanto la prueba de escritura pública por 
medio de la cual :;e pmtocoli:r.ó el acuerdo municiplll fue aportada con la de· 
manda, fue decretada opon:unaniente y fue apreciada en los exactos l.érmi­
nos probatorios que representa, o sea como instrumento que sirvió para 
protocoli.:r.ar un acuerdo rrn.mi<:ipal !}Or tnedio del cual se destb1aron unos· 
bienes a la Nación. siendo este acto administrativo el que en senTir del sen­
tenciador implica titulo trasl;~ticio de dominio; desde esta perspectiva, no aflora 
el quebranto de ninguna norrna de diSCipline probatoria. - Distinto de lo 
anterior es. pues .. que se quiera disputar el valor.¡urídlco imrlnseco del acuerdo 
municipal de destinación de unos bte:ncs del municipio de Letlcla, lo cual no 
es dable plantear meramente sobre la base de la Idoneidad o lnldoneldad 
legal de la prueba de escritura pública". 

Queda en claro que, habiendo tenido la demandada en el proceso 
reivindicatorio, la posibilidad de que la Corte corrtgJ.era el yerro o el desafuero 
que el demandante en tutela le atribuye o endilga a las sentencias de instan· 
cla, en úlr.imas a la de segundo grado, mediante el recurso de casación, ella lo 
interpuso y formuló demanda con los cargos que, a su julclo habrían de con­
ducir a la ruptura del fallo del tribunal y, previa revocación de lo resuelto por 
el juzgado, a la absolución suya. No alcanzó ese resultado. La Corte desechó 
los tres cargos, toeos formulados por error en la apreciación de las pruebas, 
al encontrar que el Trtbunal no declaró el dominio de la demandante y decre­
tó la t:estltución, atribuyéndole a las pruebm,; un contenido distinto del que 
realmente tienen, como tampol:o asibtnándoles un mériLO diferente del legal, 
sb1o porque le atribuyó al acto admblistrativo. acuerdo del Concejo municipal 
ée Letlcla, de "asignación'' dellnmueble a la Nación, y a su inscripción en el 
follo de matrícula, el valor de titulo de dominio. O sea que el Tribunal no llegó 
a la conclusión del domblio en cabeza de la demandante y "iablltdnd de la 
rcivbdlcación inu:ntada por ella, por un yerro en la apreciación de la prue­
ba.;, sino en rawn de una valoración del acuerdo del Concejo. como título de 
propiedad, que no es asumo de pruebas, sino una cuestión relativa a la natu­
ralc•.a juridica y la clicacia de aquel y de los modos de adquisición del doml· 
nio, que el recurrent< ha debido plant.car. directamente. 

De manera que, al desechar los carg05 por haber sido mal propuestos. 
esto es, por haber tncurrtdo el casaclonlsta en un desenfoque. al no haber 
.:orre~pnndido ~u ataque a la argumentación o secuencia lógica del Tribunal. 
lo qce hl.zo la Corte fue ejercer sus funciones de juez de casación. denl.ro del 
ámbito cierto de sus poderes y sujetándose. como no podía menos de hacerlo, 
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a la disciplina nonnlttiva del recurso. La Corte no podía salirse del cerco que 
la recurremc le traro con sus cargos, y si esos cargos no perinitílln la casa­
Ción, la Corte no podía, sin Incurrir en un·dcsafuero, cambiar la acusación, 
elatiorar un cargo adecuado. o simplemente (:;os<tr lo .'<f:ntcncla por conside­
rarla lnadc<:uad:t o "stimorla il~.gal, asumiendo podert's que, no sólo no. le 
otorg" 1" ley, sino que esta le prohibe arrogarse. 

6. Coxc.wstó:-v 

El Juez rle la !u lela, en materia de decisiones judlcialt'.,s, obsen•a d('""d" 
ruera In prO\•idencia, no para cotejar su sentido y conclusiones c.on su propio 
1m'"""'· solicitado de susttttúr este al de aquella, sino para examinar con las 
mayoros pP.rspicacla y pntdt'ncla, slla jurisdicción vulneró derechos funda­
m-.ntal ... ~ de alguien. ora ct'rcem\ndole el derecho al debido proceso, ora lle­
vándoso: rle ealle las normas que gobiernan la sltuac.lón jurídlc" somP.tlda " 
su _¡u lelo. Y ar.~, S P. rP.itora, encontró que eJ tramite del proceso reiVindicatorio 
fue del! odo rP.guiM y no JlP.rmite acusa~lón por falta de debido prncP.SO, y que 
en su .Sf!ntenr:in. la Cort~ Suprema de .. Ju:::otlcla, en la que S~e habíét r:onr:cnlra­
do la posibilidad de Información de la rl er.isión prer:eden1e y rll: su su!<li lución 
por otra, se sujetó -como le era imp<-:m l.ivo hace.rlo- a la normalivirlarl prnpia 
del recurso y. poi ello, al g1ro y al r.enl.ido df: los .:argo,._ 

En m&.rilO de lo expuesto, la H. Corte Suprema de Justicia en SaJa de 
C.as;"or.i6n Civil. y Agmri;o, "clminlstrando justicia en nombre de la República, 
y por aul.orid"rl rle lo ley, 

l. Confirmase la scnleru:ia proferida por el Tribunal Superior de 
Cundinamarc:a, Sa\;¡ Civil-Familia, ell3 de julio de 1998, objeto de la Impug­
nación aqui decidida. 

2. Dentro del término de ley en viese el expediente a la Corte Consl.il.u(:io­
nal para la eventual revisión. 

3. Emiese copla de esta providencia al TribO:.;oal Superior de Cw1dinama~ 
-Sala Civil Famtlla-. 

Cópiese, comunlquese, notifique se y cúmplase. 

Renútase el expediente a la H. Corre Constitucional para su eventual revi-
sión. · 

Cúmplase. 

Ferrumdt> Hiru;:strosa. Forero. José AIE.:Jandro J::iontuento Femdndez. Ramón 
Macll'ir1ún de /u Torre, Rafuel Ncwurm DCuz Granados, Canos lgnacto Jaramlllo, 
lfécfi:JJ' Madrt !llururljo, Altjuru..lro Venoyus Fruru~>. 



i;JE:.:u:JO :i"~"«OC~O llJ):iJ:.HmS1i'H'l.:JCION: Es lmprooedenle la acción de tutela 
o:uando, por incumplimien\.o de la carga prevista en el articulo 424 parágrafo 
2" numeral 3 del Código de Procedimiento Civil, el demandado no pudo in ter­
poner Jos recursos procedentes contra la sentencia que no tuvo en cuenta la 
contestación de la demanda, a pesar del pago lrúclal de cánones. 

Corte Suprema de Justicia ·Sala ele Casación Ci¡;il y Agraria· Santafe de 
Bogotá, D. C., catorce (1 4) de septiembre dt": mil novecientos noventa y ocho 
(1998). 

Magtstrado Ponente: Dr. José Fernando Ramírez Górru:z 

Ref.: Expediente 1\o. 5::!40 

DP.Cidela Slll:~ de Ca!:!:J.r.ión CMI y Agraria de la Corte Suprema de JIJSl1-
cia la impugnaciún formulada por los acclonantes contra el fallo del 4 de 
agosi.n de 1998, pronunciado por cl1ribunal Superior del Distrito Judicial de 
Cali, Sala Civil. dentro de la Acción de TUtela promovida por Maria O~fllia 
Murioz Giraldc y Voctor M&wel Tc>m 1bro comm el Juez Octavo Civadel Circuito 
de la misma ciudad. 

.1\1-.'TECEDENIES 

Los ciudadanos 1\l!a:ria 011ilia Muño:t Giraldo y Victor Manuel Toro Toro, 
por conducto de apoderado judicial. solicitaron del Tribunal Superior del Dis­
trito Judicial de Cal\, Sala Civil, la protección de su d~rechu al debido proce­
so. consagrado oon el rango de fundamental por el arL 2.9 de la C.P., ·eJ cual 
consideran '"'In erado por el funcionario Judicial accionado con ocasión de los 
hechos que naTTa:ron y se compendian asi: 

l. Por Intermedio de apoderado judicial, Alais Gar.<ón de Cardona fonnuló 
demanda en su contra, pretendiendo la n:~liluciún cid inmueble ubicado en 
la carrera 23 Nos. 51-63/65 de Cal!, -por" ... hatn:r pagado en mora los cinto­
nf>S (Jf: arrendamiento correspondiente a loo; meses de septiembre. octubre y 
noviernhrf': d~ 1 997". 

2. NoUftcados del auto admisorlo de la demanda, procedieron a darle cnn · 
testación, propusieron e><cepciones, pidieron pruebas y allegaron una gene 
de documentos tend;enles. a acreditar que la demandante les prometió en 
venta el bien pretendido, negociación que involucró l;¡ entrega de un aparta-
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mento respecto del cual otorgaron escritura publlc.a a favor de Martha Cr.cilia 
c~·dona, hija de la demandante. 

3. Para que la respuesta a la demanda fuese tenida en cuenta, aportaron 
Jos comprobante~ clc'ct.nsif,<n;wiinl de las rcnras causadas entre_jtulio de 1997 
y fcbr~:ro de 1998, ~:on !;>ase en los q¡ales era pn>(:o:dente lmprtmlrlc el tramite 
de ley. Postel'iom1ente acreditaron el pago del canon de arrmdamio:nt.o del" 
mes de marzo del mismo ai1o. 

4. Ac.o!llendo una sollcttud de la parte actora, el accionado dispuso no 
oirlos ha9ta tanto acn:dilaren d pago rlc J¡¡_s n~ntas r.ausadas durante el pro­
ceso, do:d,.ión <111" nn pudieron 1:<nnh~lir, por no haber consJgnado dichos 
cánones y resultar aplil:ahlt: la pn:>.;,.;6n del art. 424 par. 2•. num. 3". del C. 
de !:'.C., norma cuyo conocimiento los indujo a no presentar ninguna sollcltud 
posterior, " ... porque no se le daria trámite. con base en dicho precepto le!lal". 

5. Consider-,m que la (iJ'cun::.lancia mcn(:ionada no vedaba el trámite pro­
pio de la contcst.ación de demanda. puL~9 con ella se aportó la prueba del pago . 
de-... los mal llamados cánones de arrendamiento-, pese a Jo eual el _acciona­
do prollrtó sentE"ncia stn tenerla en cuenta. Aclaran que los pedlmenlos que 
no se podían atender, en cumplimiento a Jo dispuesto en dicha disposición, 
eran'Jos que hubieren formulado en oportunidad poslenor. 

6. No r.u~nran r.on nin¡.,'l'm recurso p~ra •~uesuonar lo decidido por el sr.­
clonado. pues éste ~~nparado en didta previsión legal no los oirá y por ello el 
Ontco Instrumento a su alcam~e para la protección de la garantia constttut:io­
nal ~111lr~citad;1 t~S 1;1 ;l(;c~i(m in,;n .. '"ld;). 

7. La deCISión jllcllclal C:lleStionarJa cortraria lOS diCtadOS d~ la ley, COTICP.­

de benellclos a la parte sr.tora con rlr.sm;,dm ,,., la partr. rlthil, r¡uF. nr> 1 uvn 
medios ccortúmir:os par~ pagar l:~s sumas <.:obradas. Para adoplarlH, el accio­
nado no rlt~•~rP.1ó pmeh;os de o(kio y no hizo uso de los podE'l·es c.onferidos por 
los arl.s. 306, 179 y 180 del C. de P.C. 

Con fundamento en lo expuesto solieilaron dejar sin efo:do la sentencia 
pronunciada por el accionado d 24 d<: junio de: 1998 y r:onse(:uenlem"nt.e · 
ordenarle tomar las medid;,s ner:es:.Jñas para frusln1r sus electos, dándole al 
proceso cllrámilc perlintmle, <:on respelo del derecho de defensa de las par.­
tes y la gamn\5;, <:ons1.i1.ul:ional del debido procP~'<O. 

, I..\ SENTENCL\ Ot;cTfoiL"t:NAI. 

Lue~o de compendiar la argumenl ación fát~lica expuesla en el libelo de 
tutda, se n~flr:rr. d trlbun:~l illa n:~hmtl.,--.;, de la ac.ción incoada, destacando 
que por principio las providt.~JICias judit:ialt!s re.snltan invnln~rahlf" .. c.¡ ~l ella. · 
merced a la declaratorta de tnexequtbilldad de los arts. 11, 12 y 40 del decrr:t.o 
2591 de 1991. reglamentario del an. 86 de la C.P. y sólo cuando contrarian el 
conlenido y volunlad de la ley. es decir, cuando constituyen vias de hcr.ho. 
t~,:;ivas ri•~ los dP.rt!(:l\ns lilndmn .. n1" 1.,~ de lns •saciados, pueden contr=.rtlrse 
port.ahia. · 
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Tras la puntualización precR.dent.e ,., refiere al deTecho constitucional fun- e 
damental al debido proceso. fijando su conte1údo y alcance y aborda el exa-
men de\ asunto puesto a su consideración, examinando la actuación surtida 
dentro del proceso que motiva el presente trámite, para colegir que dada la 
<'ausal Invocada para deprecar la resUluc:ión del inmueble <unmdado. los 
arrendat:nios estab= obligados no sólo a acredílm el pago de las rentaa 
cobradas o a com;ignar su valor. para ser escuchados, sino que también de-
bían consignar oportunamente, a órdenes del juzgado,los cánones causados 
durante el proceso, y por ello al desentenderse de esta última carga · ... corres­
pondía al Juc.,; de instancia rio oír a los demandados en dicho proceso, como 
que no podía abrir el debate a pruebas p1-.!:tendido por los tutelantes, pues 
como lo indicó el a-qua o:n aquél (8icl rnQmcn\.o procesal c:n auto de fecha mayo 
lS dt! 1998 ( ... )"no ise encuentra acrediLado que lo::; demandado>~ hubiescu 
<:on':lignado el canon colTespondlente al mes de abr11 de 1998" . era pertinente 
no oír a lu:; dr;;mandado. 

Con fundamento en Jo anterior couduye que la decisión judicial contro­
vertida no constituye una vía de loo::eloo, d<:rl uciendo o:::onstcuentemente la 
Improcedencia de la acciún incoada y de lo,. pallmentos impetrados por sus 
promotores, por no esta!· dirigidos a ev il><r uu perjuicio irremediable. amen de 
existir otms instrumentos de caracter judicial a su alcance, p,'ll·a hacer valer 
lo..q derechos drnvados del conti-al.o que aflrman haber celebrado con Alais 
Gar.f.cín de Cardona, por el cu~ ostentan " ... el dominio, po:;c:;iém, uso y got:'-'" 
dd inmueble objeto de reslitució.n. 

Fundado en las t~utlsitlt:•·adotl~s prc::ec:dttd.~s uk.ga ~la. u paro preiendido. 

l.ol\ !MPUGI</ICION 

Tntonfom1es con dicha detenninaci6n, los accionan U.,; la impugnáron rei­
terando lo argumentado en el libelo de tutela. Agregan que si bien el a quo 
dedujo la lmprooedencia de la tutela, de la existencia de una acción ordinaria 
mecUante la cual pueden reclamar sus derechos, es posible que al intentarse 
o en el curso de la misma se haya producido la entrega del inmueble, 
lrrogandolcs un pcljuido irremedtablc. 

En térnúnos semeJantes se dirigieron a la Corporación solicitando la 
revocatoria dcl fallo lmpuADado. 

Cc:-lsiDr,;v.cJoNF.s 

l. Lo:s accionanleli derivan el quebranto de o;u •kn::dtu al debido ptoceso, 
de haberse proferido sent~nci.a dentro del procc:;o de rc:;li1.uci(m de imnuc:blt: 
arrendado promovido en su contra por Alai8 Gar.Wn de Caroona, :;in tt.:n<:r t;n 
cuenta la contestación a la demanda que oportumunenl~ prcs~-olaron, ni 
inlprlmlrse a las e;(cepclones propuesl.as ell.rámile de ley. pese a l1Ut: adqui­
rteron el derecho a ello por haber acreditado el pago de las rentas cuya mora 
se les Imputó en la demanda y las causadas hasta el momento de replicarla. 

2. Eu nilad(Jn con t .. s pmvitlencias Judiclales, tiene decantado la jw·.is­
prudencla constitucional que -... la via de hecho en que incurre el juez no 
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) debe, o:n prim:ipio, tener remedio por o(ra vía judicial. ya que la intención del 
Consutuyente es que la acción de tutela sea un mecanismo subsidiarlo, y no 
una ~ia alterna a la Jurisdicción orrllna riJ'I, cuestión que carecena de sentido. 
Siempre debe haber una necesil:l~ld de acudir a la tutela y no una mera op­
ción. ~~ se Interpone la acción de tutela es porque hay un ponclplo de razón 
suliciente que lo Justillca. No se Instituyó este mecanismo como un medio de 
sustitución. sino como un medl" subsidiario -I:E'.gla general-, o como mecanis­
mo transitorio para evitar un perjuicio :Irremediable. evento excepcional- Pero 
aun en es le caso se sustituye la via ordinaria, porque la tutela es transitoria, 
es dedr. se acudir.ia a la via ordinaria de todas maneras" (Sent. T-327 de 
1994). 

3. Como l'Onsla en las coplas de la actuación judicial t¡ue motiva d ¡m:· 
\ sente trAmit.c. mt'diante demanda presentada el2 de (,jteiembre de 1997. i'l.lals 

Garzón de C.ardona, por conducto de apodcrado.judlclal. solicitó declarar ter­
minado el r.ont.rJ'It.o rle arrendamientn .,.,].,hrado <:on los accionan tes. respecto 
del inmueble ¡:~\tundo en la Cra. 23 Nos. 51-63/65 de la Ciudad de Ca11. por 
incunir en mora en el pago del canon de art-endamlento correspondiente al 
mes de noviembre de dicha anualidad y cancelar las rentas de septiembre y 
nr.tu hre " .. en mora" y • ... fraccíonadamente". Consecuentemente pidió decre· 
l."r P.llanzami"n 1·o de los arrendatarios., restituirle el inmueble y cond"n"rlos 
al pago de las costas procesales (fls. 77 a 80 c. J). 

Asumido el conocimiento de dicho a..unto por el jue2. accionado, en provei­
do del 1-2 de diciembre de 1997lo admiliú a lrámik. Tras la notificación de 1019 
demandados, profirió scntmr.i", d 24 de f.:hrcro dd año siguiente, acccdktJ· 
do a las pn;t.cnsion{:s de la demanda (fis. 89 y 90). . 

En proveido del9 d~ mar.1.0 del mismo ai\o. anuló la sentencia pronuncia­
da, por haberse omitido " ... los termlnos r.on que cuenta el demandado para 
su defensa. pruebas. ale&atn~. etr.. ·, dr.hldo a que dieron op<~rtuna r~scpur.st.a 
a la demanda y t!sta no fue t~nlda en cuo.nr". C:nns""u'"'l eme.nre l'.uvo pnr 
conte.qr.ada la dcmandl!l y ordr.nil correr lraslmln de!""' "xl:o.pCion"s <le mP.Tiln, 
en oportunidad (tl. l20 c. 1). 

Constatada la falta de consignación del valor de la renta correspondiente 
al mes de ab.rll de 1998. en proveido del 13 de mayo de 1998 despachó favora­

. blemente la solicitud de la pBlte demandante de· ... oo oir a los demandados 
hasta tanto se encuentre verificada dicha consignación" (fl. 133 c. 1). 

El 24 tle junio siguiente pro.lhió sentencia esUrnatorta de las súplicas de 
la t.lcmamla, por considerar que si bien los arrendatarios replicaron oportu­
namt!nle la demanda y Iormufuron excepciones, como sólo acreditaron el pago . 
de las rentas causadas hasta el mes de .mai"l.o de 1998, " ... es del caso no dar 
oido a las excepciones propuesta.&" (fl!l. 134 y 135 c. 1). 

4. De conformidad con lo establecido por el art. 424 del C. de P.C .. precepto 
que gobierna ~J proceso de rest1tucló1i de Inmueble arrendado, slla dem"nda 
se fWldamenta en falta pago. el demandado no puede ser oido si no consign" 
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a órdenes del juzgado lo!> canoncs adeudado,., de acuerdo con la demanda, e 
salvo que presente los recibo!> de pago expedidos por d arrendador corres­
pondientes a los tres últimos periodos, o k'ts consignaciones de Jos mismos. 
efectuada':~ de acuerdo con la. ley. a. favor de aquel. Adicionalmente, cualquie­
raque 8ea la causal in..-ocada, debe consignar a órdenes del.luzg&do el valor 
de las rentas causadas durante d proceso • ... y si no lo hiciere de.iará de st:r 
oído hasta cuando presente el titulo de depósito respectivo, el recibo de pago 
hecho din:damente al anendador, o el de 1a consignación efectuada en pro-
ceso ejecutivo:· -art. 424 par. 2• mun. s• C. d~ P.C.". 

Ahora bien, si como re,¡;ulla d~ la reseiia prucc:sal ankrior, la ¡Jarte de­
mandada dio opurt.u na n;~puesla a la demanda y presentó la prueba del pago 
de las r<:nlas cuya mora se le Imputó en la demanda y las causadas hasta 1a 
fecha de presentar el escrito respectivo (tls .. 97 a 102 y 1 ;~o c. 1), es evidente 
que con dicho proceder adqulrtó el dere~ho a que su replica y las excepciones 
propuestas para enervar las pretensiones dr. lA act.ora fuesen tenidas en cuenta 
y se les impiimiese el tramite de ley. pues la posterior Inobservancia de la 
carga impuesta por el parágrafo z• numeral. 3• del precepto premencionado, 
trata por consecuencia la desatención de las peticiones que fmmulasen en­
contrándose en dicha situación, sanción que en manera alguna podia exten­
derse a actos proc.esales realizados antes de lncunit' en dicha omisión, 
condiciones en las cuate~ es Irrefragable que el accionado incurrió en el des­
afuero que le enrostran los acclonant<".s, pues sin justificación l•!gal, es decir, 
sustituyendo el principio dl~ legaUdad por su propia voluntad. no tuvo en cuenta 
su oposición. dispuso " ... no· dar o lelo a lns excepciones propuestas" y dictó 
semencla sin agotar el rito procesal pertinente, cuando no se estructuraba la 
hipótesis prevista por el parágrafo a• num. 1• del mismo precepto. única qu~ 
lo habilitAba para asumir el proceder Indicado. 

Sin embargo. no puede perderse de vista e¡ u e para enmendar el desatino 
cometido por el Ju?.gador. la parte afectada l~ontaba con diversos mecanismos 
al lntcrtor del proceso. cuya utilización le habria permitido obtener el resta­
blcctml~to dP. sus dP.rechos, vr. g. "l'"l"r la senlenci" dP. primt<m in,.lanr.ia, 
o solicitar la nnlicl~•cl <lelo actuado por haben;e prelennilirlo los lénninos u 
nport.unidades " ... para pedir o practicar pn1ebas o para fonnular alegatos de 
conch>,;ión" ·art. l40npm. 6". del C. de P.C.- me<"anismos que si nou\1lizó, 
como lo admite en el libelo de tutela, fue por no haber dado cumptimlento a la 
carga impuesta por el art. 424 par. 2•. num. 3". y por contera carecer del 
derec.ho a que fuesen admitidos. 

En las condic.iones descritas, no se remile a duda la improcedencia de la 
acciún Incoada, pues si los recursos puesto-.: al alcance de los demandada5 
para ser restituidos en sus derechos no pudieron ser utilizados, fue por su 
propia conducta omi.;iva, no por proceder ilegitimo del accionado, luego no 
pueden acudir a la tutela para remediar Jo¡;, efectos nocivos de su propia Incu­
ria, pues dicha acción solo resu lt.a expedita pma dar solución a aquellas .si­
tu;,r:ion~s rle hP.cho p<lr;:t bt~ (;u a lP.s t!l ~i$1IP.ma judir.ial ordin::uio no prevé un 
moc.antsmo de oompostctón, no para aqudlos cvenl.os ~n los cualP.s P.XistP.n 
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inslrwnenlus pro~-esales que aseguran la delim,;a dt:lo.' tlcrrthos fwldamen­
btks <:ornprurnetidos en ellos, de los cuales Jo.::~ inkn.::satlus no hicieron uso o 
los emplearon en forma inadecuada. 

Como corolarto de Jo expuesto fluye que el amparo pedido no se podia 
dispensar. mas no por la!'l razones P.sgr1mtcla~ por el a quo sino por las expre· 
sadRs con anr.clacir\n. Con la ~alv"rl"d <interior se contlrmará el fallo lmpug­
nadn. 

DECISIÓN 

En merílo de lo expuesto. la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Civil y Agrana, administrando jw;ticta en nombTe rle la Republica y por auto­
ridad de la Ley. Cnn..firma la ,;ent.en~a o~jeto de impugnación. 

Notlftquese lo decidido. mediante comluúcaclón telegra:fka a todos los In· 
teresados y remitase oportunamente eJ expediente a la Corte Constitucional 
para la event~all'e>oislón del fallo pronunciado. 

Notltlquesey cumplasc . 

• Jorgt! S(JrrJ.ós RnllP.siJ~rn."i, Nir.oltls Rr!duJra Simtlnt':A'J!i,. fOT{¡e.. AnJJ)rliO Ca..t;tUlo 

Ruy<~lt'·'· C'.arlns l'.:smhán..]ttmf1lilln &:I1Inss, PP.dm l..tJjonr PítmP.I:tn,, 1<1.~1! F'emllll· 
do Rnmín~x GcJm~z. RajnP.r. RnmP.ro Sit~rru_ 



Dl!íRiiW310 A !LA HG~ Al.i'!'E'E !lA ILlE'l!': No es procedente mediante t.ul.cla 
solícilar q ue se adopte parn el caso del acclonante la dccl$1ón errónea profe­
rida en otro proceso; el error judicial no con$t.ltuyl: fuente de derechos, ni 
puede Ctiglrse en li.mdrunento para la cOmisión de nuevos desaciertos. t. 

C01te SupreiTUl de Jus riela -Sala de Ca.•acíón. C!vll u A.qrarta- Santafe de 
Bogotá. O. C., quince (15) de septiembre de uúl nuvr.dr.ntos noventa y ocho 
(1998). 

Maglslrndo Ponente: Dr. J osé Fernand o Ramlrez Gómez 

Ref.: Expediente Nn. 5.'318 

Oeel.dc la Sala ele Casación Civil y Agraria de la Cnrte Supretna de J usti­
cia la Impugnación fonnulada por el accionan te •-onlm el fo.llo dP-129 de julio 
de 1998. pronunciado por el Tlibunal Superior ct .. l Ol~\.til;o Judicial de Santa 
lViarta. Sala. c¡v;¡ - Famüta, dentro de la An:lón de Tutela promovtda por 
WlUiam Romero Cwnnr.ho contra la Sala Labor-.ll de In mismo Corporación, 
Integrada por lo~ Magistrados Luz Dar-y Rlvem ('.Qycncchc. 1\ma!ll Mercedes 
Oómez Arr{!gm:«s y ;\ugusto E. Torregro:za Sántlrm:. 

_'\irn:CE.DET.ES 

El sel'l.or WUlJam Romcm Camacho. obrando en su propio nombre, solicitó 
del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, Sala e¡,;¡ - fami­
lla. la protec.c.ión de su derecho a la Igualdad, consaj!rado con d rango de 
fundamental por el a1i: 13 de la Con.stlt uclón Politlca, d ~.:ual cons idera vul-· 
neradO pur lOS 8 <:dOnadOS COn Ocaslóll de JOS. bec.)u)S IJUC narró y 8e COmpen­
dian a..\: 

l . Por Intermedio de a pcld<-.rado judlcial presentó demanda ord ina ria labo­
ral contra la Eled.rírlcadora del Magdalena S.A., pretencllcl)tlo <:1 reconoci­
miento y palo(o del awdlio de \'elúculo. al cual tletie d~rt:dto. 

2 . El conoct.m.iento de c!i<:ho asunto co1respondl6 al J uez Prinoenl U.boml 
del Circuito de Santa MaTl,., quien negó sus pecl!mcnt.os. recotlodert<lo corm• 
• ... correcto o legal" d pago dd auxilio mencionado a los Jefes dt: D<:piu1'amcn­
to y Jde!< de Sor:dún", pese a que estos ültJ.ulCJf; no fueron btndlciados. por la 
Junta Oir<::<.:Uv!i de: la Ekr.t.rlficadora con dicho auxlllv. Según 1:'1 <.:rilerto del 
juz;gador • ... por s u sllencio al reopcdo, ellr;os no necesitaban apurlac el ad.o 
adminlst.rotl\'0 , ncuerdo, ordenanza, pacto col~cttvo, laudo arbitral o couveu-



.l 

Númei02494 GACETA JUD~C~IAL"'-"''-------- 1~7 

clón colectiva que consagro el derecho", ~omo si se lo "'Jdgió al ac<:ionante, 
proceder con el cual transgrede su.derecho o lo igualdad, porqu" " ... los re­
quisitos y obligaciones son Igualmente exigibles panl uno como para otros·. 

3. D.;sla<:a que para dar claridad al. fallo, dicho funcionario expuso que'el 
demandante prdendía el pago de un auldllo no reconocido par.l los cargos 
que había desempeñado en la empresa demandada (Jefe de Gen.,raclón y 
Adrninistrador Jefe de Zona). frente a lo cual r<:plica el actor que comprobó, 
con el organigrama del t:nl.t': d.,n.andado, que tales cargos l.í<--ncn la mlsma 
categoña y sueldo de Jete de Departamento, aclarando que si no los·parangonó 
eon el ca1·go de Jefe de Sección, fue porque ésl.c liene categoña y sueldo ini(:­
riol'. 

4. Considera que :;i dr:bia acreditar que el aux111o de vcbkulo ~e otorgó a 
quienes :;e dcscmperian corno Administradores y ,Jefr.• de Zona, Carlos Julio 
Lal.ta Arias, ei1 su ealitlad de Jefe de Secclón, tení" la misma obligación. " ... 
pero no lu hizu purque ese cargo no aparece entre lo~ asi¡,:nados por la Junta 
Directiva de la Elecu·ifk.adom para recibir el auxilio". 

5. Apelada dicha decisión', los funcionarios accionado.; la o:onfinnaron sin 
ninguna consideración de fondo, aceptando· únicamente que el auxilio 
prcmcncicinado no se paga a quienes desempeñan los <:argos ocupados por el 
acl.or. !"~"' a estar denlOstrado que tiene derecho 11 él y ·que a Carlos Jullo 
Lat.l.!i Arias, quien ocupac el cargo de Jefe de Sección, r¡uc tJcnc rango Inferior 
a los dc""':rnpenados por el actor, se le canceló. 

6. Acompaña el fallo proferido por el Ju¡:gado Cuarto Laboral del Circuito, 
d 21 de noviembre de 1997, mediante el cual se condl:né> a la misma empresa 
a se~uir cancelándole a Carlos Jullo 1..,'\ttaAiias, Jefe de Scx:ción, el auxlllo de 
vchículn, o:uyn pago habia suspendido. 

7. Funda la procedencia de la acción incoada l:n su· oportunidad, en la 
inexistencia de otro recurso de carácter judicial para la defensa de sus dere­

. chns y en la • ... negación de Justicia" que comporta la dcct<:<it'm t:ucstlonada. 

Con base en lo expuesto solicila lulclar su derecho a la Igualdad, por 
tener derecho al auxilio de vehículo sollcitado. 

LA SEI'lTE:NCJ.I. D?:L TR!BCI<Al. 

Luego de compendiar la argwnenlactón fáctica expm:sla en el libelo de 
tutela. se refiere el trtbunal a la naturaleza de la acciór• iru:oada, destacando 
las condiciones de viabilidad de la misma. A conlinua<;ióu "" n:ficn: a su· 
proced~ncla frente a pro\1denclas judiciales, tópico ::;obre el t:u¡¡l pn:t:i~ 'lue 

. por excepción. aquellas resoluciones jurisdie<:ional~s t¡ut: sólo lo ""u en apa­
riencia, por marginarse del impt:rit) rlt: la lq.¡alid><<l, pueden o::ontrovertlrse por 
tal via, ya que la circunslam,ia rolt:ncium"l" las susu·ae del prlvtlegio de la 
Intangibilidad rcconodtlu a las providencias judlclales. 

T1·azado el marco conceptual anl.crior abonla d examen dd asunto puesto 
a s~ consideración deduciendo la inexistencia de una via de hecho en la 
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resolución judicial Cf>ns.uradn, por ser el resultado de un ponderado análisis ~ 
del acervo probatorio y no la manltestaclón caprichosa de su"' autores. 

Para fundamentar dicha conclusión expresa que si el actor pret.endia el 
reconocimiento de un derecho que no tleru': t:<~racter le¡.:al, debió prest'Illar la 
prueba del mismo y si se desentemlió de 1<11 obligación sus pretensiones no 
podían alcanzar prosperidad. 

Afmde que dicha decisión no vulilerú el derecho a 'la igualdad del actor. 
pues si bten es cierto Carlos Julio Latta Alias obtuvo en proceso diferente la 
orden de p>'~gC> dP.l auxilio mencionado, pese a no ocupar el cargo de Je!'e de 
Dr.partamerilo o de División. en favor d~' los c:uales se c:reo, l"mhién lo es q1,1e 
por razones desconocidas venia percibiendo diclto auxilio, circum;tancia que 
lo coloca en situación di!;linla de la del acctonante y por contera e.'Ccluye un 
trato semejan le. 

Apoyado en las consideraciones precedentes niega el amparo solicitado. 

L.~ l:-t1l'li(ONAC:iC.)r\ 

Inco.nforme con dicha del.enninad ón el accionante> la impugnó manifes­
tando estar convencido de una dano y flagrante violación a su derecllo a la 
igualdad, en reladón con su compañero Carlos Julio 1...'\t.l.a At1as. pues el 
benctlcio solic:ilallo no debía ser demostrado, por tratar&: de un reconoci­
miento aul.mizndo por la Junta Directiva de la empresa demandada, que "C 

hJro CJ<tcnsivo a tnrios los jetes de sección. 

Desta<'a que de acuerdo al doc:um<:nlo visible al 11. 58 " ... todos los jefes de 
Departamento, Jefes de Zona y administrado>T.s de agencia son de nivel 3 y 
sólo se le pagaelauxilio'a algunos que a las claras se notan son los prefe11dos 
de las directivas. quient:s haciendo caso otniso a sus decisiones cancelan 
dlscl'lmlnat.oriamo::nle dlan rm;nciona.do auxlllo de vehiculo". 

C(Jf'\~ll)t;li."(.::()Nt~ 

L El accionante deriva el quebranto de su derecho a la ~fU<>ldad. de la 
decisión tomada por los funcionarios accionorlos en 1" sentencia proleiida el 
12 de mayo del aiio en curso, dentro del proceso ordinario laboral promovido 
por aquél contra la Electriflcadora del Magdalena S.A., mediante la cual deci· 
dieron el recurso de apelación inlcrpuc,.Lo por el "ci:or conil'a el fallo de prt­
mcr ~ifSdo. pronunciado por el Juez Primero Laboral del Circuito de Santa 
Marta, por el cual ne~ó el n:conoctmicnto _y pago del auxilio de vehículo recla­

.. mado. 

A juicio del petl!~lonarto, dlclta decisión transgrede d d<:n,doo fund<oruen­
tru mencionado, pues el citado beneficio le fut: eonl:erlídu, e u ulru proc~w. a . 
un u·abajador de la ml.srna empresa. sin o:xi¡,fir,.do:; pmdJa do:! acto do:l cual 
emana y pese a no desempeñar ninguno de los cargos para los cuales s~ creó. 

2. En tratándose del derecho a la igualdad, reiteradamente ha sO.'ii.enido 
la jurisprudenCia cono;líluctonal que • ... no toda diferencta de trato comporta 
una violación del rnisrno y que, por ende, a "il.uaciones distintas es posible 
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~ anudar consecuencias d1fcrcn((:$. Parl.ir.ndo de la distinción enln: diseriml­
liación y dilerenciación. la Corporación ha puntuallzado qu~ '"' viable esta­
blecer diferencias siempre que se encuentren razonable y objetivamt:tltl~ 
J ustlflcadas, excluyendo los ttatamientos dlsc1minat.oríns que, por carecer 
de ju':lli('icaciún llludida. st: n;vcl>tll arbitral'los·. (C011e Conslilw .. ional, Seut. 
T • 370 de 1975). 

3. Para nrrtbar u In dectsiún conlroverlida, los ac:clonados precisaron que: 
el demandante pretendia • ... el pago d.el.auxilio de vehkulo tlt'jado de cance­
lar por la demandada, por la suma de $4. 623.972.92 mús Jo:; inh::re.es.lega­
le::; causados has la el dia del pago·. 

Tras la puntualización anterior advirtieron que al no n:damar:.e tUl dere­
~ho de caráCt~r legal. • ... el Interesado depia allegar la prut:l>>t que pc:nuitiera 
establecer la t>.xistencla de este derecho en la empre~~ demandada". Colgca­
dos en la tarea de avertguar por el c1,nnplinúen\.o (le dicha carga. encontraron 
pmbado que el" ... au.'dlio de velúculo se pagaba a los jefes de dlvlslón,jefes de 
departronemo y empleados ejecutivos". pero no hallaron e\1dencla alguna de 
haberse hcncfit:iadn t':nn ~1. a·· ... los adm1nlslradore.; de agencia y Jt:f.:s de 
;,:ona. que ti.leron los car?-os oc.upados por el demandante". 

Apoyados en tal consideración concluyei'On que si el actor no a.credltó 
tener derecho al privilegio reclamado. su pretensión no podia prosperar y 
consecuentemente confirmaron el proveído apelado {hs. 2 a 8 c. coplas). 

4. Como resi.ilta de la reseña al)lerior, l¡¡ ne¡g•c:ión del beneficio re.clarnado 
por el actor d~1no esencialmente de su propia inactividad, pues no siendo de 
ortgen legal, omitió presentar la prueba de la cual pudiera inferirse que podía 
acceder a el, omisión que a la postre bnpedia el acogimiento de su pretensión. 

Ahora bien, el de8pacho favorable de ñir.ha P"Li<~iún no podía fundarse. 
c.omo lo pretende el actor, en la clrcunstan('ia ciP. hahP.rst: reconocido dicho 
beneficio a Carlos Julio Latta .1\rias. trabajador de la misma empresa. en. las 
sentencias de 21 de noviembre de 19!<17 y 19 de febrero riP. 1'998, pronuncia­
das por el Jl\Zgacto Cuarto Laboral del Circuito de Sanln Maru. y d Tribtmal 
Superior de Dlstrtto Judicial con sede en la misma ciudad, d~nl.ro d"l proceso 
ordb1arlo laboral en el cual fungLó como demandante, sin tener derecho a l:l. 
pues no puede pci-derse de vista que de confonuidad con el principio esl•1ble7 
cido por el art. 17 del C.C. " ... las sentencias judlclales no tienen l'uerza ohli· 
.t(at.oria, sino respecto de las causas en que fueron pronunciadas'' y por ello a 
ins jueces. les 'esta vedado • ... proveer en los ne¡¡oclos de sq competencia por 
via de disposición ~eneral o reglamentaria", lue~o la decisión tontada den!Io 
del proceso promovido por dlclio trabajador carecia de fuerza vinculante en la 
dellnidón del asurit.o subjúdice, menos aun si con ella se reconoció un dere­
cho a quien no podia beneficiarse de él, pues el error judicial no cml..~titttye 
fuente de derechos. ni puede erigirse en J'undamentu para la comisión de 
nuevos a~s.-"lcierl~c;: 

En las condiciones descritas, es claro que de dicha decisión no puede 
derivarse el quebranto de nlngim derecho fundamental del actor, particular-
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mente de su derecho a la igualdad. Lo que se \1slumbra !rds su pretensión es e 
su empeño en obtener el reconocimiento de 1m derecho cuya titularidad no 
acreditó ante el .Juez ordinario, poJ: el cauce procesal pertinente, so pretexto 
de recibir un, trato so)mcjante a quien se le concedió. sin poder acceder a él, 
pretensión. que pl'im!,t.facie J:esulta .lna.drnísiblc. por su mar¡¡(inamiento de la 
ley, único marco dentro del cual puede, procuraTSC y obtenerse la realización 
de la garantla constitucional en mención. 

A$í las cosas, como no se vislumbra una sltuacl.ón de quebranto o amena· 
22 de ningún derechu fundmnenlal del a.ctoJ:. que sea necesario restablece~·. 
el amparo pc:dídu no se podía conceder. condlclnncs en las cuales debe conftr­
noan;c l!! decisión que asi lo estimó. 

DECJSJÓ:II 

·En mérito de lo expuesto. la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Civil y Al(raóa, administrando ju9T.Icla en nombre de la República y poJ: auto­
ridad <.lt: la Ley, Co'lftnna la sentencia objeto de Impugnación. 

NotJ:fiquese lo decidido. median le comunicación telegraftca a todos los In­
teresados y remitas<: opurl.unamtml.e el expediente a la Corte Constitucional 
pan• k1. eventual rev.bión dd la !In pronunclao:to. · 

Notlfiquese y cúmplast,. 

Jorge Sanros BaUesteros, Nicolás IJechmuSiJnlvuns. Jorge AntOnio CastiUo 
Runeh•~. Carlos EstebanJaramillo Schla:;s, fulro T..qfont Píaneita. José Feman· 
do Ramírez Gómez. I~qfael Ru111enl Sit<rn¡, 



:;.JEGll'Jl'Jlll!JACHOi\1 P'OR AC'Jl'WA EN W1l'lltli.A! La acción que pretende la orden a 
un notario para que eleve contrato a escritura publica debe presentarse por 
todos los 1nterv1nlentcs en cl negocio juridl~o: es Incompleta la legitimación 

) cuando la tutela se presenta sólo por una de las partes. 

Cort2 Suprema de .lu!<I:U:ia -5ala de Casación Civil !J Agraria- Santafe de 
Sogola, D. C .. dieciséis (16) de septiembre de mil nuveci<mtos noventa y ocho. 
(1998). 

:.lagistrado Poncnl:c: Or. Rqfae! Romero SicTTtt 

Ref.: Expediente No. 5302 

Decidese la Impugnación formularla por .Juan Fonsccá Rodrigue?. y Martha 
Lt¡¡la Medlna Pinto r.ontra f.l Jallo tl!!l fi flP. ~gosto ilP. 1998. proft~riflo por r.l 
Trlhunal i'lnpP.rior -Sala Ci,~l· del Distrito Judicial de Santaré de Rogolfl, P.n el 
trfltl\it.P. ñP.lll T11lela promovida· por loF.< impugnantes contra el Nnlnrin Primero 
de la misma ciudad. Dr. Hennann Pieschacon Nlgrtnis. 

l. Los mencionados acclonantes promovieron acción de tutela contra el 
luncionario publico refertdo. aduciendo vulneración del derecho al debido 
proceso: para su protección piden que se le ordene al mismo a~ptar un poder 
especial que en documento priVado autenticado confirió Hemando Betancur 
Bedoya a Luis Felipe Castillo Gai1.ón para enajenar d apartam~nto 202. Blo­
que l del Conjunto MultJfamillar M~df:lenJ'I Agn•pa~ion 5. en""'" rlP. qlie s~ 
pneda otorgar la escrJtura pub!Jca de venta que en favnr de ello$ habian pro­
metido el citado Betancur Bcdoya y su hermana Martha Bel.ancur de Casti· 
llo. 

2. Fundan su pedimento en lo que seguidamente se sinlelíza: 

a) que med;antc documento privado del13 de octubre de 1988, Hernando 
Bctancur Bcdoya y Martha Bci.anc:ur de C"sttllo prometieron venderle a ellos 
el apartamento 202 del Dloque l del Conjunto MvlUfamiliar Madelena Agru­
pación 5, y como en la notaria accionada se devó" c:;cril;ura pública el Regla­
mento de Propiedad Horirontal de dicho co~lunto. ,;e CWl\--ino que allí se otorgarla 
la escritura prometida. bajo la condición de cancelación total dd pn:(:iu. in­
duycndo el pago de un crédito hlpotecarto a favot de Concasa; 
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bJ qu" el 16 de ;ü>ril de este año fueron a dicha notaría a fumar la escritu­
ra, con los docwnentos de ley y un poder especial auténtico otorgado por 
Betancur Bedoya a Luis Felipe Castillo e\14 de diciembre de 1988, pero no se 
pudo otorgar cl instrumento porque el notario adujo la antigüedad del aludi­
do poder, a pesar de que se explicó que era dificil ubicar al poderdante por 
residir en el exlertor, y que no conocian una norma legal sobre el ténnino de 
vigencia a un poder especial; · 

e) Que aunque el notario admitió desconocer normas sobre el particular, 
manJfestó que por lo ant.ib>'t•o del poder no se le medía al asunto para no tener 
problemas y que se le allegara un poder mas reciente, respuesta que también 
les han dado en otras notarias adonde han acudido para la escritura prome­
tida; 

d) Que la negativa de los notarios, especialmente del accionado, vtola in­
directamente el debido proceso, porque las autoridades no pueden establ= 
ni exigir requisitos adicionales a los que la misma ley prevé, y la antigüedad 
de un poder no se encuadra den!To del proceso de control de le¡¡;alidad a ca~o 
de los notarlos: además dt': que conforme a la Constitución las actuaciones de 
los particulares y las autoridades públicas deben ceñirse a la buen11 fe, que 
se presume en todas las gestiones que aquellos adelanr.en ante estas·, princi­
pio que también se vulnera con ltt descrita aclilud omisiva. 

3. Dijo cl funcionario acdonado al replicar esta acción, en sint.csis, que 
loa acclonantcs compareCieron a su despacho para otorgar una escritura con 
un poder de casi 1 O años <k ant.igüedad, ante lo cual se les manifestó que eso 
no era posible porque d pod.:r especial, distinto al general, debe ser rccicnlc, 
pues el poderdante puede ht~bcr fallecido y con ello podria haber terminado el 
mandato. Además, si en una promesa de compraventa se dice que la escritu­
ra se !Jara en cierta fecha, pasada esta el mandato especial caduca. 

Agn'g" que no conocía la promesa allegada a la tutela, en la que se señaló 
las lO a.m. del30 de mayo de 1989 para el petfeccionamiento de la conlpra­
venta en esa notaría, y se fijó como condición para la firma de la escritura que 
los promitentes compradores hubiesen cancelado los impuestos y la obl1ga­
ctón hipotecaria de Concasa; entonces, como segtm el an. 23 de la Ley 51 de 
1918 'La condición se tendra por fallida si tardare más de un año en cumplh·­
se", y en el caso a que se refiere dicha promesa, ·· ... tiene mucl1o mas de un 
a.tio de vencida. no puede con base en ella cor•-erse la escritura que pretende 
el interesadu ... ", ¡.>UnlUC St: trata UC UTI t;OIII.rat.o f"llidO que rlO es e>:igible. 

Temlina diciendo que la tutela es para la protección de los derechos fun­
damentales, " ... y en nl.ngun caso para derechos sustantivos, que es el asunto 
materia de la acción iniciada .. ." . 

. Il. ELFliLLO DEL Tl<JI)UN<\L • 

El tribunal, para nega•-el amparo. apunl.a m sus primc;ros <:onsiderandos 
que corno los notarios ·prestan un sel"iclo pUblico, sus decisiones pueden 
debatirse ante la .lurlsdlcclón de lo contencioso administrativo, y, según el 
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articulo 195 del Decreto 960 de 1970, son responsables civilmente de los da­
flos y perjuicios que se causen a Jos usuruios del sen1clo por dolo o culpa: 
siendo evidente que los acclonantes tienen otro tu.::dio clt: dt:ft:nsa jutli(:ial, lo 
que hace improcedente la tutela, afirmacinnc<:~ qu(: apoya conjuri::;prudencia 
del Consejo de Esr.adu. · 

Tamblen sei't.,la <.¡u e la tu lela ni siquiera procede como mecanismo tran­
sitorio, porque lo pedido no es susceptible de amparar t1·ansltot1amente, pues 
al "'u':K.rtblrse la escritura pública, tal suscripción sería definitiva. 

Añade el sentenciador que lo pedido, no por el mandalario·sino por los 
promitentes compradores. sólo puede ser dr:-b<ilido ante los jueces competen­
les, dentro de los te1mlnos l~gaks y con audiencia de lodos los involucrados, 
para que se decida si el notario ha obrado o no confom1e a las nonnas que lo 
rigen y se definan las responsabilidades consiguientes; además. el poder se 
ot.orgó al día siguiente de la promesa para que se sus<."ribiera la escritura 
pública de compraventa, acto que debla llevarse a cabo, según la citada pro­
mesa. e130 de mayo de 1989 en la Notaria Pt1mera. -... fecha que siendo pasa­
da, uu >tparccc el nut-vo (:onvenlo enlre las partes para el señalanúento de 
una nueva uporLu nidad, "in el cual lo que hasta altora se evtdencla es un 
posible JncutUJi>limietU(I ... " 

Manlfk!\t:'tnlí>S '"~donantes en su objeción, en re9Luncn, que en el fallo se 
olvtrla qu~ ro(o se pe.rsigue una indemnización de perjuicios, sino que cese la 
",Jln~ra(:lim de :sus derechos fLmdamcntales por la arbil.mriedad del notario 
accionacln "" cuanto a la antigüedad del poder no prevista en ninguna nor- · 
m"· pues esta legislando sobre la ,;gem:ia de un poder especial, lo que no se 
encuentra dentro de la fundón de cnnt.rnl de legalidad en el·notarlado colom­
biano, ronfom1e a los artíeulo"' 7,·15 y 17 del Decreto 960 de 1910 y:{ del 
Decreto :i.H:i:l de 1970. 

Agregan los impugnan tes que la .antigüedad del poder especial no es cau­
"" de nulidad sustancial y por eso e,;(:<J.pa al control de legalidad del notario, 
quien no conocia la promesa de ven l." y no podía fundar en ella su negativa, 
de suerte que esta es arbitrana; lo lé>gico es que si \Ul notario tiene duda 
Sobre la vall.dez o vl¡¡encia de un poder especial. puede plasmarlo en una 
constancta. pero ántc la insislencta de Jos usuarios debe permitir el otorga­
miento de Instrumento ptibli<:o. 

IV. Cc>:-.~::;mF.R.I\Cro~e:s 

l. Según "" exl·mct<l de los renglones precedentes, en esta petición cons­
tl~uctonal los ac.:iunani·P.s invocan vulneración de su dt:rechn al debido pm­
ceso"por parte del Notario Primero de Bogota. D.C.: alegando que éste se ha 
negado a autorizar el otorg:;tnti.,nt n <le una esCI1tura pública de compraventa 
d~ un inmueble, que ttene como manant.i:A 1 una promesa de contralo celebra­
do el 13 de octubre de 1988. por cuaTIIn •1 limctomu1o no acepht el poder 
especial otorgado por uno de los protnit.,n1eg vendedores. en virtud de su 
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antigüedad, como que fue otorgado en diciembre de 1988 y, exige. consecuen- t 
tementc. que se allegue uno más reciente. 

2.. Es bien sabido que. de acuerdo con lo 'normado por el artículo 86 de la 
Carta Política. la acción de tutela es un proceso Judicial defensivo de los dere­
chos fundarn<:nlalcs, a l.ravés lld cual se puede buscar su "protccclón Inme­
diata·, siempre y cuando el afectado "no disponga de otro medio de df'.fensa 
judlclal'", excepto cuando se utiliza como mecanismo transitorio para evitar 
un pctjukio iTTcmcd i&blc; im;lrutocut <J que nu fu.-: entronizado en el derecho 
colombiano para inmiscuin;~ d~ Irulllera indebida en la':! acluadones a cargo 
de las otras autortdades, sino únicamente para contrarrestar situaciones do; 
hf:c.ho. d~ comprobada arbitrariedad, mn un caract.er eminentemente subsi­
di>trio o re<idn~l. P..S del:ir, vi~hle en ausencia de otro m~dlo de defensa judi­
cial, salvo la eJ!X)epcibn antes dicha'. 

3. 'Por nl.ro htdu, impnr1" de~lac"r 'l""· de 10cuerdo ron lo reglado por el 
arliculo 1 O del Decreto 2591 de 1991, es la aceión de~ ser ejercida por la 
persCJna vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales. por 
si misma o a t.ra\lés de su representante, aunque tambien se pueden agen­
ciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no este en condiciones 
de promover su propia defensa. circunstancia que debe manifestarse en la 
solicitud; previsión legal que dellmlta el punto de la legitimación por activa en 
este mecanismo, instituido para que quien pade:oca un quebranto actual o 
inminet1te en los indicados derechos pueda obtener la pro lección con..:titueio­
nal, bten sea que ésta se solicite directamente por el alee lado, o su represen­
tante, o por quien actúe en su nombre como agente ollcioso en caso de hallarse 
él en Imposibilidad de pedirla. 

De Igual manera, si una peeuliar situación acusada por via de tutela es 
padecida de manera inescindible por varias personas, sin que sea posible 
establecer cual es el eventual desmedro de cada una individualmente <:<.msi­
dcrd.da, ts necesario que todas ellas concurran a pedJr el amparo constitu · 
cional para que pueda darse una verdadera y completa legitimación. 

4. Precisado lo anterior, la Sala estima que la petición sub lite no puede 
despacharse favorablemente, porque como en el caso concreto la hipól:esis de 
vulneración no puede predicarse ünlcamente de una de las partes del con­
trato cuya elevaeión a escritura publica no permite el notario accionado, la 
1 u lela, al igual que dicho ne~oclo .Juridloo, requiere la voluntad expresa y 
uné.nime de todos los partícipes en el pretendido acto, en especial del manda­
tario designado en el poder que se tilda de antiguo, quien como representante 
del respectivo mandante se afecta de: una fonna mas directa con la decl.slón 
en comento, de tal manera que al no habt:r,;e prupucsl.u esta acción por todos 
tos Interesados se genera una lcgilitn,.ci(m inoomplcta, sin que sea admisible 
el patrocinio de los Intereses de 10':1 aquí au:,¡cnl.cs por parte de los accionan tes; 
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¡ toda vez qul~ no está acreditado que los pñmero5 se encuenlren imposibilita· 
dos para promover su propia defensa. y. como lo ha sostenido la ductnna 
constitucional en estos tópicos de la l"'gitlmaclón. " ... el slstema.juridlco no 
debe propiciar que se romeo aprovech" el r~om!Jre de ocro .. sin ninguna clase de 
adt!E'Itendas. para proooc~.JT d~":L.<ionesjudiciales con intereses r~•ales di.~tintos 
o conf.ra In. voiuru·ad del verdadero titular de los derechos que se invocan·• . 

Y ro<> se pasa por alto que la C01ie procuró la citación en dos oportunida­
des de quienes stn participar en la acCión de tutela posiblemente podrian 
estar tnteresados t~n el cr>nt.ral.n fn•slrado por lll decisión notarial ahora ala· 
cada, C<ln d fin de inlcrrogarlos en relación con SU interés al respeclo y los 
hechos t;lebal]dos; pcro ello no fue posible, l.oda ve~ que los actores no presta· 
ron la colaboraci(m dt:hida par" d l'fl:l:to, ¡n•e5 ni !<iquicra SlJminislraron las 
direcciones y teléfonu!i donde se k~ pc1rlia dlar, tal como ~e lc..c; rcqqiTió; se 
U.1nitaron a presentar. a bavés de~ ~u ttpndc·~rado, un c.~sL~Ut)lu rnc:rrmriii::tl c.Jorulc.:· 
se afuma que aquellos estatán fuera Lit .la t.:iudad to..,.¡,. mcdlados de ult:a. 

5. Fimt.hm:rol.e, l.otlo lo·dicho lldJe enlenderse sin desmedro de las COJTes· 

pondlentes acciones cMJes que puedan promover los pdt;utcs eun furoda­
Jnento en el cont.J:ato de pJ'Olllt:Sa dt ctnuprav~~d.a. t~vt~ntn~ t~u (JUC.: c1 jut;.;. 
natural de este tlpo de controversias podrá tomar las decisiones qu~ en dere­
cho con·esponda. 

6. De e$a m¡mer~. por las rawnes expuestas en esta providencia, se con­
fumará el fallo·impugnado. 

V. DPX:I':'J<}~ 

Con base en lo ~xpu~st.o, la Corle Snpr-...ma de ,Juslit,;a, Sala de Casación 
Clvtl y Agraria, administr.mdo juslicia en nombre de la República y por auto­
ridad de '" l"Y· CONFIRMA el lidio de fecha y procedencia pre.anotadas. 

Comuniquesc esta decisión a las parl.es medianl.e telegrama. 

Oportunamente remitanse los autos a la Corte Constitucional para la even­
tual revtsión. 

Jorge Sarttos Ball<•.skros, Nicolás Becltam S~cas. Jorge Antonio Castillo 
Rugeb;, Cañns EstcbanJaramiUo Schloss (en pemllso), Pedm Lafont Planetta, 
.Jos•~ F'erruuu:lo Ramírcz Gómcz, Rafael Romero Sierra. 

2 Sent~ncia T -217 t.lel 3 de julio de 1997. 



lül:El2illl[!l0 :?'JROCJESIO ICrul!.: .El proceso ejecutivo es el medio de defensa al que 
puede acudir el Interesado en obt.,.,r d eumplimlento de la obligación de 
suscr1blr escritura públit:a y enlregnr inmueble, adquirida en audiencia de 
c<mdlí.ación; ni 1<1 acción de tutela ni el proceso de entrega son procedentes. 

Corte Supl'ema. de Jt~'.iid~> ·Sc.rlcz de C(ISació•t Civil !J Agrwtci- Simtafé de 
Bogotá. D. C .. ''elntlwto (21) de scptit:mhn: <k mil noV<:cicnl.o" novr.nla y ocho 
11998). 

Mag;ai.Taolo Pont:nlc: Or. Rafael Romero Sien'CI 

Ref.: Expediente No. 5319 

Dccidcse la Impugnación fornoulada pur l>tabdina .. Mana Luclla y Carlos 
Hernan. todosAvendaiio Vanegas, contra d fallu t.!d 31 d.: julio de 1998, pro· 
.ferido por el1)'ibwtal Superior-Sala Civil- del Di.o;lrirnJuclidal de Mr.ddlín, 
en el tt'ámlte de la tu lela prumovitla pt>r los i<n¡nrf..IJl~TJI~s contra d Ju:r.!('ado 6" 
Cl\'11 del Circuito de esa ciudad. · 

1-Al\ r~Ct:!Jt:Nft.::-i 

l. Los acctonantes en mención pl'opusleron acción de tutela contra el 
referido despacho j r.idlclal, aduciendo vulneración del derecho al debido pro­
ceso. Para su protección piden que se ordene a la aludida autoridad que pro­
ceda a anular la audiencia de. contiliación eclcbrada el 14 de nuvit:rnbrc de 
1!195. señalar nueva fecha para"" realización y t:onUnuar en debida lbrma el 
prm:cso de resnlu<:i(m d<: cnnlralo de compnwcnla, instaurado por ellos con­
l.n• Alherrn Lcondo Al.chnrlú'l Rojas. 

2. Basan su pedimento en lo que se¡,fuitlamcnt:c se sinteti2a; 

al Que en calidad de herederos de su difunto padre, Carlos Antonio 
Avendai'io R .. promovieron en el juzgado accionado un proceso de resolución 
del contrato de compraventa celebrado entre su progenitor, como vendedor. y 
Albe1'to Leoncio Atehortila, como comprador, dado que este no canceló el pre· 
cto pactado; proceso que terminó por conciliación efectuada el 14 de no~iem· 
bre de 1995, la que no es ejecutable porque se refiere a la entrega de un 
lrunueble. que no procede por via ejecutiva; 

h) Qut'! t!rH dt!ht~ clt~l jnt!z v~laT pnr qu~ lo concilim'lo pudiP.T;J har.P.l'~P: rfec­
Uvo. pues no era procedente eonvcrúr en la entrcAa de un Inmueble que se 
encLtentra a nombre del comprador demandado. sln !n('lttir la cancelación de 
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la .:s.:ril.ura pública de compraventa y su inscripción en el registro público;· 
ademt.•, "'IIIJll el demandado no cumplió lo acordado se solicitó al Ju:<gadl> ¡., 
continuación del proceso. pero se negó la petición ('.On el argumenLo de que el 
proceso había terminado por mncllladon. sc:gOn auto dcll!l de mayo de 1996: 

e) Que desde esa fecha andan de ju,...gadn "" ju?.gado lnr.entando un proce­
so ejecutivo para rr.cupt~nlr el hiP.n qm:> Alehorl úa 1 h:-.ne en su poder y dios no 
han podido rec.uperar por el inmenso error descrito; así, en una demanda que 
l:orrespondió al misnio despacho accionado se • ... dio traslado al demandado, 
él a tra"'és de abogado Interpuso r"•~urso y flnalm.,nl.e .,¡ II~a>ldarnienta de 
pal(o no se ordenú porque el juoz m,-¡ntiene su pooición "nnest.m modo de v"r 
cquivucada de que el proceso es el ejecutivo por obligación de dar ... ", como lo 
reafirmó en auto del 9 de mano de es l . ., oño; 

d) Que no obstante ser Ilegal el a~to que aprobó la conclllaclón antes 
referida. el Juzgado, en p1·ov!denda del S de julio de 1998, se niega a lm"aaldarla, 
lo que ')es impidP. ejercer su derecho a recuperar ellmnueble e intentar lUla· 

nueva demanda de resolución de la compraventa: de sucrlt: que el compra­
dor, ~in pt>gt>r el precia, se mantiene como propietario y po!leedor de dicho 
ble.n. protegldo de cualquier proceso en su contra, vulnerando>K' ~u tkrc.:ho a 
recuperar el dollÚlúo, o en ultimo caso el precio pactado. 

JI. Et:FM.LO [)EL TluDUN.'\L 

El Tllbunal comienza sus c~onelder-antios manifestando que la concilia­
ción produce efectos ele """''ljuGgaday genera.una transacción; coiltrato que 
sólo puede :>c:r cleslrui•lo por <;om;cuUmientu mutuo, salvo norma en contra­
do. u puo· '"""''"':;legales. CO!JlO la nulid<ld o la rescisión, y",, .que es unilateral 
t:u>~mlo prodUl:e obligaciones principales para una sola de las partes ( 14!16 
lh.): caso en el que no es posible pretender su resolución y en el !lupuegto de 
iltcumpliltlienlo de esta parte deudora_ pues no concurren los prr.supn.,,.l.us 
prcvislt.- en.,, 'irlic.:ulo 1546 ib.; por tanto, del1nlsmo sur~e para la otra parte 
inl "rP.s jurídic.o que la legitima para pecUr el curupllmlento coactivo ... ". 

En el presente c.aso. siguP. "1 sen! •nr:i,dor, solicitada la ejecución por los 
$10'000.000 que el deudor se t:umpmmehó a pagar en la conciliación. los 
acdonantes no inL.erpusiemn el reMJ1·so de apelación contra la prm.1dencla 
del Y de mayo de 1998, por medio de 1" cual el despacho accionado dene¡¡ó el 
m .. 'Uld~unlcnto t>je.:ut.ivo, omi.,ión que no pueden suplir acudiendo a la acción 
de tutela, lo lJU" l.amp<>l:n ~irve para que se constriña al demandado a cumplir 
" ... a continuación del pn.K:P.so. porque el mismo ya esta tentllnado (art. 101, 
pur. 3", inc. 3 C.P. C.); tampoco se puede ordenar declarar la nulldad clt: la 
condliaciim, pues lo procedente es pretenslonar la nulidad o n!$GÍ$iÓn pero 
dt:! la lrdllS:l.CCiÓn .. , ••. 

J.uego, concluye el fallador .. como no se cor.úl¡!llre quchranl.aro;<mto del 
derec:ho d.,l debido proceso. no procede la tutela pedida . 

. llgrega que la parte demandante dcbc: prcsc:nl:ar demanda para· ejecución 
de la obligación incumplida por el demandado con 1\Jente en lo c.onclllado, 
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que • ... según el acta contentiva tiene prestación de dar, que se desdobla en la 
entrega.jurídt.ca y matertal y en relación con el inmueble in<ID.idualizado: sig­
nificado de la frase: ' ..• entregará ... d inrn<leble a que alude el contrato objeto 
de este (lr'U(;C$0 •. .'; para !o prirnt:ru [)rlJCCdt: cJ CjCCO tiVO singuJ.t<, lc:¡.¡abm:nk 
regulado <:n los artículos 488. 501 Cóóigo Procesal Civil; y, para la n:slilución 
matcrial del inmueble, procede el proceso abreviado, regido en los articulo:; 
408 ss .. 417 ib ... ":y aunque esta nom1a no se refiere en sentido es\Iicto a la 
restitución material dcllnmuf:hle, "'"' Apli<'.>~ por analogia segun el art. 5° del 
mismo IY•tiigo. A~ll se hace efectivo el derecho reclamado surgido de la tran­
sacción, se~n e! imperativo categórtco del artículo 228 de la Const.it.udón. 

Por lodo lo <Ulterior. el Tribunal deniega la tutela pedida. 

111. l.J.IW.PUCNAC.IÓ" 

Dicen los acclon~tes en su desconl~mto. en resumen, que ciertamente la 
conciliación produce efectos de cosa Juzgada, pero cuando se celebra en legal 
forma. no cuando se hace Ilegalmente como ocurrió en el proceso ordinarto 
que ellos adelantaban en el JuZ~ado accionado, razón que los llevó a acudir a 
la tutela: además, les resulta doblemente oneroso que se les sugiero pedir In 
anulación de la núsma y proceder luego a la restitución del inmueble. 

Agregan que si acudieron a la justicia para la resolución de un contrato y 
ahora les toca acudir a otros dos procesos para recuperar lo que: les pertene­
ce, no saben cuándo tendrá solución su problema. Han acullidu tmtcha"' ve­
ces a la víz. ejecutiva, pero se les niega el m<llldamienlu de pal,(o, o porque hay 
urut obligación alt.emaUva en la que el demandado escoge si paga el dinero l• 

devuelve el inmueble, o porque la conciliación no la suscribieron todos los 
demandantes, o porque versa sobre una obligación de dar o hacer. mientras 
que Alberto Leonclo .Aiehortlia utiliza toda clase de artiiii<'lñas para evadir ht 
obligación. 

Insisten en que el proceso de resolución del contra lo d~ cnmpravt.'nta ter­
minó ilegalmente, porque la concili.1.ción quedó mal defmida y no se advirtie­
ron al demandado las consecuencias de su incumplimiento, las C\Hlles ""ri:m 
que el Juez ordenara la cancelación de la esclitura y su registro para que el 
bien quedara en cabeza de ellos. · 

l. Dedúcese de los renglones precedentes que en In present" quereUa 
constitucional los accionan tes sollcit€Ul que se ordene ni Juzgado 6" Civil del 
Circuito de Mcdellín que anule la conciliación celebrada el 14 de noviembrt! 
de 1995 dentro del proceso ordtnarto que ellos habían promovido contr.l. Al­
berto Leoneio Alehortua Roja& y que, en consecuencia, se siga con ellrJmit.c 
normal dd mi,.noo, argumentando que el acto conciliatorio fue ilegal por cuanto 
Jo acordado no es susceptible de ejecución alguna, ya que no li= podido 
recuperar ell1m1Ueble objeto del contrato cuya resolución alli se pedia, pese a 
que Jo han hltentado muchas veces. 
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2. AstUltO para cuya solución debe la Col"te comenzar por l"eiterar que, en 
principio, las prm-idencias judiciales no están sujetas al conn·o\ de la acclón 
de tutela. dado que lu:i arliculo.> 11, 1"2 y 40 del Decrelo 2591 de 1991, qu<;; 
para ütlr:" fines la permllían en fonna indiscriminada, se declararon 
iocxcquibles, pues tan e."cepclonal herramienta de resguardo de los dere­
chos superiores es emlnent~mP.nl P. suhsidiana, val~ decir, adnllslhle cuando 
el afectado nn tlen.-, o no ha tl'lli.do olio medio de defen!:'a en la r"spe<:Uva 
aetuaMón, amén de que los actos de los administradores ele justic;ia no pue­
den moverse eternamente· en el terreno de lo provisional, porque si se ha 
tomado parte en un proceso y se ejercieron o debieron tojert:o:rl:li:> lo~ re<:ursns 
o medios de protcodón qu" "llí se ofrecían" ... no puecl" prelenclerse adit:ion"r 
al tramite ya surtido una aC(:ión de lulela, pues al l.ennr del "rtículo 86 de la 
Constitucl.ón dicho mecanismo es hnprooedenle por la sola existencia de olr.d 
posibilidad judicial ... ··•. 

a. Sin .. mb>~rgo, dewe la misma det'laraclón de lnexequibilidad antes re­
ferida SC ha venido Sr>sleniendo -que Ja t.ut.,la contra providencia~ o acl~mcio­
nes judlciale!< es posible de manera restringida, en aquellos even\.os en qut: 
Ja¡:; mi6mas entrañen una via de hecho, es decir, cuando en lugill' de tener un 
soporte objetivo se arralg:m en la sola voluntad caprichosa o arbitraria del 
funcionario, con desmedro para los derechos fundamentales y siempre que 
no exista otro medio al alcance del afectado para su defensa; casos en que, 
por cierto, la orden que Imparta el Juez de tutela no debe perturbar el proble­
ma litigioso debatido en el proceso, ,;i no c¡ue ''" circun:;<:ribc al acl.o con el 
cual se produce la violación o am<:na,. ... 2. 

4. Así las cosas, se debe c0nclulr que la pretensión constitucional sub lile 
no es factible, toda vez que no hubo un error asimila bit: a una via de hecho en 
el asunto revisado, además de que para Jo rdacionado con la delensa de sus 
derechos Jos accionantes tienen Otnk< mr.d·ios judicialc~ a su disposición. 

En efecto: si bien es cierto que el acuerdo conclllatorlo que ahora se im­
pugna no fue n:olactado enfomm absolutamente clara. de todas maneras no 
es lrunl.digiblc o absurdo. pues si cont1eue Jos elementos esenciales sobre lo 
que en forma incquivoca eonvlnieronlos contendientes, ya que se estipulú '"' 
s.u parte final que si el demandado dentro de los plazos pactado!!. no cancela­
ba en su tot.alidad la suma de $10'000.000 a Jos demandantes, entre eJlt).<; 
quienc• aquí acctonan, debía proceder a eutregarles el inmueble !:<olm; el 
cual vt:r"ó el <:un 1 n•lo de t:omprnventa cuya resoluCión se pedia; entrega que, 
cual \u dijco d Tribunal lomando como norte el principio de efcctlvidad del 
dcrcdtt> :m::~Lancial, debe entenderse desde el punto de vista jurtdit:O, e~lo es, 
cun las cohliga.:ioncs tlt: hacer la escrttura de cancelación de la eomprav~nta 

1 Cort~ Consticueiol\al. &nt.t-.nd.a Nu. C:-5-t:i dd 1 o rlP. ocfnbrP. ti~ 1992. 
2 lbiclem. t•a.Jlw T-07~) y T -173 rlP. 1993, tes¡s te.itt:radliU>, t:n~. tJtn.uo. en Ja scntr.nd:"' V0..~7 /96 

que rev'Js6 Ul coastitu.cJou~lid:.td de l~o~ [.(~ Estatutruta de la Admlnlstrac~On d<~ ,Jm~Ucta. 
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Inmediatamente y la consecuente rest.i{.ución o enth>g..< material, para lo cual 
se deben prontover el o lo• procesos pertinentes, pues bien sabido es que la 
conciliación en los juicios declarativos apareja la tennln..'\clón del proceso, 
hace tránsito a cosa .Juz~ada y presta merito ejecutivo (arL-.. 101 L. 446 d" 
1998, antes arta. 1'01, par. :-1 C.P. C., 4 y 6 Dec. 2651 de 1991}, rl" tal manem 
que en caso de renuencia de una de las partes en cumplir volunlarimnente 
oon Jo aeordado, es lógico que deba acudh·se de nuevo a la administración de 
juslícia para la satisfacción de las prestaciones in<:umptidas; situación que 
es distinta en Jos trámtk" t'jccutiv05 donde el proceso sólo lemúna cuando se 
cumpla la obligación tal como quedó conciliado (ru't. 102 L. 446 de 1998, an­
tes 7 D. 2651 de 1991). 

Sin embargo, hácese necesario rectificar parcialmente lo anotado por el 
sentenciador constitucional de prinu::ra in~lancia, ¡me;:; nu e,¡ pc:rlincnlc atlc:­
lantar un pmceso de eul.n:!l" Inal.Crial del inmueble en fonnu independienie y 
con base en el aJ'ticuJo 417 dd CÍidigo de Procedimiento Civil. por ser claro. 
co1úonne al mismo articulo 501 ihiderr• qut: :;e puede acurnulilr a la prc:lc::n­
slón de suscripción del respectivo tlm:um.,nlo, la .:ntrc¡.¡" del hiero. ya •tur; en 
efecto la parte final del inciso begundo de dicho precepto preve: "El (j(:<:ul.ant..: 
podrá sollcltac en la demanda que s.Lritultan.eamenle con d mand.uuient.o eje­
cutivo se decrete el secuestro del bien y, si fuere el caso, su entrega una vez 
registrada la escritura."; lo que >'ignillca que si los pctlc1onai1os se deciden 
por.esa via no tendrian <¡uc adelantar la cantidad de procesos a que aluden. 

Ahora: es verdad que el Juzgado acclonado, en otra actuación posterioJ' y 
distinta del proceso ordh1arlo concluido por oondlíaciún. m:gú d manc.ISiuien­
to de pago respecto del cobro de los aludidos 510'000.000 que Atehortúa Ro-. 
jas se obligó a pagar a los petenles denl.nl de: c:icrlu pla>A>. aducit:mJu d dc:spacho 
que ante el Incumplimiento de la c:<~nccl;u:iún c.lc esa 'lUTila ::~olarm:nlc prm:c­
dia la entrega del bkn 10::~. 30 y· s,;. c. copia~); pero ademfio; de <¡uc <:Sto• 
<illiiuos no CIJJJirovirticrun esa dtxis,ión median k lo:; rccur,;o,. <k: ley, lambit:n 
es cierto <¡u e no rum agolado la úll1ma posibilidad en debida Jorma, porque no 
está acreditado, dt' acuerdo con los elementos de juicio arrimados al legajo, 
que hubiesen prorurado sei1amenle obtener la entrega juridlca y material 
del inmueble conl'ocrne a lo converúdo en la concll1actón de marras, toda ve:~: 
que la demanda inlenludu para defecto en el despacho accionado, en oclu­
brc de 1996 Uls. 15 y ss. ib.J. no fue objeto de un verdadero pronunciamienl.o 
negativo o positivo. porque el Juzgad(} s~ limitó a decir que no era procedente 
adclantac la t>jecución a continuación del proc~so ordinario sino en fomla 
independiente y con suja'ión al repacl.o de J:'igor (11. 18 id.). 

5. Entone<'.~. con la"' precisiones anteriores. se conflnnará et falto tmpug­
na(IO. 

V. DElClST(\K 

Con base en Jo expuesto, la C(}ne Suprema de Justicia en Sala de Cal:la­
ción Civil y Agraria, <Jdmini~l.r>~ndo .iu~l.ic;ia c:n nmubrc: tle la República y I'Ur 
autoridad de la ley. CONFIRMAd fallu de fecha y procedencia p1·eanotadas. 
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Noliliquese lelegráil.camente lo aquí resuelto a los interesados y remítase 
el expediente a la Cone Const1tuc1onal para la eventualre~.1s1ón. 

Jorge San1os Ballesteros, Nicolás Bechara Súriancas, Jorge Antonio Castillo 
Rugeles. Carlos Esteban.JammU~) Sdlk>ss, Peúr·o Lq(ont Plastetta, José Thman· 
do Ramin~ (lim"'~· Ruj(¡d Romero .Sieml. 



COM!:PZ1i':!.ii!ClfA T:!:IIUUro\RIAL IEK Ttr•'li:IA. CONF~.J.CTO Di& CO~­
C::A m~ 1'11TIZUO..: Eti cualquier parte del teiTitono columhtano se puroen de­
mandar ~ ac:IM u omisione.~ de e!!t::ls entltl>trles, sin consideración al sttlo 
donde .'!-e hubiere expedido elsctu atlministrntlvo. 

Corte Suprc.>rna de Ju.sli.cí.a .,Sala de Casación, Civil. y Agraria· Santafe de 
Bogotli. D. C., veintiuno (21) de septiembre de m;J nm"eQe.nto~ noventa y ocho 
(1008). 

MllltfSt.rado Ponente: Dr. Jorye Autmti(J C<u;tillo Rugeles 

Rd. : Ei.."Jledteote No. 53&'! 

Procédese a resolver d r:ontltr.to negativo de roinpetencta !lu~tm<lo emre 
JQI! Juzgados 25 CMI del Clrcullh <lt: Santafé de tlogotá y 5" Glvll del Circuito 
de Neiva (Huila). para cono~r llt>: la <><'rión de tutela promovida por la .-ocie· 
dad denominada Trabajos Esp.,dales Agrtcolas S.A. . 'TEA S.A.'. "n frente de 
la Ilb?.cción Nacional de Estup.,l>~eienl·es. 

AN11«.:t~1 >t:l\'rr .. -:; 

l. Median le: escrito presentado ante el ,Juzgado 5< Civil del Circuito de 
Ncivl' (Huila}. la sociedad aocloname !>ollcl!a el amparo constitucional de los 
dcn:du.x:s consagrados en los articulo"! 15, 25 y 29 de la Carta Politica. su-
vue<~l<luu:nle vulnerados por la enti<llll'l f\úhlic" accionada . · 

Con la petición de amparo en referencia . In a r.clonanl" ¡>r .. ~ende que la 
DlrecctOn Nacional de EstupefaCientes. con sede «n '""" ciudad y •·epresenta­
da por Tvnnn¡, Akalá Ar"'valo. suspenda la ejecución do: las Resoluciones nu­
mero:<~ 02Rf\ y 0287 ele 24 de febrero de 1991:!, cümo f.;¡mblén la resolución 
numero 0554 de 9 dP. junio del lDismo año, m<:<lianl.o: la$ cuales se anuló 
unllatcralm~nt;, el <:ertilicado de cro-encla de lrúomms por l,rlíl\co de estupefa­
ciente" número 1389 de 14 dejWllo de 1995, ,.¡g,.nle ha~ta el14 dejunlo del 
2000, y'"' absluvo de e.'q>edlr loe cerllflcados atinentes a carencia de !rúor­
"'"" por t.ráfico de estupefacientes requeridos p<>T<> trrunltar ante la Unidad 
AdmlnL'ltrativa Especial de la Acron:l.u tka Ci,.¡¡_ lo conceroJent e con la ceslóJl 
de cuotas efecruada, la compraventa de la acrona..-e de matrlcula IIK 1781E, 
el cambio de denominación sucial ck la ~mpresa. el ingreSO de n uevos socios, 
d pmnl~o de operación de las piStas de ''OuamilD"'. "Sau Diego· y "El umouar•. 
y cr.rnllrrnar las Resoluciones m)rueros 0'..1.86 y 0287 pn:c:ll'>\das. 
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En subsidio de lo anterior. solicitó amparar el dci·r.cho fundam<:ntal al 
debido proceso. ordenando al organismo accionado suspender la cj<x:ución de 
las rr.:;nlu<:ioin:s señaladas, <:xprc»anclu los motivos reales que motivaron su 
expedición. 

Todo lo anterior con apoyo en los fundrunenlu" fá<:lil:o" liU" rdaciona·en 
su libelo.· · · 

2. Mediante proveido con data del24 de Julio de 1998, t:l Ju;,;gado S• Civil 
del Circuito de Netva· (1 Julia). se declaró lnC'.ompetente para conocer del ampa­
ro impetrado y ordenó remil ir las <liligP.n<ias ro In~, Jucr.t:s C:lvlles del Circuito 
de Samafe de flogota, consirlP.nmrlo que ru., a 11í <inncle ~e ~ur.edteron los he­
chos denunciados r.:omo C{mslihol ivos ele la violación de lo.~ derechos funda­
mentales cnya protección d•••n:mola 1,. ¡,nllclarl ar:clnnante y. donde tte~e su 
sede la Dire<:c:ión Nac:ional ti., EstupcJactentcs. acusada de la vulneración [tl. 
45, c-1). 

::!. !!!Juzgado 25 CM! del Circuito de Sanl·a!P. rlP. Bogolá. al que le fueron 
repartidas las diligencias. mer.liantP. ;mto r!P. ~ rle agos\.o de 1998 se abstuvo, 
por su parte, ele avocar el conocimiento del asunto. provocando el conflicto 
n .. gal.ivo de cmnpctcncia y ordenando remitir el expediente a la Corte Consti­

. Lnc:ional par .. que se resolviera lo conducente. señalando como fimdamento 
de su del.enninadon que la Dirección 1'\a.ciona.l tle Estupefacientes. es llll 
organismo estatal con competencia Cll todo el terrttorto nacional. por lo que 
su;. dec:isiones 1>ueden ser cuestionadas por via de tutela, ante cualquier 
autoridad judicial del país, !:'eg(n'llo sostenido por la Corte Constitucional en 
fallo que al eleclo Lrae. a colac:i(>n Uls. 48-49,c:. ib.}. 

4. La Corlí: Constituclonal, por provcido de 19 de agosto ultimo, decidió 
remil.ir .,1 "-"P"dienl.e a esta Corporoc-ic\n, considerando que sólo le illclUnbe 
resolver conmd.<>s ele eompeleno;ia "" mal.eria de tutela, cuando estos se sus­
citan entre jut'!ces o bibunal~.s que no Uen~n un supaior cotnún, n1as no en 
<:ows <:om<> el presenl . ., en que los .Ju~.ga.dos en conflicto son Civiles del Cir­
cuito de dk<l.íntns dísl.ril.us judic:iales, puesto que su superior comun es la 
Corl.<: Suprema de Justicia, en su Sala de Casación CM! y .llgral"ia {fla. 70-74, 
c.ili.). · 

CoNS!DElt'ICJCNEG 

l. En virl.ud d~ lo clíspuc:sl<> en cla.-1.·18 de la ley 270 de i996 -Esl.atut>ori" 
de la Admintsl.ración rlc Jusl.ida-, '"'"" Corpor-dciún es la U;nnHdH " dinm;T el 
confliclo nq¡aüvo de compcl.cncia ~uscila<l<>, dado que el mismo se gcpcra por 
ellactor territorial y entre. dos juzgados pcrt.cnecient.es a di :o; Unto distrtto Judi­
cial, como lo son el s• Civil del Circuito de Neiva (Huila) y su homólogo 25 de 
Sanl.alc de Bogo lA. 

2. En .punto de competencia territorial para conocer de las acciones de 
tutela, el artículo 37 del Decrcto-L<:y 2591 de 1991 establece que lo son a 
pn:v(inc:i6n, <::n prim<.~ra in~~.ancia, .. lo~ jueces o tribuna le~ con jurtsdicctón en 
el lu~ar donde ocurriere la viola_clón o amenaza que nioUvan:n la presenta-



2~----------------~A~C~C~l~O~N~D~E~T~U~T~E~I~A~--------~N~ú~m~er~o~24~~ 

ción de 1" solicttud", salvo que se dilila contra la prensa y los demás medios 
de comunicación, en cuyo caso su conodmicnl.o con-esponde privativamente 
a los Jueces del circuito del lugar. 

De acuerdo con lo anterior, nn "e remite a duda que cuando la amena1.a o 
violación de los derechos fundamentales cuya pmtecclón se reclama, acaece 
en lugares en que tengan.jwisdicclón distintos jueces o tribunale•, l.odos 
ellos serian competentes pma avocat d <:c;uudmi<:nlo Üt' la aceión. En tales 
condiciones. lc1. elección entre los vartos funcionarios corresponde al actor y. 
por ende, una v~ que este ha optado por uno de ellos. la competencia qu~da­
rá deftnlttvamente r-adicada en el despacho escogido. 

3. En relación con la competencia para conocer dt: ar.r.ton~s dP. tutela 
inStauradas para la protección dt: los dereehos fundamentales amenazados o 
vulnerados por funcionarios u organismos que ejercen autoridad en todo el 
lerritorio nacional, la .lurl.sprudenda "entada tanto por la Corte Constitucio­
nal como por esta Corporación, ha sido reiterativa en cuanto a que. dada la 
rMiin de ser de la refe11da acción, en cualquiP.r parte del tenitorto colombiano 
s:e pueden demandar los actos u omisiones de es las entidades, sin considera­
ción al sitio donde se hubiere expedido el ad(>. ;:odministrativo que dio ortge11 a 
la supuesta amenaza o vulneración de los menctonadCJs derechos, sin que 
pueda allrn~>~r.;c que en tales caso• delx\ coincidir ese lugar r.on aquel en que 
aquella realmente se haya concretado, o que para .impetrar la acción de tute­
la el acclonantc deba t.r:J.sl:•darse a la ciudad donde esté •·adlcada la. sede 
principal del accionado. 

4. Acorde con lo preanotado, es el Jue1. 5" Civil del Circuito de Neiva (Hui­
la), el competente para conocer del ampaTO con'>litucional suplicado por el 
acclonante y. asilo dlspondrti la Sala, sin lugar a otras consideraciones .. 

En mériU> de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casac:ión 
Civil y Agraria, 

Rllst..nVE 

Primero: Declarar que el Juzgado 5"· CM! del Circuit.o de Neiva ]Huila), es 
el competente par3 conocer de la acción de tutela promovida por la sociedad 
denominada Trabq¡os Especiales Agricolas, S. A., 'TEA S.A.·. en frente rle ln 
Din<cx:ión Nacional de Estupefacientes. 

Segundo: Remitir el exp•rliente al citado despacho judicial y hacerle saber 
lo asi dccldido al ,Ju>.gado 25 Civil del Circuito de Santafé de Bogotá. 

Cópiese. notlfiquese y cumplasc. 

J01ge Santos Ballesteros, Niro!iJs Becllam S!martoos, Jor_q•~ Ant.Qrli(l Ca.•tillo 
Rugeles, Carlos EstebwtJararnlUo Sch!oss, Pedro Lajoní Piarret'ltl, Jasé Pernan· 
do Ramírcz Gómcz, Rafael Romero Sierra. 



Dli!:LU:C:H!O AL 'lmJI!JBA.JO, ~CHCllllml!)P.IIIEOI!Al8Lll!:: La dc:sviltc:ulaclón 
laboral producida por una reestructuración administrativa no tiene la con­
nÓT.<ll~iún capa7. para generar una situación de dano grave o Irreparable 1 
lli!II&DRO llli~ Dl!:\11!!-'lM.JI.llDICJUU., ~10 'Jl1rui.NSil1l'ORllO: La procf'.den­
c:ta del amparo como mcc:anismo tra ns1tor1o a pesar de ~.Jdstlr medios de de­
f~nsa .Jucllr.lal (C:ortc C:on~tltuclonal Sll 039 DE Ul!l7) está supeditada a la 
extsr.enc\a ele pl'!rju\c\nq lrrcprtra hlf:s. !.;o demora de los procesos laborales no 
es argumento valido para desestimar este medio de defensn judlclnl. 

Corte Stiprt.mlrl de ,JustiCia -Sala de Ca.~aclón Civil !! Agraria· Santafe de 
Bogota. D. C., veintidós (22) de scptlcmhrc c1e mn nov~clentos noventa y ocho 
(1998). 

Magtstrado Ponente; Dr. Rqfae!Romero .S!eiTa 

Ref.: Expediente No. 5355 

Dt::ddc:;c la im]mgnación lonnulada por Guillermo Gondllel.An:ila, Cé:;ar 
· Augu~Lo bsorio Hlnt:aPié, Héclor Slerly Barrelo Pulido, Luz Derly Mosqueru 
&unirez, Jose Fausto de la Cmz Jojoa, MaJ.'tha Cec!l1a Hojas Mora, Ltll.ana 
Patrtcla Sarmiento Hodriguez, Freddy Art~l Peña Montoya, Angela :\1aria Belb'áll 
Son-ero, 1\na 1\licla Vélez Vlnasco, Sandra Ullan Mw1llo Toledo, Blanca Stella 
.Montealegre Morales. Naty Llllana ValenCia Londoño, Norbely Solórzano Cas­
taño, Leon,-udo Peña Montoya, Diego Cardona Herrera. Gustavo Cepeda Avlla, 
Bibiana Hemández Porras, ~-anny Rublo Gaitail, Sandra Lorena .1\gudelo 
Hodriguez, J\na Milena Forero Patlño y Adrtana M llena León Jtménez, contra 
el fallo del12 de agosto de 1998, profertdo por el Tribunal Superior -Sala Civil 
Familia- del Distrito Judicial de 1\nnenia, en el trámite de la tutela promovida 
por Jos impugnan tes contra el Alcalde Municipal de Calarca (Qutndio). 

T. A.>1TEC3:Di.NTES 

L Los acclonantes en mención presen1>1ron <Jt:dón d" lut.ela, (:omo mec'l· 
lllsmo transitorio; contra la autoridad publit:a relerida, pidienrlu la pmt.er..:ión 
de los derechos a la dl,¡nidad hLunana. el trab"!jO. el debido proceso adminis­
trativo, la Igualdad y la vtda. Para su protección piden que se ord~nc la 
inaplicación temporal de los Decretos. Municipales 057. 05!!. 05Y. 060. 061. 
062. 063 y.064 de mayo·del presente af1o. y en consecuencia,' se les te.nga 
c:nmn nQ cte:-;vin~u lacio.'-; cte sus resp~ctivos puestos. de trabajo en eJ ente mu­
nlr.IJ>al y con dr.recho 3 toc1ns los emnlum~t.ns y pre~L ... ,r.ion~s. mient.r:1~ s~ 
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decide la controversia que simultáneamente han planteado por la via conkn­
cioso administrativa. 

2. Basan su pedimento en \u qut: rseguidamente se sintetiza: 

a) que d 29 de mayo del prc:;en l.e año el accionado le.s comunlcó la 
lnsubsio;tenda de Jos cargu::; que ocupaban en el municipio de Calarcá. poT 
supresión de Jos rni:,;noo:;, con fundamento en la reestructuración admtrustra­
tlva adoptada por mt-dio de los d~crct.()!;l antes citados, por cuya \'irlud queda­
ron n;Limdos Inmediatamente o al regreso de sus licencias o vacaciones. 
quedimdoles únicamente la alternativa de aceptar una lndemnl7.adón o un 
eventual reintegro al cabo de seis mesC'.'<, y P.llo a pP.sar de que no extste pnle­
ba sulkienle de la expedición y l" ohlicación del Decrelo 064 en la fecha Indi­
cada; 

h) '1"" P.l accionado. luego de recibir sus respuestas con expresiones de 
Inconformiolmt por la falta de oportluoldai:les l'"m impt¡gnar las actuaciones, 
les inclid'o en nu..,-o comunicado que la de>wim:ulación COlTespondia a la su­
presión ele: ""rgo.• por reestn1cturaclón técnica. Lralandn de corregir asi la 
presuntfl ln~Ub-"iStent'ia; 

e) que las deeMnculacion"" son irregulares por falta de las exigencia!'> 
previstas l:n la ley pam ejeeullile un act.o admlnlst.rat.h>n '1""' modifica o Qldin­
gu'c siluaeiones particulares, además d(: la impruvism::ión del alcalde al ejer­
oer las factdtades pro lempore que le concedió ~1 Con .. ,jn Munidpal por medio 
del acu~do 005 del :!.S de febrero dt~ 1991! 1"'"' 1" reestrucmración de la 
ad~Lración, la que debia hacerse previos los ""'' udio~;o técnicos requeri­
dos, Jos cuales no fuel'on conocidos por dll)s; 

d) que la administración municipal no Mt~ndP.río pmnl n la indemnización 
de qu¡t'.nt:S se vieron obligados a ilceprflrla. puesto qu" nn contaba con la 
disponibilidad presupuesta! exigida JlOr <'<1 M1.. 16 del Decreto 1223 de 1993. 
viciándose asilos aoticulos2. 1,'; y 71 del Decreto 111 de 1996, arlemils de que 
el producto directo y arhitmrin de las actuacione8 en cuestión es el desem­
pleo de ellos y sus cons.ecuen<:ias, nn obstante que el municipio tenia aproba­
do el presupuesto para es~ "ño, incluyendo las obligaciones laborales de sus 
cargos. 

3. Dice la autoridad a.ccl.onada en sus clescargns q\le e,;.ta acción es im­
prm:P.dP.nt·e por tratarse de un asunto de la jurlstlicct<in clml.encioso adminis­
r.rnl iva, donde se puede pedir la suspensión provisional; además de que Jos 
actos adrninistratl\'OS que e."!Jidló tienen r"spaltlo t:on!:llil.ucional y legal, por­
que de acuerdo c.on los art.~. :na-ti y a 15-4 d" la Consl.ilución, los concejos y 
Jos alcaldes tienen compt;tenci". respP.cl.ivamente, para establecer la estruc­
tura de la administración municipal y suprimir Jos cargos que sean del caso, 
y la reforma administrativa "" li:mna li:t<'l a través de actos admtrustratl\'OS 
generales. 

Sen" l;o que la publicación ele los actos se hl2.o a travo;s de copias enviadas 
"lns fun<:ion;¡rir.os encargados de cumpllr con lo dispuesto en los 1nismos: y la 
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rcfonna administrativa en si se dio <:un l»tS<' en le.>.~ principios de la aulonumía 
l<x;al; pre1.'alencla delintetés l(.:ncral wbre el parlicular, elecü•itlatl del dere­
cho sustancial. l'" rnplimienlo de los deberes generales del Estado y 
d!screclonalldacl de la administración publica, luego de un análisis Interno y 
en consldemción a la efkacia y ~fklcnc.la. Agrf>.ga r¡n"' P.xi¡:;t..,la rlis¡>nnihilirlad 
presupuesta!. atmquc la arlminislración, como bien deben conocerlo los 
at'ctonantes. tiene un procedimiento que es necesario agotar. 

U. ELFALLDDELTRlnu:-w. 

El Tribunal. despucs de ref.,rin;e a algunas caracteri,:,t.icas de la tutela, 
de,..;iende al tema de esta acelón, enconlram:ln que no está llamada a prospe­
rar por dirigirse contra actos de canicl.er impersonal y abstrncto, pues las 
disposiciones acusadas hacen refcrcm:ia. a. la adopc:ión de la e,.l.rpdura ad· 
ministrath., del municipio de Calarcá, las funciones admini~l.r.¡t.ivas de las 
dcpendem:i"s municipales, el establecimiento del sistema de nomenclalum y 
clasificación de Jos empleos, las funciones generaleS: de los empleos. las esc"­
Jas de rcmunenu.ión y la pla!ita de personal: y si bien los Dccrclo" 063 y 061 
no son de carácter general por referirse " la desvinculación de unas perso­
nas, " ... tampoco procede la tut.el" all.ene~ los afectados en sus derechos fun­
damentales la acción contencioso administrativa para discutir su validez y 
sustento juridlco. • 

A etml:inuactón el sentenciador se aplica a atludr t¡uc los dcn:dms invo· 
cados no .>«.: vulnimm con la reestructuración de la administración munici­
pal, porque l:>ola se basa en las norntaS const!tuclonalcs y Jcgal.es pertinenltlS; 
y anota quet'Omo en el presente·c,.so lo~ pMI~Ion:lriOs init:iaTOn la correspon­
diente acción ante la jul19dlcclr\n •~•mi ent:ir.<-,.t.> administrativa, que es la que 
debe <l.,r.idir ,;obt·e la c.ontroyersta inslauradu y la suspensión prm.isional, 
desap;n'f.!ce el objeto de la tutela. 

En cuanto al peljuic:io irremediable, apunta el tallador que no se reúnen 
los reqLlisltos jurispnodenciales sobre su ocurrencia. 

De ese modo, niega 1a protccciún constitucional solicitada. 

In. l..~hlf'UC"oi\C;O~ 

Dicen los accionantes, al atac:ar d fallo anles re:oeñado. que'no es cierto 
que un acto que suptlm" urll>!j empleos sea de carácter general ya que en 
co;u::; casus siempre hay unos Interesados y alectados directos, respecto de los 
cuak::; ose mod11lcan, crean o extinguen ::;iluaciones particular~ y concretas. 
de Lal suerte que se desconoció 1~ P'"ición que sobre estos aspectos ha adop· 
lado el Consejo de Estado: nrlemiis rlP. confi.mdh· la lnapllcadón de los actos 
(."On la suspensión. 

Manlftestan que se C:<¡uiv<M:;o el tribunal cuando considera que 1a accii>n 
contencioso administrativa put~d.: e><r.htir ¡,pro lección t~ans1t011a de la tute­
la. ya qn" .:nnl.radicP.los argumentos de la scntcnda SU-039 de 1997, y des­
conoce·qu~ 1(1 qn.,ridn 'pnr el legl.sla.clor con lo previsto en el aTI.kulo 8 del 
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Dec;re\o259l de 1991 fueestablecerunremediol.empom\, sin lenerquesu < 
1\ir la¡¡ consecuencias de una lar~a es pero. en el juicio ord1n<uio. 

Añaden que no existen causales de lmproced•~nci¡¡ de cala tutela, debido 
« que los pe1juicios 11-remedlables son oslt:nsiblcs; y el fallo coloca al hombre 
de último frente a la crmg•:sl.ión judicial, porque los derechos fund~nentales 
invocados quedan su:;pcndidos ti·ente a los desesperantes e .l.merminables 
Juicios c:omuncs. 

IV. C(JNScfJF!ICACrovcr,s 

l. Surge del c:on:.pendlo prec.edent~ .t'JU~ ·~n ~sta qu~rP.lla consr.irncion"l, 
los accionantes pretenden que por f•sl a ""'·'epcional y sub~;oidimia via se orde­
ne a la admlnlstra~il\n municipal de <::alarca que proceda a lnapllcar tmos 
actos administrativos, por medio de los cuales se realizó una reestructura­
ción adminislr.r\jva, que incluyó la supresión y consecuente t.lcsvim:ulaciún 
de los <:argos que ellos allí ocupaban; y que; consecucncialmcmte, se les l.enga 
como no ck:~'Vinculado,;, con de1·echo a sue sal~los y prestaciones, hasta l;.m­

to !le decida la controven<ia r.i:mtencioso admllústratlv:i que simultáneamen­
te han planteado para re\1s"r 1" p1'f'.SUilta legalidad de dichos actos. 

2. No es nuevo aflrru..-u-que la Consr.ir.ur.iún de 1991 consagró en su canon 
861."1. acción de tute\" P'""' qu(' todtt pt:rsona pueda reclamar nnte los jueces, 
en cualqulcr momento y Jugar, "la protección inmediata de sus derechoa cons­
titucionales fundumen\.nles", cuandG éstos puedan resultar vul.neradog o 
amenazado,. por la acr.ión u omisión de una autortdad publica, y en ciertos 
<:~sos tk los particulares, acción que sólo procede cuando el afectado "no 
disptml(a de ot.ro medio de defensa judicial-, salvo que la utilice coJuo ru.:ca­
nismo l:nmsi l.orio y para evitar mi perjuicio i.tTemedlable. 

Herramienta pmtt:d.ur" •k lu:j dc~chos. bá~ioos que es eminentemente 
subsldla•·Ja pol'c¡ue ..... nu h¡¡ :,~i<lu con>Sagnulu. para provocar la Iniciación de 
pm<:eoos all<:rnalivos u :suslilutivos de los ordl.nartos, o especiales, n1 para 
modificar las reglas que lijan los diven;os ambitos de competencia de los jue­
ces ... •. y que además uene la caracteristic.a de la inmediatez, puesto que se 
trata de un mccanl,.rno urg.,n1" p;on•la erecuv:idad concreta y actual del dere­
c.ho ohj~to d~ viola~ión o ;nnena.r.« 1• 

3. Tambien es necesario reiterar la Jtuisp.rudcncia de la Sala en "uanl.o 
que la tutela ..... porregla general ... n.o- procede contra actog, adml.nlstrativos., 
como quiera que en la legtSiación positiva existen medios de defensa judicial 
contra éstos, lo que Indica que solamente cabria la acción de tutela en el caso 
de demostrarse la inexistencia de otro medio dc.d,efensa por cll.ntcrcsado ... "2 • 

ctiterio que Igualmente ha pre~onado la Corte Constitucional d"sd" su pri­
mera sentencla3 , pues ha sostenido de manera general la improL-cdcncio de 

1 Corte CvnstilucWuaL ScnlcncJu T ·01 de 1~ )!)2. 
?. &nt(';ll(':l.(l rieJ 17 d~ t~!)rel'& dt: 1992. tllln: otto~ r~os. 
:l T-01 üco: 19$)2, y~ ,:·.l~tboJ. 
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::. la tutela conlra los actos admilústratlvos, porque ello lmpllcaria la usu¡·pa­
ción de las competencias del juez contenciosu >~.dmlnlstl·atlvo, unlca autori­
dad judicial que en la órbita de stJS raculll:ldcs puede suspenderlus u anuJar)o,¡. 

4. Fijado el anterior Jua•·cu cum:eptual y no estando en duda la 
fundamentalldad de Jos d~echos invocados. aflora de Inmediato la lmpror.~­
dencla de e,;ta solicitud, por ser palmar que los Dr.r.rr.tns 057, 058. Ofi9, 060, 
061, 062, 063, 064 de 1 !J9H. ~xp~rlldiJ.~ prtr ht Alf.:¡tldía "VIunicipal "" Cal;m:f> y 
cuya inaplicación ar¡ui ~pille en pos de un restablec1m1ento laboral transl­
torto, son paqihle~ de las acciones correspondientes ante la jurisdicción con­
r.encioso administrativa: mec.anlsmos idóneos para la defensa de los derechos 
de los actores, que ya están en curso, !l><,t,'Ún ellos lo afirman y·,.., acredil.ó en 
estas sumarias, y a traves de Jos cuales deben.dlscutlrsc en definitiva los 
cargos relerenlt:s a si dichos actos son de carácter general o particu.l:ar, s.i 

fueron expedidos y publicados debld3lllente y. en general. si se aju"lan o no a 
las normas respectivas, pues tales tópicos son del exclusivo resorte funcional 
del aludido ju<'.z, que no puede ser invadido por lajutisdlcclón constitucional, 
ya que la ·competencia de é"ta, segiln vl"n" rle verse, se clrcunsc•1be a frenar 
los agravios a los derechos card;pales c:uandono haya otra lom1a de resguar­
dojudicial, salvo que habiendo esta, '>ea urgente prevenir un daño irremedia­
ble mientras se resuelve el respectivo litigio común o especial. 

Y si bien es cierto que la doctrtna constitucional en e~ fallo SU .039 de 
1997 admibó que la tutela procede como mecanismo tran.si\.orio aun cuando 
"1 inl.ere$ndo disponga de la acción contt:ndosu administrativa, o aun a pesar 
de que la suspensión provi9ional se le haya negado en el respectJvo proceso, 
trátase de un concepto que no debe entenderse en f01ma amplia, sino restrin­
gida a lo-~ casos en que las modida"' protectoras de los derechos fundamenta­
les por ~!juez constitucional aseguren su goce y vlgenda frente a vulne.-ao::iout:s 
o amenazas que requieran una "oluclón de ·• ... extrema urgencia, para evil.ar 
perjuicios o situaciones irreparables"; porque de ac.ue.rdo con la misma Ccm" 
Constitucional, esta a::r.ión no-es para sustituir los otros medios de defensa 
judicial. ni es objetivo de la justicia constltuclonal.tonuu: el lugar de ias de­
más jurisdicciones a travi:s tlt: una extensión Ilimitado"\ de la tutela. de tal 
suerte que no es de recibo d argumcnlo atinente a la demora de los procesos 
laborales, ya que adm.ltit • ... una fundumentación.de este tenor lmplicSI'ia en 
la práctica el desconodmienl.o l.anlo d~ la existencia de otros rnecanJgmos 
judiciales oomo de las d~ás .JurlsdiccioJ;les .. • . 

5. Mí re,;.: adtmiás que en las acciones Iniciadas por los petentes a la par 
con esta tutela, se ha solicitado la suspensión prm.;sional de las decisiones 
locales antes mencionadas. medida cautelar prevista por el Código Crmr.,n­
c:itl>l.O Administrativo contra los actos admlnisl.ral.ivo~ dP. contenido g~neral o 
particular, Siempre que se cumplan ciertos rcquisirns (arl". 152 y ss.), y que . 

. -··· 
4 Scmencla ·1 ·119 deJ J J LJe nuoJrzo r1t': 19~l7. 
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lndcpcndicnt:c:mcntc de la fonna como sea decidida, es suficiente pa-ra los 
ftnes pereeguidos por aquellos; sin que sea necesaria la intervención del juez 
de tutela toda vez el supuesto per1u1c1o Irremediable que alegan esta huerfa­
no del mas minlmo Indicio en los autos, puc:s la desVinculación laborlill produ­
cida objetivamente por una n:C:'::olruduración adnoinio;lraliva, no l.it:nt: l" 
connotación capaz para generar una situación de daño grave o irreparable, 
actual o inminente, de los derechos superiores que deba ser solucionada con 
las medidas urgentes o lmpn.~tP.rgahl~s propiAs cir. ~sta h~n-amienta constitu­
cional. 

Por eso la Corte Constitucional en la sentencia T ·301 de 1997 -reiteró una 
ve;,; más que " ... las pretensiones de carácter laboral, cuando no se configuran 
situaciones extremas que amerttan excepclón, deben tener curso ordinario ... " 
en los respectivos tribunales. • ... con sujeción a los proced;mientos de esta 
misma nal:urale:,:a, lo cuallmpl1ca. en ténnlnos del articulo 86 de la Constttu· 
clón, que la acción de tutela e~ entonces imp-rocedente .. :·. 

6. Finalmente, tampoco puede ser de buen recibo la tesis referente a que 
la eventual demora de las acdones comunes o especiales suspende la vtgen· 
cla de los derechos fundamentales. ya que con semejante argumento habria 
que admitir que la mayor pan e de los litigios del país se ventllanm por este 
excepcional inslnlmento, lo que, como se deló sentado. Implicarla el desamo­
clnúento t.lc .;,;o:; !J\ru:; mcc.lio:; d~ llell:nsajudicial. imlutlablemenlc apto>; para 
verotilac las diferenlcs cuntrovcn;ias que se "'enenon <.<n la wci~uad, e iria t:n 
de,.medru de la compelentia lle las demás jurisdicciones para resolver los 
Utigios que el ordenjuridico les ha asignado. creándose de paso un caos des· 
comunal en el nonnal funcionamiento de la administración de justicia. 

De esa manera. f:s tem11nanre la carcm"Ja de fundan1cnto del amparo cons­
r.ltuclonal subjudlce. 

7. l!:ntonces, con las precisiones antes expuestas. emana la confirmación 
del fallo Impugnado. 

V. DECISIÓN 

Con base en lo .-.xpuestu. la Curle Supn:ma Lit: Justicia. Sala de: Casaciún 
Civil y Agraria. admlnlsuando justicia en nombre de la Republlca y por auto­
rtdad de la ley. Confirma el fallo de fecha y procedencia preanotadas. 

Comuniquese esta decisión a las partes mediante telegrama y remítanse 
los autos a la Corte Constitucional para la eve!'ltual re~isión. 

Jorge San ros Rctllestm-o,:;, 1\'üY>itíS Re.~:lvun Simanc.a.~,. ToT{}f! Ant.onin Ca.~rilll> 
Ruge~s. Carlos Esleban Joromillo Scllloss, Pf<tlro T.ajont Plrmettn, ,José FP.man­
do Ramírez Gómez, Rafael Romero Sierra. 
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CAJilliJC.'lJMJ> Allll%!llmlS1l'IM.mr.A. llllll!:ia:IDO IPJROOE!!O ID:i!: Jl.l;.JWil.!lliNil!O'Il':lU~­
CHCN: Los causahabientes tienen derecho a Impugnar el acto que decreta la 
caducidad a.dmini,.t.rat.iva en contratos celebrados por el de ct¡Jus con la ad­
ministración. Vulneró el derecho la autoridad accionada que no dio trámite a 
Jos recursos inl.erpueslos por aquellos. 

Corle Suprema de Jttsticia .Sala de Casación Ciui1 y Agraria· Santafé de 
Bogotá, D. C., veintidós l22) de septlt:mbrc de nti1 nDVcctentos noventa y ocho 
ll9!18). 

Magistrado Ponente: Dr. Jose Fernando Ramírez r.óm~<z 

Ref.: E.'Q>edicntc No. 5356 

Decide ia Sala de .Casación Civil y Agrana rlr. lB Cr>t"T-"' Supn:>.rna de Ju>;;ti· 
lia la impugnación fonnuJada por eJ ar.r.ionanl-"' <:Oni.Ta el rallo del 21 d"' agos• 
to ele 1998, pronw1clado por el Tr.lhunal Sup;,rinr d~l Oistnto Judicial de 
Santafé de Bogotá, Sala CIV11, d;,nr.ro de la Ac.Ci6n de 1\ttela promovida por 
Luis Felipe Pruro Marin r.onl.r"' d ln.<W.wo f.lisllilal para la ReCTeación y el De· 
JlOlD"(I.D.R.D.). . 

A'IIECEDENJES 

El dudadano Luis F"'Jipe P:irra M•uin, obrando en su propio nombre, soli 
citó del Tribunal Superior del Distrito Judicial de S.·mt<>fé de Bogotá, Sala 
Civil,la protección de sus derechos a lo igu" ldad y debido proceso, consagra­
dos con el rango de fundamentales por lo" art.s. 13 y 29 de la C.P .. los cuales 
considera vulnerados por cl ente. acciollallo con·ncasión de los hechos que 
narró y se compendian a.si: 

l. Es hijo legitimo de Felipe Antonio Parra Alvarado, fallecido en esta ciu­
dad el25 de septiembre de 1996. quien m Vida recibió en arrendamiento del 
Fondo de Inmuebles Nacionales. el predio situado en la intersección de la 
Avenida 63 con transversal48 del Distrito Capital. mediante contrato No. 427 
dd989. 

2. El arrendador cedió el contrato al Disl.rito Capital de Santafe de Bogotá 
y a la Procuraduría de Bienes del mismo disl.rito, contnoto que se encuentra 
J.tnpugmulo ante el Trtbunal Contencioso Administrativo de Cundinamarea, 
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por demanda inst.1.urada por el aiTendatarto contra el Distrito Capital de 
Santafe de Bogota y la Procuraduría de Bienes del Disl.rito. 

3. Carecie11do de competencia y en una claro """'l'a~ir'lfl rl~ fun~iones. la 
Directora de la institución accionada prot\rtó las resoluciOToes 00364 y 00419 
del 1 O de junio y 22 de julio de 1998, respectivamente, mediante las cuales 
declaró una t:aducidad administrativa, re•:ha:>.i> Jos recursos de reposición y 
apelación interpuestos por e.J accionan te y modillcó la parte conslderativa de 
la proferida en primer lugar, decisiones cuyo propósito es obtem:r la restitu­
ción del inmueble ttrn:ndado, • ... cuand" ni siquiera existe documento algu­
no, ni tampoco se notificó confonne a derecho, cesión del contrato por pa~1e 
del Distrito Capital y la Procuraduria de Bienes del Distrito, arrendadores del 
inmueble del que acluahncnte estoy en ten~ncia en calidad de causallabiente 
del de cujus, Felipe Antonio Parra .Alv.arado". 

4. Los recursos Interpuestos contra la resoluci(m 00364 no fur:ron tenidos 
en cuenta y ni siquiera se reconoció personen•• al <lp<>dcrado del actor. La 
resolución 00419 igualmente se Impugnó por vía de reposición, ".:. pero inex­
pllcablemente el :nstituto ntstrltal para la Recreat:ión y el Deporte 
(I.D.RD.), guardó silencio, manifel<tando que dicha resolución se encontraba 
t>Jecutorlada, pero eomo ya mencioné, .;in n:ft:rirsc en ninglln sentido al re­
curso interpuesto.· 

5. Las re<soluciones cuestionadas constituyen vías de ht:cho p.uE:s carecen 
de fundamento legal y obedecen a la voluntad subjeUva de 1" Directora del 
Instituto accionado. Como consecuencia de lo decidido en ellns, no se le escu­
chó en su calidad de heredero del arrendatarto y se le vedó el ejercicio de su 
derecho de delensa. al no i.<--ncr en cuenta los recursos interpuestos. 

Luego de compendiar ht argumentación facttca e.-q¡uesta e.n el libelo de 
tutela y lo manitestado por el ente ac<:ionado en tomo a la conducta que se le 
endllga, se refiere el tribunal a la naturaleza de la acción incoada, destacan· 
do sus caracteres esenciales, delimitando enseguida el contenido y alcance 
del derecllo al debido procesO. 

A continuación aborda el axamen del asunto puesto a su con:sider-<~Ción 
analizando la actuación adelan1~~da para declarar la caducidad administ.r.l­
tiva del contrato de aJTencl<omiento al cual alude el peticionarlo, sin vislum­
brar el menoscabo del derecho .:uya tutela se reclama, pues considera que 
" ... la aplicación de la cláusula de t:aducidad es facultad o prerrogativa que 
otor¡¡a la ley a los entes estatales en In• contratos admlnlstrati\'Os, y si su 
aplica<:ión en el caso concreto iilere ilegal, no es por via de tutela que debe 
atacan;e tli<.:hv ad.u administrativo, dado el carácter TCSidnal de este meca­
ru:;mo, que :;ólu procede cuando no existan otrns vi as _iudidalcs, o;ino median­
te la correspcmdknt.e acción de nulidad y restablecimiento del dc·n:cho. ante 
.lajurisdie<:ión de io Contencloso.Admlnlstralivo, en la cual tic sc::r llu~nlflesta­
mente ilt:gal el acto bnpugnado, procede la suspcu¡,¡ióu illulc::diata •. 
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Fundado en las consideraciones precedentes nle~a eÚrnparo peticionado. 

J...\ J MM JG:'<M'.lOf\ 

Tnt,nnlorme con dich:a detennlnacion el aécionanle '"impugnó a~lararido 
que la trans¡¡resión del da:echo Invocado no se deriva de la aplicadóÍlcert.-.ra 
o desatinada de las caus:ll"s pur las cuales el arrendado.- podía dar por ter­
minado el contrato de arrendamiento mencionado, sino de la form;t >Jrbilraria 
c.omo se le desconoció su condición dl!l <~ausahabien,te del arrendatario y su 
lnteres pru·a recurrir tal dctcnninaciún. 

Agrega que en \1da el arrcndaiario impugnó el contrato, correspondiendo 
a sus causahabientes asumir dicha controversia, de confonnldad con lo esta· 
blectdo por~¡ art. 87 del C.C.A., acotando que las resoluc.tones atacadas de· 
jm") sin piso el trámite jurisdiccional promo\ido·por el causante con el p1·opósiln 
indh:ado. 

CoNSI'DERo\CJO~ 

l. La •ulneraeión de los derechos cuya tutela reclama el actor tiene su 
causa en el rechazo de los recut·sos inteq:.uestos conu·a las •·esoluciones pro· 
rerldas po.- la lns>;ttuclón accl.o.nada en el n·amite su• tido pat·a deo::lat·ar la 
caducidad adminls:ll'ativa dd conuaw de a.rn::mhilllieutu 0427 del24 de agosto 
ele 1989, cdebt•ado eulrt: Felipe Auluui< • Parra y d F\mtlo dt: Trintut:hlt:s :\l•n:iu­
nales dd Minbierio de Obras Püblit:lls y Tr;m,.purlt:. pur nu "sl.:<r lt:gilhmttlu 
para el efecto. 

Ajuit:io del peticionarto, tal decisión vulnera los derechos Invocados. pues 
<".Il su condición de heredero y causal1abtente del atTendatarto tiene derecho 
para conlrove11Jr los actos administratiVos mencionados. 

2. Rt:liriérulo:;<: l:d 1kr<:d1o al debido proceso, ha señalado !u jurlspruden· 
da .:im,.l.ibn:i•m~l l!UC " .. .la ob!:Servant-ja de las norma.s legales que regulan 
un pmt:<:dimil:nl.l>, '""' a•hninislralivo o judicial, es !ndispensabll' para pre­
""rvar t;J dt:n:<:IJO lk lJUit:ne" se ven SUjetos a esos procedlnúentOS 'f SI la 
Añminislración actúa en forma arbilrEirta se produce la vulneración de este 
principio y S<~ mcnos..,aba el clere<:ho dt' los particulares ( ... ) Cuando frente a 
es.a actuación aclminlstrar.IVa los indiViduos euentan con lo:; medios s~cien· 
tes pSl·a ~¡ercer su der~ho de ddimsa y para actuar d~ntro dt'l proceso en 
·procura de la prorección ele sus interese::., no puede decirse que se este incu­
rriendo. por parte dot. tls aut.oridades, en violación alguna al derecho de de­
fensa- (Cortf'! Consr.lt.ucional. St'.nt. T- 114 de 1996). 

3. Como reguJta de la prueba documental in(:orvomda durante el presen-
. te tramite. mediante contrato 0427 del 24 de a~r>sto de 19f\9, Ft:lipP. AnlnniÓ 
Parra recibió en arrendamiento del Fondo de Inmuebles Nrtciconnlt!s tlt!l Mi­
nisterio de Obras PUblicas y Transporte. un lote de terreno ubicado en la 
inr.crst:t~.:iion <le la avenida 63 cun transversal 48 de Santafe de Bogota. con 
un área de 2. 7R 1.57 M 2. c:n las o:on•licir.me~ estipuladas en el documento 
'l.islble a fls. 2\J a 31 del cuaderno prin<'lpal. 
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Enh:q¡ada la admlnlstraclon y maJ"Oejo de los predios en los cuales se en­
l:Ucnlm el lote de te-rreno mencionado. al Instiluto Distrital parn la R~crea­
l:ión y el Deporte. cltcha lnstitutión; mediante resolución 00:'164 d~l 10 ele 
jwúo de 1998. esgrimiendo el im:umplinliento de alguna.~ de lo"' compmmlso~; 
asumidos por d a=nd,1.tario. declaró la caducidad adminislr.J\iva del con­
lrato,. hizo ef~cr.rva k1. sanción cstablecid<.~ en su dáusula décima séptima, 
equlvalcme al lOo/o del valor del mismo y dispuso que de no ser posible 
rl':cmlllarla con la garantí" otorgada por aquel, se ordenaría • ... su cobro a 
tnu:és de Jwi~d.icciim Coactiva•. 

~n escr1tus presentados el a de julio del año en curso. Felipe Parra .Marin, 
asistido de apoderado e Invocando su condl,clón de hen~dero del arrendatario, 
Jalleddo en esta ciudad d 25 de septiembre de 1996, pidió ser notificado de 
dicha decisión y la impugnó con los recursos d~ reposición y apelti~ión, acom­
pañando el r"glstr-o clvU de defunción ud cau•ank Ul,.. 13 a 1.5 c. 1). recursos 
que reiteró en e.;cril-.o recibido por cl .. ccionado el 1::1 de julio ,.¡guicnte [11. 16 
c. 1). 

Mediante resolución No. 00419 de1 22 de julio de 1998. la entidad accio­
nada rechazó los recursos lnterpuest.o::; por el actor, por no haberse presenta­
rln por-·· ... el interesado o su represenhmte o apoderado", pue:; consideró que 
el recurrente carecía de legithnúción para intervenir en E:l trámite adminis­
trativo de cadu<idad del contrato supracltado. por haberse cunsugmdo como 
causal para. la decJ;ml.lorta de caducidad del mismo la muerte del arrcnd:J.ta­
rlo y acae(:ld¡> esta. no transmitirse el contrato o los derechos dmva¡lo~ del 
n1ismo a sus herederos. oondtctoncs en Ja.q cuales cstjmli • ... que no t'.ldsle 
persona 'lile se encuentre legalmente facultada para interponer r~'CUT"'os ::;o­
bre la Resolución No. 00364 del lO de junio de 1998}". 

Adicionalmente dispuso incluir dentro de la parte conslderatlva de la Re­
solución 00361 "' ... Que igualmente es menester que ell.D.RO. decrete la ca­
ducidad a.dminl:;;trativa del contrato, teniendo en cuenta el fallccimicn!JJ 
del arrendal.ario. Felipe .Antonio Parra.l\lvarado- y ordenó rcali2ar los trámi­
tes ncecs .. rio" para obtener la restitución deltrunueble, advirtiendo que con­
tra dicha rc~olución no procedía recurso alguno [fls. 26 a 28). 

En escritos presentado~ el 27 de julio de 1998; el acc!Dnante solicitó de­
clarar la nulidad de Jo actuado l:n d lrámite administrativo adelantado; por 
haberse configurado Jos motivo" de: ntllidad consagrados en Jos muns. 6, 8 y 9 
del art. 140 del C. de P.C. [11•. 18" 22), e interpuso recurso de reposición 
contra la resolución 00419, en cuantu modi!lcó la parte r.:onsiderntiva de la 
t-esolución 00364 ¡:oara Invocar la mu.,rt.: dcl•:onlratisla como causal adicio­
nal para la declara.clón de .:aducidad adminislrativa del convenio [fls. 23 a . 
25). . 

A tales pedimentos dtorespuesra la Director~ dd ente ac<:ionado. en oficio 
27986 del 13 de agosto de 1998, dirigido al "poclerado del actor. en el cual 
pu9o de manifiesto la tnndmislbllldad del recun;o inlerpuc:sl.o contra la -reso­
lución 00419, por las m1smas razones esgrunida:. para n:ch..,-.ar los rocurso" 
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aducidos contra la resolución anterior. En cuanto. a la petición de nulidad 
adujo no estructurarse ·nin~una d.: las <:a u::~¡¡ les invocadas, precisando, en 
relación con la il]debida notificación del acto que declaró la caducidad admi­
nlstrativl:!. del conb·ato, que" ... no ha habido Indebida notificación, en la me­
dida que la única persona que tenia Interés legitimo para controvertir la 
decisión del Instituto 1aJleció" (fls. 34 a 38 c. copias).· 

4. En el contra1.0 de arrendamiento al cual se refieren Jos ad.o>: adminis· 
tratlvos eontrovert.idos por el actor. se facultó al arrendador para declarar la 
caducidad administrativa del mismo, entre otras causas, por la muerte del 
arrendatario -clausula décimo quinta·. Sin embargo,. d" dicha prcri:ogatlva, 
cuyo ejercicio efectivamente apareja la terminación del convenio y la lmposi­
bllldad de continuarlo con sus sucesores, por no e...:istlr acuerdo sobre el par­
licular, no puede seguirse, como lo pretende el accionado. la inexistencia de 
ptorsuna que pueda reclamar contra tal determinación, pues no puede per 
derse de vista que los herederos del ¡u-rendatarlo, le suceden _jwidlcamente y 
ll<:up;m '"' lugar como titular de derechos y sujeto de obligaciones, en tanto 
sean transmisibles. condición· en la c.uru están faCult...-uios par..t cjt:rccr Jos 
derechos ·que le correspondian en el tr~mit<< arJrninistrer.ivo adclantadn para 
hacer efectiva dicha potestad, t:<>mu interponer los recursos legalmente admi· 
9iblcs, por no C9tar cobijatlmt por la intransmlsiblidad que pretende atribuir­
les el >u:<:iun.,do, menos aun cuando a la declaración de caducidad 
admini:ttraLivn el el wnl.rato van aw1ados unos efectos de carácter patrimo· 
nial (sanción del J 0% del valor del con lralo), de Jos cuales van a ser llamados 
a rcspond~:r, m el evento de no hacerse efecli\'Os con la garantía constituida 
por d <:~<usantc, precisamente como sucesores de este en las prestaciones 
n:su!Lanks a su cargo como consecuencia de la tennlnaclón del pacto. 

1\si las cosas. es lrreft·agable que 1 a a u senda del- rcr¡ulslt.o ~x1g1r1o por ~~ 
al't. 52 del C. C.A. alusivo allnt.eres r¡u~ rlr:hr: asistir al ~currP.nt.e, e"gr¡rnirl" 
por el aqcionado coino punral dd ~•~h nzo cit. los r".:ursns in1~''1""'"' o;. por.,¡ 
actor, resulta arbitrarla. ~a rente do: lil ncl;;nn.,ntn y por enrie l~siona su det"e· 
cho fundamental al dt!bidO pro<:CSO, pues mer(:ed a "Jla le <:en:ena sin jU$lifi· 
cación la prerrogativa de ejercer la legitima defensa de los derechos que 
correspondian a qtúen sucede, en la actuación adrninistrotiva -relerida, al 
impedirle utlll2ar los medios puestos a su aleance par¡¡ el ef~clo ind1cado. 

Frente al ante1ior estado de cosa9; es e\1dente la fundabllldad del reclamo 
del ad.o¡· y por ello la tutela pedida se debia dispensar, pues el afectado no 
<:uenl? con -recurso _judicial distinto a la tutela para obtener el restahleci· 
miento del derecho conculcado. 

En annonia con lo expuesto. se revocará el fallo lmpugn..1.do y en su lugar 
se <:oncf!derá la protección solicitada. · 

D t:CJHU)I\ 

En mériio de lo r.xpm:sto, la Corte Suprem() de ,Justicia, Sal() de Casación 
Clvll y Agt·aria, adm.itlisu·a.u1o justicia cu uuml.Jrc <le 111 Rcpúulic.. y por .. uto-
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ridad de la Ley. Revoca la s.mtencia objeto de ImpugnaciÓn y en su lugar . < 
di><pone: 

1 •. nttelar el derecho al debido proceso del señor LuiS Felipe Parra Mcuin y 
en consecuencia ordt:nur ru Insrlttito Dlstrltc.l paru lt1 Recreación y el J..>eporte, 
que dentro de las cut>renta y ocho (48~ hora~ sigllicntes a lllnotlficac!ón que 
reciba de ests decisión. dé trámite y resuelva. en la fonua que legahneme 
corres poruJa. los recursos tnt""''ue~tos por Luis Felipe Pana M.u·in c:ontra 
lasresolucton~s 1\o:;. 003G4 y 00419 cid JO <.lcjuui.o y 22 tl~J ullo. respecliva· 
mente, proferidas por dicha entldad. 

2'', Notif.ique.;e lo decidido. medlante comunicación telegráftca a todos los 
lnte~uO<S y remita.;e oportunamente el expediente a la Corte C'.on.qtlUJC\0· 

·na! para la eventual revisión del fallo p ronundallo. 

Nolillquese y cumpla!<t~ 

Jorge Santos Rulle.steros. Nlcolas Ber.lvuaSimunr.u_., .Jorne Antonio CasW/o 
Rugeles. Carlos l!:stel>anJwumUI.oSchloss. Pedro LaJimr. f'ítmi'!Un, . ln.~ii r<l;!man· 
do Rumlrez Gómez. Rqfaet R(Jm~-ro Sierra. 



DEJRJECDllO A !LA ~On>ml>.lt.llll, D:elmlO ~OCESO IDil:: IFM.mLl:.l!.: El tercero que 
adquiere un inmueble can po,;terioridad a In medida cnutelnr de regislTo de la 
demanda no puede plantear el dc,.~.onocimicnt.o de su derecho a la pTopk:<lad 

) .. slla ocnicncia <¡uo: se ¡m.>du<:c en el proceso registrado le es de.~favorabk. 

Corte Sup~ma de JustiCia ·Sala de Casación Ciull y Agmrla· Santafe de 
BogoM, D. C., vemtiocho (28) de septiembre de ntll novecientos noventa y 
ocho ( 1998). 

Magislrndo Ponente: Dr. Raftiel Romero Sierra 

Ref.: Expediente No. 5380 

Deeidcse la lmpu,qnadón lbnnulad.a por Grndliano Roldán Huerlas con­
tra el fallo del 21 de agosto de 1.998, prolerido por el Tribuna 1 Sllperinr -8"1" 
Clvll.Jo'antllla- del Distrito Judicial de Cundinamarca, en el trámite de In ac­
ción de tutela promovida pur .,1 impugnante contra el Juzgado de Familia de· 
Soacha (Cund.). 

l. El ;H:r.inmmlP. en mención propuso acción de tutela contra la referida 
a u lnrid;¡d judicial, aduciendo vuhterac!ón de los derechos del debido proceso, 
la delt.m;>~ ele sus "intereses económicos" y la paz. Para su pmteccl.ón pide que 
"!' el proceso ordmario adelantado en el Juzgado accionado por Mar.ia mes 
Marenles <:onl.n>. Eladio Parra Mmioz. y el proceso de liquidación que se sl­
l,sUiÍ> a ennl.inum:ión, se da.Tel.e la nulida,d de lo actuado en relaelón con el 
predio de su propiedad denominado VUla 1\drla..na, situado en la vereda de 
San Rnimundo, murúeiplo de Gl'altnda !Cund.), y conaccucnelabncntc...: dis­
_pongn In vigencia de la escritura por medio de la cual lo adquirió. 

2. Funda la infnu:ciún aludid" en lo que enseguida se compendia: 

a) que por escritura publica :-.JQ. 1841 del 6 de mayo de 1996, otorgada <:n 
la Notaria 2a. de Roat~ha, re~is1.rada <:n d respectivo folio dt' matricula !runo· 
biliaria de la Olkinli nc Rcgisl.m de ln-•lmmentos P\ibllcos de Bogota, zona 
sur. adquirió de Eladlo Parra Muñoz el bien anl.c;rionncnte relacionñdo, quien 
le hJzo entrega real y ·material; · 

b) que casualmente se enteró del p1·oceso ordl.tuu1o promwldo por ll.iaJ:ía 
Inés Ma.I'eult~ coJJl.ra EJatJju Parra MuiaO'.I.. en el ju;,.gat1u ;u:donado. en e] que 
&e pedia que se decla1·ara la existencia de uua unión marital <1<: h.:du) y >'U 
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con,.ecuenle sociedad patdmorlla.l. y que se decretara la disolución de ésta; i. 
acluación donde la actora relacionó el referido inmueble y obtuvo la inscrip· 
ción de la demanda: luego se dic\.ó sentencia que acogió las prctcnslonc:s y 
actualmente esta en lrámile la liquidación de la sociedad patrimonial; 

e) que <:n la diligencia de Inventarios y ¡,valúo::; tk t:sle úllimo Lr.:.mile se 
denunció como imlco bien el prulio Lle su propiedad, audiencia a la que él 
comparedó t:ou apoderado y Jos documentos rle adqu lslc16n y solicitó que 
• ... ,;t: incluyera como pasl\'o el inmueble.:·. y en subsidio que se excluyera del 
inventario, pero eiJilez no ac:t!pt 6 sus peticiones, ni le concedió los recursos 
que Interpuso y sustentú en tiempo; 

d) que el juzgado también ordenó el rcgtstro de la sentencia del pro<:eso 
ordinaJio y la cancelación de las transferencia<> de propiedad posteriores a la 
inscrtpción de la demanda, a cOnscc:ucmcia de Jo cual se canceló el registro de 
su compruventa, lo que slgnJftca que perdió su propiedad en un proceso en el 
que no fue parte, sin haber sido oido ni vencido y ,.;n posibilidad de poder 
act~eder" dicho proceso por la naturalC?.a del a~unto; 

e) que la lnscrtpclón de la demanda t:stá re<>ervacla para las pretensiones 
sobre domllúo u otro derecho real principal y pur ello nu procedía en el proce­
so a que .:e ba hecbo alusión. 

ll, ELFAJ.l(l oF.r.TmHUNI\1, 

El tribunal, luego de relerirse al debido proceso, recuerda que con la sen­
tencia C-543 de 1992 s~ dc:clarú la ine-.xequibilidad de los articules 11. 12 y 40 
del Decrete 2591 de 1991, que contemplaban la tutela contra providencias 
.ludlclalc~. aunque se r:ono;ideró que podia proceder la acción cuando se Incu­
rre en vias nc hr.cho. 

Después el serttenclador pl;mt"" "1 ""~" concr.,to, encontrando que la 
inscripción de la demanda pn-,vrst" en "1 ,.,¡ ír.:ulo 690 del C.P.C. era proceden­
te en ese asunto porque rn<lirP.d ;,mente se prelendía el derecho de propiedad 
sobre tmos bienes; medida '1"" no ponia éslos fuera del comercio pero si daba 
publicidad sobr~ la .. ..xist.em:ia de un proceso judicial, por lo cual Jos actos 
dispositivos o limitativos quedaban supeditados a la decisión que se tomó en 
la sentencia. 

Y concluye el fallador que como b comprav .. nl;r CP.lebrada entre Parra 
1\lluñoz y el acclonant.r. t11c posterior ,. ¡, inscripr.:i<in de la demanda, el auto 
del 24 de febrero del prr.scntc "i\o, '1"" ortlen(l el registro de la sentencia y 
cancelación de las transferencias y gmv:ilmenes posteriores a esa Inscripción 
de la demanda • ... es acorde c:on lo previsto en el articulo 690-1-a) del Código 
de l'rocediml..ntCJ Ci\>;J y por lant.o no '\'lilnera el debido proceso ni el derecho 
de del'en~a dell~rcero que, con posterioridad a la tnscrtpclón de la demanda, 
adqninó el bien por compra hecha al demandado, pues el sabia perfectamen· 
te que al hacerlo s" exponía a las resultas del proceso.· 

Por tales ramnes. ruega el amparo oonsutuclnnal solit:i1';,ao. 
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Ill. J..o\IMPUQN,\CIÓN 

Expresa el accloJ}ante en su hlconformldad que las medi!J,;,~ previstas en 
el aJticulo 690del C.P.C. son para los procesos ordinarios en general, pero no 
para el revisado, porque en los procesos de "nulidad y. divorcio de malrímonio · 
civil y de separación de bienes y liquidación de soctcdatle~ !'.onyugales·, que 
son como el proceso oqjeto de esta acción, son procedente':~ la.~ m~dldas 
cautelares espeelaleo:. pn.'Vistas en·.,¡ "rl:. 001; de manera que surge su con· 
vícciful " ... de que se incurrtó en aplicación indebida del art. 690 y falta de 
aplicación del art. 69 L.." 

JV. CO~SIDE-RI\CIONI':S 

l. Ha quedado claramente establecido que en la petición· constitucional 
sub judl.ce su proponente, Invocando .vuhleraclón para varios derechos (:uyo· 
eje es el debido proceso, persigue que por esta excepcional via se anulen las 
siguientes decisiones del Juzgado de FamiJi¿¡ de Soachu. ;mies Pmmiscuo de 
Familia: al la orden de inscripción de la demanda en o.l rolio ele matricula 
inmobiliaria correspondiente al predio Villa A<iri,.na. situado en la vereda de 
San Raimundo, munidpio de Gr21nada (Cundinamarca), decretada en el pro­
t:cso ordinario de declaración de so'!ir:d ad patrllllonial entre compañeros per­
tnaJlentes de Maria loes Marentes eonr:r-<1 Eladlo Parn Muño;;: (fl. 29 c. 1); b) el 
auln del 24 de fcbn:ro dd preo;cntl: año, por medio dd cual se ordenó inst~rihlr 
(:r¡ tlidm J'olil) la :;.:nlt;ncia qon; ... ~-ogi(t !'do; >~úplh:as dt: la uenoamlaen el alutli­
du pr()(:e~u. así ':urno "' ... la <:aru;da(:jón tic Jas l.r~nslCrtudl:i~ dt: prupitUaU y 
gravA menes que St~ hublc~n c:on~UI.uidr) en dlas (sic) de.qpués del registro de. 
la demanda.-.. ": y e) la Inclusión de 1 precitado bien en la diligencia de 
lnventartos y avaluos practicada en el proceso de liquidación de la sociedad 
patrlmonla 1 que !<e stguto a c.onUnm~.:i t\n. · 

2. Desde los primeros tiempos de la acción de tutela la jurisprudencia 
oomen~ó a tallar la conor.ida doctrina que recll<'l2'.a k'l actuación de la misma 

· t'.ontra prcwidencias judiciales, j!Jicto que alcanzó solidez indisc.utible con, la 
declaración de insubsistencia de los Rl"ts. 11, I:t y 4Q del Decreto :.!S!H de 
1991' , pues, entre otras cosas, seña abenante que el juez a cargo de este 

. insU"Umento estu\1ese 1nmiscuy~ndose en los recodos de los distintos trámi­
tes judiciales pendientes o tenuinados; dictando decisiones dentto de tm abier · 
lo paralelismo con los jueces naturales, quienes por atrtbución constitucional 
y legal los orientan; porque esas intronúslones, además de ir en rontra-.,ia de 
las reglas predeterminadas por la ley en cuanto a las fonnas propias de cada 

·juicio, causarian enorme desmedro a los principios de autonomía. 
desconcentrnción e independencia funcionales de lo:; adminisn·adores de.Jus· 
ticia (arts. 29, 228 y 229 C.N.). 

3. Sin embargo, Janúsma doctrina.turl~prudcnclal en comento ha admil.i· 
do que en Jos casos excepcionales en que las providencias o actuaciones judi· 
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clales se adopten a. travf.¡¡ de las vías de hecho, es decir, cuarulu no ,;e t:milen 
con base en un sustenl:o ob.ietivo sino arraigadas en la sula volunlad capri­
chosa o arbitraria del funcionario y causen un olesuJO;Uro en Jos derechos 
funda.tlJcnlalt:s, o::,; procedente la concesión del am¡1aro constitucional, siem­
pre qu<: t;l ufedado no tenga otro medio al alcance para su defensa; eventos 
e u 4Ut: la orden que expida ~1 juP.>. i.:onslituctonal para la corrección o remo­
Ción del acto generador rl~ 1>~. violación o amenaza. no puede concernir con la 
cuestión lltl~lnAA IJUP. allí se debata• 

4. ~n el proceso ordinario sometido a revisión en sede de r.ut.P.l,l, ~·el que 
Maria Inés .Marentes solicitó frente a Eladio Parra .Muñoo: que se declarara la 
existencia de una soc:iednd patrimorúal entre compañeros pcmoancntcs y :>(: 
ordenara la liquidadón de la trúsma (:fla. 24 y s.s. c. 1), el jur.gado ac(.ionado 
acogiñ la pelición de insC11pclón de la ckmanda respecto del ilmtueble VIlla 
Adriana, dcnunctado como actl1ro rl<: la comwúdad patrimonial; decisión que. 
sin embargo de que pueda ser discutible, no constituye una via de hecho, por 
cuanto se rdicre a un tópico de aplicación <k 1" ky 1'"'" lo cual eljuel. debió 
Interpretarla c:n relación con el contexto de ho dcUJa.mla, sin '1"~ pu~da U(\ucirse 
que en tal labor incurrió en un yerro protuberante. 

Ahora bien: Inscrita la dcJllanda el 6 de diciembre de 1995 (.'Uando aún 
iiguraba coma pmpietar'i<o d demandado Pana Muño~, P.St.o es, antes de rel!ls­
u·a.n>t: d o:oml.ral.o d•~ compra ven fa ajustado entre éste y el acclonante, que lo 
fue d 14 olt: junio de 1996 (fls. 7 s. c. 1). resultaba lógico que ésr.c quedara 
sujdo a los dt:clos de lli sentencia que declaró efectivamente cxtstcnt~ la 
·sociedad patrimonial que allí se peticiona ha. como tambio~n fne. jurirlieo que 
se: canc<:Iara la inscripción del contrato de compraventa qu<: sirvili ri" h"s" a 
su clcrc:chu d" propiP.dad. ya que de co.nforuudad con la nonna E:n c:Omt!niLJ, el 
rcg¡st.rc> rle ht d"m"nda no saca los bienes del comcreio • ... pero quien las ad · 
quiera con postt~norid•ul eslara sujeto a los efec.tos de la sentencia de acuer­
do con Jo previ,.l.o en el articulo 332 .. ;" (lnc. 3) .. y si esta es favorable al_ 
demandante • ... en ella se ordenará su rcgls.tro y la cancelación de los. regis­
tros de las lransierenctas de propiedad. gravámenes y llmitacion"s al domi­
nio efectuados después de la 1nscrlpt>lón de la demanda, silos hubiere ... Si en 
la sentem:i" se omitiere la orden anterior. de afielo o 'a petición de parl.e la 
dara el jtlel. por a u lo que no tendrá recursos .. :· (lnc. 5): de tal manera qu(: 
tampm:o puede em:ontrarse el defecto de la via de hecho en las otras ar.l.na­
ciones :.a tocadas con ln presente acclón. 

5. Y no es de recibo cl argumento del inconfonnc en cuanto a que perdió 
su propiedad sin ser oido y _;c:ncido en jllicio, puesto que la inscripción en el 
registro publico Inmobiliario li<:nc dedos de publicidad frente a terceros, como 
genericamente lo c:onsagra d articulo 44 del Decreto 1250 de 1970. entre 

2 !biLlcm. f'!:illos T-07~) \' T-J7~i d('; 1993: te~t$- reUeradns, entre omu. en la seateni.!Ut. C-037/ 
96 que revtsó la (OtlSiÚLul~iOmll:d;uJ d<: l.a l.c~· Bstatutana de Ja Admnustraclón de JusUCL~. 
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l oln•'$. y especialmente lo preve el aludido articulo 690. del C.l:'.C. pata los 
t:asos •k inscripción de la demanda, de suerte que es lnexcusable Invocar 
desconocimiento de las anotaciones lllli r~all7ada!<. pm· r.uant:O no consultar 
debidamente las cmTespon<llr:nt.t~s rna lrit:ulas inmnhiliari>is >~ntr.,. rk llevar a 
~aho ncgot~i•K:iones sobre bienes St\Jetos a registrd. constituye culpa (ru't. 63 
C.C.) que no puede invoearsc en prov.ed:•o pmpio, s .. gün el principio univer­
salmente aceptado. 

Tampoco pucd~ a<:eplan:;e. el planteamiento sobre la indebida aplicatión 
del ~glado 690 qel Código de Procedlmiento C!vU y falta de aplicación del691 
ibídem. en la medida en que las cautd "" l.ipillt:adas c:n i:st.: tiiUmo, r.n virtud 
dP.l pr1nctplo de especl:ftcldad que caradcruli la:. medida• cautclom:s, suJo 
son aplicahlP.s a los caso~ nlli prev.lstos. pero no a loa procesos ordine.rlos 
sobre dcdanu:i6n judicinl de sociedad patrimonial entre compañeros perma­
nentes a qut: "" rdlc:n; la I.cy 54 de·t990. 

6. Fll)aln1ente. en lo respecta con los n'<:nrsos que: d pt:l.iciona;rio in t.crpu­
Ro en la dillgenC<Ia de Inventarlos y •w..túu.,, acluHndo .curnu prcl.cn"u >t<:nx:­
dor de la socicd.W ·en liquidac;ón, observase que el functonru1o accionado se 
pronunció cxprcsamcnlc sobre los mismos. por cuanto resolvió la reposición, 
a.untlu" ndvt:rsamcnte, y negó la apelación por considerarla improcedente, 
negal.iva ésta CJUe, por cle-J"to. n.o ft!e reprochada pu•· d intt:resatlu. 

7. Ineludible es. cnl.cmcc:;, concluir en In c.oufu1nac!ón del fallo Impugna-
do. · 

V. D~r.ci~IÚ'J 

Con has<: <:n lo c-xpuesto, la. Cone Suprema de Justicia en Sala de Casa­
ción Ch;l y A¡.,fTaria, administrando justicia en nombre de la Republica y por 
aut.oriclad <~t: la lt:y, Cur¡[lllT1a elf~o de fecha y procedencia preanotadas. 

Notlfiquese teleg!'allt:amt:nll: Jo aquí resuello a los interesados y oportu­
namente n::mitas<: la actuación a la Corte Constitucional para su eventual 
re\'islón. · 

. Jorye &m !os Ballesteros, Nicolás BACIUl/'tl S!mm1r.a.~ .• iorge Ant.oniO Castillo 
Ruyeles, Carlos EstebanJO!ll-mtllo Schlnss. Pedl'd l.(ljont Planetm. José Fcman­
do Ramirez Gómez. Rafael RontP.m Sit<rm_ 



l!l!:mlDC: ~OCiZ$0 ICf'l!lJL: L3 decisión que niega al rematante el recotiocl­
m1ento de gastos como sen.;cios públicos y ndmiiúslrnción del inmueble adju­
di<:ado no vulnera el del'echo por cuanto no existe djspos1clónlegal que autorice 
reconocerlos. 

Cmt.r. Supremo de Justicia -sala de Casad6n Clvll y Agmrla- Santa:fé de 
Bogotá, D. C., primcm (!")de octubre de nllln0\-eclento5 nO\-entayocho [ 1998). 

Magistrado Ponente: Dr. Jorge .Antonio Cast!Uo Rugeles 

Rd.: Expcdicnl.c No. 5385 

Decide la Corporación la Impugnación Interpuesta contra el fallo de 28 de 
ago,to dd prc,.cntc año, pmrcndo por la Sala Civil del TTibunal Superior del 
Distrito ,Judicial de Santafé de Bogotá, mediante el cual :;e denegó la acción 
de \.u tela interpuesta por .PedP"o GabrtelMed!naHeredia, en frente del Juzgado 
19 Cil!il Del Circuito de esta misma ciudad. 

A~TilCIIDE;NJr,S 

l. Actuando en nombre propio, e 1 accionante solleita el amparo de los 
derechos. fwtdamentales al debido proceso y a la igualdad, supuestamente 
vulnerados por el órgano judicial m::cion,.do. 

En concreto pide. se ordene al mencionado jU7.gado que en el termlno de 
48 horas, le dentelva las sumas de dJnero canceladas por servicios de admi· 
nistración, energia •. ac.ueductoy alcantarillado, que pagara en re-lación con el 
lmnueble que re-matara en el proceso ejecutivo con titulo hipotecarlo promo­
vido por ~llzabeth Cuevas Bayona y Julia Albarran Mcdellin contra Maria 
Claudia l:'erez ~Juliano. 

2. Como hechos sustentatorios de su petición se extractan: 

2.1 En el proceso ejecutivo mencionado, tramitado en el Juzgado 19 Civil 
del Circuito de Sanl.afé de Bogotá. remaló el apnrtarnenlo No. 402 'Y el garaje 
No. 4, ubtcado en la calle 137 No. 15-30 de esta capital, por la suma de 
$53.000.000.oo. 

2.2 No nb,.tanl.c que la liquidación del crédito a 5 de mayo de 1997, arro.Jó 
la suroa de $27.648.000.oo, quedando dineros para restituir al ejecutado. el 
Jm::,~:~arlo se ha nq:¡arlo a rlevoh-er al accionante las cantidades pa¡{adas por 
conceplo de "ervici001 domiciliarios y de: adminisiiación del inmueble subas­
tado. 
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) 2.3 En casos slmllar·es al aquí prupueslo. el juzgado ha ordenando la de-
volución de los dino:ru,¡ respectivos a 1os rematantes. como sucedió en los 
procesos ~ieculivus adelantados por Mw..da crédito conto:a Rosa Marta :\<lartlnc:r, 
y de: Myriam Diaz de Sanabria conua Jorge Enrique Rubio. 

2.4 CoJ:(lo Interpusiera los re<:ursos pertinentes conlra la decisión cues­
tionada, sin resultado positivo. no tiene otra alternativa que acudir a la ac­
ción de tutela. 

Previo el resumen ele los antecedetltes del astmto. acometió el a-quo el 
análisis de rigor precisando. r:n :;íntesis. que la tutela es un mecanismo de 
utilización residual. en la mea; da en que no puede convertírsela en w~ i.ns­
hmcia adicional para re.:xa.mimor d derecho que fuera cuestionado y defjn1do 
por lo" procedimientos legales y auk ht>' a u l.oridudes competentes. 

Empero. añade. ~s posible hacer actuar tal mecarusmo frente a los acto.~ 
de lu:s ftmclonartos públlms. cuando éstos por las ''ÍaS de hecho en sus ac­
r.uar:iiÍncs, pror;:eden en abierta contradicción o ''iolación de la ley, siempre 
que con t'Jlas se conculquen d~it:ChOO! fundamentales como el debido. proceso. 
pero sin que dicha posibilidad pueda convertirse en jusliftcant~ para que el 
.iu<:>.: t'011Sliluc1onal entre a resolver la (."Uesliún liliglosa debatida en el proceso. 

En el caso m esludio, prosigue el fallador de primer grado, el Juzgado 
accionado dcn.,gli. modiante_ auto de 19 de enero de !998. la devolución de los 
dinems a ·c¡4c alude el "IX'ionante, determ.l.naclón eontr-... 1" t:u"l interpuso 
recurso de reposición y en "ubsidio el de apelación. enfatizando qu" en ac­
tuaciones semeJant~s clir.ho <lespacho · habia ordenado reintegros similares. 
El Jue?. del conor.ilniento, empero, mantuvo su decisión denegando la conce-
sión del rc~urso de apelar..ión. · 

De acuerdo.con lo ante.rtor. m·ota, lo reprochado es el criterio del fundu­
nario en relación con las sum;,s <11:' dinero de cuya de\'Olución se trata, inver­
tidas en el bien subastado las que, como aquéllo determinara, no hay lugar 
al remtegro en tratándose del pago de servicios publicoS. y de administración, 
situación qllc.aunque puede alectarpatrlmo.túalmcnte al remalanl:e, no abre 
paso al amparo soliCitado por no conlle\•ar dicha dcclsión la vú>ladón de dere­
chos fundamentales y. en especial. el del debido proceso, ya que no se produ­
jo en C()Jltravcnción del art. 29 de )a norn1a superior, cumo que en disposición 
alguna el legislador !'acuita al juez para hac .. r el reinl.egro pretendido por el 

. rematante y aquí accionante·. 

l'retender lo contrario. concluye el a-quo, seria tanto como des.na.lurali?.ar 
la a"'<:ié>n de tutela. toda vez que de instrumento directo e Inmediato para la 
pror,-,r:r:ión de los derechos ftuldaJilenlales que es, pasaria a convmase en 
un rer.urso pmr:es¡ol adicional para vo111er a dhw:ul.ir cuestiones de carácter 
sustancial y pror.P.dimP.n l "l. 

Con sustento en t.rles razoimmlentos. denegó el amparo solicit<>do. 
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Aduce el accionan te, en resumen. quo: cicr1.axuentc no existe nonna legal 
que faculte al juez a entregar los dinems cuya devolución pretende, pero debe, 
•d resp~to, 11dopt.ar un cnreriu unifonne. es decir, tgunl para todos los casos. 
Sin embargn, acota. ese no fue el proceder del Juzgado accionado, pues mien­
tras le niega su solicitud a otros que se hallaban en situaciones semejanr.es. 
les rembolsó lo pagado por conceptos similarc" a los aqui r~laruados, vtolán 
do le así el dct"Ccho a la igualdad. 

De otra parte, arguye, la solicitud de devolución de dineros formulada, fue 
coadyuvada por el secuestre, por cuanto al practlcarse la diligencia d~ se­
cue::~t.ro d irunucbk se cnconlmba desocul><Ulo y. luego, apa~·ecló la deman­
dada y se posesionó de él aduciendo qu~ ya había cancelado lo adeudado. 

Cun h~t: en dh.:hu!:) raciot:inio:s. solicita 1~ n;v(u:ación Uc:= la sentencia lln· 
pu¡,¡nada ¡.>ara, en ,¡u lug¡¡r, sc ordcm: d reinl.<:gru de los dineros reclamados. 

CONSlUI::U(,\CJ()NtS 

1. Entre las car.•ctcrisücas esenciales dt: la acción de tutela consagrada 
por r:lart. 1'16 de la Carta Política, se hallan las de la subsldlartdad y la Inme­
diatez. De acuerdo con la pl'lmera, sólo resulta procedente acudir 11 dicho 
mecanismo en subsidio o a falta de Instrumento const.lt.ucional <> legal dile­
rente, susceptible de ser alegado ante los jueces, o sea. cuanto el akctado 
con la a~uenaza o vuh1eraclón de tm derecho fundamental no dispon~a de 
otro medio de defensa J udiclal, excep"o cuando se busque evitaT un perjuicio 
il'l'erm:dlable, pues en dicho evento la urgencia de amparar tal dcrccho, impo­
ne la lnteJveneión.Judlclall.nmediata, aunque transitoria, atendida la consi­
!leración de que la decisión del juez ord.l!lal'!O pod1ia ser tardía ante una 
~il.uadón ~ravc ya creada: conforme con la segunda de las caracteríshcas. 
se.)aladas, el amparo ha sido histltuido como remedio de aplicación ur¡t;cnte 
que se hace necesarto dispensar en guarda de la elecüvidad concrel.a y ac· 
Lual del t.lo:n:clro, objeto de la amenaza o vulneración. 

En otras palabras, la acción en comento solo \:iene r_ahida dentro dcl orde­
naJn.lcnro constitucional, parn dar respuesta ellcient.e y oportuna a situacio­
nes de hecho creadas por actos u omisiones de lns au\.orid<>des. públicas. o de 
Jos particulares en los casos contemplados en la ley, que impliquen la trans­
gresión o an1.:na?.a de un derecho fundamental en clrcunsr.ancla!:< en que, por 
CaTCnd" dt: plT.visiones normativas especificas, el afectado queda $Ujclo, rk 
no S<:T por la r.utda., a una evidente Indefensión frente a los actos u omi .. i<.mes 
dt' quien lesiona su derecllo fundamental. 

Por manera que dicllo .Instrumento de prot•cción no puede converger al 
unísono con otras vias .ludlclales. por cuanto, insístese, no es un mecanismo 
el cual se pu"da activar segun la discrecionahdad del intere,;ado, ni mucJ:lo 
meno.• para eludir cl que de manera específica señale la ley. 

En consec\lerwia, r.llanrln "'" t.lr.n~ o ha tenido al alcance un medio de 
defensajurli.:i;Jl ordinario, rnas nün. cuando ese medio se ha empleado y ago· 
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tado, adela.ntandust; un prucc~u. n.o putrle pretenderse, con validez. adicio­
nar, al :tramite ya $urUdo, una acción de tutela, pues al tenordelan. 86 de la 
norma superior, dicho mecanismo ~s lmproc.~d~nt.e por la sola exlstt~ncla rk 
otra via jurliCi>ll de protección aún cuando. ella haya culminado en un pm­
nunei;u;:niento no definitorio dt~l derecho. Es que tratándose de instrumentos 
dirigidos a la p.res~rvación de los derechos, el medio ju'diclal por excelencia es· 
el pmc.eso y, por tanto. a nadie le '"' dable alegar que careció de medios de 
defensa, si gozó de la oportunidad de un proceso y tomó parte en el ha8ta su 
conclusión, ejcn:il.;mdo los recursos de que dJsponia. · 

2. En el ca.~o que ocupa la atención de la Corte, bien pronto se advi<:rl.e la 
. Improcedencia dc. la acción tnc.oada por el acciommte pue•, de un l10do, "c. 

dlrtge contra u .. a providencia judicial que no carece de sustentaclóu atendi­
ble y, respecto de la cual, aquél reconoce que no es tnjuridlca por cuanto, 
n:~tlmcnte, no existe dlsposic:io)ulq:a,J que autorice reconocerle. al rematante. 
~ast.os eomo Jos que efectuara en rdac:i(m con lu 'cosa rematada, y ello en-

. cuentra explicación en el hecho .¡., 'l"" "shmdo secuestrado el bien, e.s al 
· s.<.:t:ut:sLre <rqu1en correSponde entendu:rse <;on la a~n1inisl.ración dP.I1nt~Tno y 
quien, de haber sufrag~llo !dguno, deberá l'endtr las cuentas respr:t:tivas al 
termlnar su función, a cfeetos de que el juez les Imprima ~~ tr(lmltt; neecsario 
para su aprobación lar(::;. 683 y 689, C. de P.C.); y, dt otro l;ldO, porque en 
relación con la misma, interpuso el recurso rl~ reposición d '1""'· lilP. l rami la­
do y decidido en clt:bida fonna. Luego, por tales aspr.f:tn.~ lA l'l!~ci:<ión no tom­
porta via. de hecho alguna vulneratorta del derecho al dcbidu pruo:esn (lis. 
33·37. c-1). 

F.s mí•~. en la providencia decisoria rlel recurso de reposición Interpuesto. 
st: wnl iP.T>e la· explicación de las drcunslancias que, en Jos otros casos cita­
rlo.~ pnr. el quejoso, ameritaron dedsion "" distintas en preterltas oportunida­
des. Por enrl.,, t·ampoco.de alli surge la vuln.,ración del derecho a la Igualdad; 
desde luego, a otea conclusión se ll«gañ;, si respecto del ml.smo acto de rema­
t• y en relación con una pluraliclad de bienes subastados por distintas p<:rsn­
nas, ,;ólo se rembolsaran, sin fundamento válido, gastos en favor ok alguno" 
de ellos y no de otros, cuando 1 ndos te1úan el mismo derecho. 

3, En fin. "" ira la de cuestionar el cril.crio con base> en el cual el Juzgado 
accionado edilk<• su decisión, y de prc1.i:mkn;c en sede de tutela, que dicho 
criterio $ell variado, cuestión a la que no puede prestarse ei.J ue>. c<msl il ucio­
nal por (:onllcvar Wla lntromisiún indo;;bida en asuntos cuyo conoeimitnl.o 
ads.:ribió el legislador a laJt.19t.iC:il'l.ordinaria, como que de hao::cdu vuhu:r<1ría 
las disposiciones legales re~uladonis de la competencia. 

4. Pur lo rlcnu\s, la solicitud dt:l pcl.i(.iunar1o se circunscribe a la devo\u­
clón de ciertas sumas de dinero. Jo qu¡;: la úupn:gn~ ole un carftcler netamente 
patr:lmonial y, para talo:s Im:ncslerE".s, no se estableció la ar:ciún de Lut.ela: 

5. Siendo, enl.onccs, palmro1a la ilnptul!trlcucia !Id amparo pretendido, la 
confn-mación del fallo in•pu~n<ido se Impone stn Jugar a otra.~ t:om;iderncio · 
nes. 
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DECtsiÓN 

En merilo do: lo expueslo, In Corte Suprema de Justicia. en Sala de Casa 
ctón CM\ y Agraria, administrando justicia en nombre de m República y por 
auloridad de m ley, COJ!flnna la sentencia de fecha, contenido y procedencia 
puntualizados en la motivación. 

Comuníquese telegraflcamentc lo acá. resuelto a los Interesados y oportu· 
namente cm'icsc. el cxpcdicnt.c a la Corlc Cont;tttuctonal para su eventual 
revisión. 

Jorge Sanros Ballesteros, Ntrolás .13echara Simancas, Jorge Antonio Castillo 
Rugeles, Carlos EstebanJaromiUo Schloss, Peclro Lajont Pia11etta, .José Fernan­
do Ramíre~: Góme.:. Ra/ae! Romero SierTa. 

( 



IDII!:ru!:CIHfO DI! IPE1l'llC.10M: No se puede pretender que en luleln se obligue a la 
autortdatl accionada a cerlil'kar hech<>s TP.sper.t.o de l!Ji< t:uaks car<X:c de so­
porte dQC.umental/lREGillWEi\IIPENSHONA:L: Cuando los archivos de tiempo 
de sen1cto o de salarlo de 4ll trabaJadtlr hayan desaparecido o los existentes 
no senn su:ftclentes, es admisible acudIr a cualquier otra prueba reconocida 
por la ley, la que debe producirse ante el juez del trabajo competente (artículo 
264 iTiciso 2• del Código Sustantivo del Trabajo), la ac.clón de tutela es Wl 

mecanismo re:r;idu;¡l no sustttuttvo. 

Corte Suprema de Justlcla -Sala de CasaciÓn CivU y Agraria- Santafe de 
Bogota. b. C .. pi1mem (01) de octubre de mtl n...vr.c.ienr.os noventa y ocho (19911). 

Mugi,.lrado Ponenle: D~. Jorge Antonio C.asttlloHugeles 

Ref.: EJ..pediente J);o. 5393 

Dt:ddc,;e la impugnación interpuesta contra la sentencia de 21 de ago:slo 
cid afto t:n t.'l.lrso. profertda por la Sala de Decisión ClvU,Laboral del T'rtbunal 
Superior del Distrtl.o Judicial de Popayan. mediante la cual se denegó la ac­
ción de ~ut.ela Instaurada por Senen Alberto Avila Ordofrez, en frente de la 
Gobemar.ll.m del. Ca;uoo, Qjlcina de Unidad de PersonaL 

l. Obrando en nombre propio, el aoctonante invoca la protección constltu­
l'iumu del dere('ho fundamental de petición. supuestamente vulnerado por la 
anluricla(l pública premencionada. 

2: FnnclamP.nl a .,¡ aclor su solicitud en los siguientes hec:-hos: 

'l.l Estuvo >1nculado laboralmente con la Goben,ati(m del Cauca, por 
espacio d~ un ai'i.o. 

2.2 Ha soliMtad.o en rePetidas ocasiones a la Lrúdad de Per9onal de dicha 
enl.idad territ011a.J, la expedición de una certificación CII donde úOllSIC qu<: 
laboró a su sen1cin, en la época comprendida entre el 14 de scpticmbr~ de 
1960 y el rncs de septiembre de 1961, pero siempre le responden que ello no 
es posible porque durante .el terremoto o~o'l.nrtdo en la <:iudad de Popnyñn, 
desap.,reció parte del arch!Yo del departamento. 

:.!.S Se encuentra tramitando su pensión de jubilacUm ante el, !.S.S., 
inf(ormflndosele alti que con los aporteg efectuados dtmmte el tiempo que es-
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tuvo 'inculado a la Gobernación accionada, completa los necesarios para el 
otor_ga1mento de la pensión. 

2.4 La citada entidad debe soludo narle su p.-oblema, daclu •tu e mJ lt: ~:a he 
culpa por la de:.aparlc.ión dd suS(>lli(:lll) an:ltivo. 

LA S:l:NTE~CJ..\ flEL 'Ir<!Bt:l<o'l:. 

La dcciHiún d<:ncgalmia de la tutela estu\'O precedida de la reseña de los 
antecedentes ·del asunto y de la!< <.X>nsilkntlilmes r¡ut: se <'.Ondensan asi: 

Aunque el accionante 110 expresa or.ual dt~rcr:ho funrlamental se le ha vul­
nerado o amena7.ad0" ~r. vlohlciim, :;e in liere del esr:rito riP. t.utP.l:l l}llf: f:St.~ "'P. 
encamina a la prot.eccilm del de petición. 

·Al efecto, agrega el a quo, st- comprueba del expedif!ntr. que el pP.t.icionnrio 
solicitó a la Gobcrn,\cÍÓn del Caur::>, le exp;rliera cerl.iJlcac:ión sobre el tiempo 
allí labor<~ do, esto es, entre el 14 de septiembre de 1960 y el mes de septiem­
bre di!' 1961, pero dicha entidad le ha respondido que 110 puede expedirle tal 
documento por curu1to; los archiVos correspondientes a esa epoca fueron des­
lnlido::; por el terremoto ocurrido en el año de 1083 y. por tanto. sólo ha podido 
cerl.illmrl" que por 0e<)reto 467 de S de septiembre de 1960, se le nombró 
Inlcrvc:nlor Dcparlan1cntal ele ErHfldo$0 Na dona lP ... ~. con una a~ignactón Jn~n­
susl de t;ll.~)OO.ooy que, tornó I"JO:I"siéin ,¡.,¡ •:argo d 14 dd mismo mes y año, 
con retroar:l.ividad al día 8 de dicha dala. 

Por otra parte, prOé!i¡.tll.,, la Gnb.,nta<:ion .u:donada refiere en el escrlto de 
replica de la tutela, que en los archivos i:ie la C'\la de Prev.l.slón Social Depar­
tainental, no halló constancia sob1-e descuentos con de.stlno a la seguridad 
social del perente; aclema.s, que este al posesionarse del cargo se encontraba 
aflllado a la Caja Nacional de Po-evisilin, "Cajanal-, por lo que consldera que 
debe sollcltársele a dicha entidad w.a información sobre ·et pa~'ijcular. 

De a<:u<:n.lo l:on lu ankrior, com;Juyc d falh:tdor llc prirul:r 1-(radu, !7><isk 
<:ausa jusUfkada pcua no cxpt.~dirlc al J>ctic.~iuuarío una l:t~r1.ifkadúu l!Ut: stt­
U,;f~" ínl.q._¡nuncJJ lc su petición y, por !u mi:;rno. mal pudría l:tt :,¡t:dt: dc tutela 
obligan>e a la :m:;odicha mlidnd pública. a expedir el anhelado dl)(."Ulll•mto 
sin d soporl.e legal neeesario a t.al fin, o que l:on:;iga Juera de sus d~:pórtlcn­
cia,; 1u· información requerida por aquél. 

Se Interpuso oportunnmente. sin que eol accionan\ e diera a (:onocer lot< 
motivos de su incoroomlidad con el fnllo impugnado (ll. 43. <:-1). 

CoNSJDERAC(Of\l::S 

. 1·. r:1 artículo 23 i!P. l<t Cal'ta Política, r.on""gr"r n'!i<> il"l rlerflr:ho lhndan\(:n- · 
tal fi~ peticiñn, ntarg;'l ;:¡ la :¡:o flP.T~onm; \a fnr:u 11 :tcJ ri~ J()nnU l:tr SOJiCitucJes reS­
l)t:f.UU'.l'aS y a obtener· rcsput~stas adecuadas y oportlmas por parte del 
destinatario. 
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Constituyen, pues, dicho detecho. dos elementos diferentes: su núcleo 
esencial y el contenido. Ell>rlmcro, consiste en la posibilidad de acudir ank 
la autortdad y en obtener pronta resolución: el segundo. hace referencia a la 
matP.ri:• d~ la petición. 

Pclr manera que se cumple c.on el deber impuesl·o por \¡o nnnna dttlda. 
euando el deslinatarto de la sollcltud ta responde. cualquiera s"'.a "'l s"'nlido 
en que lo haga, si~rupr~ que aborde de manera concreta el tema materia de la 
misma. 

2. 1\horn bi"'n. en lo que respecta a la oportunidad para conles\ur las 
peticiones, la regla general se halla contenida. como bien se conor.e. en el 
articulo 6". Del C. C.A .. el cual impera que deben serlo dentro de Jos quince 
(15) días siguientes a la fecha de :su recibo, de suerte que. si tal r<:gla "" ,,.,.,¡_,_ 
y 1" rc•pnesta se adecua a los té1mlnos señalados, la nonna superior que · 
garanllia dicha prerrogativa se habrá realizado a cabalidad, aai la decisión 
adoptada y comurúcada al peliciomorin. favorc?.ca o no sus aspiraciones. 

3. Descendiendo al caso traído a decisión de la Cort" se ad,'icrtc, como en 
su oporl.unidad lo hiciera el a. quo. que si bien es cierto existe en el expediente 
evidencia de que el pcl.icionario elevó a la entidad accionada. en ''arias opor­
l.unidad.:s, solici ludes t.endícntes a que se le certificara el de:>empeño del car­
go de Tntc-r:ventor Departam~ntal de Edificios Nacionales. en el lapso 
cornpn:ndido l!lltrc el 8 de septiembre de 1960 y. el mes de septiembre de 
1961. con indicación de los descuentos efectuados a favor de la Caja Nacional 
de Previsión Social, no lo es menos que las mismas han sido respondidas de 
acuerdo con el soporte docwnenml allí eKistenle, c~¡ificándosele que, al !olio 
84. tomo 67 rlc:J libro ck decretos del aflo de 1960, aparece el correspondiente 
al núrn<~rc> 407 d" n el" s"pl.iemhre de dieho año, median le el cual se nombró a 
All~r1n Avih> Orclnñez, p.-'lrn desempeñar"'! c.argo de Interventor llepartamen­
hol ciP- Edilldns N¡¡c:ionales, con una· a~Signación mensual de Sl.900.oo; que 
\nmó pO<>esión del mismo el 14 de septiembre de 1960, con retroacm'idad al 
dí" 8 de dir.ha data, según consta en el libro de actas respectivo:· y, que no se 
le puede certificar sobre sueldos devengados por cuanto. Jos archivos de esa 
época fueron destruidos como consecuencia del terremoto ac:aec:ido en d afto 
de 1983. Asi núe_mo. que no apar_ccc acto administrativo relacionado con la 
aceptación de su renuncia (fls. ly 1-13, c-1). 

De olm parte, al replicar m tutela, el ente terrltortal acusado expreaa que, 
de acuerdo con certificación alle!!ada, e.'Cpedlda por .la Caja de Previsión So­
cial Departamental, no se encontró en los libros de registro de descuentos del 
5% con destino a dicha entidad, que se hubiera efectuado descuento al_e;uno 
al aqui acclonante, en el periodo comprendido entre el 14 de septio::mbr<: do:: 
19GO y el 14 de septiembre de 1961. como tampoco se halló el decreto por 
mc:dio del cual se le desvinculara del s<':fVicio (lls. 28·29 y 32, lb.). 

Así mismo, que como al tomar ·posesión del cargo, el peticionario estaba 
allliado a la Caja Nacional ne PrC'isión, allí nebe·rá indagarse si tales des· 
{~U<:nlos St: vaif.(:an)n. . 
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4. De acuerdo con lo antertor, existe una causa justific~tiva para que la ~ 
respuesta se restringt.era a lo certiftcado sin que ella colmarn íntegramente 
las expectativas del peticionado. 

Mal puede, t:nlon(.-e::>. pretenderse que en sede de tutela :;.: obligue al su­
jclo pasivo de la acción, a que actlie Irresponsablemente certilicando lo qu<' 
no puede, por carecer del soporte documental respectivo. SI en contrario pro­
cediera podria ln~un1r .;:n violación de la ley. y a Mnto no puede llegarse para 
sausfa(:er el derecho fundamental de petición pues, como in!>io<tentemcnte lo 
ha sostenido la _jwisprudencla constitucional, la respuesta posiUva no ~51 
cuestión que comprenda La! prerrogativa. 

Es más, si como se afirma por la entidad accionada. el peten te, al parecer, 
se hallaba aflliado a la CaJa Nacional de Previsión, cuando tomó po<>esión del 
cargo para el que fue nombrado, alli debe recurrir en procura de obtener la 
tan anhelada l.lúormaclón . .1\hora. si tampoco pudiera obtenerla en dicha en­
tidad, tendria expedita la via indicada en el art. 264 tnc. 2 del C. S. del T., 
norma que, en defecto de una especial, podria aplicarse analógicamente, dado 
que a más de tmpo:tedes el deber de conservar sus archiVO$ a la:J cmprcs.aa 
obligadas al pago de pensión de Jubilación, para hacer. más expedita la prue· 
ba. d10l tiempo de servicios y del sahuio a las personas en trance de disfrutar 
de aquella prestación social, establEce: " ... Cuando los archivos hayan des­
aparecido o cuando no ,;ca lJO,.iloh.: prubar "'"' ellos el tiempo de servicio o el 
:;ahrrio, es adm~ibl~ para probarlo:; o.:ual•¡ui<:r.r. ot.'a prueba reconoct.cla por la 
ley, la que debe producinsc anll.: cljuc~ dclirabajo competente, a solicitud del 
interesado y con interve-nción de la empresa respectiva-. 

5. Consecuente ron lo dicho. la Corte trupartirá confinnación a la :;enlen­
~•a impugnada. 

DECISION 

En mC:rtr.o d~ lo cxpu~~to, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casa­
r.ión Civil y Agraria, admini,.h·ando ju~ti~ta en nombre de la República y por 
autoridad de la ley, Cor!Jirma la s"'nt.encla d~ fecha. contenido y procedencia 
puntualizados en. la motivación. 

Comuníquese telegraftcrunente lo aca resuelto a los interes<~dos y opnrr.u­
namente enviese el e.'<pediente a la Corte Constltuclonal para su eventual 
revisión. 

Joryl:! Santos Bailes !eros, Nirolás Beclllll'a Stmancas. Jorge Antonio Casl.illo 
Rugeles, Garlos EstebanJarwniUo Schloss, Pedro L<ifont Pianetta, Jo.sé Fernan­
do Ramirez Gómee, Rafael Romero Slemi. 



SE:RVl!CJ!O ~CO: Desconoce el derecho la entidad que exig" para la reins­
talación del servicio público la cancelación no sólo de los !res primeros meses 
de mora sino de aquellos en que la empresa no suSJ>endló el ser~.1cio conforme 
lo impone !:'1 artículo 140 de la Ley 142 de 1994. Se concede el amparo como 
mecanismo transiiorio y se dlsponc la reinstalación del servicio um> Ve'/. el 
accionan te cancele los tres primeros mesc.s de mora y sus recargos 

Corte Sup>-ema de Jusficia -Sala de Casación Ciuil !1 A!¡rarta- Santafe de 
Bogot;i, D. C .. seis (6) de octubre de mil n.ovccicnius noventa y ocho (1998). 

Magistrado Ponente: Dr. Pedro Lafont Planetta 

Ref.: Expediente N" 5439 

Decide la Corte la impugnación formulada contra el fallo del siete (71 sep­
lkmbrc de mil novecientos' noventa y ocho·[ 1 098), proferido por el Tiibmml 
Superior del Dis1:rilu JudiCial de Barranquilla, Sala CM!-Famllla. mediante el 
cual resolvió dcnel'(ar la tutela Incoada por Jose 1\rgemlro Caro Guette contra 
la Elcclrificadora del Atlantlco S.A. y otra. 

. 1. A 'lrt:Ó!:DI¡Nl'l>S 

1. El se(lor ,José Argemiro Caro Guette. obrando en su propio. nombre, 
.entabló acción de tutela contra la Electrltkadora del Atlántico S.A. con el fin 
de Sc)Jir~U ar J;, prroro~~~ión rtP. sus r!P.rf!f'hos r.onstttudonales fmirlamenrales a 
la vida, debido procew y hm:e.ra edad. consagmrlos P.n 1ol'l arts. 1 1, 2!1 y 46 
respecti,.,ment·P., de la Conslihll'ión Polí\lea. 

2. l.Als hechos en que fundamenta sus pretensiones se concretan a los 
sigui~ntes.: 

.2.1. Da cuenta el pet!Ctonarto que las empresas Triple Ay la Electrlftcadora 
del Atlantlco son responsables de sus graves dolencias a la salud, debido a 
que oon oc.asión de la prestación de sus servicios públicos domiciliarios al 
irunueblc comercial de su propiedad ubicado en la calle 431\io. 43-100, y qúe 
lo diera en arriendo a .Fomisoclal y Area Metropolitana de Barranqullla, enti­
dades contratistas de dichos sen1c!Os que omitieron el pago dP. las factura" 
de agua y luz por más de do~ años por valor superior a. $40.000.000.oo, sin 
qu-. por tal mol.ivo les fueran suspendidos, eonftgur:indosc. con el proceder de 
ambas un privilegio que esta prohibido en Ja ley 142 de 1904 (Arts. 140 y 34 
ibídem). . . 
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:l.2. A1lnna el acc!onantc que la elevada deuda a las citadas emprc$as no 
puede atenderla. en !'ll2ón a qu.e no cuenta con rc<:lU'$0S . ser per,;ooa de 
avanzada edad. tener obligo dones y padc<:t:r enfermedades cn)nit:a" que le 
.impiden trabaJar. A<kmás. considera qm: la responsabilidad t::< <.k l<is enllda­
de" prestndora;; d<: los seJ•1clos d e a¡,.'Ua y luz por llúrl.ngir 1~ <lispusición del 
articulo 140 do: la ley de servid <RO públicos, cuyo conl'.o:u ldo rew "La l~llt.1. de 
pago por ~ll<:mlino que fije la ~:(tllt.lud prestadora sin exccdct'$e en lodo caso 
de treA periodos de facttHacíón ... · (ll. 1). 

Sin embargo, la$ act:ionadas tten"' tnt.r.ro;s t)n rnu:erlo solldarlo del arren­
t.lularto. en abierto desconoclml~ntro d el artículo 9 de la mentadA IP.)' que a la 
letra dice "Las empresa.'< nr: ""~victos serán responsah les por los pe¡julc.los 
ocaf<IOn fldos a los usuario.'< y están en la obllgaciim ele repetir contra lOf< ad­
ministradores, func:ionarios y contrat.i,d.as que sean responsable~ por dnlo o 
culpa Sin pcrjuil:io de las sanelon~& penales a que haya lugar" (0. 2]. 

2 .3 . A más de lo antcri(lr, ,., qu'.'Joso expresa que no ha podido aiTendar nt 
veneler el o:~tablecimiento comt~rdnl por no contar con 1011 """";dos públicos 
irultalado~ . t()(Jrolu <:\talle ha aclU'rcaclo anguo;tia. preoc.upaelón y malP.stares 
a su org¡mlsmo, ,.,;,cl<inctose s u salud, la vida y el bienestar d<: su fumma. En 
tal \1rtud. a~url" a\ mecani.~mo de la l.u l.el<1 como opción de defensa ele sus 
rlP.nchos fundam .. n lales. consUtuclonal~.s ccltl. carácter transitorio, con el fin 
dr. c~11M un mayor perjuicio d~ r.onnotaclones !rrcmctlluhle.<s. 

IJ. F"·J.onr:• Tr«.n:·»AL 

Las ra?.ones que tuvo ei 'D'Ibtl!lal . pam denegar las pretensiones de la 
tutela Incoada se rP.~mneu de la s ¡gui<:nt.e manera: 

l . ComieJlZa po1· dedr d litll<tdor que no ad\1ertc V\tluerución del derecho 
lu vida que aduce t:1 a<:<:iomUll.e. Recuel'da que el rlcsconwlmlento debe prn­
Vl:lllr J e una acción u omiSión de la autoridad ptit>li C" u pn rtic.ulare.'3. que 
pwl.l ~1 caso serian las f:mprel:lus Triple Ay la Ele~tri1k"ncmt del Atlantlco s . 
A .. Pero resulta que la omis\ém q1te se endllga a las acc:lonadas es la no sus­
pensión de los set'\~clrn; pllhll<'~ al eslablectrillento arn<n<ladn luego de trans­
curridos !res meses sin c.stn<'i'.lar el. senido. y es claru que este hecho no 
>\Oleoaza el derecho t'urula{Tien\al a la VIda. ni a los d"Mvados de este, como la 
,;.alud.la familia y hl l.ercern edad. porque D<> «:<l.á dirigido a la persona fisim, 
sino que Indudablemente se refiere el deret:hl> palrtmont.a.l. De maot>ra breve 
y muy ta.ngcncial se rellere al cuadro clini~:o que presenta el paciente, cld 
cual ad,~crtc que esle puede obedecer 'd ;>Vanee progresivo dd aspc:d.o 
degenerativo de los órganoa del cuerpo humano causados por la c:d><rl, mas 
uo. repite, producto de la actuaCión de las empre-sas acelotl&dás. 

'J,. lle otra parte, el'l'ribunal reitera la jurtspmrlencla ~XIstentc accr= de 
la vuln~.rn.clón del derecho fundamentál del debido proce.;o por parte de las 
autorlcladcs jutlicialf>..s o admlnlstratlvas, lo r.=J solo es posible encontrarlo 
cuando aquellos funcionarios en uso de su " funcione.s actúan con ostensible 
a rbitrariedad , de rt>anem caprichosa o abusiv ... quP. desconoce tan 
1lagrnnr.e~nente la ley que su prnc:eder se Inscribe como " na •ia de hec.ho y no 



.t\ómero2494 GACETA JUDICIAL 

como dt:dsión "dmirú~lraliva o judiciru propiamente didl<"lS. Y tal comporta­
miento de las acctonarla" no se advierte, porque el qucjo"o nn ha .. crcdltado 
ni 9i<luicra una queja que le permita Inferir el quebranto del derecho aducido 
por·omisión del procedimiento addan!Bdo. 

3. Finalmente señala que la legislación de los o;cn.i<:i~ ¡>ubli<~us domicilia­
rlos esta dada por la ley 142 de 1994, dentro de la cual se consagra ¡,. s<>lida­
r1dad <k las obligaciones del propietario (art. 130 Ibídem), razón por la-cual el 
propietruio 110 puede ser aJeno al (:umvlimic!lt.o dd pago u e .los Selvidos del 
Inmueble de su propictlatl. 

Ahora, rcspcclo d.: la ,.,.,.p<:nsión del sen.icio por li:llla rlc pago que adcu­
danloa arrcndatari<J<O, y que pudieran pctjnrli.:ar al a<:donanlc, dice esa Cor­
poración que el debate debe ser plantado ante la JurisdicciÓn o.rdlnérla o 
eonlcnciosa en busca de la inderunl.za.ción de 108 perjuicios. 

m. IMPvG:'ll\cro" 

Los argumentos de la impugnación al fallo atacado se resmne'n de la si­
guiente m<mera: 

J. El recurrente disiente 'del fallo, purqu" considere qu<: es <:<mlradkt.orto 
y descansa en las pn:sundones propias de la magistrada ponente, y en nin­
gün caso se apoya = los .:onccplos emitidos por los galenos acerca de su 
dolendas sicosomaticas. 

2. De otra parte, no está conforme con lo dicho por la Sala respeetiva de 
que la actitud de las accionadas de !lO suspender los servidos púbh.:os de 
agua y lu~. no compromete su derecho a la vida, porque este h.:cho, en su 
'"'~" pai1.icular, si le afecta notorlalnentc la salud, ya que su" debilitadas 
m1.ertas y corazón soportan el peso de las tensiones producidas ·por la. deuda 
de $50.000.000.oo que debe atender solidariamente, por el Incumplimiento 
de !as_ accionadas de su deber de suspcndClr cl .. ervicio .:onl.rat"'lo por r..,a., rle 
pago (art. 10, ley 1•12, 1994): en r:ambio, lo ent.idnd juzgadora le aplica la "ley 
del embudo" consagrando la pradi<:a discriminatoria y abusiva en la presta 
ción de sus servicios (art. a4 ibídem). 

3. Por último. se duele el peticionario de¡, ne!l)igencia demostrada por las 
dos entidades en aplicar la ley de los senoidos públicos domicüiaiios, permi­
tiendo que estas poderosaH "m¡rresas se> unieran para peijudicarlo. De alli 
que solicite de la H. Corle Suprem" de Justicia que ordene el oobro directa­
mente a los arrendatarios de su esl.a bleGirnienlo comercial y libe1·en de la 
deuda a dicho Inmueble. 

IV. CONsr11Ft;l~.o\cro,:r.:.:, 

l. Ha reiterado esta Corporació1~ el carácter limitado y cxccpdonal de la 
acción de l.ul.ela, aún en el caso ele actuaciones relativas a tnstaJacion<:&. 
suspensiones o rein,.laladon"s rle s..,-,.;.:ios públicos domiciliarios. 

l. 1 . Se r:lebe a ·que dicha acción :;;.olamente resulta proc~denl" t:llanrlo, 
arl.,m;ís rle h> prP.P.xi:o;l P.n<ia r:le un derecho constitucional fundamental. existe 
una lesic.~n o amt!n;nr.:J ~ 1 mismn por una an;fón u omi~ión ilegitima de autori-
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dad pública (o de lo:> particulares, en los casos de ley), sin que .. xislo. ol.m r. 
medio de defensa judicial, o que, cxlsti~~ndo, sea m~ccs¡¡Iio pn:cavcr en forma 
l.ninsiloJia un perjuicio irremediable. 

1.2. De alli que tratándm;.: de aduacione.s. administrativas relativas a la 
lnstnlaclón, suspen!>iún o reinstalación de los :>e1viclos públicos domlc1lla­
Iios, no proceda la accifm de tutela salvo que se den los requisitos antes 
ruem·ion¡¡dos. 

1.2.1. En efeclo, por regla general contra dichas actuaciones no procede 
la acción de tutela: De un lado, pon1ue comúnrnenle loo< dP.rec.:hns a que P.llos 
se reftere son los dcr!Vaclns d" una relación contractual. y no aquellos que se 
benefician de su-ejecución como son la salud o la vida, razón por la cual estos 
pueden resultar afec:tados o no. Y del otro. porque cantea dicha~ actuaciones 
no so.laonente e>dst"n los mecanismos de detensa por la vía gubernativa sino 
tamblen las acciones judidalP.s r.onl.enciosas ndminislrat.ivas. 

1.2.2. Sin embargo, excepcionalmente dichas actuaciones pueden Jeslo· 
nar un derecho constitucionalllmdamental de manera Jlegítlmn ocasionan­
do un daño irreparable. que, aún cuando gocen de medio de d~fensajudlclal, 
se hace necesario su amparo, caso en el cual puede acudirse a lll acción de 
tutela transitoria, Itlitnlra.. que la a u l.oridad judicial compct.cnlc adopta la 
resolución pertinente. 

1.2.2.1. Y ello ocurre precisamente cmmdo so pretexto de la ejecución de 
un contrato de seJ.Viclo publico domicllial1o, la empresa prestadora del servi­
cio, mediante desconoclrulento grosero y arbitrarlo del régimen legal que la 
regla imperativamente le vuh1era a los usuarios (o responsables solidarios) 
algw1o de los derechos "que le protege" la Constitución, y la ley (arts. 48 tran­
sitorio y 369 C. Pol.), tal como ctk'Uldo dicha Empresa le lesiona el derecho a la 
continuidad de la prestación del servicio pübllco, o a su restablecimiento, con 
la adop~ión de medidas de suspensión. o no relnstalaclóndel mismo, sln fun­
damenl.o leg¡u real. Pues en tales eventos, debido a la "protección .. constltu­
cional mencionada, resulta proceden te ·su amparo transitoiio mientras la 
autoiidad contenciosa deftne lo pertinente, ya· que la mera apartencla de su 
fundamento legal. no puede someter al usuario a perder ln'emedlablemente 
un J:u·¡¡o periodo de tiempo sin la obtent:iun de la rclnstalaelón legal del servi­
cio hasta que se produzcan las decisioru:s definitivas contenciosas admlnls· 
trativas. 

Por ello, previamente precisa la Corte que con el propósito de prevenir un 
abuso de la posición dominante que tienen las empresas en la prestación de 
servicios públicos, que se estiman fundamentales para la comunidad en ge­
neral, sin lugar a dudas se le Impone a dicha Empresa no solo la pl'ohlblclón 
tic hacer pn\dicas discrin{inatorias, abusivas o restrictivas (art. 34, Ley 142 
de .1994). sino también la oblig~ción de; dark un l.mlamicnlo i!:,•ualil.ario a lo:; 
usuarios (!.al como Jo establece rcsl:ríclivamcnl.r. la ley). Por (;l;a ra•.ón en C<I!:IO 

de lncumpllmlento, por la Empresa de sus deberes y responsabllldades, esta­
blecidos también en beneftclo de los usuarios, a dicho lncumpllnuento se le 
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~ calillc" cnmo un abuso d{: JK>sidón dmninank empresarial. Porque, de un 
lado, lr.siona " >;lls bcndkiarios (el u 5\lario, d SLIScriptor o propietario del 
inmueble) el derecho mínimo a esos sen1clos públicos domidliarios, que am­
para la constitución, y la ley; y porque, del otro, la Empresa se limilt~ o .s" 
libera, ~in in.u\.ivo kgal apan.:nlt': de su rc:,;ponsabilidad en la prestación de los 
mismo:o; que tiene para con los usuarios o suscriptores y propietarios del In­
mueble (art. 133.1, Ley 142 de 1994). 

1.2.2.2. De alli qu<~ cuando la ErH¡ln:sa desatienda la responsabilidad que 
le impone el inci:so scgw1<lo del <orlículo 140 de]., l.c:y 142 de 1994, \'ulnere 
·entonces los parámetros de-l derecho a la prestación del ~crvidu públio:u do­
núcillarto amparado por la Carta Polil1ca, sin pt:Ijui<:io tlt: •tu e se acuda a las 
acciones on.linar1as pertinenl.es. En e!ecl!J, cuandu cst.o: pr.,eepw señala. que 
hay Jugar a la susp.,nsión t'n ca:;o llc ''la fall.a •k J'<ll(u J><>r el termino que fije 
la entidad prestadora, sin que e:<redaen todo caso de r.res periodos defacturo­
ctón". lnequivocamente esr.á consagrando una regla de equllibrto contractual 
entre la Empresa y los usuarios (o suscriptores y responsables solillilTio!:'l. De 
un lado. para que la Empresa obtenga y satisfaga el derecho al cobm 'oporl.u­
no; y, del otro. para g¡rranllwr a lo:s usuarios el derecho a obknr:r igualmcnl t: 
la prestación del sen'lclo corre~:;pondlente. Luego, se Ira la igualrut:nl.o: do:: una 
regla en beneftclo de los proplelartos ·no usuarios dt'l :;ei:1(icio- del inmucl>le. 
que a pesar de catalogarsele como deudor solidario (arl. 130, inciso 2; Ley 142 
de 1994). también Uenen derecho a que cl. seiVlcto dcl (.'Ual se bcnelkian los 
usuarios sean suspendidos a las tres [3) facturaciones (art. 140 ibídem), a fin 
de no resultar afectado por el suiiÚlústro volwttarto adicional de la Empresa. 
De alli que si esta nom1a lmperauva obltga a la Empre::;a a prot:(.'<.ler a la 
suspensión del sen1clo. ~:;u omisión, además de indic<rr la asunción dt: loll 
riesgos de no pago posterior, si bien no le impide suspender posterior y tardía­
mente cl servicio prestado en forma condescendiente y tolerada sin pago del 
mismo: no es menos cierto que en manera alguna puede alegar su demora o 
desidia. para exigir en la reinstalación de los servtctos no solo el pago de las 
tres facturas Iniciales sino también las demás posteriores . .Porque éE.taS Wt1- · 
mas obedecen a una omisión de l.B suspensión Imputable solo a la Empresa, 
cuya akgac:tón, al sl':r injust·;tk::.tla, p"'r"'·'" r~onst.lt.rilr en principio un abuso 
ñP. Rn pn .. ..:;kión rlnminan t~ P.n t-!1 '~nni.T;:J In, pmhihido ~xprP.sanumt.!: pOT 1~ J..C}' 

[art.. 1 ~::1. 23, ley 142 dP. 19941, "1 no pm<?.rler ;l lA ~instalación rl~ los !<c:I'Vi­
r:ios, al p;,rer:P.r, por lil"r" ''"1 m;¡n:o legal y, fK>r t;¡nl.n, de las. pr~!<~rlpc.ton~s 
nmslilur.irmnlP.s. Por P-Ilo, en la 1 evento debe ampararse al propil:'.larto en su 
defecho, pro!egido por la Constitución y la ley, r::onsislero\P. .-.n obtener la reins­
truación y prestación de los ~;oervicios püblicos domiciliarios, r.ancelando únt· 
r.ameiliP.ln cieurla f::(lUSacl(l durante ]as lres ftu::lunu;iont'!s init:iale~. <.;on lt-:t~ 
g;>~l.o"' tlP. rP.inslaJ;¡c;ím 11 n:mn.,xiÍ>n ("rls. t·42 y 140, Ley 142 de Hl94J y Jo,;¡ 
recargo. .. dumnlr: r$<~ pc.riorln (art., !lfi, ibfdem). en vista de que la." resranl.cs 
facturas ohcó~.c.rm a una omlslnn de: la Empresa en su deber Imperativo de 
suspensión. Sin embargo, dlclto amparo solamente puede ser tt·ansltorio por 
un periodo de cuatro meses, núentras que cl interesado promueva. an:te la 
jurisdicción contencioso administrativa las acciones y peticiones caut.eJ¡rres 
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.:on relación a J¡¡ exíslenci<l y cobro de las deudas correspondientes a las e 
restantes facturas, y dicha autortdad adopte las decisiones provlslonsles o 
dellnitlvas del caso, laa que por tanto pn:valcccrán (art. 8 Dtx:n:l.o 2591 d.: 
1Q91). 

2. Des.:iend<' la Corte al estudio de la presente Impugnación. 

2. l. Se trata de Ull<1. acción de tutela de Jose Argemlro Caro Guette contrn 
J¡¡ Elecbiftcadora dell\tla.ntlco S.A y otra, pa,..., solicitar el amparo transitorio 
de sus derechos const.lt.ucionalc~ fundamt:nlalc" a la ,.;da, al de bid u proceso 
y de los andanos. · 

2.1.1. Manifiesta el acclonante que las entidades accionadas dan lugar a 
esta vulneración por permitir que lo,¡ aTT<:ndalarios de su innmeble comercial 
hayan dejado·dc cancelar los servicio:;. públicos de agua y luz durante la vi­
gencia del t:unlr-<tl.tJ.de arrendamiento (2 años), absleniendose de aplicar la 
Ley 142 de 1994, tlt: bol mau<.Ta qu<;; acl ualmente el esl.abkt:imit:nlo comcn:ial 
tiene a car·go una tleuda ok <:erca de $50:000.000.oo <JU<: no put:dc alcmlt;r y 
que. pot· d conlracio, lt; aft..'t:ta gravcnu.:nh.o: su ~alud pc.mit~ndu l:n·peliJ,!rn !;;U 
\1da por la tensión y angustia a que "" encuentra somctidu, ya que no puede 
vender ni arrendar el local por no tener· instalados los sen:Jclos publlcos de 
agua y luz. 

2.1.2. El Tribunal no accedió a lo podido, porque estima que los derechos 
aducidog no se encu¡,ntnm amena~.adus ni han sufrido ries.'(o9 deri1rados de 
la no suspensión de los scrvit:io:; públitJI>!:l ,.¡ inmueble. Considera que Jos 
malestares que aquejan al accionan te ubetlo:o:en al desarrollo de~eneratlvo de 
sus órwonus por el avance im:ont.rolablr: de la edad. Y por úUimo sena la que 
los derecho~ que se discuten tienen su medio ordinario o nal.ur10l dClnde 
dírimirsc, eomo son la .lnTisdí.cción ordinaria o (:onLc.~nciu~, en pro,:ura dt la 
indemni4'..aCi6n de paju.kios a que hubic~c luJ¡!;ar. en el evc:nle dt resultar 
probada la negli~encta o J:Qipomoabilidatl tk ¡,.,. o:U.adas t:nf.idadc:s prestadoras 
de los servicios pú blio:o". 

2.1.3. El acclon<Ulte, en su lugar, manlflesta que no compa.tte en absoluto 
el fallo porque es conttadlctotio y se fundameuta en las meras p1·esunclones 
que hace la maglst:I·ada poneme, y por· parto: al¡luna se advierte que co•·res­
pundan a los o:om)t:plus t:lllillo.los I'Or lus mf.olk<·•» o·espeet.o de sus quebl'antos 
o;k:o<Somáüco:;. Así mi::;mo ::;e mut:::~lra en lk::l>tcucrd" (:on el eo·it.el'io de la Sala 
de considerar que la actitud de las accionadas de no suspender los S<.>JVit:io:; 
públicos de agua y luz; sean motivos de le$ión de sus derechos a la vida. a la 
~alud y a la familia, porque en su cnso particular eslo::; hecho:; ,.¡ le han 
afectado nolortarnenle, ya que cuenLa con 73 años de edad y un corazón ba:s· 
tante debilitado que no soporta las tensiones producidas por una deuda de 
$50'000.000.oo originada en ellncumpllnúento de la Ley 142 de 1S94, por 
parte de cuestionadas empre5as, concretamente en la omisión de los articu­
les 140 y 34 de la norma citada. Por ello solicita que la Corle Suprema de 
Juslici;~ ordene dir<.-ct.amcnl.e el pago de dicha ::~uma a las o:nt.iolaoks arremla­
ladas (FonviO:locial y An:a Mclropolilana lk BatTanquilla). 
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2.2. En este orden de tdeas. entra :la Sala al e:.>Ludio del J>Tt!!:lcnt<: rceu~:So. 

2.2.1. En primer lermino, en cuanto a la suspensión del servicio le asiste 
razón al Tribunal en el sentido de que no existe ninguna vuln.,raclón del 
derecho fundamental del debido pnlCeSo en las actuaciones admiJlisl.n•l.iva..<; 
Impugnadas, porqu", dertrunente ;lp;lrece acreditado que se debía mas de 
las tres facturas inici.úes. 

2.2.2. En cambio; estima la Sala que no ocurre Jo mi!$UUJ clm d den:cho 
del proplet.arto del Inmueble a obtener la relnstaladón de Jos servtl'io::¡ públi­
~os doml~lllano-..q. Port¡uP. ~onsirkra Ir• C:ort~ !1"'~ estando la Empresa obllgada 
a r!:spo:l.ar d rl'gimo:n irr¡po:rat.ivo dP.l conr.rat.o llillfonne y la regulación de la 
prcsl.ac:ión do: s<:rvic:ins, pmo:o:dir.ndo "' su suspensión al cabo del incumpli­
miento de las tres fucturas consccutiv.as. C9t:aba emonce!;o obligada a ac::"l arlo 
a fin de amparar sus propios derechos y los de los demas amparado,; por la 
Constitución y la ley, tal como sucede espedaJmenle (:nn lr>s ol~ lns rer~eros. 
Por ello, si bien su suspen~ión tardía se funda en un mol ivo del lncumpll­
mie.nto del pago de las tres facturas ilúciales, no es menos r.ierlo que para su 
n:instalación na podia alegar s.u negligencia de suspensión para exigir. ade­
inas del pago de las. mi.m:ionadas l.res 1\u:luras .iniciales, todas las posterio­
res, porque. en prindpío, éStas últhnas se causaron por su 1nera voltmtad, la 
cual hay que entenclerln acepl;,ble sin que elltJ arecte 'Los derechos a1cnos. De 
alli que, ...,l.onl:eO$, l<1 ab:;Lención de la.; ncdonndas Empresas Triple A y 
Elel:lrilkodorn del At.l<'í;,\ico S. A. de rein~\nlar los servido" suspendidos tar­
diamcnt.c no l.r:nga cr~ su rcguJación ilnpc;mt.iva aparente ~u~tcnto lcp;al~ cuan­
do, aokmás de las lrcs 1\iduras, o:xigc la t.olalidad de lo adeudado. Pues slla 
lh,:ucla adidnnal a las ~.n;$ n~cbnas 1 icn(; su cau~a en un servicio que se 
prestó Jl9T una CJ1Tli8ión en la ~uspen~ión, su cxiJ.tcnda revela· 1l1as bien un 
abm;o rlc una posición dominante que- lienl: c:n ¡, rcinstaladón, wntra el 
c:nal, como ~e dijo dchc pmccdcr el aml)aro transitorio mien~.Ta~ se:: prornue-· 
Vl~JI la~ ~t:c;ioncs conl.(.~nciu~a~ admini~l retUvas y ~n: uhllc=utu las dec:isiones 
pcrlimmle~S. 

2.3. En consecucneia, el fallo debe n.'VocMse para aeceder a la tutela 
impetrada. 

V.D:<:CIS!OI'I 

En ·merito de lo cxpur.Mo. la H. Corr~; Suprt~ma de Justicia en Sala de 
Casación CIVIl y Agrana, adtniOi~\rando ju~tit:ia o;n n.ornbn: de la Rep(Jbll<:a. y 
por aut.orirlarl dt~ la lr.y, Rr.voo~a «1 lhlln d~ si"T'~ (7J ñe scpr.icmhre ñe 199R, 
proferido por la Sala Civil- Familia dd 1'tibunal Superior del Distrito ,Judicial 
rlc Barranr¡uilla c:n el proceso de la re f(;n:m:ia y. o:n su lugar, 

RF .. •u :::.:1.\'E: 

l. Tulelar lransiloriamente el der<".<:ho a la reinstalación del seNicio pú­
blico domlclllal·io que tlene el acclonante José ill:gemtro Caro Guette frente a 
los accionados Electrlftcadora del Atlantlco S. A., Hugo Pacheco de; León y la 
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Empresa Triple A. y Francisco Olmos Fenl<'Ílldez- Conuguero o quien haga r 
sus veces. 

2. Or•kn01r a las entidades accionadas para que dentro de las cuarenta y 
ocho (48) horas siguientes a la petición del accionan te con el solo pago de la 
deuda de las tres (31 prl.tne.·as factura,;, iniciales correspondlentes,los gastos 
de reconex!ón y recargo de e..~os periodos, la reinstalación y obtención de los 
servicios de atna y energia en la propiedad del acclonante en la calle 43 # 43-
100 en la Ciudad de Barranquilla. 

3. El presmle amparo tendrá una duración has1<1. de cuatro 141 meses y 
mientras se promueven las acciones contenciosas administrativas pertinen· 
tes y las autortdade~ Judi<;iale,; compe Lentes adopl>in las provldenelas provt· 
sionales o delinilivas del caso. En el evento de no promoverse dichas acciones. 
el amparo quedará extinguido al venclmiento de dicho plazo 

No1illquese a las parles interesadas, comuníquese lelegníllcamenle lo aqui 
resuelto. y oñcicsc. 

Remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su event.ual revi · 
siórL 

Cümplase. 

Jorg2 Stmins BoHestems, Nic.>lá.'> Bedw.ra Simaru:as, Jorge Antonio GastiUo 
Rugeles, CllfiDs EsrebrutJU1l'.unillo Sd!W.ss, .Pí!dro I.aji>nt Pianel:!ll. Jase Jo'l?man• 
dD Ramíre2 Gómez. Rajael Romero Sierra. 
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Dli!::BlDDIO ftOCJESO IPOLI!Cl'I!O: J.a aduación del lm;pector de Policin y de la 
GolJemación tendiente a pmteger la tcntm<:i<J de los pn:dios agrarios t.ll~nc 
rc•paldo ·en las facultades otorgadas en el Dc:C.rcw 727 de 19!'12 sin pe~) u lelo 
de: la at:t:iím que se adelante ante el_juez especializado. Por tanto, el tramite 
pol1ctvo objeto d~ tutela no vulnera el dercicho al debido proceso. 

Cortc Suprema de Just!c!a -Sala de C(~<U:wn Civil_r¡ Agrarie.l- Santa!~ de 
Bogul.:d D. C., dteclsels ( 16) de .octubr~ de mil novecientos nov('.nta y ocho !19981. 

Maglstrado Ponente: Dr. Jwye St.utlo~ R(ll!esleros 

Rd.: Expediente No. 5437 

Se cesudv.: :¡obre la impugnación formulada contra el fallu pruferitlu pm 
el1'rlbunal Superior del Distrito Judicial de Vlllavlcencio Sala Civil -Laboral. 
de fecha 11 de s.:pl.it:mbrc de 1998, que negó la tutela promovida po•· Emiliwrll 
Garcia Murilw, quien actúa por lmemtedio de apoderado, contra d Munü:ipw 
de VUlavicenc:io y la Gobcmación del Meta. 

Al\'TECEDENIES 

1 .. F.n escrilo dirigido al T:rlbunal an.I.P.s mP.nr.ionado el accionante P.miliano 
r.ardn Munllo. quienactüa por lntennedío de apoderado, interpone acción de 
tui el a ronu·a el Municipio de Vil!uvii:encioy Ia Gobernación del Mera por consi­
derar que de acuerdo con lo s"ñalado en el Decreto 2303 de 1989 y la Ley 270 
de 1YY6, Jos lnspedon"> de Policía no son competentes paca conuccr de los 
procesos de la!v.amie.nio por o'cupaclón de hecho en predios rurales, cn rw-.ón 
a que dichp tramite c;urresponde a los JUZAados civiles del circuito. 

2. Los hechos y allrmaciones que sirven de fundamento a la presP.nl.e · 
acción de tutela pued"n resunlirse de la siguiente manera: 

a} Manifiesta el accionan te que adquiTió mediante documento privado, el 
de~t:ho de posesión y mc,)oras suhre un predio rural ubicado' en la vereda La 
Ubertad, jurisdtcclón del Municipio de ViJla,1cenc1o, dedicado a la explota­
ción económica mediante cullivos de pan coger. · 

bl Se aprecia en el cxp.,di.,nle que la Alcaldia.Mayor de Vlllavtcenclo mc­
rlianl.e He,.nluciónN' 155 del31 dc didoc•nbn: de 1996, en ,.;ctud de la petición 
d~vad:J por la Corporadfm Colombiana de il:'l\lcstigadún Agropecuaria - Corpoíca, 
ailmil.iÍl qnPrella para tramitar proceso polldvo por ocupar.ión de hecho con­
tra per!'ilm::ts indeterminadas y decretó el .lanzamlentu de l"s pen;;onas que 
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o<:upan el pn~dio mencionado, y señnló el8 de enero de 1997 como fecha para f 
la realización de la dfllgencla de lanzarulento (folios 4-7). 

el El 25 de febrero de 1997 ellnspector de Policía de la Comuna 5. reallzó 
diligencia de lnspecc!ón ocular sobre el predio materia del pl'Oceso. en la que 
fue a tcntlido por el acclonante. quien cotúlrtó poder a un abogado que lo re­
pre:senló en el trámite respectivo; en la dJllgcncla, se rcall?.ó una descl1pclón 
total del terreno. y se decretaron y pr-dclicaron las pruebas testimoniales so­
licitadas por las partes. El acciona.nte (querellado) interpuso recurso de repo­
"'ición respecto de la calidad de un testigo, dedglón que se mantuvo por el 
Inspector, y fue confirmada "n segunda insrancia por el Gobernador del De­
partamento en resolución del 13 de junio de 1997 (lolios 8- lO y 14 • 171. 

d) {)na ve¡: resuello el recurso de apelación, el 21 de agosLo de. l 997 el 
Inspector de Po licia de la Comuna 5 prosiguió la dlligencla de Inspección ocu­
lar, en la que el apoderado de los querellados Interpuso Incidente de nulidad, 
.:un fundamento en una presunta Incompetencia por parte de la Inspección 
de Policia, pu<:s en ~\J enlcnder los Decretos 508 de J974 y 2303 de 1989, 
otor~an a los _iu<:<~<)$ agrarios compct:.encia par<! ac:klanlar los procesos de 
lanz8Jnienlo por ocupación de hecho, y en an~enr.ia de este~. a los jueces 
civila; del circuito. 

e) El Inspector d<: Pulida mantuvo ;su d<:cisiún relaciOnada con la compc­
tcn<:i!l. y conCedió d 1"1:{:\ln'lo clt; ap1;l~1:ión int.<_:rpucSlLl l!UbSidiariamcnte, dcd· 
sión que fue confim1ada por la Gobernación del Dcpari¡omcnl:o mt:dlante 
resolución del l. 4 de abril de 1998, en la que señala qur. es claro que el" 
acuerdo con lo seiialado por el Decreto 2303 de 1989, la compct<:ncia para 
conocer. de la acción restitutoria de lanzamiento por ocupadón de hc(:ho <;o­
rresponde a los jue~'~" agrario>~ y en ,;u deledo a l0>1 jueces l:ivik:; <lcll:in;uil.u, 
p~o que, mienlras se adopla la de~isión. por el juez comjJel.enlc, la Policía 
Uene un papel importante para la seguridad de los derechos reclamados y 
evitar las vías de hechp, cotúorme al Decreto 19S9 de 1940 y a los Códigos de 
PoliCía; precisa que la protecctón que preslan las auloiidades <le pulida el:< 

eminentemente provisional, toda vez que la dectsi6n definitiva es Jurisdiccio­
nal (folios 18- 21). 

3. Concluye que trat¡mdose de un predio agrario, c::on una normatMdad 
especifica acerca de competencia y procedimienlos, y que esta legislación es 
prevalente por ser de cani.cter especial y porque ri~rog,, ""PTP.sam.,nte las 
normas que le sean contrarias. corresponde a la jmisdicción agraria y nn a la 
lnspecetón de Poltcia el conocimiento de la acmaclón. ~licita tutelar el dere· 
cho constitucional del debido proceso y disponer que sea el juez agrado o en 
su defecto el juez c1~1l del circuito, quien conozca el tranúte de la querella. 

El Gobernado del Dcparllimr::nl.o del Meta en oficio dirigido al Tribunal 
Superior de Vllla,1cenclo, se opone a las peticiones del acclonante, y señala 
que no existe duda acerca de la competencia que pos""" l<>s inspectores de 
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pollcia para conocer de las acciones que se ¡¡eneran por vias de hecho y rela­
tivas a la pcrturl,.dón de la posesión de los Inmuebles. Para el efecto realiza 
un rc(:ucn\o de la le¡¡islación existo::nle, para r.oncluir que el Códi¡¡o Naclon,ill 
de Policía disipa cualquier duda que pudiera surgir re:;pecto de la compcu:n­
cia de esta.q autMidadcs, para conocer esta clase de acciones. 

Seiiala el ar:<:iOoado que las autortdades pollc!vas sólo lnten1enen para 
evitar que se perturbe el desarrollo de la posesit)n o 111era l.t':nenc:ia rtue 9e 
lenga sobre un bien, y en el ca:su de que :;e haya de~conol'ido, reslablecer u 
preservar la ~iluación i¡ue existía al momento en que se produJo la perturba­
r:ión. sin c;onlrovertlr el derecho dP. dominio o propiedad. y las prucha.q CJiu! 

c><.islan para probarlo. 

Concluye que t:1 lkt:rdu 2303 de 1989 que Invoca el accionante como 
vulnerado. fue 1-eglameru.ado piJr t>l Decreto 747 de 1992, que otorga compe· 
tencia al11lcalde o a quien se lt: haya dele~-~ado, para conocer de las a(.-clone:s 
por ocupación de hecho, sin perjuit:io <le 1<! <11ft; o;c put:da inlcnlar anlt: cljut:;r,. 

EL FJU.LO DEL TruBUNJL 

J::lli1bunal niega t>:l ;,mpam por considerar que si bien es cierto el Decreto 
230:~ de 1 9R9 quP. creú h> jurisdi~clón agraria estableció en 9U articulo 98 la 
competencia en los ju.,r.P.s civiles del clreulto para conoc.er de los procesos de 
lanzamiento por c"~"P"c:iém rle hecho, tambt.en lo es que el Decreto 7 4 7 de 
199'2., di9puso que la peo;ona que explote económicamente un predio agrario, 
que hublcr-.1 sido privado total o pareiahnente de la tenencia, sin perjuido tle 
la acción que realice ante el juez para c¡ue efectuc ellaru:arnicnto por ocupa­
ción de hecho, puede solicitar al alcalde o al funcionario en quien se h>lY" 
delel!ado la funciún, la protección de su predio, con el objeto de que "'e resl.a · 
biezca la situación que existía antes de la Invasión: por lo l.an\o la.- ac;~uado· 
ncs adclanl.adas por la.Alcaldia mayor de Vlltavicencio, la Inspección de Policía 
y la Gnhemación, tienen Wl respaldo lt<~l. ,.;n que exisl·a la vulneración ale­
gada por el accionante. 

L:·. l)t{f'UG:\:ACJÚN 

El actor dentro dt':l término legal il:ppugna la decisión del Tr-ibunal, mn 
fundamento en <¡u(: el Decreto 7 47 de 1992 es inavli<~abk "" nv.ún a 1¡uc fue 
expedido par.i prevenir las invasiones en pn::díus rur11lt:s <¡ut: ocasionen aUe­
raciones del orden público, situacion que no st: enc:uatlr" dcnl.ro tlcl pn:~;(:n 1<:: 
hecho, y '1"" ,;i se aplicara, trunbien e><istirí11 una vu lneral:ión al debido pro· 
ceso, pues las actuaciones se han de.<;a.-rnlla<lo con rundamento en diversas 
no.rirtas, pero _jamás en apllcac!ón del mendu< t11tlo d<.-crclo. 

C.ONSID!m\CJO:-.ti!S 

F:s 1~reciso re&altar que la acción d<: tut~la c:rmsagr'ld<t en el articulo 86 de 
la Conslil ución l:'ofitica es. un mecanismo n:sichm 1 rle <".arácter excepcional. 
subsidiario, pTelerente y SUIII<"Ifio, que permll.t: a 1·oda "'"'"'""· sin mayores 
_requisitos de: orden lonnal, obtener la protección Jnrn~liata ck lns cl.,n~:hr.~ 
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constitucionales fundamentales, si de acuerdo con l~s Circunstancias del caso e 
concreto, y. a falta de otro medio legal, considera que le han sido vulnerad~ 
o an1enazadoa por la acción u omisión de cualquier autortdad pública, o, de 
un particular, pero sólo en los casos expresamente. previstos por el legislador. 

En !onna reiterada se ha afirmado por esta Corporación que uuu de los 
requisitos esenciales del mecanismo excepcional de la tutela es la 
~ubsldiaririMI, y por ~(msiguient .. sólo e$ pro~~ri~nte acudll· a este amparo, si 
el pa<licular pre•mntamente afectado con la ameml?.n o la Vlllneraclón de 
algún derecho ftmdamental no dispuso o no dispone de otro medio (le dP.fcnsa 
constitucional o legal dilerent.e, excepto que se solicite como mecanismo lrnn· 
sitorto para prevenlr un perjuicio irremediable. 

El debido proceso como pr1nc1plo constitucional fundamental busca que 
el Estado protela al Individuo frente a las actuaciones de las au\nridarlc,. 
públicas, y procura el respeto a las formas propias de cada juicio, que deben 
observaJ-se en todos los procedtmlentos judiciales o administrativos. siendo 
procedente su protección mediante este mecanismo cxc<:pdonal, al se lncu· 
rre por prute de los funciona~ios correspondiente.; ~n vias de hecho, es decir, 
en actuaciones abusivas, voluntario:o"'s o arbitrarlas y apartadas de la ley, y 
que el acciona.ntc, no cuenlc con oportunidades dentro del escenarto natu­
ral. paca la defensa de sus intereses presuntamente conculcado.•. 

En este sentido. la acción wmo IJI(:c¡;¡nít;mo.Juridico excepcional de carác· 
ter residual, subsidiario, preferente y ~umarto, no puede converger con vías 
judiciales diversas porque no es un mecanismo que !<~.a factible de elegir se· 
gún la discrecionahdad del interesado para eludir el que de manera especift· 
ca le señale la ley. 

Por lo l.anlo si la tutela tiene ·por o ~lelo la modificación de la apreo;:iación 
juridica y fáctica realizada por un juez o un funclonarto dentro de un proceso 
detem1inado, conviene recalcar que el mecanismo excepdonal es improce· 
den le. pues como Insistentemente lo ha considerado esta Sala. este recur"o 
constitucional no pued" s"rvir de pretexto para ln'>adtr la órbita de otra.; ju· 
rtsdicciones ni para re•;sar cuest.ionE'.S que fueron o son materia de debate en 
el trámite procesal correspondiente .. 

Al de:scender al caso que ocupa kt atención de la Sala se aprecia que F.:l 
acclonante alega una presunl;1 vulneración al debido proceso. pues en su 
entender, n1 el Inspector de Policía. ni lu Alt~dia de Vlllavlcenclo, y menos la 
Gobernación del Departamento. son compet.enl.es para conocer la querella 
que por lanzamiento por ocupación de hecho, adelanta <:n su contra Corpoica, 
relatlva·al predio rural denominado La Uberüu:l, ubieado en la Inspección de 
Policia de Santa Rosa, .iurlsdicción del. Municipio de Villaviocncio. 

SI bien es cierto que el Dccrdn 2303 de 1989 asigna competencia a los 
jueces agrartos y en su defecto a los .iuccr.s civiles del cl!'cuito, para conocer 
de lo~ a"unl.os relativos a conflictos agricolas, entre ellos los n:lacionados con 
los lanzamientos por ocupación de hecho, lamhién '"' cierto que el decreto 
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?. . 727 de 1992 ""gl;nnenlario riel anle.rtor, facu ll" " l;~s l"'rsonas que explotan 
e~oncimi(:am~nle un predio agrario, para acudir al alc<>lrl.- n al1imclonar!o en 
quien éste ha~<a delegado. para adelantar los trámites tendientes a proteger 
la tenencia de los predios agrarios, resp.,.:tn de los cuales se hubiese privado · 
total o parcialmente de la tenencia, sin perjuicio de la acción que realice ante 
el jue>. para que efectúe el lanzamiento por ocupación de he<)ho. 

Por lo U!nto, en el presente caso, la actuación tanto dellnspec\.or de Poli­
tia como la del Cobcma.dor dd D<:patiamcnl<J, dc:scanean sobre la nonnattvldad 
antes mencionada, .Y l~t decisión por aquel proferida ~-u•-nla ton la debida 
fundamenl.at:ión, lo que aleja cualquier >iso de arbil.mricdad o capricho; por 
lo que sr. cnnlbmará el fallo impugnado. · 

Por lo demáb. tal como se tlespremk dd rdato de los hechos que motivan 
est.--. tutela, el aswti:o planteado po1· el acclonante fue resuelto tanto por el 
Tnspecj'or de Policía como por el Gobemador del Depru1amento del Meta al 
dt:<:idir el inciden le de nutidnd propueslo, por lo que, como in::;islcnlt-mcnlt: lu 
ha dicho t:sla Corporación, t:sle mecanismo no put<ik con~liluin:e ·erJ WJa 

iuSti:UR'la cu.llt;iuui:d o a• uua via lJe:tn:ilt:la H t:üalquiel' da!:ie de proceso. nJ 
penn1tlr que el juez constitucional. baJo el pret~xto de proteger der-~hos fun­
damentales, penetre en el amblto de otras autol1dacles judiciales. con el obje­
to de resolver puntos de derecho arlnentc-<> a la legalidad ordinaria que han 
sido ilebatldos en la órhlta jurtsdict~nm•l quP. les <:orrP.Spontle. 

Con base c~n ln c.:xpuP ... ~I.n, la CnTI.f! Snprf':J'Tl.:l n~. Ju~l tc;n, Sala de .Casación 
CIVIl y Agraria. atlmini,;l mmlo jusl.it:i<l en nombrP. de la Repúblka y por auto­
ridad de la l~y, C<mllrma el fallo de tutela a que se ha hecho referencia. 

Commliqucsc esta dctcrotinación a las parl.es pur lelegrama. 

Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constltuclonal para su 
r.ventual Tev:isión. 

:'llolili!JUese y cúmplase 

Jorge SanlíJ..o; BalJP.slv.ms, Nicolás Bechara Simancas, Jorge.Anronio Castillo 
Rugd«s, Cilr!n.< Esteban JoramiUo Schloss, Pedro LafontPianetro, José Feman­
dcJ Rumírr",; Gómt:r.: Rq{oelRomcro Sierra. 



llli~~O A '1:1!'.1:3mDA: El disfrute del derecho a la Yivienda previsto en la 
Constitución y la Conveui:iúro <k los Dt:ndlos del Nllio no debe apan'jar ne­
<=t:>lariarncnk h• ]Jropicdad wbrc la nti:.ma, o la faeultad de usufructuar 1:ma 
morada especifica, ubicada dentro de cierto ámbilo so<:iot<<:onúmico, ya que 
ninguna nonua positiva lo consagra de ese preci.;<J rnvdo. 

r.,cr1e Sttpr-ema de .Ju.~tit!la -Sala de r..é,saclón Civil y Agraria- Sanlafé de 
Bogotá. D. C .. velntltres 123) de octubre de mil novecientos noventa y ocho 
(1998). 

Ma¡¡tstrado Ponente: Dr. Rc!lael Rentero Slen·a 

l-lef.: ~:X-pffiiente No. !'\477 

Decidese la impugnación !ommiada por Gilberl.t~ Mor~mo Ccrqucra contra 
elflillo del21 de septiembre de 1998, proietido pnre! 1Tibunal Superior -Sala 
de ~·amUla- del Distrito Judicial de Nelva, en el trámite de In l.ul.ela ·pronoovida 
por los menores Alexander, James. Diana Milena y Edison Gilberto, todos 
Moreno Herrera. contra cllmpu¡¡rumte y EdUma Herrera Zambrarm. 

l. Lo:; a<:c:iunarotes en mención p1·opus!eron acción de tutela con\.ra los 
aludidos parl.i<:nlarcs, quiem:• son sus pl'ogenitores, aduciendo amenaza de 
los dcrt:chos a t{:ncr una vivit:mla digna y a la paz. Para su protección piden 
que se emita una on.kn cm1 d fin clt que los accionados no puedan vender la 
casa donde a<:lualmenl.t: viven, hasl.a tl.:n!J·o de 1 O años. cuando el menor de 
ellos llegaría a la mayoría de edad. 

2. Basan su pedimenlo en lo <tuc ;;~¡¡uidamente ·se sintetiza: 

al que lu.~ a<:<:ionatlus s<: divurt::iaron, negando les el derecho a f.cn(:r una 
fronllia y a no ser separado:,¡ de: dla, y solamente cuentall con el amor, apoyo 
moral y cuidado de su ma<.lrc. {:un quit:n viven en la casa que es de la socie­
dad conyugal. y quien vela por ~u,; n{:<:o:sitlatles, pues su padre se limita a 
aportar una cuota del :sueldo <¡u e devenga "n d SENA, a n·aves del Juzgado 2" 
de fo'amllla de Nelva. pero nunca los v;:;ila, ni los llama, ni los saluda cuando 
los encuentra en la calle: 

b) que adenlás de lo anterior su progenitor presentó <:emir" su madre una 
demanda de separación del único bien quo: d<iaron, o sea, la casa donde ellos 

.< 
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) vive~}, y por eso no &abeJt dónde tendran que lrBe a \1\'lr, porque pagando las 
deudas pe11dientes no queda1·a con que con,;egutr un techo digno para cllo5: 

e) que cada uno de sul!. padrel!. siga pagrutdo sus deudas como has la aho­
ra y quede comoduei1o de sutuil>lll t:TJ d bien, ¡>el'O no se les permita venderlo 
ha•l.a lllll' dlo::< n~guen a la mayoría de edad, pues en e,;a ea,;a y con la :;cp<O­
ración de los plimeros han enconn·a.do .k"\ paz. pol·que ya no presenl'ianlal:l 
escenas de \1olencla y es~andalos que Incluso le ocasionó un problema de 
cora7.ón al mayor; 

d) que si no es P'~"iblr. obligar a: los accionado.-, a que no vendan la ca..a, 
lns nbli~,'ucn a dividirla • ... con una tapia, que nosotros nos amontonamos ert 
1"' rnilo11l que <:nTTc~ponda a nuestra madre y nuestro padre haga oon su pnrtc 
lo que qtúcra . .. ", ya que: no quü.':T(:n iT$C de~] lugaT ciond<; nad,~rnn, ~e han 
criado y tienen aus amigos; 

") 'l"" su mmlr" g.,n¡¡ muy poco como empleada de la Policía y con muchos 
~ar.ri rkios l~s ha sns1 P.niño la '-'Íd(l que traían en lo esencial. pero vÍ''e alc.an-
7.ada; al paso qut~ ~m pa(ln: nn Ut!ne m.tis hijos, v\ve eon oiTn mn.jt!T f1UP. l·iP.ne: 
casa y· lo necesario, por lo cual puede dejarlos viviendo alli en lugar de echar­
los a la calle por venganza. que es el vcrciacicro motivo. 

3. El accionado Gilberto Moreno replicó la tutela aduciendo, en resumen, 
que no son ci•ltos los hechos ex¡?uestos: que dicha acción no fue Instaurada 
por lo" niños ~in o por la· madre de estos, qui~n los ha colocado en su contra, 
no deja que los visite. ni se los pasa al teléfono. y (!lo luga1· a la separación por 
r.ncicudarse por más de 14 millones de pe:;,os sl.n nlngmaajustlflcaclón, lo que 
les produjo un descnlabr:o económico y pe1~nltló que le embargaran el suddo· 
en do.~ ocasiones. VIce que tiene derecho a la mitad de la casa, .Y <¡ut: """ 1~ 
mitad .de esta L~ madre de los hijos puede conseguir wl<l vivienda "" u u sil.íu 
más económico, pues donde estan es estrato clnc:o (5); adt:omts <Ir. que (::,~la. 
según el tiempo .k'lborado, puede obtener un t:rMitu o:n la Pulit:ía, micul.ra::o 
que él en la actualidad esta Jl"!l"mln ul.m. 

Agr~ga <¡u e provee a los hijos el 33% de ·sus Ingresos, paga el crédito alu­
diño y \In emb'II'go de un préstamo de su ex cónyuge, por lo cual lo~ qu~'rJ" muy 
poco dinero cada mes ($212.342,65) y .requiere la part~ de la ""'l't que le 
con·esponda para desahogarse un poo:n. 

Por su lado la accionada Edilma llet·rera manifestó esrar ck ac:uo~rdo mn 
que se coneeda la tutela en la forma "má.sYiable-. ya que los nlnos c:,.Tan muy 
preocupados por quedarse sin la casa con lo de la llquldadón d" lo "''",;"d"ci 
conyugal, ,V han pl<mtt'ado una escena muy conmovedora soh~: d punln. Annl" 
que ,gana muy poco y vü>e alcanzada con los ga.~tos de los hijos, qui"n"s h;m 
bajado en su rendimimto académico. y los dos mayores están bt>:.,:ando IT"­
ha.Jo c:omo c;mpacadores en un supermercado; mientras que su esposo es muy 
Intransigente y le diJo que neer:slt.~ba 1<1 plata de la parle que le correspondia. 

JI. EL F.\U.O DEL TI<JDUN!ú. 

Empieza el t.r1hunal¡1or argumentar que los menores accionantes se en­
cuentran en Indefensión frente a sus ¡>adres demandados, ya que no pueden 
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cvttar el alud de la liquid!lción de la sociedad conyugal; no olx<lan\c que <.'1l { 

aras del interés supertor del menor. emanado de la Convención de los Dere-
chos del Niño, la propiedad coino derecho de los padres y el derecho a la 
liquidación de la sociedad conyugal no pueden opunerse a la efectividad de 
los derechos fundamcnlalcs rld menor. 

A continuación e>epresa el sentenciador que si Jos accionados ofi-ecieron 
a Jos menores la ca:;a en la cual hoy habilan, luego d~ la ruptu1a vuelve a 
asomar" ... el monstruo del desafecto amenazando cuanlo les queda a lollme­
nores de lo que fue su ho¡;¡ar ... ·. de suerte que el derecho de los padces a 
separarse qut:da limitado a que no pu¡:,r:hll1 dtspon~r dt: sus bienes si amena· 
l<\n o viola.Tilos derechos fmtdamentales de los hijos, ya que s; ~1 art .. 151 de 
C. del Menor faculta al juez para disponer que los alimentos se aseguren 
mediante la constitución de un capital. al ser la viVIenda de los niños un 
derecho ti.mdamental según el art. 44 de la Conslil.nción es • ... Juridicamcnte 
viable que el ju""- de lulela ordene la limitación del dominio que los padres 
tienen sobre la casa de habitación que constituye la vMenda farulllar. • 

Señala el tallador que si la familia Moreno Herrera logré> un cie-rto nivel de 
vida, entendido como un paso grande en la escala social, la venl.a de la casa 
es para los niños • ... !;uhir el menoscabo de su integralidad social y psicológi­
ca. es perder cl entorno que los. proyecla y facilita la vida. con cl colegio, con el 
futuro. Es disminuirlos, es quitarles una parte de ellos mismos, es acortarles 
y reducirles sus posibilidades de crecer bien .... es menguarles su propio ho­
nor y <:uando a si """.-re se·leslona prClfundamente la dignidad de las perso· 
nas y l:uando se lr,l\a de la dignidad de lo9. niños. la tutela debe preservarla ... •. 
porque la dignidad irradia todos los derechos. · 

Igualmente se aplica el tribunal a eA-poner qU:e los afectos escapan al con­
troJ ju!idico, pero si ea posible evitar que el deü1o que se causen los ex cónyu­
ges disminuya sus efectos nocivos en los hijos, protegiéndoles su derecho a 
una viVienda digna, lo que no se soluciona con Jo expuesto por el pndre sobre 
la adquisición de otra casa por la madre, pues así se sustrae de su deber y lo· 
radica únicamente t:n esta ultima. 

De c,;a tmmera la Corporación a quo concede la tutela y ordena sus.fl<'nder 
por die?. año.•, " ... hasta que Ull hechol propio o ajeno, o un acto deseado podas 
padres y los mt::norcs lo pcrmila, el derecho de disposición y li'<' cunslitución 
el<: cualquier gr«vamen ... ". que los acclonados tienen sobre la casa de ha bila­
ción de la faniília; término que empl:~.aTá a correr el t• de octubre de 1998, o 
mientras los solicitantes sean menor<:!:< de "dad. Adlclonahnente se ordenó 
insc1ibl.r en la Oficina de Registro de JTJsl.rumcntos Publicas de Net\'a la 11m1-
taclón Impuesta a los Ululare:; del irnuucl.llt:. 

III. LAIMPUGNACJÓI' 

I>lce el accionado Gllberto Moreno CC!lluera en su objeción, en síntesis. 
qut la luida es improcedente. porque para reclamar alimentos, qm: incluyc 
lo indl.spen&able para el sustento, habitación, vestido. asistencia medica, re-
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creación, Jormación integral y edu(:ación dd menor {art. 133 C. dd M), hay 
ntm medio de defensa: adema., de que él de ar.u.:rdo con su condición econó­
mica está ap01'tando a sus hijos lo necesarto para tales efectos. 

Manifiesta que la madre también debe esforzarse para darle bienestar a 
los hijos como eii(J e::~ta ha(:ieudu, y cou la venta de la casa, ella pu.:de com- · 
prac otra vivienda en un sitio má::~ ·econóuúco, siendo lamentable que en el 
Jiillo se diga que a una persona se le quiLa su honor y su dignidad porque 
<'.ambla en alj:\o su slt.uac.Jón ec.onómlC'.a. 

Al'lade r¡ue sus. hiJOS no están ante un peljulclo I.Iremediable, y por eso el 
.IUC?. de tutela no pue.de conceder la protección, pasando por allo el procedi­
miento paradlrllnlr un conflicto conyugal; Imponer la suspen::;ión el(: la liqui­
dadón de la sociedad eonvu~al por diez aftas es un abuso, ya que,,., (:crt"<:rcarc 
los derechos de. los cónyÜges a disponer de sus bienes, a tn(os tic: ello, el de 
conformar una nueva sociedad conyugal, porque muy !Jicn t'S sabitlo que hasta 
que el Juez de famllla no proftern su sentencia (le .liquid<~t:ión de la sociedad 
conyugal. ésta conl1nila. 

IV. CoNSIDE;RIICiúNES 

1. Como ha quedado resumido, en l<J p11:scnle querella con8tltuclonallos 
menores accionanres aducen amcna>.a ·para o;us derechos a una vivienda 
digna y a la paz frente a sus progenil.orcs, hoy divorciados, y en consecuen­
cia, solicitan que se ordene a éstos no vender la (~asa de habitación donde 
acLualmenle residen en la ciudad de Neiva, basW. qu(: looJos dio!! lleguen a la 
mayoria de edad. , 

2. Ha ,.;du loit:n difundido <¡ue la a.:ción de tutela fue Instituida como un 
pmt:t:su judit:ial cspc:o:íli<:u qui: su lamente puede utJIJzacse cuando se trate de 
conjurar tm qucl.mmlu o amenaza para lo" dero:o:bos fundamentales de una 
persona, a caus<O de una a(:ción u omio;ión t!t: o:unopmbada arbtt.·ariedad por 
parLe de ltts aul.olidades pública::~, o de Jos parli(:ulan:s en cie1tos casos, y ello 
siempre que no :se disponga de otro medio de ddcn,.a .iudícial, IKJrque como lo 
ha dicho la d<1clrina·eonsüluclonal. t>sle mecani"mo JJO fu.: itlcadu para In-

. mle.cul.rse en las actuaciones a cargo de las olea,; aulolidadc,., sino J•an• dar 
solución eficiente a ciertas situaciones de hecho respecto de las cuales el 
sistema julidlco no consagre otra forma de resguardo, es dectr, que de no ser 
por la tutela se deJa al Interesado en una daca Indefensión'. 

3. Ahora bien: es la acctón se ha dldg1do conlr'a do" paclieulan:<:~, c<:~l.o ('"· 
contra personas freple a las cuales es mucho más eslrtcla la pru(:edomo;ia de 
la tulela, pues la Conslltución sólo la pennife (;ontra esta da!>c de "uj~:lm 
siempre y cuando los mismos se encuentren enc.a®dú':' <lo: l".Prt:sl.a.<:ióu de 
un ~lm.·ic.:iu )Júhli<.:u, u t:uya t:untluda a,It.:t:li: de 1Uane1a grave y dll·ecta e~ h1te-

1 Curle C.un~UtucihnHL ScñlellCiC~S ·r -01 .'! c. 543 de 1992. enue ou-as. 
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rés colectivo, o " ... respecto de qulc:nc~ d solicihmtc: se haUc en estado de ¿_ 
subordinación o 1ndcfcn9ión". 

Dentro de ese ma.l'co normativo ~upcrtor. el ejercicio de la acción de tutela 
se posibilita. en este caso c~p~cífico por cuanto sus proponentes son menores 
de edad, cuya inddcnsión se presume. de conforml.dad con el reglado 42-9 del 
Decreto 2591 de 1991, razón suficiente para abordar la peculiar temática que 
~plantea en este asunto. 

4. A cuyo propósito debe prec:isar~ como cm::;Uóu de prirroer orden qut: Jos 
hechos debatidos m) li~:ncn Wla verdadera relación con el derecho a la paz, 
pues el problema toral se circunscribe al derecho a una ~ivienda digna, alrt· 
buto éste que no tiene un caracter fundamental autónomo. ni para los adul­
tos m para los niño~. ya ~~~" hl Consl ilución no lo prevé con e:;oa categoría, 
sino con una nat.nral""'" pmgrmnMic<~ (art. 51), aunque de.~de Juego en Jos 
cagos concretos pntocl~< v"rs" inv<~h u::rado por conexidad con. un dere<;'hO flm· 
damental. tal eo1no .lf.l ha "os \.en ido 1" doctrina consUt.ucional". 

Cl"rn está que no se desconoce la Importante y esencial función que cum­
plt: '" vivóenda en la vida humana y todas las lmplic.aclones que ella ttene, 
pues es alli rtonrt" pu"rl" dan;e el entorno idóneo paJ:a el hogar, que es un 
Instrumento cardinal para la sal.il:lfaccion de mucha~ de las necesidades pri­
marias del ser humano: lo que sobremanera Interesa para la formación inl<:­
gral de los menores, toda vez que ellos, de acuerdo con el articulo 27 de la 
Convención de los Dereehog dcl.l\'lño, aprobada por la Ley 12/91. deben gozar 
de un nivel de \'ida adecuado. que Incluye ''la vivienda"; anJ{"t:> de que dentro 
de los recursos que hacen parte de los alimentos, a tcnnlnos. del precepto 133 
del Código del Menor, esta la ''habitación". 

Sin embargo, aun entendiendo el derecho a la vl\1enda desde esta pers­
pectiva, no puede sostenerse que su disfrute debe apa.re,lar necesariamente 
la propiedad sobre la misma, o la facultad de usufructuar una morada espe­
cífica: ubicada denu-o de cierto ámbito socloeconómico, ya que ninguna nor­
ma positiva lo consagra de ese preciso modo; deb.lendose entender, entonces, 
que la facultad de poder disfrutar de una vivienda di¡¡na, Independientemen­
te del rango que pueda dársclc a este atrlbuto. no hace relación a un sitio 
concreto y dentro de determinado nive 1 social, sino a la posibilidad de tener el 
abrigo material ncc~s.ario para tales cfcd.us. 

5. Teniendo en cuenta lo ant.ctiorrncnt.c S<~ntado. cncuentrasc que es exor­
bitante la petición de los mcnun~s a<.:cic.nantcs para que el juez constitucional 
Imponga una cs.pe(:ic de limil.at:ión al d uminio o eumlicion de incnajcnabilidad 
al íntnucble que t:Jlo~ O(:upan acl'\lalmcntr. cnmo vb.dcnda. que se haiJa inven­
t.,riadn como a<:Uvo denl.m de la liquidación de la so<;jedad <:nn)',ll(al dt: >~us 
pmgc:nil.ore!S que ,.e l:riomita en el Juzgado 2" de Familia de Nciva, a conl.inua-

2 fallo T-021 de !99;:;. entre otros.. 
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) . ctón del corr~~pondlcntc proceso de divorCio. puesto. que el derecho que aque-
llo!; uencn ;1 dlsfn¡\;lr <l.- un;~ viVi•nda digna mif:nr.r.as llegan a la 111<1.yoría de 
.,rl;ul, no ner.:esariamente tiene que operar frente a """ l:unerr.:to y espectfico 
bien, pQrque no sólo en ese lugar y su entorno puede dan<" su <ir.Aarrollo 
tisico. síquico, espiritual y moral en condiciones de dignidad. como desa<:eri;l-
damente lo entendió elirlbunal al conceder la hJ\ela. · 

Y ni siquier<l por el ludo del interes superior del n1eoor, entendido en la 
d'oclrtna contemporánea como la búsqueda de la mayor utilidad juridica inte· 
grnl de este st~jeto, con mira~ a darle una protección y tm tratamiento espe 
cial, con pn~alcncia ~;olm: lns derechos dr. lo" d<>má,., '"'posible Inmovilizar 
juridic:amcnl.c un bkn de lo~ padre:; de los niño" ;u:lun:s paca los fines por 
esl.us cs¡qimidos, porque ese inkn:,; prr.valcnl.e no es absoluto e lllmitado, 
sino por el oohtrarlo, relativo y limitado por los derechos de los padres y de 
terceros, ya que como lo ha ptuttuallzado la doctrina constitucional, la preva­
lencia que la Constitución consagra pa1·a los derechos del nlflo debe obtenerse 
buscando, en lo posible, " ... el menor sacrtftclo de los restantes dere"ho~. pm­
cunmdo precaverincluso'las sl\uaclones clP. conf\1r.t.n ... "•. 

'Además de que ese .Interés superior de los petentes no puede v~l·se mer­
mado, en esle evento determinado; por .los derechos que Llenen su::; padres·a 
liquidar Ja.sociedad conyugal y disponer de sus bienes. por cuanto se trata de 
aspectos que versan sobre cuestlones de indole pati1monlal. que no conlle­
van un necesa1io perjuicio para su derecho a una vivienda digna por la eh·­
ctmstancia contingente de tener que vt1o1r en otro lugar distinto al actual. 

6. Rcpárest· atkmás <1ue eomo la vivienda o habitación hace parte dt>l 
oonjun1 o dt'! ohHgac:inn~s ali:m~nrarias en f;JvnT de ln. . ..; mt:mf.lr~s. de <::onlhnni­
clad r:on t'l ya diado artículo 133 del Código def:Menor, ante la eventual venta 
dP.l inmuehle a que se viene haciendo referencia, la necesidad de los niños 
snli<:il.,ml.t.,; ~ubre e8t.e delimitado concepto debe ser de todas maneras cu­
bierla conlinme a los medios de sus progenitores, quienes por cl~rto, no han 
fallado hasta .altera a su obligación de swnln.lstrar alimentos a aquellos, se­
g.m los elementos de Juicio obrantes en el expediente; sin olvidar que para 
todo lo relativo a fiJación, modlflcacic'>It o e.><tlnción de prestaciones de esta 
estirpe, están cons..~dos procedimientos <lXpcditos en el estatuto antes alu­
dido y el Códl!(O de Proc<~dimiento Civil. 

R'lZones adicionales para encontrar la 'improcedencia de la tutela, porque 
bien sabido es que ella no puede conve~cr con las \'ias judiciales cmnuncs. 
para la p1'otección de los c!erechos. 

7: Empero de lo dicho, la Corte no deja pasar por alto la oportunidad para 
requerir a los ex eónyuges at:chm~rlo.'5, (:oino en opoTt.unidadcs similarr.~ lo ha 
hecho~, con el fin de que depon.!(an las intraruoigencia.s per•onalcs, con miras 

3 SC"nlt:ud<.t. C.-041 ..Jel 3 dt: ft:bn:ro cl-=: ~994. 
4 Fallos 1•1 13 sepueml>re de 1996 (e.x¡:. 3286) y 14 de JuliO 1998 (exp. 5140). 
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a que de manera co~unta y armónica reg.den lodos los a:.peclos relaciona- .¡_ 
dos con el cuidado y sostenimiento económico de sus vástagos comwtes, in 
cluyendo lo relocion;~do con la vivienda de los mismos, ya que asilo reclaman 
la (.'Qn,'ivenci<l pacifica y los intereses superiores de éstos, quienes no deben 
ver.;e involucrados en las controversias :,¡urgidas con ocasión de la S<.-para-
dón de sus padres: polémicas que hl fmru de cuentas, (.-on tolerancia, re:. peto 
e interés por el futuro de los descendientes, son fñcües de superar, en aras de 
la paz y la armonía familiar, la justicia y el bb~n común. 

8. Asi pu(:Sta~ la:s cosas. debe concluirse en la revocatoria del fallo Impug­
nado, para en su lugar denegar la prm.t":.:ción const.it.udonal pedida, lo que 
c.onlleva a que quede sin ningún decto la actuación cumplida en desarrollo 
de dtc~a pi"'\1ncncta. 

V. DECISIC>N 

Con base en lo e.<pue~lo. la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Civil y Agraria, administrando jnsl.ir.ia en nombre de la República y por auto­
rtdad de'Ia ley, Revocad fallo de fecha y prnr.edenci" preanoradas; y en su 
lugar, Deniega el amparo constitucion"l solir.it.ado. 

En consr..:uenci~. queda sin efectos la actuación que se hubiese adelan­
tado en desarrollo del pronundnmiento revocado. Comwúquese al tiibWlallo 
aquí decidido para que libre los oflcio.s pertinentes. 

Noliliqucse esta decisión a los interesados mediante telegrama y oportu­
namente remítanse los autos a la Corte Constitucional para la eventual revt· 
sión. 

Jorge Sani()S Ballesteros, Nicolás Bechara Simarwas (en permiso}, Jorge An­
tonii> Ca.slilln Rugeles. Cario.~ E-~tebanJammillo Schloss. Peclro Lafont Planetta. 
José Fernandt> Ramire-¿ Góme~. Rqfaet Romero Sierra. 



DB>C~'Il'OIDAD!l: IINSlllEI§I!S'Il'll!:l\TCl!A, :i::lil:DmCJH:I(]) l!lL 11'~0: Vulnera el 
dcreeho la dedar-.atoria de l.tlsttbslstcncla de tUl empleado en provisionalidad 
cu.ando no se ~xporicn Jos motivos que- Justtflcan la _decisión. 

Corle Suprr.m~¡ dP. Juslir.in. ·Sr¡ln rle Ctl"'nr.ión CiJJil !1 Ayrr.arill· Santafe de 
Rogntii, O. C .. c.n;~ 1m {4) rl" nnviP.mhre rle mil nnvedent.o" nnvcnt.a y ocho 
{1998). 

Magistrado Ponente.: Dr. José Femandr.> Ramir·P.:r. (iómez 

Ref.: Expedlentel\'o. T-550!:1 

Der.idese l¡o impugnación formulada contra la seniP.nt:i" clir:hJdit f!l 2 de 
octubre de 1998. por el Tribunal Superior del Distrito ,Judil;ial de 
C:unrlinam'lrca, Sala Civil· F"milia, dentro del proceso de tulela inCI)adr.> pur 
Arsenis Zea Barrero conn·a la doctora Ana ntlia l<it•eru C'.trmez, Juez. Terc.em 
Cit•il Municipal de Gtrardot. 

A'l!T.c=>:~TF.s 

l. Anle el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca, Sala 
Ci•il · Familia, Arsenis Zea Barrera promovió acción de tutela frente a la 
funcionaria judicial _mencionada, deprecando el amparo de sus derechos cons· 
titucionales fundamentales al trabajo y al debido proceso. como mecanismo 
transitorio. 

2. La ante1ior petición la funda en los hechos que se compendian a conti­
nuación; 

2. l. Dc~ltc cl29 de enero lle 1993 ha dese:mpeitado diversos cargos en el 
Ju:r.g¡.do T<:r<:<:ro Civill\1unicipal de Giran.lol. ,.;,:ndo d último de; ciJo:,¡ el de 
r.s<:ribit:nl.c: ¡,rrado 4, a partir dcl29 de. abril dd corrk-nt.c año. 

2.2. El S de septiembre l.tllnediata.Iuent:e anterlot·, la accionada luego de 
sollcltade irlfonuación sob•·e la pn::r;t .. ciún del •c:rviclo de:: fotocopiado. le lllnuó 
la atención a gritos y en fonna altanera. situación que la Uevó a salir comen­
do del de::;pa<:ho, Jo l]Ue a su turno ocasionó que la dem<mdada la despidiera 
clo;l c:argo. 

2.3. Ante el estado de ne1v!os que le c::au;só tal suceso se fue.paJ·a la Clíni­
<<1 San Sebastian donde fue atendida por el servtcto de urgencia,;, en el cual 
se le ineapal'itú por un día. 
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2.4. Al dia si~uienl.e al prc:;cnlarse a laborar la Juel!: accionada, le reiteró 
'que e.;taba despedida. que sacara sus cosas y se fuera, lo que de ilmledlato 
cumplió. 

2.5. De tal situación lnfom1ó de manel'a verbal al secJ·etario de la 
Procuraduría, anexando al efecto copla de una solicitud de certificación sobre 
lo:; molivos que tuvo la seliodta jue7. para suspenderla en el cargo. 

3. Con apoyo en lo anterior alega que se le violó el derecho del debido 
proceso al despedirla en fonna verbill. no obstante (lliC su nombJamteniD se 
efectuú Jnt:dianle un acto admillistrativo, amen del derecho al tntbl~O al de­
clararla insubsistente, sil1 tener en cuenta la Incapacidad médico legal que 
presentó en su oportunidad. 

4. Enterada la acclon~da de la demanda lormulada en su contra, median­
te olkio No. 875 del 25 de sepl.i...,bre del corrienlt! aim, remitió al a quo la 
prueba docutnental requerida pur P.L 

SENTENCLAl)uBUNAL 

'l'ra9o reseilar Jog, antecedentes de la presente acc.ión. la tl.nalldad de su 
Institucionalización. su procedcnci..'\, dcllnir el derecho constitucional del de­
bido proceso, precisó el 'liibunal que en este caso se cuestiona de manel'a 
directa el despido del cargo de esc1ibiente grado 4 del juzgado s• Civil Munici­
pal de Girardot. de que fue objeto la acto1a por parte de la funcionaria m:usada. 

Luego de establecer con base en la ce.rtllicaclón expedida por la juez ac­
cionada que para d mornento del despido la actora estaba vinculada en 
provisionalidad, anotó el fallador que dicha clase de nombramiento constitu­
ye una de!:'igna(:i6n pre(:>Uia. pue" no ul.orga estabüidad alguna, ya que no es 
el resultado de un proceso de selección o de ca'l'Tt'r-<1, motivo por el cual tanto 
su nombramiento como la separación del cargo, obedece a la simple 
discrecionalidad del nominador. ·salvo "" el caso que ~e reemplace por una 
designación en propiedad. 

Sin emba'1(<> expli<:<), 'lu" la disr:re<:iunalídad de los actos de L'\ admlnis­
tradón no puede entenderse como el ejt<rcicio l.li.nlltado y caprichoso de la 
volunl.ad del t<nle re,.pectivo, pues el ordenamiento juridico tiene establecida 
la razonabilidad de las decisiones di:;cr~cionai<-a en el art. 36 del Código Con­
tencioso Administrativo. 

Sobre el tema agregó, que la discrccionalidad de las actuaciones adminis­
trativas no puede confundirse con la arbilraricdad o el abuso de autoridad, 
porque en un Eslado Social de Derecho como lo es Colombia se considera 
necesmia la motivación de los aclos para que a l.raV.:s de ella pueda marcar­
se la diferencia entre Jo discrecional y lo arbitrario, r::nl.endiendo por lo ultimo. 
un acto contrruio a la justicia. 

Dentro d~l SJ!terior marco conceptual, examinó el caso concreto. anotan­
do que la actora fue designada en provisionalidad en un car~o de carrcrd, 
como es el de esc1ibiente grado 4. de acuerdo con lo dispuo:,to ro el numeral 
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) 2" del art. 132 de la Ley 270 dl: 1996. anlc la incxisl.c:nda dr:: lisl.ad(: de¡:(ibles, 
cargo qm: no <:st" contemplado como de libre nombrami~-nln y rettlOClón por el 
inciso. 4" del art. 130 ejtisden~ situación fáctica de la cual infirió que comn el­
acto administrativo mediante el cual se declaró la Insubsistencia de la 
accionan te cao·ecia dt: nnJtiv.,t:i(m, :;e había inl:urridu en violación del derecho 
furul.,mcr~ La! tld debido proceso de lá precllada empleada, porque e:;a cir­
cunslancla la colocaba en un estado de Indefensión. Consecuentemente es ti· 
mó que en ejercicio del control constitucional, debla concederse el amparo 
deprecado, procediendo a declarar sin, valor ni efeclo alguno el Decreto 005 
del9 de septiembre de 1998, contentivo de la decisión adminisu·auva en cues· 
tión. 

Dcnl.m de la oportunidad legal, la funclonm1a judicial accionada impugnó 
el fallo t:uyo <:onl(:nido quedo vi:>lo, aduciendo qi•c como la "cr.ionanu: no 
cataba Inscrita c:n <:arrua, ella l:slaQa facultada para presdnitir dr. sus ser­
vicios con base en la flgura ele la in:;uh:;i,.lcnr:ia sin necesidad de suslcni....:Ción 
alguna. 

· En apoyo <k "" tesis cita el a1i. '204 de la Ley 270 de 1996, de acuerdo al 
cúal, r:onl.inúan vigentes.' en cuanto no sean ~ontrmias a la Constitución 
Polí1ica ni" dicha ley.lo-, Decretos 052 de 1987y 1660 de 1978. hasta que se 
r.xpirla la ley ordinalia que regule la carrera judicial y establezca el régimen 
labr.iral de los·li.melonartos y empleados judiciales. 

T~tubieu alluju qu(: (;J Coust;jn Supl~r1or dt.: la Adminíslnu.:ión de Ju!:llicia a 
t:taves dt: la Cin:ular Nu. 2, de onl:e(l J) de mavo de mil hovecicnlos ochenta v 
odw (1988), rl!ju '1"" d réwrrum jundi(:o que;., debe de aplicar a Jos emple~~ 
dussubalkrrum, e:;d ~eñalado en los Decretos250de 1970, 1660de 1978v 
52 de 1987, pre(.isado re::;peclo del retiro del cargo en el numera15.2.2. ·~ 
dlecla•-uto..-iCl! Q:e ár,!$Mbsli$te¡¡cla :rin mqti!lación. Se podm ·declamr tnsubsts· 
wnlc, sin motivar la providencia, el nombramiento llec/¡o a Wlll petsorlll que na 
es de ca:rrera y que no tieree perfódlo. (sle) y di! quiem hoya SI!& vmculado 
con nombnm~ien~a prnlllisfl!lno::t!.· &too oD:Ci':os t.!dl'l'tfre!sl!rat!tllPS son d~ll'e· 

· eiona!es y no dlebzra ser noeiflc~ Gtno stm,-¡¡~enre comur.~fcad·OS. • 

De otra parte alegó que la motivación del ptecttado acto admlntstrat.rvo 
linplicaba la aplicación de unas nonua.~ de carrera a una pcrt;ona que no 
esl(t en ella. porqueta ley estatUtarta no seiiala procedimiento al~uno sobre 
los derechos que puedan tener los empleados posesionados en proviSionalidad, 
además que tendria que haberlo notificado e lndtcado la. da!<c de r~c;ur:;os 
que podían Interponerse, preguntándose ante quién se surtll'la la rcspcctiv<~ · 
llpeladón. 

Para finalizar agrega que el a.mp<u·o aquí prdt:mlidu "" pro~1:d1:. ¡Jue::< el 
acto administrativo en cnestlón es susceptible de las aceiom:s n;spÚ:l.ivas 
ante la jurisdicción Contencio:;a Adntlnlstmtlva, amén que el fallo Impugna­
do dejo un vado muy grande, por cuanto no indicó el procedimiento ll ~;o.:~'llir. 
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CoNSIDERACIONES 

Conforme al articulo 86 de la Consttlución Política, "Thda persona iendní 
accibn rle tutela para reclamar ante los _jueces, en codo momento !1 lugar(, .. } la 
prorecctón inmediata de sus derechos constiruclonales .fUndamentales, cuando 
quiero. que éstos resulten oulnes-ados o amenw.Lldos por·la acción o la omisión de 
cualquier autoridad públ!ca", acción que sólo procede cuando el afectado no 
dispone de ouo medio de defensa judiCial, excepción hecha que se utJllce 
como mecanismo tram;ilorto para evitar un peljuicio irremediable. 

Como una prerrogativa de indiscutible Importancia el articulo 29 de la 
Carla Política, impera que el debido proceso debe apllcarse a toda clase de 
actuaciones Judiciales o adrninisrrali,as. l.A) anterior significa, que quien tie­
ne" su cargo la l'esoluclón de wta detemúnada situación debe acluaT dentro 
de una absoluta lmparclalldad, respetando las garantías procesales de quie­
nes puedan resultar afectados con la decisión. 

Hespecto de la filosofia de dicho rlere<:ho. expresú la Corte Constitucional:: 

"En cumplimi.enro de las .finalidades que le han sido asignadas -en.t.re las 
cua!P.< se encuenlran, según. nuestro.Constituclórl. la de realizar un orden polili.­
co. económico y socinl.jllsto, l.a de asegurar a los inregranks de la corru.u>iiJad. 
una pucífu:a conviuencía. y la de proteger a t:oda.o las per.<onas residentes ·en 
Colombia en su olda. honra bienes, croencias y demás derec/JDS y libertades- el 
Estildbgo2ll.del Uamadn '[l!.ill: i'eu:ule!"J4:ll', en t~¡ya virllld corresponde a sus autu­
ridades Imponer los ca.st,gos prouistos en la lo:y a IDs miembros de la sociedad 
que in.{rin{¡err sus pr•?Ceptcs. F;j~. pues, Wlll p<>le.<tt](l satldonatDrla cu¡¡os efectos 
"srion llomodos a cumplir ¡.ut(l.funclón de? irli<!r&; r::ol.ecl.ivo. 

"El poder estatal en esa materia, cuya realización apareya consecuencias 
que en concreto afectan derechos de las personas -eomo la libertad, s[ ~j;P. 
la honra y el buen nombre-, es ~etmo w-eéca:17.l<m~e ~re ~a met!léQi::;;e!"l .¡:ueze 
cnTWJt~ a. ~os ilimli~ ~ con~fclioí'as lim~~ ~ ~G a~!!l)~...fEra.~ ~ss~ ~~ ej~ 
.~~ .. ~G ~;~fauc~ó>'t y~ ~m~~- Onr.re~dlf'ifll11mm~IM~ ~ ~a l'llaMlm.GL ~~de 
[= ,-,zsl!:rled:md!-9 .!l:f.lji.-.!<il= .zn o!fl CCJL'!t,Pot dle s<.J.S dlee-ee1acs fii'O'!' :los .!.l:L!jew.!.l 
_1,1!><1:3~r= di'.! esa =ián >"<<!SU[t.m•~ 9et' jrm~~·. (El dcsta<:ado no es orlgt­
rtal). 

'TCnit,-ndo piesenl.e lus anl...,riore:~ cnnco:pl.os, la Corte examinara si en este 
caso se violaron los de.-cchos constitucionales fundamental e"' invot~dos por 
la accionantc, con ocasión del despido de que fue objeto por parte de la Jue-¿ 
acdonada. 

I.<~. Adm1nis~ciún de -'uslida está n:gulatla pOr la Ley 270 de 1996, esta­
lulo que en su arl. 130 clasil'ica lo:; <:rnplcus d.: los servidores de la Rama 
Judicial en: de pcri<Jdo individual, d<: lit.rc nombramiento y remoción, y de 
carre-ra. 

1 G. C. G., fi>mo 4. T- J 7Y <1<~ l ~9fi, l,;,g. Ei7Z. 

< 

< 
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El mismo "slatuto en su ru1, 132 sei'lala que los cargos de la Ra.ma J udi­
ctal, deben prov~.crsc en propiedad, en ptovisionalidad o en encargo. Respec­
to de la S<;gunda de las formas am>lm.las dice; "F.:Itll>rnlmm•it<r~!o !;"< hwú en 
¡>muisionaiidad en caso de vu(~Jfltia d~/iniliva. husla lanlu se pueda hoclr la 
designación poi' el:;is/ema legulmente previsto", sistema que para el caso pre­
sente c:urn:,.ponde a la provisión del cargo con u na persona que apare?.ca en 
1ft li~la de elegibles elaborada con base t'Jl el respl'divo concurso, pues de 
acuerdo al precitarlo art. 130 el cargo de escribiente es de carrera. 

De otra parte. la ley en comento s1gule'ndo las pautas señaladas por el 
articulo 5:! de 1" C'~•rta Política, consa~acntre lus derechos de lodo funciona­
rio o empieaqo de la R"ma Judicial, el de "Permanecer en su cargo mientras 
observe buena conrlucta. tenga rendimiento satisfactorio, no haya Uegado a la 
edad de retiJ·ojorzoso y enl<¡s demás circunstancias pl'evlstas en la ley•, · 

Por tanlJ>, siendo Colombia Wl Estado social de derecho, rundadn en el 
respeto a la dlgnit.b"l humana, al tl·abajo. asi como en la prevalencia del inle­
rés general (art. 1", C. P), la!> decisiones que adopten sus age.ntcs deben ir 
revest.idas de legalidad, requisito en ,;rt.ud del cual, salvo algunas excepcio­
n.,s, se impone la motivación .¡., las mismas en cuanto afecten a algún parti­
cular, sin interesar que sean de ""rácl.er discrecional, porque dentro de los 
actos administrativos que nn requieren motivación solamente estan,la nomi­
nación y la declaratoria de insubsistencia de los empleos de libre nombra­
mil!'nto y remoc!ón. TratamloO>e, en cambio, de un auto de lnsubal8tcncia dd 
nombramiento de un c:argo en provisionalidad, este debe ser motivado, a..•i 
sea sumariamente. 

Así la:¡o'cosa.s. cierto es que estarulo la acciommt.c vinculada al Jtizgado 
T.:n:r.ro CM! Mwúcipal de üira.nlol. (Cu ndinamarc'a), en pro\1s!onalldad, y no 
siendo el cargo que desempeilab" de libre nombranúento y remoción, ella no 
podía ser removida sino en la mt:dida. en que éste fuera a proveerse con una 
persona que hubies<: •mpcrado todas las etapas del p.-ocesn tic st:k-<:ciún, o 
por Wia causa.Juslifkada. c¡ue bien puede ser una sanción disdplinaria, pre­
vio agotamiento dd proceso respectivo, porque como ,;., ano tú lodos lOO! em­
pleados dt: la Rama Judicial tienen dt:rocho a permanecer en sus cargos 
mientras obsc~Jl buena conduc:t:a, repnrl.t'n un rendimienlo satisfactorio, 
no Jlo:gucn a la edad de retiro forzoso. y no :,;obrcven!l<l respecLO de ellos algu­
na t:ircunstancia. prevista por la ley mmo t:ausal de retiro, salvo. claro está, 
tratándose de cargos de libre nombramit:nl.o y remoción, . · 

Consecuentemente a 1 no haberse plasmado en el decreto que rt~c~l~r6 su 
Insubsistencia los motivos que llevaron a la adminlstr~~lón ~ nclnptar esa 
decisión. es claro ·que la actora: •Jur:clít .,n un estado de Indefensión que amc:Tit" 
la c:um:<~":'ión del amparo deprecado. pues Si bien es cierto ella dispone de 
ul.rus Jn<:dios de defensa judicial, estos no cobran elicacia sino en la medida 
et~ que so:: puhliquen de una manera clara las circunstancias fácticas que 
origl.llal'OtJ la tlo::t:isiítn en c.;ueslión, porque sólo a través de su conocimiento 
son susceptlblo:s e lo; c:on\nulicc.:ión. 
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Lo anleiior es así, porque las actuaciones administrativas están regula- < 
das por la ley, que Impone que las decisiones discrecionales sean adecuadas · 
a los fines de la nonna que las aul:nrir.n, y pmporclonales a los hechos que le 
sirvo.n de muo;a" (ar1 .. 36 del C. C.A.). 

Sobre la materia diJo la Curte Consr.U.udonal en la sentencia" citada por 
el aquo: 

-... necesarltmumte d(,be haber motivación para el retlro de los empleados 
que son de carrera o que están en una situación prouision(U o d<~ inrerin!dad en 
uno de los empleos que no son de libre tlombramiento y remoción. 

( ... ) 
"Laftllfa de motU><u:ión. de ese adv del Estado que retira del se111k:io a una 

persona nombrada en lmertn/dad porque aún no se han hecleo los. concursos 
paro ingresar a la carrera. es una omisión en contra del deredw porque la morí· 
uaciún es ru:<:estUia pcu-a. el control de los actos admútislraliuus que facilita la 
jwrciim ret~i.,.om de lo con.ten.cioso · admini-.<tral.ivo, y, por ende. lafalta de moti· 
vac:ión S~< <Xlrwierle en un ob.stru=ulo pa.m el ~{ec:tiL'O acceso a lajustlcla (artículo 
229). 

"Esa actüud de retirar a wta persona dr.l cargo, sin motiuar el a ero adm!nis· 
lmr:tvr> corn~spondieflle, ubica al ajec/Lufu en una indefensión constln.lc!onaL El 
art. 29 C. P. incluye C'ntre SIL.< 9aran/.ía.~ la protección del de~cho a ser oído y a 
disponer de !odas lo-5 po.sibUit:lades rie oposición !J defensa enjuicio, de acuerdo 
con el clá.,.iro ptirlcipio aud.inJ.ur el al/era pa.rs, ya que de no ser así, se produci­
ría la incú¡(ensión ... ". 

En virtud de lo discurrido se confirmara el fallo de primer grado, en cuan· 
t.o 11mparó el derecho del debido prooc~o de la accionan te, pero se revocará en 
lo rcfcrc--nk a la dcdaratc.,ia sin valor nl efecto del Decreto 005 del 9 de sep· 
l.ir.mbTC dr. 1988. (:manado dcl.Iuzgado accionado, porque dicha declaración 
es del resoTlc de la jurisdicción r.ontcnciosa administrativa. En su lugar se 
ordenará a la jue~. demandada qur. t:xpida un acto administrativo motivado 
sobre el asunto en cuestión. 

En nrbrito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casa­
ción Civil y Agraria, achninl$trando justicia en nombre de la República y por 
autoridad de la ley. 

REsuELVE: 

l. Conflnnar el numeral prtrnero de 1o. sentencia de fecha y lugar de pro­
cedencia arriba anotada. 

2 C. C. Sentencia 250 del 26 d~ m:1yo da 1998. cx.p. 11.:o. T-1:34192. 
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2. Re\'Ocar el numeral '"'b"mdo, para en su lugar 01'dcnar a la Jut~>< 1't:r<:<:­
m Civil MwllclpSI de Giraniol que en el termino de cinco (5) dias con1.aclus a 
partir de la not.ifi<:ación de este fallo, expicla un a do admini:;tTalivo motivado 
en el que •~plique las causas y hechos concrclos que dieron o1igen a la decla­
ratoria de insubsistencia clr. Ar~cnis Zea Barrera. Acto que si lo estima pe.ti­
nente Lo1. acdonanl.c, quedará sujeto a las resp<:div"" l't:don,::; contencioso­
adnllnlst.t'a1 iva,., 

No ti liquese lo así decidido, mcdJante <:omunicatión telegráfica a todos ln.q 
inlcr<:sados y remitas~ oportunamenle el expediente a la Corte Conf<t.ltu~io­
nal para su eventual revi!>ión. 

Nolili<Juese y Cúmplase 

Jorge Santos I;JaUe.sf{<ros, Nicolás Bechara stmanr.as, .Jorge Amonio r.u.~lillo 
Rl•gcles, Carlos EstebanJaramiUo Schloss. Pedro LLljontPianetta. .Tos!< 11'1'"""'­
do Ramírez Gómez. Raf<Je! Romero Sierra. 



iC>II6o~JUC;m\T~ :c:z !A.ll.;)i!!J:!J.\J".BT-'IACllO~: Düerencia con el concepto 
de arbitrariedad constitucionamcnlc prohibido. 

Cor1e Suprema ele Jusücia -Sala. de Casución Cioi! y Agraria- Santafé de 
.Bogotá D. C., diezllO) de noviembre de mllnovedenlos noventa y ocho (1998). 

1 

Magtstrado Ponente: Dr. Carlos EsrebanJaramilloSchloss. 

RH.: F..xpedien!-e No. 5525 

Decide la Corte la impugnación inleTpue::;\a conl.ra la providencia de fe­
cha siete (7) de octu··Jre di!' 1998, proferid" por la Sala Civil del 'l'l'ibwtal Supe­
rior del Dtsmt.oJudi.-,ü>l de S"nf,.fede Bojlotñ. pormedlodelacualseconc.edió 
la t.ut.ela solicitada por ~1 Teniente Coronel Osear Alberto Osorto Hincapié con­
tra la Poli(.ía Nacional. 

AmEcw~~ 

Considera el ac•:ionanl.c que la insl.it.ut:ión contra la cual dirige su queja, 
ha lesionado sus derechos a la libl:rl¡¡JI, " ~:k~ir profesión u oficio y al libre 
desarrollo de su peiSonalidad, al eludir d n:solver su sollcltud de retiro vo­
luntario del servicio activo. En cunscl:Ul:!J<:ia solicita se le conceda el retiro 
Institucional por situaciones de índole familiar que le obligan a tomaz dicha 
determinación. 

Los hechos y afumaciones en qm: ~" funda la acción pueden resumirse de 
la siguiente manera: 

L Ingresó volunlaiiarm:nle a la Policia 1'\aclonal el 8 de enero de 1977, 
perteneciendo en 1<. actualidad al Servicio Aéreo c:omo piloto de helicóptero en 
comisión permanente ante el Ejércilo Nacional. la cual fue autorizada por el 
Ministerio de Defensa. 

2. El 8 de mayo del afio en cursu, lr;omilú la solicitud de retlm ante el 
señor General Director de la Policía Nacional, a quién corresponde resol:<;erla 
~n Junta Asesora de acuerdo con el <Jiticulo 75 tld Decreto 41 /94. Adujo para 
ello rd7.ones personales, siendo una de indok t:<:onúmica, pues debe sufragar 
parte de los gastos que ocasiona ellralatnit:nlu paca el cáncer c¡ue padece su 
progenitora, lo que le ha ocasionado serias difit:ultades. Ha recibido una ofer­
ta de trabajo como piloto de helicóptero-M 17 en el Ejército Nacional firmando 
un contrato paclicular que mt:juraria sus Ingresos. 

·~ 
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3. Discutida su solicitud ante la Junta Asesora, fue rechazada teniendo 
en cuenta para ello entre otras CQSas; •las necesidades del se1Vtc1o y, las difi· 
ciles cil'Ctulstanclas nacionaks que ..Cquicren d ('lOm,.,rso de los buenos pro· 
fesionales de la Insti1.u(:ión". Tal decisión fue comunicada mediante el of\c.to 
5057 dd vdntiuno (21) de lll<1.YO del aJio ·en cw-so. en el cual además se le· 
pidió reconsiderar su solicitud dt: rc\iru. · 

4. El2 de junio sl~ulente reiteró su solleitud, la cual fue negada nueva­
mente .. y comutlicada por ollcio 0148 del2 de septiembre. 

5. El 17 de ese mes lrató de explicar pe~·sonaJmente al General Serrano 
Cadena los motivos de su retiro, pero este no quiso escucharlo. 

6. Considera que la negativa a sn ""lidt.ud "" dO!hc no a rlce<:sidades de 
orden publico, sino a sltuaci¡;~nes diferentes, constituyendo una "retención 
innecesarta para el desarrollo de sus actividades personales· pues desea de­
dican;e al ejercicio de su profesión independiente como piloto de aeronaves. 

FAI.W Dl!:L TI«BCL'III. 

El Tribuna 1 anali?.a m primer termino eol.conceplo de dignidad humana 
con sujeción .al modelo que denomina "Kantiano· en e-1 cual esta se opone 
antes que Wdo a la manipulación y a la instrimientalización. Considera que 
en un plano (:oncrel.o de subordinación entre las jnstituciones y sus miem­
bros, basadas en la libre determinación, constituyen de alguna manera una 
insl.nnn .. nl ¡¡J;:mr.iém pP.rmitida, por cuanto "la libre determinación deo! indiv1· 
ñun lt! pu«rle n .. var a admilir situaciones, como acontece cuando una perso­
"" r.nnrliciona sus libertades al servicro de tma Institución. esa autoümitación 
ti""" r"sl.rir.ciones, si la institución s~tuzAa de tal modo al sujeto que de he· 
c:hn se priva de dar una nueva dirección a su llbeltad, segun considerare que 

· mas se Tealizaba su propia dlgnldad y su condición humana se está atentan· 
do contra la libe1tad y contra la dignidad". 

En el caso que ocupa la atención del Trlbut>al. la pertenencia á una in,. ti· 
lución es tm condicionamiento que linoila la libertad, en lanl.o el individuo 
asume que no es posible cambiar inlempesUva o súhit.ament.e la dirección de 
su libert.'l.d, sino que la asunci(m de las reglas de la institución le imponen 
suletar su retiro a unas r .. glns ramnables. Pero cuando la aplicación de esas 
reglas.exccdt: las márgenes de In ra:r.onabilidad. se hace e\1dente la agresión 
llcgitima al derecho fundamenl al de la libertad y se corre el peligro de Incurrir 
en grave nltlnuscabo de 1" dignidad humana. 

En crtterto del Tribunal, evadir la lnsliluci(m a(:cionada el pronuncimnien· 
to sobre el retiro del oficial accionantc, J<:,.iomi :;cvcram(.'Tite derechos de este 
último a la libertad y la dignidad humana, puc'! el hecho dr. tilnrlar In negati· 
vn en In <tplicación del mtículo 77 de-l Decreto 42/94 segun el cual el rcliro se 
concederá. c-uando no medien. Tal'.ones de seguridad nacional o especiales del 
servido que .-equiera »U permanencia en actividad, a juicio de la autoridad 
oompctcnt.c, <'~ abi<:Tiam1:nl.c inc(mslilucionalsiselainterpreta de modo que 
.se pueda aphuar tndcfinid.,nu:nt.c, como se ha hecho hasta ahora, la autor!· 
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7J!ldcin de retiro. pues -ni siquiera el país se enm1entro en estado de conmo- (, 
ct6n totcrior ni :5C vaUc ina que las condiciones de orden publico pu(.-dan me-
jorar e.n el coti o p lazo, lo que deJa a l solicitante en una Incertidumbre totH1 
mediante una negativa implictta que lcsicma su libertad, su propia dignidad y 
es peclficamente su libertad de elegir profe~ión u oficio ... •, razones que llevan 
a conceder el amparo Invocado disponiendo que el Director General de la 
Pollcla Nacional proceda a ordenar la autm1zación dc 'rt;l.lr(> voluntru1o de la 
Institución al ofiCial accionan te . 

. La institución accionad.'\ en su ll$Crito dc Impugnación COT>sidern errónea 
la decisión del1'11bunal, toda ,·e-¿ que d~ confonnldad al articulo 75 del Oe<.:re­
lo 4 1/94 modifkado pur el articulo e• del Decreto 573/95, el retiro de los 
oOclnle~ deberá somctr.nic: a l cunccpto previo de la J un ta A.~c,ura para la 
PoUcla NaciCJnal, hecho que en el caso presente se comunicó al tallador me .. 
dhmtc otldo número 02045 del :Z8 de septiembre, csc:rtl<l cate en el que se 
manifestó que pese a la necesidad de los servicios del T.C. Osot1o, aqui 
a"cloua.1te. se tome~·ia la decisión de somerer el asunto a concepto de laJun· 
ta Asesora. tequlsito J.nd!spens;¡ble J)"rn tramitar favorablemente la pelición 
del oficial. · 

SosUene que frente a la oollcltud de reUro del actor. no se le negó su r e· 
qucrlmlcnto, ffino que se le 6Uglrló. rec.oll3.iduar su soliCitud en aténción a 
~u"' alln:; <:omlíduu.cs de oficial: s !n e-~nbargo se le comuniCó que seria some­
IIÜ<t nu~vnru~rtlr. " cous!derael6n de la J unta All<:sora, lo que en efecto se 
llevó u <:trbo d 30 de septíerubt·e del rulo en curso, donde "e a<X>nsejó el retiro 
del T.C O~oriu, ><qtún. consta en el acta numero 474, r:n lo11 tém tinos que para 
el efecl.o ~slán ~o;tabh:Cí(k>S por el artículo 77 del Dccrdu 4 J / 7 4 a cuyo tenor: 
lo, ollc!ales. s uboficiales y personal del nivel ejecu\.ivn tlc la Policia Nacional, 
podrtm soliCitar su rcttro del.seT\1Cio en cualquier tíempu, el éual be concede· 
ni cuando no medien ra?.ones de seguridad nacional o <:H¡ll:dales del sen1clo 
que requíerdll su permanencia en la actividad. ajulci<> llc la ><utorídad com · 
retente. El competente para d1' poner el retiro del oficial no~. corllo lo allnua 
cqulvocame-nte el 'lnbun al, "' OtrP.ct.or General de la Pollcla ~cional, sino la 
.Junta Asesora, cuya composlcll,in y flmctnnes el'lue otras la d~ tle<:idi r In que 
aquí~ debate, cst.;mdefinidas ~n lo., nninrlns :11 . 32 y 33 del Oecreto 2335/ 71, 
nonna~ ele <~uyo cumpllm.!ecto no pued~ <>part.arne el Director General de la 
PoUcla. 

De otra parte el articulo 2• del Dec:r• lo 306/91. establece qu~ 1~ ac~tón ~~~ 
l.ul.,lo no puede ser utilizada' para hacer respetar de-r~chos quf:' .;élln ti~nr-:n 
rango le~ al. ni para cumplir las l~yes, los decretos. los reglamenii)S n r:<rales· 
quien> otra norma de rango inlenor. 

eo~· 

l . Sabido es que la acdñn de tutela fue establecida por la Constitución 
Polltlca como mecanismo para garantizar, mediante un procedlmleuto jud! 
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dal bn':vr. y ~u mano, la protr.ff.iñn c"lc: los rl~re~hos fulidamentale5·de las perso· 
nas ~om.ra wrlo ac~t•l u omisión rl" ;ml oriclr.d ptibU~a. y en algunos casos de 
pMiic:ulares, que en fomta evidente lesionen o :,;ometMJ a ~strl~lon lll'~irl· 
rna los refetidos derechos. 

·2. En el caso que hoy ocupa In ;lt.enclón de la Corte lo que prelende el 
accionantc es que por vi a de tutda, se le ordene a la lnstitu<;ión accionada 
despar:h:lr favorablePienJe )a SOlicitud de retirO VOJUTllilriO de la ÍOStitUCiÓil, 
aduciendo que la actitud nc¡;¡atlva adoptada por esta compona una 'iolación 
de su derecho a la libertad rlc (~qt:og(:r profc:sicin 1l oficio y al libre desarrollo de 
su penmnalidacl, prd.e-~,.iÓll q11e no puede ser acogida por fucr.ta de las razo­
nes que pasan a indicaTS~. 

Al Debe resaltarse en p11mer ténnln0, que al haber ingresado el accion>~nk 
volun~.aTiamcntr. a la Policia. Nacional. $Uponía de su parte:: SOnJet.erse a los 
n:W'-un~Lo~ y en lo que ':oncicrnc ala poRibilidad.de :;u n:Uro. a las norn1as 
que n:gu1<Ut1u atinente a ht. c><.rn:ra tlcl IK""·.onal de ofic:Jales y subotlclales de 
la l'ollcia Nactonal consagrada!> en el Decreto 41/94, en cuyo a1ticulo 75 se 
establece quc una decisión en tal sentido por parte de los oficiales. deberá 
someterse al concepto pre~io de la Jtmla Asesora, y el ru1iculo 77 tbtdem 
dispone que la sollcllud se despachará favorablemente cuando no medien 
r<~Zones de segurtdad nacional o especmles del sen1clo que requieran super· 
manencia en actividad, a juicio de la autortdad eompetente. caso que es ·pre­
cisamente el que en la especie aparece conllgmado en tanto son motivos de la 
naturaleza indicada los que smieron de fundamento parn que la institución 
pidiera al accionan te la reconslderación de su solicitud de retiro (folios 4 y 6 
del <'Uarlemo de tutela), no asi el rechazo de la misma mediante tul acto C;;l­
prichoso y no gobernado por la razón como parece sugerirlo el aoclonante en 
su esClito de· tutela y lo tiene por cierto, sin el-suficiente sustento en eviden­
cia que obre en los autos, el fallo materia de tmpu~lón. 

Bien sabido es que en no pocos casos y atendiendo a consideraciones de 
diversa índole. el ordenamiento juridlco habtltra a la administración en posi­
ción preemlnente para actuar en ejercicio de potcscadcs discrecionales, es 
decir atrlbuyendolc cierta libertad de aprcciadón dcdsiva fn:n l.c a las cir· 
CWlstanclas concurrentes en cada situadún ("'P'":ifit:a, libt:TI.ad cuyo <jcrci· 
clono debe proscrlblrse a la lí¡.(cra, confuncli"nd<> ¡., dist:n:donalidad lc!lílima 
CO!l la arbitrariedad oonstltudonalmo:nJ<: prohibida. l..o pliffi('TO encuentra 
cobertura adecuada en motivaciones ,;ufic:it:nt.""· dist:utiblt::> o no, pero con· 
gruentes en todo caso coílla Constitudún y c:l o;ist.ema dt: principios y valores 
que ella consagta, uno de ello~ d <JU{: n.:eonvct: ll:!. ¡m.:valcncia del interés 
general, mientras que lo segundo, c:eu~ur>~ hlc: t:Orno <trhilnuio, o no tiene jU!io· 
ttftcaclón .-~perable ntngwuo. pues se tJata simplemente do: 1" t:t>n<)(.:ida ":;iL 
pro Talione volw11as ", o la que ofrece en apariencia permite descubrir, sin 
ne(:esidad de acudir a elaboradas argumentadones. su c.ani.cter en realidad 
índefiníbk y upue.~l.o a la fmalidad que justlftca el otorgamiento de aquella 
pui:Ai!stad, circunstiulcia>< estas de visible anormalidad que no se presentan 
en La especie en esr.udln pur.s la solución elegida, consistente en suge11r al 
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oficial de policía aqul acclnnflnt.P., arnpar~nrlnst' P.n motivos legales, la < 
reoonsideraclón de su "nlieilnd <le retiro, amén de guardar armenia con los 
h1,.:hns que constituyen presupuesto de tal elección. resulta proporcionada a 
los fines perseguirlos como claramente lo explica el eserlto de· Jmpu~naclón y 
no entraña ¡,. actitud evasiva que el Tribunal toma por demostrada pues ol.oc-
deció a la aplicac!ór.. objetiva de \lna disposición de jeTaTquía ·legal precisa y 
expresa, lo que de suyo excluye la concesión del amparo solicitado. 

B] En segundo termino, es errónea la decisión del Trtbunal en el sentido 
de ordenar al Director General de la Pollcis Nadonal que oto~ue su coruor­
midad al retiro vohntarlo del oficial. toda vez que al t(:nor del aTI.il:ulo 75 dt:l 
Decreto 4 l N4, modificado por el artículo S" del Decreto 573/95, el retiro de 
los oficiales deberá someterse al concepto p.-~Jo de laJwna,'\sesora para la 
Policía 1\'acional, no pudiendo el Director de la Im•tJtuC'Ión dar cumplimiento a 
dicha disposición pues ello oonlleva a la transgrt;Siótl de la norrna citada. 

Y además de lo anterior. debe anotarse que en el escrito de impugnación 
de la Institución accionada. esta pone de manifiesto que la solicitud del oficial 
fue considerada en la Junta Asesora ctel30 de sepliembre y allí se recomendó 
acceder aJ retiro, decl~ión que allrma ""r:nmuni<:ó al "r.r.innant.e y'"" antf>nor 
al fallo impugnado. 

Bastan. pues. las ant.erloreA cnnstñcmr.lont'!'l para eE)ndutr r1u.~ el fallo 
matcrta de Impugnación dr.btrá ser mvocado, y E:n su lugar, hahni dr negars~ 
el amparo solicitado, dt~t.f:Tmln>.r.;L)n·c]uf: rle E'.Onl<mnid:H1 r:on .,¡ Arl. 7 <ltol De­
creto ~Oo de 1Y92, implica el que quede sin "fedo" la prov:idencia impub'Tl"rl" 
y todas las a~tuacione" llevadas a c:tbo para darle (:umplimien~o. 

Por lil11mo se ·dtspondra Jo conducente paca que, dentro de este tramite, 
tenga lugar la fase de revisión constitucional prevista por la Carta Politlca. 

DECISIÓN 

En m!:rlto de !u expuestn. la Corl.e Suprema de Justicia en Sala de Casa­
ciún Civil y .A¡p-ari", adminislrnndo ju'>Ucia en nombre de la ~epública y por 
autoridad de la ley Revoca el thllo de techa siete 171 de octubre de 1 S98, prole·· 
Jido por la Sala CIVIl del Trtbw1al Superior del Dlstrtto Judicial de Santafé de 
Bogotá y en su lugar, Niega la tutela entablada por Osear .1\lberto Osorto Hin· 
capté. quedando sin efecto en consecuencia, y por el solo mi.nisterlo de la ley, 
dicha pro\1dencla J' toda8 las actuaCiones surtidas en orden a darle cumpli­
miento. 

NotU¡quese telegráficamente lo aquí resuelto a los tnteres.1.dos. 

Remíta¡;c d cx¡>c-dienlc a la Corlr. Conslilucionru para su eventual revi­
siún. Oficic:;c. 

Jorge Santos Ballesteros, Nií:olas BecharuSimwttXLS, Jo•ge Antonio Castíllo 
Rugeles, Gal'los EstebanJaramiiiD Schloss, Pedro Laj011t Pit:uletta, José Fe,.,um· 
do Ramirez Gómcz. Rqfa.el Romero S(erra. 



llllOCl!li-Ll~El\Ml'(])Jll'llllBi:JICC, ID~III!C IDE ACClEOO Al!AAID>~'ll'IM.ClOl\l J:::E 
Jr'.JS'Il'llCI!A: Los sujetos procesales no 'pueden tener acceso a Jos proyecl.os de 
proVidencias por no tener éstos la calidad de docl;lmenlos públi~os. 

Co1Te Suprema de Justicia -Sala de Casación Clt>il y Agraria.- Santafé de 
Uogota. D. C .. doce (12) de noviembre de mJl novoclenoos noventa y ocho (1998) •. 

Magislmdo Ponen le: 'Qr. Nico!ós Ber.hnra Simll11r.a.o; 

Ref.: Expediente No. 5526 

Despacha la Corle la impugnación J'ormulada conlroi el Jhlln de veintiocho 
(28) de sepl.iembre d" mil nover.i.,nl.os noven la y ocho (199R) prolerido por la 

· Sala Civil del Tribunal Superior del Dis.ln lo Judicial de Jbagué, por m !!dio del 
eu;.tl st~ dent!gú el ampan) c:nn:o>titudonaJ pedido poT el. señor Juun GilbLTio 
Oua1l" Télkr.< <:onlra el Consejo Se<:t:iunal de la Judi<:>Jiur" del T'olima -Sala 
Di!<Mplinana·. 

Aduciendo la violación del artículo 7 4 de la Constitución Nacional y la 
conculcación de sus derechos de acceso a la admlrtistractón de Justicia y al 
debido proceso por parte de la Corporación accionada, en razón al proveido de, 
7 ,de septiembre ultilllO que profiriÍ> en el proceso disciplin!llio No. &~7, el 
peticionario .-edam:l <¡u e en el perenlorio término de !res días le ·sea eniTega 
rlo debid¡¡m.,l.e autenticado, el borrador del proyecto de sentencia, ... • en ese 
<.o..~urt!o clalJ()radQ JI (!O el Q1J<' "el Dr. Rene Ramircz (sic) R, salvó el roto, ... •. 

Al efecto, en resumen, sostiene d autor de la queja, que .:n d aludirlo 
aeunto dlaclpll.narlo. dentro del cual'"' ~ujclo prm:csal, ,¡olic;iló la cxpt:dición 
de la copia del dm:umcnl.o a c¡u.: se con(,-ac "" prd.cnsión·constitucional, 
siendo negado el pedimento mediante auln d.: 7 de septicmbn:: dd año qur. 
avaru:a, el que, por ende, tilda de :v<-T<lad~:ra vía de: hc(:ho juditial. l'rt'Vio aco­
lar que en d mcm:ionado pruce~o di'iciplinaiio ya se .Profliió sentencia, des· 
taca que el indicado documento no tit:ne n:,¡erva k¡,(al aiJ.,'llna y, con tal base, 
reitera la afectación de sus derechos fundamentales y la proeeden<:ia ele su 
solicitud. 

FAr .1.0 nn 'TRmUNAT. 

ltllcla el a quo con el estudio. en forma ~eneral. de la acción de tutela, d.: 
los derechos cuya protección aqui se persigue y de la operancta excepcional 
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de "sla fom1a de defensa, cuando con ella se busca cuestionar dt:<.:isio~s 
judiciales. 

Dc:sciende luego al caso conccelo y en cuanto a él precisa, que ''t'lproycclo 
d<: una providencia es una perspectiva de que una sltual:i(m :;cní delinida o 
no en la fonua y tenninos como se expresa en c:l mi~rrnJ, de ruarscra talt¡ue e~ 
incierta y por lo tanto, no tiene nlnl(un;¡ tra:;l:endcncia paro. quienes siendo 
panes o ten:cros, están a la expcdaliva de su resultado por cuanto no es una 
decisión tina!" y que, consecuentemente, a los proyectos de decisión no puede 
dárseles el mlslllo lratanñento que a las prov!dencl.as judlc.tales.lo que exclu­
ye la a1llicación del articulo 57 de la Ley 270 de 1996. lj:n tal orden de ideas 
concluye. que "Asi las cosas. no advieite la Sala la vuln~ra~lon d~ los dP.rt>­
chos constltuclonal<:s al debido proceso. ni al Jlr.c<':so "' la o:.<imini:;lrar;ión de 
justicia. nl de otro derecho consntucln nal de-l pt'licionario Juan G!1berto Oval/e 
Té.lle?., toda vE:z que la providencia quP. negó la expedición de la copia auténti­
ca del borrador del proyecto mencionado. no oh .. nece" 1.111<1 ac.titud <~rbltra11a 
y caprichosa del 'Magistrado acusado. es. dP.~ir, r:>~ren 1" de moti''ación o 
fundarnentaeión objetiva, en otras palabras. qm' '""' i'limplemP.nl·e fn oto de su 
mero capricho o voluntad, trayendo como consecuencia la vuh11:rar:i<ln de lo:;; 
derechos fundamentales constitucionales que dt.ce el acclonantc se la han 
\iolado: pues como se observa. es un auto que a pesar t1f': ~r ñe cOo•pJasc, fue 
motivado para darse respuesr.a negar JVa en cuanto a la expedición de la co- · 
pia". 

Di<:ha:; motivaciones, en definitiVa. comluj<:run al Tr1bunal a rechazar por 
inopmc:cdcntc la acción de tutela llevada a su •:!Jnocimientu. 

LJ.. h!Pl:G:-<f,CIOI'f 

El acclonante en oportunidad impugnó la comentada senrencla. porcc>n­
siderar que "ciertamente no ('.xi.Sle dentro de nuestra Legislación (sic) pr~c:p­
to en absoluto qu~ le Imponga el carácter de la reserva a los proyecto.~ de 
autos. cuando de otra parte mi actuación ha sido la de Sujeto Pro~..:sal". 
Adlclonalmcnt.c solleita. que "Como funda~nento de la lmpu~naclon .... ~ t .. n­
ga ~n cuenta lo expuesto en la acción de tutela". 

CoNSWE:K:\ClO!\t:.'i 

l. Es d rnolivo de 1" queja la detennlna.ción adoptada en la parte final t!el 
proveido de 7 rle sepl.iembre del presente año, proferido por la Sala Jurisdic­
cional Disdplinaria del Consejo Secciona! de la Judicatura del Tolirn" en la 
acr:ión disciplinaria No. 837. según las proplaslnfonnacione" riel ;Jccion'1nle. 
y c¡u" r"~~~: "Deolro lado, y en relación a la expedición del'borradordP.lproyec­
/.cJ c:W senf·encia en donde salvó voro el Dr. Rene Rarnirez Rw•>ra'. dicha pP.Iición 
~ .. deniega en atención a que los salvamentos de voto, sólo se <:onsigtl<'ln en 
l"s deeisiones adoptadas por la mayoria de los Integrante,; de la Sala y no 
como se solicita, sobre un borrador de un proyecto. que"" de '"lráct.er reser­
vado como lo son las observaciones en torno al mismo.· (11. 13. cd. 1 ). 

2. Siendo ello asi, debe dcscartanse de. entrada la presunta conculcación 
de los derechos de acceso a la a él mini stración de justicia y al debido proceso 
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i riel per.lclonarto. pues. como es ob\10, la negativa contenida <·:n d auto atrás 
transe11to no traduce en lo mas minlmo que el accionanle no haya podido o 
no fliJcda mncumr 11 li1s (1rganns r¡ue imt~l(ran la Rama Jurisdiecional del 
poder públieq para obtener la protección ele "' "' derechos y. menos, que se 
haya \1sto impedido de actuar. con i¡¡ual fm, anle la C<>fllnrac.ión ar.c.lonada 
•~n el prcJ<~<:so d" qu" da .:ucnta su rec:lamo, cuando, como se despr..n(lc. del 
eserilo de l.ul.ela, la acción di,;ciplinaria en ¡,. que participó como sujeto pro­
cesal ya ii.te deilnlda, mediante senrencla. tanto en primeru como en segunda 
instancio. 

3. Examinat.lu d reproche en cuestiÓn a la luz del dereC'llo dr. p<:tidón en la 
modalidad de Informaciones a que aluden los ruiículos 23 y 7 4 de la Carta 
Politlca, es decir, ·aquel que tiene toda p.ersona no sólo para redbir Informa­
ción. sino para consultar los documentoo_púhlíco" n:la<:ionados con la acción 
de L"ls autoJidades públicas, y ·l:ambié:n para que .. e les expida copla de Jos 
mismo'!' (art.,. 9o._y 17 il~l C. C. A.)" (Corle Suprema de Justicia, Sala de Cnsn­
r.ión f:MI y .'IAnma, Sen!. de 9 de a¡,¡osto de 1996, Exp. No. T -3217), debe 
prc<'i><ar!Oe que, <:.omo eu pltu<tlidad de opot1wlldades se ha dir.ho. d dere.:ho 
fundamental de petición no puede eJ'ltender~ como una garantía lc;gal del 
iuteresado a que el destinatario de la misma, al responder en fonna oporl.un.a 
o::omo es !.U deber. tenga que acceder además a otros propó$ito'!l de aquél, 
como son, v.gr .. tener que pronunciarse n.o sólo sobre el fondo de L-. cuestión 
sino tener que hacerlo de manera .fa"\'Orable a su interlocutor. por lo que, 
tamblen se ha sostenido. se cumple, en consecuencia, ·con .:s.: deber legal, 
cuando el destinatario de la petición :la responde. cualquiera sea el sentido 
en que lo haga. siempre que aborde de manera concrela el lema materia dt: la 
misma. 

Importante tambienes señalar en t.orno al dere.:hu a la infunnaclón, que 
ésre no es absoluto en la medida que él. en tratándose de aul.orid,JCies públi­
cas, brtnda la posibilidad de conocer exclusivamente las cuesLtones al.inenl.es 
a su 11estión oficial y en cuanto al acceso de doctm1entos, sólo se extiende a 
Jos 'documentos publlcos" (art. 74 C.P.) que no tengan el caracter de reserva­
t.los, ni a aq;:,ellos que hagai1 relación a la ·defensa o segurtdad nactonal[art. 
12 de la Ley 57 d" 1985}. 

4. f;stablecidos tales parámetros generales y dc,.ccndicndo al <:aso lrait.lu 
a conocimiento de la Corte, se Impone destacar que. a \''Oces del arlkulo 251 
del Código·de Procedimiento Civil, "Documento públko "" el ol.orgarlo por el 
funcional'io públioo en ejercido de su cargo o con su intervención" _y que ·cuan­
do cone.lste en un esc11to aut011zado o susc11to por el respectivo funcionario, 
es Instrumento público", en tanto que "cuando e$ oto~ado por un notario o 
quien ha~1. sus ve~$ y ha sido incorporado al rc~pcctivo prot.ot:olo, se deno­
mina escritura pública". 

Se collge por conslgulenle de lo expresado, que los pruyeclo~ de j)roviden­
ci.a, 'Lr<itese de aulo:; o st'ntcncia,;, no ostcn1an la caltdad de documentos pú­
blicos en t.anlo respecto de ellos fillla ob,1amente el propbstt.o de ser olor¡¡ado.~ 
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<:amo la!. pues apenas alcanzan a ser lo que son: borradores de lTabajo, y , 
consecuentemente no corresponden a uno de aquello:> a que se refiere el ar-
ticulo 7 4 de la Constitución Nacional, sin que ·a lo.~ mismos se pueda tener 
acceso por los sujetas procesales. 

5. Sc·n'trae de la motivación prc:ccdente, de tmlado. que la negatl\-a ma­
t.cria del reproche elevado por el actor en tutela no es lesiva de su derecho de 
petición en la <llOdalidad dt! obtener Informaciones o de acceder a documen­
to:; público:> y. de otro, que la determinación de la Sala JuriSdiccional Disci­
plinaria aqui convocada, no es antojadiza o fruto de la mera voluntad de dicho 
fallador corporativo, sin que, por ende. encuadre en el concepto de "via de 
hecha judicial". por la que se entlcnrl~ ;¡,quell:< actividad de eonducla jurts­
dicrional que. en cua1to fruto del capricho o del parecer irracional, no tiene 
ninl!tm fundamento legal y que de manera eXcepcional, hab!ltta la operancla 
de la acción de tutela !rente a decisiones judlctales. 

6. Siendo ello asi surge palmflrlo el desacierto de la acción de tutela estu­
diada, lo que pennitira la c.onflnnactón de la sentencia impugnada, y la ca· 
.rencla d" ~:erdadeTos fundamentos legales que la respalden, de donde puede 
afu:marse la lemeridad de la queja (numeral t•. art. 7 4 del C. de P.C.), pl'lra. al 
tenor del arlíA::ulo 73 de la ley de enjuiciamiento etvtl, sancionar a su promotor 
con n1u1ta equivalen~ a diez salados rnintmos mensuales. 

UEC:ISJ<)N 

En merito de li> expuesto. la Corte Suprema de Justlcta, en Sala de Casa­
ción Civil y Agr:nia, administrando justicia en J1Dmbre de la Republlca y por 
autoridad de la ley, Conlinna el fallo de veintiocho (28) de septiembre de mil 
oo11edenlDs noventa y ocho ( 1998), proferido en este asunto por la Sala Civil 
del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué, adiclonándola para san­
cionar al demandante del amparo con multa equivalente a die:< (lO) snl,.Tios 
minimos mensuales. que deberá ser cancelada en favor del Consejo Superior 
de la Judicatura. Procédase en la forma del articulo 894 del Código de Proce· 
dlmlento Ctvtl. 

Notüiquese telegráficamente lo aqui resuelto a las partes; rt:ntitase r.opia 
auténtica de este faUo al 'lYJbunal de lns.tancia para lo de su <:argo; y, en 
oportunidad, enviesc el expediente a la Curte Con,.l.ih>cional. para su even­
tual revisión. Oficlcsc como corr.,,.ponda .. 

Jorge Samos Ballesteros, .Nicolás Bechara Simancas, ,Jorge ArltoniD Casl.il!o 
Rugclcs, Carlos Estrban Jamm/Uo Schloss, Pedro Lq{ontp;anettu, Jo.sé Feman· 
do .Ramírez: Gómez. Rafael Romero Stenu. 



llliEII!!IDO lP!ii!C:Ci'l:OO crurn.: ·La interrupción eje! pro.:.,sn para notificar a los 
herederos ele la d~mandad..1. no puede ser obsl·<'lr.nln p>~ra afectar los derechos 
ele un l.er<:~ro ajeno a la relat'ion pr(l()esnl "" curso c¡ue solicita el levanta-

' mienln de una medida caute.lar que le perjmlil:a. La actitud omisiva·deljucz 
desconoce los derechos dellereem ;u¡ ni >lC:r.lonante: La Sala pone en conor.t­
micnto de la autoridad competente¡,, omisión en que incurrió el jue-t.. 

Corte Svpn•mo. rlP., Tustlr.ln. -Sala de Casación Civil JJ Agrru·ta- Santafé de 
Hngnhi, D. C., cUeclglete (17) de nmiembre de mil noveclentosnovent.ny ot:l1o 
(l~9R). 

Magistrado Ponente: Dr. Carlos EstchwoJClramlllo Schioss. 

Ref.: Expediente ;\lo. 5556 

Decide la Corte la impub'Tlilciún Interpuesta contra la pm,idt:ncia de fe­
cha treinta (30) de sep\iemhre de 1998, proferida por la Sala Civil-Familia del 
Tribunal Superior del Dislril.o .Judicial de Barranquilla, po~ '!'"dio de la cual 
se concede parcialmente la lnl:ela solicitada por Rostrts Acuña Mnmi"" contra 
el Juzgado Promt.scuo de Familia dP. S"hanalarga (Atlántico), y la Ofkin" de 
R<:giStro de ln8trumentos Públicos de In mil'.ma localidad. 

ANTJ::CW~N1C.S 

Considera la accionan le. quien acloia por intermedio de apoderado jmii­
tial, '!"" los funcionru1os contra los cuales dirige su queja han lesionado sus 
derecho:; cnnstitucionales fundamentales al debido proceso, ,a la propiedad, 
al buen numbrt: y Cl de pctlciótl, COO OCaSiÓn del!Túmite de un proce.SO Ordina­
IiO en el curso do:! o:ual el .Juzgado accionado ordenó " lu qffcina de Instru­
mentos Público:j do: Sahanala.rga (1\tlé.ntlco), la insr.ripdón d• la demanda 
respecto d<: un inmueble que es de propiedad de la acc.:ionant.« y que no obs­
tante habe~· solicitado in•i~lcntcmentc al despacho judicial no:donado levan­
te tallnscrtpción, no ha obtenido respuesta. Solicita e.n <Oonset:uenci<• que se 
ordene al despar.ho judicial citado dar respuesta a las peUdones formuladas. 
y a la oficina de registro accjon:ada cancelar la medida precaut.elal.iva en refe­
rencia. 

Lo>s hechos y afun1aciones en que se funda la acción pueden resumirse de 
la s1gu1ente manera: 

l. La accionan! e adquiriú un inmueble ubicado en la en la ealle 26 No. 21-
53 de Sabanalarga IA!.l.J a Genovcva .Mo1-ales de Polo,' según es<:rit.ur" públi<:a 
nUmero 797 del4 dP. "gosln de 1995 de la Jl:ot<Uia Unica de ese munio:ipiu. 
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2. En el Juzgado Promiscuo de ~-amllla de Sabanala.rga, cursa u11 pn•l:c:;o r 
ordinarto de petición de herencia promovido por Apolinar Polo Morales contra 
Genoveva Morales de Polo. demanda q1 •e li.Jt~ admitida por a u lo del quince de 
dlctembre de 1995 y mediante ofieio dd ocho 181 de abiil de 1996 se ordenó a 
la oficina de Reg1stm ,,., lnstmmentos Püblicosde la misma localldad,lnse.rl-
blr dicha d~manda e.n el folio de matricula inmobiliaria No. 045-0021513. 
corrc~pnndi.,nt.e al inmueble descrito. 

3. Mediante el oficio N• 188 del veintinueve (29) de febrero de 1996 el 
reglstiaclor comunicó al ju:>:gildo de t:onocimienlo que había inso:rito ¡,. de­
manda, haciendo la observaci(>n atinente a que la demandada no es la pro­
pietm:ia del inmueble referido. 

4. La demandada. en el pr~cso falleció el tres (:i) de julio de 19~J6 sin 
haber deslgnado apoderado. 

5. En ago.;lo o;iguicnte, la accionante Invocando la condición de propleta· 
.r1a del Inmueble af"d.ad<! por la providencia cautelar así ejecutada, solicitó al 
juzgado accionado su revocaloria, acompañando r.l ccrtilkado de defunción 
de la demandada en el proceso referido. 

6. Median(.e aulo del diecisiet·e 1171 de septiembre, el juzgado resolvió "de­
clarar la interrupción dt:l pmr.e,;o". citar" los herederos de la demandada y 
levantar la medida cautelar decretada. Este auto file recurrido por la partt~ 
adora. recurso decidido por auto del c!nr.o (5) de noviembre. r.n el sentido de 
revocar unl<'.amentc In rclatJvo a 1 sena lado levanrami.,nlo. 

7. En memoriales fechados el doce ( 12) de junio y el veintitrés (23) de julio 
de año en curso. la accionante, por intermedio de apoda·ado judicial, solicitó 
al juzgado el levantamiento de la susodicha medida. peticiones que no han 
sido respondidas. 

FAU.()I)!I:I. TI~IHI.iNAI. 

El Tribunal, luego de aludir a la procedencia de la acción, de tutela contra 
actuaciones de las autoridades .Judiciales· cuando por razón de sus acciones 
u omlstones lestonan derechos fundamentales lncwrtcndo en 'vi.~ de he­
cho' siempre y cuando no exista otro medio de defensa judicial salvo que se 
ejerza como me.::anismo l.ransitono, olorga amparo del derecho al debido pro­
ceso tenJcJldo en cuenta l3!:i c.:on~idt::raciune~ c¡ue a continuación se sintl.,ti-
7.an. 

Del análisis de los hechos y de la ll)specclón judicial adelantada en el 
expediente respectivo, el fallador vcr!ftcó que, en efecto, desde agosto de 1996 
la accionan te, Invocando .su calidad de propietaria del Inmueble y tercero 
frente a la relación procesal, solicitó al despacho accionado el levantamiento 
de la medida que pesa sobre el mismo e Informó del fallecimiento de la deman­
dada, petlciun que fue a.tenilida J&•dia.lleute, en septiemb1-c 17 de 1996. de­
clarando la Interrupción del proceso, la citación de los heJ·ecleros de la 
demandada. y el levantamiento de la medida cautelar practicada: stn embru·· 
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. f!.o, esta Oltlma se mantuvo por cuanto el auto que la ordenaba fue revocado, 
a lo que se agrega que elj=¡,:ado at:cionado omitió el prommdamicnto de 
rigor ac:t":rca. de las :;;olictludes presentadas por la acclonante el diecinuc'v<: 
(19) de mayo de 1997, doce [12¡-dejunloyveintitrés (2:3} de .Julio del año en 
curso, puesto que como lo lnfol'llló d juez tle o::onoc1rulento en el olkio No 1189 
dirigido al 1);bunal el veinticuatro (241 de scplkrubi·c, ·· ... el proceso se m· 
cuenlra interrumpido desde el diecisiete ( 17) de septiembre de 1996. y de 
acuerdo con la preceptlva del articulo 1 OH. ultimo inciso del C. de P. C. no 
poriia l"jP.r.utars., ningún ;u:1 o prr.>c.,sa 1, so l'"rm de generar una nulidad". 

Est.tm;;~ d Trthnn;, 1 c¡ne: si ¡',ic.n "" c:i.,r1n <¡m~ al tener conocimiento el jut".;: 
ncr.ionaclo clr.la ddunr:lón rk la rlc>:rnflmlfnla que aun no se habia "inculado al 
pl'Oceso a traves de la notificación pertinente. debia, corno lo bi:r.o. d ... <.:larar la 
lnterrnpción, Igualmente lo es qne la citación de los herederos, si "" rlt:st~ono­
cia su domiclllo, no era posible tenerla por surtida mediante ::~nomr.il\n f:n el 
estado, SinO que ha debido emplazarlos ele COlÚOrmid>Jd ""n lns ;¡rtícu!os 81 y 
318del C. de P. C. 

Añade el t'allador que" ... Mantene!· paralizado un p1'oceso, clesclP. s"pl.ir.m· 
bre 17 de 1996· y esperar hasta marzo 9 de Hl\18, para imponer nna nrclP.n n 
secretaria (auto de 'cümplase') de dar cumplimiento al numeral 2 de 1" el.,.,;. 
sión de septiembre 17 de 1996. notificando a los heredei'OS. indP.IP.nninncl<k~ d" 
üenoveva Morales de Polo, preclsantente en el Inmueble dnnd" h"hil" la 
acc1onante. de conformidad con el articulo g:w fbidem. no es respuesta acor­
de para dar raplda solución al estanr.amlemo del proceso. r: .. ). El interés tegl· 

. tlnlo que tiene la tercera en el proceso, se ve mcn¡¡uado, cuando el juez cumple 
ciertas actividades procesales que propenden por la dilación y no solucionan 
efectl\'3lllcntc. otor¡¡ando respuestas que posibiliten en gran medida el avan­
ce procesal y tales omisionP.s dP.I.enninan un procedP.T <:Onlrario a sus debe­
res•, por In que en .:ons~ClJP.nt:in, ordena' a t ju~.gado ~u:dnnado adoptar las 
mP.didus que posibiliten reanudar y adelantar el proceso. dándole re~puesl.a 
a las peticiones de la accionante. 

En <:uanl.o a lv~ deret:hos que se dicen han sido lesionados por la Ofidna 
de Regisl.ro, considera el iallador que sus actuaciones se adelan lnron t:on 
sujeción a lo ley, y !rente a los restantes derechos fundamentale" cuya vulnc· 
ración se aduce, ésta. no aparece con1Jgurada, toda vez que el dcr~cho a lt~ 
propiedad no sutiió menoscabo por cuanto la medida cautelar de inscripción 
de la demanda de petición de herencia no prtvó a la accionan te del disfrute de 
tos derechos que k son inherente., usar. gozar y disponer del bien: el derecho 
de petición, en estricto sentido, no existe en el tramite procesal, puesto que 
till se concreta a una precisa solicitud y las decisiones que tome el ftutciotl<1.· 
<io judicial en su decurso. deben seguir los trfnnites procedlmentales legal· 
n1cntc estatuidos. 

LA hu•t :t:.NACJúl'\ 

Sost icn(; e] apoderado rkl ckmandan~.e en ~u ~sr:tito qur: la inh-;'Tnlpción 
dd pnxx~$0 obcdc.~ció. nn al caprkho de ]a juez accionada ~ino a Ja necP.sidad . . 
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de que Jos herederos determinados de la demandada se hicieran presentes: 
por tanto si la a<:c:ionani.e • ... tiene ¡rpun.>S de vemler el inmueble, sus com­
pradores deben atenerse a las resulta (sic) de este proceso", soli,cilando por lo 
tanto la revocatoria del ihllo impugnado. 

l. Sabido e!< que tratándose de a.cl05 proveni~nh~::~ de 1\ut.oridades pübll­
l'll.l> intq¡ranle:s del poder judlctal. y a la luz de prtnctplos fundamenl.ales <¡uc 
también reconoce el propio ordenamiento jur!dlco superior. la procedencia de 
la acción de tutela consagrada en el articulo 86 de la Constitución Nacional 
es de suyo restringida a aquellos eventos de exx:epción en que Jos juzgadores, 
en Jugar de. actuar de acu~rdo con lil Con~tltu~lñn y la ley cual es su deber 
hacerlo, caprlch().•ameni.P. s ... aparlan o e es las lh.,nl.e,• el~ normatMdad posi­
tiva. pn1(hn:iencin m~luaciones noto1i.amente arhitrari~s. e~1 o f':!'l., inr.nni~ndo 

en vcrdadcraAvia~ de·~ ht':r.ho q•1e Y'edl.1ndan en mt!nnsr:~'lho dt! der~chos fun­
damentales con a¡:.,tr;~vio, hi"n '"'" ("In" l'ls pmte!l qm: dd proceso respecttvo 
son sujet.n.~ o bien para t.crcP.ros quP. P.n cnatqutP.r forma t~ngan relaclñn con 
su tramite. 

A est.e pro<:edf!r de hecho, que ocurre cuando dichas autoridades actüa.n 
con absoluta Jaita de compelenci" o de un modo .:mnpletamente arbitrado o 
lrre¡¡ular, debe agregarse la conducta del administrador de justl.cla consis­
tente en retardar u omttír lnjustitlcadamcntc actos propios de ~;us flUlc1onee, 
pues en tales casos la dilación conlleva un evidente menoscabo para los dere­
chos de las partes o •le los tErceros en la medida en que constituye, cual Jo ha 
sostenido esta Corporación, una forma de denegación de .lustlcla, ya que con: 
forme al articulo 37 riel C. ele P.C. es deber del juez dlrigll'cl proceso, velar por 
su rápida s1>ludún, adoptar las medidas conducentes para Impedir su parall­
zadún y pmcumr la mayor e<'.Onumía pnx:e.~al. a lo que debe agre¡¡arsc que 
descle el punto de vis la consl.ilu<:iona 1, "" el cun1plimiento de los terml11os 
judiciales va envuelta la garantía del debido proceso y el accesu a la adminls­
b·ac1ón de Justicia. consagrados en Jos ~ículos 29. 228 y 229 de la C. P. 

2. En el caso que hoy ocupa la atención de l¡o Corl.c, y COJno lo sostiene con 
acierto el Tribunal en el fallo impugnado, el ju:1:gado accionarlo, ~in tener ra­
zón vallda que Jo .lustlftque, como en seguida se verá, permitió que desde el 
diecisiete ( 17) de septiembre de 1996 se encuentre efecti\-amenre paralir.ado 
el tramite del proceso ordinario tantas veces aludido, argumentando para ello 
que de .:onfonnidad a lo dispuesto por- el ultimo Inciso del articulo 168 del C. 
de P. C. durante la Interrupción no corren términos y no podía ejecutar nin­
gím acto procesal, so pena de nulidad, Interrupción que obedeció, según afir­
;.,,, a que los h.:n:dcros de la demandada no han sido notificados para dejar 
curl'Cr d té:rmino y :11'0<:ede• a reanudar el proceso, argumento que a simple 
\isl'a resulta infund•~do en cuan lo !\in <luda alguna, la solicitud que motiva la 
quqa constitucional en estudio, atinente al levantamiento de una medida 
cauldar que se reputa pe.:ludlclal para los legitlmos derechos de un tercero 
a.i~o a la rela<.ión procesal en curso, requiere tranúte y urgente y para deci· 
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dir a~-en:n de ella, por disposición expresa de la ley no es obstáculo la lnte-
rrupciún existente. · 

Adem;io; de lo antertor, en aplicadon del mencionado deber de Impulsión 
procesal a cargo del jucv., lo pcrlinenle era ordenar la notificaCión ~~ los here­
deros de la demandada en la forma prevista en la ley, por cuanto de esta 
manera no sólo se garantiza el derechu al debido proceso, sino que ademas se 
impulsa la actuación sin dilaCiones o retardos injuslillcados. El rct.ra~o de: 
hecho que d ckspacho accionado ha pemútldo por !Deis de dos años en el 
proc;eeo c:n esludio, sin que por lo demás se vislumbre durante ese prolonga­
do lapso una Intención concluy<:nle dt: rcanudarlu a la mayur bn:vct.Úid, eons­
Utuye 110 sólo hlCUtnplitnkutu. de.: Jos tlcbLn:s dt: didui furn:iunariu pard co~1 
la" parl.cs, sino la restrtcclón antljw"idlca de los derechos de la acclonante 
que como J.crcero reclama la solución a W"la cue:;t)ón precisa y conereta que 
se ha vi,¡to dilatada sin motl\'0 valedero. situación que;: debe sea· . .Puesta en 
conocimiento de la autoiidad competente para detennJnar la existencia de 
posibles r .. l\ao; lliscipli.narias llnputables al señalado funclomu-lo. 

En sin tests, por cuanto fue proferido con arre¡Co a derecho el fallo c¡ue es 
rnakria de inlpugnaclón ha de recibir conflnnaclón disponiendose lo condu­
cente: para que dentro de esta actuación tengq lugar la fa,¡e de revisión •~uns­
tit.ut:ional prevista eu la·Carta Politlca. 

DoctSlÓN 

En mérito de Jo expuesto, la Corte Suprema de Ju~lida en Sala de Casa­
ción Ci\11 y Agraria, administrando jus\.ida en nombre de la República y por 
autortdnd de la ley Conllrma el fallo de fecha treinta (30) de septiembre de 
1998, proferido por la Sala CiYil-Familla delTrlbunal Supertor delUtstrito 
Judlclal de Barranquilla. 

Por las razones C'.xpucsbts en la· parte expositiva de esta providencia y de 
· c.onformldad con los arlleulos 153 numeral2 y 20 de la Ley 270 de 1996, :!7 

del C. tic:. P.C, y 50 de la Ley 200 de 1995, se dispone reinitir c:opias de: t:sta 
actua_clun al. Consc:-jo.Seccional de la Judicatura del Atlántico par" t¡ur., <:n 
tanto cncucn!.rr. mélito para hacerlo de acuerdo con la ley, addantr. invc!:'li­
gación <:n orden a yertftcar la posible responsabilidad disciplinaria en que 
haya im:urrido el Juzgado Prorulscuo de Fanlilia de Sabana larga IAt.l.). Oilctese. 

Notlfiqucsc t.clq,..-áflcamente lo aqui resuelto a los Jnteresados·. 

Remítase el expediente a la C~>rl.c Constil.ucional para su eventual revi­
sión. Oficiese. 

Jorge Santos Ballesteros, Nicolí.r.• Bechara Simancas, Jorge. Aritonlo Cast!Uo · 
Ruge!es, Car.lo.'5 f:swban Jarorn!Uo Schloss, Pedro Lqfont Píaneita., ,JCJ.•é Fernan­
do Ramíre2 e,,;,.,.;., R~/i:lct Romei'O Sien u. 



DlE3Jll[l)0 ~OC!ESO llll:l: ~'Fll'll'U::~OP!: La decisión judicial de no escuchar a 
los demandados que estan en mora de cancelar los canones adeudados. in­
cluso d .. spues de pmferida ln ,¡ent.enci¡¡, no constituye via de hecho. 

( 

Coro' Suprt:!mr< d<! Ju.slicia -Sala d"' Ca.sacibn Civil y Agrw1a· Santa1e de i 
Bogot.á, D·. C., veirllt! 120) de noviemhre de mil novetoientos noventa y ocho 
11998). . 

Magistrado Ponente: Dr. Jorge Son tos Balles!ems 

'Rcf.: ExpcüicnlA.: No. 5566 
Se resuelve sobre la lmpugr¡.aelón fonnulada contra el t'lllo prolerido por 

la Sala Ch'il - Familia del Tribunal Superior de Armenia de techa 8 de oc:tubre 
de 1998, que negó la tutela promO"id~ por Rooalia dd Carmen Octwa Rqjas 
quien actúa en nombre propio. contra el Juzgadn Primero Civil del Circuito de 
Armenta. 

AJ.c-n::c ~I::JJt~ N"Jl::S 

l. En <:scrilu dirigi<lu .U1\·Ibunal antes mencionado. ·la acclonante Rosalía 
lid Canncn O<:hua R(!jas quien actüa en nombre pmpio, Interpone acción de 
luida i.:ontra d Jm.gatlo Primel'o Civil del Cll·culto de Am1e1~, por considerar 
que el accionado en el proce,;o de rc,;U l.uciún <le inmueble a.J"rendado adelan­
tado por la sociedad, Niño Sám;he¡o, Herrnanus Lü.ht, c:ontra la acc!onante. Mruia 
Teresa Ochoa Rojas y la Sociedad ln,•ersiunes Od11>1t llt:nao Ltda. al no darle 
trámite a sus memoriales con el argumento de no haber con:sigwtdi> los cano­
ncs adeudados. a pesar que el proceso ya ha tenninado medianlc st:ntencla 
debidamente ~jccm.orlada. vulnera sus derechos fundamentales al tlchido 
proce,;o y de propiedad. 

2. Los hechos y afinnaciones que sirven de fundanu;ntu a la pt·esente 
acción rl~ tutela pueden resumirse de la stguienle mano:ra: 

a) Se aprecia en el expediente que la soci,dad Nitlo Sáncltez Hermanos 
Ltda adelantó ante el Juzgado 1, Ci\'ll dd Circuito de Annenla, un proceso 
abreviado de restitución de inmueble arrendado contra ltwerstones Ochoa 
Hentro Uda, María 1eresa Ochoa R<¡ia_.. y Rosalia ()<:/U)(• Rojas, y posterlonuen · 
te mediante refonna de la demanda, incluyó como dcm:md,.da a Lina María 
Correa Ocluxo. por haber adquirido las obllg.,1.c1ones correlativas r¡uc: genera el 
contrato de arrendamiento pactado In lctalmenl.c. cnt.n: la parte demandante y 
la parte demandada !folio-~ 50-55 y 58-61 ). 
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!JI El acdonado en «ulo dcl4 de j u ni u tle 1997 admltló la demanda, el 14 
de julio a~..,pló la relonna y el 11 de lebrero tic 1998 para los fines del parágra­
fo 1, numeral4 del articulo 424 del Código de Procetlimiento CIVIl notificó a Jos 
demandados mediante aviso. sin que ti entro del término señalado para con­
test.~r los clemanrlarlos hubieran et'ect.uaclo manifestación alguna (folio-.: 66 -
69). 

e) El accionado en consideración al silencio guardado por Jos demanda­
dos, en sentencia del 20 de mayo de 1998 ordenÓ a Jrwersli>nes Oclwa 1-Ienao 
Ltda y a las señoras Rosalia Ochoa Rt¡Jas y Maria Teresa Octroa Rojas, restituir 
·a favor de la sociedad Nir1o Sánchez llennwlDS Ltda, el inmueble materia dd 
proceso, st.n efectuar pronunciamiento algwto en relación con LiT1u liiario. 
Cor-rea Oc/wa, pues consideró que su vinculación mediante la reforma de la 
demanda. era lmprocede1ite pues no aparece en el expedicnk el contrato de 
aiTendamlento que la obllgue como anendatarta, ni se acreditó qnc Una Maria 
hubiese conferido poder a Rosalía para que la represen!.~ <:n d dm:umento 
que la vincula como arrmdataria, por lo que rm sur¡.¡iú respecto de ella ningu-
na obligación (lolios 1 -13). · 

di Post.eriormenle. el 1 O de sepUembre de 1998. Rosalía !J Maria Thresa 
OduJa Rqja.~ en m~morial dirigid".,¡ ju•.gado manifestaron la t.mposlbU!dad de 
efecl uar la enl.rega del inmueble. por con,.ider::u- que ya se rea)lzó. pues la 
calidad de arrendnh>ria ln o.•l.enta en la ndr.ialidad Una Maria Correa Oehoa. 
con un nuevo cont.ralo de arrendamiento osuscril.o con la soctÉ:dad deman­
d;m\e (folios 1 6, 1 71. 

e) El accionado en auto del 11 de septiembre de 1998 no le dio lrámil.c: 
alguno al escrito presentado por las demandadas, por no haber dado cumpli­
miento a Jo dispuesto en los numerales 2 y 3 del parágrafo 2 del articulo 424 
del Código de ProcedlnúeJ:)to CMI. es decir no haber cancelado el valor de Jos 
cánones atrasados. La.'l demandadas lnconformcs r.on esta decisión lnta-pu­
steron ¡·ecurso de reposición y en suhsldto Rpclaclón, al estimar que el proce­
so de restitución cnlmtnñ r.on scntmMR I'Jr.r.utortada. y r¡ue en la actualidad 
solo se r.ncnt':nr.ra pt<!nrli,.<tP. d~r ""mplimienl n a un;, orcl<'!n impartida, es 
dcr.lr qu~ se f~'<t.a ante un prnc""" <le ejecur.iím "" dnndP.IR ley nn extgP. P.l pago 
de los cánones atrasados, por lo que la e.Jdgenc:ia del juzgado resulta extra.ñ.1. 
a esta clase de actuacion~s; median le aut.o del 17 de septiembre de 199!1, el 
accionado mantiene su dec!siiln con el mismo argumento resped.o de la obli­
gación de cancelar el valor de los c{mones <>l.rasarl<k~ para s"r escuchadas 
(folios l 6- 23). 

3. Precisa la accionanle que el proceso de restilución termina una vez en 
finnc la sentencia que: r-c~uclv'c las pretension<~s y pone Jln a la~ in~tan(:ia~. 
por lo que. el mandato Cl<lablccido en d arlit:ulo 424 del Código de Pro"odi­
mlento CM! de no ser oida, ya concluyó. pues la prohibición indicada se debe 
aphcar e.n el trámite del proceso. Solicitan ordenar a la Juez ¡• Civil del Cir­
cuito de Armenia escuchar sus peticiones y darles t.ram!te. y como solicitud 
especia 1, depreca la suspensión provisional de la ejecución de la sent~ncla. 
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ELFALLODELT'RIBL'N.\1. 

El Tribunal en auto del 29 de septiembre de 1998, no concede la suspen· 
sión provisional, y posteriormente niega el amparo por considerar que la tute· 
la nn proc.:d.: .:onl.ra pmvidt.-nd"s judic:ialcs, salvo que con ellas se viole 
oslcnsiblcmcnl.c el ordenamiento juridico, se configure una actuación arbi­
trarla e irregular que desborde los límites de la legalidad o cut~ndo la acción 
obedezca a la voluntad su~jel.iva dd funcionario cuya consecuencia sea· la 
vulm:rución o amenaU~ tlel derecho en funna gravo; e inminente. 

En cl pre:sente casu el trtbumd señala que el arlkulo 424 parágrafo 2, 
numerales 2 y 3 del Código de Procedlmlento Civil, exige llllll para que la parte 
demllnrlana sea escuchada en c:l pr~eso de restltuclón, debe haber consig­
nado a t>nh,n('.o;< de.l <J\lz¡~mlo ~.1 valor total dP. lA rt:nta adeudada o presentar los 
recibos de pago de lo-~ tres ültimos periodos P.n l'avor d~l atT<':ndador. nada de 1 
lo c\lal oc\lTTiÓ dP.nlrn d"llérminn r.le l.rasl~dn dt: la d~manda, que tr8I!Scun1ó 
en silencio. 

Indica que el argumento de la acctonante acerca de que r.lesput'-~ dP. prnfP.­
rlda la sentencia si debe ser escuchada, porque el proceso Y" ""lá I.P.nninAilo. 
esta lejos de ser valedero, pues la sandón que la ley ""'"hler:~ es para todo el 
proceso y no para una parte delm1smo. y anol a qm: la d.apa prnpla del cum­
plimiento de la sentencia hace p¡¡rle d" ;,st ~· sin 'JIIC la acluactón subsJgmen­
te implique un pl"((('eso di ferenl "· y por lcl tanto la prohibición subsiste en la 
medida que la situación no haya variado. 

J...o..IM!•!JCNACJOr: 

La accionante dentro del término legal impugna ~1 fallo del Tribunal y 
señala que no pretende atacar la estabilir.lar.l jurídic:. CJnP. gr.nera la senten­
cia, rú hattr uso de mecanismos para no darle cumplimi.,nto a las determi­
naciones tomadas en ella, ya que busca que se le respeten los derechos a ser 
e!:'cuchada en un trámite judicial con el que pretende se le de (:nmpllmiento a 
una orden consagr;~da en un" sentencia ejecutoriada y en fun1e, que le puso 
fin al respectivo proceso. 

Indica que en el presente asunto no se trata de debatir si consign6 o no en 
el pro.:eo;olos c:ánnncs, ni discutir quienes fueron las partes y qué aciuacio­
nes realizaron, sino que se le respete su derecho a ser escuchada y poder 
acogerse a la orden impue,.la tm la sentencl..'\, que ya fue cun1plida como se 
desprende de documenl.os apnrlndos al expediente. 

En n.cmorlal adicional, la actora señala que no enliende cómo se admitió 
la l.utda y g,c resolvió sobre la suspensión, cuando el M<~gislrado al que co­
rrespondió por reparto se cncontraba Impedido para dictar tales aul.os. 

Con el objeto de proteger de maner.J. inmediata los derechos fundamenta­
les, la Conslit.ución Política de 1991 consagró en su artículo 86la a<:t:i6n de 
t.ut.cla, <:omo un mecanismo juridlco excepcional. de cankl . ...- residual, subsl-
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d l;uio, preferente y sumarlo. al 11uc: vucdcn acudir las ~rsonas que conside­
ren que mc-.diante ncclón u ontiSiún, l~s hau sido vulru,r.ados o amenazados 
su~ derechos constltudoua\~'"'· pur la autoridad pública. o por un particular. 
en Jos caso!. expn:::;amt!Ille p re\1Stos por el legislador, siempre que no cuen­
ten (;Ort u~o medio de defensa. 

El rlr.hl<lo pror.e:so como prUtclplo ~onst.it.udonall'undamental busca que 
d ~"'l'~do proteja al lndlvlduo trente a las actuaciones de las autoridades 
p•ibllcM. y p~ttra d n~spel.o a las tonnas propias de cada julr.io, que de~n 
observarse en todos los proc.edJlnlcnto;;; judiciales o adnúntstrativos. siendo 
proc'l<denle su protección mediante es te mecanismo excepcional. si se Incu­
rre por pute de los funclonalios correspondientes en llfas de becho. es decir. 
en actuaciones ahusivas. voluntanosas o a rb it.mrias y ap¡utad as de la ley. y 

7 que elacclonante, no cuente con oportunidades deni.TQ del e~cénar!o nntu· 
ral. para la dcfens" de sus intereses prcsuntam,,.,te r.onculco.dos .. 

F:n P.~te sentido, la acción <~umo meco.nismo jttrídJco excepciOnal de carác­
ter reslc.luul, subsidiario, prcfcrcnl" y !<umm;n, no puede converger con •ias 
judlciale& diversas porque no es un mecanismo •1uc sea factible de elegir se· 
gún la dlscrc<:íonalid"d del interesado ¡:;ara eludir d r¡l•C de manera especifl· 
ca le ecilalc la ley . 

!'Qr lo tanto si la tutela Uc:nr. por objeto la modificación de: 1!!. a¡)n'Ciución 
juricli c.~~ y fáctica realizada por un funcionarto dentro de un prouesu <ll'ú:nni­
nado, ""'wiene recalcar que el mecanismo exrepclonal e:;, hupn><:<ilcnl.t', pues 
como tnsistentemenk lo ha oonslderado esta Sala. o:ste rt,(:urso constltuclo­
nal r¡o puede servir dr. pretP.>CtO para tnvadlr la úrbila d~ oln•s autoridades ni 
para re\1Sar cueslinncs que deben se r materi" ck debate en el trámite proce· 
sal correspondic'nl.c. 

Al descender aJ caso que ocupa la atención de la S>~ In ~e aprecia que la 
accionante manlll~sta s u inconfomúdad con los auto~ del 1 1 Y. L8 deseptlem· 
bre de 19!>8. medlant~ los cuales la accionada dct~icl" no dar trámite alg uno a 
los escritos presentados por las demandadas en e l p rocéso de restitución, por . 
no haber cumpl1do la.~ .~ge.nda.~ prev1stas en Jos numerales 2 y 3 del pará· 
g¡-a.fo 2 dela.rti~uln 424 del Código de Pr ocedimiento Civil. · 

Como ftmdamento rlr. su prel «n$lóri expresa la accionrm~ que la prolúbi­
Ción legal de no ger csc.uc:hHdo mientras no consigue lo$ cflnones adeudados, 
se pre8enta dentro del tnimll " rl"l proceso y no en 12>< ac:r.uaclones posterio­
res, como· es d ClloJplimiP.nl<.> de la se.nencia. pues in(:IU&ive se puede recu­
rrir a adr.lant>'lr ol r" d>u•e de procesos. 

Tal (:omo lo indica el Tribu nal fLquu, la entrega efectlvn del inmueble en el 
proceso de resü\udón de tenenc.la hae<> paru. rlPJ mismo. p uc.'s corresponde a 
Wl paso final dentro de la actuación . que lm¡'llira ~var lo ordcruulo en la 
sentencta. }' asl, Si en·ta fase inJdal los dCtt~<'lnrl,.dos no podian ser oídos, 
serta un contras~nudo consid~rar que despur;s ,¡.,la tlectSióu de fon<lo s i, 
:;ub:Jl$Uendo la misma s!tuaci(•n. 
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Por consiguiente, la prolubictón de escuchar a lo~ demandados hasta tanto ;. 
no cancelen el valor de los ca.nones adeudados, continúa vigente, pues no 
tiene sentido que sin haber sido re~tlt:uldo el bien objeto dell1tlg1o, se pemli-
tit'!"a a aquellos cr1 perjuicio del dcmanüanle, po·o::sentar alegaciones que dila-
ten irnn:<:<:sariaTocnlo:'. ~lllnal d~ la adu<iciún. 

Eoo (:uanlto a la mauiklllaciún de 1a accion•uote acerca del posible Impedi­
mento en que se encontraba el Magls Lrado Ponenl~. e,. uo:c<:S<Orio aclarar que 
la acción por rqJarto correspondió al doctor Osear Can:lona Gómez, quien r~­
mitió el ~diente a los Maglstrndos Gloria Sojil!Meyla. Cl'mUlo Morales Gtra!do 
y Haydee Valencia los cuales se declararon impedidos, por haber hecho parte 
de la Sala de Declsllln que dispuso no escuchar a la ca-demandada ~na Ma­
ria r.orroo Or.lwa. dem.ro del pror.""" ele ro~st.lt.uclón, y ante esta circum;lanCia 
se designaron conjueces a los doctores Diego Fernando .Jaramlllo yll·lanuel 
AnibatMoreno. 

Como se observa la dcc.lsión del Juzgado Primero Civil del Cirr.uiln olt< 
Annenla se encuentra ajustada a derecho, sin que se aprf'l(,¡., vnlru:rac:ión a 
los derechos constlmclonales fundamentales alegados, poT Jo c¡n~>: se confir­
mará el fallo Impugnado .. 

Con base en lo·elC¡Jueslo, la Corte Suprema de Jusr.lcra. Sala de Casación 
Civil y Agraria. administrando justici."'' en nombre de la Rc:pObllca:y por auto­
ndad de la ley, Confirma el fallo de tutela a qul' se ha Jll~chn referencia. 

Cornurúque,;e ~la delermtnactón a las partes por telegrama. 

Oportunamente remítase el elCpedlenle a la Corte Con>~l.ilUl:ilm<~l pa~-a su 
eventual revisión. 

:'ifotifl<¡ucsc y ct.mplase. 

Jorge Santos Bcdlesferos, Nicolás Bedo.uru Simwu:us, ,Jocye .o<\ntonlo Castillo 
Ruge.I1!S, Carlos Esteban ,Jaromtllo Schloss, Pedro Lafor¡L Piwot<l.l<l. José l"ecnan­
r!o Ramfre?. Góme?. (comisión de servicios}, Rq(ael Rumero S!P.rra (comlsl~n de 
servieift.."C). 

Santafé de Bogota D. C., veint.e (201 de novrc:mhre de mil novecientos no· 
vent.ayocho (1998). 

La anterior providentia no se encuentra suscrita por los docl.orcs José 
Femando Ramirez Gómez !1 RqfoetRomero S!P.nn. por cuanto al momento d~ su 
discusión y aprobación se encontraban en comisión de servicios. 

Lina Maria Torres Gonz4lez, Secret811a. 



Dii:BlDO l'IROCI!:SO: Es lmprocc<.l.,nle 1 o b•tela CUlllldo no se han empleado y 
agoludo lo.~ mecanismos defensivos que se ofrecen dentro de lns actuaciones 
oorrc:~pundientes puesto que la r:ll'.tmabilidad de su proposición exige que, 
adem;ís r!e la falta de otm mediO Judicial de pro(e(,ción. &e haya dado al su­
puesto agresor de los derechos superiores la oporlunírlAd rlc rectilkar los 
yerroe que sA le "nrlilgan. 

Cort.P. Suprema de Justicia ~ala de Cascu.ión Ctvil y t\graJ1a· Santafc (k 
Dogotá. O. C., plimero (1°) de di.Ciembrc de mil novecientos noventa y ocho 
(1998). 

Magistrado Ponente: Dr. Rafa!!! Romero Sierra 

Rcl'.: Expediente No. 5565 

Decldese la Impugnación formulada por Manl!o Arl$lo Banios Buelvas 
contl·a el fallo dd 20 de octubre de 1998, proferido por ~ l 'l'rlbu'nru Supetior -
Sala CMl Familia- del Distrito Judicial de Cartagcn.~ de Jndlas. en el trámite 
de la tutela pn>muv;da por el ínlpugnantc cont:r" -r.l Jefe de ltt Unidad de Con­
troll ntt~rno Disciplinarto de la Gobernación de Bolívar y e l OobernAciOT dd 
m;.,;mn departamento. · 

l. A'li'I!CEO~NTF.~ 

1. El nc-.clonante en menCión. a tnwés de apoderado Jllcltr-Jnl, JlTe-.<enló 
acción de tutela contra lo.~ l':itncln" lí.mci.onartós públicos. aducienclo vulnera­
Ción de los derechos del rlr:hi<ln prnr.eso y el trabajo. Para su pro lección pide: 
que se declal'e que son lnejr~nlnhles los autos del 11 de a~OMill y 25 de sep­
uembre de 1998, proferido.• rlc:nl."' rle un 'proceso disciplinario c¡ue se le sigue 
por el primero de los ac.c.tonadn~: '1\l'-' se ordene a los mlsrno~ proc:eder a revo­
car directamente ritc.hos prcmun~;tamientos. as.i como ordomru·les cesar todo 
pnx-.edllnlento vlolatorio ele su$ de-.rechos fundamentales, y en -9U lugar cum­
plir minuciosamente las norma<:~ de la Ley 200 de 1995. 

2. R>>AA su pedimento eulo que se¡.,ruidamen te se slntetl2a: 

al qu e el acctona<io ,¡,.J., d"' 1~ Unidad de Control In terno Disdpllnario 
ordeo6 ab rir invesugactón t~n ,.,, c:c•ntrn el 27 de ruano del pre..~P.nte año. por 
h iput t:Hr"'s irregularidades relacionadas c:on la expedición de un~s certlftca­
cloneR 1'~1""" parn tr amites pensJonates. S(,gun inJonne del Cerent..l.iquidador 
de las F;mpn'""" Póhlicas MuuJclpa1es de Carlagena; proceso en cuyn trámite 
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se recepclonaron pruebas que :<u apcxlerado deustimó por .iJnproccdcntcs, 
l.nocuas e Ilegalmente producidas. quien tamhil~n propuso Wl<l nulidad que 
fue re& uelta con desafueros; 

b) que profet'ldo el auto de cargos. sin ajustarse a los requisitos legales, 
fue noUOcadoa su apoderado el pasado 13 de agosto, aunque a élmmcase le 
noUfi1.v ni ~t: k ~:n\nogó una co¡,¡lll como lo manda el art. 152 de: la Ley 200/95, 
frente a lo cual el primero propuw Uilll nueva uullda.d, se opuso a 105 l:argos 
y solicitó pruebas.adlclonales. medla.n\e escrilo radit:ado el 28 del mismo mes, 
ademé.s de que no debió dec:retarse la suspensión pru,·isional de su empleo: 
no obstante. el 25 de sepuembrc se dictó fallo sanctonándolu con d~.stJtuclón 
y 11r.!;t!C:hándose la nulldad por e.úempordDea. Jo que no es cierto. ya que d 
N•l'.rttn sr. prl'.~t':nt.ó en tlt'Jnpo: 

~~ que la Investigación versa solamente so!Jre su conducta respecto de 
unA.s certltlcactones que a la postre resultaron falsa B. las que ftnnó en cum · 
r>1tmt.,nto d~ una func:lón suya. • ... mas no en cuunto a la elaboración de la!:l 
hOJM de: \'Ida y documentos anex:os para su conie<:ctonamtento. y posterior 
elaboración de la c~.rtlficacl6n y verillcatción de la autentiCidad de los datos 
qul! le sllven de soporte, funciones todas éstas quP. competen a olro funciona-
rio .. . ·· subalterno suyo; · 

dl que para dtctar el fallo de destitución :re ouJ.iljó el estudio de la oposi­
ción y no hubo periodo de pruebas. no obsl.anlc <¡u c fue!'Ou solicitadas. yerro 
que afec<.a de nulidad el proceso y condujo a la produecJón de un fallo sin lo:. 
P.lt~mP.nt.ns de convtcclón ne'cesarto:s. 

3 . El accionado Jefe de la Unidad de Control Interno Dl~clpliuariu n:plicó 
la tutela aduciendo, en resumt:u, QuiC ciertamente adelanta el l'rol:t:so Lliscl­
plina.rto a que se refiere esta a<:clón, pero en el mismo ee hau <:luuplitlo los 
l·rAmltC'.q ordenados por la Ley 200/95. entre ellos la nottftcaclón al acciorumtc: 
n ~u Ah<">gado de la>1 proVIdencias pertinentes y el decreto y práclic:a Lle pruc· 
b a>s. manteniendo.~<~ d expt>.dlente a disposición de los Interesados para ejer· 
cer su derecho de defPn AA; !!In ~.mbar11o. el apoderado del a<:wr no se presentó 
a nlng\ma diligenei><, 11PJti r>asar las fechas y se ha limitado a presentar m ili· 
dad~. 

En cuanto al e!;~rll.o ele opostcllm a los cargos y de nulidad. no fue pres.,n­
tado el 28 de agosto >lnt~rtor, c:nn1o se alega. sino el 3 de sepllembre. sólo que 
la pel'sona recepüm• "nnrú en la oopla del apoderatlo J .:~ primera fecha, por 
error que este últ.imn tnclu.lo en el momento de la ent.r~ga del documento. 
aunque luego se ad,rl\ que c:s t. acto ocurrió el3 de sepUcnthre: poi' eso. como 
fue extemporáneo, :;.~ diell\ fAllo de d estitución oportunam~nt.e recurrido en 
apelación. por aquél. recur"o que !<e concedió en el efeelo suspensivo. 

11. EL F 1\1,1,() fW-1, 1'\a BU IV.L 

El sentenciado!' constitucional úc prtruera instancin, CV."ru~.s ck ref~.rlrse 
a lo que se plantea en es!.e c:aso, estima que no es nece$1Jiin, m mo la mecani­
ce Judicial de usanza, adentrarse a analJ.zar lo su~P.<Iicln en: el proceso disd· 
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plimuio, porque el accionante tiene un medio judicial ordinario que es la 
ac<-ión dr. nulidad y restablec1rulemo del de.·echo contra el acto adm]nisl.rali­
''"0 correspondiente. 

Y" renglón seguido remata el tribunal de la siguiente manera: 

"Mon>~, e[ señor apoderado dlel aceJo~aante en la ncrual!dalil. h.a in­
terpe&eS~to ~n~ !a prna>Mieru:l<l! q¡'l>l41 or6:e_n6 i<ll ci!eJSflie;u,c~órn de Mcm!w 
.t\l"ü:to con fecha S de oci!U/we die J 998, fo!áo 2~6l enped!mte c:er 1?~ 
cno dli.scápl!r.!al'io, I!Ar.l !"Zell.ll"SS elle apeiC!lCiió~a. Le existencia de este 
medio~ diefinsGjCMJ!í.cial [sic] como <de ia accil6m pñ..-.cipa[ Gdl'o'ti.rds­
ll:rat!va I!Tel ar.tfcuio BS t!le1 C-CA, C01t$~llttlyen eJql~sa.r; e Úlet.'/UÍIIIO­= caw:a!es dle le impr-ccedlmc[4 & ~a taee1a. bta.}D ~ a~ác~ s:W!! 
cu-t. 6 del ~to 2691 dle 1.991.. te.n:iendlo lla &ioa:C)lue diecU!aL'"io así 
en ia ~ ..-uol_uli:iam." 

TI l. LA IMPU(;NAOÓN 

Dicr. el acclonante en su descontento, tamblen a traves de su apoderado, 
que el rct:ur,;o de a.pda<:iún dcnlro del proceso disciplinario no hace improce­
dente la acción de tut.cl11, porque prccisamenle el acto administrativo no ha 
quedado en flmte, y • ... no es necesario que se perfeccione para que tenga 
vlgeílcla la ac.:ión de t.ulcla contra un acto administrativo. por sobre todo, 
cuando se trala. es tlt: t:om;!-!)r umo ::;U.ua(:ión anómala <x.1.UY1da dentro del 
procesoad.tnl.tll!>trativú y •iu" alcd<t cltkrtdto de ddl:m;a ... "; el fallo de&:ono­
ce el alticu lo 9" dd Occrelo 259 f del· 91, que pemúle ejercer la acción de 
tutela aun 'lln agotar la \ia gubernativa. nontl<"l que debe aplicarse de prefe-
renCia sobre el arlkulo 6" del mismo ordenamiento. · 

Insiste en que no sP., IP. nnl!fkó-el <m lo de los cargos, cól!lO tampoco a su 
apoderado en susllt.ucic\n suya, providencia que tampoco se ajustó a los re­
qulslt.os lt~ga ks, rl.-. •mmera que sí. hubo violación al debido proeeso . .ANega 
una Storie de mnsidera"ciones en tornb a que eJ memorial contestando dichos 
cargos, flU" no er;¡ grosero o irrespetuoso corno se_ le dijo, fue presentado opor­
tunamenl.e, y por lanto, no son ciertas las aflnnaclones en cuanto que enga­

. ñó a la. emple;td,¡ que le recibió el escrito sobre la fecha de prescntaciun: lo 
que inclu"o esf.á dispueslo a probar en la lnvesttgac!ón que ollclosamentt\ se 
di!:!ponga. 

1, Como emana de la anterior reseña. en la prc,.enr.e querella constituclo· 
no! su proponenie solicita la protección de su" dc;nx:hos al debido proceso y 
ni trab~fo, para que por esta exccpciomol y :,¡ubsidiaria vía se disponga la . 
ineje<;nción de los autos delll de agosto y 25 de s.;pli<--mbrc de 1998. proferi­
do" dcnt.m dd proceso disciplinario que en su contra adelanta <:1. ,Jefe dr. la 
Unidad de C<mlrol Inl.cmo Discipl;nario de la Gobernación de IJolivar, a quien 
además, segun se pide. "e¡., d"b" cmlcn"r c¡u(: proced<t a revocar directamen­
te dlchos pronuneiamienl.os. y en ¡¡ener.al, cesar todo procedimiento vlolattlo"iu 
de sus derechos fundamentales.· 
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Es pertinente aclarar que por medio del primero de esos proveídos seco·· 
rrteron cargos al acdonante (fls. 187 y ss. coplas del proceso), y por el segun­
do se le impuso como sanción la dest.ir.ución del empleo (fls. 224 y ss. lb.), 
dcci~ión que fue objct.o del recurso de apelación, a(:m pc:ndicnlc. 

2. La acclón de tutela o amparo constitucional se caracteriza por ser un 
remedio para la protr.cr.lon inaplal.able de los dercr.hos fundamentales, siem· 
pre que é~tos resulten vulnerados o amenazados por accion"'~ u omlslone!l 
claramente arbitrar<.as de las autoridades públicas, o de los parlículares en 
ciertos evento:>, que no puedan ser conjuradas con los medios judiciales co· 
munewde defensa, salvo que se utilice como mecanh,;mo transitorio para evl· 
lar un peijuicio irremediable. 

Ello signlllca que para su procedencia es necesana la cuncurren<:ia de un 
actuar arb1trarto o Ilegitimo y la ausencia de otro medio de delem;a judicial, 
porque la tutela, como se ha reconocido por la doctrina con~ül.u<;iomol, nu 
eslá inslituida para inmiscuirse de manera indebida en las ar.tuar.lones a 
cargo de las otras autoridades, Sino solamente para soluclonal' cle11.as -... si­
tuaCiones de hecho, creadas por actos u omisiones que Impliquen la trans­
gre,.;ón n ¡, "men,y,, nP. un nere.,hn hmn::OmentaJ. rP.~(lflr.tO de los CUales el 
:;i,.l.em" jnridko nn l.iene pnMSlo otro tnecanismo susceptible de ser Invocado 
ante los jueces a efecto de lograr la protecclón .. :·, es decir, que de no ser por 
esta acciónsedejaria al afectado en una ciará indefensión, P"""' la rnl!<ma no 
se consagró para buscar la sustitucibn de los procestl<;l ordinario.~ o P.~per.la­
les, ni pa.l'a modificar las reglas generales de competencia de lm• di.~ttntos 
funcionarios publlcos '. · 

3. No está en disnj.,;ón el r.ongu superior de los derechos Invocados. sobre 
todo el del debido.proceso que, sin menosprecio de otros que tamblen pueden 
verse Involucrados en los asuntos di~;ctplinaríos, conjuga una serie de garan­
lías fundamentales apll.cables a toda clase de actuaciones judici:~ le:,; y admi­
nistrati\l'as, atributo que de acuerdo al expreso mandato contenido "n el art. 
29 <1<: la Carta, impone la obligación de Investigar y juzgar conforme a leye~ 
prccxit<l.cnlc" al acto que se Imputa, porfunclonru1o competente •. con obser· 
vancia de la plenitud de la:; formas propias de cada juicio. el aseguramiento 
del derecho a la ddcnsa·, poder adur:ir y controvertir pruebas, Impugnar el 
fallo condenatorio y no o;cr jur.gat.lo o investigado dos veces por el mismo he­
cho. 

4. En el caso bajo juicio, no se remite a duda que d procet<n disdplinarlo 
que se sigue al acclonante es de naturaleza adminislraliva. cin:un,;l.aucia 
que Pl~rmitc considerar al pt1mer golpe de vista que el aquí acciomonl.<: l.ieuc 
otro medio de defensa Judicial, toda vez que cuando Lermine dit:lto asunto, o;i 
dellnitivnmr.nt~ r~sultare sancionado, puede acudir ante lajmisd!cción de lo 

1 lbid('11'1. &~nh:nda~ T-0\ .V C-543 de 1992:, entre otras. 
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com.enctoso admtnlstral.lvo a lbnnula.r la curre::.pondít:nle pretensión de nuli­
dad y restablecimiento del derecho, para que por e~e jue-.t natural de las ac~ 
tu:lr.Lnn~~ rlP. lA Mlmlnlstrar.ton ¡uihllca se evalue si la autoridad accJonada 
ajustó o no su proceder a·la legalidad; Blli s~ pu~de solicitar, con sujeción a 
los requisitos legales previstos para el efeclo, la suspensión provisional . .ftgu • 
ra cuya naturalc1.a cautelar es evidentemente útil para detener. desde el co­
rnlen?.o y mientras se define el p.roceso, los efectos de los actos admini~l.mlivos 
(arts. 152 y ss. C.C.A.). 

De alú que la tutela sea improcedcnl.c. sel(ún las voces de los artículos 86 
de la Carta Politlca y 6". numeral l. del Decreto 2591 de 1991; debiéndose 
~egar que ni por a~omo se obseiV'd 1<:~ cvo:nlualith«l de un P.etJlllclo IITeme­
diable que la legitime como mecanismo lnmsilorio, :;e¡(ún lo~ aoticulos 8" y 9" 
del ú1l1mo eslaluto en mención, pues en la aduaciún a(: usada, que constltu· 
ye el desarrollo del poder <llscipliuari<J del Estado. no se obseava en fonna 
al.guna el actual o inmtnent.e peligro de daño gl"ave e Irreparable pam Jos 
derechns básicos del accionantc que requiera las· órdenes urgente" n 
lmpostcrgables de !aJusticia con.stltuclonal. 

5. De otro lado. aunque el caracter subsldiarto de la acción de t.ulr.la se 
pregona frente a la existencia de otro "medio de defensa judicial", el" 1 orla" 
maneras tamblen cabe considerarla Improcedente cuando no se han emplea· 
do y agotado los mecanismos defensivos que se ofrecen dentro de las acl ua­
<:iont:s corr«spondlentes, puesto que la razonabtlldad de. su proposición t-xige 
que, además de la falta de otro medio judicial de protección. se haya dado al 
t<upues\.n agresor de las de...,dtos superiores la op01tun!dad de rectificar los 
yerros que se le endilgan; lo que con mayor fuer2a se predica respecto de loa 
procesO's disciplinarios, donde, como lo ha reiterado la doctrina de esta corpo­
ración'. las eventuales fallas deben tratar de enmendarse primcnnnt:nlc a 
través de los dlsposllivos de protección que consagra el Código Di"ciplinario 
Uulco (L. 200 /95), estatuto que orientó dichos trámites hacia el csqu<:ma 
garantlsta y de audletlcla bilateral propio de los procedimiento" judiciales, ya 
que de manea·a slmtlac a éstos Instituyó las notificact.ones y comunicaciones 
(atts. 79, 83 y ss.). 1·ecursos de Instancia y alzada (ans. 96 y ss.), sistema de 
nulldadeb (atts. 131 y ss}, entre otras cosas. 

F.rl t~sr. orderl de Jrle.as, se. rat.lftca la. lmpmr.edenr.\a de la pet.lclón constltu· 
cional, porque prec~isamente en ejercicio de P.Sa!< herrarnle.ntas d~ am.o-co­
TTecci(m de irregularidadt<,;, el acelonante Interpuso el recurso de apelación 
contra la decisión sanc:ion,J.oria de primera instancia, el cual si bien no es 
un medio de defensa judicial, como erradamenl.e lo ,;osl.uvo el tribunal, sí 

' eonsUt.uye una lonn" de protección al Interior de la actuación que debe ser 
surtida sin la Interferencia del juez 'de tutela. 

2 Sentencias. de tuteJa de 13 de septJe:nbre de 1996 lexp. 3300•. 2 de dJci~mbre de L 996 
[<><p. JV4 l) y ·l8 de aMI do 1997 le.'<Jl. J989J, 



282 ... ~.~CION DE TUTE[.A Número2494 

6. Finalmente, si ·~1 accionante considera que en la tramitación discipli­
narla que ha. traido ·3.1 conocimiento del juez constitucional, se ha incurrido 
en actos ilícitos, tiene la "ia expedita para denunciarlos anl.e las autortdades 
competentes. 

7. Entonce.;, con las precl.slones antes cxpuc~tas, fluye la confirmación 
del fallo impugnado. 

V. DECISIÓN 

Con base en lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Clv!l y Agraria, admlnlstn:mdo justicia en nombre de la Republlca y por auto­
rtdad de la ley, Co11firma el fallo de fecha y procedencia prcanulada,.. 

Comuníquese esta decisión a las pa1tes mediante telt:gcama y rl!míl<:~rl,;e 
los autos a la Corte Constitucional p<lra la eventual revisión. 

Jorge Santo$ Balksicros, Nicolás Becham Stmancas. Jorge AntolliO Gastuto 
Rugeles. Carltx; Esteban JaramUlo Schloss, Pedln Lajont Ptane!ta, Jos(: Fernan­
do Reunir-e-.: Cúrree".&, R<ifuel Romero Sierra. 



ID:EmDO IPlROCJE§O Cl"'!lDL: No hay '<'Ulneraclón al derecho cuando el juez ac­
cionado oontablli.za loa terminas paro el pago de expensas necesarios en el 
tramite del recurso de npelaclóh con fundamentn en el articulo 356 Incisos 4 

~ · y 5 del Código de Procedimiento Civil. 

Corlt< SupreriU:t de Justicia -l:iala de Casación Civil !1 A¡¡raria- Sin la fe de 
Dugot.á. D. C., cuau;o (4) de diciembre de tnll11011eclentos noventa y ocho (1998). 

M<<gislxado Poncnlc: Dr. Jotge Anronlo CasaUo Ruge/es 

Re!'.: Expediente No. 5651 

D.ccidcse la Impugnación interpuesta contra la sentencia de 12 de no­
\1embre del año en curso, proferida por 1<> Sala de De<,;sión Civil-Frunllla. del 
Tribunal Supertor del Dlstrtto Judicial de Manizales, merlianle la t:ual SI! denegó 
la acción de tutela Instaurada por Gllbeno Uribe González. en frenlc dd ,Tra­
gado 6° Civil del Ctrcuiro de la misma ciudad. 

l. Actuando en nombre propio, el acclonante Jnvoca el ampai'O constitu­
cional dd dcn:cho fund!iiii<-'T>lal al debido proceso y, por ende. al de defensa, 
S\lpuc,.lamcn!.t: vulnt:rarlo por t:l órgano judicial prcmcnclonado. 

Al efecto pide. se ordene a dicho despacho judicial habilitarle u otm·gaTle 
el tennlno legal faltante de llll dia, pa1·a suministrar las t:xpen,;a,; ncu:,;<l.ria::~ 

· en orden a que se le expidan las coplas petilnentes para la lramilacií.>n del 
recurso de apelación concedido en el efeclo diferido contra 'k'i. pro\'idencia de 6 
de agosto de "19\J6- (slc) .. pmfertda en el proceso ejecutivo propuesto por la 
sociedad General .Metálica Ltda. contra r'ablo 1'-emando .1\lvarez Alias. 

2. La pelic..ión la sustenta en los he('.hQS que se resumen asi: 

2.1 En calldad de representante de la sociedad "Constructora Urtbe Gartner 
y Cía. Llda. •, promovió incidente de lcvewtamlcmo del embargo y secuestro· 
deivehiculotlpo t'.ruD!oneta, marca Suban1lmpresa, modelo 1994, plat'.a MZC-
301. 

2.2 El juzgado accionado, mediante pro\1dencla de 6 de aAosto de "1996" 
(sk), notificada por estado elll siguiente, desato el Incidente resolviendo no 
levantar la'medlda cautelar que pesa sobre el aludido automotor. 
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2.3 Contra tal detennlnaclón Interpuso, por inlcrmcdio de apoderado, re· 
curso de apelación el que, le fue concedido mediante auto de 18 de agosto, 
notl1lcado por estado el 20 del mismo mes y año, otorgandosde el ti:rmlno de 
S dias de qiu: !:rata el art. 356 lnc. 4 del e. de P. e .. para ~urninistrar las 
ex¡xmsa.¡ n~;esartas para la compulsación de la$ coplas requerirlas a tal fin. 

2.4 El juzgado, dcdacó desierto el recurso argumentando la falta de sumt­
nlst.ro de las citadas expensas dentro del t{,nnino legal. 

Contra dicha decisión Interpuso ~1 recurso de repo.qlcion y en su b!:dclln el 
de apelación. ftmdándose en <¡ue el cómputo del télnllno mencionado era elTa­

do. Empero. el juzgado mantuvo su decisión aduciendo lo oontraiio pues, de 
acuerdo con el art. 356 in.c. 4 del C. de P. C., debia contarse a partir de la 
notificación por estado del auto respectivo, esto es, desde 20 de agosto de 
1998, ya que al caso no le era aplicable el art. 120 ibídem. 

2. 5 Con la citada determlnaclón se le vulneró el derecho al debidOJ>roeeso 
y, por ende, al de defensa, dado que se le recortó en un (1) dia el susodicho 
temllno, habida cons:ider<>ción de que, si el auto fue notificado cl20 de agos­
to, aquel empezó a correr a partir del día siguiente y, por lo mismo, vcncia. el 
dia 27 y no cl26 oomo lo expresó el juzgado. 

l..I\Sf.:,,,.,.,t;f\IClAUt:L THJHUN.."\L 

La decisión denegatoria de la tutela estuvo prccrdida de la re!$eña de 1<>8 
antecedentes del asunto y de las consideracionc~ que se compendian asi: 

El nrt. 120 del C. de P. C., ciertamente establece que todo témti.nu comen­
?.ará a correr desde el día siguiente al de la notlftcaclón de la providencia que 
lo conceda. Empero, tratándose del recurso de apelación en el efecto devoluti­
vo o diferido, existe una regla especial contenida en cl art. 356lnc. :i ibídem, 
de acuerdo con la cual se conC<X!c al apelante un término de 5 días contados 
"a partir de la notificación de dic;ho a11to". con el fm de que suministre las 
expensas necesarias para la expedición de las copias que han de enviarse al 
ad quem para d :<urtimicnlo de la alzada, so pena de que la impugnación 
quede desierta. 

Así, pues, añ_ade, se c.qfá en pn:scncia de do~ normas \igcntcs, una de 
carácter general contenida en d art. 120 y otra especial plasmadEO en el arl. 
356 del C. de P. C. Siendo ello "-"Í, debe: aplicarse el ordinal 1 e del art.. 1 O del 
C.C., en cuanto Impera que la di>•pU~.<ición especial prefiere a la ~t:ncral. Ade­
más, el ordlnal2" ibidemdlspone: "Cuando las disposiciones tengan una mis­
ma e$pt:elalidad u generalidad y se hallen en un mismo Código, prelerirá la 

. tlispusic,:ílJn c;unsi~natla t:n íirUt.-ulu po:s l.ertor ... ~. 

JI. la luz de tal preceptl\'!l, eontlnüa diciendo el Tribunal, resulta indiscu­
tible que el texto del art. 356 del C. de P. C., debe primar sobre el d<:l arl.. 120 
de la misma cadifit~a<:ión, pues es evidente que la pJimera tiene un carácter 
c"p<:cial para el rocurso de ap<:lación, en l.anto que la segunda contiene un 
prtnclpto gene1·al pa1·a el cómputo de los tél·nllnos contenidos en la ley de 
enjuiciamiento ctvU, ainén de que esta es posterior a aqueUa otra. 
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Conforme con Jo anterloi, es palnuu1o que si el auto de 14 de agosto de 
1 !J98 fue notificado pu.-e•tado el 20 s.tguleme, el ténnlno de los 5 día$ parad 
sumini!:llro dt: las t-.xpensas t:orrtú lo:s diao; 20. 21, 24, 25 y 26. Luego, como la 
interesada no las aporLó en ese lap~:too. el re<:urso quedó desietto; en efecto, si 
la nonna precisa que tal cometido debe cumpUrse ·a parlir dt: la ro(>Ufkac:ión". 
es necesario entender que el dia en que esta se produjo también cuenla den­
tro del térlltiilo, <.Ul'stión muy diferente a la reglada por el art .. 120 que deter­
lltiila: -... comenzará a correr desde el día siguiente al de la notificación ..• -. 

En conclusión. al Juzgado accionado le asistió razón al declarar desierto 
el re.cur!IO de apelación concedido en el auto calendado el 18 de agosto de 
1991'1. de donde su actuación estuvo acorde a .13.Jey. 

Se Interpuso ·en tiempo s1n que el acclonante diera " r.nnocer los motivos 
de su inconformidad con el fallo Impugnado. · 

co""" >L·:AAc::oNE.~ 
l. Los he<:hns en que el ;¡t:,;nnanj.e l'unda su petición de amparo. apun­

tan, corno se vio. a una JIOsíbl" \'lJln.,ración del derecho al debido proéeso el 
que, como se sabe, pertenece a la estirpe de los fundamentales y. oomo tal, 
goza !ld arnp<tm (XmslíhJcional brínd adn por la acción de tutela consagrada 
en el ¡¡rtkulo 86 de la Carta Política. 

2. Efe<.:tivamenle, a dicha pr.,rrogaliva se refiere el articulo 29 de la norma 
superior, prescribiendo <JU" su aplieadón opera frente "a toda clase de actua­
dones jucJidaJes y administrativas"'. y que: 

"Nadie podrá st~r ju?.gadn sino conforme a las leyes preexistentes al acto 
que se 1" impul.a. ;ml.e jn..-.< o tribunal Dnmpel.tmle y con obSCIVancla de la 
plenilud de las fonnas propias de ""ci" juicio ... •. 

Fluyen de alli. como directrices principales, las de que en el proceso se 
debe dar siempre la posibilidad de Intervención plena y eficaz dellmpllcado, 
de juzgarlo confomte a las h•ye.~ preexistentes al acto que se le Imputa. así 
como las de presentar y controvertir pruebas e Impugnar las decisiones que 
le sean adversas. · 

En conseeuencla. si dlcha.g garan.tias se omiten en un determlnado pro­
ceso, no se remite a duda que con ·ello se viola el derecho de defensa y. por lo 
mismo. se coloca al procesada en estado de indefensión el que, como es bien 
sabido. se produce cuando la person.<t sl.n culpa de su parte,. no ha podido 
defender sus derechos confom1e a las -leyes que reglamentan su ejercicio. 

3. El m~canismo que se analiza, como lambién es conocido. no es, en 
prindplo, de recibo conl.ra providencia" judiciales, pues la~ norma~ ·legalf!S 
que otrora lo peml.ltian. fueron dec.laJ'adas tnc,xcquibles. 

C:on todo, rlesrle. el pmnnm:i,mienlnrle la sentencia de inexequi])Hidad de 
taJ~s pr~r.ptns. r.~t.O ~s la rlP. 1 e rlP. Odu hn:-. de 1992, se ha impuesto, por \ia 
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jurtsprudencial. la tesis segun la cual. la t.ut.ela procede c:xccpctonalmentc e 
contra providencias o actuaciones judiciales, cuando estas conlleven wta >ia 
de hecho, es decir, cuando estén sustentadas en el capticho o la a.ultrarle-
dad del funcionario, con incidencia en los derechos fundamentales. En otro~ 
términos, cuando aquél en lugar de acr.uao· de acu.:rdo eon la Conslitu<:iún y 
la ley, coUlo et. su debe!' hacerlo, eaprtcho,.ameule se aparUi de lalt!s fuc:ul.cs 
de normat.ividad ¡oo"'iLiva para, en su lugar, dar paso a actuactones que re­
pu!(nan abierlruntmle con el ordenam1ento legal. 

La via d;, he.:ho. sin embargo, no puede alegarse en sede de tutela cuando 
el afectado tenga o h..1.ya contado con otro medio de defensa y no se este en 
presencia de un pe.ljulclo Irremediable, pues en tales evenlos surgiría la cau­
sal de improcedencia tipificada en el art. 6'-1 del Decreto 2591 de 1991. 

1. En el caso traído a consideración de la Corte. se evidencia de las totoco­
plas de la actuación censurada allegadas al expediente, que los hechos en 
que se sus~enta el amparo solicilndo, ciertamente tuvieron ocwTencln. 

Ahora bien, en cuanto a que el juzgado accionado hubiera cometido error 
en el cómputo dellérmillo legal otorgado para·el sumlnistro de las expensas 
necesaria~; a clecl.o d" oblener la expedición de las coplas pertinentes para la 
tramitación dcl recurso de apeladón ant.e el supet1or y, que ello condujera a 
la declaratoria de deserción de la impugnación y a la vulneración del derecho 
fundamental aducido como conculcado, como lo prq¿ona clllccionant.l:, ha de 
señalarse que el susodicho error .. no tuvo ocurrenci" pues, aquél parle de un 
presupuesto equivo<~adu, esl.o "'"'· que al asun\.o le era aplic!lblc el arL 120 dd 
C. de P.C., norma que en mal.eria de términos procesales señala de manera 
gcncTal: '"Todo tém1ino comenzará a correr desde el día siguiente al de la 
nolificación de la providencia que lo concede: ... •. 

Ciertamente. por Imperativo d~ los ordinales 1 • y z• del art. 10 del C.C .. la 
disposición aplicable al caso planteado es el art. 356 inCisos 4 y 5 ibídem, 
pues a más de ser posterior al precitado arl. 120. regula de manera especial 
lo concerniente l:on el recurso de apelación en los efectos devolutivo y diferido 
(la impugnación de que aquí se trata fue concedida en el efecto diferido de 
conlonnidad con el art. 687 num. 8 in.f!ne), en estos términos: " ... Cuando la 
apelación fuere en el efecto devolutivo o en el difaido, se rem1tira al superior 
copia de las piezas que el juez seftale, la cual se 'compulsara a costa del ape­
lante. 

"En el auto que conceda la apelaciónsjuez determinará las piezas cuya 
copia se requiere: si el apelante no suministra lo necesario para la copia 
denlro del término de ctnco dias a partir de la notificación de dicho auto. el 
reclll'SO quedará desierto-. 

De acuerdo eon esta última disposidón, el susodicho termino de los cinco 
días corrió los días 20, 21. 24, 25 y 26. ya que el auto por medio del L"Ual se 
concedió el recurso de apelación fue proferido el 1!! de agosto de WY!! y se 
notlllcó por estado el :lO siguiente lfls. 7'2.-76. e-copias). No se rem1te a duda, 
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entonces, que este día debe contarse dentro llel·pre(;ilado \krmino, no :suJo 
porque la disposición que n:gula d punto ~o; po,.lt:rior y e>~pecial, ::;lnu lam­
!='ién clara y, por ende, se impone la apllcación del principio hennenéulico 
consagrado en el arl. 27 del C.C., en cuanto establece: ·cuando el sentido de 
la ley ,;ea claro. no se desatendera su tenor literal a pretexto de consultar su 
espírttu ... • (fls. 72-76. e-coplas). 

Luego, al no haberse aportado en ese lapso las expensas necesarias para 
la compulsactón de las copias respectivas, lncurnplló el apelante con tal car­
ga procesal, lo que conlleva la sanción prevista por el legislador, de donde, al 
serie aplicada por el .Juzgado ftc:r::ion,do, no incumó en la vulneración del 
derecho fundamental cuya prnt.,c:r.itm se solicitó. 

5. Corolarto de lo disccinido es que. el fallo Impugnado se ajusta a dere­
cho y. de consi~'Uiente. habrá de redbJr la correspondiente conftnnacJón. 

OIXtSió.• 

En mérilo de lu ~llpue:slo, la Corte Suprema de Justicia. en Sala de Casa· 
clón Civil y .Agmrta, adnWtiStJ'a.ndo jusr.io;:ia o::ro nombre de la República y por 
autoridad de la ley, Co•!fil'ma la senk·nda de fecha. contenido y procedencia 
puntualizados en la motlvaci(m. 

Comuníquese telegráficamente Jo acá resuelto a los inlcnJ:>adull y oportu­
n!lmente envíese el expediente a la Corte Cun,.líluclumol para "u eventual 
revisión. · · 

Jorye Sardas Ballesteros. Nicoltls Bechara.SIInarlcas, Jorge :Antonio CastiUo 
Rugeles. Carlos EstebanJaramUlo SciLJoss, Pedro Lqfonl Pianet!a. José Feman· 
do Rwniret: Gómez, Rqfael Romem Sierra. · 



!lf"ONJOO lDI! SOJUliDI;Jl'.mAJO> 'f ~.FITTM iEM !.WLW. 9X\1!lmm.&D OO<Cll.&.'L: 
El reaseguro a que se refiere la u:y 100 tle 1993 en su at'ticulo 162 parágrafo 
4° no puede emplearse cuando se trata de reasegurar los valores que para la 
atención de enfennedades fle ·a lt.o co~to" sean de cargo del aliliado, o del 
benenci:;orio o, mm o en est.P. caso, del E~t.ado; la Sala no respalda el argumen-
1-o planl..,,clo en esl·e senr.idn por el Ministerio de Salud. 

Corte Suprema de Justicia ·Sala d!:! Casación Clull !1 Agraria- Santafe de 
l:logotá, U. C., siete (7) de diciembre de mil novecientos noventa y ocho (1998). 

Magistrado Ponente: Dr. Rafael Romero Sieml 

Rc:f.; Expeuienle No. 564 1 

Detidese la lmpugna(:ión fonnulatla por el J.\lllnl~tcrto de Salud cont.m "'' 
fallo del 10 de no,;ClnbTC d.: 1998, proferido por el Tribunal SupeJior ~'>ala 
de Farullla- del Distrito Judicial de S.antafe de Dogo~ D.C., en el trámite de 
la tutela prom0\1da por la menor Andn:a Quevedo PlnJila contra Saluckoop 
EPS. 

l.AmEcEDmiES 

l. La a.ccio.nante en mención propuso acción de tutela contra la entidad 
citada. aduciendo vulneración de los oerechos a la vida y la seguridad social. 

2. Basa su pedimento en lo que .. e¡¡;uidamente se sintetiza: . 

al que .:nmo bendlclarla de su padre DanvinD. Quevedo Castañeda. está 
afiliada a 1~ F:PS ~cc.lonada desde el 28 de abr11 del presente aJ.io. adonde 
acudió el4 de s~pt.l~mbre. por servicio de urgencias, y los ginecólogos le diag· 
noslic;¡ron "mhara7.o y le ordenaron una ecografm y otros exámenes. con base 
en los cuales le nrñ1,naron una cirugía para ese mismo mes: 

b) que el co9to de la Intervención quirúrgica se fijó en $1.778.528, suma 
sobre la cual Saludcoop sólo reconoció el 38%, debiendo cancelaT su padre 
pro:viamente $1'1 02.688 mediante un abono en efectivo y un crédito, la suma 
que canceló en efectivo fue mediante ayudad~ personas. carttalivas; 

e) que despuP.s rle lacirugia, cl21 de septiembre, le informaron a su papá 
que le había.JI extraido una masa cancerosa; le mandaron otros exámenes en 
Jos qu" les tocó pagar el lO% y le ordenaron cuatro (4) ctclos de quimiolera-
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pla, cuyA drog11. para cada ocasión vale $2'283.000, mas los exámeneg respee­
tlvo~: 

el) qul:lu au:ionada manifestó que sólo poclia cancelar el 25% de cada 
quimioterapia. aduciendo que ella no tumple cun el periodo n;¡íilimo de coUza­
ción pre\'lsló en la ley para ~n!O~nnf:<htdoes ele alto costo, lo.> que pone en peligro 
su derecho a s~gllir \;v;erl<lo y a realizarse c0mo persona. ya que pertenece a 
una familia poljre que no tiene para sufragar ,. ... os g>ls1.ros, pues su padre gana 
muy poco y casi no tlcne pa,ra cu hrir eo) crédilo que adquirió para la cirugia. 

3. Oice la accionada al repllc:lr J¡o l.utela, lo siguiente: a} que la acclonante 
U ene otrós medios de defensa, porque puede acudir a la julisdic.ctón laboral 
que es competente para n:solv.:r r.onOictos entre las entidades de seguridad 
social y sus aflllados. además de que la Snprnntendencta Nacional de Salud 
l.amblén tiene competcnti>i par" es las disputa~. según· los Decretos 1222 y· 
1259 de 1994; b.l que segl1nlos artiCuloa 60y61 del Doo:n~l<o806/98, pata las 
enfermedad"" ñ1inosas o catastróficas se e:dge un periodo mínimo de coliz:a­
clón de cien (1 001 &:manas, aunque el interesado puede ser aknrlido ani:P.~ 
de esos pi<~Zos si paga un porctmtajc dd valor lotal del tratamiento correspon­
diente al porcentaje de scrmm"s dP. coti•-ación que le falten para completar 
los periodos minlmos. y comu la cnf<:rmt:dad de la accionante es de e~a cate­
goma, y no acredita elnlilncro d.: semanas antes refe11do, Saludcoop no puede 
cubrirle todo el trataonienlo; es al Estado, a u·aves del .Ministerio de Salud, 
Fondo de Solldaridatl y Ganmtla -FOSYGl\.-, o medlanl:e la t:<"jdn·adún dt: 
los convenios rr.spcr.livos, que le corresponde cubr'ir' tr·ataiuit:nln~ nu eubier­
tos por el POS. dt:.s"':itc que es muy g¡.·ave que las auturitlaolt:s judiciales no 
distingan las n:spum;abilidades de cada participante. en el sist.cma de salud; 
e) que a las EPS :;e les dio una concesión de servlelos limitados, con limilados 
tecursus, y si "'"les obliga a prestar sen.1clos no ¡m:vistos, se hacen inviables 
y se LUma en incierto el futuro de la reforma.· 

Pidió que se citara al Ministerio de Salud y al Consejo Nacional de Scguri­
cl,,.l Sm.:ial en Salud -CNSSS-. par'1 que se hiciera parte y asumieran su dc­
lt.nsa como responsables, a lravés del FOSYGA. del sumlnistr" de 
medicamentos pedidos por la accionan te y no previstos en el POS; el Lriht!nal 
nnleno que se le notlficara la "xislenci a de esta acción al representante ,d.,l 
Fnndo aludido. 

ll.liLJ.o'IIU.O DEl 'TRIBIINAI. 

El l.ribunal, después de referirse brevemente a la tutela, dice que " ... t:n 
relación a la exigencia de un determinado mimt:ro de semanas cotizada.~ l><)r 
parle de las enHdades prestadoras del servido dr. salud a fin cie cubrir los 
altos costos de las enlermed<1des ruinosas o catasl.ról'icas ... ", se ha reiterado 
que prtma ~1 derecho a la ,;dn y esas empresas • .. , puc:<kn repetir en contra 
del Rstado por los costos •1ue h" debido asumir el aflliado. "; allrmación que 
apoy:1 r.on t.ranscipclón de amplios apartes de jurisprudencia <:l)nslitucio­
nal. 
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Por ello concede :.a tutela, ordena .a la accionada que en el tcnnlno de 48 ¿ 
horas autorice a la actora el tral.amicnl.o poslop<:rat.oño d~: quinúol.crapja: y 
agrega, en el numeral segundo de la parte resolutiva, que Saludcoop EPS 
tiene derecho al reembolso por los gastos del tratamiento que suministre a la 
mt-'TlOT ae<:ionante, " ... por parte del Estado -1.\>llnlsterto de Salud Pública, con 
cargo al Fondo de Reconocimiento de Enferrm:uades Catastróficas u otros •-e­
cursos con destino al Plan Ouligaloriu de Salud, rt'(:muolso que <kberá efe<:­
tuarse dcnlro ll~ lo.; ~:uan:nla y ~:Inca (451 días siguientes a la presentación 
de la cuenla perUnente. r\otlfiquese personalmente esta decisión al M1Iúsle-
rto de Salud." 

El Mlnlst~rtn de Salud ohjetú el fallo resenado aduciendo que las enl.ld<l­
des promotards rle salud, en r.:uyn favor se reconocen 1"" unidad ... ~ de pago 
por caplt.nclnn -UPC-, rlehen ""'umir P.l nesgo rlP. al.emlP.T " """' "flli;ulos, 
dentra de lo!'< parámetro~ lijados por el POS: los valores que excedan del POS 
no se pueden tlnanciar <.•m r~:ursos del l"os!J!}a. porqu" ct~da una de las 
subcuentas de este tiene una destinac:Um "special, enlre ellas, la de s•guru 
de riesgos o eventos catastróficos y accidentes de transito, aunque estos 
• ... eventos catastróficos no incluyen las enfermcdadeg de alto costo o catas­
ta·óftcas.·· 

Señala que los recursos destinados a la segundad social, coma servido 
publlco del Estado. son limitados. y scglin el art·. 61 del Dcc. 806/98, cuando 
el aftllado cotizante nu tenga capaddarl para pagar el porcentaje del trata­
miento Igual al pon,enlaje de semanas 'l"" le fall.e para completar el periodo 
minimo. debe ser al:endido él o sus benellciaTios por las instil.uciones públi· 
cas de salud o prívadas con las que e1 Estado tenga contrato, por io cual las 
EPS para garantizar la aten ció))" ... pueden informar de la atención por medio 
de la red pública .. ." 

Agrega que conlonne al artículo 8 del acuerdo 83/97 del CNSSS, pam 
garnntJ.zar la vida y salud de las personas se pueden íormularmedicamentos 
no incluidos en el Manual de Medicomentos, en cuyo caso el Posyga. debe 
cubrir una diferencia en algunos casos, pero no cuando la formul,.ción de 
esas medicinas se asocie a patologías caliílcadas como de alto costo. en cuyo 
caso " ... harán parte del cobro al reaseguro .. :· · 

Por lo anterior, el tmpugnant~ pide q'"~ se revoque P-1 fallo en el :;cnlido de 
excluirlo como rcsponsHbl<: de los n:cmbolsos "quí onk'TladO,.. \.oda vez que 
los coslos debe asumir\o<J la EPS ac-(:i onada (:on .:argo al rca•.:guro. 

IV. C()I\STDF:RAC:IOr--'ES 

l. Surge del compendio precedente que en esta querella consUlucional, la 
menor acclonante acusa a Saludcoop EPS de amena= sus dere(:hu~ a la 
vtda y a la segundad social, por cuanto dicha entidad, a la t--ual eslá ella 
ailliada tomo beneliCiarta, no le autoriza parte de uno!> ci(:)os rle quimiotera­
pia para ellralamiCnl.(> po~lopcratorto de un cáncer. aduc!epdo que 9C trata 
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) de una enfermedad Catastrófica di! Alt.o costo. respecto de la cual el aílu.ido 
coUzant~ no ha cumplido con el r"'lnisito d~ cien UOOI semanas de cottza­
c!On. ~eg(ln los artic.ulos 1 64 (Jo; In J..ey 100/93 y 60 del Uecreto 806/ \18. 

) 

F.) Ministerio de Salud, qui-..n fue vinculado en la primera Instancia e im­
pugnó el fallo que con~:edió la proteoción pedida. nu :;e opone a la concesión 
del amparo. pero argumenta que no s" le debe ordenar que con cargo a los 
recUl'SOS d~l rondo de Solidaridad y Garantía -Fosyga-. se reembolse a la EPS 
accic)rtuda los valores que deba s ufragar en el tra1:.1.míenlo prescrito a la 
acclonantc , puesLo que esa ecogad ón corresponde. a la EPS con cargo al 
rcae<.:J!(Um. 

· 2 . No estando en discusión el cará cter superior de lo~ dcréehos tnvoc.a­
do>;. en orden a dcspaehar lil antu lor inconformidad "~ c::unvcnicnte prlnci­
pi" r por recordar que la Salo, de acuerdo con la doctrina <x>nstilut:ional, ha 
oJurgrulo protección por vía el" tutela a personas con enfermedades graves 
que pnnen en peligro la sal u<.! y :~trnulláneamente la vtda de la(< mismas, en 
lo;; c•u•os P.n que aparece como ln_ju~tificada la negativa de las empresas 
prQnlOtoras de salud -F.:PS- a que están afiliadas. a "umJnl~trarles el trata­
rrúento adecuado; pues en esas ctrcunsta.ncias los afectados 5e hallan ante 
un pel~ro lnminent.e, cuya S91Ucl6n trnpo_,tcrgabte no tien e otro medio tan 
ejlcaz como cst.a acción. · 

ProteCCión que se ha venido di$pen5ando aunque cl l'lll1l Obllgatorto de 
Salud POS-. paquete de ~crviclos que las .EPS brindan a sus afiliados en los 
ténlunos de la Lc:y lOO de 1993. el D<:<:n:to 806 de 1998 y demás .uormas 
pertinentes, no garantiza-para los a.filiiilrlu~. ""general, una plena c.ober t.ura. 
ya que se ha c:onsidemdo que el prlndpio c.le re:-;pelo a la dignidad humana y 
a los derechns l\Jndamentaler. tleneu p revalencia sobre restricciOnes de nm· 
go lnfracous til.ucional que, por end,;, dd.>cn ser inaplicadas de confonnidad 
con el artku to 4 de la Catta Politl c¡¡ (;u ando conduzcan a una solución con· 
tJ·art" " tu" euros valores ' . · 

CoJic"~tauu:ult:, frenL.e a la llmJtaclón cli'J POS referente a que la atenCión 
p11ra las enfermedatlt:!:! · rulas trollcas o de airo coslo. como es el tratamtcnto 
pm-a el cáncer, t:t<lá sujéla a un pe~1odo min!mo de cotización que no pu':'de 
exceder de t:h:~o (100) semanas, confonn~ a lng articulas 164, \nctw 2. de la 
Ley 100/93. 60 y 61 del Decreto 806 de 1998, ""'ha so&tentdo2 que dicha 
nonnativtdad k~J y reglamentaria no put~d" invocar,_;e cu!Uldo está en peli· 
liJO la vtda rkl ntectado. y é5te no puede p~gar 1" parte del valor del trat<Jmien­
to equivalente al porcentaje de semana~ el" cotización que 1~ tallen para . 

1 Etd.n: ultu~. ~l.cndRs. Oc tu(e1Q. dtJ 4 d6 ma yo/94- (cxp. 1.2 ;5), J:.i ~ nuvtf!Tnbrt/96 (e:p. 
3A60f. 24 de eoerv/97 fc:>l"'- 3696 y 97051. 2 <le mayo/'frl tc><p. 4030), 4 mano/9fl 1""1'­
"7'*~- H d< JUliO (ex¡>. ,il4 '1l y Y <le <>Clubre de 1998 f<xfl. l\4~!\) . 

2 f"\\Jios d~ 14 dt= julio texp. f,l .ol7}. ,9 y 16 tl~: uctul.m: dt: 1995 (cxps. G425 ~· !)46.3;·. ·cn:.re 
u1.n•i4. 
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completar dichos periodos, conforme al inciso ] 0
, par{lJ:rafo uruco del citado < 

articulo 61. 

Y aunque no "'" desconoce que. de cotúonnidad ~ou el inciso segundo 
ibidem. si el afiliado no tiene capacidad para pagar ese por~Ht.aj o: y lo acredi­
ta del:>! clamen J·e, rl"ht. " ... s"r ~lr.ndllln <':1 u sus beneficlartoos, por las institucio­
nes públlcM prestadoras de -..ervlc;i<.>':' dP. .salud o por aquellns privadas con 
las cuales ell%tado tenga contrato ... ", esa allematJva sólo podría excusar a 
la respecti\'a EPS de otorgar el tratamiento pertineni'P., sl~mpre y cuando 
muestre una verdadera.ellcada para el caso plant~ado, asp~to que tambien 
puso de presente la Corte Con stltucioual en la scru:encla 1'-·H 9 del pasado 13 
dengoolo. 

3. Portales m<Jti:vos, dado el alto nesgo que produce la aludida dolencia 
padeCida por la joven accionon l:e, quien no tiene capacidad económica para 
acogerse a la opción consistente en pagar tUl porcentaje cltOitratamlcnto. y no 
estando comprobada en fomt& alguna la eficacia de la eventual atención por 
instituciones púhlic:as de salud, o privadas con las cuales el Estado tenga 
contrato. P.T<> pCTI.incntc que se concediera l!'l amparo como lo hizo el tribunal, 
pues la negativa de la EPS t\CCionacla a dispensar en ~u total.ldad el procedi­
micnlo requerido. fWldada en la" comentado.s.nonnae de rango legal y regla­
mentL\rlo, no e$ JW51tflcada en la mo<iida en qu e , oom<> yn s.. dijo. los princ.lplo9 
y valores constituci<lnalcs de rcapeto a la dignidad hu mana deben prevalecer 
sobre esas disposiciones inferiores que, por cons iguiente, deben inapllcarse 
en este especifico asunto; máxime que quien está en pellgro es una menor, 
cuyo" derechos tienen carácter prc;va.lcntc (art. 44 Const.}. 

4. Pero ademá'-' dr.ln liilterlor. también es cierto que esta C<lrporación'' y lu 
Corlt: Constitucional•, han venido sos.tettlendo que en casoA r:omo el presente 
la rc;ovecl:iva I!:PS accionada puede snlic.ltar al Estado C(llomhlano, Ministerio 
dt: Salu<l, a traves del Fondo o cuenta correspondiente. el n:ctnbolso de los 
gastos en que Incurra por sumlnh;lrar d u·atamlento ordenado en esas even­
tualidades. en la parte no cubierta vur el POS. y siempre que !le den los requl­
slws legales para esos efectos. pu<..,_. ello t.iene manantial en la obligación de 
asisten Cia social que corresponde ul E-'jl.lldu en materia de salud. 

Criterio frente al cual no :1011 de ,·eclbo los argumento" <.1~1 Minlsterlo de 
Salud en cuanto que el valor de procedlmlentos u rnt.<lica.mentos para enfer ­
merlades de alto c'JSlO no cub1e1tas por el Plan Ol.>Jig .. t<>rto de Salud -POS-. 
('.r.>rr~Rponde asumirlo a In respectiva Entidad Pronioiura de Salud con cargo 
¡¡1 r~n~eguro a que se refiere ta Ley 1 00 de 1993 en su i:U'Ll<;u lu 162, pa1"ágrafo 
4, puesto que como ya lo df'Jfl ~ntJido la Sala''. ese rea:~cgurv llene aplicación 

::¡ v.g. cJa algunos de ~ f"Ailn.ot Hnl.t':1t cu:ados y el de l!l eJe ~ ~rnbn de 1996 (cxp . .5581;. 

4 S'!nttncl.as T-114 y ~ll-4~0 l.lo L997, tA.1ltt: otra.c.. 

5 "'\l.llo t.lt l 24 de ll0\1embrc de 1!)08. t.l(J). t:l4!' tutd:l ñ~~-
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para los casos en que, confo1n1e a las normas legales que rigen el POS, los 
gasto.s de tales eventualidades 8Í corresponde asumirlos, a la EPS. en todo o 
en parte, de tal su.erte que cc:sulla ~-onlrario a de!'echo • ... entende~· que las 
seflaladas cmprc..as t::slán habilitadas para n:a..cgunor los valo!'es que para 
la alem'ión de enfermedades de 'alto costo' sean de cargo del <~filíadu, o tld 
beneftclarto o. como en este caso, del Estado ... ·, y que la empresa u::;egurado­
ra deba cubrir obligaciones de ~argo exclusivo del1ilt.lmo. 

5. Enrone•~~. al no abrirSe t~allllllO lo <'.Xpucsto por cllmpugnant.e, el fallo 
atacado debe ser conf1I111ado. 

V. D•;co,;•úN 

Con: base en lo expuesto. la Corte Supl'ema de Justicia, Sala de Casación 
¡ Civil y 11g1·arta, admlnlsu·ando justicia en nombre de la l~p1ibl1ca y por auto­

ridad de la ley, Confoma el fallo de fecha y procedencia preanoladas. 

Connirúquese c::sla dcci>~lóu a los inte!'esados m.edlante telegrama y remi­
tanse los autos a ho Co!'te Constltuclonal para la eventual revl~lcm. 

Jorge Santos lJallesreros, Nia>lás Dechara Simancas. J()rge Amonio Castillo 
RU{Jele.s. Carlos Esli<I><JTI .• ]CITamilloSchlo.•s, Pedm U!fcml. Piur~t<Lta, José Feman ... 
do Ramirez Gómez, IWjael Romero Sie.-ro.. 



®:::Gl!JR~ OOCIIAJL, Bll"S: la p(:rdida de antigüedad acumulada por incurrir 
ell la conducta descrita en el artículo 58 del Decreto 806 de 1998 se refiere 
sólo al afiliado, no puede hacerse e:r..tenstva al beneficlarto. En consecucn~ia. 
es errado el entendef dado por 1~ EPS "la nunna. 

Corte Suprema de Jusclcla ·Sala de Casación C!D!I y Agrana-Santate de 
Bogotá, D. C., catorce (14) de diciembre de m1l novecientos nm.-enta y ocho 
(1998). . . 

Magistrado Ponente: Dr. Nicolás Bechwu Simnncas 

llef.: Expediente No. 5713. 

Despacha la Corte la Impugnación formulada contra el fallo de diecinueve 
(19) de noviembre de iDll novecientos noventa y ocho (1998) proferido por la 
Sala CM! del Tribunal Supertor del Distri\0 Judicial de Sanlafé de Bogolll., 
por medio de-l cual se denegó la solicitud de amparo constitucional ckvada 
por Luz Dary y Luz Stella Casa.s Martinez, quienes actúan representadas por 
apodc~ado judicial, contra Cruz Blanca E. P. S. 

AN'l'ECEDWil'S 

l. Pretenden las accion;,nt·.,s la pr.nt.r.r.ctón del derecho a la segul'idad se­
dal de su madre, señora Leonor Marlinez, para lo que, r.n r.oncreto, solicitan 
se ordene a la accionada ·expedir la r-..spect.h~" r.:.rt" de Garantia para que la 
Fundación Clinlca: Shaio le practique a Leonor Mortúle7. la lnH:rv~nclón qui­
rúrgica necesaria para salvar S';l vida·. 

Aunados lo!'\ her.hos expre!<arlns tanto en ~1 escrito Introductorio de la ac­
ción ('J()TJIO en el aclarntorio rlo. "'l'"'l, que milita a folios 14~ y 144 del cuader· 
no principal del ex¡Jediente, ""' extr<~cta r.omo ~o porte fáctico de la queja. que 
la st'ñora Leonor Martíne:.: s" h"lla vinr.ularla a Cru7. Blanca E.P.S. desde el 2 
de noviemhre de \996, como henel\r:tarta de sus hijas. y que encontrandose 
hospitalizada en la "Clínica Shain" rle e~ta ctudarl. rlonde se le dictaminó la 
prac.tlca de una cirugía de trasplante d,; r:orazñn, la que es neoe!lal'ia para 
salvar su vida, la accionada se ha n~gadn a ·~xpedtr la carta de garantia a fin 
de que se realice tal procedimiento, pretextando que la enfenna no tiene el 
tiempo de aftlladón requerido para el sunllni!<tro de tal atención. 

2. Cna Blanca E.P.S., por Intermedio de apodemdo judicial constJt.uldo 
para el efecto. ello respuesta a la solicitud de tutela. oponiéndose a su acogl-
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miento lescrilu de folios 127 a 139 del cd. 11. para1o que, o:n sínle:$i~. {;Xprcsa, 
<¡uc si bi(:n es cierto la señora Leonor Martínez ha estado vim:ulada a esa 
Empresa Promotora de Salud desde el2 de noviembre de 1996, como beudl­
ciarta de Luz Dary Casas Mruttnez, es lo Cierto que ambas perdieron su anli· · 
gtiedad. <'.omo quiera que la segtmda de Jus nombradas. que era la afiliada 
cotl2ante, omitió dar cumplimiento a lo reglado en el' articulo 58 del Decreto 
806 de 1998 y. por ende. se aplicó la causal de "pérdida de antigüedad'' con­
sagrada en el literal~) del art.ic.ulo ó4 de la misma compilación legal. Señala 
qil~ LtJ?. f)(try¡ r:o.~tJs Morlfnez. al ser iiúormada de tal silll>t(.'i(ln, ·~oncurrló a 
$\IOl oficinas y voltmtarlament~ canceló su afiliaelón. el22 de' octubre de-l año 
en curso. 

~rcga, que "El día 23 de Od.ubrc el<: 19fl8, la senara Leonor Martincz fue 
!nclulcla 'como beneflclarla de su hija Luz Stella Casas Marti.nez en el contra· 
to de afiliación que esta últiÍna tiene con nuestra EPS. • y que "Al afiliarse 
nuevamente a C1'UZ Blanea E. P. S. S.A. ra Señora Leonor Martinez se encon­
traba hospitalizada en la Clinlca Shalo de esta ciudad·. Jo que, al tenor del 
artículo '74 del citado Dcco·cto 806. Implico que ella sólo csluvicse amparada 
para la prcataclón de los serácio" de urgencias, c:on suj<:ci(m a lo dl~pucsto 
en el articulo 14 de la Rt~solución 5261 ck 1994, "Por d (:ual se cs\llblccc d 
Manual de: h~t.ivid!ld(:s, Inl.crvmciones y Procedímientos del Plan Obligatorio 

. de S!ilud c:n el Sistema General de Seguridad Social en Salud". 

Precisa que como la erifem1ed'ad padecida Mt la séñora f.R.oJIJ)t' .'Wartinez 
es de alto riesgo, requiere para su atención por el Plan ObUgatm1o de Salud 
un minin1o de cien (lOO) semanas cot.t?.ada~. tal como lo ~onsagra el arr.ic.ulo 
164 de hi Ley lOO de 19!1:1 y d art.icul" fi.l clel n.,,,.-eto ROn el" 1998, si.n qne o.llo 
en el presente ·caso se ~wnpla, pu .. -~. Teil . ...-:~, por la pi'Tñicla ele anl.igiiethul 
oornentada, ella sólo tiene un t.otal de siete (7) scm:mas de cotización. lo qué: 
traduce que Cm?. Blanr.aE.P.S. este ohJ;gadil a asumir P.lcosto de su 111.-nción 
sólo en un 7%. -

Arguye adicionah:nent.e, que sus proyecciones financieras pam funcionar 
como Empresa Pro1nolora de Salud se 'hicíeron sobr.e la base de una 
normatlvidad. que preveía <:ierla.s ad.ividades, int.eTVencionet< y procedimien­
tos y que, por tanto; no puede ob\igársele a asumir riesgos no comprendidos 
en el rtghnen del Plan Obligatorio de Salud. pues de así hacerse se pondrta 
en peligro su est;,bi\idnd económica. 

Igualmenlc planl.ca la falta de legitimidad de las accionantes pai·a de· 
mandar la protección de derechos de que es exclusiVa titular la seiiora Leorwr 
Mcuiinez, sin que en este proceso aparezca acreditada la inoposibilidad de la 
nombrada pam emprender ella nllsma Ios actos tendientes a su propia defen· 
sa, y en defir.ütiv!l: concluye: 

-1. Cruz Blanca E.P:S. S.A. en el caso de la presente lulela ha cumpl1do 
ron todas las normas legales al garantiZar la atención en salud a la· Sra. 
Leonor Martínez. 
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"2, Los costos dt: las prestaciones de salud ocasionadO<! con anterioridad 
a la nueva afiliación al Si.sten'k1. de la Señora Leonnr Mcu!inez deben ser asu­
tnidos por el usuario o sus responsables. 

"a. No se puede condenar a un parUcular por d cumpllnúento de las nor­
mas qm: r<:gulan su actividad. 

"4. No<~' \ul.elableel poslblederechoa unr<.-conodmicnlocconónúco, menos 
atin. cuando no existe norma legal que lo ampare. 

"5. Ko existe de::-e<~hn fundamental vulnerado. porque a la Sra. Leonor 
Martínez se le brind:~ron los servicios de salud que necesitó aun no teniendo 
el derecho r.n r<1zón de la trregulal'ldad en la afilía(:ión <k ':IU hUl:!. T-ttz D<UJJ 
C<LS<ls Martínez. 

"6. Cruz Blanca E.P.S. S.A. no 11.1. negado ~ rungún momento el cubri­
mic;nl" de los servicios de hosptt~ll?.ación de la Sef1o1·a Leonor Martinez". 

Con resp...ttlu ""los artículos 29 de'·la Constitución Nacional. 3• dd De­
creto 2591 de 1991.v 52 dt:l Código ti" Procedimiento CMI. soltctta finalmente 
se cite al Estado-Miu.islerio de Salud, <:omo quiera que en el improbable caso 
de que sea aqui condemul>t, \lel>crá él re::;ponder "por el costo de las presta­
ciones no expresamente conremplarlr.,; (>:!id en d Pl¡¡n Obltgatorto de Salud 
[P.O.S.)". 

FAr. J.) 1'u·~1 .. TmHuNJU. 

Dt.'Ciujo el a quo la procedencia fonnal en la presente acción de lulela del 
numeral2' del articulo 42 del Decreto 2591 d<: 1991 y admitió la legitimidad 
<k la inlervenctón aqui cumpllda por las acclonant.cs. ba,io el entendimiento 
<1ue su actuación esta enmarcada: dentro de la prerrogativa ol.orgada por el 
artículo 10" del m~.morado decreto. 

Así las cosas. pasó el1i1bunal al análisis del fondo de la demanda consti-
1.u<:innallncoada y coligió la tmpertlne neta del amparo dcpre<:ado, por cuanto 
t:onsidcr(J que no puede callftcarse "la actividad desarro!lada por la E.P.s: 
accionada, r:nla prestación del servicio de salud de la seiiora Martin~?., ... " de 
"arbitraria o ilegal•. ya que • .... para el caso h~lo estudio no <':Xh<tc coh~rtura 
para la operación de cirugia cardiaca- requerida por la enfcnna, en razón 'l 
r¡uc :,~u padecimiento califica como enfermedad de alto co~to y, por tanto. Jl"ra 
su atE:nción por el Plan Obligatorio de Salud es tndtspensahle un minlmo de 
coti~:ación de lOO ,;emanas, segun lo consagra ~1 articulo 61 del Decreto 806 
de 1998 en annonia con el articulo 1 17 de la ~solución 52fi 1 dt: 1 9!!4. te­
niendo la afiliada Luz l;itelia Gnsa.~ s<\lo stctr. semanas. 

Precisa :ldcmás, llUC si bien es cierlo "Leonor il-!artillez, estuvo \1llculada a 
Cru7. Blanca E.P.5. Ltda. [sic) <:omo beneficiaria de su hija Luz Dary desde el 
2 de noviembre de 1996, hasla el 22 de octubre de 1998 ... ", debe tenerse en 
cuenta <:¡ue, "<:onfonne a lo dispuesto ·en el at1iculo·64 de (sic), ltt.eral e) del 
Decreto 806 de 1998. la hendi<:iada, pen.li.ó la <mligüedad acumulada, y que 
en .la actualidad flgw'a activa en el sistema. a partir <lel 23 de or:tubrc del 
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prcsenr.c año. como bcnefldaria de su otra hija Luz Srella, ... ·, por lo que "nu 
tiene cobertura para que se le practique la clrugla de corazón, en r~ón de u o 
tener los periodos. mínimos requeridos (sic) para csra clase de operación de 
alto riesgo·. · 

En últimas c.oncluye. que "La accionada ha proc«d;clo conforme a la 
nonnatlvldad que regula suJ!estlón y a la que. en su momento"'" smnP.t.ir\, al 
·procurar la ate.nelñn en salud requerídu por la señora Martinez. no siendo 
censurable, el ctirnplimiento de las nonnas que regulan su actividad; actuar 
de otra manera,lgnorandó el intcres de la mayoña de los afiliados, al desünar 
a un solo m;uario recursos destinados (sic) a !.oda una comunidad 1·esultaria 
inequitativ<> y de,.igual y por lo l.anlo improcedente; en las oportunidades que 
la paciente requirió el servido de salud, este le fue prestado. a pesar de las 
irregularidades observadas en la 3illlaclón de una de las accionan tes, r.omo 
incluso lo hlzo saber a la interesada en términos precisos. Act.u,.lmente los 
serv1e1os h08p1talarlos se le siguen prestando a la beneficiada como corres­
ponde a su derecho actual. 1.<1 conducta de la entidad presladora dclservicto 
público de la salud. no puede ser tildnda como vulncr'ddora del derecho fun­
damental cuya tutela se sollctta, por lo que se impone negar el amparo". 

IMPt:CI\ACION 

El apoderado judici<ll d~ las acdommte~ expresó su im:onf~rmidad con la 
..enl.encia de primer grado y en ~e,.p<lldo lie la impugnación que propone con­
tra la misma, en: resumen. señ<lla disentir de la conclusión del Tribunal res· 
pecto a que Leonor Martinez no cuenta en su favor con el rnilllmO de semanas 
de cotización necesaJ1as para que se le preste la atención que requiere, pues, 
afirma, ella "nunca l:k1. estado desaflllada de la Cruz Blanca E.P.S .. por el 
contrario ha habido continuidad en su aflllaclón sin ningún tipo de tntem1p· 
ción desde el dia lo. de noviembre de 1996 y hasta la fecha". Reprot"ha que 
tanto por la accionada como por el fallador corporativo de pr!Inet grado, se 
afu~ne la pérdida de la aJttlgüedad por parte de la seftom Leonor Martínez con 
base en el literal e) del artículo 64 del DeCI·eto 806 de 1998, c.uando esa cir­
cunstancia no aparece acreditada ni siquiera sumariamente, por Jo que pide 
a esta Corte decida s11a nombrada "perdlo (sic) o no su aJJtlguedad (e.lc) en la 
E.P.S. Cmz Bla~tca". 

1.-. Estando dirigida la solicitud de tutela origen de esta tramitación a 
obtener p1'0tección del derecho a la seguridad social de la señora Leonor· 
Mwtinez, madre de las directas peticionadas, concluye la C01te que esas pre­
tensiones refieren, en principio. a la pror.ecclón de derechos de que es exclu­
stva titular la nombrada señora y que, por ende, la actuactón de sus hijas Luz 
DnnJ y Luz SieUa Cw;as Marlínez debe inlerpretarBe bajo la perspectiva con­
sagrada en el inciso 2o del artículo 10• del Decreto 2591 de 1991 para, por 
hor~t.o, lcner su gt:,.l.ión (:.omo do: agent.es olicio~a"' de la llir~c:la interesada, lo 
que en este caso concrcto·es admisible. por hallars•~ dla impedida. debido a lA 
enfermedad que la aqueJa. para promover su· propia defetisa. 
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2. Definidos los alr-...anccs tic la Intervención de las d lr«IM promotoras de 
la queja . se impone recordar que a voces del propio articulo 86 de la Carta 
Políttca, la acción de tutela constituye un éspeclal meca.n.lsmu qu~ con carác­
ter reSidual propugna por la prott!<X;ión de los derechos constitucionales fun­
damentales cuando ellos en fonna directa y de manera sel"la suu ""'~'Jlazados 
o violados por la acción o la vmMón tlegit1ma de una autoridad p(tblica o de 
1~ J)I:IJ"!lculares, en.este úllimo.caso en los eventos dcsarrolllldos por el arti­
culo 42 del Dcc:rr.lO 259l de 199 1, no exiStiendo para el afectado medio oroi­
narlO de: ucf<:n~a que de manera eficaz permita la salvaguArdA de. los derechos 
que ::~e c~\imen conculcados. · 

Se distingue. pues, q uP. corúorme la Indicada previ~íón constitucional y la 
regJ.ament.aMrin qu e de. la tutela ha hech.o el gobierno nacional, su opcrancia 
sólo I.IP.nP. cabida para el ampar{' de derechos fundament.li!les cuando ellos. 
mecHando un nexo de causalíd~d. !le ven sertamentc compromeUdos por ac­
ciones u onúsiones que desbordM el mareo de comportamiento definido por 
la Carta Políl.lca y por la ley. y cuando la víct1rna no Ucne a s u akance un 
mediO de ju~l,icta orálnarla que de manera eficiente permitA Jo prot.ección de 
sus de~-echos. · 

3. R""'nnnc1éndo,>e cl carácler privado de la entidad accionada y desta­
c.ánctosc que se trata de ·una.Empro.sa Promotora de Salud cuyo objeto refiere. 
precisamente, a la prestación del servicio de salud dentro del Sistema de 
~gurtdad Social, que en atención al mandato del articulo 48 de la C<lrl.a 
PoliUCa desarrolló la Ley lOO de 1993. debe aceptarse la proccdibHidad de la 
acción que se estudia a la luz del numeral2" del articulo 42 del D"Cre1.o 2591 
de 1991. 

4 . Descendiendo a la s ituad6n planteada mediante cata tutela, debe 
lnt.,rpl'1:'larse que con ella se prclAln<le que la totalldad del coeto que genere el 
trata.mt~nlo que reqtúere la acc.lonant.e. en razón al padeciJDiento que la aque­
ja, sea asumido por la entidad accionada, como quiera que estima que ella si 
tiene en su favor el núnlmo de ><emanas de cot1zadón fijado en la ley ~ra el 
tratamiento de enfermedadc:< ruin osas o catastróficas, pues se encuentra 
vinculada a Cruz Blan.oa 1>.1'.5., como beneftclar!a de sus h!fas. desde el 2 de 
novtemhre de 19S6. en forma con!.lnua e Ininterrumpida. 

5. Como es ya c:onocido. la '1da constituye por anlonomasla el derecho 
fundamcnt'll de mayor alcance y autonomía, principio éste que ha servido de 
punto de partida a la jurisprudencia <Oonstit.uclonal pal'a sefiala.· que "El de­
recho a la vida se constituye en el má" fundamental de los derechos consa­
grado:!< en la Carta Política de 1991 de mancra expresa. Regulado po1' esta. 
desde el primer articulo del capitu"~ prim~ro del Título II. pone de presente su 
carácter prevalente y de condlclt\rt n~~csana para el ejercicio de los demás 
derechos." (Corte· constitucional., Sen l . T- 374 de 3 de septiembre de 1993) . 

6. Así mi,.,.Oo, es del caso pone~· de preseuk, que llinlo en lo qu e concierne 
con el deo·echo a la s&Jutl cum" en Jo rocante con el derecho a la se¡.(uridad 
socia;. que en eseJi(!ia no u>;l~:ntan el carácter de fundamentales. la.Jurispru-
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ciencia constitucional ha precisad() que eJln¡¡ adquieren tal linaJe "por conexión". 
lo que equivale a decir. que se Ies comunica \al (:arác:ter "en virtud de la inti­
ma e inescindlble relación con otros derechos fundamentales de fonna que 
éstos quedan sometidos a vulneración o amena2a si aquél no se protege de 
manera irmoedial.a .· .. "(Corte Con~lilucional, Sent. T-068 de 22 de febrero de 
1994). 

. En ef~to, el derecho a la vida no sólo le permite al ser humano el ejercicio 
de la.9 facultadc" que sean nco~<:saria• para mantener su estado \1tal, c.onser 
vario y mejorarlo o dignificarlo en lodos los aspedo,., sino también el de Impe­
dir que se atente. amenace o 'viole en cualquier clrcun'-'l.ano:ia, pudiendo 
adoptar las medidas que lo aseguren o que, por lo menos. no se le oca~iom: la 
muerte. Slnembargo, este derecho suele complementarse con otros. como son, 
Jos que se refieren a la Integridad corporal y la salud que. si bir.n l.icncn 
objetos y autonomías propias, ello no permite ignorar que habiendo partes 
corporales fundamentales par" d "er humano y estados de sanidad absolu· 
tanJerJt.e necesarios para él mismo. cualquier lmlcn""a o violación de aque· 
Itas parl.es corpora le• o de estos estados de salud. uombien arriesgan o 
quebrantan el derecho a la \1da misma. 

7. Precisamente en desarrollo de Jos postutados con9ab'Tados t:n el arücu· 
Jo 48 de la Consht.ución ::"'acional. que atrtbuye a la seguridad social natura­
leza de "sel'\1clo público de can\cter obllgatorto • y señala que "se prestará 
baJo la dirección. coordlila.c!ón y control del Estado". en materl.a de salud se 
exp!dlei'On la Ley 100 de 1993 y sus Decretos .reglamentarios, que Imponen en 
favor de los beneficiarios de die: loo ::~i,.Lema, t:uando las cont.!iclom:s de salud 
lo l'equiel'en, la atem:ión medica. quirúrgica, hospitalaria y, en j(eneral, l.odo~ 
lu• st:rvi<:io:; de c"la induJo: que S<::an iJ:u.li.spcn:;able::; de acuerdo con l<os cir· 
cun:;lancias que el caso ametile. blen sea direclamenle o por inlerm~dio de 
\,(:r(:\:ro:>. 

8.' Se ocupa la Ley lOO de 1993, y de manera más reciente el Decreto sos· 
de 1998. reglamenta..o·Jo de aquella. de deflnlo· el Plan Obligatorio de Salud del 
Réghnen ContcJbutivo cou1u "' .. . d cuqj unlu básico de se1vjCjos de atencJón eu 
salud a que tiene derecho, en ca,;o dt:: m:(:<:sihorlo, l.ouu alllitorJo al Réginn.:n 
Contributivu que cuoripla cou .las uhligat:iom:s establecidas paca c:l efed.o y 
que esta obligada a g¡mml.iza• a sus ><filiao.los las Eutidaoles Pn;nuotuntS de 
Saluc.l. EPS, y EnUc.lade,; Adaptada:;, EAS ..... •. prectsanllo Juego, que "Sus con· 
tenidos son definidos por t'l Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud e 
incluye educación, información y fomento de la salud y la prevención, diag· 
nóstico, tratamiento y rehabilitación de la enfermedad. en los diferentes nlve· 
les de complejidad así como el suministro de los medicamenlos esenciales en 
su denominación genética" (art. r. Decreto 860 de 1998) y previendo que 
"Con el objeto de cumplir con los principios de universalidad, solidartdad y 
cllcientia coll>!agrados en la Constilución Política, el Plan Obligatorio de Sa­
lud tendrá ..-.xclusinncs y limltadone... que en general serán todas aquellas 
actlvldades. proeedlmlentos. Lnt.ervenclones, m~dicamentos y guias de aten­
ción Integral que expresamente defina el Consejo Nacional de Seguridad So-
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r.l~l ~n S~tlud, que no tengan por objeto conbibuir al diagnóstico, tratanúento 
n rehabilitación de la enfermedad; aquellos que sean considerados como cos­
méticos, estéticos o suntuarios, o sean el resultado de complicaciones de es­
tos tratamientos o proc:edimientos" (art. 10•, lb.). 

9. Puede, por tanto, concluirse, que la prestación del scn'iclo de salud por 
parte de las Empresao; Promotoras de Salud no es ilimitado sino que, por el 
contrario, conlorme la reglamcntaci6n que rige el Sistema de Segurtdad So­
cial Integral, está sujeto a reo;lricciones. 

En efecto, elai't,iculo 164 de la Ley 100 de 1993. tras prohibir en el Plan 
Obligatorio de Salud la aplicación de preexlstencla!l, setlala que "El aoce~o a 
la presta<:ión de algunos sen1clos de alto" co~to~ para personas que se alllien 
al sistema podrá estar sujeto a pr::riodos núnimos de cotización que en nJnglln 
caso podran exceder 100 semanas de aflliaclón al sistema, de las cualt:s al 
menos 26 semanas deberán haber sido pagadas en el ultimo año. Para perio­
dos menores de col.íza~ión, el acceso a dicho& servicios requo:rir.t un pago por 
parte del usuario, que se: c$1 ablccerá de acuerdo con su capacidad c.:o;;,ómi-
ca". · 

A su vez el articulo 60 del Decreto 806 de 1998, nonna hoy aplicable, 
prevé: -oetlnlclón de los periodos min1mos de cotización. Son aquellos perio· 
dos minlmos de cotización 81 Sts.tcma GenP.ral de Seguridad Social en Salud, 
que pueden ser t-xigldos por las Entidat!"s Promotoras de Salud para acceder 
a la prestacion de al~unos servidos de alto coslo incluidos dentro del POS. 
Durante ese periodo el individuo (:arece del derecho a ser atendido por la 
entidad promotora a la cual se encuentra a:ftllado". 

1 O. Valoradas r.n r.r>njuntn 1<> r.:erlillcación que sobre el estado de salud de 
la senora I.eorwr Mm1.frr~<Y. rP.mi ti o la "l'i.mdación Clinlca Shalo" de esta ciudad 
(fl. 140, ·r.ct. 1) y l"s m"nire.<laciones de la propia accionada. contenidas en ~1 
r.sc:nto r."n 'l"'' dio respuesta a la demanda de tutela. es del caso admitir 
r~omn pmhado que la enfermedad padecida por la peticionaria del ampam 
o:alific" r.:omo de alto costo y que. por tanto, cUa esta sometida para merecer 
atend6n r!P.n1TO del régimen dell:'lan Obliga todo de Salud al mínimo dP. cien 
sr:man"s r.ou,.arlas, " que aluden. precisamente. las nomms a tras indicadas 
y el an·íc::ulo 6t del ya citado Decreto !lOo de 199!:!. 

T>~mbién qu~ la ale(:clón cardiaca que presenta la enfenna. confom1e su 
esrado actuai de e\lolución, conlleva un alto grado de mortalidad y que, por 
ende, de no llracucars~: a Leonor Martinez la cirugia que le fue dlagnostlr.ada. 
se pone el grave peligro su vida. 

11. Llegados a este pwtto, es de·ve~·se que en razón a la discusión sosteni­
da pnr las partes al respecto, adquiere especial illtporlaucia en d ca"" 
auscull,.do establecer si. como lo reclama la acclonante, tiene ella en su ha­
ber el minlmo de se1nanas cotizadas Indispensable para que la Eruprc:¡., 
Promotora de Salud le preste. asumiendo en su totalidad el valor· que dio 
dc:mande, la atención médico hospitalaria que requiere (100 sentanas) y, 
<:specillcamente, que- el procedimiento quJrurgieo que le fue diagnosticado 
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sea costeado por CniZ Blanca E.P.S., o si por el mnlrario, como lo esgrime en 
su dcfcns" la accionada, L'l señora Leonor Mart.inez no cuenta con dicho mini­
mo, pues por la pérdida de antigüedad de que fue objeto, su '-lnculaclón como 
beneficiarla de Luz Stella Casa.~ Mc:u-t.ínet computa sólo siete (7) semanas, no 
am~-rilando el suministro, a cuenta de la Empresa, del tratamiento que nece­
sita. 

12. Según lo seflaló la accionada, la pérdida de la antigiiedad con que 
fueron san(:iomu.la"' l..uz Dw11 Cu.su.s Martír.et, en su calidad de a1iliada, y 
ú.'<Jnor Manine.z, coma benellc:iar1.1., obedeció a no halx.T ()atlo <~umpllinlento la 
p11mera de las nompradas a lo dispuesto en el arüculo 58 del Dc(:rd u 806 d.: 
199!l, lo que slgll1flcó la operancla de la causal pre•1sla en t:1 liten•l e) del 
ar\i(.1.tlo 64 de ese mismo Decreto Reglamentario, nonnH que en lo pertinente 

l rew.: 

1 

"AcLículo 64. Péct.lit.la t.le la antigüedad. Los afiliados pierden la anli¡,'lle­
dad acumulada en los siguientes casos: 

"e) Cuando un trabajador iiiÜependicnlt: a t.ravó; uc ados siruulados pr-e­
tenda cotiZar como trabajador tlependienle, creando una vincult~ciún laboral 
l.qexl.stente para todos lo~; efectos legales;" (resallado fuent dell.exl.o). · 

13. Sin (jllt.~ Bt.~ h~~it, rst:t:t.~~~rio t:nt.rttr tt tliscutit· aq ui si, clatalnente, Luz 
Dar¡¡ Cu.sa.s Martín!::.: ·desconoció las previSiones del artJculo 58 del Decreto 
806 de 1998, ru;pec.to no controvertido por ella, se impone destacar Que, con­
forme se deja resaltado, la parle introducliva de la norma trnnscrlw. fiJa que 
la pérdida de la antigüedad acumulada en ella prevista es para los allliados, 
sin que, por tanto, pueda conftmdirse con estos a los beneficiarios. En ver­
dad, según el sentir de la Sala, fue el querer del legislador que los motivos 
pre~<istos en Jos literales que componen el precepto, excepción hecha del lite­
ral a) del mismo. ocasionaran la perdida de la antigüedad acumulada pero 
sólo respe~o ile "Los afiliados", al punto que en el citado ordinal a}, que dice 
"Cuando tm afuiado cotlzante incluya a beneftciartos que deben ser repona­
dos como cotlzantes. En es re euenw perdemn la anttgiiedad tanw el cotizante 
CQmD .. ~ ~~ial'ig:>" [curslvag, y subrayas fuera del texto), si se consagró 
slmilSJ' efecto para los beneficiarlos. 

14. Sientio ello asi. se concluye que fue errado por parte de Cruz Blanca 
E.P.S. entender que ante la \'iolación del articulo 58 del tantas veces im-ocado 
Oecreto 606 del aJi.o en curso por parte de .Luz Da/y Casas Martinez. su señora 

· madre, como beneflclana de aquella. perdió Igualmente la antigüedad que 
tenia acumulada y. por lo mismo, que al figurar como beneficiarla de .Luz 
S!ella Casas Martinez ella. Leonor Marlútez, no contaba en su favor con las 
semanas cotizadas en el período que, a su veo.z. fue beneficiaria del Plan Obli· 
gatoiio de Salud por cuenta de Luz Dwy. 

15. Se sigue de lo anterior. que computado el tiempo trahs<:urñdo desde el 
2 de noviembre de 1996, fecha de \1nculaclón a Cruz Blanca E. P. S. de T..t!mtor 
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Martíncz. como beneficiaria del Plan Obligatorio de Salud, a la actualidad. ~ 
apreciándose que n.~ hubo en verdad Interrupción en su vinculación por el 
traslado que $e verificó el 23 de octubre úlümo, momento a pa.tiir del.cual 
apart:oc: como·ber:¡efictarta de Luz Stella Casas J\farlínez, se obtiene utl toial de 
semanas cof.izadas que superad mínimo de cien [lOO) que, como ya se vio, se 
requicn; para la atención de enfermedades de alto costo. como la que padece. 

1 6. Corolarto de lo anterior es que la aqui accionante reúne a caballdad 
los requisitos establecidos en la reglamentación legal reguladora dd ·Plan 
ObllgatOdo de Salud para merecer que la empresa ilecinnad" le pre"'l e la a \.en· 
clón médiCO hollpilalaria que r~qnif're y para que ella asuma en su totalidad 
los CO>ltos que ese sen.1clo (:ause. 

17. Secuela del análisis pr~.edente es el total desacierto de la ""nlencln 
impugnada la qu.,, por ende, habra de rcvoca.rse parn, en su deie<:to, acceder 
al amparo suplicado en ;¡ras de bt1ndAr protección al dere<:ho lhndnmental a 
la vida de Leonor M!lrtfrtez y,' conexamente, a sus derechos a la salud y n In 
seguridad social, sin que haya lugar aquí a Jmponcr que el costo dell.mi.a­
miento que a ella se dé_ deba ser asumido por el Estado, pues, se in.sisi.e, la 
delerrninactón anunciada se funda en Jos deberes de la Empresa accionada. 
conforme el Tégimen del Plan Obligatorio de Salud. 

Dt:CISJ():-J 

.l!:n merito de lo t>.xpuesto. la éorte Suprema de Justicia, en S"l" de Casa· 
clón Civil y Agraria, administrando Justicia en nombre de la República y por 
autoridad de la ley. Revoca el fallo de dlcelnucvc (19} de noviemhTe de mil 
novecientos noventa y ocho (1998), proferido en este asunto por la Sala CM! 
del 'flibunal Superior del Distrito ,Judicial de Santaie de Bogotá, y, en su . 
deJecto, 

'REsUE:.''E' 

Primero: ,<\()ceder a la solicitud de l.ui.dn" que se retieren estos autos. para 
brindar amparo al derecho a la vida y, <:onexamem.e, ·a la salud y a la seguri­
dad social de Leono1· Mart!nez. 

Segundo: Ordenar, por ende. a Cruz Blanca E.P.S. S.A que dcni.Tu <k la~ 
cuarenta y ol:ho (48) haras siguientes a cuando se le en!e.-e t'.~i.a dcl.r:rmina­
ción, adopte las medidas necesarias para <¡ue <'n rtlrma inmediata, o cuando 
las condiciones de la señora Leonor Martútez lo permitan. se practique a ella 
el procedimiento quirürg!co que le fue diagnusl.icado y, en general. para que 
se le brinde la asistencia .medico hospitalaria que requiere, ~ende desucar­
go la totalidad del costo de talsen~<:io. 

Nutiliquese telegráficamente lo aqui resuelto a la accionan te. a sus agen­
tes oficiosas y al apoderado Jud!ctal de esta~: a la entidad a.:Cionada, median­
te otlcio al <tUt: ~" :tncxará copia auténtica de este fallo: enviese Igualmente 
copla auti:nti<:"' <lt: t:!:!\.c prtlvcído al Tribunal de lnsta.tlcla para lo de su ca~o: 
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y. en oportunidad, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su 
eventual rev1stón. Oficiese como corresponda. 

Jorge .5anros Ballesreros, Nicolás Bediara Stmancas, .Jorge Anmntn Ca.<ifillo 
RugP.Ies, Carlos Esteban JaramUio Schross, Pedro Lafon1 PiLJns?itil, Jo,;é Fernan­
do Ramírez Gómez, Rafael Romero SieiTa. 



:.:ZlE:S:C:I!lllF~O:CZ®O Ci.V.lll.: vulnera el derecho el juez que altera el efecto legal 
en que !he concedido un recurso de apelación. No se puede, pues, acudir a 
eventuales ocurren~-óas futuras pam ,.u..,rar el tenor literal de normas proce­
sales claras y explicitas. 

Corte Suprema de Justicia -saia d.e Casación Civil y Agraria· Santafé de 
Bogotñ, D. C., quince (151 de diciembre de 1nil novecientos noventa y ocho 
(1998). 

Magistrado Ponente: Dr. Carlos F.,;t-ebnn, Tnrrunilln &hloss 

Ref.: Expedienl.e 5697 

Decide la Corte la lrripugnaclón Interpuesta contra la providencia de fe­
cha diecinueve ( 19) de noviembre de 1998 proferida por la Sala de Familia del 
1'rlbunal Superior del Distrito Judicial de Nelva, por medio de la cual se negó 
la. tutela solicitada por Gerardo lsaias Hinc:strosa de la Rosa contra el Juzga­
do Quimo CIVIl del Circuito de esa ciudad. 

l. Solicita el accionant.e tutela constttuctonal de los derechu~ fundamen· 
tales del debido proceso y de acceso eficaz a la admln1slración de ju,.l.io::ia, 
conculcados por el r:itado ,Ju7.gado al dietar los autos de veinticinco (25) de 
septiembre (sic) y 1 r""" ll ::\) d"' octubre de 1998 dentro del proceso ejecutivo 
que sigue contm la~ finnas Autotecnlca Colombiana S.A. y Negocios de Vehi­
culos t.t.da & Cía.. S. C.A .. con base en, providenciad" conilena pronunciada 
dentro del proceso de qut~bra de Importando Ltda. 

2. Ante la solicitud de quiebra fonnulada por 1~" .. ndeclades Nevesca S. C..<\. 
y Auteco S.A. contra Importando Ltda y los señores Armando Spadafor y Ade· 
la Niño d" Spadafor, el Juzgado Segundo CM\ del Circuito de Neiva el doce 
(121 de <~gosto de 1993 declaró en quiebra a todos los Indicados. en providen· 
cta que hal>iendo sido objeto de apelación ante el Tribunal Superior del Dis­
trito Judicial de Nelva. fue modificada el veintiocho (28) de jtmlo de 1994 en el 
sentido de excluir de dicho decreto a las personas naturales Indicadas en 
razón de no haberse demostrado ·su calidad de <:omt:rclantes, providencia en 
la cual se condenó a las socledi\des 1\.utotécnica Colombiana S.A. y Nej¡ocios 
de Vehículos Ltda & Cia. S.C.A·. a pagar a aquellos las costas y los pe~juicios 
que hayan podido sufrir con ocasión de su citación al referido proceso de 
quiebr¡o (f<>lio 16 del cuad. No. 2 de copias del proceso l. · 
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· 3. Con base en lo anterior lus "'-<i•un:s Spada!or instauran ante el mismo 
funcionario inid al. la apertul"li tic un lnd denle de regulación de pelju!clos 
decidido porautodel trdrtl.~ty uno 13 1) de octubre de 1997 (fol!o 4 cuad. No. 3 
de coplas) en el que ,;e dis puso declarar que las ctr.adas sociedades "deben 
pagar ~t)li(li:IIiamenLe a Annando S l)adaior Polanla y Adela 1\ltlo de Spadafor 
a UluiQ de perjuicios materlalell por lucro cesante. d ieciocho millones dos­
~ientos sesenta y tres millre!¡c!ent.os cuarenta y sl~t.e pr.~o!'< ($1R.263.3471 
r.tjcte. ·. deciSión li:enle a la cua l s~ pre,q,~nrci CP.~ur!'\0 d~ al:t<>CI<l p.m parle del 
apoderado de los tn~tdcnt.an t.t::S, limitado dicho recurso a la no tncluslón de 
peljulclos mora lAA (fnlio 97 cuad. 1 de coplas). 

4 , Cemi'do J.saías Htnestrn.'<li ''" l;r Rosa. en calidad de ~stonario d el cila­
do deN".cho de crédito. ilúdó el corr~r"n•licniP. cobro eJecu tivo ante e l J uzga­
do Qutnr.o CMl (,!el Circtút.o de Nel\"11 donck se: f:Tu~onLr~ba el pro~eso de quiebra 
conua Importando Llda .. p roc.-:so en el que:"" libró mandamiento ~¡ecutlvo 
notlflcado alas panes pot· estado !follo 2 1 cuarl. !1 rlP r.npla$1. y como qtúera 
qul: In prute eJecutada no formuló excepción alguno . M nrrlenl:i el diecinueve 
(19) t.lc Junto de 1998 seguir adelaJtre la elecu<:lón conlnliM rl<em~nnados. 1!:1 
nueve (91 del mes siguiente la parte a clom presentó liqu idación dd c.recllto 
qu ~ recibió aprobación por a,ut.o del dieciocho ( t8) de septtc.mbrP- dP. 1998. 

6. En curso del tráru1~e señalado. ·por auto del tres (3) de ~u><l.ulld Tllismo 
ru)b el JtrJ"~ado de conoclmlenlo corrió traslado de l esc rito ¡x.r metli() de l cual 
la parte demandada propone lnr.lden le de nulidad de lo actu!ülu en r;l proceso 
de eJecución. por la& causa le:" de falla de competencia. ('arcncia de lilulo de 
¡;jéc:udót\ y fillta de notlficadí¡ri de la cestón del credlt.o (follo 28 del cuad. 3 de 
copla:<), $Olic.itud ,denegada pvr autQ del catorce (14) rle ag<>S\u de 1998 (follo 
3 7 del ml~mo cuaderno) y t":unOn muJo mediante pmvlrtcncl(l del s iete (7) de 
septiembre $lguiente (follo fi!l l, en la cual también se concccHó en el efec.to 
devolu tivo el recurso de apelación Interpuesto conUa ta l <lctcn nlnación por el 
apod r.r ado de las socledadr.:1 cj~cuLadas. · 

6. En firme In li quidadón del <:ri:di Lo y no afectada la actuat;;ón por cuan· 
t.o la nulidad fue denegada y el elec to d r.l recurso no Impide la 'continuación 
del proceso, la parte actora soll.cltb la en trega de los dineros emh-"rgados has· 

· ta ooncurrencin del crédito liquidAdo; pero. por auto dd vc:intinueve (29) de 
septiembre de 1998 el Juz~do de c!lnodnúento negó t al r cttctón en decisión 
conllrmada el trece (13) de ocLubrr. $\gu!ente ·por exis l.lr ci\"Cunstandas ex­
cepcional.:"'" (folios 71 y 74 cu~<d. 3 de coplas). Dice el acr.to•1ante que con 
dicha dtlterminación se le causó un daño ostensible e irrc:mcdlable por cuan­
to 'Impide el eficaz acceso li l¡¡ admlnlstraclón de ju:3Ucla ni pronuncia.· un 
a uto evl<lentemente contra rio al debido proceso, no p<:rnúi1I'Ie el uso legítimo 
del derecho reconocido y varl&r, ptlr s i y an te $i, el alcance: nel efecto dcvu1uU­
vo <lel recurso. en ahierta rebeldia s las normas. que a flrma no <ifflCOnocer. 
pero. no obstante, se abstiene <le aplicar porqu<:. a su particular juicio, exls­
len circunstancias excep~jonales". 

SeñalA quP. ln nulidad propucsiJl r or la pan e demandada, ~ la que atribu­
ye temeridad P.n dir.ha ac.hlaCIOn . Ju~ despachada p.or el J uzgado de conocl-
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miento en fonna negativa lo que Indica que la actuación surtida contin-úa ~ 
b~¡o la preswtclón de validez y aclea"to; y añade que presentada apelación 
conlm di<:ha do:t.i,;iún. fue cuncedida en el efecto devolutivo lo que apareja 
que no se suspenderá (. .. ) cl curw del prucco;u" (aTl. 354.2). Asi las cosas, 
hallandose en H.rme el aUlo que impartió aprobación a la liquidación del cré-
dito y embargada tlll<1. suma liquida de dinero, procede ordenar -de oftcto o a 
solicitud de pane" la entrega del monto estab~cido [art. 522}. 

En fin advierte que con lo anterior queda en e\'ident.ia '" violación del 
debido proceso por parle del Ju~.g¡¡do Quinto CivU del Circuito de Neiva el que 
argumentando circunstancias excepcionales de naturaleza etérea. contrarió 
el sentido de las no::mas procesales de obligatorio acalami<:nt.o. advirtiendo al 
efecto el accionantc, que dicho principio ".:s un derecho sustancial. que no 
puede ser desconocido por la elaboración de conjetura:,;, d l.cmor de :evoca­
ción ele las decisiones, que Impiden el e !lea-. "ct:csu a lajw·isdictlo". 

TJI'\ SF.r\-m~CI."\ OF.l.ThlBl!NAL 

D<:spui:s <.lt: referi~e a los planteanl1entos del accionant.e en su escrito de 
ttJtela. lnlcta la corporación sentenciadora SllS r..ono;tderacion.:s hacitndo una 
amplia recopilación Jtu1sprudencial sobre la viabüid!id <.1.: la acción de tutela 
frente a las prov!denr.l,.~ judlcl."'ies pano couclui.- que en el presente ..,;w>to 

ln solicitud de amparo no debe darse por cuanto no tiene configuración d 
perjuicio irremediable que se requier-e para sti procedencia y la providencia 
contiene una justillcación a juieio d" la Rala valedera. por tanto no conslilu­
ye tma violación flagrante del m¡ur.n j> uidi~o. ·considerando que el carácter de 
las normas proc.esales no es ;~hsnlutn y debe ser visto baJo las circunstancias 
del enton1.0 propio de cada caso. 

/\punta que el efeclo d•volutivo de la apelación en senl.ido lato tiene plena 
justificación frente n la pro•idencla que deniega la nulidad, pero si se trata de 
un ejecutivo donde la entrega de los dineros implico 1" terminación del proce­
so (art. 537 C.P.C.l. cabria preguntarse que pasmiil CQn la decisión de segun­
do grado que tiene que ver con la validez del proceso. reflexión que a juiCio de 
la Sala falladora llevarla a lem:r en cuenta el artículo J 4 7 del Código de Pro­
ced1mlento Civil al disponer que el auto que decrete la nulidad de parte del 
proceso "sin la cual no fuera posible adelantar el trámttr. de la instancia, sera 
apelable en efecto :;u:;pcn:~ivo-. -

Df: lo anter1or deduce el Tribunal que no Cldste motl\'0 para considerar 
que las providencias objeto de critica oonstU.uy~n una '\'ia de hecho y tampoco 
ha !'.ido probado el pet:ltúc!o irremediable. de ñnnde se sigue que la tutela 
debe ser denegada. 

El accionan te impugna la sentencia proferida por el Tribunal sin expresar 
argumento especifico alguno q'!e explique el sentido y ak.a.nce de su incon­
formidad. 
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l. Con fundamento en el "rl.k'\!lo 86 d<: la C. N., desarrollado por los ar!í· 
culos lo. y 2o. del Decreto 2591 de 1991, se ha dicho de manera reilorada qu.c 
la acción de tutela es un medio proces.al de tramite preferente y sumario cuyo 
objeto es dispensar, a falta de una vta dlcaz ·de defensa .Judlctat, protección 
Inmediata pant los derecho$ constitucionales fwtdamcnlaJc;s", cuando quie­
ra que ellos resultan lesionados o amenM.ados por la acción u omisión de 
c,uaJqut.er autoridad pú hlic::1 o de los parlícularc:; en \o.; casos qu.e señala el 
articulo 42 <h;l citado Decreto. 

Partiendo de la citada noción de orden general, tamblt'n se tiene por sabi­
do lJUe es vi.1.ble la acción de tutela contra actos u omisiones atrlbulbles a 
funcionarios judiciales cuando estos. en lugar de actuar con arreglo a la.<~ 
formas y principio:; derivadas directamente de la Constitución que son con­
sustaneial~s "1 t>iercicio conforme a derecho de la función jurisdiccional. los 
que se aludió en «! párrafo-precedente, cual es sti obligación hacerlo. sin 
mediar motivo atendible se apartan de esas pautas, produciendo en conse­
cuencia actuaciones notoriamente arbltrarl~s. constitutivas en cuanto tales 
de verdaderas -\'ias de hecho- que. con evidente agravio para los Interesados 
o para terceros, de ordinario redundan en menoscabo de aquellos derechos, 
vias de hecho que sin lugar a dudas, una vez· pueslas al descubierto pueden. 
abrirle pasn a la acción en relerencia. 

2. En el caso materia de •~sr.udio, se encuentra que el Juzgado Quint:l> Civil 
del Circuito de Nelva dentro del pro~-eso de ejeCución adelantado por el 
acdoname contra las sociedades llutotécnica Colombiana S.A. y Negocios de 
Vehículos Ltda & Cia. S.C,A, lncurrtó en una verdadera "viade hecho" confor­
me a lo que al respecto se dejó apuntado en los numerales anteriores, consls-

r tente tallrregularlda.cl en !>Uspender la entrega de dineros en un proceso 
ejecutivo en el cual la ltquldación del crédito re encuentra en flrme, argu­
mentando que aun no 9e ha ~suelto de manera defmitiva sobre eltnc.ldente 
de nulidad propuesto por la parte eje<:utada, pues se encuentra surttendose 
un recurso de apelación ante Ja Sala Civil·Laboral del Trtbunal Supertor del 
Distrito Judicial d<~ Neiva, ag¡-egando posteriormente, frente al nuevo re.eurso 
presentado contra dicha determinación por cuanto la alzada se concedió en 
efecto devolutivo. que no desconoce al efecto los articules 522, :i54.2, ~54. 1, 
334.1 y J 47 dt-l Código de Procedimiento Civil pero considera que estos P.STan 
referidos a a~pedos ~enerales lo que, en su opinión, Indica que put~len e>¡is· 
tir Cirt~unsl.ancias excepcionales como en el c.aso pres~nt.e en el que 5e esta 
di:;culimdo aún la validez de todo el proceso. y relt~ra e¡ u P. •por el momento y 
siendo lo prudente, no puede ordenarse la entrega lit: Jos dirlt<rOI'. "1 f.'jecutaJJ­
te pues la liquidaCión del crédito depende de la prospertdad del r~urso de¡ 
apelación Impetrado al auto que resolvió no reponer y por tanto no declarar 1A 
nulidad planteada por el apoderado de la parte demandada-. 

Al rt:.~p~cto •~ahP. señ<tlAt: que a decir verdad, en el trámite en es,tutlio se 
presentó una solicitud de nulidad lJU" con suficientes argumentos fue nega-
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da en dos oportunldade~ por el ,JU7{l<"ldo óP. r.onoctmiP.nl r• en d..,r.isir1n contra l•l 
~u al !<r. 11r~s;,nrc\ el recurso de apelaciór> concedido en el efecto devolutivo, lo 
que implica, según los términos dei ai"ticulo 354, Inciso :to .. del Código de 
Pmeedimiento CMl, que·· .. no se suspendera el cumpllm1ento de la provlden­
.,;, ap-.lada, ni el curso del proceso·. En este entendido mal puede el Juzga­
dor, sin incurrir en extremo desaciert.o indicativo de arbltrarledad al no ser 
posible catalogarlo como racional derivación de la ley, aducir c:omo sustento 
d~ su prot:eder argumentos de "prudencia" para alterar el efecto legal en que 
fue concedido el recurso, dandole en forma inconsulta el carácter de dife~ido 
en Jos te.mJnos del inciso 3o. del mismo artículo o. como lo "'uglcre el1'rlbu­
nal, el ':IU!:lpensivo, desfJgUrando de paso, por obra de su propia voluntad per­
sonal, el sistema prc\1sr.o en el An. 14 7 del C. de P. C. para reg"I.'U" el efecto de 
los recursos de apelación respecto de providencias que dedaran o niegan 
nulidode" proces,les. 

No se puede, pues, acudir a eventuales ocurrencias futuras para alterar 
el tenor literal de por.más procesales claras y explicitas y asi, al acomodo de 
los juzgadores. apllc . .'ulas o deJarlas de aplicar Jndlsttntamente cuando, en su 
concepto, s~ presente un .. caso excepcional" de vartado or-igen que •lconst(je 
obrar de esle modo. La eficacia suspen,;iva de a(:\.uadones de previrJ y espe­
cial pronunciamiento en el ámbito del proceso cMI. ¡,. ~eñal" la ley, y, por 
ende, no queda al arbitrio de los funcionarios disponer las cosas de manera 
dislínta atenditindose a simples conjeturas o suposiciones, convll"Uendo en 
letra rnu...-la di$posiciones ·como las contenidas en los Arts. :!54 y 137 Num. 
4" del C. de P.C. 

En conclusión, le asiste ra7.ón a la acclonante en su reclamo por lo que el 
fallo dent<gnl.orio de la \.u Ida que es materia de impu~lón debe revocarse 
y, en su lugat·, habrá de conceders" el aritparo solicitado, Impartiendo la or­
den ""':esaJia para contrarrestar los doctos de la decisión adoptada por el 
J,,..g..,do Quin lo Civil del Cin:uito de Ndva, lesiva del de!'echo al debido proce­
so que a Gemro.o Isaias Hinestro:?a de lu Rosa le gara.ttlza el art. 29 de la 
Constitución Nacional. 

Dt:t..:JSIÚN 

En merito de lo expuesto la Corte Suprema de Juslici.a, en Sala de Casa­
Ción CMI y Agraria. administrando justicia en nombre de la República y por 
autoridad de la ley. ReVQCa cllallo de fecha diecinueve (191 de no,1embre de 
1998 proferido por hl Sala de Familia del Tribunal Supertor del Dlstrtto Judi­
cial de Nelva y. en su lugar. c.oncede la tutela solicitada por Gemrdo lsaias 
Hinesr:roza de la. Rosa. 

En consecuencia se dispone: 

Ordenar al Ju~.gadt> Quinto Civil del Circuito de Nelva que dentro de las 
48 horas siguientes a la notilkaciún de· este fallo y en tanto se ~ncuent.ren 
sati,.;fechos los requisitos para tallln previstos en el Art. 522 del C. de P.C., 
disponga la entrega. al ejecutante de dineros consignados en el proceso de 
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~ t:jtx:u<:ilm qm: •~dl•lanla wnlra las ejecutadas Aulolét:rúca Colombiana S.A. y 
Negocios de Vchlculo::; Lid a & Cia. S.C .A. 

t\otlftquese telcgráfkamcntll' lo aquí resuelto al im.crcsado, enviando co­
pla de c:~ta pmvidmcia al ,Juzgado Quinto Ci\'il del Circuito de Neiva. 

R•~mil<lse el expediente a la Corte Constitucional p.-u-a su even~ual revi­
sión. Ofictese. 

Jorge Sanros Ballesteros, Nicolás Bechara Slmancas, Jorge Anronlo CastiUo 
Rvseles, Carlos l!:st<~ll<l11 ..JcuwnilW Schloss. Pedro J4foni.PiJu•eL!u, Jos(~ F<!TWJIL­
dv Rwnirez G(,.,z, Rqfaei.Romero Sier-m. 



l::f!:ll!:!liü<JI ~ !J)lt t~J.lli-.Jf!!JUi\.: vulnero el derecho el juez que exige la desig­
nar~lin de partidor en sucesolin donde hay heredero único 1 R!D!!D~IO IJloZ IJloE­
!ITtN& Jl1lllJloliCliAlL: análisis de la Improcedencia del recurso de queja y dd 
amparo de pobreza, como medios eflr:aces de del~msa. 

Corte b'upr~?.ma de Justtcla ·Sala de Casación Civil y Agrorta- Sanlafé de 
Bogotá, D. C., quince [15) de diciembre de mil novec!entos noventa v ocho 
{1998), • 

Maglsl:rado Ponente: Dr. Rafael R(>mero Sierra 

Ref.: Expediente No. 5699 

Dccídc"c la impugnación fonnulada contra la sentencia de 19 de noviem­
bre de 1!19!1. por virtud de¡,. <:tmlla Sala o;Je Familia del Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Sanlafé de Bogotá denegó la tutela que Imploró Olma Lo­
zano Rotnern frente a la Juez Cuarto de Familia de Santafc de Bogotá. 

A.>m:CF.DE~'l&S 

Solicita la refe~1da acclonantc que sea tut.elallo el d~t<Cho fundamental 
que al debido proceso le a!llste a su hij~. menor de edad, den \ro de un suceso·· 
rlo que adelanta el JU2gado Cuarto de F3milia de Sanlafé de Bogotá. lo cual 
explana del siguiente modo: 

En .,¡ pror.e8o de sucesión de Numael Doncel Gutlerrez que. tramita dicho 
ju?.gaño, 1:"1 menor de edad, .1\ngie .xlmena Doncel Lozano. es la iuúca herede­
ra reconOCida; sin embargo, la jue2 rechazó la adjud!caclón que entonces se 
presentara. estúnando que. dada la rnlnoria de edad, es for'l.oso aplicar la 
prec"Ptlva del Inciso 3°. del articulo 608 dcl Código de Procedimiento Civil, 
por lo ([U e, a su juicio, ha de designarse partidor. · 

Para tal rcchaz.o <l1l,'WI1enló el juzgado: "Ante la existencia de Incapaces 
en una suce:<~ión, la ley en el mandato del paragrafo 3•. art. 13 de nuestra· 
Carta M:'lgna, prevé l<> prola,rión de estos y sus Intereses y uno de 108 meca­
nismos r¡u~ tlf!ne es d rli.;pueslo en el numerat3•. del articulo 60!1 del Código 
de ProccdlnriP-nt.o Civil,"" (">m,ordancla c.on el artículo 1.379 del Código C1vll, 
normas r¡ue ~strohl~•:"" m..,rtidas con el fm de proteger esos Intereses patrlruo­
rua les de la>< ¡Jersonas que no tie11en la libre administración de sus bienes", 

Para la acclonante se trata de una decisión que "en nada favorece ni 
¡)rol.ege los Intereses palrtmonlales de la menor: por el contrario es lesiva y su 



~1ímeró:!.494 GAC.ETA JUDICIAL 311 

patJ.·hnoniu ccouúuli<.:o se cru;ul:nlra amenazado lo mi::;mu qu(~ ~u l>i~nt:star 
''porque soy madre: o:abt:za de lamilia de e:;casos recun;o~ t<c<mómicus y a mi 
cargo rr:t:al' el :sostenimiento de la menor reconocida en el proceso como here­
dera única" y que como la cuota del Inmueble que se ac!Judtca a su hija "no 
genera ninguna clase de rentas o ingreso, que cubran las necesidades bási­
cas de la menor, como son los alimentos, es injusto que tenga que cancelar 
unos honorarios a un partidor de la lista de auxiliares de la _justicia, puesto 
que con dichos dineros puerln "'umini!:>lrarle al men0$110 mAs ~~~mental posi­
ble psra $1n subsistencia y bier¡.estar que una niña de su edad requiere para 
su nnnnal de~arrollo. por lo cual cons.!dcro que se han 1.1olado los derechos 
del in .. nnr mn~'!gJ:ados en el articulo 44 qc la C. Na!.· .. 

Decisión que mantuvo el juzgado no obslanl.e el recurso de reposiciún que 
se interpuso; y el de apelación. que su hsidimiamenl.e se formuló, no fue con­
<:«dido. 

Para. denegar la tutela adujo el mentado tribunal, en síntesis, que la 
~uh~idar!edad que la caractcri:>.a nn ':'<:: .presentaba en el caso de W1ont, por 
"existir ol.m meC'anismo judicial. pues la acclonantc tuvo la oportwlldad de 
hat:er uso del recurso de queja, asimismo, si lo considera pcrlincnlc, <:u<>nta 
<:on la acción prevista en el articulo 160 del C. de P. Civil". · 

Por ser ampliamente conocldo, baste ahora memorar que la tutela consa­
grada en el artículo 86 de la Constitución Nacional nu procede contra decisio· 
ncs _judkiales más que en los casos en que se está frente a una via de hech" 
que irrClgue o pueda causar un peljuJclo lrremedlabl<? al petcnte de dich" 
amparo. Y tambit.n es C'OSa averiguada que la via de hecho consiste básica­
mente en que la decisión judicial no encuentre otro soporte que la arbitr..orie· 
dad o el caprichndel hmcionarto que la profiere. 

Noción esa de la \1a de hecho q11c. cobra l.oda su Importancia en el asunto 
por decidirse, habida cuenta que la mera l<:cl.ura del aut.o por medio del cual 
el mencionado .luz~ado exige que en el ~ucr.sorio de malTas se designe p&tl­
dor; pone en evidencia que lo así decidido; amén de no hallar, n1 de lejos, un 
soporte legal, se estrella hasta con la más rudimentar1a de las lógicas. 

Y todo porque existe norma especifica que ordena. para las sucesiones de 
h"n:tlero únieo, presentar la adjudicación de los bienes relictos (art. 615 del 
Cl><ligo de Procedimiento CMI), sin que en dicha preceptiva se descubra ex· 
ctl't:iím "l¡,runa. Por suerte que en este caso. ~.n donck, como :o;t' dijo, no existe 
n...,. qu" un" sola heredera reconocida. su apncl.,rado está plenamente 
facultado por la lt:y para pro;entar directamente la mentada adjudicación. 

Ahora. Aquello de que cabe designar partldot· por ser el hcrcdP.ro ímim un 
menor de edad. pan1 lo c.;u.al se aduce que sólo asi se le brlnda la prot.ecM<in 
que. manda el articulo 13 de la C.on,;\itución Nacional, pasa apenas por argu­
mento necio. Pues no se barrunta de qul: manera queda más protegido el 
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incapaz. si e• que el partidor que Se llegare <1 uc:;ignar IlO puede hacer COSa 
dlstinl.a a la de adjudicarle todo lo qu.: ~'Umpone t'l caudal rellcto inventariado . 

.se comprenderit que si el legislador fnP. prc\\•icln •m el caso de la partición. 
lo cual supone por necestdad ab:>oluta un núm"m plnrnl c:le asignatartos, e 
hJzo las exigencias contenidas en el inciso 3". del arlículn 608 del Código de 
Pmcedlmlenlo CMl para el evento en que hayan incapaces, es porque estuvo 
at~:n_lo a prevenir cualquier amenaza que, ante una eventual pugnacidad de 
intereses. se pudiera cernir contra los del incapa:t. Cosa que sólo 
fantasio.~amente cabe tntagiltar en el caso del heredero único. 

Ank 'l!cmejante evidencia. el presunto celo de la juzgadora accionada vino, 
quizás a porfia de ,~u inlención, a resultar letal a Jos Lmeo·eses ele la 111enor 
Angie Ximcna Doncel Lozano, pues de alt:nd~:n;c d c¡¡.ólico mandamienlo del 
auto .:u ya decisión se combate, l.!illitrt:ill:ra habría <k ~l>porU.r una lnii.mda­
da dilación dd proceso y el consiguiente:: tlisp.:mlio que """"" la labor del 
prutldot. 

En trasunto, que podria justtflc.ar qut': S(< dc.soiga P.l d;orn m;mrl;o tr.o riel 
articuln 615 del C. de P.C., con el espeoc.loso ai'I(LJtn~nto de 'l"P. ~s mm:ho m'"' 
ventaJoso para la menor buscarle un <;amtno procesal mas complejo y costoso. 

Por lo demás. bien cierto es que la tutela no se concibe, por su caractcr 
ernlncntcrnenl ... re$idual. si de por medio cuenta el solicitante con otr-"s he­
rrantientas ~:on las cuales pudiere evitar el perjuicio. Lo que vino a aconiec:er 
es que las que citó el trtbunal para denegar por tso la tutela. pecan, la una 
por irr•al, y la otra por demasiado co~letural. El ca:.o"" que ningun" consul­
ta la eficacia que es menester Indagar a la hura de aut<eullur por los otros 
meui<Js que en un momento dado cmpeeen l;t t.ul.ela. Ciert,menle: r~rochar 
al nccionante por no ·haber 1ntctpu.,sto el recurso de queja ante 1" denega­
ción del de apelación. es absolutamente inju,.lo, pue" la ,.;mple inspección 
del caso indica lo inocuo que le hubiera resultado. dado ·que en verdad la 
dt.::isi(m judicial fustigada no esta cnlistada como apelable, ni en el artículo 
351 del C. de P.C. ni en norma especial; aceptar el plantt:a1niento dcll:rilmnal 
sería, entonces. estimular la practl.ca pcmiclosa de que a los rccur,.os se ha 
de acudir a ultranza. asi y todo sean .lltfundadus, olvidando de paso que los 
ju:r.g~tdorc,; por el contrario estan en el deber de controlar la temeridad en c::l 
empleo de: los mismos. 

Y asegurar qm: el olro medio que hubiera podido utilizarse es el de solici­
tar el amparo de pobreza. es suponer que en el accionan te concurren todas 
Ia.. circunslam:ia~ que autorizan fenómeno semejante. con el agravante de 
que no ser asi eo;l.!iriase im;\ando al peljurlo, por supuesto que quien acuda a 
él debe mani{~star tal concurrencia bajo la gravedad del juramento (art. 161 
dc:l C. de P.C.}. Y en últimas. no se descubre que de procede.· tal figura, resul­
te mii:>. t:6ca:.: que la tutela misma. 

Queda demostrado. asi, que la act uaclóu de la juez ac::ciouada es abieri!i­
m~:nl.c at.cntal.oria dd derecho fundamental al debido proceso, pues que. me-
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~ dianle una interpretación fon:ada. ~slá desatendiendo un a e lo pro~:c::>al ~áli­
do y jurldico. cual.es el de la presentación de la adjudicación de los bienes 
sucesorales a la heredera 1inlca. al propio tiempo que le exige ilegalmente un 
acto que adviene peljudlclal para la so brenombrada menor de edad: se trata. 
pues, de unadectslón arbitraria y. como \al, 10urge la procedencia e:iccepclonal 

. que Jrente a las providencias judiciales tiene la tutela. 

Así que mnguna duda cabe sobre la procedencia de la tutela en este caso; 
mas como el fallo del tribunal que se impugna no accedió a ella, será revocado. 

DECISJÓ:-J 

En armonía con Jo expuesto. la. Corte Suprema de Justicia. Sala. de Casa 
ción Civil y Agrm1a. ildmlnistrando justicia en nombre de la Republlca y por 
autoridad di:¡., ky, reoooo el fallo de tu tela materta de impugnación. prokrido 
por el Tribunal Superior del Di.,trito Judicial de Sanlafé de Bogotá -Sala de 
Familia· cll9 de no\'icmbn: de 1998, y en su lugar di~pom:: 

Tul élc~c el derecho fundamental que al debido proc.eso tiene Angie Xlmena 
Doncel Lozano en el proceso de auccsión de Numacl Doncd Gutlé,-e?., que se 
tramita en el Juz¡¡ado Cuarto de Familia de Sanlafi.': de Bol.(or.á. Por (:tm,.,l­
~ulente, se ordena que la jul<gadora de dicho despacho judicial adecue. den­
tro del termino máximo de 48 horas. su trámite a las directrices señaladas en 
esta provilio::m:i,., parlicularmenle para que tenga en cuenta que en el suce­
suriu tlio:ho, de c¡,ora a la siluaclón concrela de no haber miis que un heredero 
reconocido. si prnt:e<k la adjudicación de bienes de que trata el articulo 615 
del C. de P.C .. yquc no es mene~t.er. por lo mismo. la designación de partidor. 

Mediante telegrama comumquese la decisión a las panes y envlense los 
autos a la Corte Constitucional para su event11al r~Lslón. 

Jorge Sanros Balle.~r:ero.s, Nil:oló.s Bechara Si mancas. Jorge Antonio Castillo 
Rugeles. Carlos Esteban;Taramillo Sr.tdnss, Pr.dro ~fonf Pianetm. José Feman· 
do Ramfrez Gómm:, Rajae.l RomP.TO Sierro.. · 



;,:m;m~ ll"Ji.OCJESO lllilE IP'Ail.ó~ll~Lli.&: no vulnera ~1 d~rer.ho ~lt>jcrc.lclo de la facul­
tad oftcl0$a del jut:Z para decretar la práctica d~l examo:;n df.' ONA a pesar de 
exiStir prueba pe1idal sobre man~dores genéticos. 

Corte Suprema de Justicia ..St:W:t de Casación Civa y .Agrana- Santafé de 
Bogotá, D. C., dieciséis [16} de diciembre de mil novecientos noventa y ocho 
(1998). 

Magistrado Ponente: Dr. Jorge Ant.omo ('.astillo Rugeles 

Ref.: Exp<:dienl.c No. 5696 

Decide la Corte la impugnación formulada por Gilma Rubio de Lombo. 
Edtth. Marfbel y Néstor E. Lombo Rubio. contra el fallo dell2 de noviembre del 
año en curso. proferido por la Sala. de familia del Tribunal Supelior del Dls­
t11to Judicial de lbagué, dentro del tram1te de la acción de mt~la por ellos 
adelantado, junlo con Ernesto Javier Lomba Rubio, contra f'J .ltl?.j:lado Promis­
cuo d" Familia de Melgar. 

l. Allnnanlos accionantes que son cónyuge e hijos de EmestoLomboCl'LI2.. 
fallecidu el 16 de odubre de 1996 en esta ciudad, y que contra ellos Jhon 
Di<.l.ier !J Adriana Yaneth L.ombo Rodrtguez, lniclaron juicio de filiación y peti­
ción de l1cn:m:ia para que se deda:rase que los demandantes son hiJos del 
mencionado F.rnc:;lo Lombo Cruz. 

2. E.:o¡presan que el Juzgado PmmiS!:IlO dP. Ji'amlli;, rlP. Melgar (Tolim::.), de· 
creto el examen antropoheredoblológico enl.rP. demandante y demandados. 
Empero. el Instituto de Medicina Legal, al .:u al, a la postre, se conlió su pr~c· 
tica, recomendo la exhumaelón del c:adá"er pam reali~~'"lr h1pnu~ba del DNA 
que ofrecia mayor certeza. pe.ritati6n que, el Ju¡:gado. sin ninguna considero· 
cion y valiendose de su poder oficioso clecreló que elecl.ivamenl.e debía de 
realizarse. 

Agregan que son personas nacidas y formadas en el seno de la rellglon 
católic.'"l, dentro de la cual la muerte de un ~cr querido tiene un valor incaicu­
lable, tanto es así "que durante estos, dos años siguientes no hemos abando­
nado una sola ,;cman" <:n visitar su tumba, llevarle flores, ofrecel'le misas" y, 
en fm, orar por >Ou dc>IC2!Jlso eterno, no obstante, Jo cual, la Juez acusada 
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1 ordenó la exhwnación de sus r~tos morlak:> sin ddenerse a \'alorar las con­
vicciones de sus deudO<S. 

Que con la orden de exhumación se violó el debido proceso, en plimcr 
lugar porque, pese a que se encontraba ejecut01iado el ault> que decretó la 
prueba en~ demandantes y demaudados. el Juzgado, fnopinadarncnl.c:. la 
::.u::.lituyó por otra con::.istenle en la exhumación del cadáver para que "'" 
practicara la pmeba del DNA. En segundo lugar. porque de confonnldad con 
l!! Try 75 dc. l!JfiR para que pmcroa la flllacton extramalrtmonial deben de­
mostrarse los supueslos de hecho allí pre-~stos, sin darle prevalencia a una 
prueba técnica que, por muy avanzada que 5ea, dejarla de lado los postula­
dos de la mencionada ley. · 

gue el proceso judlclal por medio del cual se busca la dedar<~l nri" f'le 
flllaclón natural. debe ser regulado de manera tal que la vist,, jndio:ial arT(!JC 
el menor daño a la parte demandada. En consecuencia, la medida adoptada 
por el Juzgador de·lnstancla, cuando tiene efectos ""bre los derechos b.mda­
menlales de las personas. debe o;er, enlre la.s posibles alternativas igualme.n­
te aptas para conseguir ellln propuesto, la menos lesiva. 

En ftn, que existen otras opciones de soluctón que resullan menos restrí"­
tlvas de los derechos fundamentales de los acdonantes, como la prueb" 
unlropoheredobioló¡.,'Íca, que es igualmente efectiva en términos del fin perse­
~uldo y evita la afectación del patrimonio moral, emocional, cullural. religio­
so, social y humanitario de los aolleltames que se vería ostensiblemente 
menoscabado si se expone aJjulclo publico e Indolente de las gentes del pue­
blo el cadáver de su difumo padre y esposo, al que también y no por el sólo 

. hecho de estar muerto le asiste el derecho a descansar en paz. 

3. Al;t.plados los impedinlt<nlos de algunos magistrados y deslgnados y 
posesionados como fueron quienes debían reemplazarlos, el Tribunal decidió 
negaltvarnenle las súplicas de los pelicion:llios. . . . 

El. FALI..O IMJ'L.:(:;I\ADO . 

Afirma el TrlbwU!l que la tutela se Interpuso conl.rn ¡,. rlel:ermin<l<.ión del 
Juzgado Promiscuo de Familia de Melgar, que ordenó la práctica de L-. prueba 
genetlca de mayor probabilidad elentifica de certeza, para cuya realización se 
dispuso la exhumación del cadáver del padre y esposo de los demandados. 
decisión contra la cual propusieron estos el recurso de 1·eposición, pan• lo 
cual alegaron razones similares a las aquí planteadas, impugnación que les 
fue resuelta en forma adversa puesto que se consideró que por tratarse dc un 
auto por el cual se decretó Wla prueba de oftclo. contra él no procedía recurso 
alguno. Dicho lo cual, transcrtbe el fallador en forma extensa una jurispru­
dencia emanada del mismo Tribunal concr.miente a la pertinencia de la tute­
la .;obrr. dccision<".sjudiciales. 

Agrega que tampoco es aceptable el argumento de que con la práclica de 
la prueba técnica que debe rcali•.ar el lnstitul.o de Medicina Legal, pre\ia 
exhumación dd cad.íivc:r de Ern.esw Lombo Cruz. se pretenda la manipulación 
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del cad;i.ver, ni que con ese proceder »e violen principios o convicr:ioncs mora­
les, religiosa~; y afectivas de sus deuc'!os, puesto que s.: !.rala de una cuestión 
seria, corno es la pr(•cl.ica de tma prueba juolidal por tma entidad altamente 
calificada, en bú0$<luedn de la \'el'dad r(:al sobre la paternidad deprecada en la 
demanda. Trat.,ndose del auto por nu::dio del cual se decretó oflciOS<UlJculc la 
prac.Uca de la prueba genética dt: mayor-probabilidad científica de certeza en 
cuanto a la indagación de paternidad que pueda reallzar.se post-mortem dd 
p-resunto padre, no ~Cncuenb·a el Trlbwtal lrre¡i(ulaJ'i<l>«l "lguna que menos­
cabe los principios de la publleidatl y cunl.Iadi<xión de la prueba, con n'!Qyor 
al1inc:o cuai1do dicho medio probatorio se ordena practicar por una enr.ldad 
t:s¡x.x:ial.tz.ad."l para estos menesteres, cuyos expe1ticlas han servido dP. hl?. " 

la jm1sprudcnCia y la doctrina nar.lonalc•" p;mo fundar decisiones judiciales 
que flniquilan conb·overslas ~l:lr.tonadas c.on la' filiación paterna. bien sea 
f;worable o desf..'worable a Jos intereses en conflicto. Adcmas. con la ordcnd"l 
,Juzgado no se viola Ilint-.'Ún d~recho fundamental, comoquiera que con ella lo 
qut~ "' pretende es obtener con la mélyor certidumbre la fil1aclón de los de­
manclantP.s, favorable o desfavorable a ¡¡us pretensiones, citando a continua­
ción, jnri"pn.tdencia de la Corte que de~l.at:a la importancia de esa especie de 
prueba. 

Afirma11los Lneonfonnes t¡ut: el debido proceso e& un derecho fundamen­
tal y Luda persona convocada a un juicio debe gozar de las garantias de las 
leye,; existentes al momento en que se presenta la acción y no a pronuncia­
miemos postedores y en e~t.e <:aso, la filiación reclamada esta flllldada en la 
ley 75 de 1968 ·y es bajo tales parámetros que debe darse el juicio y no ampa­
randose en jm1sprudencla n~o~i<:nl "· qu;, si bien debe ser aplicada para el 
fULuro, en nuestro caso ya no"" nns puede sorprender: hasta donde sabemos 
y hemos consultado, la Jurlspruñt':nt~a nn refoTma, ni deja sin efecto el man­
dato de una ley: entonces stla ley7!i / nR no h" sirio modificada. por que razón 
se nos somete a ob·os procedlmlo~ntos". 

Citan los rr.r.urrenl"s "1 texto del articulo 7" de la mencionada ley P"ra 
manlf~st.ar ()U P. si hubiesen dispuesto de la cremación del ~ad>1ver de su pa­
dre y esposo, ñ~ toch•s !hnnas las muestras para la p~rida !"ndrian fJUe obte· 
nerlas d~ ellos. 

En alegato posterior agregan qtle .. Uno de Jos argumentos de la Sala de 
Conjueces para negar la lul.el;¡, es que hemos utilizado este medio como ülti­
mo recurso. pero láell es entender que si la apoderada Judicial presentó lo~ 
rectU'SOS y por tratarse de prueba de oficio no admite recursos, ele que (sic) 
otra manera podemos pedir s"r oídos ante tamaño despropósito. Aqui pareciere 
que existe nada más y nada ntenos que una dictadura. pues cuando se 
conculcan los derc.~hO.~ .Y por tratarse de wta decisión antljuridlca de un 
Juez de la ~pübl.ica simplemente debemos obedecer, no obstante que ef.,eti­
vamen\.e se nos \1olan derechos fundamenlales P.Illislados en la caria, así 
pareciere que se nos Juzgue con una sola cundit:ión. la el" atender las orde 
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) nes de w1 Estado dictador, cuando a diario se pregona que mimos en un 
Estado de derecho donde se garantl?.aro las libertades tndtv!duales de los na· 
clonales:· Agreg.."ln que las decisiones judiciales pueden ser atacadas me­
d;;mte h•leln cuando vulneren derechos fundamentales y eso es precisamente 
lo que ocurre en este caso, pues se decretó oflclos8lllente una prueba que no 
pcrmit..~ eon\radícrión procesal, pero que vulnera el debido prl>ee~o. la liber­
tad de cultos y los sentimientos morales y religiosos que profesamos. 

Si exisCen oCras pruebas de igual \'alor, no pueden dejar de lado los dere­
chos consagrados en la Constitución. 'Tal \'C2 para los falladores de primera 
Instancia ningún valor tienen los s.enUmienlos r•ligiosoo y mor-ales nuestros 
y al parecer desconocen la abundante Jurisprudencia de la Corte Constitu­
cional sobre tales aspectos y por eso no consideran violado ntngun derecho y 
en tal virtud pedirnos a esta Instancia que revise cuidadosamente cada uno 
de los hechos por noo;ol.ros expuestos· . .Agregan más adelante que para mayor 
ilustración, al asunto anexan un infonne de la Bióloga Genetista Dra. Oiga. 
María Torres, con Mag;ster en GenP.t.ica y profesora asociada dellnst.ituto de 
Genetlca de la Unlve.rsidad· Na.cion31. de Colombia, en el cual se plasma que es 
posible y con !~al efectividad la prueba de DNA entre vivo,.. 

SE CoNSIDE;R.\ 

1. Et derecho probatorio como expl'es!ón de la libertad. :.Jo en vano se dice 
que el derecho probatorto se encuentra erigido sobre el principio de la liber­
tad, pues no se concibe en el mundo contemporáneo que clluez, sobre quien 
rt!Cae el deber de verificar los hechos Utlgtosos, carezca de poderes suficientes 
para inveslignrlos, o que esa atribución se encuentre seriamente cercenada 
u ent.orpocidt~ por talanqueras de diVersa indole. Por el contrario, para alcan­
:u<r los foncs que el Estado Social de Derecho se propone, parece Imprescindi­
ble que al sr.ntcndador se le otorguen amplias atribuciones para recaudar 
las pmcbas pcrtinen~s. con miras a decidir las controversias con funda­
mento, no solamente en el convencimiento a que hubiese llegado con base en 
la verdad, sino, también, a hacer efectiVo el principio constitucional de l¡¡ual­
dad de las partes ante la ley y a e\1tar la manipulación malintencionada de la 
prueba; facultades estas que. obviamente, solamente deben encontrar 
W.lanquera insuperable en aquellos crtterios tttcos encaminado.~ a mor~lizar 
los.procedimientos, o en los preceptos que gobiernan la utilidad, conducencia 
o pertinencia' de la prueba. 

Desdr.lur.gco r¡nt< el" Uempo atras.fue abandonado~~ criterio lusprtvatlsta 
del derecho pr~!<al c:iVIl que .:onc.ebia el proceso como una controversia que 
solamente lnvoluer;üm inl P.T"-'>f.'S y f'mes meramente paniculares. contexto 
dentro del cual se restr!ngian considt:rablc!mente las fa<:ullade,; del jue'.', al 
pnnl.o dP. ser tenido como tUl espectador neutral de la discusión probal.oria, 
concepción <¡u e ti•" •nsl.il.n;d¡o por una publicista fincada en que en el elercl­
ct.o de la jurisdicción se compromel.en los intereses del ~stado en la medida 
en que la recta y eficaz aplicación de la ley es garanlía de P"" y justicia en la 
snr:ie:cimi. 
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En ese orden ele Ideas es palpable. entonces, que a la luz d~ lo previsto en 
Jos articulo:; .179 y 180 del Cii<ligo d., J>roc.edtmiP.ntn CMI, en concordancia 
am Jo previsto en el artículo 37 t;gusdem. el jUf'7. e,;tá reve>OUdo d" amplias. 
facultades para recaudar las pntebas que sean nece,;ariag '\ lln dr. ::tlt:an7.ar 
el convencimiento necesario para dt.r.i.mlr el pleito conlorme a los postulados 
de verdad. legalidad y justicia en los .cuales debe apWltalar su decisión. Por 
supuesto que si bien, por re¡¡la general, la» partes mantienen la libre disposi· 
ción del derecho en disputa, esa atrfbución no apareja lo disponibilidad de 
los medios de prueba que lo cstabloccn, ca decir. que los litigantes no Uenen 
derechos adquiridos ':'obrt• la prueba de los h<".Chos. 

En cambio, las facultades oficiosas del juez están en(".amlnadas, como ya 
se dljo. a la obtencl.ón de la verdad como presupuesto vertebral de ltt senten­
cia, a hacer efecthro d principio de Igualdad de las pai"tes, protegiendo, ade­
más, a terceros de maniobras engat'losas de las partes. Luego son visiblemente 
desatinadas las recrtmlnaclones de los acclonantes que se fundan en qtn: el 
Juzgado Promiscuo de FamJlla de MeLgar carecía de facultades J>"ra modificar 
la prueba pertclal que inicialmente había ordenado. pues es lo cierto que, 
haciendo uso de las facultades inquisitivas que la ley puso a su disposición, 
y atendiendo la rec.omend;u,;ón dP.la insUiutjfln oflelal que debía practicar la 
t>.xperlicia, optó por ordenar el ex~mP.n de ONA, cuya conflabilidad es, a ojos 
visT.Il!l, supr:rlor a la prueba de marcadores genetlcos que podría reali:earse 
entrP. los dP.mandrmt.es y los hcrcderós del presunto pa.Cre, incumbiémlr.>le, 
en todo ca~. a los p.erit.os determinar el nlvd de seguridad y conflabilidad tM 
examen y ,¡ jue" valorarla·, aspectos cstog, que no puedt>.n ser cueslion"dog, 
P.ll m"nera alguna, pur la \'ia de la acción de tutela. 

:.'llo puede olvtdarse al respecto, que si bien es indudable que la ley 75 de 
1968 Introdujo notorias modlftcaciones al ordenamiomt.o cM! colombiano en 
materta de Investigación de la filiación paterna. que en su momento slgnlftca­
ron un verdadero avance en la materia, no lo es menos que el nüclco de la 
misma esta constituido por Wl conjunto de pre6uncirmes legales de paterni­
dad que, en cuanto tales, impelen al actor a demostrar los hechos o circuns­
tancias en los cuales se fundamenta con mims a que opere la Inferencia 
prevista en la ley, esto es, que, dada la complejidad prob;.l.orla dcl hecho a 
demostrar en el juicio, es decir, el ne».-o biológico que es d fundamento de esa 
relal:itltl filial, optó por presumirlo de ciertos hechos o situaciones que pcrm!­
lcn inferirlo: par supuesto que por la epoca de expedición de la aludida ley el 
r:o;iado de la cienCia genetlca no pennitian aún pensar en una prueba clcnti­
Ot:~ direda de la paternidad. 

Empero, el legislador, avizorando que los estudios científiCos podrían cons­
tituir Wla herramienta eficaz y uW a la~ cau>las de esa especie, atinó a pres· 
crtbtr en el articulo 7" de la aludida ley que "En l.odus los juicios de Jnvestlgadón 
de la paternidad o la maternidad, el jue<> a solit:itud de parte. o cuando fuere 
el caso, por su propia Iniciativa. decretará los exámenes personales del hijo y 
sus ascendientes y de terceros. que aparezcan Indispensables para recuno· 
cer pm"icJalmente las caracteristlcas .heredo·blológit:as paralelas entre el hijo 
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y"" pn.:o;unlo padre o madre, y ordenará peritación ant1·opoheredobtológtca. 
con análisis de los grupos y factores sanguíneo.~. los caracteres patológicos,· 
morfológicos, fisiológioos, lntclcctualt!s lrnnsmisibl"'s qu"' va lora m segü n su 
fundamentación y pert.tocncia ... •, perttaciones estas cuya imporlanei" no 
puede desdenars~ ñ" ningún modo pues. como lo tiene dicho la Corte, ..... es 
tal el irnpelio de la ley. que bien puede a~gur.¡rse que el funcionario judidal 
que sea omisi:vo sobre el partkular, bien porque, siendo posible, deja ·de de· 
cretarlas. ora porque no controla que su práctica se realice con la Idoneidad 
y eautela bastantes a garanti.?.ar "' valor ~enl.illcn que de ello!$ se e0$pern, 
compromete su responsabilidad; como también la comprometen en su caso 
los entes estatales encargados de su practica cuando no la realizan, o la 
realizan deftcientcmcntc" (&:nlcn('ia del 23 de abril de 1998). 

SI, pues, los exámenes ~enéticos que la ciencia actual pone al alcance de 
lo~ litigantes en las causas de investigación de la fillaclón han alcauz.a.do 
ni.-cles de collfiabilidad .que lind"n con In ce1teza y si, a su vez, la ley depositó 
de tiempo atrM. su aprecio por las pruebas de esta naturnle7..a, no se ad"'iel'­
tc:u, en verdad, ra7.on~s o (:il·cuusbtncias que limiten o ilnpidan su práctica, 
como no st:a d respeto de la dignidad huauana y do:: lus dcn:dto::; 1\mdamenta­
les del individuo, pues es obvio que tuda pmcb" <:it:nlilica, 1:ualqutera que 
fuese s.u nah>ialeza, encuentra en dlt "' valladar in,.upo:mb!<'· 

Producida la prueba conforme a las reglas que en ·la materia scfiala P-1 
Código de Procedimiento Civil, inr.nmbira al jut-.z su valoración. eJercicio al 
1-,ml podrán contr1bu1r las partP.s en ""'-' re~pec.ttvos alegatos. 9.ln q1.1e. se 
reil.era, sea la acción de t.ut.t~lA m"':"nismo idóneo para señalar la trascen­
dencia o peso probatorio que a 1" TJ'lisma le corresponda. En ese mismo orden 
de ideas, compete al !'w.nt.enci~Llnr determinar si existt- o no algtmlndiclo en 
contra de los demandantes pot h"ber tardado en iniciar la acción. tardan.l'.a 
que, por lq demas. tos dcmand,dos les rectimlnan. 

2. Así, pues, como las pruebas ordenadas contlibuyen de manera slgnltl­
caliva al esclaracimiento de la verdad, In c:.onsol.idnción de la .Justicia y la 
pmtección eficaz de·los dcrcchus fundamentales de las partes; toda vez qut:, 
,.; los demandantes se trala, se hace tru:Jgtble el derecho superior a eslahkcer 
sus oñgenes, al paso qu<: lo:> demandados adquleren la ga.rantia de recibir 
una decisión que, apunlal,da en demostraciones científka.s =rías y conclu­
yentes, esté mé..q allá de las dudas que j¡eneran los fallo:; fundados simple· 
mente en las meras inf.,rcncias dellegtslador, deberán atend<:rS<:, asunto que 
por sí sólo, no irrcspda o desconoce los derechos lnvoc.ados por los accionantes. 

Con lo dicllo no se lgJ:Iora en manera alguna, que el hombre. en todo~ los· 
tiempus, h~;~. c"per1mentado un particular n:~pclo por los restos humanos. 
quizás porqu" cllus lt: in::~pimn un profundo sentimiento pi a Lioso en el cual se 
confunden S <U; rdlc:xiom:s sobre los mJster10S de SU propia CXIStt:ncia, sen ti• 
micmto tan hondamente arr"i!I"Llo" ~u ,;er que, industve. los ordenamientos 
_jnrldicO$ se preocupen por su 'dl':fcnsa. bpillcando como delito el ,1llpendlo dd 
cilt.llivcr, tal como lo hace el articulo 297 del CMigo Penal colombiano .. 
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Así las cosas. la dedslón lmpu¡~nada habrá de con!lrmarse. 

DY.<.:J:5U)l" 

En mérito de lo expuesto, la Cort.: Suprema de Justicia, Sala de Casadón 
Civil y Agraria, admlnlstrando.Jus\.icia en nombre de la República y por auto­
ridad de la ley, Co'lflrmael fallo dcll2 de noviembre del aJio en curso. proferi­
do por la Sala de Familia del Tribunal Superior del Distrito Judiclal de lbagué, 
dentl'O del .t.rámilt: de la acción de tutela por ellos adelantado. junto con l!:r­
rtt:.slo Juvii.'T Lombo RubtD, contra e• Juzgado Promiscuo de Falllllla de Melgar. 

Notiliquese telegráficamente lo resuelto a los interesados y renútase el 
expediente a la Co::te Constitucional para su eventual revisión. Oficiese. 

,JorgP. !5ml1n< Rilllesteros. Nicolás Bechara Simancas, Jorge Antonio Castillo 
Rt•geles. Cortos EsrebanJaramlUo &h!Dss. Pedro J...aforrt Piaru.>tta. José Ft!man­
dt> RamírP.?. C.óme7., R'l(ae.l Romero Slerl'a. 
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ACTIJJ\CIO:'JTEMERARIA 

No hay identidadjtuiálcade p(u-iescuando en tutela anterior el 
derarlo rle los aquí acdonantes actuó en !>'tl propio nombre y 
no r.omn r"Presentante de SltS poderdanl."" ............................. 52 

. 'AGENCIA OFICIOSA F:N Tl11'~1A 
- - SI el agenciarlo h~ "ido notificado personalmente de la senten­

cia de pr1mcra in"'l ancia, el agente carece de legitimación f"dnl 
un pugnar! a ... .... .. .. .... . .. .. . .. .. .. .. .. .. . .. ... . .. .... .... .... .... .. .. ... ...... .. ... 135 

¡; 

CADUCIDAD ADMINISTRATIVA 

Los cau~hnblentes tienen derecho a Impugnar el a el o que de­
creta la c.;;¡ducidad administrativa <:n .xm\ratos celebrados por 
el de <:ujus con la administración. Vulneró el dc~cho la autori­
dad accionada que no dio l.rámil.e a los recursos Interpuestos 
por aqueUos .... :·...... ...... .. . .. .... .. .. .. .......... ... .. ... .... .. .. .. .. ............. 21 1 

COMPETENCIA PORF1\.C1'0R SUBJETIVO 
· Hay nulidad en la a.ctuacion cuando juez distinto ru ct•11 del 

cin:ui'lo resuelve la demanda que se diñgc. entre otros, contra 
medios de comunicación; pn>Yalcce su competencia respecto de 
la enUdad oficial también a<:cionada ................. :.. .... .... ... ... .. .. .. 132 

COMPETENCIA TERIUTOIW\L' EN 111fELA 

En cualquier parte del territorio colombiano se put':rl"n de.':"an­
dar Jos actos u omisiones de estas entidades. sin consirlP.m-
ción al slllo donde se hu bien~ expedido el acto administrativo .. 202 

CONFIJCTO DE COMPE'IENCIA 
En cualquier paitc delkrrit.orio colombiano se pueden deman­
dar los actos u omli!oloues <k l:o;Las enlidades. sin consideración 
al Silio donde se hubiere exp<:<.lidu d a<:l.o admlnlslratlvo ..... .. .. . 202 
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D 

DEBIDO l'ROCE.<;O 

Es Improcedente la tutela cuando no se han emple,rln y agota­
do los mecanismos defensivos que se ofrecen den In.> de las ac­
t.ua<:iont's corr~spondientes puesto que la razonabilidad de su 
proposición exige que, además de la falta de otro medio judicial 
de protección, se haya dado al su puesto agresor de los dere­
chos superiores la opo.-l.unidttd de rect.iflc.ar los yerros que se le 

Pá"~- r .,... ' 

endilgan................................................................................. 277 

DEBIDO PROCESO CIVIL 
El proceso ejecutivo es el medio de llefensa al que puede acudir 
el interesado en nhi.M«r el c:umpllmtent.o de la obligación de 
S\\scribir escrilnT'l píl hli<"' y ent.-t:gar Inmueble, adquirida en 
audienci" d" rrmNliación. ntla .ac:r.lón de tutela ni el proce,;o de 
en\n~ga son pro.:edentcs ......................................................... 196 

La t.leetslón que niega al rematante el reconocimiento de gastos 
co1no servicios públicos y administración del inmueble ac!Judi 
cado no vulnera el derecho por cuanto no ex!st~ disposición le-
gal que autoi1co~ reconocerlos ................................................... 222 

La illtemtpción del pm<:eso para notificar a los heredei'Cl5 d" 1" 
demandada no puede ser obstáculo para afectar los dere<:hos 
de un tercero ajeno a la reladón procesal en curso que solicita 
el levantamiento de una meriida c:autclar que le peljudica. '-" 
actitud omlsl.va del jue-.o~ desconoce los derechos del tercero aquí 
aeclonante. La Sala pone en r.onocindento de la autoridad com-
petente la omisión en que incurrió el juc-¿ .... .... .... ... ... .. ... .... .... . 268 

No hay vulneraci(m ;,1 cler~ho cuando el juez accionado con\.a-
blllza los términos pam el pago rl~ expensas neces;uios en el 
tramite del recurso de apela<:i(m .:on fundamento en el artículo 
356 Incisos 4 y 5 del Código de J>ro<:.,rlirnif:nto Civil ... .... .. .. .... ... 283 

No puede el juez frente a acuerdos <:ondliatorlos de las partes 
limitarse a lmpru'tirles aprobación. si d <~onve1llo pn~sentado 
lli~punía de derechos de los que no era titular la parte sino Wl 

!ercero lo proccd~nte era adoptar las medidas p¡,ra qu<: se corri-
giera la fómtula en lo que fuere necesarto pam ahi si, y sólo de 
subsanarse la anomal!a. aprobarlo. El incumplimicnl.<> de esta 
oblig<~ción h"~" que la aprobación del acuerdo ilegaltncurstone 
en el <:,m pe• íle las vias de hecho ............................................ . 

. Vulnera el derecho el juez que altera el efecto legal en que fue 
concedido un recurso de apelación. No se. puede, pues, acudir a 
eventuales ocurrencias fuhm•s par .... alterar el tenor literol de 
normas procesales claras y explícitas .. .. ..... .. ... .. .... ..... .... .. ....... 304 
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) Págs. 

VulnCT"a el derecho el tucz que en proceso de declru:actón de 
bien mostrenco de ti tu los valores de -contenJdo credltÚ:Io ordena 

. a In entldad dt:mandada pagar al ICJ::lF el capital más \o~ !utcre­
ses ~apitalizatlos. Al profertr la condena se dejó a la entidad 
bam:w-ta !;in poslbllldad de opqner todas las excepciones qut: a 
bltn tuVIera y no sólo aquellas permitidas c.uanto d tit.ulo ~je­
cutlvo r.s m><l $entencia (articulo 509 del Código de Procedi-
mh~nlo Civii) ....... ... .. ... : . .. .. ............. . . :. .. ... ..... ... .. .. ...... . ..... .. .. .... 84 

. DEBIDO PROCESO DE~NCOROATO 
Ante el Incumplimiento de un oonoorcl"Ln antP.Tior a la expedl­
clón de la lr:y 222 de 19951a norma11viclarl aplic-.;>ble ~,¡¡ la del 
Decreto 3n0 de 1989 por tanto, la entidad ar.r.ionacl" rleberia 
baber Iniciado un incidente en e l cual las partes I,(<Y/.<I<!l" de 
su derecho de defr.n"" y pn.•eba. :su onúsión genera la vulnera-
Ción amparada ......... ...... .. : ...... .. .. ......... ............ ...... ...... ·:...... ... 160 

DEBIDO PROCESO DB FAl\1l.I..U\ 
El fwlciumorto accionado Incurrió en una vía de hecho al fij ar 
allnll!rltus r;ruvlslonales con base en un documento que carece 
de fuerza legal para acreditar el vln~ulo c.ntrP. a liTTJentante y ali­
mentarlo. por no R unir los requisitos f:l\lahlecidO« en el dttreto 
1:1.60 de 1970. artículo lOZ. E~ rP.t'}ui~if n indi:spensable para 
decretar tal mP.rl;da el que se encuentre plenamente acreditado 
e l parcnt.~sm del cual emerged deber de asistencia familiar. 
part:ntr.Af:n cuya constataCión no es asunto que la ley haya de 
jado al par~c:er incli\'idual de cada jue'l. ... .... .... ... .. .. .. ..... .. .. .. ... .. 43 
1!:1 numeral 3" del articulo 691 del Código de Proced1rll.lento CI-
vil no puede· interpretarse en detri.ruento de laa cautelas que 
en aplicación del nwncral 2' del mismo artículo se hubieren 
perfe~.cionado en otros procesos. oon las medidas vígcoles las 
que se deben IllallÍL'neT con postezlortdad a la 'l<:nlenda de 
separación de blene>< ........ .. 00 ........... .. .. .. ................... .. 00 ..... 00 .. 00 58 
El tercero que adquiere un Inmueble u>n posl.etiorldad a la medi-
da cautelar de registro de la demanda no puede plantear el des­
conoCimiento ele su derecho a la prupkdad si la sentencia que 
$C produce m el proceso reglst.tar.ln 1 e ~~ dt:~favorable ... .. ... ... ... 217 
No vulnera el derecho el ejerciCio de 1"' litcullad oficiosa del juez 
para decretilr la práctica del examr:u lk DNA a pesar de exlsUr 
prueba pericial sobre marcadores ge n~li(:o<S ........... ..... oo........... 3!4 
Vulnera el derecho djue-..: que extge la designación de partidor 
en sucesot1o dond-e hay l ocn:dero ü n1co .. .. ..... .... oooo ........ oo........ 310 

DEDIDO PROCESO DE-LA.ADMINlSTRACION · 
Los c:aus~lo~lJient.es llenen derecho a tmpugnar el acto que de­
creta la cHrlucidad adnúnlstratlva en C!ontratos celebrados por 
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el de cujus con ,laaclminl:>traclón. Vulneró el derocho la autori­
dad accionada que nCJ dio lrci.Jnite a los r~curs~s interpuestos. 

Págs. 

por aquellos .. ... .... .. .. .... .... . .. ..... . . .. .. .. ... .. .. .. .. . .. .... .... .... .. . .... .... . . 211 

DEBIDO PROCESO DE RESTITUCI0!.\1 
Es lmproccdcntc.la acción de Tutela •~uando, por incumpllmlen­
l.o de la cargo. prevista en "el articulo 424 parág.-aro 2" numen•! 
3 del Código de Procedimiento CM!, el demaildado no pudo in· 
tcrponcr lo" recursos prn<:c:dt:nl"" <:ontra la st!ntcncla que no 
luvo e.n cuel)ra la contestación de la demanda, a pesar del pago 
Inicial de canones .. .. .................... ..... .. .. .. .. ... .... .. .. .. .. ... .. .. .. .. ... . 180 
La dr.cisiún jllflida 1 de no c"cnchar " los d<:mandados. que es­
tán en mora de canc.clar Jos cánones adeutlatlos: incluso des-
pués de proferida la senlt:ncia, nu con•tituye v~ de hecho . .-..... 272 

DEUlDO PROCESO DE SUCESION 
El juez que u.o atiende la petlclcm que solicita se precise-la No­
taria en la cual se protocolizó el expediente, ron bas•: en '1"" r:l 
mismo está en poder del abogado de las part~s. vulnera el dc­
rcr.ho al debido proceso del solic:il.anlc. El!!rlÍ<:ulo 6lllnclso 2•, 
numeral 7, del Cl1digo de Proc:cdimicnt.ll Civil '"'aplicable. a 
pesar de ser nonna postoior a la Rcnl.cncia, ~ t:fccios de que 
el juez pueda obtener inlormación requerida por terr:ems inrere 
sacios............................................................................................ 7!) 

DEBIDO PROCESO DETUIELA 
Si la admilllstraclón de justicia en ejercicio dd dcn:r.ho de: t:a•­
tigar sanciona a un infractor de la ley penal, sus familiares no 
tienen legitimación para invocar· el quebranw de sus propim; de-
rechos .................................................................................... 71 

DEBIDO PROCESO DISC!PUNARIO CONTRA ABOGADO 
1.., dcdsiim de rech~.ar el recurso de apelación contra el auto 
que abm ·pliego tlt: l:af)!;os al inves.li~do tiene ·respaldo en el 
artículo 73 del Decreto 196 de 1971. El recurso' de suplica es 
extraf1o a los procesos disciplinarios, la ;u:ciún de tutela es Im-
procedente .... . . .. . .. . ... . . .. . . . . . .. . . . . . ... . .. . . .. . . .. . .. .. .. . . .. . . . . . .. . . .. . . .. . .. . . .. . 140 

DEBlDO PROCESO EJECU'11VO 
La sentencia que ordena el ll'<imlre llquidatorio rle Jn SOf:i<:rlmJ. 
conyugal en proceso de separación no trae con¡;;igo \;) r~nlilla- tk 
compctcru:la deljuez que adelante procF.So ejeculivo.dond" algll­
no de los cónyuges aea demandado. ~1 decrP.to d~ renmL.P. ~n o:sl.t: 
ült1mo no puede <?aliflcan;e como vin\"1 nrin !lel !1.,-ccho al debido 
proc.eso................................................................................... 58 
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) · Pá!IS. 

No es procedente la lul.ela para obtener la ternúnación del pro­
ceso con base en una decisión penal que. desconociendo el res­
liingido alcance d~l articulo 61 del ('.ó(ligo (1~ Proc~dirnlcnt.o 
Penal, dlsponP. 1~ canee1actón del cheque que es base de cobro 
co"clivo ;m le la autoridad accionada....................................... !53 
Vulnera el derecho el jue2 que decrel" 1:~ /R.múrJut:ii>n d"l pm-
ceso sin tener en cuenla que el apoderado del ejecutante no 
tiene la facultad ell:presa de recibir sumas de dinero................ 65 
Vulnera el derecho la providencia qu" so prelt>.xl<> de odarur la 
sen.t.enc!a de seglúr adelante con la ejecución, modifica la tasa 
de in! erés establecida desde el mandamiento de pago .. .. .. . ..... .. 9 

DEBIDO PROCESO EN EL TRJ\MITEADM!NlSTRATIVODE 
HECO-'IOCIMIENTO DE INSTm.JCtON UNIVERSITARIA 
El CESU no vulnera el derecho de la entidad aspll·ante al reco­
noc1mlento cuando c~Lo.iblece un p~ocedhn1ento e,;pec1al p~ra 
rendir c.oncepto al Ministerio de Edueadón no pre,~sl.o por el 
Decretó 1212 de 19!13 ............................... :.............................. 101 

: D~l:llllO I:'HOCESO PENAL 
Bajo 'el criterio de dar aplicación al artículo 14 del Código de 
Procedimiento l:'enal y de rcstablec.,.las coo;as al estado prede­
lic.tual, no pueden desconocerse nonn»s y plincipios que apun­
tan a. amparar al tercero de buena .Je que. actuando de ese 

·modo, ha adquirido un derecho no •inculado en ·este caso a la 
conducta presuntarnent.e delictiva del procesado .. .. .. . .. .. .. .... .... 22 
S! la administración de ju,;licia en ejercicio del derecho de cas-
tigar sanciona a un inlractor de la ley penal, sus famlll.al'es no 
tienen legi!ímtu~ón para int>OCaT el quebranto de sus proplDs de-
redws ........................................................................................... 71 

DEBIDO PROCESO POLICIVO 
La actuación dd In~cclor de Pollcia y de la Gobernación ten­
diente a prolc:¡,¡cr la lenencia de Jos predios agral'ios tiene res­
paldo en las facullade$ otorgadas en el decl'eto 727 de 1992 siu 
perjui<:io de la acción que se adelante ante el Juez espeo::iali.<adu 
por la.ntn, el l.rámite polici'"' objeto de tutela no vulnerad dt:n:-
cho al deuido proceso ............................................................... · 239 
l...ab decisi<m.-.s de las autmidades de pollcia en pmcesos inicia-
dos pa~a proleger la posesión y tenencia de bienes son provisio-
nales. ya que conforme alarlieulo 127 del Códi~o Nacional de 
Policía, estas medlda.s se mantendrán mientras cl.i""" no deci-
da ol.ra. cosa. Por tanto, el a.cclonante cuenta aun con mccl.ios 
de defensa judicial idóneos para obtener la protección de sus 
dc...Cchos ...................... , ... , , . , , , .. . . .. . .. . . ... . .. . . .. . . .. . . . . . .. . . .. .. .. . . . . . .. .. 52 
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DECLARATOHIA DE JNSUBSIS'TENCIA 
Vulnera el derecho la declaratoria de insubst.stencia de tm em· 
pleado en provisionalidad cuando no se exponen los motivos que 

Págs. ! 

justlftcan la dect.stón .. .. .. .. . . .. ... . ... .. ... ... . ... . . ... . .. .. .. . ... . .. .. . .. .. .. .. . . 251 

DERECHOAIAEDUCACJON 

Si el establecimiento cdu~.alivo aceptó la renovación de lama· 
lricula a pesar del incumplimiento de oblJgaciones pecuniarias 
del estudiant:e, vulnera el derecho ruando transcurrido parte 
del año lectivo decide cancelarla .. . .. . .. .. .. ... .. .. .. ..... .. .. .. .. .. . .. .. .. .. 147 

DERECHO A LA IGUALDAD Al\ 'TE LA LEY 
No es procedente mediante tutela solicitar que se adopte para 
el caso del accionante la decisión errónea proferida en otro 
proceso: el error judicial no co11stituye !u ente de derechos, ni 
puede erigirse en fundamo;,nt.o para la comisión de nuevos d"s· 
aciertos ............................................. :. .................................. 185 

1 >~:R~:CHO A I.A PROPIEDAD 

El tercero que adquiere un Inmueble con posterioridad a la me· 
dida cautelar de registro de la demanda no puede plantear el 
desconocimiento de su derecho a la propiedad slla sentencia 
que se produce en el proceso registrado le es desfavorable . .. .... 217 

DERECHO A VIVIENDA 
El disfrute del derecho a la vivienda pre'\.isto en la Constitución 
y la Convención de los Derechos del Niño no debe aparejar ne· 
cesartamente la propiedad sobre la misma, o la facultad de 
usufructuar una morada especifica. ubicada dentro de cierto 
ámbito socloeconómico, ya que nin,na norma posiUva lo <:on-
sagra de ese preciso modo....................................................... 244 

DERECHOALTR~O 
La desvinculación laboral producida por una reesuucturación 
adnúnistmttva, 1io tiene lc1. connotación capaz para generar 
wm situación de daño grave o lt:repa!·able... ... .... ... .... .. .. .. .. ... ... 205 
Vulnera el derecho la declaratoria de lnsubslstencla de un em· 
pleado en prov1S1onalldad cuando no se exponen Jos motivos 
que justtftcanla decisión ........................................................ 251 

D.EHECiiO D.E; ACCESO A LAAD MlNisrRACION DEJUsriCIA. 
Los sujetos procesales no pueden tener acceso a los p1'0yectos 
de providencias por no tener éstos la calJdad de documentos 
públicos.................................................................................. 263 
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DERECHO DE PETICION 
La:s entidades privadas prestadoras de servicios públicos c·!Otán 
obligadas a protege.· el del'echo (le petlclón a menos que la so­
licitud formulada !'1<: i'dlcca a a::~unl<•>; de iot.t':res estrictamente 
privado. La negativa a atender la solicitud que \'eiSa sobre ac- . 
tos privaclos de interes P'!iblico _general vulnera el derecho del 
accionan te .. . .. . . . . . ... .... ... . ... . . .. . ... . . ... .... ... . . .... .. . . .. . . . . . .. . . .. . . . . . . . .. . . 15 
No se puede prdl!nd& que en i.ui.ela se obligue a la autoridad 
accionada a ccrtlllcar hechos respecto de los cuales ca~'ecc de 
soporte documental ................ :................................................ ';/.'.1.7 

OTSCRECIONAIJDAD DE LAADMJ:IJISTRACION 
-Diferencia con el mncepto de arbitrariedad ........ .... .... ... . .. 258 

DOCUMENTO PCBUCO 
Los sujetos procesales no.pueden tener acceso a los proyectos 
de providencias por no tener éstos la calidad de docwnentos 
públicos ....................................................................... ·:......... 263 . 

·E 

EPS 
Ank ¡;oiUUU:ione.~ de wyencia no es posible oponer períodos nú­
nimn• <k ml.i:r.ac:ión, so pena de poner no sólo en riesgo la salud 
de una. p.:rsona, s~o también en peligro su vida, aún frente a 
una cnl'crmcdad dellnida como catastrófica o rutnqsa que de .. 

. mancho aknción médic~ y hospitalm'ia irunediata ................. ;.. 125 

El hectul de c¡Lu< wu1 P"rsona se halle aliliada a más de una En-
tidad Prmnntum de Salud no detennina, por sí solo, la pérdida 
de ta antigüedad a=ulada. La EPS sólo podrá desaflliar a 
quien se encuentre en esta situación w1a'vez adelante cl trámi-
te correspondiente . .. .... . . .. .... . .. . ... . .... .... ... ........ .... .... . .. . . .. .. ..... .. 109 
La pérdida de antigüedad acwnulada par incurrir en la conducta 
clc~"c:ril;, ..., .. 1 llrl ir.lln 58 del decreto 806 de 1998 se refiere sólo 
;ol'>~lilimln ""puede h¡ocerse.extenslva al beneficiarlo. ~n oonse-
'"'""'';;,, es P.TTarln el mtender dado por la .r:;}'S a la norma .. . . .. 294 
Para los benellc:iarim; del r~gimen de los Seguros Sociales obU­
p;atoríos, la ¡.,y "mi.empla expresamente la posibilidad delreco­
IlOciinicnto y pagu, d~nlro de ct~rta110 limit..'lnt.f!s, rl~ los servfdos 
de salud prestado$ en el exi<!rior. La falla de re¡,¡ulación por la 
entidad no con9tltuye justa causa para nc¡lar la.prestación de 
este sen'icio .......................................................... :.. ... . .. . . . .. . ... 109 
Si una prestación de salud no se encuentra en el POS a cargo 
de una EPS y e u •~arubiu pul'k t:::~ l.irnan;e t:omo una obligación 
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de a'!istencia pública que debe prestar el Estado. Ministerio de 
S;üud, con cargo all•'ondo de soUdarldacl y g<l.nml.ia, en la sub­
cuenta de promoción de salud o lo destinado al efecto, la en ti· 
dad estar.i..<tllamada a r•peltr contra éste, no como una petición 

·del demandante sino como una c.onsecuencla obltgada de los 
principios de justicia e l!!ualdad .............................................. 119 

.F 

Jo"ONDO DE SOLIDARIDAD Y G.t\RANTIAS EN SALUD 
El r~eguro a que se refi~.re la ley 100 de 1993 en su articulo 
162 parágl'afo 4" no pu~de P.nlplearse··euando ""'\rala de rl'a~e· 
gurar los valores que para la .. t .. nci(m rle en rermed<lr.le" rle ';¡ lto 
costo' sean de cargo del afiliado. o ñP.l hP.JlP.Ih:iano o. r:onm M 

este caso, del Estado: la Sala no respalda ~1 ar~un,.~nl.o pl•mt.,a-
do en este sentido por el Mtn1sterlo de Salud ........................... 2BR 

l 

1MPEDIJ\,1ENTO E~'TlJI,.:I.I\ 
Ül. mnvicción intima del magistrado que se declara Impedido se 
debe considerar como pnteba de hechos históricos de los que 
no ha quedado registro ............... ............................................ 77 

lNCIDEI\'TE DE DESACATO 
El demandante en tutela esta facultado para des!stlr del inci-
dente ................................... :.................................................. 75 

L 

LEGmMAClONPORACllVA , 
El socio no cst.'\leg!Umado para presenlac acciones de lulela 
en nombre de la sociedad........................................................ 168 

J.EGmMAClON PORACTIVAEN'IUI'El.A 
T..a acción que pretende la orden a Wl notario para que eleve 
<:ont.r<>to n escritura pública debe presentarse por todos los in 
l.eninientes en el negocio juridtco: es lllcompleta la Jegltlmo.c!ón 
cuando la tutela se presenta sólo por una de las partes ....... , ... 191 

M 

MECANISMO TRANSITORIO 
J...a procedencia del amparo como mecani,;mo lransilorio a P"­
sar de existir medios de defensa judlclal (Corte Constitucional 
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) Págs. 
. . 

SU 03!1 de 1YY7) esta supedit>ldu a la r.xlstcuela de peljulcios 
irrcparabl.,s. La demOTa de los procesos laborales no es argu-
mento válido para desestimar este medio de defensa judicial·... . 205 

MEDIO DEDEFENSAJUDICI/\L 

Análi"is de la improcedencia del recurso de queja y dt>l amparo 
de pobreza. como medios etlcar.~s ñeJicfensa ........................ :.. · 310 
La pi'Occdcnr.ta del ampam •~nrnn m"<:<misrncl transitorio a pesar 
de existir me<jlos de defensa .llldic:ialtr.ort·c Constitucional SU 
039 de 1 !}971 esta supeditada a la cJ.-1~J.cnc.ta de peljulclos lrre- · 
parables. I:.a demora de los procesos labm·ales no es argumento· 
válido para desestimar este medio de defensa judicial .. .. .. .. .. .... 205 

N 

NUUDAD EN TUTELA 
Hay nulidad en la actuación cuando juez distinto al civil del 
circuilo resuelve l<1 demanda que se dil1ge. entre otroS, contta 
medios de comunicación: prevalece su competenci."l respecto de 
la entid<ld oficial también accionada........................................ 132 

p 

PER.nnCIO IRREMEDIABLE 
La d•~svtn<:UL'ICión laboral producida por una reeslruclurnción 
adml.n1strativa. no tiene la connol.a.Ción capaz para generar 
um• Situación de daño grave o irreparable............................... 205 

POS K<; ION 
J "'"-' decisiones de las autoridades de policia en procesos Inicia­
dos para proteger la posesión y tenencia de bienes son provislo7 
nales. ya que confom1e al articulo 1:.!7 del Código 1'\aclon.al de 
l:'ollcia, estas medidas se mantcndran Jrúc.ntras el Juez no deci­
da otra cosa. Por tanto. ef ao::clonantc <:lienta a(ul con rnediDs 
de dil~nsa jud~lal Idóneos para obtener la protección de sus 
derecho~ . . . . . .. . . . . . . . .. ... . . . . . ... .... . ... . . .. . .. . ... . .... ... . .. . . ... .... ... .'... ... .... 52 

R 

. RECURSO DECASACION 
La (.~ortc no puede, sin incurrir en 1.m desaJUero, .cambiar la 
acusación. elaborar un cargo atlt<cuado, o simplem<ml" <:a..'<"r 
la sentencia por ·considerarla .tnadecu.'lda. o estlm.trla ilegal .. 
asmniendo podere~; que, no sólo no le otorga la ley, sino que es­
la le prohíbe arrogarse. La pretensión del accionante de tutela 
"".,,.¡.., sP.nlirln "" impnu.:eden\e.. ............................................ l&l 
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RE GIMEN PENSIONAL 
Cuando Jo, archivos de tiempo de !<ervkiiJ u de salwiu de un 
trab~jadnr hayan desapa~·ec;idu o lo,; (:~i~lcrok::~ no sean suft­
clenti".S, t:s admisible acudir~ cualquier ulm prueba reeonocida 
por la ley, la que debe producirse ante el juez del trabajo com­
petente (articulo 264 Inciso 2° del Códi¡¡o SustantiVo del Trabs­
.Jo). la acción de tutela es un m~ani~mo r~sldwll no sushlu-

I'ágs. ~ 

ttvo ................ : . . . .. .. .... . ... . .. . . .. . ... . . . . . .. . . . . . .. . . .. . . .. . . . .. . . . . .. . . . . . . . . . .. . . 227 

S 
SRGTJRJDAD SOCIAL 
Antr. sit.ouJt:innP.s de. urgencia no es posible'oponer periorlo"' mini­
mol! de ent.i><m::ión, so pena de poner no sólo cm riesgo la salud 
de una person,, sino tamhlen en peligro su vida, auh !rente a 
tma enfermedad definida como catastrófica o ruinosa que de-
manda atención oncdi.ca y hospitalaria lrunediata ... .... .... .... ... .. 125 
Demo.guado que la falta de suministro de medicamento solicita-
do por la accionan te no Implica un riesgo inminente para su v1-
cbJ, 1<~ EPS sólo esta obll¡¡ada a la cober1.um stmalnda tanto e-n 
T .ey 100 de 1993 como en el Decrel.o H06 de 1998. Por tanto, st 
d mP.dic.amenro no jonna parte del POS la neg,.liva a suminis-
trarlo no puede considerarse arbitmria, en especial, si e-l Coml-

. té técruco ctentiftco establcdú que el pelictonario no se encuen­
tra en alguna de Jas circUnSUm:ias CJU" esl.a b\ece e'l artículO 8° 
del acuerdo 8;j del Ministerio d" Salud .................................... 36 
El hecho de que una persona se hnl\P. ali\iada a má¡¡, de una En-
tidad Promotora de Salud no del..,rmina, por sí solo, la pérdida 
de la antlgUedad acurnubs<h La EPS sólo podl·á de.sa:ftllar a 
quien se encuentre en esla sil.u"r.ión una vez adelante el trámi-
te correspondiente ................................................................... 109 
El reaseguro a que '"' rellere la Ley 100 de 1993 en su articulo 
162 pará¡,rrufo 4, no puede emplearse cuando se tn\ta de rcase­
gur.ll' los valores que para la atención de Cnfcrmcdado:s el" 'a !In 
CC>~Io' &ean de cargo del aflllado, o del bcncfiei::orio u, c:omo en e~­
te caso. del Estado: la Sala n~ respalda.,¡ argumento plantea 
do en este sentido por el Ministerio de Salud .. .... ... ... . .... .... ... ... 288 
La pérdida de antigüedad acumuhida por inc:urrir en la con-
duc.ta descrita en el artio:ulo 58 dd decreto 806 de 1998 se re-
fiere sólo ru aftllndo no puede hacer>~<: c:xl.c:nsivto al beneficia-
rlo. En consecuencia, es errado el cntr.nck:r d~clo por la EPS a 
la norma .......... ':...................................................................... 294 
Pam Jos be'nefklarlos dd régimen de los scgunis sociaks ohlig"­
le>rios, la ley contempla expresamente la posibi!Jdad del n:ccmo­
dmiento y pago, dentro de ciertas llmltantes. de los servidus de 
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salud prestados en <~l <!Xi<~r. L;;J falt¡¡ d" ro.gulaclón por la entl-. 
dad no <:onslítuye justa causa para negar In presladón de este 

331 
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. servicio .......... .. :.. ... . .. . . .. . . .. . . . .. . . . ... ... . . .. . . .. . . .. . .. . . ... . .. . .. . . .. .. .. .. . . . . 109 
SI una presta!:ión dt: .o;'!lml no se cncm:nlra t:n d POS a <"-SrgO 
de una EPS y <.~1 cambio puede estimarse como una oblig~ct(m 
de a:;.istencm pública que debe prestar el Estado •. Ministerio de 
Salud. · cori car¡;(o al Fondo de solídw-idad y garantja, en la suh­
euo:nl<~ tk promoción de :.alud o lo de~tinaclo al efecto. la tmli­
dad e~laña Uamada'a repetircontra~ste, no como una petición 
del dcmundanl.e sino como una consecuencia obligada de los 
pnnclp!os de justicia e lgtial<lad ....... :.. .... .. .. . . . . . .. . ... . . . . . . . . ... . ... . . 119 

SERVICIO P!JB!JCO 
Desconoce el derecho la entidad qu~ ~:xig~ para la reln.-.tala.clón 
del servicio publico Ja C811Celaclón no Sólo de !OS tres prlmer06 

·meses de mora sino de aquellos en que la empresa no suspen­
dió (•1 servido eonformeloimponeelarticulo I40dela.ley 142 
de 1994. Se concede el amparo como mecaJúsmo transitorio y 
"" dispnno. la reinstalació¡t del servicio una vez el accionan te 
t:an""'" lo" l res primeros meses de mora y sus recargos. . . .. . . . . . . 2::!1 

.; 



.OZBili!l>OI MCCESO Eui'EC"J'fi'm: V::4iner-o e! ~J'w> .l<r. p~d<!illCW. 
~ue ro p:rete;rro ~ acfam:r !a sentt.meiott die ~dll' m.l!e!om:te ctm !'IP. 
:!jZCUC!ó13, M>Dit¡~a [a t<P"..ea .ole m~terés es~Gtl'illedda -Dlesde el. 1l'tf21'1!­

d:il!m4ento die p{;,go 

So pretexto de acl:n-ar el fallo no puede el juzgador variar. de 
ninguna manera. lo ya decidido pue.;, r.nmn ,;alla a la vhol.a S<~ 
aclara lo que es confusn, In qur. nrn,c•~ motivos de perplejidad o 
de duda. asunto que es por ('.omplel n 11if~Tl!nl1~ ala modlflcacló.ti 
o revocación de lo ya resuello. 
El juzgado no pódia, so. prd.cxlo d.: cndt:n"'ar el yerro en que se 
incuntó en el mandamicnl.o de pago en In tocante a los Intere­
ses decretados, proceder a la acÚm~tión de la sentencia que 
dispone seguir adelante con la cj<:cudím, por cuanto lo que en 
ultimas se hlro, fue una indebida rcfonna de lo inicialmente 
resuelto en ella. La Sala concede el amparo par encontrar 
vulnerado el derecho al d~.bido pwcc:;o dd ljr.(:ut.ante, dispone 
que la sentencia se mantenga en la Jorma como fue proferida y 
aclvlette •j ... ) Lo anterior, sin perjuicio de los planlA:amic;ulos <¡ue, 
en torno a las consideraciones suslandé1les efectuada"' cm el 
prov~ldo materia ele la acción de tutela. pudiera hacer valer J¡o 
J.><lrr.e · alhi Pj~~utana al momenr.o de la liquidación del crédito. 
l'S decir. re~pP.~to ele lo.~ Intereses que miginaronla aclaración 
solieil<JCia pM <llcha parte (arr.iculo 521 del Código de Proce<U­
miento Civil)". Magistrado Ponente Doctor Nicolás Bechara 
Sin,ancas. 

Scnl.c,.,da. Fecha: jullo 07' de 1998. Decisión: Re\'f.lca. Cnm:c:-

Págs . 

d" T'utela. Proce:so 5107 - CMI.. .. .. .. .... ... .. .. ... ..... . .... .... .... .. .. .. ... 9 
:::r&u::;JKO ::::JE l."'&''l'lCHOI'I: l&Cl'.ei'.I~S p~ pil'elltadD!"Q'5. 
~el os ¡p:úbláoos c~~éu;n oblló.e01dlll3 s. J.)lfCteger. el o:!.e1r2elllo de ¡pzti-
oc~é:lt 111 Ill.eDOZ CJ]Ue l:a SOJ:ICI.t'lldl fOr>.'1!1lml!lck fli2! roe:l:ierlll lll MWllt08 oil:¡o 
~nteréa e:rtrl.~ame:rcta pldlvadt~~. l.a.J:IU!il!'Btlvm a s.teo:ute:r Da &o!.ici.t·II.f!l 
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c;¡r.ne wel!'$a eolb:re acto~ JPrl"'lldoe ~e ilnteu~ p>fa'hi.ico g<!n111z2lli vWI!De­
ra ell dleJ:eclhO dlel ~ciODEUr.lte 

"( ... ) advierte la Corte que las entidades prestadoras de scrvi­
<'Jos públicos doinlc:lliarlos, sean públicas o prt~:adas (artículo 
15 de la ley 142 de 19941. por el carácter público de la entidad o 
del sen'lclo que pres¡:an 1 ... ) frente a los usuarios (o bt:ncfidll-
11os). Jos suscriptores y la cludadanfa (o terceros) en gener<ll. se 
encuentran en una po$ición dominant~ frent.c a éstos (art;iculos 
14.l:l, 14::l:l, 14.~1. y ll.l rle la Ley 142 de 1994), razón por la 
cual ~st.án obligadas ( ... ) a proteger el derecho fundamental de 
petición. aun cuando sean privadas (articulo 42, imm. 1" decre· 
ro 25\H de l!J!J 1). a menos que en este ültlmo e" so\" J?"lkil\n '"' · 
refieta a asuntos de interés est riel amente privado.·· 

Los aci.Os. de L'ls empresas de scn.;cio" púhlkos domiciliarios 
ílÜe no t.iP.nen eJ ~aTiíc:tP.r e$0tatal n acin1inislrativo se rigen por 
las reglas de derecho privado siempre y cuando no haya dlsposi· 
ciun especial en la ley 142 de 1 !)94. Los actos privados 
csp.:cíilcamcntc n:¡¡ut.Wus por .:st.a ley son de interés publico 
gc::ncral -<.;uu•u la:. hiven:~ioue~ ·o pi::IIUcivaciones de organi&~nos · 
t.~sLMUtlt:s1 u Hquc.:llos rdaniurtHc.lus din-:t:Ll::I.In~ult: con la presta­
Ción del servicio públl~.o donuclllarlo · y por tanto frente a ellos 
es procedente el derecho de petición. ~11 este orden, corresponde 
a la empresa. desr.triatarla ele la solicitud demostrar q_ue ésta no 
•w~::~c sobre actos privarlo.~ ele Lnrcrcs publico general. evento 
~n el cual el lnt.crr.sado en oht.cnt~r coplas debe ::~cudlr a los me­
c:.lnismo.~ pmcP.s:11~s pn~is1n,:; en ..,1 Oicllgo dt~ Proc.~d1mlento CIVIl 
o "" la nonnatjvidad espedal ¡;egún sea ei caso. 
Para el ca.;o, l¡¡_ emprc~a no dcmo::<l.ní que las a(:t.as de sesiones 
de !ajunta directiva celebrada:; durante el año de 1997. (.~Jando 
.;u c.apilal ~m oficial, son document.os resel"'.'ados o de l'-slriclo 
interés particular ajeno a la prestación del sel"'.'icio públil:o, por 
tanto la negativa a atender la petición de l:opias d~ dichos do­
cwnentos vulnera t>l derecho de petición del solititant(,, La 
Sala confmna ~¡ amparo oLorgado por el Tribunal Magistrado 
Ponente Doctor Pedro Lafont Piaitetla. Sentencia. Fecha: julio 
07 "" 1998. n..,,,:io;ión: Cnnfinna. Concede TniP.la. Pmc:e~o !i 1M-. 

Pags .. 

(~vil .............................................................................. . ! .. •..... 15 . 

/OEBWO noc.\l:SO ~ Sqjo ei criterio de dar ap!é~wre a[ artá=w 
l -1! cile! Cód~ elle ~imierel!:o .Penal y de r-e.so~a.bi!ecel'" !cw cooa.so d esta­
do p<rede1icru1,11, no pue<ñen d!~nuerge nDL"..nas y p,-Jnclpllos c¡¡-r.~e aparo­
tan a ampa..-cr .al ttrc~~o diotJ lbuem Jl'e que, oll!Ct~.ullt~do de ese ,;'201dia>, 1'14 
aGtqui:r&b 114l'a óencho no vfncr.t.ladlo en esee e= a la condluctc p=ntlll· 
=te ci!el!cteua del proces!MOO. · 
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"De maJJ~rlt que no porque á la pO<tc;íón <.Id accionan te se 
enfr~.11tú un lltulo de ·prop1mad ante¡:ior que la someúa. ( ... ) ni 
porque hubiese que dar aplicación irrestríota e lndefCX'.tJh lP. al 
articulo 14 del Códtl(O de Procedimiento Penal aún ron d~.sro­
nocimlento de los rlP.rP.Chos de terceros de buena fe y del propio 
entendlmlt:ntn nrm6nico del derecho posil.ívo, tm g~neral, como 
lo diJo nt.rco dP. dichos ftmclonarios. sino por. cuanto la decisión 
de d P.spojar al accionan te de la pooesión que sel{(ln ellos tenia 
sobre el automotM no les corupetia por f<ed'und6n propia de la 
JuriSdtcc:lim civil. al e.star des~int·ul ado ese tercero del iliclto y al 
medlor as! mJemo en $U favor unas pretensiones de contenido. 
contractual, lo que detennlna el dc::;~:onoclmlcnto del ·debido 
procese¡ kgaJ' al actor de esta l.u lela. y lo que ~lica que las 
d c::ci'!<ione$ asumida~ vur dit:ho:; funcionarios constituyan una 
•1a d<: h echo Judicial, cutúo qui<'r<>. que result<m abiertamente 
cont.rarta5 n los articulus 29.58 y 83 1k l<1 Con5tttud6n Polittca. 
descXJ!l<J<:<:n los arliculos 768.769 y 94 7 del CódigO dO! Procedi · 
míenlu Ct•ll y <:onlienen wlli Indebida apllcaCI6Jl del articulo J4 
del Códl¡¡u dt: Pro<.:t.:dimiento Penal". Magistrado Ponr.ntc Doci.or 
Nicolás Bechara Stmancas. Sentencia. Fecha: jullo 14 de 19!»1. 
Deds.t6a: Revoca. C'.oncedeTutela. Proceso 5136 • CtvU. .. ........ 22 

D.í:!l'IDV.ffiGC~O cmx.. .llro pa&ed!e e1juezj7en~ ca cret.:ernoo C4l'J~­
dtiatorle>:i .U ttJS pa:n!e$ !im§tane a :lmpavltfr-!59 ap~U;;;, .el 
-zl con::wmio pNU>1tado od!is¡¡N:t·re~ de dlel''e.t:l't41'S ¿¡~ ID$ ey~>t: M = 
:h!ll'CI11;:ac• !a _.,.arte sino tm llen:ero 1o proC<Uiomte ln'o% ~tw Ic:u: 
l'l'teti~éltitS ,wa:l'ta Q~ &e co:JTi9~ ~~fór;o:~c.~aa; eva 14> 4Jiu.!}':u:sre r;~ 
:;airOO pw-a. o!lli .s>í, y .~óso -roe lliU~&r~ l~ canomcar!ca., ·"'J'"'O'b:!S;r14>. 
El i>~Cl!dmp~4CII'Iliereeo de 41:3ga ob!ígGICéDn ii:lace 'i'li!JJ! ~a aproo~r" <iJ~¡ 
::¡w:;;.¡~o d;!egdl!C fMu:ra:iovse =eS Clil!'l1$)0 d!e r.as v<a.s die h«JW. 

"( ... l el auto aprobatorio de ~' conciliación 1. .. ) emtttdo por el 
funclonarto aqui vt.rtculado, sin l.ener en cuenta que ( ... ) lmpll-
caba el dcsc:onodmiento del derecho de un tercero ( .. . ) porque 
partló d<!J hecho de que la señora Roldán 'dijo ~umr como lll'll".n~ 
dadora·, Incursiona en el campo de laa vi.a.8 de hce:ho, pnr c.:uan­
lo .,... ... »U ol>llgndón. a más de velar porqu<: <:1 acuerdo de las 
parl.tO:.< tu'ie~e la virtualidad de solucionar el oonflkto entre cUas 
iiutodtadoy de estnblecer que el versara ""bn: derecho$ respecto 
de los cuales las partes alli lnlt:rvinicn\.c~ pudieron disponf'I, 
r.:stabn llamado a enterarse cabalmr.nl.e :¡olm; qu<: J,ic:ncs versn­
b a lil concillaclón: ( ... ) 

No pueden los .Jueces frenle a acuerdos conciba tonos que des­
bordan el marco fiJado por la Con~tilución PoUtlca o la ley. llmi­
larse a Impartirles aprobadón. pue" IJe po<.lel'!'le delec:tar su 
ilegaHdnd. como aquí aconteció. deben adoplor la" medld~s para 
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que las partes eorrij¡¡n la l'ómmla en lo que se haga necesario 
para ahi si, y súlo rlc subsanarse la anomalía, aprobarlos; en 
tanto dio no sea así. la conclllat::ión ddl.nlda por las partes no 
Podrá merecer acogilniento pur el funcíuuario Ctrlt.(: tJUicu,oeu­
rrtó.> Maglstra.lu Pont:nk Doclor Nicolás Becharo~ .Simancas. Sen­
!('nda. Fecha: jullo 15 de 19!-11:$. Decisión: Confirma. Concede 
Tutela. Proceso 5155- CJvll. .................................................. . 

~limiDAD §OCSAL: ll\..om.osti"G>~O CJW! kr..f1111~D'. f!lle .mPAWo!~l'll:is~o f!l\2 
m~ác<~Emento s;o!icP.~.uto poli' !a ~llumor.e no 4m~Mcac.n3 ri~ 
iruninen~ pa:ro. S<l wido;. !a .lii:l"S sólo esté o!J\biiga~a ore 1a ~m 
señalada tair.ltc en l4i!J NOtO de ~ SSS como o~rn ei .l:kcmo 605 de 
] 998. Por t«mto, s;( el medleame•Uc:> n<1> f<l>l"O>ata ~del li'OS h> 
rcegatim o sumáDtist:rG!;r!!o no p~ ~P.der~ o!U"'ll·itrarla. en 
especia!, si ei eom¡té ilknb ciento~ :2>1~!\2cliá> 4)11!.14! el peHdo­
Jl.lllrio no se er.!Clten!l!:m en a!gun.!ll áile i.mg clrcu.utl!l;ncld:u;: que ~a-
1>iece el artic:!.l[o a• dei a.cuerd'o 82 die~ Xli'bdater.!o <11e St!lwii 

J. Reiteración no está demosl.rarlo que la laUa de suministro del 
medicamento a 'que se refiere la qu"J" implique un inminente 
rtesgo para la vida del a<x:ionnnte, circunstrulcia que constituye 
un obstáculo para la <:on(:e,;ión de la tutela, porque ru1te tales 
supuestos el derecho inoplnn•do n In salud no tiene el alcance de 
fundamental.• 

2. F:n este orden. la enfermedad de la accionant.e debe ser alen­
dida por la EPS de coruonnldad cc:>n la col.tertura "eñalada tanto 
en la Ley 100 de 1993 como en el Decreto 806 rle 1998 y, en· 
punto de medicamentos, de ac:uerdo <:i1n elli,;lado deo. los autori­
zados por el Acuerdo H3 de 23 de diciembre de 1997. Si el medi­
camento formulado por el médico tratante no forma parte del 
I:'OS puede afirman;e que la EPS no ·está obligada a swnlnlstrar­
lo y que, por l;lnlo, su negativa corresponde a una determina­
ción leb'Íi.íma, que no habilita la operancia de la tulda. 

:.!. Tampoco .Oc tmcuenl.ra la petlclonarta en alguna de las cir­
cunstancias qu" eslablece el articulo s• del precitado' acuerdo 
83 del Mlnlsteriu de &'llud para obtener el suministro de medi­
camentos no incluidos en el manual, tal y como lo decidiera el 
Comité tccnico cienl.ifico. Magistrado Ponente Doctor Nicolás 
Be~ Simancas. Sentencia. Pecha: jullo 16 de 1998. Decr-

335 

. slón: Revoca. No 'T'utela. Proceso 5149- Clvll. .... ...... .... ..... .... ... 36 

D.lmm0Pil2~01i)E.I."~: Elfonclcr.!~=óo..aado incumóen una 
llli~ dle l'teci't<l> d./liar 8ll.i:memto11 J.ll:rGil'f.!lllonalle:~ com ~ en Oll'1l dOCILil'l'tCI'ltl;l 
que CI!Eret:e de ,fturza !~~ ]>I'J3'Cll ~ita .. el: eñnca.J1c e~atlre ·as~~..ee;oa~arete y 
ill[im.enttal"§o, po:r nc ~nór ~ r-equWitoo estc!W~ibs o~rn e[ oliecr.ato !260 
de 11.970, arnel!.llo J 02. & r~iai&a &!'Wwpe<'i&cclble pa<"ca ~reta•• tml me­
dida ef que se enca&en;h"e p~eruun.,.u cacreaitado el pa:rente!'Co G'lei cu~~ 



336 GACETA JUDICIAL Númcm2494 

eme~e e! &1~ de c;:..,"is~enc«Glfam[[dtllr; pcverate= Ctt!~Q' co=ilciJtación no 
ea1 o.suntc ~ ha ley haya •Ja® a~ ¡par= indiwéd~ll'-1 de c·mci!ajw>..z. 

".En los procesos de allmt:nl.os de menores regulados por el De-· 
crcto 2737 d.: 1989, :;e;: establece claramente, en el artículo 148, 
·que c:l juez pndrá ordenar que se suministren alimentos provt-
~innalc<J desde la admisión de la demanda a solicitud de parte o 
de oficio. si con esta apart-'{:C prueba :>iquicra sumaria de lto ca-
pacidad e~:onúmi~:a del demandado y de la existencia de la obli-
~at·iún alimtmtarta, de suerte que ( .. _) nin_!lnna duda existe de 
que es requisito Indispensable para decretar tal medida el que 
SI.' encuentre plenamenle acreditado el parentesco del cual 
"'""rg~ el deber de asistenCia famlllar que tiene expresión con-
cr-eta en la obligación señalada, parenlescn c:uya constatación 
no es asunto c.ue la ley haya dejado ,¡ p;m..:~r indh<idual de 
cada juez. 

( ... ) 
Y r<'-•pecto al valor probatorto de la Inscripción en el registro el­
vi\, el mismo decreto 1260 de 1970 en su articulo 102 eeii31a que 
la in:;cripción en l.'! registro del estado cM! será válida siempre 
que se haga con el lleno de lo~ r"'].uisitos de ley, mienl.ras que .,1 
articulo 103 ibidem establece que se presume la aui.P.nli<:idad y 
pur..-,m de las inscripciones hech¡:~s en debida torma en el regis 
tro del estado ,;,;1, y en ccmseC\oencia con todo ello, en el arlícu­
lo 106 se dlsJK>nt! que 'nin&'lmo de lQs hechos, actos y pJ:O\oidmcias 
rdativos al es4odo ci•'Íl y lo capacidad de las personas, sujet.os a 
registro hacen fe en el pmc:o'"o ni onte ninguna autoridad, em · 
pican o o funcionario público, si no se ha inscrtto en la respectiva 
otl<:ina confom1e a lo dispuesto en la presente ordenación. ( ... ) 
Exisl.c evidencia incontrastable de que el funcionarto accionado 
incm,-ió en·una vía de hecho, no sólo al fijar alimentos provisio­
nales con base en un documento que a la luz de las disposicio­
nes indicadas carece de fuerza legal para acreditar el vinculo 
entre alimentante y alinoentario, sinu también al negarse 
peN<i-~tent.c:menü: a ar:epU.r los nndios lcg>oles utiliY.ados por el 
aecionaill:e pa.ra olt:st)alifi<:ao· el vcolor probai.uriu tlt: dicho docu­
ntt:OJI.o ( ... )" Magi!cii.r-.•dn Pont:nlc DoctorCarlO>l E><tcban ,Jararnillo 
Sdtl<'-""- Scnb.:;ocia. Ft.dla: julio 28 de 1998. Dct:il:liÓn: Confir-
ma. Concede Tutela. Proceso 5183- CiVil................................ 43 

J!,C'!NJ.II!C~ON n!!:Io!l!.EIIUJ.IR.'/11.: No haz~ ~ti.:'lofldjl!.lriG1/c4 dtl: ¡p.~-ez 
Cl:oi<;JoWo eva tut.,f·ta at'3Urio,. e! a~.-e4fo d_, ~«(!olé a~~ona.nm 
C~;.chcó e;'\ eu p~rCpáo nombre y no como npreeentera~e odJ.z e::.1 
poiierdcm~./ DESEllO .i!".ROCESO rouee-vo; ~OP!; lcw &.ci­
!l:l!.c¡oa,l!:!!; de[~ o:tl/.ti!Cl•l'idlll!d!~ de po!icia <l'l't pr6>:!~ inico!tllo!ilm $)CI:Nl! 

.?rnt~r, ~a jll\1)mt.m y teraenela elle Me= :td:>il pro~retll~, ga 
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que corif«ml1l' al <lll'"tlctdo l27 del Cón'ii_go .1\J'actooili:t w .P01M:la. es­
l"a$ m:ediclilliS" maratenGtrón m!sn~ e~j~~~ ;1!.0 decU'la oam cosa. 
Pirw tanto, el acdonantec:uent4 <lÚYHIOra :o;;wdfosode dej'e>ua.}udf·· 
cia.i Wóneoo ol'G:m ootel'a21'" l4 jlro:!eccioo de sus <iloe~élc.s. 

l. -c ... ) Acreditado en autos que el abogado( ... ) presentó el año 
pasado otra acción de tutela conlm el iiispector accionado y por 
identl<'.os he<:hos y dcrec:ho,g· ( ... ) si bien el aludido profesional 
era a la sazón ( ... ) npode1·ado de los aquí act.ores, no presenlú la 

· solicih¡.d constil.ucion.al como r<:pn:~t'lltaote Judicial de dios. 
pu~sto que no tenia apox.kramiento para e&Os fines, sino qu~ 
actuó en fonna perwnal. \u "'""1 es tan de.rto q ue solo a él corno 
P"rt'-' ncclqn..nl.c :;e le notlflUiron la~ providencias y U<-'loi~lones 
emil.idns en esa prctétita acción { ... ) Así, pese a la coiuddcn~:ia 
dt~ ln:chos y derechos. se observa (¡ut.; k>,¡ proponentes ele las 
d!sUnl~>s acciones de l.u tela uo son los rni:;¡nos, vale decir. que 
no hay una identidad jurídica de parte><. d~ rlonde aflora que nt> 
puede ~~tntctur<t.r&: la lr.met1dad que cll.rlhunal e.ncoutró a<:re-

. <litada ( ... r 
2. -¡. .. ) S ilos peliclonarlo& t::<)nsidemn que de acu<:rdo con la 
ley tienen un mejor derecho." pn!:'eer el bien del qu<: fueron de.s· 
»lojados. han ltmido a su dlsposidón Ins vlas .Judiciales ordina­
ria~;. Idóneas para que de nuevo ventllen esos Hspectos. pues 
bien sábido es q11e las doc!s iun<:s de las autoridades. de poUcta 
en proceeos oomu el revisado aon provisiona}es. ya qu e contonne 
al artículo 127 -del Cód~o !\Ja<:ional de PolJcJa ·Las medidas ele 
pollcia pare proteger la JJO~C5ión y teneuds •k hienes se man· 
te1ldré.n mientras el.lu6: no decida. otra '"""':- Magistrado Po· 
nentc Dudar Rafael Rnmcro S ierra. Seul.cn~:lu. Fe~ba: Julio 2il 

.\37 

de 1998. Decisión; \ -<m firma. No Tutela. !'roceso 5193- C:ivfl. .. S:l 

MBIDO RWCE:$0 DIE /F'AlfJJLlA: S: manera:[ s• del <Utlicufo S9.t 
de! Cód~llO de .P'rocedtrnú~!.<> •CWñ~ no pue!Se ln~rpreta;.re .an I!U· 
l rime;oatD die ¡Qa caute1;u q¡ue en ap!~cao:::J<!o-. «tel numerar :z• del· · 
rnwmo articulo u .l'tuibolenm perfeccéonaoo en.olnn p:noo~. IWYt 
!as moedldas tri gen te$ l.ru q;:,e u deb>en ooeanunel" oon: posterlos-ú- · 
dll!dl a la -unfotmcaa de seprurcu:ikin .U b~./ DEmDO P.ROC~O 
EJEClJT'lVO: la seRtet!cU. que on2erul el tr4mite liquidatOI'W de 
la socled~ cor.¡:,'uga1 era proceso & se¡wJ"o~XCI6rn r.:o e=e CDOWi"o 
la p.m:!!lde~~ de eol'l'cyl2ee~la delji'MZ eyue outi:elu.'lte pro=so oeje.c~~tl:i· 
tiO oonde ~giCIOO de W$ cón~es !Mla m.ema<\dr.Wlo. El «i!ecll'et.o> de 
~mate en esk úidmD no ¡pmde cal~arse c.omo uoolo.eo.-to det 
derectw al debt&> prooeiso. 

l . "F..n relaCión con la te;sls de 4u<: el juez CO&flOSC<:n le del proce­
so ejecutivo picrt.!c su com.pe.tencla pam segwr con<><:;P.nr.fO del 
mismo, en vlrtutl dt:l pn>[ertmtento Lit' :;entencla favnr~hlr,: a la 
denuomlante eu el de '"'fÍ IO.rllclón de blene:; y del adelant,.mlen to 
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del trátnílc llquldatorlo de la sociedad conyugal. propugnada por 
la accionan le . ha de obsel'\'ase que constituye un desprop(~lo, 
de un lado. porque Ja ley de r-.njuiclamtento cM! que gobierna d 
tr:\.mlte de la Uquidactón. no contempb s.:m~ante causal de al­
l!:rac.ión de la competencia y, de otro, porque el ml.smo articulo 
691 1. ... ) , p.:rmlte que el Juez clV!l remate el bt~n objeto de la 
caulela y pague con s11 prQduct.o el ctoedito del demaru.luu\.1;, como 
también le Impone. remitir el remanente ( .. . ) a l .Juzgado que ha­
bía ..,.,hnrg.qdo previamente el bten en el pro~ de nulidad del 
ruatlimon.to. o c:l<:< divnn:ino, ele !<<':paraclones de blene!ó. s~g\m el 
c:>lMO, si no hubiera sido sujetado a m~clilla 1\r.m~Jante en otra~ 
ejecuclon"'"·" 
2. EllllilC'Uio691 c.:ul¡, rr-..gla :i• refiere a"( ... ) medidas caul.c~lares 
vtgentes en los pmn~»vs <le nuli<I..U de matrimonio. cli\'On :io o 
separadón de bi~'l't~::;, almomc:Jcto en que cobre e.JecutQTia la sen­
tencia que ucuju tm>< tlc: t.alc:s pretcnsloneiS. pues ello conlleva la 
llqu ldaclón do: la ""''i"dad ~'Cinyugal medillllte lrómilc que debe 
segul.r$e en el ml<;tno expediente en qu e SI! prvuuucie el respec· 
ti\"0 rano (¡u1Jculo 626. Ibídem). 

De donde. sl la cautela decrelatJ¡, en t>\ll".s procesos se levanta 
con ocasión de hal>c:n;c: pé!fecclonado una .~lmilaT en un proce· 
so c:jecuttvo. en !¡¡:; tir~ uu:!TiilfCias prt'.1sta5 en la rc:¡;Ia 2• ya 
r~se.\ada. como aquí acont~ló. mal podria eljue~ dd<Omilia 'rea­
s umir' (slcl la medida. como lo pregona la peU<.:Iuuaria. en el 
trámite Uquldatorio de Iasoc!cdat1 conyugal.• Magl~L(I:I~Io Puu.,ute 
Do~tor Jorge .1\nlonio Ca.-;tJllo Rugeles. Sentenclu. F~d•a : julio 
21! de 1998. J?e<:isión: Conflrma. No Tutela. Proce:su 52 12- Clvll. 

.il)IE)3:il!ll'()J ;'P.\'eC)C'eai::;l EJ'ié:Ci!n'.E'VO: Vulnm e1 &II'Ul'tdl' oe! j'.Jt....VZ 'if..te t3e­
Cí~t4\: ~a t.enrtitunción cz'!.:!?l proceao e:fn t'ertet'"' ~ cue~ea ~ e! 4apo­
~tfo ~g ~\ec¡ot(IU'ai!.e l'lldl' eierte [¡¡ .factt~~ ou.;¡¡;>II'UC 41Je l"ecibtr 
sutNG!.§ :de dúl'lleí-v. · 

l. "( ... ) .U haber lgno~ el juzgado que d "'""dat~o Judicial 
sollcltanle de la tr.rmlnaclón del proceso pur IY"~o de la obllga · 

.clón. no estaba ln,·estldn de la facultad de recibir, """o clara y 
objetivamen te t:mergía del lnformattvo, a pesar dt: que la llllpor· 
tanela de k'\ d el•!nl•inaclón ame;ttaba parar n1h;HI.<:" c•i ello. con· 
trarló ablertaJT1enl.e el ;)rt.ículo 5:37 del Código dt' T'ru~:c:dimíemo 

. CJvU. segi\.n el cu~l eljue.?. solo puede declarar l'-'rmlnado el pro­
ceso en esos -.:venlos cuando se le presente · ... e&:rllt> autentico 
proven.tentt' del e-jec:nlant.c o rlc su apoderado con rat~ultad para 
reCibir. q~te acrec:lil" "ll'"'~" rle la obligación cobmdu y las ~os­
I ,M .. .' 

Y eS que reSUlta n<:<:t:SaEÍO Señalar que 0,50K C8::.09, CO que está 
ctl juego la extinc:i6n dd derecho debatido n 'r'Cclwnado en el pro 

58 
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ce.~o. d jue>< debe proceder en forma prud.:nl.c y "''"m a bit'¡,¡ apre­
ciar los dr.mentos de juicio exigidos por la ky para la k:; d(.'(;l.O~. 
pues de Jo contrariu ,Jc,.aeala las formas propias de cada juicio, 
esto es. las n:gla,; del debido proceso. cuyos preceptos de orrlen 
pühlíco :;e han instituido para la deltmsa del derecho material."' 
Mugislra.do Ponente Doctor Rafael ROmero Sierra. Sentencia. 
Fecha: Julio 29dc 1998. Decisión: Revm;a. ConcedeTutda. Pro-
ceso 5179- Civil .. · .. ·····················-······································ .. ··· 65 

XJE.Im)l(} P.R•O'CZSO PEliTAL. DE.Biii!llO ~CO'.'!li::l XJ.\'l! ~M: s¡· Ja 
adl'l~frelstmceón de j:w;t3cia en efl""'~cio e>'l<rl di!T®I'!io de c~tfgQ!" 
saru:lonca a un ir¡fracl!ur ~la les! _¡~~en.o~. s.w.f,r;.mó!l.lllres no tÜ(gi'Mm 

~efmacl6n para irurocm-eS quebó"~ <lle m.~ propl..os Cierechos 

"Si ( .. .\ la admlnistraci(m de justic:ia en ejercicio del derecho de 
castigar ( ... ) .sanciona" un inJractor de la ley penal, sus fami­
liares no tienen legitimación para· invocar el quebranto de sus 
propio~ derechos, puesto que la dl:'(:i:,;iún judicial punitiva. como 
es bien concx.'ido. tiene efectos personales snbre e( afectado: sin 
que tampo.:o sea de recibo el argument.u ,;obre el consecuente 
abandono rlel1·eo de sus obll.!(aci.;n.,. familiar-e:<, porque en tales 
supuesl<>s el intet'és público mherenl.e al orden social resque­
brajado con el t:omportamlento antljuridi<:<> ju;r.gado. debe preva­
lecer suhre esos aspectos, ascrlo qu" pcnnit.c encontrar la 

· fru!itmdón del amparo constilud<>nal pct;cionado. • Magistrado 
Ponente Doctor Rafael Romero Sierra. Scnl.cncfa. Fecha: julfo 
:n de 1998. Decisión: Confinna. No'T'ut.cla. Proceso 5213 · Clvtl. ·71 

Ei'ICIDEM1/'E ~ DESJ\',CJ'J.:riO: El kman.:iante en tu~<$la e.S'tdi 
.fcwt.~ltcodo ,parn d!esl.&:tór de! irncali[.ml':e 

·¡ ... ) como quiera que el ar\i(.-ulo 26 del Decreto 2591 d•~ 1991 
consagra la facultad. en lavor del demandante en tute. la, d" de­
sistir de su acclón. principio que, se entiende. ~s aplir.ahlP.' a las 
demas cuestiones concernientes con esr.e espr.clalmP-clin rle de­
fensa, entre ellas lo tocante con el cumplltnlt~nt·n ele los faDos que 
en asWltos de csle linaje se praft~ran. y aprr.cianrlose, de otra 
parte, que el artír:ulo 344 del Código de Proccrlfmimtn CM\ ai.tto­
rlza el deslst.hniento 'de Jos recursos lntr.rpuc!<T.cls, y ele los inci­
dentes ... : por parle de quien los haya pmmovtdn, norma aplicable 
ai<'.SSO J)OTe) mandato del articulo 4" (k\ Ot,.,....,\o306.de 199:.!. se 
cancluyl~ que procede la aceptaciótl dd d.-.si.;l imiento del Inci­
dente prescnt;lC]O por el acclonantc: de<:isiún quP. ;,doptara la 
Corte acogiendo el piineipio de economia proc~AAI, "'1 ap<~rtarse 
del c1ter1o relativo a la falta de competencia funcional P.sgnrnido 
'por el a quo. que no cornparle por no ser consonante r:cm lm;; 
prt:visiones consagradas al ctcdo por el inciso 2" del citado arr.i~•­
lu :144 •k la ley de enju!claml~.ntn (:ivil. • Magistrado Ponente Doc.-



340 GAC'C1'A JUDICIAL 1'\ úmero 2494 

lor Nicolás Be<:horn Slm!lnt'M. Auto. Fecha: Dg05lo 06 d~ 1998. 
Decisión : .1\cepta Desis timiento. Pt·oceso 5256 Civil. .... ....... .. . 

mlli'I!'W~tl'l"' :J:f<l M.ELA.: .il4 concñccaón ánilisna ~el ~t!s~d:o 
c¡t.~e se t!lecla~m frnpro~ se debe consiée:ra~ como pnse.i>a ® 1'»­
c!l¡os hwt&rlco,; de los que no l't(.l t¡l!.iellitldo reg!s~ro 

· c:s sa bido que 1& Ct)nvi<'Clóo ínl.ima ct< en la mayol'ía de los casos 
la única prueba con que cuenta el j uez que debe <.:onsiderar Wl 

Impedimento fundaJnelltado en h echos lústÓJ1cos de los qu e n o 
qucd" n;gis\ro, <.'tlonu U~ t:J <:alW 1k la:; u¡•íníones verbales. los 
ronsejus. eLe. Asi. el magtslmdo qul! ~ sabe Impedido termina 
siendo el ú nico sabedor de la Incidencia de sus ideas y criterios 
pr~.m~hi<IM ~n la~ resulr;~s (JP.Il)rOc<'.'lO.-. . . 

75 

En el presente caso. se observa en el expedienlc que la 
Superintendencia Bancaria. por la epoc.a l;'.ri que: mHnifi~!.'t.a el 
Magistrado que emitió 51\ concepto. conoc.ió, av«riJ,.~ló y concep-' 
tuó 8obre variado<.; a...pecto.~ que tocan c•m In 'Juf: fu~ objeto de 
decisión end fallo objeto de e~tudlo mf:<!ü ml" l.ul.,la. En conse­
cu encia. se acepln e l lmp.,rl!m.,n ln. Ma¡,.~~l ra<lo Ponente Doctor 
Jorge Santos Balles lern .. . Auto . Fcch .. : '.gasto 11 d e 1998. Decl· 
,;ón : Acep l" Impedimento . ProCC!!O 5228 : Clvl!. . .............. .. .. .... 77 

DEJ'illJO Pl~OCi!:OO< l'JIE Si:U~I[)IJ<f: E!ju<n <;¡ lRI!l M l!lttl~rnA!le ~.u:. jpat.l· 
c.!~ o:,¡eJ.e 9>!>1fef~a >1>e ;p¡M>Cdse Iom J\l'oto~~M en s~ ct.141.~ Sll! pro~126 eS 
~i~rol!e, con lil<ese e.ll3 ~el mwmc.esK6. e.~ ~.eil' ttie1 a.i'MJ>ua:dlo 
d~ !1!!5 p'-!...-.!.es. v:uSM1T'Ill e~ der.ac!'oo al de~ielo sm:rc~so .llie1 $!l>1ec1ite!'e· 
e;,, !!:S cnéculo S.ll 1 incóso 2', l'llC41'1'Wrnl 7' dle.l Cótf~S'C «i!e ~~¡. 
miento C!~c! <!!J Cllp~k'!!W!e. a ~r de :ter ;owrmc.: pas~et"'<IM" a illll 
S<23\~r:teOO. a <tJ~e.cws <l!e 9tte ei ~z p:ueci!a .Wtene•· i;'ifo~macloo 
•""?l:u:eri.&o. j/MW' :!dlil'Cet'O$ él'lllteres~. · · 

La Sala concede la tutela ante la omí,¡í(m dd juez accionado en 
resolver la solicitud de expedtclón de copia,¡ <JP. un expediente 
enlregru!() al abogado de lae partes para su prol(>coli?.;lciim "( .. . ) 
con la t.rn'l•m consecuente para el Juzgado ( ... ) proced" a reque­
rir al p1·ofcstonal en m"nclón, o a sus representados - ollí •ut:e­
sores -.;en aras dr: 'JU<: lr>f<mncn en qué Notaria se protocolizó .-.1 
expediente del aluclidr> "'"·:<:$OI'io, con m!rafl a que ese hecho se:1 
conocido por el despachojl>dlc;IHI y pu~"<ia as.i dar las infonnaci.o-· 
nes pertinente~ a lo8 l.t:nx:ms <:<.n eventual Interés en ellO$, lodo 
de conionnidad con lt> dts¡m.-,.lo por el lu.clso 2•. nuiDeTal 7, ar­
ticulo 611 del Cód~o de:: f>roc.:t:dlmiento CMI. p receptiva que si 
bien fue Introducida por'la rcfnnna del Decreto 2282 de 1989 y, 
por lo tanto. e!. poste.rtor. de toda., maneras debe aplicarse para 
~'te caso a efe,:tos de que 111 petldonarl.o se le pueda dar cabal­
menle la inronnad(ur tlue requiet't', pues solo nsi se ha.cc::n reali­
dad lo.s !XJ'Il uhulus ~:uusUtu~iouales de primacía y efedh;dad dé 

e 
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lruc derechos superiores d<: la persona.• Magistrado Pom:nlc Doctor 
R3fad Romero S1crra. Scn l.l:.ncia. F echa: agosto 18 dt: 1998. 0~-
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clslón:" ~voca. Concede Tutela. Procr.so 5258 ·Civil. .. :... . ....... 79 

D.ll:B.WO PROCESO C:.."IJIL: V!a&I!Urn e{ dler-ecb.c e1ft,-q~ en proce-
w die deda~.17)C~Il de bien mostl'"l!l~ die ritl!.!!os 11>!!1ot~·res de oonte-
nf<Ro credddcio ordena a la erttldQ41! ~em arnd12da pagu aH ffCBlF' e! 
capd~al más los ~teo-.egea ~ftaliz.ndos. A1 proferir le ool'llAiilma 
se G!(jó o!i! la enttritoo ban.c<tria sin pcsll':>W<áac.! .olor oponer- todru; 
las e.zcepcion.es que a bien ~t"<t-Y rw sólaa.¡z.~eUas permWiifc¡¡; 
cu<:!Jt4o e! titldo ejecut iuo es Ul14 ~ncia !a?ticilllo 509 del Có-
d~go de .Prnoe<fimielúo CWUJ. 

"En relación con ~a· segunda sección de la sentencio proferida 
pur el Tribunal acc!onmlo, ~Unente a la orden a l 13unco ( ... ) de 
pa¡.~-.r al ICBF [ ... } de n tro lie los ctnc.O dias sigui<:nt.t~. lo. suma 
d~: ·( ... ),más intereses. cl(<be o.Jlrmru·se sin art1hagr." 'llle '1oló el 
dAr«:ho de de!cnsa y con1:rndlcclón, el debido pmr.eM y l1,1 Igual­
dad de las.p>Jrt.es. pues cou tnl d""isión el Tl1bunal dc"n"lurali­
zó el obJeto concreto. de In acción declarativa. cone19tentr. ''" 
obtener que e l órgano jud1clal rl~clare un derecho o rt:ladón ju­
r1dlca: y asi se diga que en a l¡,(lmos procesos declar>I!Jvc•~ puede 
y debe el j uez p roferú" no solo la dr.clar'ación del derecho sino la 
conden>l. es lo cierto que en el pTcsente caso el Trlbu11tll ~úlo 
P.Od!a declarar lo.; bienes como mostrencos y modlfi.::a.r la rt:la­
ción Juridiea que pudiere existir en esos bie"lles, dec:lanlJ ttlv qu., 
pertc:ncd:m ellos·aliCOF ( ... ) , ·proceso que docl.rillllhnt:nle co· 
rre11ponde al concepto d <:l proceso de declaración wnsUtutiva. 
!'ero ~• profe11r la condcm• r<;lertda dejó al Banr.o sin pu;~!bllidad 
de cmoner todas la..~ c:.<~:cpcf.onea que a bien t.uvi.era y no sólo 
"'l'tella.s permitidas <; uundo el titu lo e¡ccutivv es una sentencia 
(arUculo ·509 del Códtgo de Procedtmtentn CMl} ... Ma g!J.Itr1).do l'ú­
nomte !)ocror Jorge: Santos Ballesteros. S..OIP.ncia . f echa: agos­
to 20 de 1998. Oecisic:in: Canfinna. C'.on<:eriP. '!'u tela. t'roceso 5228 

- C!v11. ........... .. ............................. .......... .. ......... ....... .... . ...... .... 84 

~ lf'RDCEOO EN E!-l~ AD.Rdw.I'Sl"lR&'JTIIO }1}.'1!: RWOOl\IO. 
Cllll!l!l!:l\J'JJ"'tll DE .!'NS11'rl"UC!'Ol'1 ~~&"l'T.II~o.'W!J: Ef Cl!:§U no wRnera 
e! dereelto de la eretidad asplro.rili!e aB recmtcc!m§entocucm<Wes· 
t<lk>l.ne "'ro P"""'edim.iento especia! :i)Q"Q rern.didl'" oorn:epto a! ll:!í­
niseel7Ío0 de UucC>Cáóra no ¡¡>~ev!$to por ell/)ecr.eto l ~ l2 de l B93 

.. 0~1 articulo 20 de la ley 30 de 1992 y r.J. Decreto 1212 u~ 1993 . 
oriJculos 1• y 2• "[ ... ) se <lesprendc ( .. . ) que d leg!slndor a~iguú 
al C'.nnsejo Nacional de Educnción Superior el <lwer de emitir 
para ant.c el Ministro de l!:ducatióJ~ N¡¡ctonai el OOII<:cptt > preVIo y 
fo.vorablc sobre d ac:redltnm!enlo d e los requisitos que IH misma 
ley señala a cfcd.o de que Wla insl.ilución sea ¡·econod<l" <.:umo 
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unlven!'!dad , y que. en ven:lacl. en la reglamr.nraclón ~xpedlda 
que se contrae a las previsiones del indit<>dn articuln 2• d i'J De­
creto 1212 de 1993. no se.señaló procedinúenw alguno par-.rta 
eml~lón de dicho roncepto previo. 

Corl tal base. ddx: o.;ntenllc.:r:;c 4m:. por tanto. las determinacio­
nes adoptadas ¡¡or el m~ntionado Consejo en punto a la deslg­
nad6n de Wl ponente y de un par académico cmtre SU$ miembros 
para qu~ presidan 1~ gestión de r.omprobadóo de 1~ requiSitos. 
qu~ ell~ pu e<lan prncltcar visitas. para la vertficación de esas . 
ex:tgenctas . o la creación de una 'comisión Acad~lr.o Consulti­
va para apoyar al Consejo Nacional ( ... )'. no se muestran."" lo 
q11., h>eil con la acción de l.utela •¡ue se rumllllna. abiertamente 
contrnrtas ¡¡ Cnrta Poli ti ca y a las normas ur.rás relacionadas( ... ). 

' Si d ( ... ) CESU U ene a su cargo ... rnitlr concepto previo y fav<:>ra­
ble para qu~ pueda o torgan.e por el Mlnlstro de IU'lucadón Nn­
donal el roconocimlcnto de una lnstltuclón unlversílilria, y si 
ademá& para que ese concepto pueda ser emlt1do es na-csarlo 
que modle un procedtmJento de constatación de requi$il.os, no 
resulta alejado de la lógica y menos \1olalor1o ae derecho lunda­
m•mtal d., una •Uliversldad que h(l)'a solicitado $U aprobación 
ollelal. el que dicho Consejo reglamente en ,.u Interior cómo ha 
de c.wnpllr esa mU;ión de verificación que ha de permitirle luego 
conceptuar en orden a la dP.cisión que ha dt< adoptar el Ministro 
de EducaCión Nacional. porque en desarrolll) d .,"""- a lta mlslón 
lnstttuctonal no puede ser. así se des prend P. 11.,1 ee.pirltu de la 
ley. un convidado de piedra a quien ~ólo le concsponde una la 
bor mecruuca. ciega o automática." M10gistnulo Ponente Docto!' 
NIColás Oecham Slmancas. Sentencia. Fecha: agoato 25 de 1008. 
Dec:l816n: Confirma. No Tutela. Con1ge Senh;ncl11 . Proceso 5230 
-Civil. ..... ... .... ........ :.... .............. .... .................. ........ ............ .... 101 

~..z1U'.n;o.t.D SlOCZ/1..[., N'S: l. EN ~lto de 1;\'!tel!.lr:lm pero!l·lll<ll S<t 1114¡­

!re ~Iiadcs e ""ás die =:ox Bntld<lld ~rrooé:Jr'CI &e S<rl !.ld ~ ~w­
lt'~ 'fCW tJi ool:o. 1<& ~ cíe ú:l. cmti~ a=mut®g. :.a 
i!.7§ sá:t:: 3fedr-4 c&lsafi&uct qufeR = e=toeR~ en ~ QftwacióR 
uraz¡ N% alfletcante el tromfte ~~tt. 2. ?ara los~~· 
¿...,.r~ cliel ~··n de 1oz 5e@t!i"'O ~la ~~~3:/.orurs, ~ ley 
·=e..~'~'~',':J~a 4ml':o-esmm..e¡;aÚ! la pasi.!l-i[éoéadi Gie~ l"eew.a!:l!:v:.11.!mro ¡,¡ 
J1Jlctg.n, dv.!:i1!t'n:ll d:l!-8 ciertas á~rrdtante.$, de ~3 ~;!o$ M .sd:u:tii El'~ 

. to:dloS> 1211. a~ e.t::ter.ier. Uil f-aMa tiie F'eg:Ld.u.c46r.t ,~,. ~" entl.!iia.!li na 
OOlU1ii:t1!1'1.!J2 j"U~~ta t!!sccu:s.m pas-12 Bt€9G1 :¡ ~a pfil?$~~. d!.e es~ !Z'ZnJ~-
C'~. 

"El hOOho de que una persona se hall<: allliLidtl a más de tma 
EnUdad Promotora de Salud no det..,nnina, por lii sOlo. la perdida 
de la anttgúedad acumulada. pues el articulo 4\l del precitado 
decre.to 1806 d(: l998) exige a tal11n que dichas entidad e~ cnn<'P· 

e 
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len 'una o varias allliaciones, dando aplit'<lCJOn a las reglas esta: 
bleC'ldas' para tal efecto en el articulo sigUiente, prevto a•1so al 
anll~dQ' . . 

En conseru t>ncí¡l. es indispensable paru lo.'4 Citados efectos. que 
se produzca un acto de cancelación d e la afl.U.arJ6n o afiliaciones 
nniltJp lr."', <X>mu lambii:n que S<: dé aviso preViO al afiliado, a cb:­
lo.~ de que este pueda cjcr(:cr sus dcrcduJs de defensa trente a 
dtcha detennlnación.• (paréntesis se anexó al lc.:xto) Si tales re· 
quislt.os 110 se han (;tJmplldo la acclonante aún :se t:m:uer¡tra 
afllitlllU"' )¡, J':PS, dc.-:nl.ro cid ,;,t.:ma dd Ré¡¡ime.n contclbuti>'O y 
·c ... ) pt•r t.:rJI.lc. t:uJuo ~e a~upara e1a tal vi.nculnclón p.nra solicit1Jr 
la pnl:tccció•t· de los de.t·eo::hos fundamentales ln:voctld os . .Y ha en· 
tiza.do m á.:l de J eo semanas, le corresponderá a dicha cmpre:;a y 
sólo a e Ua , garanttzai'le la tota.lldad del U:a tmnlent.o rc:qur.rido 
con urgencia para conse~var la vtda de la accioua.ntr.: ( ... )" 

2 . "( ... ) 1"'"" In~ henell.,;anos d~l régimen d~ lus $<>guros sociales 
ohllgaoorlos , la ley contempla P.xpresruncnte la JJUS!bllidad del re· 

·m m i<:lm i.,nto y pago, dentro de ciertas l.imltan~!l. de los sen'i·' 
<:iu" d e "ulud prestado s eo el exte rior. ~n el caso de 1m 
'pmcedlmlt:nt.• mP.dim crue no se p ractique en el pals y que de su 
aplicad<Jn se <"Spcrc un bcne1lclo slgnll\catl>-o para la sah1d del 
pat~icntc' (decreto 2:37 de i91lY, modlficatorto del artíc.Uh) 2• d~l 
clec:rdo 1307 de 1988)." 

La Sala ordena a la ¡;;ps que asuma los costos ordinari.o:>~ que 
dt:m>mde el tra,plante requerido por la peten te. "Pru:a ello podrá 
tum..,.~e c:mno ~ia la r<:gtiladón que al respecto contiene el De­
r.rdn 237 ele 1989, •itosquc en verdad 'Salud Colmena' no cuen· 
ta con Ullll re~amenlactón sobre t.ral..,mi<-r•to~ r.n el exterior.­
Mag!stmdo Po;.ente Doc:tor Jorge Antonio Castillo Rugclcs. Ston­
tencla. Fecl1a: agosto 25 de 1998. Decis ión: Ccmtlnna. Concede 

343 

Tutela Pru-c!al. Proceso 5249 · Civll. ............................. ............ 109 

~Al> SOCfAL, EPS: Sl unm ~ttrclain de ~letd no se en· 
cuentra en el J/'OS Q C<:tTgO de una EPS y =~omi>Io ~ esti· 
marue como URca obfi,gacáín lite~a p{ll'>!ktaquz ~ PJe&tW 
ei &tado, llfin!sterioo de &!Ltt:!, eott ~ a r Fbndct <!e l!roftdmri· 
dcd y gcrGnda, en la su.l>cou.entn de ,p7011t0clo6!t a., saiu-G! o ID Gles­
·dnad!o CIJ eyect.o, la entida.<! est4lrim U~<~ a·~ ci:m:J:ra é§~, 
rw COli'W 1411l4t petición o0el demarntcmre $át'W C01\'i!O Cd>t~ c.onncuert· 
da ooiC¡.ada de ~O'S poinclpi05 '*' jw;¡tÓ>CÍ<t e WetC41Allad . 

Si u m\ ¡¡rcatw::ión de salud no se encuentra e n el f:'OS a c.<~rgo 
d e una 1!:1'~ y. en cambio puede estimarse <:<>mo Wl.a obliga<'.ión 
d e asiStol.'nc!a p üblic.a q\le debe preF.ot"r "' F.:l'ltnrln. Mlnlsl'.«rici. tlP. 
Salud', con cnrgo <JI Fnndo de ;:nlirlmi<la<l y gnrnnt\a , r.n 1:1 
S\lbC:\Ienou rle prnmnr.ifon e ir. salncl u l<l dl:~r.lnartn a l efecto. la en· 
t.iciMI cRtaria llamada a repetir cnntra este, no como una peti· 
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ción del dctnandrulte sino t:vmo w lél consecur.ttcia obl.lgada de 
los principios de Justlci& e igualdad a C(Ut: alude la jut1spmden­
c la de la Corte Suprema de Jus.tid• y de la Corte Constitucio­
nal, <le acuerdo con la acredltaCiun y lt~ reglamentación CJilt~ !!Ctt 
del ca,.o. 

Ante la ¡zyav~l"d de la enfermedad del menor, 1>1 Sala conllrma 
la tut ela qut< ampara su derecho a lo S>t lud y en consecuf<ncla 
orrlena a 1,-, E.PS que ~se su abstcnckin y atienda la t-eoomenda­
cllin rk cambio de traü•miento mccilco. Maglsll'ado Ponente Doc­
tor Perln> Lafom J"Janei.!a. SemendÍl. F'echa: ago~;to 27 de 1!!98. 
Declslnn: Conftnna. CoricedeTutcla. Pro<.:eso 5291- Civil........ 119 

~. ~..DSOCL'<L: IArtte sit:uaciD•~ die w-gencia'oo ~ po-
i>lble <>]:!<>Mr perú.ado.s minimos dle c-:>~add>l~. S!O ,¡¡et'l!a <!ie g:an.e:r 
rw eow en :n-.go w ~Mfud de una perso;'\la, gl:no t lilnl>ién e;"& _peU-
91'0 su.lri<ta, aú.7l.fr'mtte a urw. enfu-m.e!lad ~miéa co:r..o c;-ata.z. 
tró)e.:ao rt~iiWSa ~ de•n<>nda cter><:tó1t 7»éc!ica;; ~talan!a 
Cnmediaw. · 

La prestación del &ervi<.:io de salud por p~<r1 e de 1M l!:PS no es 
ilimitado está ~ujeto a ciertas rest.rtcctones. comu la :;cñalada en 
d artículo 164. iru;l$<> 2" de la ley 100 de l993 y en el dccrct•J 806 
de 1998, a rl.ículo 61. 

Desde lue¡¡o, la llmitación no t!l abliOlula. •En lo¡; casos <le 'ur · 
!.{'"ldas', el artic!Jlu 168 de la c!tada lc:y, ohliga a lodas las ~.nu­
dadcs de $ll 1ud de CaráCtér público o privado 3 pn.::;l.ar )¡y.;. ~~l'\1CIOS 

médicos corrc!'lpvndl.en tes, a tod>ls Jo.~ personas, tndep~r)d!cm.e· 
mente de su capac:tdad de pago. con c:argo al Fondo de Solhl>~ri­

dad y Garantía " de 1>'1 En! idad Promotora d.: Salud a la que este 
atlliado el usuario. según el <:<i~o. como asi lo rát.ifka el artículo 
62 del susodú:ho decreto, al dct:ir que la 'atellt.'ión inida l de ur­
&<en cia', entre otros eventos. sera inmediata. s in que haya lugar 
al sometlrnlcnto d., periodos de espera.- Magistrado Ponente Doc­
tor José Fernando Romírez Gómez. Scnl.cnda. Fecha: ~osto 2!l 
el" 1998. Declslóo: Confirma. :\lo Tutela. Prm><:so5271 - Clvll. .. 125 

COBJ!ll'E~ IP'Ol~ .FACroR S~O. l'iVUS>.IID !id'l 'l"UTBM: 
li'!e!rJ nurM12.d ero S a <Witu«re&in cuan<W juez dlsot.oato aa .cWé¡ b! cér-
cu~w rn:re.er:n ¡.., &m>ai71cl:.a '!"'"' se <riiirl""', eni!r,? oo!YM, =~·~1"<~: me-
>ltloll de comu¡>¡fca.ción; ~1eoe su Clompstenc~a r~ecú> de la 
~ttdm ~al tmnbiénacc~ 

-¡ ... ) ""'""".lo c_laco cjue el dc:r~cho cu ya protección aquí se depreca 
es el de la ir> fill'rnnr.:!ón. al compnmd~•· la queja enu·c sus ucdo­
nados a rlos m <:o'llnK de c.omunlcación, uno televisivo y otro esen­
Io. se colige que la <:<ut•p.,lencia para conoce-r"" primera instancia 
<h; 1~ solicimd de tut<:1ól c:"l"h" }" esta rao11ér<.da única y P->:clusl­
vamente en los juzgados ci\•iles dd <:l rt:11tiJ.> ( ... ) y no en el "l'rlbu ­

nal Su~or ( ... ). 
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De otra parte. si bien es electo que 1" especial competencia atri­
buida a IGs jueces civiles dcl drcuito en la norma que se dej~< 
comentad;¡ (articuiG :37 Decreto 2591 de 1991) no cnmprende, 
en el ~uso sub lite, a 1~< ReSistraduria Nacional del & tado Civil, 
s" l:onsidera qu" \al eventualidad no es obstáculo para colegir, 
como~~ dejó atrás con$lgnado. que el conocíruit:u!o .:n primera 
lnllf;mcta de este asunto de tutela <:orn;~¡¡oude <:Solamente a esa 
j~Ttlrquia de Juec<.:,;, pues por a tracción, dicha autoridad resu lta · 
tgualmenk competente para á sumir el tramite y dt-~1~11'\n tle la 
pret.entc demanda de amparo. en lo que toca ron In m.,;,cionada 
enliuad oficial. · 
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1\poy{\da en 1:>" apreclacl.on"" anteriores. la Corte se ah~f.cndrá 
de dectd1r en cl fnndo el a.sunto eonl.rovertido, p01·Jo que, en aca-. 
!amiento del artit:uh> 145 del Códlgr> de Procedimiento CMI y en 
dt\!•urrollo de la C'.Sm;al 2" del articulo 140 de la I'D.ISU18 obra, 
d"(;)nrani nulo lo ar.(uado ( ... ) y dispundTil •·emltU· el e.xpedicul<: 
a lns j uzgados civiks rh:l drcuito de la ciudml .para que. previo 
reparto que deben\ efectuar lo Oficina Judicial·. ~:;unulll el cono­
~Jmlento y l.ramitaclóu de r.:~t.c: caso de tutela.• (p<~~ulesis se 
nnexb al texto) Magistrado Ponente Doctor Nkolá~ Bechara 
SUnaneas. Auto. !'echa: agosto 31 de 1998. Dc(;í:sJ(¡n : Declara 

Nulidad . Remite. ProCeso 52 SO -Civil..... .. .. ........... ...... .. ............ 132 

Mll:McrA O.ll'roro..."lA EN~ 8! e! oger.!dab ha >~id!o ooeiftca· 
do .ll"!~onal'~t~ de ta .,..nt.eooia &e prl;~!!'.<'lll á•wtarwáa. el agen· 
te ca.rece a iegmmou:Sói'il ¡pa:ra im_p1;:gtt<t¡¡·~a . 

. "En cl lránute con~liluúoonl de tutt:la, el hl'L:ho de que el prc:­
sunto petjudlcado por la acdón u omlsJón del Estado o del part.i­
cu l"'r en Jos casos c:;pe(;Uicos señalados por la ley. oomp::.n~'l.<:a 
al proceso, seüal~ la culmJnactón dP. la actuación d~l agf'nte, 
clc;b ido a que el lnlt'.resad o lo de11p1am, al desaparecer las condi· 
d •>nes señaladas en el articu lo 10 <IPJ Decreto 25!H de lAAl. 
l'úr lllnto (el agcnl~) l .. l una vez noliAcada personaJrnr.nf.e su 
h~>ma de la scntenci;>. del Tribun .. l y estando en condiciones 
de promover su pr<>pia defensa, eomo se desprende del mt:murial 
P"'&entado, pcr.-hó la leg:ttJJ.riac:ión para actuar, lo <'JilL: hace lno­
P""':mte la Unpugn,ción p1'eeeoU.da.• (parentesJt; se alll:Kó allex· 
l<>) Magistrado Pcmente Doctor Jorge Santos Oallc:.<:S teros. 
Sr.:ntenc.k1.. 1•'e(:ha: septtembr~ 08 de 1998. Decisión: Cunl1nna. 

·concede Tutela Parcinl. Procc~o 5285 ·CIVIL ............................ 13~ 

~.PR~~Of:lN'iP.A~;La~ 

de rech<war d NlCUrSO de apdadoo a.mó"a e! lilUto CJIOóltüNe ptie-
go dft ea~ al invest!gado d ene respaldo en ~ <articulo 73 del 
i)ec;-etD .! ~ de A 971. B l ..-ecur.so de 6Úp l!ca e.r e:o:trwto a los j¡wo. 
ecsoe dlsdplin....,¡os, !a acc46ra d e tui:el·re ..s émp•~nte. 
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El articulo 202 del Código de Procedimiento Penal no es aplica­
ble cuando se abre plic~o de <~us al investigado, el articulo 73 
del Decreto 196 de 1971 es norma r.Rpccial aplicable al lráliÚlc 
disciplinru1o que im<estiga la conducta dé abogado:~. 
El recurso de súplica es extraño al pmcedimiento qlile se aplica 
en la .Julisdicción disclpllnarta, tratándose de invesllgacion~s a 
abogados y funcionarios judiciales, a tanto que al no estar pre­
visto en el Decreto 196 de 1971. se aplica por remisiún del arti­
culo 90 de tal estatuto, el articulo 207 del Código de Procedimiento 
P~n¡¡J qu~ <:<.>nsab'Ta el recurso de b~;ho. Af<i al ser manlftesta­
m.ente improcedente l<1 súplica, su interposición impli<:a dilación 
manifiesta del proceso, por lo que bien podí<i rechazarse de pla­
no como hir.o d funcionario a~cíonado. cgto en aplicación 
analógica del artículo 38-2 dd Código de Procedimiento Clv11. 
Magis\ n>do T'onm>k Docl(>r ,Jorgr. Antonio Castillo Rugcles. Sen-
tencia. Fc<:ha: septiembre 08 de 1·998. Decisión: Con1Lrma. No 

1'u Lela. l"rlxx:so 5316 -Civil. .. ................................................. .. 

l?i'l~WAUED!!r..&e.rOI1: ~el 4!3~Jrnml\!l> ~=ti:!r.> ¡;¡cepw 
M! ~o:!clóra ~ l::Ú¡<t(i)t.-feie!a Q ,PUGir cilet t=-pi:l!r~o~l.ero~ & oo~á­
B~IS$ ~reé.aric:ci: de! csrudidUlte4 t:~atlne~ e~ di~~~ c~eb 
~~~:..:Wl!<iio pa>-.te <lile~ ~ilo ~eceiw dec~ cane<~Rc..-ia 

"( ... ) si bien los reglamentos dicen que el colegíu ( ... ) es un 
cstableclmlento privado sin ánimo de lucro, que se sosl.ítme con 
el recaudo de las pensiones. lo cierto es que, de un lado, el aocio­
nado ~xoneró la aplicación en el asunl:o de ;n l:erés. económico 
privado, que ahora no puede retractarse sin consenUmiento del 
bcneflclarl.o: y, del otro, porque la actitud de impedir a las alum­
ntlS ( ... ) el ingreso al mencionado centro educativo paTa prn~e­
b'\lir su~ dases en el presente año lectivo no obedece ¡¡ ningun" 
sanción y, en <:a"" de estJmarlo así, habría de considerarse 
adoptado con violm:iún del derech.o al debido proceso.· Magistra· 
do Ponente Doctor Pedro T~.,ronL p;anetta. Sentencia. Fecha: sep­
tiembre 08de'l998. Decisión: Confil'ma. Conccde".l'utela. Proceso 

140 

5335 -Civil. ...................... :...................................................... 147 

.i!ll~O P~O:CESO .I!:.J'Jl':CV'.\'WD: .1\Tc a p~te ¡¡¡ tutetcl! :?lftrl/3. 
o.\J>(~ra...--r i!ce unná;~o;cl.ém del prn= oon ~ em ;u;;;a: ~Cl!$Ut-a ~· 
ro¡;¡[ .q;CJe, ~l)Ci:md!D e[ r=mlrtg€d!o Cll1c~ c\:e¡ oliiMÚc:U~·O S.l det 
~o:~~ .ti~ ñ-L;l~dllmiereeo i?enar, di.gpD<ote ta cancdo~tC!óro cfei cl\e­
~tse .¡:ue es ~e de cobro co;ottef.Wll>·«rnte !ox cc.:~ori::iJ.:u:'! ::accwro::ada: 

B1 articulo 61 del Código de ProcediliÚento T'r.nal <:s una nonna 
eminentcmc:nk •omeionatoria •[ ... ) y, por ende. de inkrpn:t.a­
ctón restdngida, su apHca<:ión debe sujetarse a los únicos even­
tos que ella expresamente consagra y que, consccucnlcmcntc. 
para el caso de los títulos valor'Cs, la cancelación que autoriza 
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sólo rno~d~ r~c.R~r ~n ~uanr.o el r~glsb-o de aquellos ·sujetos a esa 
fonnallda.d', caractcristica que oo es predicable de \os cheques .. 
Siguese, entonces, que con base en tal prec-epto, no podia la res-
pectiva autol1dad penal disponer, c~mo lo hiio, la cancelación 
del (:beque lli<ll.eri« de la cobmnzo <'Jecutiva y, menos, que ese 
asunto judicial terminara. circunstanci« que por ,;i hace inopo-
sible atender la queja de la actora en tutela para que se provea 
sobre la terminación dd proceso t:Jecutlvo en cues.tlón y sobre el 
destrabamiento cautelar de sus bienes, ni siqtlicra enlr:ndida la 
demanda de amparo como mecanismo transitorio, más cuando 
aqui no aparece acreditada la eausaclón para ella de un pcljuí-
cio Irremediable, tal y como lo exige el arlic;ulo s• dt:l Dtl<:n:lu 
2591 de 1991." :\.tagislrado Poncnlc Dodor Niculii>~ B"<:t.ara 
Simancas. Sent.encia. Fecha: septieri1brc 09 de 1998. Decisión: 

Revoca. No Tu lela. Proceso 5279 -Civil. : ............... .................. . 

D.l!:.!lmO .<>ROCiESO DE OONOO.ft.!MT<O: Ara~ el ÚJCe&r.'ll,¡¡>~emienw de 
un conco..-daw anterior a le;: =~éclión de 14il !ey :l:.:il!< de l99S la 
ncrm·ll!riv!dc:ld C~~,PI!cé!e es le;: ~l Decreto 350 de !939 ¡por tan ro, 
la otM4tiiX6 CJ~oCCioi'\Clldlll diel,eril!! h®el>' dr.ut~ iUill ;!~acld.ellt.! en el 
cuo:d ID.s ¡pacM"..ea ~1!:\.rt:ll:l c!le sM <.le~M oll'!.e de.fe•'laa y pnieliMl, Stl! 

«l'l'ltfsll.ér<>. geVP.era !a ~~mi!raerocdDia ltim.fWIV'dl!d!G: 

"( ... ) cuando el numerall• del citado articulo 237 de la ley 222 
de 19\JS· dice que esta ley se aplica Inmediatamente. no se refiere 
a todo el fenómeno del hlcumpllmlcnto concordatario y al efecto 
de la tennlna.clón, sino que solamente se refiere a esta Ultima 
consecuencia. Pues dice el mencionado precepto que debe apli­
carse Inmediatamente la ley 222 ·cuando fracase o se Incumpla 
el eoncordatn. t!n cuyo evenlo. en vez de quiebra 5t: ad~lan~.aní 
la liquidación obligal.olia'. Por el contn•rio, dicho pre<:epl.o no 
ordena su aplicación al fenómeno mismo del lrncnso, ni n su 
incumplimit';Jll.n. ni mur.ho n1cnos a su p~occdimkntor sinn sim­
pl<:mcn l.c a la consecuencia, esto es, a que no haya 'la quiebra 
del régimen anterior'. sino la 'liquidación obligatoria: del regi-
men actual. · 

Por elle>, siendo aplicable el Decreto 350 de 1989 <:1 l.rámilc de 
'incumplímienlndc un ~nncordato. anterior es d de un inddenle; 
en d cualla~f vaclct< go¡:a.n dl' ::;u dcreebo de ddcn::;a.y r>rucba, 
mw.n vvr la cual su olllisiún debe gen~mr la vulnemctón ampa­
nula." Magi~lrado Poncmc Doclor Pedro Lafonl P.ianella. Sen­
tencia. Fecha: septiembre O!) !le 1998. Decisión: Confirma. 

153 
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~.ACJ'DM .i'ORACT.W.&: Ei socio nc ,gstá ¡egél!i~o par~ p.-e­
S>mi!ow ~ <!iie rureia e~ rer.m~J'we die ~ti! wci~ca~ DE 
~On: [a Co~e no pallede, sin 'inwmr- ere ll!n desqjirero, cam-
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!M.!<!.- i4l'. o0rólil11<1!dón, e!.:Waratr ~Mil C<ll1li!O o!ldecuado. <> ,.-lmpl~~e,e 
CGISC4r lGi lF.er:Jt.l!n.ci<!i!,p«W CDM~r<:l9'i<ll a!1J<MI!.ecu<IG'I«!! oO> ~llfma7~ ÍMo· 
$\'('-¡. ~miei"JollO pOO~ l'l=· no sóia i1ID ¡., at~á U! ~. mno qg,:e 
esta ie prol:lát:.e avr<>g<li"SS. La _pre~ensló:t ele~ a.cdon~~e Gle ilUII-l!· 
1<:: e.'t u.ts s..ntltdo es improN<i/ent.e. · 

· 1. ··c ... ) la sociedad es pcraonu dis tinta de sus socios lnd!Vldual­
mente consic:l<:radU>~ (nrt!culos 2079, ln<:isu 2", Código Ci \1ly 98, 
ln r:i&J 2" Código de Comercio), que ar.túa por medio de sus repre­
sentantes. ( ... } que mientras la socl~.dad no se liqui de, ntngurl<J 
de los socios, o el socio. (mico, por cuya ra?.óJ< aquclbt:;.., baya 
dlsudto, pu~·de wll.l!lderar propio dcrediO o interés alguno de la 
:;oci<.:dad. y que en caso extremo. por actos u omlstones de los 
adminlstradores <k la !«>Nt:tl>~d. un '>OCio- que geconsld~ro ~r­
jndicado por tal com¡l0rt~n1"!1~ni'O- p<>drla actuar paralelamente 
o cu \Te~ de aquellos admlnlstmrlun-.s, pero no itue proprio. stno 
tum sur.i,fmio, ~s decir. no paro. ><i, •lno para la sociedad. 

Lo :mtt:rir¡r paru re:;altar que. no t iene aslrkro v~nl!ar que el [ ... ) 
(a<Oc:iomuolc) aún <m el :!>Upu~to de que fuera 'pfl)piehuio úmco 
de Jos derechos OOroot:n:lalo::s de la sot'Jeda.d ( ... )'. esfé lq.¡il.im:ulo 
pruu Incoar acción de tutclu ro cau S<l de ''Ulneractón o amenaza 
de dexechos fundamenralcs :'luyos por obra de sentenCias _judi­
ciales dictadas en un pmr.r.!«l r.n q••" ;,¡ no fue parte. sino que Jo 
lile la sociedad de que dfr.í: hallr.r shl<> "-if.elnpre ( ... ) representan­
le. y en el que. por lo dernál! ellO JH><lP.r P.n tal condición."' 

2. El r~<:ur("(.'Jlv~ en culiuc!ón debe tener -¡ ... ) un cuidado espe­
<:htl y lUI c:;mer•J lógico que rebasa el .qunp\e tsclarecimiemo de 
woa violut:ión de norma sustancia l o ele do::rccho fundamental o 
de C(lmi~ión de una Vla de hecho·. cnmn ""'"'":ió1i ,;ufkiente 
para permitirle y aun 1mponerle lili trlhurotol "" ' """'c.ioín que, si 
llega a considerar que el a¡(ra,~o e,:; '~'"'"""· pro"eda a casar la 
sentencia récurctda y dJctar le. de reemplazo. como guardián 
supremo de legalidad. No'"' e~ el $entido de la casación. y no 
e-.o; e.o;e su reglmen. 

3. [ ... ) al tlesed1ar los cargo~ por hah~r. suJo nolll pmpu..-sto:;, 
esto es. por haber lncwTido t:l c:aRaclonill!;;, ·~n un de,;enfoque, al 
no haber correspondido Rll M.acl" " " h• ¡o rgu m en tación o secuen­
cia lógica del Tlibml.al. lo que htm 1" Cort~ fue ejerce-J' sus fun ­
dcmes dP. juez de casaclón. dCrllro) <I P.I í.rmbilt> ciP.rto de sus 
1x11kres y sujetándose. como no ¡)I'>IJiu menos de hacerlo. a la 
disciplina nonnativa del recurso. La Corte no podía salirse del 
==que la re<:urrcntc le lra-d> con .~us cargos, y si esos cargos 
no pennltian la casadún , la Corte no podla. sin Incurrir en un 
desafuero. cambiar la acu,....,ión , "'lobora.- uo1 cargo adecuado. o 
simplemente casar la sentencia porCOil9idem rta lrmd.,.;uada o 
estirnnrla ilegal. asmnlendo poderes que, no aolo no le otorgo la 

' 
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ley, sino que esta le prohibe arrogarse.· Magtstl'ado Ponenle Doc 
tor Fernand<> Hincslrosa Forero (Conjuet.). Sentencia. Fecha: 
septiembre 11 de 1998. Decisión: Confirma. No T\llda. f'l'<l(:t":So 

349 

5238 ·C!v1l: ... . . . . . . .. .. . . . .. . . .. . . .. .. . . .. . . . . . .. . . . . . . . .. . ... ... . . .. . . .. .. .. . . . . . .. . . 168 

D.EBIDO nG'C&$0 DE RES'lll'iiTJCEO.I'!': ~ émpTG~Cedenre la acción 
de tutela cua1:1rtlo, por m.cur. .. pUmlento oi'e !a call'ga ;pll'er.oista era ei 
ouüculc:> 4!24 pa~'l"q(o 2" numeml 3 del~~ ds ~áT.~téen· 
to Civil, e~ <Olemando!tdo no paW.Q ónter,poner los l"'!CW$0$ pt'OI!e­
oi'enltes ccnllnlla smtencUa ~ r:ID mar.!J eill cuenta fa contestacéón 
de la dero~taroda, a pesar&!! ;pago troo!dal de eárooraes 

"( ... } si ( ... ) la parte demandada dio oportuna respuesta a la 
demanda y presentó la pnteba del pago de las rent.,s cuya mora 
se le imputó en la d~n1anda y las causada..., ha~la la fcclu:1 Uc 
pn:scnl.ar d escrito rc:.pcct.ivo ( ... } "" <:vidente que oon dicho 
proccd"" ad<¡uirió el do.:rccho a que su n:p\ic¡t y las (:X(:epcioucs 
propu,Sia:l para cncrvaT la"' pTCI<:nsioncs ck la actora fuesen 
tenidas en CUenta y se les l.mprhnlese el t:J:a.m!te de ley, pUe$ la 

. · postertor lnobsen'!lncla de la car¡;a hnpuesta por el parágr~o 2• 
numera! S• del precepto premenclonado. traía por consecuencia 
la desatención de las peticiones que formulasen encontrándose · 
en dicha situación. sanción que en manera algwm podía exten· 
derse a actos procesales realizados antes de lncun1r en dicha 
omisión, condiciones en las cuales es l.rrefragable que el accio· 
nado Incurrió en .el desafuero que le enrostran los accionan tes, 
pues sl.njustlflca.Clónlegal ( ... ) no tuvo en cuenta su oposición 
{ ... ) 
Sin embarRo. no puede perderse de vista que para. eruncndar el 
desatino eometldo por el ju2gador. la parte afectada contaba con 
diversos mecanismos al interioT del pmc:eso', cuya utiliY.ación le 
habria permitido obtener el re!'.l "blecimienlo de sus derechos 
( .. ,) memnismos que si 'no utilizó, ( ... } fue pol' no haber dado 
cumplimien lo a In cnTgn impuesta por el articulo 424 pnrógn>l'o 
2a nuin~ral ::1° y por ,~·nnt.ern carecer d~l derecho n l}Ue fu~sen 
admíUdos. 

En l;;,s co•idi<.'ione>< descritas. no se rémite a dud~ la improce· 
dl:ncia de la at:ción incoada, pues si los recursos puestos al al­
r.:anr:r. dr: los demandados para ser rest i luidos en sus derechos 

· nn pucUf:ron s~r u1 iliY.<I(It'.ls. rue por su propia c.onducla omls~vn 
( ... ) lu1:go n(> pu.:den ac.udiT a la tutela pam remediar los efectos 
tlOCi\•(J~ de SIJ prnpia inr:nTia { ... r· M;lgislnuio Pon~TJ1~ nnc.:tnT 
Jose Fernando Ramirt~?. Génnf!'.t.. S..ntenc:i;;,. F'ec~ha~ sP.ptil!!nbr" 14 
de 1!*:18. Decisión: ConJlnna. No TUtela. Proceso 5:~46- Civil... \RO 

DEREC/i.ro' A U .I'GI!:IiliLD.AD .li.N.i'E .KA LEY: Mo es prncederate C'l'td!­

iUante rutela so!fcitar t¡¡ue se adopte .iMJ!:rD ef c00.00> rtlei accáov.!amte · 
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la él:!lCÜ<Ióil! en"Ó1S:S>4 (N'oferlda ere o2;ro proceso¡ e~ e, .. ..,.. Jc.~-diicia[ 
reo oorwl!ita.ss;~ej=:te de~~. ni p~ e..-íg[~ ot.>a~Jll.m· 
w JlMal"'Z Jo:;¡ col'toe~~6:tt okrutteelaS clieSGC{eM:os 

El accionantc no puede fundamentar sus aspiraciones en "( ... ) 
la <:ircumotancla de haben;c rr.conoctdo dicho beneficio ·¡auxilio 
de vclúculo) a ( ... ) trabajador de la misma empresa. en las sen­
tencias ( ... ) pronunciadas por el Ju-.~,;nln ( ... ) Lahur.lllld Cir­
cuito (...) y d Tribunal Superior del Distrito 1 ... 1 dentro del 
proce~:>o ordinario laboral en el cual fungió como demandante. 
sin tene~· derecho a él, pues no puede prrcicr"c cil': Vist;J r¡u~ de 
confomlidad con el prtnclplo c~1.a hlo.tido por el artículo 17 del 
Código Ci"il " .. .las sent.t~nr.ia~ judidales no tienen fi.terza obliga­
tarta. sino respect.o d~ 1:1"' nmsas en que fueron pronunciadas' y 
por ello a los Jue<:cs les ""tá vedado' ... proveer en Jos negocios ele 
su compete.nc.la por vía el"' disposición general o reglamcnl.aria', 
luego la decisión tomada dent.TO del proceso promovido por dicho 
trabajador carec:ia de li.ttT/.a vincuÚtnte en la deflnl.clón del asunto 
.•uhjudice, menosaün s1cont:lla.., reconocióunderechoaqtUcn 
no podia beneficiarse de Cl, pues el error judicial no e.onstttuye 
fuente de derechos, ni puede eri~,'irse en fundamento para la co­
misión ele nuevos desaciertos." Maglslrado Ponent.e Doctor José 
Fen•ando Rm;nírez Gómez. Sentencia. Fecha: septíembre 15 de 
1998. Decisión: Conllmta. No Tutela. Proceso 5318 ·Civil. ........ 186 

i!.~.r.'!'E.tWCSO.!'i POR &CTI'I'J.\ EN ':r'VT'.itU/l: !es accéórJ .'\!IWZ prete(li!Q!e 
~.a ~e~ 4l! un ro!Omi'W pa;raql'.ole e~e-.Joe .conf;Moto ~ =:riornro. p::Jibeá-
.ca dlel;e preseataroe par mtilos; ioo !mte:rod~:~;te..\~ P-eJ e.! 1te~ 
)M<id~co: e8 i!'Wemp~ta Ia legi:tr.m~.cM:~~. =·ta~'!o ~~ w.te!a u pl"l!!· 
U~te.o! só¡o 190~ 'lll.YDa de las; pll'r~. 

Si el objeto de la petición de ampM(I "s ohlener la orden para 
que el Notatio pennlta que sr. f'l""e un t'onl rato a escritura pü­
blic¡¡ "l ... 1 la tutela. al Jaual que dicho negocio juridico, requiere 
la volw1tad expresa y unánime de lodos lo~'partíe.ipes en el pre­
tendido acto. ( ... ) de lal m"nera que al no haberse propuesto 
esta accl.ón por tocios lo:s interesados se genera una le¡:Jitlmaclón 
.Incompleta. ,;in que sea admisible el patrocinio de Jos intereses 
de los aqui ausentes. por parte de los accionantes, toda vez que 
no esta acreditado que los prtmeros se encuentren Imposibilita· 
dos para pmmover su propia defensa. • La Sala c~onfinna )¡, rleci · 
siím de,.estimatoria de las pretensiones. Magistr-Jdo Pon..,l.e 
Doc:Lor R;1lael Romero Sierra. Sentencia. F..cha: sepl.íembre 16 

de 1998. Decisión: Conflnu .. <t • .No Tutela. PnJCt:so 5302 ·Civil. . ... 191 

Mjlj[m~l"'.P.Cl2SO Cil'II.!L: el p-o ~uc5= eso ~t ~;tu, elle ~e.r.· 
·-<a! c¡¡ue ¡p~lde ~fr ei in~~ .e.t olo>eene;r e1 oeMmptimaentl:i> 
(~."[a cb!S.!I'Q'4lión de~«"' ~rurdl! púbUc.Jll g ~otr úc.m;we-
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Me. GdpridG e;oa ~"' c!e co.qcffiacim!, ru ra oocl6A de rute­
la nl el p~de e3it."egGI~Wn p~erttes. 

"( ... )bien sabido e~ que la conc!llac'!lon en Jo.-julc::io.~ d01:<.:1aralivos 
apareja la terminación dr.l r>rt.><:eso, hace tránsito a cosa Juzgada 
y presla mérito t:l~u•w•.• (articu lo 101 Ley 446 dé 1998. antes 
nrt k ulos lO l. parégrnl'o 3 Código. de Procedimiento Clvtl, 4 y 6 
T!ecreto 2651 de 1991}, de tal manera que en caso de renuencia 
de una de las partes en cumplir \'O!Wltarlaru.ente COtl. lo acnrdu­
do, e~ lógico que deba "~·udtrse de n!levo a 1::> odmini~Lrnc!ón de 
justicia para 1" satisfacción de las prestaciones Incumplidas; 
situación que es disl:in ta en lo9 trá.milcs cj<'.nttivos donde el pro­
cesn solo termina cuan<! o se cumpla la oblig~eión tal como que· 
uó r.nnciliado (articulo 1 02 J.ey 44<> de 1998 anks 7 Decreto 2651 
de 1991).• El accionan te cuenta cort rnedins de def'en5tl para ob-

. tener el cumpllmlcnl.u ele lo acordado en auclir.ncia· de concilia­
c ión, s in embargo, fmllmdose de la· obligación d., canc::elm· 
escritura de compravenLa cnn ID consecue1tle ce~Utu~w1ón ()en­
trega material "( ... ) no ee pertim:nte adelnnta.r un proceso <k 
entrega rttalcrial dellrunueble en fom1a U1dependlente ( ... ) <.:on 
base en el artículo 417 del Ccid!J.(o de Procedimiento Civil, ¡¡or ::<er. 
claro, confonnc a l mismo artlcu'lu 501 ibídem. ( .. . ) que se pu ede 
acumular a la prcknsióo de susc ripción del respecUvo doc.u­
mento, la enlrcga del bien ( ... )", M<~gislrado Ponente Doctor Ra· 

· fael Ron>r.n) Sierra. Sentencia. Fcr.:ba: :septiembre 21 de 1998. 
Doclsit'Ju: Confirma. NoTut.t.la. Proceso53J9 -Civil ............... .. . 

CO§EW'K'JJ& ~~EPI!~. COim.l:c:roD~OOt'l!n 
mNW;: en cU.:lí'4¡¡::.tltr p<D:ñz cfiei temtWÚP CoO!omilmn~W oep'-18d!era 
dlemcmdla;r los a:cl!os u o rnisf011es cll·fl eett:!.'!l e!'li!idla~ sút coM~· 
ración cl :oli!:W donde se i'tiLID•\ei711t eso:pedl1do e~ aceo ·~'ltini!ltrntC:oo 

Reiteración: "( .. . ) dada la razón de ser de la referida ar.ción, en 
cualquier p~ dd ten11oc!o <vlnm biano se pueden deunuu.Jar · 
los actos u omisiones de estas entidades. sin consid~noclón al 

· s!Uo dor~dc se hubiere e.x:pt:dldo el acto admJ.nistnWvo qut: dio 
origen a la supuesta amr:nax.a o vulneración de los mencionados 
dert:•~ho$. sin que pued~ aflrrn¡¡rse que en tai..-B casos deba coin­
cidir ese lugar con aqut:l "" que aquella realmente $<: lwya con­
cretado, o que pa1·a imp~:l.rW' la acción de tut<:la ~¡ ucclonante 
tkba tra:;)adal'Se a 1" ciu~lud donde esté racH<:ad:t la sede prtu~l­
pal del acCionado.· Mag!lllrado Ponente. Do<:ll)r Jorge Ahtonio 
c .. ~uno Rugeles. Auto. Fecha: septiembre 21 el" 1998. ueclslóu: 
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OU·lme Cunfliclo. Proceso 5383 ·Civil. .. .......... .. . .. ......... . .......... 20'2 

DERECP.IO AL '!'fiAB.4.IO, PERJVICIO ~AmE;; la cfe:so>tncu­
!cu:!6n ~ j>l"'!)dudda por une re C$.."n!crur.rción G4mfnlstf'ltt· 
li»<a. ru> ti,.,... lo core1'3<:>~=lón capaz ;>a~ia ge~:r w... .eftuozcU.ro 
d"' dcJ'io f1Y'<t~ o i"""'b"<U'<lbte 1 lJIJErP.RO .ll!E V 8FEI\TSII. JW.EC!&!L, 
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IMC.""'J..N.ffiii/JO 'l"l~Ui.il!<il.Yrol@O: L!t ¡¡:>lrlliCe.!ilomciGt de[ m:oapmro oomo 
~í= m:.J11S~torío Gt pesdr oi!e etdsi'!fr L'(~WS ele ~IN~judf· 
cla~ (CorW CQI'3$mucáona! su ose DE A997J es~á sa.~loll2diitcuia c.: !a 
er.ásU>n:>W d!e ~uacio,. ó~ar~es • .iLa d,gmo.,-.¡r. de g~ pn;t:e$05 
1cWo;ra~ :reo es cvgt:Jmernw l>liliído paro Ol!e.§~l!iw.Jor e,.U> m;¡Qiso cie 
cl!ef~.ic.ldicic!i. 

l. "( ... )Si bien t:s cicrt.o que la doctrtna comstit.uclonal en el fallo 
SU 039 de 1997 admitió que la tutela procede como mecanismo 
trans!t011o aun cuando el interesado dlspcnga de la acción con· 
tencioso adminisl.rativa, n aún a pesar de que la suspensión pro· 
vi~;<ir.mal se k haya negado en el respectivo pmc.,~o. l.r.dtase de 
w1 concepto que no debe entenderse en forma amplia, sino res· 
trlngida a los CQ.SO!:I en que las rnt'didas protec:toras de los dere· 
chos fundamentales vur el juez curo•Lil.uciuroal aseguren su goce 
y vigencia frente a vulneraciones u amenazas que requieran Wla 

soluclon de · ... extrema urgencia, para evit:at· pet:Julclos o sltua· 
clones Irreparables': porque de acuerdo con la misma Corte Cons· 
titucional , esta acción no es péll·a sustituir los otros medios de 
defensa judicial, n1 es objetivo de la j ustlcla constitucional to· 
mar el lugar de las demás jut1sdlcctones a través de una cxlcn· 
slón ilimitada de la tutela, de tal suerl.e qur. no es de recibo el 
argumento atinente a la demora de los procesos laborales, ya 
que admitir ' ... una fundamenlnción de este ten(ir impli<:aria en 
la práctica el desconocimiento tanto de la cxist.r.nda de otros 
n1ecan1sn1os judicialeR como de las dcmá~ .iurJs­
diccion:es.'(Sentencia T -119 de 1997)• (pa,...;ni:esis se anexó .al 
texto) 

2. "( ... ) la desvinculación laboral prociuclda o~etlvarnente por 
una rees\rueturación administrativa, no tiene la connotación 
capaz para generar una s1tuacl(trl de d~ulo grave o Irreparable. 
aclual o inminente, de los derechos superiores que deba ser so­
lucionada con las medidas urgentes o impostergables propias de 
esta herranúenta procesal. • Magistrado Ponenle Doctor Rafael 
Romero Sierra. Sentencia. Fecha: septiembre 22 tle 1998. Of:<:l-
slón: Confinna. No Tutela. Proceso 5355 ·Civil ....................... . 

Co'IDUCli!)fl.!D.<'i~TNA, jilli"il!:l'nD~iDEU.AID~ 

~afi: i!.Ds CQal.$al'labl4!!'2&& ~~eel'3 de;rec!'i!l!l G: §m~c:r cr ccalto. 
~ue od!cc1"4i!ota 1a C41:ducádl!!~t Clld:mir.li.s tfl'a~lv<ll an eorotl".r&tos ceie.iltl"a· 
~ !IJ@L" ci d!e ca.¡jml con ~Cll adm!nist7t:I~!mt. vurnm ct cri!enleí'&O g(ll 
·l!l<l!~~ ii'..CCaOI'3·1'Jd!c;: '\JIU' 00 od!w t;'ém4;t,e. Q Nos~~ ~1:1~ 
~I!IS ~w aque2!os. 

"En el conln•l.o d~: a.rn:ndami<:nlo al cual se refieren Jos actos 
adminlstratlvos controve1~ldos por el actor, se facultó al arren­
dador para dedarar la caducidad administ.Tal.iva del mismo, en· 
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1.re otrns causas, por la muerte del arrendalario ( .. . ). Sin em­
b 'lrgo. de dicha prenogatlva. cuyu <'jerci<-i o efectivamente apa­
~a la tenninación del cOM<:nloy la imposibilidad de continuarlo 
con s us sucesores, por uv o:x.lsUr acuerdo sobre el part.tculac. no 
put:.ll<:: seguirse. como lo pretende el ac.c.lonaño, la lni:'><IJ!Itenr.:ia 
U~ persona que pueda reCIJlntA r contra \al determinaCión. pues 
no puede perderse de v1~tA ~1ue lo» herederos del arrcndat>Jrio, 
le s uceden juTidicamP.nte y oc.upan su lugar como Ul ular de de­
rechas y su.Jd.o el!; obligaclones , en t.anlo sean lransmls!bles. con­
dldón en hl cual estan facultados para ejercer los derechos 'l" " 
le correspondian en el u árnll.t< ad núnistrativo adelantado para 
hacu ~r .. ~iva dicha po~lud , oomo Interponer los recur59s le· 
galment.c '"lmisibles. por no e$tar cobijados por !a 
lntransmlsibilidad que pretende al.ribuirles el ac~lonado. menos 
nnn ~uando a la declaración de cadur.idad administrativa del 

· mntrat9 van aunados un~ efectos de <:ilrácter patrllllOnltl.l (aan­
t:lún del lO'ro del valvr del contrato)., de los cuales van a ser 113.­
"'"""~ a rP~~pondcr. ~n el evento de no ha,;.,rse electivos con la 
gara n1.ü1 c;nm;tttulda por ~~ r.nu ~ante, preclsa.tnenl.~ como suce­
sorc!! ~~~ é,.rP. en las pre• lo.r.lcmes resultantes a "u c:argo como 
coM~uencia de la tcnnlnacton del pacto . 

A.$llas cosas, es irrefragable que la ausencia del requ181to cxi~­
tln.por el articulo 52 del COdl¡:;o Contcm:iosoAdnllnJstraUvo alu· 
~lvo al !ntcrcs que debe asl&tir al n:c:urrcnte. esgrimida por d 
accionado como pW1tE:Ú del ;cchA>.o de los recursos lnt.t:rp\lestos 
por el actor, resulta arb!trarfa. carente de fundamento y por ende 
lesiona su derecho fundamental al debido pmc:e~o. pues merced 
a clb le cercena a!n juBI.II'i~o.clon la prerro!(ativo. de ejercer la 
le~tirna defensa de Jos d<:rc:chos que correspond\an a quien su­
cede. en la actuación administrativa referida . al impedirle ulili-
2ar los medios pu estos a su alca:nee para el efecto lJldit:ado.• 
M"¡,li$trndo Poru:nt.c Doctor J osé Fenlam.lo R<unirez Coma . Scn­
l.cncia. Fecha: septir.mbre 22 de 1 998. Oecislón : Revoca. Conce-
de Tu tela. Proceso 5356 ·CJ.vtL .. ........... .............. .. .. .. .. ..... ........ 211 

DE.'tEC1rohR..'!!P'JWl"l!!ID..IJ.,D.!i:ai\170~DCEOO~F~E1ew. 
cero q:ue adquiere wt itomue.b!e. C<ltt pOSltmonidcuS a !a nudiida 
ca1.tte.tar ~ reg;i;;t:ro éle l<il demand'o>t rno puede picaroeea..-el dc:wo· 
!J~I.mtento de Se.! denech<> aSa zwopfe.ia.o! $a !a 51!!reifeno14! qeoc ~&e 
p;"'du.ce en el prcceStP n>.gis:lrado le es deif~e 

"( ... ) no ~s de recibo el argumento del inconJ'onm; en curultu a 
que perdió su propiedad sin """ oído y vencido en j u ldo. pue~1.o 
que la 'tnscrtpctó"! en el registro público inrnobtllatio licnr. efec­
tos de publicidad frente n terceros. oomo gcnéricamenle lo .:on · 
sagra el a'cticúlo 11 del Oecreto 1250 de 1970. entre otros y 
espcCilllmente lo preve el ( ... ) nrticulo 690 dd Código de Proccdi-
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miento Ci\'Íl para Jos casos de inscripción de la demand•1, de 
suerte que es Inexcusable invocal' desconocimiento de las ano· 
taciones alli realizadas, por cuanto no consultar debidamente 
las correspondientes matriculas inmobiliarias anl.es de llcwar a 
cabo negociaciones sobre bienes sujetos a registro, (:onstituye 
culpa (articulo 63 Código Civil) que no puede im'Ocan;e en pro­
vecho propio, segun el prinr.ipio universalmente aceptado.• La 
acl.u<lción del ju~.gado de familia que manl.uvo la declstón de can­
celar los registros postertores a la Inscripción de la demanda no 
se muestra capric:hosa o arbitrarla. Magistrado Ponente Doclor 
Rafael Romero Sierra. Sentencia. Fecha: scpl.it~mbre28 de 1998. 
Decisión: Confirma. No Tutela. Pl'Oceso 5380- Civil................. 217 

.0.\'!::a;;ll~ i!"~OC-.:so C.~: Le "~:!óon ~IIJ:e: •t•!eg<l'. 02!1 rnrntztor;:nte ei 
reooVMl\cisnimto .o!.z ga.s:to5 corno $$7'1*Jfeto.a .PI!!lbM~ fb' adim~l'ilii.§tn¡. 
CWL'l .p¡,zg inmMe.'á>i\e lll<ij':u;<liclll<ilo rr.o -~-17'<! e! oi!O!il'l!'~Í'10 IJ'!W' CUI!l:l'ttO 
1'110 ~,;,,~ ¡:<:~.,¡,;m;, .1~~ ~- a~tt<tl'ite :lli!:::<m.«:>eer¡os 

l. La decisión que 1úega al rematante el reconocimiento de ,¡as­
tos como sen'iclos públicos y adml¡listración del inmueble adJu­
dicado no es injurídica pol' cuanto. nn exisl.e disposición legal 
que aut011ce reconor.eTlos "\ ... \y ello cru:ucnt.ra cxplleactón e.n el 
hecho de que estando Sf'cue,.lrmlo el bien, es a1 gccuestl-e a quien 
corresponde entenderse con la adnúnistractón del mlsmo y quien, 
de haber sulragmlu al~:.<unu. deberá rendir las cuentas re.spec.li· 
vas al terminar su hmción, a electos de que el .Juez les Imprima 
el trámile necesario par.1 su aprobaclon (articuJos o83 y 689 
Código de Procedimiento Civil); y, de otro lado. porque en reJa· 
ción con la misma, interpuso el recurso de rcposJctón el que. fue 
tramitado y decidido en debid;¡lbnna. Luego, por tales aspectos 
la decisión no comporta vía de hecbó alguna vulneratorla del 
dert'J<:ho al debido proceso.( ... )" 

En la providencia objeto de lutela se explica el por que en otros 
casos se tomaron decisioneO$ di0$lintas. "Por ende, tampoco de 
allí surge la vulneración del derecho a la igualdad; desde luego, 
" otra conclusión se llegarla si respecto del mi:;;mo acto de rcma­
l.e y en relación con una pluralidad 9e bienes subastados por 
distintas personas, sólo se reembolsaran, sin fundr.n1ento váli­
do. ga:;l·o'l en favor de algunos de ellos y no de otros, cuando 
todos teman el mismo derecho.• Magistrado Ponente DodnrJor· 
ge Antonio Castillo Rugcks. Sentencia. l''ccha: octubre O l de 
1998. Decisión: Conllrma. No 'T'uu:la. Proceso 5385 -Civil. . .. .. .. 222 

.!DE~\!i:$0 DZ PB'!'i!CKO.I'J: .l'!o ie pi!Mldle p!"et=<i'é:r <J!r.te en ~;:.¡~ior.t se 
-~A'l:l1~ a ~Cl =tmi~a.il auion~ a cwtifio:u hecl'ec$ ~~;te d!e 
ro.11 ell.ICl~ cm-ece k sopoi"W @leumen ta't/ .m!lGilf.I!!ZM !P'.;:¡q&ifOí\fAK.: 
C<..:and!D ~ Clll"Cfa~t= de elcm:,¡>:o k s:!!N!Cl!o o M 5Cll~al"fo (!e c.~ro trc:· 
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baja.do;r l'wlstm desa!!1'~r.uido o len em!s:tentes no se.aln s!\iecien· 
tes. es Q4ilmtsi.Me «U:~ir a cucdqsder oli:Ta pn.:e.ba recot=ktc:J ¡¡.ur 
la ley, ~ q¡¡e deb-e pro>:i:r.:cérse tmm e(jó!Miz ael mmajo .com,petenm 
{artfculo .2154! mci.w zo de'- c.irllígo S~1..~,tarr.rd1110 oi!eK ll":ra.bn!)D), la o:¡c.. 

cáón de rute~a es un I'IVCI!l.llúsmo :res;1du~i reo sMSSáiC4~. 

L ·¡,,_) ~xlstt, una c;;ms;o ju¡,¡tific.atn'a para que la respuesta se 
rest.ringient a lo certificado sin que ella cohnara íntegramente 
las expectativas del peticionario. 
Mal puede. emonC'.t,«, pn.,lo:ndcrsc que o;n sede ck lu!da se obli­
gu<: <~l sujc;lu pa~ivo ele l<nu:clón. a que actúe Irresponsablemen­
te cc::rtJ fka ncln 1(1_ cpnt. no J)Ued-e, por carecer del sopor le 
documental.respt,c\ivc). Si en conlrario procediera podría inl':u­
ITir en vinl;n:ic'Jn d" la ley, y u tanto rio puede llegarse para satis­
facer el derecho l'unclarnenlal de ¡ieUci(m pues, como 
Insistentemente Jo ha sostenido la _¡urlgpn•rl_eneis eonst.itucin· 
nru, la respuesta positiva no es cuestión que comprenda t.al prc-
rro#:al.iva... · 

2. "{ ... )si como se nfinna por la enndad accionada, el'pett'nte, al 
parecer. se hallaba afiliudo n In Caja :llacionnl de Previsión, cuan 
do tomó posesión del cal-gol""'' .,¡ que lio" nombrado, allí debe 
recurrir en prot~ura ele ohl.ener la lan anhelada información. 
Ahor:1, éll.antpoc:n pudiera obtenerla en diclta ei1t1dad, tendría 
expedita la via indicada en el articulo 264 lnclso 2° del Código 
Susl~n l:ivo del'l'rabajo, nonun que, en defecto de una especial, 
podria 11plicar~ amológicamente, dado que a más de hnponerles 
el cl.:h<:r clr. conservar sus archivos a las empresas obll~adas al 
pago de pensión de _jubilación, para hacer mas exp.:dita la pmt> 
ha de tiempo de sen1ctos y del salarlo a las personas en l.ran<:c; 
ck disfn1tar de aquella prestación social, establ.:<:e ' ... Cuando 
lo,; archivos hayan desaparecido o cuando no s<:a po•ihk probar 
con ellos el tiempo de sen'iclo o el salario. <:s admisible para·pm­
barlos cualquiera otra ptueba n:c:mom:icla por la ky, la que debe 
p.-oducltse ante d jueY. cld l rabajo compelenle, a solfcltud del 
interesado y oon interveno:i(m de la c:mprt,sa respectiva'.· Magis­
trado .Ponente:: Doctor ,Jurg.: Anlonio CaO:ll illo Rugeles. Sentencia. 
i'"echa: octubre O 1 dt: 1998. Oeci,;iún: Confinna. No Tutela. Pro-
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SE!.~'!IXGO PiiJBL!!'CO: desconoce .¡¡:¡ crllen!Cl'lo Ita eiilel4!!a4!! C\lliMl e;r~ 
pan;: [a reinstalcu:ión Cliel semciD prlbi!oo la emi'I!Cei~!4m roo $6lo 
de ios t.'"<!S pon!m.e.-w me.ns eSe mom imr;. eSe ~Meiias em '\!1!.!4! [a 
empf'e.¡¡a no Sc:.l$!!le•1dé6 ef se-roic:io oorifurme ic!1 empone el artf.culo 
Jl<!:O de ia ~~ 141.2 de li9~. Se ~uede el an~p~ como m.uara.:is-
mo ti'WIJ6iwno y~ c!!!ts,¡oone fa remstaicae~ ~eS eeroS.:to =vez 
et ~ion'!me'e cara.cele los !:re prime roo m~ -rile ;m()f'G! g $i!SSI re­
~ 
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Cuando la Empresa pr~sl.adora de un servicio público desatien­
de la l'l:><ponsahili<lad que le impone el inciso segundo del articu­
lu 140 de la ley 142 de !994 ~'ulnera los parámetros del tk~c.ho 
a In prestación del servicio públlc.o donllcfltario amp;lrado por la 
Cart.1. Politlca. La norma consagra una regla de equilibrio con­
u·actual entre la Empresa y los usuarios (o suscriptores y res­
ponsables ,;ubsidiarios). d~ un lado,· para que esta obtenga y 
l!>lllisfaga el derecho al cobro opurl.unu; y d«l otro, para garanti­
zar a los usuarios el derecho a obtener igualmente la pre.~lación 
del scn•icio t:Orre>'pondiente. •Luego. se trata igualm~nle de una 
regla en beneficio de los proplet.'U'IOS - no usuartc¡s del SelviCio -

del inmueble, que a pesar de calalogársele como drudor solida­
rlo (artic:ulo 130, inciso 2•1ey 142 de 1991), también tienen dere­
chn a que el s~n1clo del cual se bencflctan los usuarios sean 
suspendidos ¡¡ las tres (3) facturaciones (articulo 140 lbidem). a 
11n d~ no resultar afectado por el suministro voluntario adiclonal 
de lil Empresa. De allí que si esta norma Imperativa obliga a la 
Empresa a proceder a In asunción de loa riesgos de no pago pos­
Lerior, si hien nn le Impide suspender posterior y tardiamente el 
servicio prc•t...do en form" mnde,cendiP.nl:e y t.olf:n•d" sin l'"gn 
del nliSmo; no c2::1 menos cierto que en mm1.cra alguna puede ale­
gar su demora o desidia, para exiglr.t:n la rchJstalaclón de loa 
sen1dos no solo ci pa~o de las trc:s fad:uras iniciales sino tam­
bién las dcmas postcrion:s. Porc¡ut: esta" ultimas obedecen a una 
omisión de la suspensión Imputable solo a la Empresa. cuya ale­
gación, al ser ln.lustlflcada, par-t:r..e constituir etl principio un 
abusu dt': su posición dominanl.c en d con ITa lo. pnobibido expre­
samente por la ley (articulo 133, 23, ky 142 de 1994) [ ... )y por 
tarll.o. dr. las prc:scripcioncs constitucionales. Por ello, en tal <.v<:nl(l 
dt:bt: ampararse al propietario en su derecho ( ... ) lv dispone~:) la 
n::inslalación y prest.ición de los servicios públioos domiciliarios, 
cancelando únicamente la deuda causada durante las treslnc­
lurnciones Iniciales, oonlos gastos de reinstalación o reconexlón 
(articulas 14·2 y 140, ( ... ))y los recargos durante ese periodo (ar­
tículo 96 ibtdeml, en vista de que las restantes fuclums obede­
cen a una omisión de la l!;mpresa en su deber Imperativo de 
suspensión. Sin embargo. dicho amparo solamente puede ser 
transltot1o por un periodo de cuatro meses. mientras que el Inte­
resado promu~va a meo: la ju rlsdtc:c.lón mnt~n~lnso achnlnlstl'atl­
va las ar.clone!l y per.lclon~s cautí:lares ron relación a la existencia 
y c.ohro d~ las d~udas c.orrcsponcllcnt.cs a la~ restantes facturas. 
y cllt~ha rtnl nriclad ;JdopiP. ht!'\ rl~t";;sinnP.s pnwi~lc.nalf:s o ddlnltl­
vas tlt~l r:asu. hls qm: por tanto prNakct~rán (articulo H" Dccrer.o 
2591 de 1991 ). o Ma¡¡;istrado Ponente Docior Pedro Lafont Pianett:a.. 
Sentencia. ~-echa: octubre 06 de 1Y~8. Decisión: !{evo-

ca. Concede'l\ttela . .l'roceso 5439 -Civil. :........... ....... ................ ?.3 i 
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DEBIDO PROI!:$00 Pll).LJTCI"'/'0~ lA ~~ilól':'. éle~ XM¡r.zctor dle Poli· 
da y de l'll! C.clóe.-naci6n tendiente 4 p~~r ra t.mel'lci4a de loo 
predws CIJ9M.<"dos tie1le r-espc;;ido en las fe>JCe.~l~~ O:lm"!!;'tMliru: e~t 
el decrelto 727 .te 199.2 sén.pel'juicio dle 1ca c.ccíóre q:ue u adeMante 
fl!ttte el ]un es;pe.:Ja[!zad.o Jil<ll" tG~~o, eS trámál!"e ;¡NJ>¡icW:J> <~Atjet41> de 
i!utelCll"no vteinera ei ~no c;:! cl!ehldo ~e~. 

"Si bien es cierto que el decreto 2303 de 1989 a~igna c:ompctcn· 
cia a los jueces agrartos y en su defecto a los juccc!j <:iviks dd 
t::in:uitu, parn ':onm:er de los asuntos r·t':lativos. a conflictos agrí­
f::ola~. enln: dlo~ lo::; nJac:iona(lns (:onlos larrt:cunlentos por ocu­
pa<:icln <k. htd•u. l.atnhi_(:n es t:it:rl.n <JU<: d decreto 727 de 1992 
n;J,!lawcn tario dd >i<ll(:rior, liu:uU.a a las personas que explotan 
<:t:nn(>Jnkamt:nl<: un prc:tliu ><grario, pano acudll· al alcalde o al 
fwociomu·io en quien éste haya delegado, para adelantar los trá· 
miles lendient.:s a proteger la tenencia de lo:o p1:edlos agrarios. 
respecto de los cuales se hubiese prtvado total o ·parcialmente de 
la tenencia, sll1 perjuicio de la acción qU<: n,..]i<:c anl.c d _juez 
para ()tte e!éd úe el Janunnjcnlo jJOr o(;UJJadún de hedn,, 

Por lo tanto. en el presente caso, la actuación Lanto dellru;peelor 
de Po licia como la del Gobenoador del Depa.1amento, descansan 
soho-e la nom-.ar.IV!dad antes mencionada. y 1~ decisión por aquel 
proferida cuenta con la debida fundamentación. lo que aleja cual· 
quier viso de arbitrariedad o capricho. por lo que se confinnara 
el fallo Impugnado·. Magistrado Ponente Doctor Jorge Santos .Ba­
ll~sl.,ms. S"nl.~nd". Feeha: nt:hobre 16 de 1998. Decisión: Con 
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linna. No 1'1l ¡.,¡,,_ Proc;esn 5437 ·Civil. .... ..... ... . ... . .. . . .. . .... .......... 239 

10~0.& WVm.IWA: it!l! cl!es...)'T.l.!te de1 ~i'w .a !a uicñe.ncilll! p-re· 
vesw en !a Constát~<JCiórt ¡;¡fa Con11enciDn de Sos ~leos del .f'looo 
no debe armrejar n~I!En!amente ia prop~oo smil>.re !a mbrrue. o 
lafacuRtad de usufructuar una m<m:!da ~~ce, ::&bfca.GTCll ~.en· 
tn) de de>"t.o ámbUo SGeloeconámde&, í!I'!J: que n~nyuna no7ma po· 
sff:fiiM2 !o ooru¡¡agro de -!!Se p;recioo .I'IWO!!o. 

Sin desconoce•· ··( ... ) la lmpottatite y esenclal función que cum­
ple:: la vhdt:r.ula tu la vit.h:t huruaua y tollas la~ Uuplicaclones que 
ella titm<:. puc:s es allí donde: pucne darse el entorno Idóneo para 
el hogar. que es un Instrumento cardinal para la satisfacción de 
muchas de Ja.q necesidades primarias del ser humano: lo que 
sobrconanera 1 nt.crcsa para la formación integrnl de los meno­
res. toda vez que ellos. de acuerdo con el at11culo 27 de la Con­
vención de los Derechos del Niño. aprobada por la Ley 12/91, 
deben gotlar de un nivel de \1da ade<:uado. que induy(: 'la vívi<m· 
tia': an;.~n d<~ que: dentro de Jos recursos que bacen parte de los 
allmcnr.os. a termlnn.~ del precepto lS:l del Código de Menor, esta 
la 'liabitaciún'. 
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Silo rn>b,.rgo. aún entendiendo c:::l <kn:~:bu a la viviend a descl"' 
_r.,.l.a perspectiva. no puede "'~tenerse que su dlsfn tte debe apa­
ro.1ar ne<:esartamente·Ja propieda~ sobre la misma. o la f;,cu llad 
de U6ufructu>~r lUla morada especific.a, uhl~~d"' clt-.t~ lm de cierto 
ámbito Sf)(;ioeconómico. ya quP. ningum> nnrmn po~ltfva lo c-on­
sagra d e eSO! preciso modo; rlehiéndose entender. entonces. que 
la faC\Iltad d e poder ólsfml ar de una vivienda digna. lndepen­
díenteolente del rango que pueda dilrsele a e&tc atributo, no hao~" 
relación a un s itio concreto y dP.ntro de <l~lf'..X'Tllinado nivel social, 
s inu " la posibilidad de t.en"r el abrigo mater1al necestu1o para 
tales electos. 

Teniendo en cut:ntJ'l lo antP.rtomtente sentado, encuéntrasc qu¡, 
es I'!XI'lrhltn ntP. 1~ pelicion de los menores acclllnunfe!l pan1 que 
e lj uc?. r.nm•lilocionaltmpon¡!a Llna <spcd., d" llm\l.actón al do­
nll nln co r.nnclic.:ión de lnenajenabilldad al inm ueble que ellos ocu­
pan actuahn~nl." como vlv1enda. que se hall:a lnven l.an;"!o como 
activo dt ntro de la liquida ción de la sociedad conyugal d e sus 
progt.nJtores ( ... ¡· 

2.. Reiteración · ta ('.o't'te no d eJa pasar pur alto la oportunidad 
para reque~tr a los ex cónyuges a ecionados ( ... ) con~ fin de que 
depouifd" h:H> intransigencias personales. con mlrits a que ti" 
maJlel'll t::OJ!Ílllll<I Y iii!IlÓrúca regulen todos l0!13Spc:d:r>s re:lar.in­
nados con el <alitlado y sostenimiento económico rlc: suO' vásl·a­
go~ r.omun<!S. incluyendo Jo relacionRrlo r.nn 1~ '<~lvitmchl de. los 
mismos, ya Qne u~i lo reclaman la conviV~nr.tA p>tdlk a y los in· 
terc~S Su periores de estos( ... )". Maglst.mclo Punt~nl " flcoc:l nr R:1 · 
far.l Rotnero Sierra. Sentencia. Fecha: oct.uh~ 2::1 el" 1998. 
Dcciltlbn : Revoca. No Tutela. Proceso 5477 -CiviL ...... .... .......... 244 

.i!l>EQ~YCi.VJ'; DE H:JtllSl:almUSTE.fiJICi!:&. Di~~I?.)CI'I!'0/1!.. ~..SO: 
:ill!ol~~ e~ ~llo ia ~~a ... ittor.la: <.'le «~ue•'lci.a el" w~ em­
¡p~o .m .l'l"'Viewt'Mll:i&i!d ci!Aarnod!a roo :1;e &.']1'.1!\elt ~ 1'\Wt!'Jv.oo .;!Ue 
;$tiftcan ~ cl!.ectsión 

Sí la nccionante estaba vinculada a l ,Ju-/.ga<lo eJ1 provisionalidad, 
en un cargo qu e no es .de llbrc nornlom m lenlo y remoción . ·¡ ... ) 
ella no podía .ser removida sino om la rnedidn en que éste fuern a 
prove-erse oon una pcrsorl>l <¡uc h u bic-.3c supcrndo toda.~ las eta­
pas del proceeo de sclooc:ióro, o p l>r una caa~ll j u s tificad a. que 
b len puede !it:r una ,;t~.nción dlsciplimuia, previo agotamiento 
del pn>CC!KI r<::lp t·ctivo, porque como se anotO todos los emplea­
dos d e la Rama ,Judicial tienen derecho a permanecer en sus 
ca.rl{oa mlc·nf.m~ phsc:n•t:n buena conducta. reporten un rendi­
miento SAt l•fadorio, no Ucguen a la edad de retiro forzoso, y no 
sobrevcn¡.¡a n :spcd'o de ellos alguna clrCW}.Ijtanela prevista pur 
la Ley como causal de re Uro, salvo; c\<)t'O e:~tá, tratándose de ca.:­
go5 de- llbre nombramiento y remoo:ión . 

l 
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Consecuentemente· al no haberse plasmado en el decreto que 
declaró su Insubsistencia los moti vos c¡ue llevaron a la adminis­
tración a adoptar esa decisión, es. claro que la ocl.om quedó en 
un estado de indefensión· que amerita la concesión del amparo 
deprecado, pues si bien es ckrtn ( ... )dispone de otros medios de 
defensa judicial. éstos no cobran eficacia sino en la m(:dida en 
liUC :.;{: publiquen de llll<:t manera clara las circunsl<:tncias fácticas 
que originaron la decisión en cuestión. porque sólo a u·avés de 
su conocimiento son snsr.t~pt.ihle>~ de r.nntradlc.c.ión. 

( ... ) 
En virtud de lo discurrtdo se confirmara el fallo de primer grado, 
en cuanto amparó el derecho del debido proceso de la accionnnte, 
pero se rev-ocará en lo rererente a la declarntorta sin valor ni 
dr.ct.o del Oeci·eto 1 ... ) emanado del juzgado accionado. porque 
clieha dct:laración e5 del resorte de la juri,dicdón contcncio5o 
alluüui~ln:ttiva. En su lu~ar ~t.; unlcnar~ a ln juez dcrnnrnbu.ht 
que expida un acto adntl.!lisll-ativo motivado sobre el asunio en 
cuesllón ... Magistrado Ponente Doctor José .~o-enlaJldo Rami.rez 
Gómez. Sentencia. l''echa: nov.tembre 04 de 1998. Decls.lón: Con-
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firma. Concede Tutela Parcial. Proceso 5508 -Civil ............. .'.... 251 

Di'SCR!!lCKO.i11~ lOE ILII. hD.Iml'l.i!STRACEOM: diifeL'WWica oon e! 
Cll>:atepto dÜ otl!rMtl"t.uiedad. . 

"( ... )el ordenaoníc:nto juritlit:u ha hilíl.:t a 1~ adrnini:;lra(.'ión en po­
sición preeminente para actuar en ejercicio de pote.Jtaües dis­
crecionales. ~s dr.ci.r atribuyéndole (:ierla libertad de apreciación 
decisiva frente a las c;1r~uns1;nu:ias !:Onl:n~nr~s ~n <·;ut;J si­

r.uach\n espf:c.il'ic.a, lih.-.r1 ml enyo ejercicio no debe proscribirse a 
la lig(,-a, (:onfundiendo la discrecionalidad legítima con la arbi­
trariedad cunstit.udonalment.e prohibida. Lo primero encuentra 
cobcrtur" adecuada en motivaciones suficientes. discutibles o 
nu, J)tlrO congruentes en t.odo caso con la Constitución y el siste­
ma de principios y valores que ella consagra, uno de ellos el que 
reconoce la prevalencia del interés general, mientras que lo se­
gundo, censurnble como arbitrarlo, o no tiene Justitlcación rcs­
pclahlc ninguna pues se trata simplemente de la conocida 'sii 
pro rotione oo!unta.s ·• o la que ofrece en apariencia pennitc: des­
cubrir, sin necesidad de acudir a elaboradas argum.:n1adonc:;, 
su carácter en realidad htdefuúble y opuesto a la tlm•lidad '1"" 
justifica el otorgamiento de aquella potestad, t::itcuus1.aut:i""' co;­
L>LS d.: vi•iblt: auunnalhla!l <IU(: no se presentan en la especie en 
estudio pues la soluciuu d.:gi<Ja, cun•islculc en sugt:nr al oficial 
de pollcia aqui acclonante. amparándose en <notivos legales, la 
reconslderaclón de su solicitud de retiro. amen de ~u:l~dttr ar­
monía con los hechos que constituyen presupuesto de tal clec­
c:iún. resulta proporcionada a los fines perseguidos como 
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o:\aramcnle lo explica el escrtto de impugnación y no entraña la d. 
actitud evasiva que el1iibwtal toma por demostrada pues ob(:-
decló a la aplif:aciün OJI!it:Uv<O. de una dispo.l'ji(:iün de jenrrquía 
legal precisa y expresa. lo que de $uyu excluye la concesión del 
amparo solicitado." Magistrado Ponente Doctor Carlos Est.ehan 
Jaramillo Schloss. Sentencia. Fecha: noviembre 10 de 1998. 
Decisión: Revoca. No Tutela. Proceso 5525 -CIVil. .... . .. ... .. .. .. ... . 258 

D::Y'~ W'JJUC~, !DJE.~Cl/lO DE J!.CCJi!ZtO .!J. liAP.v'Of!W\Il~'lliA­
C'!::;:.I'J.OE,J'ii/6TIC/íA: ~ s~ewa proce=ies IW p:ued·:n t.mer ~U~ 
ott i!o3 .fi"'"pceos de proveden.ccl25 por no l!<mer ~t03' i¡;¡ =lédi·!Mi! c:!e 
:::icc-.am=tos; púb~acns 

"Los proyectos de pmvidenf;ia, trateso:: de autos o sentencias, no 
osu:nl.an lu calidad de documentos públicos m lllitlo respecLo ( 
do: dlos r .. u.a ohvi .. rnenle el propósiLo de ,;er oLon.¡ml<ls oxmm !.al, 
pu~ l::liJeUC:LS Hlcan~au a ser lu 'luc son: borrado~~ de txab~¡o, y 
coJ1St:cuente:=utc-:ut4:: nu corn:~punde a uuu tlt: aqudlm; a 4ue se 
rdlo:n: o:l arllo:ulu 74 dt: l¡¡ Curo::olil.uciún Pulilk<l, ::oiro o¡ut: a los 
mismos se pueda tene.· aeaeso pur los s'-!¡o:r.os pl'OCO::Sales" Magis-
trado Ponente Doctor Nicolás Bechara Slmancas. Sentencia. 
!~echa: no\1embre 12 de 1998. Decisión: Confinna.. No Tutela. 
Cundcna. Pro(:t:so 5526 -Civü ......... ; .. ..... .. .. .. .. ... ..... ........... .... . 263 

D~l'liJi."'O ~lllO"'~O CMX.! .t4l: fntewuJJ~C:IOO de! pro= ¡p:~~rn 1!:!!\t.!j.l­
cei7ofllio.s h~1>-Mde ku:Yema.'ldcd<l!>'loll>,PILI<I!'~e~:.r.~áe;:,¡io ~ 
afee~ 1os Ol!.l!'./'zeh= <!!Id! un tel"~ ajeeM> o ro: g-e1.1'lJC[6n p¡occe,;a1 
.m oe;ui/'l3D t¡¡~U ,;orie4~m ei ievanta;or.ol..lmto tlle ur2m l'l'tec'l~c'l.m emiLI~¡IIE,.. 
<;!\'te re ~e:ljOLt<ilolott . .LGl aceitut!l omol.:llll!!~~.t &![juez oi!~onoee 1cs ile~ 
ei'a" ci!e~ rercero tM,¡US accio:ncmtc • .iLa Sil!~ ;o= el'3 oo~U~C~m~ato 
elle lo~~: (;)c.Jtmdcu! competen le !a omwá6n ere Que iMCoJI"'Iió e~.}scez. 

Magi$l.mdo Ponen\.e: Docl.or Carlos Est ... ban .Jar:unillo Schloss. 
Senltmcia. Fecha: noviembre 1 7 de 1998. Decisión: Confirma. 
Concede Tutela Parcial. Copias. Proceso 5556 -Civil................ 268 

iDB.m:O ll'RCCESO DE usnT!!:IoClOM: l!.a «lieci.Goló~judl(cStd (!te !'1!0 

<1$C,.tc.I'P.totf' "· 1as .tl!eo'll.Ol1.!td4l!G'.cs .que s~ eoa m«~>l'"d fl1le c.rz.ru:ei!4zr lO§ 
c~~o~tes: o!llde:tléi<:~d:oa, mc'-;t~o ~,;p111~ ofoe pro.fe.-r..n~ Ior.t =tel'l!.::ia. 
1000 roM~curse P.r'.AX ~ i'n.ttoo 

La Sala eonsidm-a que la prohibición de escuchar a Jos deman­
dados hasl..'l bmtu no cancelen el valor de los cánones adeuda­
dos, c:onlinúa •igente (despucs de proferida la sentencia), pues 
no L.iene .;en licio o¡ut: sin haber sido restituido el bien obleto del 
litigio, se permil.iem a ;¡quel\os en ptoljuicio del demandante. pre­
sentar alegaciones que dilaten innecesarianoente el tlnal de la 
actuación. MagistTado Ponen! . ., Doctor ,Jorge San tus Ballesteros. 
Sent<mcia. Fecha: no\'iembl'e 20 de 1998. Decisión: Confirma. 
No 1\ltela. PrO<'eso 5566- Clvü ............................................ ~.. 272 
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D~ MOCESO: E$ I.I'Vo'pi"'OO!éertte ia rute1.m ce.tal'lloo no tre i'llar¿ 
empi!eada y t19f)t<M1A:> ~~ ~Mcan/.!<mm¡ 4!1-ifensf= que se ofrecen 
dentro de [as ac:tuacaones cOf'Tespond!ienees, p=af.D ~ la 
mzoreaóilécliad de s;u propMición =i~ que, ademá$ Cle [o:fo.lta 
de otro medio jól.ldicial file prneeccwn, se haya dado al $14J1lte.Sto 
agresor de los; derecho$ e&~penores I-ta o~unfd:GI!t «le 11\9CII:ifllCI!Cr 
1416 yerro5 que r.e le er.!Ci!5lgan . 

"( ... )aunque el carácter subsidiarlo de la acción de tutela se pre~ 
·gona frente a la E'.xistencla de otro 'medio de clelensa.Juclicial', de 
Indas maneras también r.n he considerarla Improcedente cuan­
do no se han empleado y agotado lo~ m<:<:animnos dcf~.nslvos que 
se nfn;ccn dentro rlc la" ad.u.,t:ium~s correspondientes, puesto 
<JU<: 1» rerAmahilid•ui de su prupo.sio::lón exige que, además de la 
falta de ot.n) tn<:dio judicial de protección, se haya dado al SU·· 

puesto agresor de Jos derechos su pertores la oportmlidad de rec 
tlfkar los yerros que se le endilgan: lo que con mayor fuerza ,;e 
predica respecto de los procesos dlsclpllnat;o,;, dond.,, mmo Jo 
h<l reil.erndo 1<~ doctrina de esla corpnmt:iím ( ... ), las eventuales 
falle~s·dcbcn tratar de c'IlJJlmdars<: prirnt:nnnentc a travcs de los 
dil:lposilivos de protección que consab'"' d Código Dlsdpllnarlo 
(mico (L.200/95), estatuto que o1ienló dichos ln\rnik~ haci" d 
esquE'ma garantista y de audiencia bilatcral propio de lo!j pro<:"­
dlnllentos judiciales. ya que de manera similar a éstos instituyó 
las not:illcaciones y comwllcaciones (artícuJoo 79, 83 y ""). T"­
cursos de !nstanci.1. y alzada (rutículos 96 y ss), sistema de nuli­
dades (articulas 131 y ss). entre otras cosas. 
En ese orden de ideas, se ¡·atifica la improcedencia de la petición 
constitucional, porque pl'eclsamente en ejercicio de esas hena­
ruientas de auto-corrección de Jn-.egularidades, el accionante in· 
terpUSO el reClU'SO de apelación contra la decisión sancionatoria 
de primera Instancia, el cual si bien no es un medlo de defensa 
J udJclal, como crradarncmc lo sostuvo el tribunal, si constituye 
una forma de protccclón al interior de la actuación que debe ser 
surtida sin la interferencia dCt juez de tutela.- Magistrado Po­
nen~.e Dnl~Lnr Rnli1el Rnmt'!n) Sierra. S~n~.t'!nda. Ft!r:ha: diciCJJl­
bre O 1 rle 1998. Decisión: Confinnn. No Tul.ela. Pr<><:eso 5565 -
Civil. ........................................................................ :.............. 277 

.lll>E.I'IIDO P.ROCZ50 C.w.tY.: l'lo hay.:lnl!l!ru!racíón al dereefMJ> cuGtii!OO 
e[jeJEZ lllCcWntMW oo<ttabilf:za los l!:ér'nttrws ~el ¡pago éle e.JC­
~as necesarlDS en el oml:ontte dlt!l ~de apelacil6m oott}im:­
c:!amer.~to ere e~ art(cu.fo 356 tnc!S~os 4 y 5 ciei Cócl!tgo de 
~i.mfentu Cfa>il 

La manera de computar los tenntnos para. el pago de expensas 
necesarios a efecto de obtener la expedición de coplas para tra­
mitar el recurso d~· apelación no se contabiliza con base en el 



362 GA<:I'TA JUDICIAL Número2494 

artículo 120 del Código de .l:'rocedlnucnto Civil. Por imperativo 
de los ordJnales 1• y 2• d~l articulo 1 O del Código CMI. la dispo­
sición apllcabl~ al ~a,.cl phml<:-.ado es el articulo ~56lnclsos 4 y 5 
lbir.lem, pm~s a más rle ser posterior al precitado articulo 120, 
...,gula de manera especial lo concemienl.e <:on el recul'so de ape­
lación en los efectos devolutivo y diferido [la impugnación de que 
aquí se trata fue conceditlu en el efecto düertdo de conformidad 
con el articulo 687 Num. 8 in .fine). Luego. al no haberse aporta­
do etc ese lnpso las expensas necesarias para la compulsación 
de las copias,.la decisión adoptada por el juzgado al declarar 
desierto el recurso no dcSCJOnoce el derecl1o del aoclonant.e. 
:Yiagít<lrado Pommle Doclor JorgeAnt.onto CastUlo Rugele-.s. Sen­
lencia. Fecha: diciembre 04 de 1998. Decisión: Conli:rma. No 
Tulela. Proceso 5651 -CWll. .................................................... 2!:!::i 

r.)MJC:(l JOJ$ 00~ 'il' ~EN §ll.l..'lJ!fJ, §.WiUjP.,1l!JM.i!ll 
sc.c;¡¡¡,;r.: !li:l. Te~e!§W'O oll! .q¡Me se ~e'Te fa !ey 20tll de Jlfi'S3 ec'l .nt 

I!I~~uVo 1!18~ ~~!PYJ.:J'rD ~o r.l4:l p~de emp~e.m..,-z;e ca.:aii'\~c ~ :tr.mll'·~ 
~~ r-e~.M:o- los oo~~ q1.1e pam ~Q atmm<ón w ~rv·el'"rned~ 
~e ·Q~W coooo• sean M car~ de! qti~'ki!d!o. o &S iJzrtefecimio o, 
~o el'.l es;te CG<W, cils~ .ll:1lt00o, [a Stai!.c! no :>"<e$¡G>a~da e! s;rgctmenlto 
;!J>I~nt-.G!c era es:u sen!!WO por ei i.lfinisterio tita §a~udl. 

En los evento~ c::n que est:, en peligro la vida del paciente y este 
no puede pagar la parte dc'l v;o lor del tratamiento equivalente al 
porcentaje d<': semanas de cotización que le falten para comple­
tar dichos pe-riodo~. la EPS accionada puede sollclt8..1· al Eetado 
colombiano. Min;sterto de Salud, a traves del fondo o cuenta co­
rrcspondknl.(:, el reembolso de los gastos en quelncL>rra por su­
ministrar el lralanúento ordenado en esas eventualidades. en la 
parle no cubierta por el POS. y slempl'e ctue se den lo~ c·o::qui!;ilus 
legales para esos efectos, pues ello tiene rll.llmm!.ial en la ublit:a­
ción de aslstenda social que cot·respoude al Estado '"' maleda 
de salud. 

"Crilerio frente al cual no son de recibo los ar~umentos del Mi­
nisterio de Salud en cuanto que el valor de proeeclincit:nl.r¡:,¡ o 
medicamentos para enfermedades de all.u eo•to llll cubierl.a~; por 
el ( ... ) POS, corresponde asumirlo a la respe(~tlva Entidad 
Promotora de S<!lud con cargo al reaseguro a que se retlerc la 
Ley lOO de 1993 en su articulo 1R2, p>~r)igrato 4", llne~l" que 
como ya lo deJó sem.ado la Sah\, '"'" re"s"gnrn tiene aplicación 
para Jos casos en que. eonlonne a h1s normas legales que rigen 
eii:'OS, Jos gastos de tales eventualidades sí tnrres.ponde asu­
mirlos a la EI:'S, en todo o en part.e, de tal suert.e que resulta 
contrario a dcrccllo ,' ... entender que las señaladas empresas 
es tan habilitadas para reasegurar Jos valores que para la alen­
ción de enfermedades de 'alto costo' sean de cargo del afiliado, u 
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rl~l hen!':llCialio o. l'omo en este caso. del ]!;stado ... :. y que la em~ 
presa as~gnradora deba cubrir oblt~aciones de car~o exclusivo 
d.-.1 úllimo." M~istrado l:'oncnt., Doctor Raf~el Romero ~ierra. 
Sentencia. Fecha: dicit\rnhre 07 de 1998. 
Decisión: Confinna. Concede Tutela . .Proceso 5611 -Civil. ........ 

SiEG!!JliW).IID 50CZA.L, .'él!"'.S: La ~~Q • a<a~C!d acumuic!dla 
¡¡wr incurrir en ia coreducta ~ea ett er am=1o 58 del d~to 
805 de !OOEJ ~ ref~..-e sólo a1 IZjiUacéo 1>w> ~ i'llacenJe e~rmm· 
va ~ .i:N!neflcáail"l!o. En .com<ecuencia. es ei'Tado eX entenl!i!e~r dado 
por la EP~ ou: la Yol40>rma. 

r~. parle inrroductiva del articulo 64 del o.,crel.o 806 de 1998llja 
1;, pt'nlirl" "( ... )de la antigiiedad acumulada en ella pn.-;sl;, ( ... ) 
para los 'lllliados, sin que. por tanto, pueda c:onli.mrJir~e con es· 
tos a lo>' heneficiartos. r:n verdad, se¡¡un el sentir de la Sala, !'u e 
el querer del le¡.¡i~;lador que los motivos prc\1stos en los·Jiterales 
que componen el precepl.o. excepción hecha del literal a) del mis­
mo. ·ocasionaran la perdida de· la antigiied'ld acumulada pero 
rolo respecto de 'los ailllados' ·( ... 1 Si~ndo ello así, se concluye 
que fue errado por parte de( ... ) EPS enl.ender que ante la viola­
ción del articulo 58 del tantas v"ces invoq>do Decreto 806 del 
año en curso por parte de ( ... j (la at~durmnl.el. su señora madre, 
como benefic!aria: de aquella penlió ib•ualmente la antigüedad 
que tema acumulada y. p<>r lo mismo, que· al figurar como benc­
ficieu·Ja ( ... )" no =nlaba en su favor con las semanas coti<adas 
en el periodo que, a ,;u vez, fue beneficinr!a del .POS por cucnla 
de aquella. · 

"S" sigue de lo a11terior, que compulaÜ<J el tiempo lmnscurrido 
desde el 2 de novtembre ue 1996, l't:!:ha dr: vim:ulaclón a la ( ... ) 
EPS ( ... ) (de la madre de la a<:.:ilmanlcl como beneftdarla del POS, 
a la actualidad. apreciándose que no hubo en verdad interrup­

. eión en su ~1nculactón por el traslado que se verillcó el 23 de 
oclubre ultimo. momento a partir del cual aparece como ben~ft­
cla,rta de ( ... ] (otra hija), '"' nhUene un total de semanas cotiza­
das que supera el minirnn ti P. cien ( 1 00) semana9 que. conJO ya 
se vio, se requiere para la ,.¡ ""ción de enfennedades de alto cos· 
lo, como la que padece. 

CorolaTio d~ lo anterior es que { ... ) se reún~n u cabalidad los 
rcquisil.o~ establecidos en la reglalnentaci(m legal reguladora del 
POS para merecer que la empresa accionada le preste la at.er¡ 
ción médica hospitalaria qu" requiere y para que ella asuma en 
su l.ot.a lidad los costos que ese servicio cause.· Magistrado Po­
nenl.e Doct.or Nicolás Bechara Simanca.•. Senl.encin. Fecha: di­
ciembre 14 de 1998. Decisión: Revoca. Con<:ede Tu lela. Proceso 
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.D.Il:I.?IDOP'~OC.ES:O C1'1lrll.: 'lfM~n~ zl de;reciilo e1juu .:¡¡t.te ai~ e~ e.fec!l>D> C 
S~c:;~ m qu.e .f'tJ2 t<l>rtCe<l!OO'io v.n re.Cun!!a d<!: Q,'!J:!:éacíón. PJo u p:~~~. ,¡;.:;ses, 
~ite~Or- ::a ~~s 0\!!llii'TI?recs~JUruraz: JPID!.ro. ·2tt:&M>""e~ teGtoD~r 1!te,-a¡ t/12 
nonnalll,¡;Jro~ac;:les c¡.:ll':= rJ exp!ácitas. · 

-¡ ... ) en el t.r<\mtt.c en estudio se presentó una sollcitucl de nuli­
dad que con suficientes argumentos fue negada en dos oportu­
nidades por el ,Juzgado rl" conoeimienr.o rn rk~l~lon ~ont1·a la 
~ua 1 ~ prP.sP.nto P.l ·reeurso de apelación nmced!do ero P.l P.ft>.c.t.o 
devolutivo. lo que implica, segfm los tennJnos del artículo 354, 
inciso 2" del Código de J:>roccdlmlento Civil, que · ... no se suspen­
derá. el cumplimiento de la providf!ncia apelada, ni el curso del 
proceso'. En esle entendido mal puede el juzgador, sin incurrir 
en extremo desacierto indicativo de arbitrariedad al no ser posi­
ble catalogarlo CJlllO racional derivación de la ley. aducir como 
sustento de su p.roceder argumentos de 'prudencia' pa.Ia alterar 
el efecto legal en que fue concedido el recurso. dandole en forma 
lnconsulta el carácter de dlfertdo en los términos del inciso 3~ 
del mismo articulo o, como lo sugiere el Tribunal. el suspensivo. 
desfigurando de paso, por obra de su propia voluntad petson,l, 
el si,; tema pr.,.,;sto en el arl.i,ulo 14 7 riel Código rle Procedimien­
to CIVIl para regular el efe~to de los recursos de apelación res­
pe~to d~ pro~idencias. que declaran o niegan nu!Jdaqcs procesales. 

No se puede, pues, acudir a eventuales ocurrencias futuras para 
alterar el tenor literal de nom1as procesales claras y explícit·as y 
ao;i, al acomodo de los juzgadores. apllcar.las o dejarlas de apli· 
car .Indistintamente cuando. en su concepto, se presente un ·caso 
cxc~pcl.onar de variado or!Acn que a.conse.1e obrar de este modo. 
La etka<.ia suspensiva d~ actuaciones de preVio y especial pro­
nunclanilento en el amblto del proceso civil. la señala la ley. y. 
por ende. no queda al arbitrio de los funclonartos dispone~· las 
cosas de m;mt,)'a disf.inta "tendiéndose a simples conjeturas o 
suposictones, convirtiendo en 1~~.ra muerta disposiciones con1o 
las conlenida~ en lo.~ arli<:nh~ 354 y 137 Nurn. 4" del Código de 
Procedimiento Civil.'' Magi!:<lnodo Ponente DO<:t.or Carlos Esteban 
Jaramillo &hloss. Sentem'ia. Fecha: diciembre 15 de 1998. De-
cisión: Revoca. Concede Tutela. Proceso 5697 • Civil. .............. :!04 

il:l~ momoo .'1>.1/!: 'lri'J'óóJTK..YI.: Vtllln<M2 el dle111!CM eljMeZ ~e~· 
~$a de$~áón de ¡pt:rtldo;r e•ot suoe:%orio donk i'nt!!:~la~ 
árr./.oo/ fe\t-'!),70 JO$ i!EJnM&/, JUDi!CY>..!!.: anáSisil$ k 1c. ~··O~· 
clC!! c:lei retntn4> de queJCl y ~~ al'fltpta,.o t:ie poí!:lnoza, ormw med!eoo 
~~®!¡{~a. 

l. De la silllple lectura del auto por medio del cual el juzgarlo 
accjonado exige que en d SllCesorio rlondt: hliy heredero uulco 
se desib'TlC parlidor, "e pone en evidencia que "(, .. ) lo asi decid!· 
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do, amén de no hallar, ni de lejos, Wl soport.e legal. se estrella 
hasta con la más rudim.:nlaria ele las lógicas. 

1 

Y lodo porque exi~k norn1a •~spedfka que ordena, para las su· 
cesiones de heredero único, prc~cnlar la adjudicación de los bie­
nes relictos (articulo 615 del Código dt: Pruo::edlmlento Ci,;l¡, sin 
que en diC\I<l prcccpt.t..-a se descubra excep<.ióu alguua. Por suerte 
que en este caso, en donde, como se dijo. no existe IIID~ <¡u e una 
Mla heredera.reconocida, su apodemdo esta plenamente fa<.ullado 
'pnr 1" l.:y ¡jara presentar directamente la ml•ntada a~¡udlcaclón. 

Ahora .• '\quello de que cabe designar partidor por ser el h~recle­
ro unlco tUl menor de edad, para lo cual sr.c aduce que sólo a si s" 
le brinda la protección que manda el articulo lS ·de la Cnn"l il.u­
ción Politlca, pasa apena" por ar,1.,tumcnto necio. "''"~ no.s" ha­
nunta de qué man.,ra queda más protegido el inc,.p:w., !<i es que 
~l partidor que se ll<:gare a deslgLl.ar no puede ha<:r" o~n.'<a dl~tln­
La a la dl' adjudicarle todo lo que compone ~l caud::~l reltctn In­
ventariado.-

2. "( ... ) repmehar al acclonante por no haber inl~rpuesto el re­
curso de 'I"'"Ja ante la denegación del de apelación, es absoluta­
mente injusto, pue~ '" $hnple inspección del caso indi<:a lo inocuo 
que le hubiera resull.,.cJo, dado que en verdad la decisión jucli­
cial fustigada no está P.nlislacla como apelable, ni en el articulo 
3.51 del Código de Procedimiento e;,;¡ ni en norma especial, acep· 
tar el planteamiento del l.ribunal seria, entonces, estimular 1¡¡ 
práctica perniciosa de que a los rr.<:ursos ·se ha de acudir a 
ultranza, asi y todo sean lllfundados, olvidando dt: paso que los 
ju:~.gadorcs por el contrario están en ~l deber de controlar la te-
meridad en el empleo de los mismos." · 

3. "Y asegurar que el olro medio que hubiera podido utilizarse es 
el de solicitar el amparo de pobreza, o;s suponer que en el 
acclona.nte concurren todas las circunstancias que autortzan 
fenómeno semejante. c.on el agravante de qu" no ser ast egrar.iase 
instando al pe~¡urlo, por supuesto que quic:n ac:uda a él debe 
n>anifestar tal ocurrencia ba¡o la gravedad del juramento (oil'ti­
culo 161 cld Cúoli~o de Procedimiento CMl). Y en últimas, no se 
dcscub"' '1"'' dt: proeeder tal figura, resulte más clica:t qu(: \¡¡ 
tutela nú,;,n<i." Magistrado Ponente Doctor :Rafael R<>mc:ro Sic:­
rra. Senl.cnci><. Fecha: diciembre 15 de 1998. Dcci:;ión: Rcvo""· 
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.o.w:a.mo .!"..R~ DE FAimll!A: 11o ensinen~ es ®rec.\io el ~rc!do 
de 1afacM!tad Q)'icioiJ.s.l& ciei}Met paM duo>ee.Y !a pM.cttca de~ exoa­
men de DMA a i[nSW de e;rbtl"' p!"aa<!iba pmcfai ~re mwccu1iores 
genéticos 
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"( ... ) lns fat.-ultades oficlos<l~ del juez estan cn<::arninD.das ( . .. ) a la 
<)btención de la verdad com o p1·eaupu~.sto vertebrnl de la s~.nl<:n­
cta. a hacer efectivo el prtnclpÍo de i~,'\Hlldad de las parir.,., prote­
giendo. adcmtis, a terceros de maniobras engaiiu:<all ele las 
partes. Luego .;on vi.Ylbl<:mt:nte desatinadas la" recrtmlnaclo­
nee de lo~ acctonanks que. se ful)dan c::n que el J uzgado ( ... ) 
caroda de facultad<:':< para mod lfkar la· pmeba pericial que lní­
clulmente habia ordenado, pur.s es lo cie~to que, hac lc:ud(> u~• 
de las facultades lnq u.lsitivas que la ley pu8o a su dt::~¡¡o~\dón, y 
atcndi<:ndo la recomencladOn de lá in~Ulu(i(>u olkíal que debía 
practicar la experticta. optó por onlt!llar el examen de O NA.., cuya 
conllabilidad cs. a oj06 Yi::~ws. supértor a la prueba de marcado­
res gr.néli~.os que podria realizarse ent.rt los demandantes y los 
h~r<:cleros del presunto padre. tncumbi(:ndole. en todo ca~>o. ~ 
los pentos cletennina~ el ruvel de s egundad y confiabUidad del 
c;Xllme!l y al juez v<ilurarla. aspecros costos que no pueden S(Or 
.:nc(!lionados, en rttHilcra ulguna. por J~ vía de tutela. 
( ... J 

1\s(, pues, como las pruebas ordt:mi!las ~untrtbuyen de manera 
slglliflcatlva al csclare<:inllento rle ti\ v~nlad. la consol1daclon de 
ht justicia y la protcn:iém ~.flcru: de los dc:n:clu•• runuumentales 
de: las partes. toda v= r¡uc. si de los den~>Unlan\es ,¡e trnl.a. se 
h11ce tm1gíb le el dera:ho supetior a estahl~"'r ~u~ orl!(enes. al 
pe"r> que los demandadot< adquieren la garauli" <.le rc::élblr una 
decisión que. apunlalada en demo;;ú·acicmc:s l:ic;nllJkas s~J1as y 
Gon.::luyentes. e>,l<': mfls allá de las dudas c¡uc; generan los fa.! los 
fundados simplcmcnf.e en las 'meno> inl(:rv.nl:la del leg1slador, 
deberán atendersr.. a:;unto que poc •i soln, no irrespeta o desco­
noce los derechos illVOCadO!I por lus •c:donanles. 
Con lo dicho no se ignora en manc.ra a lguna, que el hombre. en 
todos los tiempos. ha expertmentadu un partícula~· respeto por 
los restos humanos. quizás porque cllos le insp\ran un pl'Ofundo 
sen timiento pi<ldo..'<O eu el cual se confunden sue; reDex!ones so­
'bl'e Jos misr.erios de su propia cxisl.encia, sentimiento tan hon­
damt!nt:., arraigado a su ser que. inchisi:ve. los ordcnGmtentos 
Juridl<:r•s se preocupen por Ru defensa, tipiflcahdo como dclitt> el 
vllifJ"'ndio del cadaver. tal t:nmr> lo h.ace el articulo 297 ucl Cllrligo 
Pl!nal Colombiano:• Magi>;lrado Ponente Doctor J org., Anl,onio 
Cut< LU lo Rugeles. Scntcnel .. . Fecha: diciembrcl6 de 1 ÍI9B. 
DeCISión: Confirma. No 1\ttela. Pro-ceao 5696- Civil. .............. .. 314 
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